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CAPíTULO 1 
INTRODUCCIÓN 
Se pretenden exponer en este libro los 'grandes temas de la ejecución forzosa, 
que precisamente han sido objeto de una profunda revisión y modificación en la 
nueva LEC de 2000. Han sido numerosos los aspectos modificados en esa parte 
de la LEC que regula la actividad coactiva del Estado para dispensar una tutela 
judicial realmente efectiva, poniendo de parte del ejecutante todo el aparato de 
fuerza estatal con el fin de proporcionarle aquello a lo que tiene derecho, cuando 
el reconocimiento de su posición jurídica no admite ya discusión --o sólo pue-
den plantearse contados medios de oposición- porque el título que da paso a la 
ejecución forzosa contiene en sí mismo una declaración incontestable del dere-
cho del acreedor. 
Son muchas las novedades de la nueva LEC, que pretenden dar un vuelco ra-
dical al funcionamiento tradicionalmente poco eficiente de la ejecución forzo-
sa. Entre ellas pueden destacarse en esta breve nota introductoria, la unificación 
de las normas sobre ejecución que se contenían en otras leyes, singularmente en 
la Ley hipotecaria; la regulación de la oposición a la ejecución, que con anterio-
ridad carecía de toda norma que la previera, como si no se pudieran denunciar y 
apreciar defectos o motivos que impidieran despachar o seguir adelante una eje-
cución iniciada; la imposición de deberes procesales al ejecutado y otros medios 
para averiguar sus bienes; la apertura de medios alternativos a la subasta para la 
realización de los bienes embargados, y la propia ordenación de la subasta; la re-
gulación de un régimen de audiencia y eventual desalojo de los ocupantes de los 
inmuebles realizados en la ejecución; una nueva concepción de la tercería de do-
minio; la previsión del cumplimiento en sus propios términos de las obligacio-
nes de hacer, no hacer o entregar cosa determinada; una regulación extensa, con 
un profundo cambio de la concepción anterior, respecto de la ejecución provi-
sional; así como la pretendida unificación en un solo procedimiento de la eje-
cución de sentencias y títulos asimilados, como los laudos arbitrales, y los tra-
dicionales títulos ejecutivos, que venían enumerados en el artículo 1.429 de la 
vieja LEC. 
a) Efectivamente, la LEC lleva a su articulado las normas que sobre la eje-
cución de títulos hipotecarios, con pactum executivum, que se contenían tanto en 
la Ley hipotecaria, como en la Ley de hipoteca mobiliaria y prenda sin despla-
zamiento de la posesión, como en la vieja Ley de hipoteca naval. Pretende con 
ello, según confiesa el legislador en la Exposición de Motivos, dispensar un ca-
rácter claramente jurisdiccional a estas ejecuciones, que en alguna ocasión se ha 
[17] 
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discutido, considerándolas como actuaciones meramente materiales, en las que 
sólo de modo circunstancial debía intervenir la autoridad judicial y, cuando lo 
hacía, era a título de mero ejecutor de hecho, estándole prácticamente vedado el 
conocimiento y el pronunciamiento sobre cualquier extremo relativo al título, 
que había pasado en su momento por los «filtros» jurídicos tanto del notario au-
torizante de la escritura pública de hipoteca o prenda (salvo los supuestos de la 
hipoteca naval constituida en documento privado) como del registrador que ins-
cribió la garantía en el correspondiente Registro público. 
Además de ello, se unifican en la nueva LEC las normas que regulan las eje-
cuciones de créditos con garantía real, derogando las normas dispersasen las le-
yes materiales de hipotecas o prenda sin desplazamiento. Sin modificarsustan-
cialmente todo el sistema de ejecución hipotecaria, que 'representa un elemento 
capital en la estructura económica española (en el último año se garantizaron, 
con hipoteca o prenda, préstamos por un valor superior a los 34 billones de ,pe-
setas), se regula la oposición a estas ejecuciones con criterios más restrictivos 
que para el resto de títulos, quedando reducidas las causas a la ex:tinción de la 
garantía, a la extinción del crédito y a la disconformidad con el saldo reclama-
do por el ejecutante; asimismo, se previene la suspensión de estas ejecuciones 
en los solos supuestos de tercería de dominio y de prejudicialidad penal, aun-
que no se impide ordenarlo cuando medie acuerdo' de las dos partes, como su-
cede con carácter general. 
b)La nueva LEC aborda la regulación de la ,oposieión a la,ejecución, po-
niendo a disposición del ejecutado 10s'Jlledios necesarj..os para denmreUirposi-
bIes defectos procesales omatetial6:s que;'si sonapreoiadosrp<JDdrán:fin a la-eje-
cución ya iniciada. ÚlJLECde18&1, cowla.tradicionalconfusiónderegulaciones 
de la ejecucióndesenten~iasyeljuicj(}ejecutivo~ nOloontenía norma alguna que 
permitiera al,ejecutado' alegait:en Su/defensa Jas,razones'que pudieran ,asistirle, 
~omo si laifirnieza de la'sentencia;suautoridaq,de'cosajuzgadá;fuera ajena a 
los presupuestos o requisitos que la ley fija para' iniciar váliQamente la ejecu-
ción forzosa, o éxtendiera un manto que;Ímpidiera poner de manifiesto cUalquier 
acto jurídico ocurrido con posterioridad, como si la' actividad pro~aldebiera 
ser ciega incluso al cumplimiento ,voluntario de1a sentencia por el deudor. 
Como es natural, se permite oponer la falta de cumplimiento de los presu-
puestoso requisitos que impone la LEGpara despachar la ejecucióri, desde la 
competencia del órgano judicial, a la capacidad o representación de las partes, 
hasta la validez del título para servir como título ejecutorio (art. 559), o el no 
haberse cumplido el plazo de cortesía legalmente previsto para iniciar la ejecu-
~a . 
También se establecen motivos de oposición de fondo, desde luego con un 
sentido restrictivo, que los reduce al pago o cumplimiento de lo ordenado en la 
sentencia, siempre que se acredite documentalmente, el vencimiento del plazo 
de caducidad para plantear la acción ejecutiva, o la existencia de un pacto o tran-
sacción para evitar la ejecución, siempre que el pacto o transacción conste en 
documento público (art. 556). 
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> ,c)l!' En otro orden de cosas, la LEC de 2000 impone, ~bién como novedad 
en nuestro' ordenamiento, ciertos deberes procesales al ejecutado, como el.de 
manifestación de su patrimonio, así como establece.y des~olla. ?tros medIOS 
para investigar su patrimonio con el fin da dar cumphda satlsfacclOn al derec~o 
del ejecutante. Hasta ahora, el ordenamiento echaba sobre los hombros d~l eJe-
cutante, que había obtenido una resolución favorable, la pesada carga de ~nve~­
tigar el patrimonio del deudor, cuando en la mayoría de los casos la expenencla 
demuestra que el incumplidor trata de poner fuera del alcance del acreedor sus 
bienes, en no pocos casos con un notable éxito. " .. 
Por estas razones la LEC exige que el deudor haga ante el organo JudICIal ma-
nifestación de sus bienes patrimoniales, en cantidad suficiente para hacer fren-
te a la prestación debida, conminándole co~ ,los apremi?s opo~os, incluida la 
desobediencia grave si no presenta la relaclOn de sus bIenes, mcluya los que n? 
sean suyos o excluya bienes propi~s, así como la imp?si.ción de multas coerCI-
tivas periódicas si no responde debIdamente al requenmIento (art. 58.9). . 
Se desarrollan también las medidas de investigación del patrimonlo del eJe-
cutado a instancias del ejecutante, de modo que el órgano judicial pueda diri-
girse a' entidades financieras, organismos y registros públicos, a~í .como a las 
personas fisicas o jurídicas que indique el acreed<?r, para que ~acI~lten la rela-
ción de los bienes del ejecutado (art. 590), estableCIendo al propIO tlempo el ~~­
ber de colaboración de estas personas o entidades, incluso con multas coercItl-
vas periódicas (art. 591). 
d) Como una novedad de gran relieve dispone ~a LEC ~edios alternativos 
a la subasta, al tradicional y único sistema para reahzar l<?s bIenes e~bargad.os. 
En efecto, ante la probada ineficacia de la subasta, ellegIsl~dor ha mtro~ucIdo 
nuevos medios para realizar los bienes: el convenio entre ejecutante y e}ecuta-
do y la venta por persona o entidad especializada. Se trata de dos medIOS que 
rompen el monopolio de la subasta y que represe~~ una novedad en nuestro 
sistema procesal cuando se pongan en marcha defImtlvamente. 
En realidad el convenio de realización no supone otra cosa más que una re-
gulación de lo que pueden hacer en todo momento el acre~or ~ el deudor sin 
necesidad de la intervención judicial, pidiendo el fin de la eJecucIón~ la suspen-
sión de la misma o no instando su continuación cuando fuere necesana para con-
venir o en ciertos casos, sirva para garantizar los derechos de terceros. 
L; re~lización por persona o entidad especializada representa una novedad re-
lativa en la medida en que ya vino prevista en el artículo 261.1.a) de la Ley de 
procedimiento laboral, aunque no se había desarro~lado hasta la fe~ha esa e~­
cueta previsión normativa. Ahora la LEC toma partido por este ~~dIO de re~h­
zación forzosa, que no supone en verdad una qUIeb?l d~ la exclusIvl~d de la JU-
risdicción para la ejecución, pues el pre~epto constltuclonallo que atnbuye a los 
órganos judiciales es hacer ejecutar lo Juzgado, pero no parece que ~eba enten-
der como la exigencia de que los Juzgados y tnbunales deban reahzar todos y 
cada uno de los actos materiales en que la ejecución pueda concretarse. La re-
gulación de la LEC es ahora suficiente, y permite augurar un buen futuro a un 
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siStema,queencóntienda a especialistas actuaciones que son ajenas a la activi-
dad ~r:op~amente judicial; los tribunales no son casas de subastas ni agencias in-
mobdlana~, de modo que ~eb~~ dar paso a quienes tienen experiencia y habili-
dades propIas para esa reallzaclon, reservándose los tribunales lo que solamente 
ellos pueden hacer y manteniendo en todo momento la competencia y el control 
de las actividades ejecutivas. 
. e) T~mbién se ha modificado la propia ordenación de la subasta, preten-
dIendo dIspensarle una mayor eficacia. Cabe destacar dos aspectos de relieve: 
por un lado, se ha suprimido la convocatoria de varias subastas; por otro lado 
se fija un porcentaje mínimo para adjudicar el bien al rematante. " ' 
La convocatoria de las tres subastas representaba un factor de' grave pertur-
bación para el interés de la ejecución, pues si llegaban a celebrarse normalmen-
te quedaban desiertas las dos primeras, y sólo en la tercera, sin sujeción a tipo 
se lograba la adjudicación. Por esta razón la nueva LEC reduce el número de su~ 
bastas a una sola, de modo que si en ella no se logra el remate del bien subasta-
do se debe alzar el embargo (arts. 651 Y 671). " 
~er? ad.emás se fijan porcentajes respecto del valor del bien para, autorizar la 
adJudIcacIón; con ello se pretende evitar la dilapidación de los bienes~ ya que 
con l~ r~gulación anterior se permitía rematar el bien normalmente por un valor 
tan mmIO que representaba un claro malbaratamiento de los bienes que se afec-
t~ban ~ una ejecuc~ón f~rzosa, sin provecho para las partes de la ejecución, pues 
m e~ ejec.~tante vela satIsfecho su derecho, ni el ejecutado lograba liberarse de 
la ejeCUCIOn, a pesar de haber entregado su patrimonio; de un valor más que su-
ficiente para responder de su deuda¡ , , : , :,' ¡ 
J) Asimismo.la'nu~ Lli~~~da unproblema.qu~, desron~cido.P~~ la an-
tenor norma procesat, habia lastrado tradicionalmente la ejeeución de bienes in-
mueb~es" en concreto, .el tmtamiento de ,la posición jurídica de los,ocupantes de 
una fmca que fuera objeto de realización, COD: lo cual'se'pretende hacer más 
atractiva, y generar seguridad en los interesados en la adjudicación del bien, para 
que concurran efectivamente ala subasta. ' ' '1, '¡, 
En efecto, quien pretendía participat en la subasta de un inmueble venía obli-
gado a realizar averiguaciones privadas' acerca de la situación de ocupación roa-
t~rial de. la finca y, sobre todo, del título de su ocupación y, por tanto, descono-
cle~do SI podía tomar posesión del inmueble si lograba adjudicárselo en la subasta, 
o bIen tenía que soportar la ocupación, obligándose a plantear un proceso de-
clarativo. 
Con estas premisas la LEC exige al ejecutado cuando presente la relación de 
sus bienes que manifieste si los inmuebles se encuentran libres u ocupados y, en 
ese caso, por quién y a qué título (art. 589.1). Sea por esta fuente, o porque se 
tenga conocimiento de otro modo de que existen ocupantes de la finca, se les 
notificará la existencia de la ejecución para que presenten al órgano judicial los 
títulos que justifiquen su situación, expresándose en el anuncio de la subasta la 
situación posesoria del inmueble; además se prevé en estos casos la apertura de 
, INTRODUCCIÓN', 21 
un incidente para poder desalojar aJos ocupantes de mero hecho o sin título su-
ft.eiente una vez que el inmueble se haya enajenado (art. 661.1). 
'1 
,'g), Además contiene la ~EC una c.oncepción nueya de la tercería de domi-
nio rompiendo con alguna Idea antenor que la conSIderaba como un proceso 
dedlarativo ordinario que se había de pronunciar con autoridad de cosajuzga-
da sobre la titularidad dominical del bien. Ahora se regula la tercería de domi-
nio como un incidente que se limita exclusivamente a decidir si procede o no 
el levantamiento del embargo, la remoción del depósito y la cancelación de las 
medidas de garantía, sin efectos de cosa juzgada sobre la titularidad del bien 
(arts. 603 y 604). 
h) Por otra parte, la ejecución específica, la ejecución de condenas a ~acer, 
no hacer o entregar cosas determinadas, era tratada con una complacencIa ex-
trema por la conversión de lo verdaderamente debido en un prestación dinera-
ria, de modo que en realidad se hacía primar la libertad del deudor, respetando 
su esfera de decisión e impidiendo al órgano judicial utilizar mecanismos para 
torcer su voluntad, siguiendo el antiguo aforismo de que nadie puede ser obli-
gado a hacer una determinada cosa (nemo praec~se ad factum c?gi potest). Pues 
bien, siguiendo reiteradas demandas de la doctnna, la LEC ha mstaurado a~ora 
sistemas de cierre, como las multas coercitivas, para mover al deudor a realIzar 
o no hacer aquello a lo que la sentencia le obliga; de esta manera el ideal del 
equilibrio entre el interés del acreedor al cumplimiento específico y el derecho 
a la libertad del deudor resultan suficientemente ponderados., 
i) Asimismo, la LEC ha dado una configuración absolutamente diferente a 
la ejecución provisional, partiendo de un sistema radicalmente distinto del con-
tenido en la legislación procesal anterior, que provino de la reforma de la Ley 
34/1984, y que partía de una prevención notable hacia la ejecución provisional, 
primando la eventualidad de una revocación en apelación o casación sobre la tu-
tela del derecho de quien ha obtenido uan resolución favorable. 
La nueva LEC regula la ejecución provisional de un modo mucho más gene-
roso sin exigir la prestación de garantía por el ejecutante, una de las causas del 
frac~so de la anterior regulación, puesto que prácticamente debía afianzar o pres-
tar caución por la misma cantidad que podría obtener al final de las operacio-
nes ejecutivas. ., . " ., 
Se establece además, de forma caSI automatlCa, pues el organo JudICIal debe 
despacharla saivo que la sentencia no sea condenatoria, con independencia de 
que contenga una condena pecuniaria o se trate de condena a hacer, no hacer o 
entregar cosa determinada. 
En la posibilidad de oponerse a la ejecución diferencia la LEC los supuestos 
de condenas pecuniarias, en cuyo caso sólo cabe plantearla en relación a actua-
ciones ejecutivas concretas que puedan causar una situación absolutamente im-
posible de restaurar o de compensar económicamente mediante el resarcimien-
to de daños y perjuicios, pero indicando al propio tiempo medidas alternativas 
LA NUEVA LEY DSBNruI()IJ(M1ENTO CML. roMO IV 
via~les y ofreciendo caución suficiente para responder de la demora 'en la eje-
cucIón. Cu~do se trata de ej.e~~ciones no dinerarias,. el ejecutado puede opo-
nerse en razon de que la posIbIlIdad de restaurar la SItuación anterior o com-pen~ económi~amen~ al ejecutado con ~l ~arcimi.ento de los daños y ~uicios, 
podría re~ultar ImpoSIble o de extrema difIcultad SI la sentencia fuere revocada. 
Es obylo q~e los problemas de la ejecución provisional, antes centrados en su 
escasa vlrtuahdad s.obre .t?<i? por la exigencia de caución o garantía, puedentor-
narse aho~ en la SltuaClOn mversa, con el despacho prácticamente automático 
porq~e el ~jecutante ~o pueda devolver lo recibido o reponer las cosas al estado 
antenor, SI la sentencIa es revocada y absuelve al ejecutado. . . " 
La LEC no adopta ~edidas ~f!caces para hacer frente a esa eventualidad,yse 
escu.da en una pretendIda efectIvIdad a ultranza de las sentencias de primera ins-
tanCIa, alegando en pro de la solución adoptada (según la Exposiciól'l de Moti-
vos, pero sin ninguna fundamentación) tres razones, que no resultan del todo 
convmcentes: por un lado, que el peligro puede ser mínimo en muchos' casos' p~,r otro la,do~ que ~a ley re~te al proce?imiento de apremio para la compensa: 
clon econom~ca, SID necesIdad de acudir a un proceso declarativó y, finalmen-
te, que eso mIsmo ocurre en relación con las resoluciones administrativas . .! ' 
En realidad el legislador debiera haber sido mucho más cuidadoso con los!de-
rechos ~ intereses de quien se ve atrapado por una ejecución forzosa, cuando la 
senter:cla que le condena puede ser revocada (y efectivamente un porcentaje no 
desdenable lo son). '. ' , ,:i~, ," 
Es verdad que en algunos casos, cuando el ejecutante es notoriamente 'sol-
vente (una entidad de crédito, una. compañia eléctrica, detelefoaíáICfrle,Segu. 
r?s), ~l.problema es mínimo, pero justamente estos acreedores solventes podrían 
SID dIfICultad ~0!lleterse ~ algún género de ,re8~ciones a la ejecuaiÓl1.acorde 
con la revocabIlIdad del tltulo·quc'se pretendé'Cjecmany'cuandQ la solvencia 
falte, el tomado como deudor;-que en realidad. no l();·es"pueHc.,.erse irremisi-
blemente avocado a la injusticia sólo reparable pof'la:vía de una indetl1l1iméi6n 
a cargodel Estado., ': ,.,.' , '; . ,'o . '" 'ül;r:" 
T~bién ~ ci~rtG que el pr~entode apremio resulta más ágilqueel'de-
claratlvo ordinarIO para: detetmínar la restitución o 'la devolución al condenado 
en instancia y absuelto envía: de recurso, pero la rapidez no hace sojvenoVcilque 
en ese momento carece de bIenes para hacer frente a la revocaciórr,devolvien-
do lo obtenido. , 
. Finalme~te, no es argumento lo que sucede en el procedimiento administra-
tIvo, esencIalmente porque cambia un elemento fundamental: no existe la in-
s?lvencia de las ~dministraciones Públicas, por lo que, con mayor o menor di-
fIcultad, se podrán reponer las cosas al estado anterior o, desde luego; se podrá 
lograr el abono de los daños y perjuicios que se hubieran causado con la ejecu-
ción administrativa si la resolución es revocada. . 
!) Por último, como es bien sabido, la vieja LEC de 1881, siguiendo el cri-
teno a?optado por su antecedente, la primera LEC de 1855, reguló por separa-
do la ejecución de sentencias y la ejecución otros títulos, éstos últimos'a través 
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del llamado juicio ejecutivo, que hasta esa fecha de mediados del siglo XIX ha-
bían recibido un tratamiento único. 
Conviene clarificar la situación de la LEC de 2000, por cuanto ha venido a 
romper con ese sistema de enjuiciamiento que se ha ~~tenido en España por 
casi ciento cincuenta años. En efecto, la LEC ahora unIfIca (art. 517.1) el trata-
miento de los títulos judiciales (sentencias, autos definitivos y aprobación de 
transacciones) y los pesudojurisdiccionales (laudos arbitrales), con los otros tí-
tulos que antes daban paso al juicio ejecutivo (escritura pú~lica? pólizas d~ con-
tratos mercantiles intervenidas, títulos que representen obhgacIOnes venCIdas y 
sus cupones, certificados expedidos por entidades encargadas de los registros 
contables en relación con valores representados mediante anotaciones en cuen-
ta a los que se refiere la Ley del mercado de valores; faltaría el documento pri-
vado reconocido que permitiría ahora abrir el juicio monitorio y la confesión he-
cha ante juez competente, que no es título). 
Pues bien, a pesar de la insistencia del legislador, afloran a lo largo de la LEC 
diferencias sustanciales en la «ejecución» de unos y otros títulos, al punto que 
el texto legal permite sin dificultad referirse a la verdadera ejecución forzosa, a 
la que se entra a base de un título judicial o pse~dojurisdiccio~~l, .mi~ntra~ que 
pervive un proceso declarativo especial y sumano, un nuevo «JUICIO ejecutIvo», 
que se abre a partir de los demás títulos, salvo en el caso de realización de garan-
tías hipotecarias. 
En efecto mientras que en la mayoría de las ejecuciones forzosas, las de sen-
tencias, la d~manda ejecutiva se puede limitar a señalar la resolución cuya eje-
cución se pretende, la demanda del nuevo juicio ejecutivo se reviste de más re-
quisitos y se exige venir acompañada de la pertinente carga documental. Junto 
a ello, admitida la demanda y despachada la ejecución es preciso requerir de 
pago al deudor en el juicio ejecutivo, mientras ese requisito no se contempla e!1 
las demás. Por otra parte, y lo que es más importante, cuando se formula Op~SI­
ción en el juicio ejecutivo se suspende el proceso hasta que se resuelve, mIen-
tras que si se trata de la ejecución de sentencias la oposición no genera suspen-
sión alguna, sino que ha de seguir adelante. 
En fin, el propio ámbito de las obligaciones contenidas en l?s tí~los (sólo di-
nerarias en el nuevo juicio ejecutivo, o una condena de cualqUIer tIpo cuando se 
trata de la ejecución de sentencias, autos aprobatorios de convenios o laudos ar-
bitrales) da la medida de que nos hallamos ante dos diferentes f~TI?~s d~ ent~n­
der la actividad de ejecución forzosa, al punto que la del nuevo JUICIO ejecutIvo 
no es propiamente una actividad de ejecución aunque ciertam~n~~ converja con 
las normas de ésta una vez que se ha resuelto por auto la Oposlclon y se pasa al 
apremio sobre los bienes embar~ados. , ' . 
Así sucedía también en la antIgua LEC, pero al reves, puesto que el procedI-
miento de apremio, en lugar de regularlo dentro de la ejecución de sentencias, 
lo llevó el legislador a las disposiciones sobre el juicio ejecutivo, creando la alu-
dida confusión que, con otra forma y otro contenido, pervive en la nueva LEC. 
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CONCEPTOS GENERALES 
1'. LA DIMENSIÓN CONSTITUCIONAL DE LA EJECUCIÓN FORZOSA 
El ejercicio de la potestad jurisdiccional no se agota con el enjuiciamiento, 
con.la decisión definitiva del proceso, declarando el derecho en el caso concre-
to, sino que se extiende a la actividad de hacer ejecutar lo juzgado (art. 117.3 
CE). Porque, en efecto, el juicio jurisdiccional que estime la demanda del actor 
(o la reconvención del demandado), puede resultar en algunas ocasiones insufi-
ciente para dar cumplida satisfacción al derecho fundamental a la tutela judicial 
efectiva que, para la defensa de sus derechos e intereses legítimos, reconoce a 
todos el artículo 24.1 CE. 
Una efectividad real de la tutela que dispensan los tribunales precisa con fre-
cuencia de su intervención tras la resolución del conflicto, a fin de dar adecuado 
cumplimiento a 10 declarado. en la sentencia, impidiendo que ésta se convierta 
en una mera declaración de intenciones o en un ejercicio jurídico más o menos 
brillante; de otro modo, los derechos reconocidos por los tribunales carecerían 
de virtualidad. 
Por este motivo, como ha reconocido el TC, la ejecución de las sentencias se 
integra en el derecho fundamental a la tutela judicial efectiva, como necesario 
contenido del mismo (entre otras, SSTC 149/1989, de 22 de septiembre; 148/1989, 
de 21 de septiembre; 140/1989, de 20 de julio, o 113/1989, de 22 de junio). 
STC (Sala l. a) 19/1988, de 20 de juniO': «Este Tribunal ha tenidO' ya O'casión de afirmar en va-
rias O'casiO'nes (entre O'tras, SSTC 32/1982, de 7 de juniO'; 67/1984, de 7 de juniO'; 109/1984, de 26 
de nO'viembre; y 176/1985, de 17 de diciembre) que el derechO' a la tutela judicial efectiva cO'm-
prende también el derechO' a que el fallO' judicial se cumpla, habiendO' cO'nfiguradO' la ejecución de 
las resO'luciO'nes judiciales firmes cO'mO' un derechO' fundamental de carácter subjetivO' incO'rpO'radO' 
al artículO' 24.1 de la CO'nstitución, El obligadO' cumplímiento de lO' acO'rdadO' pO'r los Jueces y Tri-
bunales en el ejerciciO' de la pO'testadjurisdicciO'nal es una de las más impO'rtantes garantías para el 
funciO'namientO' y desarrO'llO' del EstadO' de DerechO' (STC 15/1986, de 31 de enero),» 
STC (Sala La) 170/1999, de 27 de septiembre: «3. EntrandO' ya en lO' que cO'nstituye el núcleO' 
de la pretensión de amparO', la 'premisa de partida, desde la perspectiva cO'nstituciO'nal, debe ser la 
cO'nsO'lidada dO'ctrina de este Tribunal desde su STC 32/1982'(FJ 2), cO'nfO'rme a la cual el derechO' 
a la ejecución de las resO'luciO'nes judiciales firmes, en cuantO' parte del cO'ntenidO' del derechO' a la 
tutela judicial efectiva, cO'nstituye la garantía de que el fallO' se cumpla, impidiendO' que las Sen-
tencias y lO's derechO's en ellas recO'nO'cidO's se cO'nviertan en meras declaraciO'nes de intenciO'nes sin 
alcance prácticO' ni efectividad alguna, De ella deriva la exigencia cO'nstituciO'nal de que el órganO' 
judicial adO'pte las medidas que sean precisas para reaccionar frente a cO'mpO'rtamientO's impediti-
VO'S, dilatoriO's O' fraudulentO's en O'rden al cumplimientO' de lO' judicialmente decididO' (pO'r tO'das, 
SSTC 125/1987 y 167/1987). 
[27] 
28 LA NUEVA LEY DE ENJUICIAMffiNTO CML. TOMO IV 
»De otra p~e, ~stas exigen~,ias deriv~as del ~c~o 24.1 CE resultan plenamente compati-
bles con las atribucIones, tambIen confendas constItucIOnalmente a los Tribunales ordinarios, en 
orde~ a velru; po~ aquel cumplimiento, de fo~a que, co~o igualmente ha recordado la jurispru-
denCIa constItucIonal, a ellos corresponde la InterpretacIón de los ténninos del fallo y la del al-
cance que quepa atribuir a la c.osa juzgada, así como la decisión de si aquél ha sido ejecutado o no 
correctamente y la de las medidas oportunas para asegurarlo, apreciaciones todas ellas que única-
~ente resultan revisables en sede constitucional cuando han incurrido en incongruencia, arbitra-
ne~,d, carecen de r~onabilida~ o evidencian la dejación por parte del, órgano judicial de su obli-
gacIOn de hacer ejecutar lo juzgado (así; SSTC 16711987,7911993, 8711996 Y 1811997). 
Consecuentemente, y como también hemos declarado, si bien no es cometido de este Tribunal se-
ñalar cuáles ha~an de ser las decisiones que proceda adoptar para la ejecución de la Sentencia, sí 
puede, ~n. ~ambl~, co.ntro~ar que la eve~tual afecta~ión del derecho a aquétla no tenga SJl origen en 
una decIslon arbItrana o.lrrazonable .m en la pasivIdad y desfallecimiento de los órganos judicia-
les para adoptar las medidas necesanas que aseguren la satisfacción efectiva de aquél (así SSTC 
153/1992 y 18/1997). . . '., • ' 
»Pues bien, cons~derado desde esta pe~~pectiva el objeto del presente recurso de amp~jo pri-
mero que debe precIsarse es que la cuestlOn que. hemos de resolver ha de ceñirse necesariamente 
a dilucidar si la decisión de los órganos judiciales de considerar ejecutada la Sentencia pese al im-
posible cumplimiento de la op~ión. ejercitada por la empresa, vulnera el artículp24,l CE, Fuera 
del ~cance de nuestro pro~unclamlento queda, en consecuencia, toda discusión s(>ore si aquéllos debIer~n a~ender la prete.nslón delr~urrente de que se ordenara el cumplimiento de la'se~dade 
las oblIgaclO~~s alte~at.lvas. cont~mdas en la cláusula contractual, puesto que' las alegaciones' so-
bre la;r~slacIOn al tramIte ejecutIvo de los preceptos del Código Civil, relativos a la,satisfacción 
d~l credi~o por ~l deudor e.n ~l caso de las obligaciones alternativas cuando una 4e las '0l'ciones de-
vIe~e de ImpOSIble cumplImIento, se refieren con toda evidencia a una cuestión de legalidad ordi-
nana en la que este Tribunal no puede interferir, sin que taíhpoco resulte de su competencia, como 
se ha re~ordado más arri~a, fij.~ los t~tminos en los qUe el·fallo ha de ser cUmplido, sinO \Íllica-
mente SI el derecho a la ejeCUCIOn ha sIdo o no vulnerado por el órgano judicial según la doctrina 
sentada por nuestra jurisprudencia.,» 
·'1 ' En este sentido se ha pronunciadQ también el TEJi>Rque en,sl,lS sentencias 
de 14 de diciembre de 1 ~?9¡ (paso ~~opouIQ&t'iyoit&ela y AÍltonalwwulou 
contraGr~cia); def~ dej1.!liqAe.~9(caso Inm<?Qjl,iari~ Saffi cQ~fll~lla); de 
21 de abnl de 1998 (caso Estiwa Jorg~ contra PortugalJo ode 19,deJllarzo de 
1997 (caso Homsby contra Grecia), considerando que la ejecución de una sen-
tencia o decisión debe ser ,considerada parte integrante del <<proceSO»ieR el sen-
tido del artículo 6 CEDH. 
2. CONTENIDO DE LA EJECUCIÓN FORZOSA 
El carácter coactivo de las normas jurídicas y el monopolio de la jurisdicción 
exige que e~ Estado deba, llegado el caso, hacer uso de la: fueria para imponer 
el cumplimIento de las resoluciones de sus tribunales. Por eso el artíc;ulo 117.3 
CE dispone que el ejercicio de la potestad jurisdiccional en todo tipo de proce-
sos, juzgando y haciendo ejecutar lo juzgado, corresponde exclusivamente a los 
Juzgados y tribunales determinados por las leyes, según las normas de compe-
tencia y procedimiento que las mismas establezcan. Es claro, pues, que, el anti-
guo afonsmo iurisdictio in sola notione consistit, de aplicación en el Derecho 
romano, ha perdido virtualidad, ya que los órganos judiciales; además de decir 
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el deJjecho en· el proceso de declaración, tienen atribuida la ejecución de lo juz-
gado, el uso de la fuerza estatal para hacer cumplir sus resoluci~mes; de tal for-
ma que la actividad ejecutiva aparece en la mayoría de las ocasl~nes como una 
obligada consecuencia de I.as dist~ntas fases de~ proceso. de~laratIvo. , 
Sin embargo, es necesano preCIsar la expresIOn constItuCIOnal, por demas de 
larga tradición en nuestro Derec~o, de que la potestadj~~dicci~nal'c~mpre~­
de el juzgar y hacer ejecutar lo Juzgado, porque se podría mcurnr en mexactI-
tudes importantes. 
- Por una parte, no siempre se ejecuta lo juzgado, es decir, una decisión o 
resolución recaída en un proceso de declaración, como ocurre con la ejecución 
de algunos títulos extrajudiciales, v.gr., en los procesos de ejecución hip.oteca-
ria, donde el título ha sido formado por las partes y puede desembocar dIrecta-
mente en la ejecución procesal. En otros supuestos se ejecutan títulos formados 
con intervención judicial, pero sin actividad alguna de cognición, de enjuicia-
miento, como sucede con lo convenido en la conciliación preprocesal, en la pro-
pia conciliación intraprocesal, o en la transacción a que pueda llegarse en la au-
diencia previa al juicio en el juicio ordinario (arts. 476 LEC 1881 y415 LEC de 
2000). 
- Por otra parte, aunque el objeto de la ejecución pueda ser efectivamente 
lo juzgado -la resolución de un conflicto a través del proceso y de la senten-
cia- no siempre se ejecuta lo juzgado por un órgano jurisdiccional, como su-
cede con la ejecución de los laudos arbitrales (arts. 53 ss. de la Ley 36/1988, de 
5 diciembre, de arbitraje). 
- Por último, no todas las resoluciones judiciales son ejecutables. En pri-
mer lugar, no pueden ser objeto de ejecución las sentencias desestimatorias de 
la demanda, o absolutorias del demandado porque no imponen obligaciones a 
una de las partes frente a la otra, que puedan ser exigidas por medio de la eje-
cución forzosa. En segundo lugar, tampoco son ejecutables las sentencias esti-
matorias que acojan pretensiones merodeclarativas (en cuyo caso la tutelajudi-
cial se consume precisamente con el dictado de la sentencia) o constitutivas (que, 
en cuanto crean, modifican o extinguen un estado o situación jurídicas, sólo po-
drán ser objeto de ejecución impropia, según se dirá) (art. 521.1 LEC). Las sen-
tencias declarativas de condena, son las resoluciones judiciales susceptibles de 
ejecución, cuando el condenado no haya cumplid? voluntariamente la.pr~sta­
ción es decir, el mandato contenido en la sentenCIa (en caso de cumphmlento vol~tario, si bien nos encontramos ante una verdadera ejecución de sentencia, 
no puede hablarse de ejecución procesal o de ejecución forzosa, por cuanto no 
existe la intervención de un tribunal). 
Así pues, la actividad jurisdiccional no se agota en el juicio, sino que se ex-
tiende a otros momentos para lograr la efectividad de la tutela judicial, que con-
forman lo que se denomina proceso de ejecución; es decir, actuaciones que tie-
nen como finalidad realizar por la fuerza lo ordenado en un título definitivo e 
irrevocable -sin perjuicio de los supuestos de ejecución provisional- y que 
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sólop1.lllcie proceder de. Una' autoridad judicial 0, en los casos permitidos ,por la 
leyt de utJ. árbitro. Por eso, cuando la LEC enumera otros títulos contractuales 
(arts,517.2;4;° ss.) como títulos que llevan aparejada ejecución, creando un <<nuevo 
juicio ejecutivo», ha de ir haciendo salvedades y excepciones a lo largo del ar-
ticulado hasta que, cuando se hubiera formulado oposición, se dicte una sen-
tencia contradictoria mandando proseguir las actuaciones de ejecución forzosa. 
3. NATURALEZA DE LA EJECUCIÓN FORZOSA 
A) ACTIVIDAD JURISDICCIONAL 
Cualquiera que sea la perspectiva desde la que se aborde el concepto de ju-
risdicción o la amplitud con· que se la conciba, resulta hoy indiscutible que la 
ejecución forzosa es actividad jurisdiccional, superada la antigua máxima que 
circunscribía la jurisdicción a la actividad de declaración. '. " .. 
En el Derecho positivo español es claro que la :ejecllQÍón se cónsidera como 
uno de los dos contenidos básicos de la potestadjurisdicoional(juzg81 y·hacer 
ejecutar lo juzgado), atribuida a los Juzgados y tribunales determinados por las 
leyes de modo exclusivo (art. 117.3. CE). 
A diferencia de lo que algunos han mantenido, precisamente puede dec~rse 
que en el Estado de derecho la ejecución fOlZosa esJa.. actividad jurisdicCional 
por excelencia, pues mientras que la declaración con efe~tosde cJ:)~a juzgada so-
bre un litigio puede encomendarse a quien no es un 1ribunalde,gusticia; como 
sucede con el arbi1raje, la ejecución forzosa, el USQ.de la fueaa estatáJ,sólo pue-
de ordenarse por unos órganos públicos, .los· órganos deUleder¡..l\1dicial. 
")1 "}'. ",\1 " J l',;~'; j~,)h (0-1 ", ¡}p .<:J":' .~\ ~ 
:La, c?,clUSiYfda4 P~,lll ~)~w:ión~.l~j~~~o qH~ d~t,~~ l,?sJó~~sJ~l\diccionales no 
qqIta, SIn ewbarg~ para ,!~;exlsta tamh!~ un~ '1~ de eJecuclp1,laflinIn!s~iva"a ~vés de l~ cual 
el Estado Y otros hntes put)liC'os pueden hacer 2tectl.vas lilsdeudas ttibutañ~ ydemas dabtidades 
qUe debaJi-pereibir coItlomgresos ~Derechopúblíé&. LaejeCúciÓlúlijhili1istrativa·'ftmciona de un 
modo autónomo e independiente deJ8iejecucioo fottosa de naturaleza jurisdicrcional; disponiendo 
el ReglamCAto General. ~~ R~~au~cióp (Rp .• .9~/.l99fl, de 2.Q ~ ,dic~em~e), ,qu,,; uel Dr,?cedi-
miento. será exclusivainejlte administrativo, *mdo privatjva ?e lIJ Admi.nis~ión la c,?~petencia 
para entender del mismo y res01vet todas sus i~cidencias. No s~rá itéumulable-'a losjudictales ni a 
otros procedimientos de ejecución. No se 'suspenderá por la iniciaeióri de :aquéllos sa'tVo cuando 
proceda de acuerdo con las nonnas sobre concurrencia de procedimientos» (att:93.1). 
Como fácilmente puede comprenderse, el que puedan seguirs~ en forma pa-
ralela y separada sendos procedimientos de ejecución (administrativo y judicial) 
contra un mismo deudor, utilizando idénticos mecanismos. que los eStablecidos 
para la ejecución ante los tribunales de justicia, y recayendo sobre los mismos 
bienes suelen generar no pocos problemas; la razón es obvia, pues con frecuen-
cia, cuando se ha llegado a la ejecución forzosa es porque resultan insuficientes 
los bienes de una persona para hacer frente a sus obligaciones civiles yadmi-
nistrativas o tributarias. Así pues, siendo los dos procedimientos compatibles, la 
cuestión se plantea cuando en ellos se afectan unos mismos bienes al cumpli-
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miento de ambas prestaciones (en principio, lo. que ha de dilucidarse es l~ pre-
ferenciade los créditos, siguiendo en todo caso las normas comunes), d~bl~ndo 
la Administración o el particular ejecutante intervenir en el otro procedimIento 
para hacer valer su preferencia. 
B) ACTIVIDAD SUSTITUTIVA 
. Los actos del órgano judicial que integran la ejecución constituyen una acti-
vidad sustitutiva de la conducta del destinatario de la conde~a. El. ~andato. ~e 
la sentencia (o del título extrajudicial que sirve de base a la eJecuclOn), va din-
gido inmediatamente al condenado, que ~esulta .de est.e m~do el llamado a dar-
le cumplimiento en los términos de la eJecu!ona, satIsfacIendo al «acreed~f». 
Cuando el condenado no cumple voluntarIamente con lo que ordena el ~Itu­
lo, puede el acreedor acudir al órgano),urisdiccional imJ;letrando el otorgamIe~­
to de la tutela para obtener la prestaclOn que l~ sentencIa le reconoce;. es deCIr, 
las actuaciones de un órgano judicial que s~stItuye la conducta del.~Jecutado, 
haciendo lo que pudo y debió hacer éste, a fm ~e obt~ner la .prestaclOn. ~ue r~­
sulta ya indiscutible, y cuya efectividad se persIgue sm prevIa decl~a~lOn. Sm 
embargo, la actividad del juez de la ejecución no puede reba~~ los hmItes de la 
esfera jurídica del deudor, de forma qu~ sólo pu~de ~ctuar vahdamen~~ sobre el 
patrimonio del condenado en los térmInos que el mIsmo pudo y deblo hac~rlo 
(entregando la cosa, realizando sus bie~e~ ~ara pagar al acre~dor, ~!c.). ASI lo 
ha entendido la nueva LEC, que ordena mlclar el proceso de eJecuclOn con una 
demanda ejecutiva, que dará lugar al despacho de ejecución por medio de auto 
(arts. 549 y 551 LEC). . ' 
Pero eso significa también, desde otro punto de vI~ta, que el eJecu~?o puede 
poner fin a la ejecución en cualquier momento, realIzando la prestaclon conte-
nida en el título, dando satisfacción al derecho del acreedor ejecutante. 
C) INSTANCIA DE PARTE 
Por otra parte, la ejecución forzosa es una actividad procesal que e~ todo caso 
tiene lugar a instancia de parte. Se trata aquí, como en el pro~es~ ~e decl~a­
ción, del ejercicio de la acción, del derecho a ~bt~n~r la tut~la~u~lcI~,1 efect~va 
(art. 24.1 CE), presupuesto necesario para el e~erclclo de la ~uns~lcclOn y pnn-
cipio capital de la natural jus~ice (~~ procedat ludex ex ~ffiCIO). Sm embargo, la 
tutela judicial efectiva en la eJecuclOnforzosa~~ ~e ~nt~en~e ~omo en el proce-
so de declaración, cuyo objeto era obtener el JUlcl0.J~sdlcclOnal, una s~nten­
cia de fondo' cuando se abre la ejecución forzosa el JUICIO ya se ha prodUCIdo (o 
el laudo arbitral se ha dictado), de modo que la actividad que se demanda del ór-
gano judicial, el contenido de la pretensión es diferente, y ~ebe pasarse del. ius 
dicere al ius lacere; en la ejecución lo que se pretende del tnbunal ~s la reahza-
ción frente al obligado de los actos que, de acuerdo con lo estableCIdo en el or-
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~ien.tojuridico, permitan al acreedor obtener efectivamente 'el derecho que 
~ sontencia le reconoce (y, en este caso, como en ningún otro, hay que conve-
nilen que la acción es la misma con que se inició la cognición -que no se ago-
ta hasta tanto se obtenga la completa satisfacción- iniciando una nueva'etapa 
o fase de la actividad jurisdiccional cuando ésta sea precisa: porque la senten-
cia pueda ser objeto de ejecución forzosa al tratarse de sentencia de condena y 
porque el deudor no haya cumplido voluntariamente). 
Por tanto, la actividad procesal de ejecución, como actividad jurisdiccional, 
no pue~ comenzar: ~e of~cio e.n ningún c?So, y de un modo rotundo se impide 
q~e cO~lenoe ,d~ ?,fICIO, dlspomendo el artículo 549 LEC que sólo se despachará 
ejeCUClOn a petIclon de parte. 
Ello no impide que, una vez que se inicia la ejecución, los sucesivos trámites 
puedan ordenarse de oficio.· En este extremo la nueva LEC ha mantenido en bue-
na medida el continuo impulso de parte para avanzar en la ejecución, cuando 
hubiera p0<!ido, siguiendo l~s principios por lo que se rige, haber profundizado 
bas~nte mas en elpapel del juez y del resto del personal, mandando realizar ac-
fuaclOnes de oficio al órgano judicial. ' 
4. LA CONTRADICCIÓN Y LA IGUALDAD 
EN LA EJECUCIÓN FORZOSA 
El que la ejecución forzosa sea actividad jurisdiccional no implica que este 
proceso esté regido por los mismos principios, o con. la misma intensidad, que 
el proceso de declaración. 
No se modifica desde luego la vigencia del principio de dualidad de posicio-
nes,'o dualidad de partes, en la ejecución forzosa, dado el carácter bilateral de 
la'acción;.como en la fase' o· proceso de declaración: la ejecución se insta fren-
te al deudor (sin que el principio se vea alterado porque sea éste quien promue-
va el procedimiento de ejecución). 
Sin embargo, otros dos principios del proceso, que tienen plena virtualidad 
en el proceso de declaración, no son entendidos y aplicados --<> no lo son en la 
~~sma medida-o e.n .la eje~ución forzosa, pues tanto el principio de contradic-
clOn com~ el pnnclplO de Igualdad de las partes reciben un tratamiento especí-
fico en la ejecución. 
a) El principio de contradicción o audiencia bilateral, audiatur et altera 
pars, en el proceso de declaración necesariamente ha de preservarse de modo 
escrupu:loso, a fi? de pe~itir una eficaz defensa de la parte pasiva del pro-
ces? ~~Itando la .md~fenslOn, porque precisamente entonces está en juego la 
declslOn sobre SI eXiste o no el derecho tal como el actor lo pide en la de-
manda. 
En la ejeCUción. fo~?sa, sin embargo, no puede exigirse la vigencia general y 
absoluta de un pnnclplo de defensión, porque está definitivamente cerrada la 
dis~us~ón s~bre el der~cho material, de modo que el ejecutado no podrá ya dis-
cutir SI el ejecutante tiene o no derecho, porque sobre eso se decidió con an-
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-terioridad y respetando todas las garantías, de modo que el deudor resulta vin-
culado por el título. 
Pero eso no puede tampoco olvidar el Derecho constifucional del artículo 24, 
~~e prohíbe la indefensión en el proceso. 
'm'S 93/1999, de 13 de febrero (RJA 1237): «PRIMERO.- El primer motivo del presente recur-
so de casación lo residencia la parte recurrente en el artículo 1.692.3 de la Ley de Enjuiciamiento 
-Civil, puesto que en la sentencia recurrida, sigue afirmando dicha parte, se han quebrantado las 
formas esenciales del juicio por infracción de las normas que rigen los actos y garantías procesa-
les que, en esté caso, ha producido indefensión paráesta parte, con lo cual ha quedado vulnerado 
el1lrlfculo 24 de la Constitución Española. 
»Este motivo debe ser estimado con todas sus consecuencias remisorias. 
»Si bien es cierto la existencia de doctrina reiterada de esta Sala que establece que contra los 
autos dictados en fase de ejecución de sentencia, sólo se puede interponer recurso de casación por 
los motivos especificados en el artículo 1.687.2; en el presente caso nO se puede olvidar que el mo-
tivo casacional se basa en infracción del artículo 24 de la Constitución Española, que proclama en-
tre otros el principio de contradicción procesal como elemento esencial de la tutela judicial efec-
tiva; todo lo cual desemboca, con fundamento en el artículo 5.4 de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial, en entrar en el estudio del actual motiv.o. 
»Para ello hay que proclamar que para que se dé la circunstancia prevista en el motivo ale-
gado es preciso que concurran los siguiente datos: a) que el vicio sea grave y esencial, b) que 
produzca indefensión y e) que se haya dado cumplimiento a lo preceptuado en el artículo 1.693 
de la Ley de Enjuiciamiento Civil, o sea, que se haya pedido la subsanación en la fase procesal 
oportuna. 
»En la presente contienda judicial sin duda alguna se han dado los antedichos requisitos. Pues 
es incuestionable que a la parte recurrente en el trámite incidental seguido para fijar la cuantía de 
la cuota legitimaria y los intereses legales devengados, no se le dio traslado del escrito de la parte 
contraria en el que se cuantificaba el valor de la legítima y los intereses. Ello le ha llevado a no po-
der intervenir en dicha cuantificación, aunque hubiera participado en la realización de la prueba 
pericial antecedente, lo que supone una clara situación de indefensión, que no pudo ser corregida 
a pesar de haber tratado de subsanar tal omisión en el recurso de apelación, de cuya resolución este 
recurso de casación trae causa. Se dice todo lo anterior prescindiendo, sea cual sea, la clase de in-
cidente procesal, en el que se ha realizado tal falta de traslado de fijación de posición de la otra 
parte, ahora recurrida. 
»Todo lo anterior significa la ausencia del principio procesal civil de naturaleza constitucional 
de contradicción, que es un principio inherente a la estructura del proceso, de tal manera que si el 
mismo falta, se podrá hablar de cualquier fórmula autocompositiva, pero nunca de proceso. 
»Dicho principio procesal de contradicción, aparece proclamado en el artículo 24.2 de la Cons-
titución Española, cuando en él se establece el derecho de todas las personas a un proceso con 
todas las garantías, entre las que se encuentra el principio en. cuestión, cuya base se halla en el 
aforismo del Derecho romano audiatur in altera pars. Pero ahora bien dicho principio de con-
tradicción necesita ser completado con el de "igualdad de armas" (die Waffengleiheit) cuyo ori-
gen teórico se encuentra en la doctrina científica alemana, porque no es suficiente que exista 
contradicción en el proceso, sino que, para que ésta sea efectiva; se hace necesario que ambas 
partes tengan las mismas posibilidades y cargas de ataque y defensa, de alegación, de prueba y 
de impugnación. 
»Este principio de "igualdad de armas" que complementa al de contradicción, aparece procla-
mado en el artículo 14 de la Constitución Española, que establece el principio constitucional de 
igualdad, y este principio ha de ser aplicado indiscriminadamente en todas y cada una de las fases, 
trámites e instancias del proceso. 
»Y en la presente litis como se ha comprobado no se ha tratado a pie de igualdad a la parte, aho-
ra, recurrente y a la, ahora también, recurrida, desde el momento mismo en que aquélla no ha po-
dido intervenir, rebatiendo o complementando la alegación prestada por ésta, relativa a la fijación 
de la cuota legitimaria y sus intereses. 
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»I'or- último; hay que decir, que todo lo anterior lleva a la necesidad de declarar la nulidad de 
todo lo actuado a partir de la omisión detectada y causante de indefensión, con las consecuencias 
que más tarde se concretarán.» 
Así pues, por regla general y después de dictada sentencia en que se le con-
dene a la prestación (o producido un título extrajudicial), el ejecutado no tendrá 
posibilidad de defenderse respecto del fondo de la actividad ejecutiva: es decir, 
sobre si ha de llevarse a cabo la ejecución, brindándosele sin embargo oportu-
nidades de contradecir el cómo de la misma. De aquí viene justificada la regu-
lación de actos procesales que se realizan sin audiencia del ejecutado, con in-
tervención o a instancia únicamente del ejecutante. Eso no quita para que se le 
impida al ejecutado cualquier oportunidad o posibilidad para defenderse. 
Precisamente la nueva LEC ha regulado la oposición a la ejecución, ajena a 
la anterior LEC, y es claro que el ejecutado puede oponer desde luego las ex-
cepciones procesales que puedan asistirle, por falta de los presupuestos ,o re-
quisitos para despachar la ejecución, así como algunas excepciones materiales, 
pero debe excluirse la alegación de tanto de hechos constitutivos como de he-
chos impeditivos, ya que ambos quedan amparados por la cosa juzgada de la 
sentencia, y no admiten discusión ulterior. 
b) Si el principio de contradicción presenta limitaciones importantes en el 
intento de lograr exhaustivamente la presencia del sujeto pasivo del proceso para 
garantizar su defensa, así como en la posibilidad de oponerse, el principio de 
igualdad de las partes padece en la'ejecución forzosa de un modo mucho más 
drástico. ' , , 
EI1;efeCto, las posiciones de partida de 'ejecutante. y ejecutado no son iguales, 
pu()s é~te ~e, ericue~tra ~p~e#do~ la ejecuéió,~ que~ontra él se ,dirige, y las ac-
tuaciones j~ia1es están enfocadas desde.la; óptica de la inferioridad de su po-
sición procesal, en tanto que el acreedor ostenta una consideración preponde-
rante en 'toda la actividad eje~ütiva, instando el curso de la mayoría de las 
actuaciones. "',' " , " , 
t •• í" 1 , 
5. TIPOS DE EJECUCIÓN FORZOSA 
La ejecución forzosa permite y exige actuaciones procesales bien dispares, 
teniendo en cuenta eltipo de prestación que, según el título, se ha de satisfacer 
al acreedor. Esta circunstancia da lugar a diferentes modalidades de ejecución 
y, por consiguiente, a normas de procedimiento particulares, que determinan el 
cauce por donde ha de discurrir la actividad ejecutiva. 
Es preciso desde ahora despejar algunos equívocos que ha introducido la LEC 
de 2000, pues regula dentro del Libro 111, que se rubrica «De la ejecución for-
zosa y de las medidas cautelares», actividades de los órganos judiciales muy di-
versas. En efecto, junto a la ejecución forzosa de los títulos judiciales yarbitra-
les, considera la ley como títulos de ejecución ciertos documentos otorgados por 
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~culares, a los que parece anudar la misma fuerza que a los. primeros. Sin 
embargo; esta primera impresión: se desvanece pronto, pues efectIvamente estos 
títulos sólo'obtienen la aludida consideración legal cuando documenten deudas 
en dinero líquidas y exigibles y, sin perjuicio de seguirse el apre~o c~mo cuando 
de sentencias y laudos se trata, hasta ese momento de la reahzacIón forzosa 
de los bienes del deudor el camino procesal para ventilar las demandas ejecu-
tivas de sentencias y laudos y de los otros títulos es diferente: en éstos no ca~e 
la ejecución provisional, por la propia naturaleza de las cosas; la dema~da eJe-
cutiva puede ser distinta; se exige el reque~miento de pag?; .los mOtIVOS de 
oposición son más numerosos; el planteamIento de la OpOSIcIón suspende la 
ejecución, etc. . . .. , , 
Así pues, en este libro se va a hacer referenCIa SIempre a la eJecuCIOn de .tItu-
los judiciales y arbitrales, dejando para el volumen de los procesos espe~Iales 
los que deben denominarse nuevos juicios ejecutivos, que derivan de es~n~as 
públicas, de pólizas de contratos mercantiles, títulos que representen oblIgacIO-
nes vencidas y sus cupones; de certificados de los valores representados p.or ano-
taciones en cuenta, así como del auto dictado en el proceso penal seguIdo por 
hechos cubiertos por el seguro obligatorio de responsabilidad civil derivada del 
uso y circulación de vehículos de motor. . , . .. 
La nueva LEC ha pretendido además reumr todas las actIVIdades de eJeCUCIón 
en un solo libro, incorporando algunas disposiciones que con anterioridad se en-
contraban dispersas, como la ejecución de créditos garantizados con hipoteca o 
prenda de bienes, que se regulan ahora en lo~ ~ículos 681 y si~ientes. ., 
Partiendo del valor esencialmente propedeutIco que debe darse a las claSIfI-
caciones, cabe diferenciar aquí entre la ejecución que persigue inicialmente, o 
por conversión, obtener del patrimonio del ejecutado una suma de dinero para en-
tregarla al acreedor, y otras ejecuciones que pretenden que el ejecutado entregue 
precisamente una cosa, o haga o deje de hacer la que la sentencia le ordena. En 
el primer caso hablamos de ejecuciones dinerarias; las restantes ejecuciones pue-
den englobarse en la genérica denominación de ejecuciones específicas. 
Asimismo cabe hacer notar que determinadas sentencias que no son conde-
natorias, sino que crean, modifican o extinguen una relación jurídica, p.ueden 
precisar de actividades judiciales precisas para dar efectividad al contemdo de 
la resolución. 
A) EJECUCIONES DINERARIAS Y ESPECíFICAS 
Suele distinguir la doctrina entre ejecución dineraria o genérica y ejecución es-
pecífica, atendiendo al contenido d~ ~a prestación.a c.uy~ cumplimie~to. ob~~ga el 
título de ejecución. Sin embargo, utIlIzando un enteno nguroso, la dIst~cIon ~o 
tiene excesiva virtualidad, y con ella, como veremos, lo que se hace es dIferenCIar 
las ejecuciones dinerarias de las que tienen por objeto una prestación de otro tipo. 
Por ejecución específica se entiende aquella modalidad de ejecución que per-
sigue la obtención por el acreedor precisamente de aquello que ordenó la sen-
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tencia~ y; .eJlla f()nn~· establecida po,r, ella. Se suele utilizar esta deno,minación 
pamreferirse a la ejecución de co,ndenas a hacer, a no, hacer ya entregarco,sas 
~terminadas que no, sean dinero (arts. 699 ss. LEC). La parca regulación de este 
tipo, de ejecucio,nes ciertamente co,ntrasta Co,n la amplitud no,rmativa co,n que se 
regula la ejecución de co,ndenas dinerarias; pero es lo, cierto, que elcasuismo, que 
cabe imaginar en estas llamadas ejecucio,nes específicas es de tal naturaleza que 
impide abso,lutamente una regulación co,n vo,cación de plenitud no,rmativa. 
Se entiende po,r ejecución dineraria o, genérica la que se refiere al cumplimiento, 
de una prestación que co,nsista en el pago, de una cantidad de dinero, bien se tra-
te de cantidad líquida o, sea precisa, ,previamente, su liquidación, y bien proceda 
la co,ndena del co,ntenido, exacto, del título" bien derive del incumplimiento, de una 
prestación específica. Aho,ra bien, la o,bligación de entregar una suma de dinero 
bien puede venir exigida directamente así po,r el título, de ejecución (co,n lo, cual 
su o,btención no, sería o,tra co,sa que ejecución específica, ya que se lo,gra exacta-
mente aquello, que o,rdenó el título, de ejecución: dinero) 0" po,r el co,ntrario" de-
rivar co,mo, equivalente del incumplimiento, de una co,ndena a o,tro, tipo, de presta-
~ión, y en co,ncepto, de resarcimiento, de lo,s daño,s e indemnización de lo,s perjuicio,s 
Irro,gado,s al acreedo,r (en cuyo, caso, estaríamo,s ante una verdadera ejecución ge-
nérica, o, po,r el equivalente, po,r el bien fungible po,r naturaleza: el dinero; so,bre 
la sustitución de co,ndena por equivalente pecuniario" puede verse la STC 149/1989, 
de 22 de septiembre). A este fin, co,mo, luego, se expo,ndrá co,n la debida ampli-
tud, se procede al embargo, de lo,s bienes del deudo,r,entregando, al acreedo,r el di-
nero, si se hubiera o,btenido" o, realizando, lo,s o,tro,s bienes, según las normas esta-
blecidas para la vía de apremiopara,pro,peder al pago,. 
Respecto de la escasa virtqa~idad de la wsÚnción entré ejecución g~érica y ejecuciÓ~ especí-
fica~ desde una perspeétiva de rigor técnico, hay que convenir en que sinos h~laínos ante una eje-
cución del primer tipo siemt'te que se satisfagtl'81 ádreedor la prestación eíí.los términos preveni-
dos enel.titulo,'ineludiblerMnte sd'lllD de incluU:en'cleoncepto. de. ejecución especifica los supuestos 
de pago, 4e un~ (;~tida5l de ,dinerq e~ ést~ :sea I!f~~s~ent~ el.contenido de la obligación se-
gún el tltulo.,(\sqllS c.9~, únicamente subsistiria,qolP9. fortní/. de ejecución gen~ca el pago de 
una suma oe didero, pero sÓlo si ésta viniera detehninadá éomo remedio o solución subsidiaria 
equNalente por incttinplimiento de prestación de otro tipo; es decir; todas las ejecuciones serian 
especificas.·salvu tos¡suouestos deimoosible cumo1imientode este modo, . 
De todo,s mo,do,s, debe co,nsiderarse co,mo, una ejecución especial dineraria la 
que tiene co,mo, fin realizar una garantía real que grava un determinado, bien para 
hacer pago, al acreedo,r co,n la realización fo,rzo,sa de la hipo,teca o, prenda. En es-
tas ejecucio,nes se pasa directamente a las actuacio,nes ejecutivas so,bre el bien 
de que se trate previo, requerimiento, de pago,. 
B) LA EJECUCIÓN IMPROPIA 
Po,r co,ntrapo,sición co,n la llamada ejecución pro,pia (expresión co,n la que se 
quiere indicar la actividad desarro,llada po,r el tribunal para dar efectividad a una 
sentencia de co,ndena u o,tro, título, de ejecución, producida po,r el incumplimiento, 
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del o,bligado,), co,n la deno,minación de ejecución impro,pia se suele~ design~ 
una serie de actividades que derivan fundamentalmente de sentencIas co,nstI-
tutivas. 
Al crear mo,dificar o, extinguir estas reso,lucio,nes judiciales un estado, o, una 
situaciónj~rídicas, precisan en no, po,cas o,casio,nes de la co,nst~ncia o, publici-
dad del cambio, pro,ducido" lo, que significa que co,n frecuenCIa estas reso,lu-
cio,nes han de acceder a Registro,s público,s. No, o,bstante, estas actividades no, 
representan o,tra co,sa que un simple co,mplemento, de la sentencia, que po,r sí 
misma, una vez que ha alcanzado, firmeza, satisface la pretensión de fo,rma ple-
na y dispensa una efectiva tutela judicial del derecho, del litigante (arts. 521.2 
y 522 LEC). 
CAPÍTULO III 
COMPETENCIA 
1. TRIBUNAL COMPETENTE 
Como se ha dicho antes, la ejecución forzosa es actividad jurisdiccional y re-
presenta uno de los contenidos que la Constitución atribuye a la potestad juris-
diccional, encomendada exclusivamente a los Juzgados y Tribunales; consi-
guientemente, el órgano ejecutor ha de ser un tribunal de justicia y, por supuesto, 
del orden civil. 
a) La competencia para la ejecución de las resoluciones judiciales viene de-
terminada por el criterio funcional, tomando como punto de partida que se ha 
sustanciado un anterior proceso, del que la actividad de ejecución es trasunto, 
bien porque en él haya recaído una sentencia de condena que definitivamente le 
ha puesto fin, bien porque se trate de una resolución interlocutoria susceptible 
según la LEC de ejecución separada e inmediata. En todos estos casos, se atri-
buye la competencia para conocer de la ejecución al órgano judicial que hubie-
ra conocido en primera instancia (art. 545.1 LEC), cualquiera que fuere el tri-
bunal ante quien la resolución hubiera quedado firme, si es que hubiera sido 
objeto de recurso devolutivo. 
Como es natural, al determinarse la competencia de esta forma, cuando se tra-
ta de ejecutar resoluciones judiciales, por referencia a un órgano concreto que 
ya ha intervenido en el proceso de declaración, queda absoluta y perfectamente 
precisado el tribunal que ha de realizar las actividades de ejecución forzosa, sin 
que suscite problemas la determinación de esta competencia. Tampoco es nece-
sario, ni posible, acudir a ningún otro criterio, ni utilizar las normas de reparto 
de asuntos, pues el órgano judicial que precisamente hubiera conocido en la pri-
mera instancia resulta competente para el proceso de ejecución. 
b) La competencia para conocer de la ejecución de transacciones y acuer-
dos judicialmente homologados o aprobados no se atribuye al órgano judicial 
que hubiera conocido o intervenido en la primera instancia, sino al que hubiera 
homologado o aprobado la transacción o el acuerdo de las partes por medio del 
cual se pone fin a un proceso pendiente (art. 545.1). 
Esta solución legislativa puede plantear algunos problemas cuando el pro-
ceso termine, durante la segunda instancia o durante la sustanciación de un 
recurso extraordinario, por haberse llegado a una solución autocompositiva, 
siendo así que los autos originales han de retornar al órgano de la primera ins-
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taneia. Por ,Gonsiguiente, en tales casos exige la LEC ( arto 517.1.3.°) que se 
acornpafie con el acuerdo o transacción, s~ resulta n~ces~rio para constan?ia 
de su concreto contenido, los correspondIentes testlmoOlOS de las actuaciO-
nes en razón de que no tuvo que quedar en el tribunal que realizó la horno-
log~eióno la aprobación en segunda instancia o en casa~i?n un testi~onio. de 
lo necesario para poder disponer, llegado el caso, las activIdades de ejeCUCiÓn 
forzosa. 
c) Cuando el título sea un laudo arbitral, se atribuye la competenci~ para 
su ejecución al Juzgado de Primera Instancia del lugar en que se haya dICtado 
(art. 545.2 LEC). 
d) Cuando se trate de una ejecución hipotecaria, la competencia viene fi-
jada por el lugar de situación de la finca, el Juzgado de .Primera I~stancia del 
partido en que radique, y si radicare en más de uno, lo mIsmo que SI fueren va-
rias fincas en diferentes partidos, el juez de primera instancia de cualquiera de 
ellós, a elección del ejecutante (art. 684.1.1.° LEC). 
En caso de hipoteca naval la competencia se atribuye al Juzgado de Primera 
Instancia al que se hubieran sometido las partes en el título constitutivo de la hi-
poteca y, en su defecto, el Juzgado del lugar en que se hubiere constituido lahi-
poteca, el del puerto en que se encuentre el buque hipotecado, el del domicilio 
del demandado o el del lugar en que radique el Registro en que fue inscrita la 
hipoteca, a elección del ejecutante (art. 684.1.2.°). 
La competencia para conocer de los procesos de ejecución de hipoteca mo-
biliaria corresponde al Juzgado de Primera Instancia del lugar a donde se hu-
bieran sometido en la escritura de constitución y, a falta de éste, al del partido 
judicial donde esté inscrita la hipoteca de esta clase; si fueren varios los bienes 
y estuviesen inscritos en varios Registros, será competente el Juzgado de cual-
quiera de los partidos, a elección del ejecutante (art. 684.1.3.°). 
Por último, para conocer de los procesos de ejecución de una prenda sin des-
plazamiento de la posesión será competente el Juzgado de Primera Instancia al 
que las partes se hubieran sometido en la escritura pública o en la póliza y, en 
su defecto, el del lugar en donde los bienes se hallen, estén almacenados o se 
entiendan depositados (art. 684.1.4.° LEC). 
2. APRECIACIÓN DE OFICIO 
Las normas de competencia son imperativas, de modo que, antes de despa-
char ejecución, el órgano judicial deberá examinar de oficio su propia compe-
tencia, y se abstendrá de hacerlo si considera que, conforme al título y demás 
documentos que se acompañan a la demanda, no es competente (art. 546), sea 
porque se hubiera fijado un fuero único, sea porque existan varios fueros suce-
sivos (como en la hipoteca mobiliaria o en la prenda) o electivos (como cuando 
la finca radica en diferentes partidos judiciales). En todos los casos el juez debe 
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-exáininar de ofiCio'su competencia y rechazar el despacho. de1a ejecuciOrt;tl1a.n-
~rno;{e corresponda la competencia (art. 684): ,: I 
; También en ejecución es preciso. tener en cuenta el criterio. funcio.nal de atri-
bución de competencia que deriva de la existencia de Juzgado.s especializado.s 
que han co.no.cIdo. de la primera instancia, singularmente en materia de familia 
do.nde tanta relevancia tiene la ejecución fo.rzo.sa, eternamente abierta. ' 
STS 62~:1999, ~e 8 ~ejulio (R!A 4763): «TERCERO.-[ ... ] El conocimiento de los procesos 
de separaClon matnmonIal y de. ~Ivorclo corres~onde, con competencia objetiva exclusiva y ex-
cluyente, a los Juzgados de FamIlIa en las poblacIOnes donde existan (Sentencias de esta Sala de 8 
de ~arzo de 1993 (RJA 2048) Y 2 de junio de 1994 (RJA 4573). Como la sentencia firme recaída 
e~ dl.chos pr~ceso~ produce, respecto de los bienes del matrimonio, la disolución del régimen eco-
noml;o .matnm~nIal ~art. 95 del Código Civil), es evidente que la liquidación de dicho régimen 
econo~lllco mat~momal (en el caso que nos ocupa, la sociedad de gananciales) en cuanto conse-
cuenCIa nec~s~a de ~cha ~~ntencia firme, solamente puede lograrse (a falta d~ acuerdo entre las 
partes) en traml~e de ~JecuclOn de l~ expresada sentencia, por lo que la competencia funcional para 
conocer de tal eJe~~cló~ de se~t~ncIa corresponde exclusIVamente al Juez que la dictó (artículo 55 
de. la Ley de ~~?Iclamlento CIvIl), en este caso, al Juzgado de Familia NÚlneroVeinticinco de Ma-
~d y no a nmgun otro Juz~ado a través de un proceso declarativo ordinario autónomo e indepen-
dIente, como .se ha'pr~ten~~do en el pr~sente caso, cuyo Juzgado de Familia, además, habrá de lle-
var a efect~ dic~ hqUIdaclOn de la socIedad de gananciales, en ejecución de la expresada sentencia 
firme de dIvorcIo, por los tr~ites del juicio d~ testamentaría (art. 1.410 del Código Civil). Por todo 
lo expuesto, el presente motIvo ha de ser estImado, con lo que deviene innecesario el examen de 
los restantes.» 
STS (020/1996, de 25 de n~vi~mbre (RJA 82.17); «PRIMERO.-Los Juzgados de Familia fue-
ron cre~d~s por Decreto de 3 de Juho de 1981, antICIpándose a la Ley de 7 de julio de dicho afio. Tie-
nen atnbulda una competencia jurisdiccional perfectamente concretada, en cuantó se re'fiere a los su-
puestos de los Títulos ~ (arts. 42 a 197) ~vnI (arts. 154 a 180) del Libro'primero del Código Civil 
y aquel,las otr,4S fuestiones que en ~tena .de derecho de fiunilia le sean Qto~adas por las leyes. 
. »ASleS~b~cldas las competencIas de.dichos 'uzgados, cuando se trata de ejecutar sus senten-
CI~S, la:>, mantIen~n e~}o qUe se refiere a lo resuelto en el fallo, ~s decir, también respecto a la li-
qUldaclOn y distnbuclbn del haber conyugál'del matrimonio separado o disuelto, como ha sucedi-
d?en e~te éasQ, pue~ el Juzgadó de FaniiliaNÚInero Seis de Bilbao lléVó a: cabo actuaciones 
eJe~utonas en tal sentIdo, al haberse practicado las operaciones divisorias ppr el contador-partidor 
deSIgnado, pero no continuó la, tramitación, ante l~ oposición del esposo demandado ----.causante 
de los recurrent~s c¡¡.sacionales-, lo que oeterminó que el Juez dictara Auto corifécha 4 de octu-
bre de I ?90, hacI~ndo resen:a ~ la~ p~esdel derecho a demandar en procedimiento ordinario, con 
lo que VInO a de~l~n~ en su J~s~cclón, en forma no correcta, tanto por aplicación del artículo 55 
de la ~e~ de EnJulclamlen~o CIVIl, como de su precepto 1.088 -respecto a la partición de bienes 
heredltanos,. al que se remIte en el 1.410 del Código Civil, tratándose de bienes matrimoniales-
pues e~t~ ~ltlmo.artí~ulo autoriza a plantear la cuestión como incidente de! pleito principal, si bie~ 
P?r el JUICIO o.r~mano que corresp.o~da y ante el Jue~ que conoció aquél. Sin embargo, sucede que 
dIcha resoluclOn del Juez d~ Famlha no co~s~a hubIera sido recurrida por los litigantes y, al aca-
tarla, ~~bo la actora de acud.lr a este procedImIento declarativo de menor cuantía, para lograr la in-
t~gr~clO~ ,del haber g~ancIal, como su liquidación mediante la correspondiente adjudicación y 
distnbuclOn entre los mteresados, y hace aplicación la necesidad de conservación de las actuacio-
nes y evitar .elperegrinaje de los litigantes, cuando en el actual procedimiento dispusieron de to-
dos los medIOS para la defensa de sus correspondientes derechos en pugna procesal. 
»El a~ícul? 95 d~l Có~~go Civi,l ~ispone qu~ la s~ntencia firme p~oducirá respecto a los bienes 
del matnmOnIO la dlso~uclOn del reglmen matnmomal y tal declaraCIón genérica no resulta exclu-
ye~te de la competencl~ de los J~ga~~s de Familia, cuando actúan con corrección procesal man-
teme.ndo ~u competencIa en la eJecuclOn de sus resoluciones, incluidas las referidas a los bienes 
matnmomales, hasta agotar su adecuada liquidación distributiva (Sentencia de 2 de jun\O de 1994 
[RJA 4573]).» 
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" c,A. pesar de 19S término.s literales del articulo. 546.1, parece evidente que el 
~:p; de. .oficio. de la co.mpetencia al que alude no. sólo. se extiende a la co.m-
petencia territorial, sino. que se refiere también a la co.mpetencia funcio.nal, po.r 
haber intervenido vario.s órgano.s judiciales en el pro.ceso. de do.nde trae causa la 
r~so.lucióncuya ejecución se pretende. 
La apstención tiene lugar po.r medio. de auto., indicando. el tribunal ante el que 
ila de presentar la demanda de ejecución. Aunque no. se dispo.nga expresamen-
te. resulta claro. que la abstención de o.ficio. debe aco.rdarse siguiendo. el mismo. 
pro.cedimiento. que .en el pro.ceso. de declaración, esto. es, el auto. ha de dictarse 
previa audiencia de to.das las partes perso.nadas y del Ministerio. Fiscal po.r pla-
zo. co.mún de diez días (arts. 48 y 58). 
Sin embargo., según o.rdena el artículo. 546 LEC, una vez que hubiera despa-
chado. la ejecución no. po.drá de o.ficio. revisar su co.mpetencia territo.rial. Esta 
previsión no.rmativa permite entender que, sin embargo., cuando. se trate de fal-
ta de co.mpetencia funcio.nal, co.mo. o.curriría en la ejecución de auto.s de apro.-
bación u ho.mo.lo.gación, el defecto. puede apreciarse en cualquier mo.mento., en-
tre o.tras razo.nes po.rque la realización de acto.s procesales co.n falta de competencia 
o.bjetiva o. funcio.nal acarrea su nulidad de pleno. derecho. (arts. 238.1.° LOPJ y 
225.1.° LEC, precepto. este último. sin vigencia). 
3. DENUNCIA DE PARTE. LA DECLINATORIA 
EN LA EJECUCIÓN FORZOSA 
Al pro.pio. tiempo., el ejecutado. po.drá impugnar la falta de co.mpetencia po.r 
medio. de la declinato.ria, en lo.s cinco. días siguientes a aquel en que reciba la 
primera no.tificación de la ejecución (art. 547). . 
De acuerdo con el desarrollo. normal de la ejecución forzosa previsto en la 
LEC, la primera notificación que recibe el ejecutado tras la demanda ejecutiva 
es la del auto. por el que se despacha la ejecución (art. 553.2), momento. a partir 
del cual se debe computar el plazo de los cinco días. 
Aunque el ejecutado pueda tener noticia de la ejecución por cualquier otro medio, o hubiera re-
cibido cualquier otra notificación, debe entenderse que el plazo para denunciar la falta de compe-
tencia no se abre sino hasta el momento en que se le notifica precisamente el auto por el que se 
despacha la ejecución, por cuanto en él se contienen los extremos indispensables para formular la 
impugnación (art. 553.1). 
A falta de normas pro.pias sobre la declinato.ria en la ejecución fo.rzo.sa, son 
de aplicación las co.ntenidas en las dispo.sicio.nes generales del Libro I de la LEC 
(a pesar de que estén fo.rmuladas para el proceso de declaración), con la dife" 
rencia de que el plazo para plantearla es de cinco. días (en lugar de diez para el 
juicio ordinario, del arto 64.1). 
Por consiguiente, la declinatoria se ha de proponer, como regla general, ante 
el órgano judicial que hubiera despachado la ejecución y se considera carente 
de competencia (art. 63.2). Sin embargo, para permitir una mejor tutela de los 
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derechos del ejecutado que fuemsorprendido con una ejecución abierta ante juez 
'incompetente en una circunscripción alejada del lugar de su domicilio, de modo 
que le llegara a resultar muy gravoso incluso plantear la declinatoria, la LEC le 
autoriza a presentarla ante el tribunal de su domicilio; que la hará llegar por el 
medio de comunicación más rápido posible a quien despachó la ejecución, sin 
peIjuicio de remitirla por oficio al día siguiente de su presentación (art. 63:2). 
En todo caso la declinatoria se ha de proponer por escrito, pidiendo al juez 
que se inhiba del conocimiento del asunto y remita los autos al competente. En 
este escrito, cuando se denuncia la falta de competencia territorial, se ha de in-
dicar el tribunal al que habrían de remitirse la actuaciones por considerarse com-
petente por razón del territorio (art. 63.2.11). Al escrito de declinatoria se habrán 
de acompañar los documentos o principios de prueba en que se funde, con tantas 
copias como litigantes (la nueva LEC tiene una especie de obsesión por las co-
pias, cuando en realidad con los medios de reproducción eso carece hoy de re-
levancia). 
De este escrito se ha de dar traslado a las otras partes y también al Minis-
terio Fiscal, aunque la LEC omita este traslado; que lo recoge cuando se apre-
cia de oficio la incompetencia, pues el Ministerio Fiscal debe intervenir en las 
cuestiones relativas a la competencia de los tribunales (art. 3.8 EOMF). Todos 
ellos dispondrán de un plazo de cinco días para alegar y aportar lo que esti-
men conveniente para sostener la jurisdicción o la competencia del órgano ju-
dicial (art. 65.1 LEC). El tribunal ha de resolver teniendo a la vista solamen-
te los escritos de denuncia de incompetencia y de contestación; sin Convocar 
audiencia alguna. 
Aun cuando sólo se prevé el supuesto de una postura contraria al demandado 
que denilnció la falta de competencia, nada obsta para que otra parte, o el Mi-
nisterio Fiscal, apoye la postura del impugnante. 
Por otra parte; cuando se 'trata de una denunciá de incompetencia territorial, 
el ejecutante podría también alegar la falta de competencia del tribUnal señala-
do por el ejecutado, y en cuyo favor habría de declinarse la eompetencia 
El primer efecto del planteamiento de la declinatoria sería la suspensión del 
curso de la ejecución hasta que se decida (art. 64.1 LEC). Esta suspensión no 
está específicamente contemplada entre las previstas en ejecución forzosa, pero 
habría de decretarse por venir ordenada de modo expreso en las disposiciones 
generales, al amparo del artículo 565.1. 
La suspensión no obstaría para que pudieran adoptarse, a instancia de parte 
legítima, las medidas que, de demorarse, pudieran causar peIjuicios irreparables 
al ejecutante (art. 64.2). Sin embargo, también estas medidas urgentes pueden 
impedirse si el demandado presta caución bastante para responder de los daños 
y peIjuicios que derivaran de la tramitación de una declinatoria desprovista de 
fundamento, prestándola en dinero efectivo, mediante aval o por cualquier otro 
medio que garantice la inmediata disponibilidad de la cantidad que se haya fi-
jado (art. 64.2). 
Si es dudosa la justificación de esta previsión normativa en el proceso de de-
claración, mucho menos se sostiene en la ejecución forzosa, pues el ejecutado 
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sólo respondería de los daños y peIjuicios si la declinatoria está desprovista de 
fundamento; por tanto, cuando el fundamento sea discutible (aunque sea sutil-
mente) no hay responsabilidad. Con esta solución se coloca al ejecutante en una 
verdadera situación de denegación de tutela judicial porque la simple prestación 
de caución por parte del ejecutado permite enervar no sólo las actividades eje-
cutivas sino incluso la posibilidad de realizar las actuaciones urgentes en defensa 
de su derecho ya declarado definitiva e irrevocablemente, y además no se le in-
demniza si la declinatoria tuviera algún fundamento, siendo así que estamos en 
el proceso de ejecución, cuando se pide del tribunal una actuación y no una de-
claración, por lo que la competencia para actuar debe merecer una respuesta me-
nos exigente y rigurosa. 
Si el órgano judicial considera que carece de competencia objetiva o funcio-
nal, además de abstenerse y sobreseer el proceso, señalará los órganos ante los 
que las partes han de usar de su derecho (art. 65.3), auto contra el que cabrá re-
curso de apelación (art. 66.1 LEC). Si considera que carece de competencia te-
rritorial, se inhibirá a favor del competente, remitiéndole los autos y emplazan-
do a las partes para que comparezcan ante él en el plazo de diez días (art. 65.5); 
pero si se tratase de fueros electivos, además de su propia incompetencia, ten-
drá que considerar competente al órgano señalado por el ejecutante tras el re-
querimiento que se le haga al efecto (art. 58). 
Contra los autos en que el tribunal no acceda a declinar su jurisdicción o su 
competencia sólo cabrá recurso de reposición, sin peIjuicio de alegar la falta de 
este presupuesto en los recursos que puedan interponerse contra la sentencia de-
finitiva (art. 66:2); cuando se trata de resolución sobre competencia territorial 
la LEC no permite recurso alguno (art. 67.1, lo que parece contradictorio con lo 
dispuesto en el arto 451, que permite recurrir en reposición todas las providen-
cias y autos no definitivos, sin la cautela de que no estuviesen exceptuados de 
recurso). 
4. EL JUEZ, EL SECRETARIO Y OTROS AUXILIARES 
Y COLABORADORES 
Determinado el órgano judicial competente para llevar a efecto las activida-
des de la ejecución forzosa, conviene precisar el reparto de papeles del personal 
que sirve en el Juzgado, y los cometidos que se le atribuyen. 
Esencialmente la responsabilidad de la ejecución recae en el juez, como titu-
lar del órgano, yen el secretario judicial, a quien se encomiendan algunas fun-
ciones y cometidos específicos de importancia, aunque es lo cierto que el le-
gislador ha perdido una gran oportunidad para descargar de tareas que eran 
propias del juez, encomendando al secretario toda las actividades que no con-
sistan en el enjuiciamiento de conflictos o en ordenar que se realice coactiva-
mente lo que el título reconoce. 
Esto no quita para que otros funcionarios o profesionales puedan intervenir 
también en la actividad ejecutiva, cooperando al buen fin de la misma (el arto 591 
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éEüimpone el ~ber de c?labo~Ción de todas las entidades públicas y priva-
~as en las actuacIones de ejeCUCIOn, que se puede sancionar con multas coerci-
tivas); 
a) pada.la ,n~turaleza jurisdiccional de la ejecución forzosa en nuestro or-
denamIento jundICO -además por mandato constitucional- el protagonismo 
en este'p'r~ceso lo ostenta ~l./uez de la ejecución que, como órgano del Estado, 
~a de ~grr todo el procedimIento (por más que esta dirección resulte en la prác-
tIca ~as aparente y formal que efectiva en buen número de supuestos). 
. Al.Juez le .corresponde el examen del título de ejecución presentado, su cali-
fIcaCIón Y,. sIendo ap!o para ello, la or~enación ~e ~os actos ejecutivos que re-
sulten pertInent~s, aSI como la ~esolucI~n de las mCIdencias que puedan surgir. 
No obstante,.alj~z se le hace Interye~lr ~n ~uy diversas actuaciones que, sin 
m~rm~ de~ ~jerCICIO de l~ p~testad junsdlccIOnal que tienen en exclusiva, po-
?tian SIn dIfIcultad ser atnbUldas a órganos auxiliares con independencia de -los 
jueces, como sucede en otras legislaciones. 
b) La figura del secretario judicial se vio sensiblemente potenciada en la 
~<;)PJ de 19~5,'pues s,e le atribuy~, a~emás del poder de documentación Y la da-
Clon de fe ~u?hca, aSl como ,la pr~ctI~a de las comunicaciones procesales, tare-
as que .tr~dIclOnalm~nte tema .a~nbUl~as, las funciones de impulso formal del 
procedImIento, medI~te las dlhgencIas de ordenación, Y además, formular las 
prop~stas de resoluclOn de las providencias Y autos, con lo cual debieran haber 
adqUln~o, no. sólo defacto, sino también de iure, un papel de primer, orden en 
el funCIOnamIento de los órganos> judiciales.' . . . 
La ~u~va.~EC, sin embargo, no ha profundizado en esta consideración del se-
cretario JUdICIal. y: la labor que puede desempeñar en la ejecución forzosa, habida 
cuenta. que ~diCI?nalmente a~ó b~en.a parte del peso del órgano judicial en 
e~ dihgenclas, ~InO que más bIen ha hmltado o'restringido sus funciones. En re-
alIdad el secretano debe poner diligencias de ordenación en todos los supuestos 
en qu~ no se trat.e ~e acordar el despachO de la ejecución, ordenar el embargo o su 
a!z~ml1ento, deCIdIr sob!e la oposición a la ejecución (j en los casos en que espe-
cIflcamente se mande dICtar .~a pf<;>videncia, porque todo ello corresponde al juez 
(m;. ?45.4). Aparte de las dlhgenclas de ordenación, el legislador se ha limitado 
practIc~ente a reconocerle la función de la presidencia Y dirección de la subas-
ta, pero s10 facultad de aprobación del remate, Y la liquidación de las cargas. 
En cuanto a las propuestas de resolución, que se dicen suprimidas en la Exposición de Motivos 
de la LEC ~, por tanto, no aparecen reguladas en el articulado, hay que entender que por el mo-
mento SUbsIs.ten, ya que al no haber~e derogado l~ LO~J, los artículos 290 y 291 están en vigor, y 
en ellos se dl~pone. que los secretarlOs pr~pondran al Juez las resoluciones que deban revestir la 
forma de pr~vI~en~la o auto, salvo que deCIdan cuestiones incidentales, resuelvan recursos o se tra-
te de autos hmltatlvos de derechos (concepto que debe interpretarse restrictivamente). 
c~ Fina~mente, en~e el personal auxiliar de los órganos judiciales, adquie-
re s10gular ImportancIa en las actividades de ejecución forzosa el agente judi-
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cia/. Estos funcionarios, en definición legal, son «ejecutores de los embargos, 
lanzamientos Y demás actos cuya naturaleza 10 requiera», actuando además como 
Policía Judicial con carácter de agentes de la autoridad (art. 487 LOPJ). En su 
Reglamento orgánico se dispone, en el mismo sentido que corresponde a los 
agentes judiciales ejecutar los embargos, lanzamientos Y demás actos cuya na-
turaleza 10 requiera, con el carácter y representación que les atribuyen las leyes 
(art. 15.2). 
Tradicionalmente el agente formaba,junto al secretario (u oficial habilitado), 
lo que en la práctica se denomina comisión del Juzgado o comisión judicial, sea 
el Juzgado de la ejecución, o el que a medio de un acto de auxilio judicial haya 
de practicar actuaciones de esta índole, y actuaba por delegación del juez y bajo 
la dependencia de éste, ostentando su representación. 
Sin embargo, la nueva LEC de 2000 ha omitido toda referencia a estas fun-
ciones de los agentes judiciales, y a la existencia misma o a la formación de la 
comisión judicial, que tradicionalmente venía desempeñando los actos de eje-
cución. Pareciera que con la nueva LEC la ejecución material del embargo no 
tiene lugar, y la actividad judicial se limita y reduce a ordenar el embargo, sin 
necesidad de ulteriores actuaciones. 
Si esta impresión puede ser acertada en el caso del embargo de inmuebles, cuyo 
aseguramiento se reduce a ordenar la anotación en el Registro de la Propiedad, 
cuando se trata de bienes muebles debe asegurarse el embargo mediante el de-
pósito, a cuyo fin será necesario verificar el estado y situación de los bienes y, en 
no pocos casos, proceder a su aprehensión material (otra cosa será cuando se pon-
ga definitivamente en marcha el Registro de Bienes Muebles, cuando el bien em-
bargado sea susceptible de inscripción en dicho Registro). La intervención del 
agente judicial aparece clara asimismo en los lanzamientos, en que será preciso 
que el órgano judicial (o su comisión) proceda al desalojo de un inmueble ocu-
pado, cuando deba hacerse en las diligencias de ejecución forzosa. 
Como es obvio, estas actividades no las va a realizar el juez de la ejecución, 
por lo cual debe subsanarse esta omisión en el texto de la LEC, aplicando di-
rectamente el precepto de la LOPJ y resucitando la comisión judicial que, sin 
justificación, se ha hecho desaparecer del articulado de la ley procesal. 
d) Junto al personal de los órganos judiciales, según se indicó, puede ser 
precisa en muchos casos la intervención de otros órganos públicos, funcionarios 
públicos o profesionales, que actúan como elementos cooperadores en la acti-
vidad ejecutiva, con cometidos muy heterogéneos. 
Entre ellos puede citarse, a título de ejemplo, a los miembros de las fuerzas y 
cuerpos de seguridad, sean del Estado, de las Comunidades Autónomas o de la 
Corporaciones Locales, que han de actuar cuando sean requeridas por el juez o, 
en caso de urgencia, por el propio agente ejecutor. Además de las fuerzas de se-
guridad deben cooperar en la ejecución los registradores de la propiedad, que 
han de expedir la oportuna certificación relativa a los bienes embargados, o los 
peritos para el avalúo de los bienes que han de sacarse a pública subasta. 
CAPíTULO IV 
LAS PARTES EN LA EJECUCIÓN 
1. LAS PARTES PRINCIPALES 
a) La.ejecución fon:osa se concibe en la LEC como un proceso independiente 
de cualquIer otra actuaCIón procesal, o extrajudicial, que principia con un escrito 
de demanda, er;t donde. quien la prese!lta insta d~l juez el despacho de ejecución 
frente a otro sUjeto. Con esta concepcIón es preCISO considerar como partes enJa 
ejecu~ió!l quienes,figuren como tales en la demanda (art. 538.1 LEC), y estas par-
tes prmcIpales están .f~ultadas.para.intervenir durant~ todas las diligencias en que 
se concr~t~n la~ a~tlv~~des eje~utIvas, sea como ejecutante o como ejecutado. 
La a~tIVIda~ jUflsdiccIonal ex~ge c~mo presupuesto la iniciativa de las partes 
(nemo ludex sme actore); de aqm que estas sean, como el juez, inherentes a la es-
tructura personal d~ todo proceso, que es actividad de tres sujetos (actus trium per-
sf!na.rum), .y, del. mIsmo modo que no puede concebirse ninguna actuaciónjuris-
dicClonal s~ un juez, tampoco cabe representarla sin que existan partes procesales. 
Se maneja, como puede comprenderse, un concepto de parte exclusivamente 
procesal: partes son,pues, quienes en tal c()ndición figuran en el proceso, y úni-
camente por esa razono 
De esta manera, si el juez, contraviniendo lo que orCtena ~l articulo 538.2, despachara ejecución 
frel!t~ a ~ persona que no pueda. 8pareeeroomo ejecutado, nos hallaremos ante un problema de 
legItimaCIón, ~ m':ldo que se habra ~ ~vocar ~l auto, pero no por eso se habrá dejado de poner en 
mar~a ~a eJecucIón forzosa y habra rntervellldo en el procesola persoQ~ contrl\quien se despa-
~hó ~d:bI<Ia.ntt:nte hasta l~grar. que se revoque la decisión judicial, desqe luego en concepto de par-
te pnncIpal paSIva de la eJecucIón. . ". 
Parte es el dominus lit!s, q~ien asume la titularidad de las relaciones procesa-
les, con las cargas y obhgacIOnes, con las expectativas y responsabilidades in-
herentes a su posición. 
Dic~a titularidad puede ser asumida por cualquier ente con personalidad, por 
cll:alqmer persona, fisica o jurídica, a partir de su reconocimiento por el ordena-
mIento. Sm embargo, así co~o la válida actuación en el tráfico se anuda gene-
ralmente por el derecho material a la personalidad jurídica, en el proceso pue-
den adoptar tam~ién la posición de parte entes que carecen de ella, lo que opera 
como un mecamsmo de protección de los terceros que de buena fe se relaciona-
ron con ~~tes sin personalidad, de modo que el requisito de la personalidad no 
pueda utIlIzarse de cobertura para el fraude ni para impedir el normal ejercicio 
de los derechos; por esta razón se les reconoce capacidad para ser parte en el pro-
ceso de declaración (art. 6 LEC). ' 
[46] 
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'En .a ejecución forzosa, tratándose de sujetos que han intervenido en un an-
terior proceso judicial (aunque se le haya puesto fin por acuerd? de las pa~es) 
() arbitral resultan claramente identificadas las partes que, aun sm personahdad 
j~dica, pueden ser l1~a~os a l~ ejecución forzosa. . . 
Desde luego que la IdentIficacIón de las partes debe quedar establecIda de for-
ma clara desde el primer momento, pues el pr~ceso no puede desenvolyerse en-
tre entes abstractos o anónimos, sino entre sUjetos de derecho determmables Y 
determinados con mayor o menor precisión. . . 
El ejecutante viene gravado con la carga de identificar a las partes, eXIgIen-
do el artículo 549.1.5.° que exprese en la demanda ejecutiva la persona o perso-
nas, con sus circunstancias identificativas, frente a las que se pretenda el.des-
pacho de la ejecución, por aparecer en el título como deudores o por estar sUjetos 
a la ejecución de acuerdo con la ley. 
2. LA LEGITIMACIÓN 
A) CONCEPTO y TRATAMIENTO 
Habida cuenta de que la finalidad de la ejecución e~ la reali~ac~ó~ coactiva 
de una prestación documentada en un ~tulo, puede deCIrse en pnncII?Io qu~ son 
partes legítimas en estos procesos qUIenes como tales ~gure~ en dICho tItulo. 
De todas formas, la legitimación viene tratada en la ejeCU~Ión. forzosa como 
si de un presupuesto procesal se tratara, de modo que l~ LEC ImpIde q~e se des:-
pache ejecución frente a sujetos dife~ent~s de 10s.prevIsto~ en ella (<<solo podra 
despacharse ejecución frente a los SIguIentes sUjetos», dI.ce el arto 538.2~, de-
biendo el juez examinar de oficio si el ejecutado es ef~ctIy~ente el obh~ado 
en el título, o por razón de sucesión, o por otro tí~lo j~ndIcamente prevIs!o. 
No obstante, si el órgano judicial despachara la ejeCUCI~n en favor de un su~e­
to no legitimado por el título o la sucesión particular o ~versal, o contra.q~Ien 
no resulte pasivamente legitimado, es claro que --es~ecIal~ente en e~e últlI~o 
caso-- no por eso dejan de ser parte del proceso de ejeCUCIOn en sentIdo estn~­
to, y podrán unos y otros ejercitar todos lo~ ~edios de defensa que en 'esa condI-
ción les otorga el ordenamiento. Por conSIguIente, el concepto de parte, co~ ~o­
dos sus presupuestos, rige igual en la.ejec~ción qu~ en el proceso de deC~araCI?!l' 
De todos modos, si el ejecutante mdujera al tnbun~ a exten?er la ejeCUCIOn 
frente a personas o bienes que el título o la ley no autonzan, sera responsable de 
los daños y petjuicios (art. 538.4). 
'B) LEGITIMACIÓN ORDINARIA 
De ordinario partes legítimas en la ejecución forzosa son a9uellos sujetos que 
como tales figuren en el título (art. 53~.2~: po~ un lado, 9uIen ap~ezc~. como 
acreedor, titular del derecho que resulta mdIscutIble y que msta la ejeCUCIOn (de-
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llominado annuestro Derecho positivo'ejecutante) y, por: otro lado;I~.qutre­
suIta responsable según el titulo, quien aparezca como deudor, obligadO'Q. satis-
facer la prestación y frente a quien la ejecución se despacha y se siguen las de-
más actividades ejecutivas (llamado'por nuestro legislador ejecutado). 
C) LEGITIMACIÓN EXTRAORDINARIA 
Lo hasta aquí expuesto necesita, sin embargo, ser precisado, ya que no siem-
pre resultan ser ejecutante y ejecutado, ni ostentan esta posición, las personas 
que así figuren en el título, sino que pueden'entrar otros sujetos en cualquiera 
de las dos posiciones, pudiéndose hablar entonces de una legitimación extraor-
dinaria. La LEC contiene disposiciones específicas sobre el particular que han 
logrado despejar algunos problemas. 
a) La legitimación activa no presenta serios inconvenientes, pues salvo los 
supuestos de sucesión en que habrá que acreditar el tracto, instará la ejecución 
el acreedor de la prestación según el título. 
Sin embargo, nada obsta para que la ejecución sea pedida por el ejecutado, si 
tiene interés jurídico en el cumplimiento (por razón de la mora accipiendi, por 
ejemplo), aunque no resultaría fácil encajar al deudor presentando una deman-
da ejecutiva. Tal supuesto fue resuelto en la STS de 10 de julio de 1945, y lue-
go en lade 4 de diciembre de 1985. 
Sin embargo, así como la primera denegó la ejecución solicitada por el condenado en razón de 
UIta circunstancia sobrevenida que alteraba el sentido de la condena (chatarra, pero al haberse dic-
tado la sentencia en 1936 e instarse la ejecución en 1941, había experimentado aquélla un aumen-
to de precio qúe claramente beneficiaba al deudor), la más reciente ordena seguir adelante la eje-
cución a pesar de una cirounstancia también sobrevenida, que hace la condena muy i.eresante para 
el condenado (la entrega de unos terrenos que, por razón de un Plan de Urbanismo, se habían vis-
to tremendamente afectados en su valor). 
b) Mayores problemas puede presentar, sin embargo, la legitirrzación como 
ejecutado. La LEC ha recogido algunos específicos supuestos, partiendo de que, 
como primera regla, sólo puede despacharse ejecución frente a quien aparezca 
como deudor en el mismo título. 
- Es clara e innecesaria la disposición del artículo 542 LEC, si np fuera 
porque ha generado confusión la aplicación de lo dispuesto en el artículo 1.141 
CC, respecto de las obligaciones solidarias (<<las acciones ejercitadas contra 
cualquiera de los deudores solidarios perjudicarán a todos éstos»), en relación 
con el art. 1.252 CC (ahora derogado). La norma procesal impide, en el caso 
de condenas judiciales o arbitrales que se hayan obtenido frente a uno o varios 
deudores solidarios, despachar ejecución contra los que no hubiesen sido par-
te en el proceso, aunque podrá pedirse ejecución por el total de la deuda, más 
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intereses y costas, contra cualquiera de los deudores solidarios que aparezcan 
en el t:ítuW.,· 
• 
'Es la consecuencia de aplicar justamente el concepto y el juego de la solidaridad de las obliga-
ciones, conjugl,ldo con el principio de defensión? ~ues ~or much.o qu~ el deudor. solida?<? ~eba ha-
cer frente al total de la obligación, no le será eXIgIble SI no ha SIdo oldo y venCIdo enJUIcIO. 
_ Cuando en el título aparezcan como deudores uniones o agrupaciones de 
empresas o entidades, habrá de despacharse la ejecución frente a la unión y no 
puede dirigirse contra sus miembros (legitimación ordina~a, p?~ ~anto). 
. Se exceptúan, sin embargo, los supuestos en que por diSposIclOn legal o por 
acuerdo de los socios, miembros o integrantes, debieran responder solidaria-
mente de los actos de la unión o agrupación, porque entonces podrá despachar-
se la ejecución, a instancia del ejecutante, directamente frente a los partícip~s 
(art. 543.1 LEC). La situació? difiere en parte ~~l esquema no~~l ~e las oblI-
gaciones solidarias, pues aqm se trata de una umon de personas jundIcas con la-
zos estables (al menos por el tiempo que dure) que, de algún modo, han podido 
o debido conocer la existencia del proceso de declaración dirigido contra la unión 
o agrupación, de donde existirá más dificultad para apreciar la indefensión de 
cada uno de sus miembros. 
La regla cambia cuando la responsabilidad de los partícipes en la unión o agru-
pación se hubiera establecido expresamente por la ley como subsidiaria, porque 
en esos casos habrá que acreditar la insolvencia de la unión o agrupación antes 
de poderse dirigir contra sus miembros o partícipes (art. 543.2). 
_ Asimismo puede despacharse ejecución frente a quien, sin figurar como 
deudor en el título, responda personalmente de la deuda por disposición legal o 
en virtud de afianzamiento acreditado en documento público (art. 538.2.2.° LEC). 
_ Cuando se persigan bienes especialmente afectos al pago de la deuda en 
virtud de la cual se procede (v.gr., hipoteca o prenda respecto de los bienes so-
bre los que haya constituido la garantía), puede despacharse ejecución frente. al 
titular de estos bienes, aunque la ejecución, para ellos, se concretará a los bIe-
nes afectos (art. 538.2.3.°). 
_ Cuando la ejecución se siga por deudas de un cónyuge, de las que deba 
responder la sociedad de gananciales o se persiguen bienes, comunes a falta o 
por insuficiencia de los privativos, n? .se ~espachará, ejecución ~ontr~, la so-
ciedad de gananciales, pero se le notIfIcara al otro conyuge la ejeCUClOn o el 
embargo para que pueda oponerse a la ejecución si de las deudas debe res-
ponder la sociedad de gananciales: La misma notificación se habrá de hacer 
cuando la ejecución se siguiere a causa de deudas propias de uno de los cón-
yuges y se persiguiesen bienes comunes a falta o por insuficiencia de los pri-
vativos (art. 541 LEC). De este modo, el cónyuge no deudor se convierte en 
un tercero, pero que puede interponer los recursos y usar de los ~edios de im-
pugnación de que dispone el ejecutado para la defensa de los mtereses de la 
comunidad de gananciales. 
_ Como los entes sin personalidad jurídica que vengan actuando en el trá-
fico como sujetos de derecho diferenciado de sus socios, miembros o gestores 
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(OOiDOBUCe'de coa las sociedades irregulares o las uniones sin pe1'8onati~ tie-
nen reconocida capacidad para ser parte en el proceso de declaració. cuándo 
fueran condenados, aparecerán tales entes en el título ejecutivo como deudores, 
a:ÚDque según el derecho material no ostenten personalidad jurídica ni puedan 
ser titulares de bienes o derechos con los que hacer frente a la responsabilidad 
contenida en el título. Pues bien, en tales casos permite la LEC que se despache 
ejecución contra quienes hayan actuado ante terceros en nombre de la entidad, 
y sea socio, miembro o gestor de la misma (art. 544.1). 
Se exceptúa sin embargo de esta regla a las comunidades de propietarios de 
inmuebles en régimen de propiedad horizontal, entes sin personalidad jurídica, 
pero a los que.se reconoce capacidad para ser parte (art. 6.5.0 LEC), en cuyo caso 
no podrá despacharse la ejecución contra alguno de los copropietarios, ni si-
quiera contra el presidente de la comunidad que hubiera actuado ante terceros 
en nombre de la comunidad, sino solamente contra ella (art. 544.II). 
3. LA SUCESIÓN PROCESAL 
A) CONCEPTO 
La sucesión procesal consiste en un cambio de personas en el proceso, de 
modo que un sujeto entra en el proceso y ocupa la posición de otra por haber pa-
sado a ser titular del derecho o de la relación jurídica, y de este modo se logra 
la adecuación de la realidad jurídica con el proceso. Al ser transmisibles, con ca-
rácter general, todos los derechos (salvo los personalísimos, y aún entonces, las 
consecuencia~ patrimoniales de su ejercicio, o su quebrant~; pueden ejercitarse 
por otros), cabe que durante la sustanciación de ~ proé~so~' sea de declaración 
o de ejecución, puedan aparecer en la posición de las p¡Uies iniciales otros su-
jetos de derecho. . .. 
Interesa distinguir, cuando nos situamos en la ejecución forzosa, entre la su-
cesión mortis causa y la que se produce inter vivos, así como distinguir según 
que la sucesión se produzca en la posición delacreedor-ejecutat1te o del deudor-
ejecutado, y los supuestos de sucesión de las personas jurídicas. Tal distinción 
debe hacerse porque la LEC ha regulado la sucesión procesal sin hacer distingo 
alguno, de modo que de la letra del artículo 540 resultaria tndiferente que se tra-
te de una sucesión mortis causa o inter vivos, sea particular en el concreto de-
recho del acreedor, o universal, cuando es lo cierto que el régimen jurídico di-
fiere de modo notable. 
De todos modos, entre el proceso de declaración y el inicio de la ejecución 
forzosa ha debido transcurrir un tiempo más o menos dilatado (como mínimo 
fija la LEC un plazo de espera de veinte días, arto 548), durante.el cual ha podi-
do cambiar la situación de quienes intervinieron en el proceso y figuran en el tí-
tulo de ejecución, de modo que la ejecución puede despacharse a favor de quien 
no era el acreedor según el título o frente a quien no figuraba en el título como 
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deudor, precisamente porque las partes originarias ya no existen o han sido su-
cedidas en la titularidad de los derechos u obligaciones. 
B) SUCESIÓN MORTIS CAUSA 
La muerte de una persona provoca la sucesión del heredero del difunto en to-
dos sus derechos y obligaciones (art. 661 CC); es decir, tanto en sus créditos 
como en sus deudas. Por tanto, cuando hubiera fallecido el acreedor o el deu-
dor, sus herederos pasan a ocupar su posición, sea antes de iniciar la ejecución 
forzosa, sea cuando se produjera la muerte durante la tramitación de la misma. 
En la posición del acreedor, la ejecución puede despacharse no sólo a instan-
cia de quien figura en el título como tal, sino también a favor también de quien 
acredite ser sucesor de aquél. 
De la misma manera, cuando se acredite el fallecimiento del deudor, la eje-
cución se puede despachar frente a su sucesor, con las limitaciones previstas en 
el derecho material, singularmente con las restricciones propias de la aceptación 
de la herencia a beneficio de inventario, de modo que el heredero no queda obli-
gado a pagar las deudas de la herencia más que hasta donde alcancen los bienes 
de la misma (arts. 1.003 y 1.023 CC); de otro lado, aunque se hubiera aceptado 
la herencia pura y simplemente, no responden los bienes de la sociedad conyu-
gal de las deudas hereditarias si el otro cónyuge no ha prestado su consentimiento 
a la aceptación (art. 995 CC). 
C) LA SUCESIÓN DE PERSONAS JURÍDICAS 
Las personas jurídicas no fallecen, pero pueden desaparecer por liquidación, 
absorción o fusión. En el primer supuesto, entrarán en funcionamiento las co-
rrespondientes previsiones estatutarias y, en todo caso, la entidad en liquidación 
deberá responder hasta donde alcance su patrimonio. 
El caso de la desaparición de una persona jurídica por absorción o por fusión 
debe recibir un tratamiento diferente, asimilándose a los casos de sucesión in-
ter vivos, de modo que no pueda servir la fusión o absorción como un medio que 
facilite el fraude de ley (en la legislación laboral se hace en estos casos respon-
sables solidarios durante tres años de las obligaciones nacidas con anterioridad 
a la transmisión tanto al cedente como al cesionario, arto 44 ET). 
D) SUCESIÓN INTER VIVOS 
Cuando se trate de una transmisión inter vivos de los derechos y obligaciones 
contenidos en el título habrá que estar también a las normas de Derecho priva-
do al respecto, y considerar que todos los derechos adquiridos en virtud de una 
otiligaeión'son transmisibles con'sujeción a las leyes, si no se hu1fit!~'Pfí~do 
lo contrario (art. 1.112 CC). ' ' ' 
Si se subroga un tercero en la posición del acreedor, en los supuestos previs-
tos en la ley (arts. 1.209, 1.210 CC), será este sucesor particular quien pueda 
instar a su favor que se despache la ejecución, pues la subrogación transfiere al 
subrogado el crédito con los derechos a él anexos (art. 1.212 CC). 
Cabe también la novación de la obligación, esto es, la sustitución de un nue-
NO deudor en lugar del primitivo, lo que necesita siempre del consentimiento del 
acreedor (art. 1.205 CC); en este caso la ejecución se va a despachar frente al 
nuevo deudor. 
E) ACREDITACIÓN DELA SUCESIÓN 
Exige la LEC para despachar la ejecución a favor del sucesor del acreedor o 
frente al sucesor del deudor que se acredite el hecho de la sucesión, y a tal fin 
ordena que se presenten al tribunal los documentos fehacientes en que ésta cons-
te (art. 540.2). Por tanto, parecen excluirse, con el efecto de modificar el sujeto 
que ocupe la posición de parte, toda transmisión que no conste documentalmente 
y, además, en un documento fehaciente. 
Cuando se trate de sucesión del ejecutante, cualquiera que sea el título por el 
que entra en el proceso, no plantea ninguna dificultad, pues él mismo se habrá 
procurado la documentación suficiente para acreditar su condición. 
Sin embargo, pueden surgir algunas dificultades para que el ejecutante pre-
sente con la demanda precisamente los documentos fehacientes donde conste la 
sucesión del ejecutado. Cuando se trate de sucesión por causa de muerte, se pue-
de plantear iniciar una ejecución forzosá frente a un deudor fallecido, pero la in-
vestigación de la situac.ión sucesoria, para determinar en concreto contra quién 
presentar la demanda ejecutiva, no puede impedir al acr~edor instar efectiva-
mente la ejecución, por lo cual' serán'los herederos quienes habrán de compare-
cer en ella en debida forma. Si se trata de sucesión inter vivos''eTacreedor debe 
conocer la sucesión, puesto que debió prestar su consentimiento (art. 1.205 CC), 
pero cabe que no disponga de los documentos que la ley ~ige. 
En todo caso, el órgano judicial deberá examinar los documentos aportados 
por el ejecutante y su suficiencia a los solos efectos'de acreditar la sucesión. Si 
los considera suficientes despachará la ejecución a favor o frente al sucesor (art. 
540.2 LEC). Si los documentos no son fehacientes, o el órgano judicial no los 
considera suficientes, dará traslado a quien aparezca como deudor en el título y 
a quien se pretenda que es su sucesor y, oyendo a todos en una comparecencia, 
decidirá 10 que proceda sobre la sucesión a los solos efectos del despacho de la 
ejecución (art. 540.3). Nada dice la LEC sobre el rechazo judicial a la sucesión 
del ejecutante, por falta de fehaciencia o de suficiencia de los documentos, pero 
por analogía a 10 previsto para la sucesión del ejecutado, deberá llamar a una 
comparecencia al demandante, al ejecutado y a quien aparece como acreedor en 
el título, decidiendo lo procedente sobre la sucesión incidenter tantum. 
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4.' ,LA AMPLIACIÓN SUBJETIVA DE LA EJECUCIÓN: 
LOS PROCESOS DE CONSUMIDORES 
, a), La regulación de los procesos de protección jurisdiccional de los inte-
reses difusos y colectivos en la LEC representa una de las novedades más re-
levantes del nuevo texto legal. La sentencia que se dicte en los procesos ini-
ciados por asociaciones de consumidores o usuarios, cuando no. sea po~ible la 
determinación individual de los beneficiados por la condena, a InstancIa de la 
asociación deberá establecer los datos, características y requisitos necesarios 
para poder exigir el pago y, en su caso, instar la ejecución o intervenir en ella 
(art. 221.1. a). 
De acuerdo con esta norma, el artículo 519 concreta el mecanismo de la in-
tervención en la ejecución forzosa de las referidas sentencias de condena y dis-
pone que cuando no se hubiesen determinado los consumidores o usuarios in-
dividuales beneficiados por ellas, el órgano judicial, a solicitud de uno o varios 
interesados y con audiencia del condenado, dictará auto en que resolverá si, se-
gún los datos, características y requisitos establecidos en la sentencia, reconoce 
a los solicitantes como beneficiarios de la condena, de modo que representa un 
precepto imprescindible y acertado para lograr tanto la rapidez como la efica-
cia de la reparación que pretenda obtener cada consumidor individual. 
Se incluyen en el ámbito de los artículos 221 y 519 todas las pretensiones de 
condena, tanto las dinerarias como las de hacer, no hacer o dar cosa específica 
o genérica, distinta del dinero, pues tanto en unas como en otras existe la mis-
ma razón para extender a los consumidores no intervinientes en el proceso los 
efectos de la sentencia. El juez habrá de determinar las condiciones para la ex-
tensión en todos los casos, amparando también a los no litigantes cuando el in-
terés relevante sea obtener la prestación en especie y no una cantidad de dinero 
(efectuar el viaje en las condiciones pactadas, recambio de la pieza defectuosa, 
etc.). 
Desde el momento en que tales pretensiones sean las únicas o las principales que ejercitan los 
consumidores, sea a título individual sea en un proceso iniciado por una asociación, jurídicamen-
te había que dar cobertura a la extensión de los efectos de la sentencia ya la intervención en la eje-
cución de los beneficiados por la condena. 
b) Por tanto, se permite al consumidor que no ha intervenido en el proceso 
y que entienda reunir los caracteres o requisitos establecidos en la sentencia de 
condena para extender a su propia situación jurídica los efectos de la misma, ob-
tener el reconocimiento de su derecho de una manera sencilla, rápida y directa, 
sin necesidad de acudir a un nuevo procedimiento declarativo. 
En este sentido, se articula un trámite consistente en solicitar el reconoci-
miento de la condición de beneficiario ante el órgano judicial llamado a cono-
cer de la ejecución de la sentencia, que será el mismo que conoció de la prime-
ra instancia. Se prevé, con buena lógica, la audiencia del condenado, quien podrá 
alegar cuanto estime conveniente en orden a la concurrencia en el solicitante de 
los datos, características y requisitos fijados por la sentencia para alcanzar la 
• 
oondición de beneficiario de la condena. Si el órgano judicial, a ta.vtsta.cle las 
~l~gacione~ de las p~es q~ intervienen en este incidente, considera 40e el so-
hCltante reune las eXIgencIas para ser beneficiarios lo declarará así por medio 
de auto, con cuyo testimonio se podrá instar la ejecución o, aunque no se pre-
vea de esta forma, sumarse a la ejecución en curso. 
. No pue~e negarse que ~~ trata de una solución adecuada para conseguir ma-
yor efIcacIa en la protecclon de los derechos del consumidor sobre todo si se . , 
tIene en cuen~ que en materia de intereses colectivos y difusos hay una serie de 
personas práctICame~te en la mi~ma situación: haber sufrido un perjuicio (cuyo 
alcance SI puede vanar de un sUjeto a otro), como consecuencia de la indebida 
~ defectuos~ prestac!ón de un bien o servicio por parte de un mismo empresa-
no o profeSIonal (asl, el lote defectuoso de un electrodoméstico de una marca 
concreta). 
Una vez determinada judicialmente la ,existencia de una conducta activi-
dad o p~esta~ión no c~n.f~rme al derecho, comprobada también su aptitud para 
pr~duclr danos y pelJulClOS en la esfera de los consumidores individuales, y 
senalados los caract~res, datos ~ elementos que identifican a los perjudica-
d~,s, basta con acr:dltar que se .tienen éstos para poder intervenir en la ejecu-
Clono El hecho danoso, la relacIón de causalidad, y la existencia de los daños 
so~ ~l~mentos que ya ~o re.qui.e~en ser probados con carácter general; sólo se 
eXlglra que el consumIdor mdlvldual demuestre que su situación es la misma 
a la d~ ~no de los consumidores que, por haber intervenido en el pleito,ya se 
benefIcIó de la condena. Para hacer tal determinación es excesivo un nuevo 
pleito. 
pesde l~e~o, aunque no se disponga expresamente, el incidente deberá per-
rnttlr la ~ractica de la prueba en una audiencia, permitiendo practicar los medios 
probat~nos J?ertinente~, es decir, los dirigidos a acreditar el derecho' a participar 
en la eJecucIón o a eVItar, en el caso del condenado, que tal derecho se reco-
nozca. Contra el auto que se dicte cabe recurso de reposición. 
~n el desarrollo de la e~ecución de e~tas sentencias, cuando los embargos de bienes o las inti-
mac~ones puedan hacer pelIgrar la capacIdad productiva, la viabilidad o el empleo en un sector pro-d~CtIvo o de una. empresa, c~be impulsar, como anunció la Ley general para la defensa de consu-
mIdor~s y usuanos, la c~e~~Ión (co~o.se prevé en algunas ejecuciones laborales) de fondos de 
~arant¡a y plantear la pOSIbIlIdad de lImItar en algunos casos el monto de la responsabilidad, como 
Instrumentos q~e -permi~an ~orregir ? aliviar las cargas económicas que pueden resultar insoporta-
bles, y hacer aSImIsmo InefIcaz la ejecución. 
5. POSTULACIÓN 
El sistema de postul~ci~n procesal en el proceso de ejecución viene regulado 
en el arto 5~?1 LEC, SIgUiendo un régimen similar al previsto para el proceso 
de ~eclaraclOn, de modo que la regla general será que en todos los casos tanto 
el ejecutante como el ejecutado deberán estar dirigidos por letrado y represen-
tados por procurador. . 
LAS-PARTES EN LA 'EJECUCIÓN I .. ' ss 
-':{¡a'LEC Sólo admite una excepcióncúando se trate de ejecutar títulos judi-
tJlali!s, en cuyo caso no será necesario hacerse asistir de profesionales del Dere-
c110' en'las funciones de representación y defensa, cuando en el proceso donde 
hubiere recaido no fuera preceptiva la comparecencia por procurador y la asis-
tenCia de abogado. 
~l: Por consiguiente, en la ejecución de resoluciones dictadas .en los ju~cios ver-
bales cuya cuantía exceda de 150.000 pesetas y en las resolucIones denvadas de 
procesos monitorios sin oposición si la deuda fuere superior a 150.000 pesetas, 
se exige la postulación profesional con carácter obligatorio. 
También sería preceptiva la postulación técnica para la ejecución de los lau-
dos arbitrales cualquiera que fuera su cuantía y de sentencias extranjeras, con 
independencia también del valor de la ejecución. 
Sin embargo, es de hacer notar que en el «nuevo juicio ejecutivo» es preceptiva siempre la asis-
tencia y representación técnicas, aunque la cuantía de la deuda sea inferior a 150.000 pesetas (siem-
pre superior a 50.000 pesetas, summa executionis mínima del título exigida en el arto 520). 
6. LOS INTERESADOS Y LOS TERCEROS EN LA EJECUCIÓN 
a) Además de las partes principales de la ejecución, pueden intervenir en el pro-
cedimiento personas interesadas en el mismo, como aquellos frente a los que no se 
despacha ejecución pero ésta se extiende a bienes de su propiedad, a quienes faculta 
la LEC para utilizar los mismos medios de defensa que tiene el ejecutado (art. 538.3). 
STS 893/1999, de 25 de octubre (RJA 7342): «PRIMERo.-[ ... ] En los procesos de ejecución 
los terceros resultan amparados en cuanto se vean afectados en sus derechos, por consecuencia de 
ejecuciones ilegítimas, indebidas, excesivas o abusivas y aunque la Ley Procesal Civil guarda si-
lencio al respecto y sólo otorga la defensa mediante los procedimientos de terceria de dominio o 
de mejor derecho, ello no impide y así lo declara la Sentencia de 17 de junio de 1994 ~RJA 6.0~ 1), 
tener en cuenta otras causas legítimas de oposición que pueden hacerse valer por medio del JUICIO 
declarativo ordinario que corresponda. Es cuestión distinta que la pretensión sea acogida o no. En 
el caso que nos ocupa no se ha negado el derecho a ejercitar la nulidad del embargo y lo que su-
cedió es que no prosperó. 
Es lo que sucede en el caso del tercer poseedor de la finca hipotecada a quien 
ha de requerirse de pago y notificarle la existencia de la ejecución para que pue-
da intervenir en la misma (art. 689.1 LEC); asimismo, a los acreedores poste-
riores del hipotecario o prendario que se ejecute, que tengan su derecho inscri-
to, se les notifica la existencia y estado de la ejecución (arts. 659 y 689.2), para 
que puedan participar en la misma. 
b) Por otra parte, en el procedimiento de ejecución, cuando se procede a la 
subasta de los bienes del deudor, intervienen personas ajenas a la relación obli-
gacional, que no tienen otro interés que el de adquirir los bienes embargados; 
son los licitadores o postores de la subasta, alguno de los cuales podrá conver-
tirse en adjudicatario, rematante o comprador de los bienes. 
-i~ent~ ~eden . intervenir; en el prooedimiento tercef'ÓS', ol4eoiJ ... Pf:[S0-
nas.ajenas a e.l, SIempre que.algun acto de ejecución afecte SUS d~fech9$,'b~~ 
pOTql,le.se.hubieran ~abado bIenes de SU'p~opIedad, a f~ de realizarlos, bien por-
que;pretendan se~ remtegrados de su credIto contra el ejecutado con preferencia 
al eJecutant~; su mte~ención se produce esencialmente a través de los inciden-
tes .de tercena, denommadas por la LEC «de dominio», en el primer caso, y «de 
mejor derecho» en el segundo. 
CAPÍTULO V 
LA PRETENSIÓN EJECUTIVA 
1: LA INTEGRACIÓN DE LA PRETENSIÓN EJECUTIVA 
Al igual que sucede en el proceso de declaración, la ejecución forzosa tiene 
por objeto una pretensión, que no persigue ahora la declaración del derecho, pues 
ya consta en el título de forma indiscutible, sino precisamente que el órgano ju-
dicial realice las actividades coactivas necesarias para dar satisfacción al dere-
cho del ejecutante habida cuenta del incumplimiento del ejecutado. Así pues, la 
pretensión de ejecución se compone, como la de declaración, de una causa de 
pedir y de una petición. 
La causa de pedir se concreta en el título de ejecución; representa, en primer 
término, el hecho jurídico que faculta para demandar la ejecución y, en segundo 
lugar, por sí mismo fundamenta la posición del ejecutante, que nada tiene que 
probar sino el propio título, pues éste marca los límites y la medida de las acti-
vidades en que se concreta la ejecución forzosa. 
La pretensión ejecutiva se integra no sólo con el título, sino que precisa de una 
petición del ejecutante, que se concreta en una declaración de voluntad dirigida 
al órgano judicial y formulada frente al ejecutado, de que realice determinadas 
actuaciones concretas, o las que sean necesarias, para satisfacer su derecho ya 
declarado. La petición permite conocer, en primer lugar, dónde llega la respon-
sabilidad actual del ejecutado; qué actuaciones se instan (los bienes que se se-
ñalan para el embargo, la realización del hacer por un tercero a costa del ejecu-
tado, la indemnización de daños y perjuicios, etc.), marcando las actividades que 
el órgano judicial deberá ordenar. 
La pretensión se debe contener en la demanda, pues quiere la LEC que el pro-
ceso de ejecución se inicie precisamente por medio de una demanda, de una so-
licitud en la que, identificando (o acompañando) el título, se pida del tribunal 
que realice las actuaciones necesarias para dar efectividad a lo ordenado en él, 
satisfaciendo el derecho del acreedor, que lo es ya de una manera firme e irre-
vocable. 
Con la presentación de la demanda se inicia el proceso de ejecución forzosa 
para el caso de que ésta fuera admitida, es decir, si el órgano judicial, aprecian-
do la regularidad de la demanda, da curso a las actuaciones ejecutivas, despa-
chando la ejecución, que continuará hasta definitiva, cuando se dé fiel y exacto 
cumplimiento a lo ordenado en el título .. 
[57] 
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2. ACUMULACIÓN DE EJECUCIONES 
A) CONCEPTO 
Como una de las novedades destacadas de la regulación de la ejecución for-
zosa en la nueva LEC aparece la acumulación de ejecuciones, que autoriza el ar-
tículo 555. En la anterior LEC de 1881 no estaba prevista esta eventualidad, al 
fijarse como momento preclusivo para la acumulación de autos «la citación para 
sentencia» (art. 163) o el momento en que «los pleitos estén conclusos para sen-
tencia» (art. 165), de modo que se estaba prohibiendo la acumulación de ejecu-
ciones, que tiene lugar precisamente cuando la sentencia ya es firme. 
Pese a ello no faltaron autores que, al permitir la LEC de 1881 la acumulación de los juicios 
ejecutivos entre sí (art. 164) hasta el pago al ejecutante (art. 167), Y considerando el juicio ejecu-
tivo como un proceso de ejecución, defendieron la posibilidad de acumular las ejecuciones de sen-
tencias. . 
Se permitía en cambio la acumulación de ejecuciones en el proceso laboral, encontrando un pri-
mer reconocimiento de la misma en las bases 11.5 y 11.6 de la Ley de Bases 7/1989, de 12 de abril, 
de Procedimiento Laboral. Las bases serían desarrolladas después por los artículos 36 a 41 y 267 
a 271 del text? articulado de Procedimiento Laboral, aprobado por Real Decreto legislativo 521/1990, 
de 27 de abnl. Actualmente, tras la promulgación del texto refundido de Procedimiento Laboral, 
aprobado por Real Decreto legislativo 2/1995, de 7 de abril, la regulación de la acumulación de 
ejecuciones se contiene en los artículo 36 a 41 y 268 a 272. La acumulación de ejecuciones puede 
ser definida como la reunión de dos o más procesos independientes, siempre que exista entre ellos 
el grado de conexión fijado en la ley, para ser tramitados conjuntamente siguiendo un mismo pro-
cedimiento. 
Al igual que la acumulación de'procesos declarativos, la finalidad persegui-
da por este fenómeno acumulativo es lograr un mayor. grado de economía pro-
cesal y evitar actividades ejecutivas contradictorias; al tratar conjuntamente pre-
tensiones diversas pero conectadas entre sÍ. . 
B) SUPUESTOS 
a) Cuando están pendientes varios procesos de ejecución entre el mismo 
acreedor ejecutante y el mismo deudor ejecutado, el juez acordará la acumula-
ción a instancia de cualquiera de las partes (art. 555.1). 
b) Cuando los procesos de ejecución están pendientes frente al mismo eje-
cutado, podrán acumularse a instancia de cualquiera de los ejecutantes, siem-
pre que el órgano judicial más antiguo lo estime conveniente para la satisfacción 
de todos los acreedores concurrentes (art. 555.2). 
Por tanto, parece que el legislador prevé dos modalidades distintas de acu-
mulación cuando se trata de procesos pendientes frente a un mismo ejecutado: 
un supuesto en que el juez debe otorgarla preceptivamente, apareciendo vincu-
lado por la petición de la parte, y otro supuesto en que tiene un amplio margen 
de discrecionalidad, en cuanto estaría facultado para acordar la acumulación si 
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es que lo considera más conveniente para la satisfacción de todos los acreedores 
ejecutantes, o para denegarla en caso contrario, aunque parece exigible que en 
este caso, adopte una u otra decisión, habrá de razonar la resolución. 
Con todo, no basta con que los procesos de ejecución estén pendientes fren-
te a tm mismo deudor (único requisito previsto expresamente en el arto 555 LEC), 
sino que se exige también que las actividades ejecutivas a realizar en cada una 
de las ejecuciones sean las mismas, pues sólo de esa forma tendrá sentido la reu-
nión de varios procesos en un único procedimiento; es decir, que las pretensio-
neS ejecutivas habrán de ser de la misma naturaleza (de esta forma podrán acu-
mularse ejecuciones dinerarias entre sí, por cuanto los trámites son idénticos, 
pero carece de interés práctico y de sentid? acumular una ej~cuc~ón de hac~r ~on 
una dineraria, aunque el deudor sea el mIsmo, porque la dIspandad de tramItes 
puede incluso dificultar y retrasar el desarrollo de las ejecuciones). 
Finalmente, como supuesto específico exige el artículo 555.4 que para la acu-
mulación de procesos de ejecución en los que la actividad ejecutiva se dirija ex-
clusivamente sobre bienes especialmente hipotecados, será preciso que todas las 
ejecuciones se sigan para hacer efectivas otras garantías hipotecarias precisa-
mente sobre los mismo bienes. 
C) REQUISITOS 
En primer lugar, es necesaria la pendencia de dos o más procesos de ejecu-
ción ante el mismo o distintos órganos judiciales, de donde la acumulación sólo 
podrá acordarse desde que se haya dictado auto firme despachando ejecución y 
hasta el momento en que se produzca el total cumplimiento de la obligación que 
se está ejecutando. 
En segundo lugar, ha de existir conexión subjetiva, debiendo diferenciarse las 
dos modalidades de acumulación, pues mientras en la preceptiva se exige iden-
tidad del ejecutante y ejecutado en todas las ejecuciones a acumular, en la facul-
tativa es suficiente con la identidad del ejecutado, aunque sean distintos los eje-
cutantes. También es precisa la conexión objetiva, porque la propia esencia de la 
acumulación exige que las pretensiones a ejecutar sean de la misma naturaleza. 
Por último, se requiere la instancia de parte, sin que pueda acordarse la acu-
mulación de oficio (frente a lo que ocurre en el orden jurisdiccional social, arts. 
36 ss. LPL). La acumulación podrá ser pedida tanto por el ejecutante como por 
el ejecutado de cualquiera de las ejecuciones a acumular, pese a la. aparente dis-
cordancia entre los dos apartados del artículo 555 LEC, pues el pnmero alude a 
la instancia de «cualquiera de las partes», mientras el segundo se refiere a la pe-
tición de «cualquiera de los ejecutantes». 
D) PROCEDIMIENTO 
De acuerdo con el artículo 555.3 el procedimiento será el previsto en las dis-
posiciones generales para la acumulación de procesos (arts. 74 ss.). Así pues, 
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aceptada la acumulación; los procesos más modernos se habrán de unir a los más 
antiguos, paFa que continúen sustanciándose en el mismo procedimiento o por 
los mismos trámites (art. 84). 
Ha desaprovechado el legislador el nuevo texto legal para regular de una for-
ma adecuada y completa la concurrencia de acreedores dentro de la ejecución 
singular, coordinando esta regulación con las normas de la tercería de mejor de-
recho y el derecho concursal, e introduciendo, al igual que en otros ordena-
mientos de nuestro entorno como el alemán, italiano o francés, normas de re-
parto de las cantidades obtenidas de la liquidación del patrimonio del ejecutado 
entre todos los ejecutantes concurrentes. 
3. CADUCIDAD DE LA PRETENSIÓN DE EJECUCIÓN 
La LEC ha restringido en el tiempo el derecho de instar y obtener la inter-
vención judicial para dar efectividad al título, estableciendo la caducidad de la 
«acción ejecutiva», fundada en sentencia, en resolución judicial que apruebe una 
transacción judicial o un acuerdo alcanzado en el proceso, o en un laudo arbi-
tral (art. 518). De este modo, se pretende evitar que el deudor quede vinculado 
a una incierta ejecución indefinidamente. 
Llama la atención que el artículo 518 no haga referencia a todos los títulos 
judiciales, pues olvida incluir en la norma autos que según la LEC llevan apa-
rejáda ejecución, como el auto que apruebe el allanamiento parcial (art. 21.2), 
el que resuelva la impugnación sobre la tasación de costas (art. 246:3), el que 
condene en costas en diligencias preliminares (260.3),' el que fije las indemni-
zaciones a los testigos que declaren en el juicio (art. 375.2), o él que estime la 
oposición a lis medidas cautelares (art. 742). Parece desde luego que se trata 
de un mero olvido del legislador, puesto que a lo largo de toda la LEC el trata-
miento de los títulos judiciales es uniformé, de modo que nada parece permi-
tir que en este punto deba aplicarse 'a estas resolucioites jurisdiccionales el pla-
zo de prescripción general de quince años como venÍ'a entendiendo la 
jurisprudencia, en tanto las sentencias firmes verían reducido el tiempo de su 
exigibilidad a los cinco años; ello no' obstante,el carácterrestrictivo del ejer-
cicio de los derechos que implica la caducidad podría autorizar otra interpre-
tación, aunque sin duda resulta perturbadora del conjunto de las normas pro-
cesales. 
La caducidad viene fijada en un plazo de cinco años traS la firmeza de la re-
solución, lo que resulta criticable desde diferentes puntos de vista. En efecto, de 
un lado pueden plantearse objeciones comparativas, porque cuando se mantie-
nen en las leyes sustantivas plazos de prescripción mucho más amplios para el 
ejercicio de algunos derechos, no se entiende que el tiempo para exigirlo es ma-
yor si el derecho está en discusión que cuando ha quedado definitiva e irrevo-
cablemente determinado. Por tanto, si se hiciera una reordenación de la pres-
cripción, considerando que en el siglo XXI el tiempo apremia y son indeseables 
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plazos tan dilatados como los de nuestro ordenamiento jurídico, podría com-
partirse el criterio, pero una medida ai~lada conduce más bien ~ la confu~ión y 
a la distorsión. Es verdad que la velocIdad de las actuales relacIOnes SOCIOeco-
nómicas no permiten contemplar plazos de prescripción tan prolongados como 
los que establecen las leyes decimonónicas, pero la solución legal, aplicando el 
bisturí sólo en el inicio de la ejecución y permitiendo que permanezca para siem-
pre en tramitación la ejecución forzosa (con los sucesores del deudor incluso) 
no tiene demasiado sentido. 
Además, merece un serio reproche este plazo de caducidad porque se esta-
blece precisamente de los títulos ejecutorios, cuando el resto de los títulos del 
artículo 517.2 LEC, los que dan paso al «nuevo juicio ejecutivo» pueden tener 
un plazo legal más dilatado. 
Por otra parte, se compadece mal este plazo de caducidad riguroso y fatal con 
la norma que establece el final de la ejecución (art. 570), para lo que no fija mo-
mento alguno. 
De mayor entidad sería la crítica que viene de la propia regulación en la LEC, 
empezando por la naturaleza del plazo, pues no se entiende que el legislador 
haya fijado un plazo de caducidad, y no de prescripción para el ejercicio de la 
«acción ejecutiva». Por consiguiente, el plazo no podrá ser interrumpido, y su 
transcurso impedirá inexorablemente iniciar con éxito la ejecución. De este modo 
se incentiva al acreedor a que presente una demanda ejecutiva cuando estuvie-
ra próximo el vencimiento del plazo de los cinco años, siempre que no se hu-
biera satisfecho totalmente la prestación. 
Por último, tal y como viene fijado el plazo puede producir efectos absoluta-
mente perniciosos e indeseables. En efecto la LEC dispone que la acción ca-
ducará «si no se interpone la correspondiente demanda ejecutiva dentro de los 
cinco años siguientes a la firmeza de la sentencia o resolución» (art. 518). Pues 
bien, si se aplica en sus términos literales el precepto, nos podemos encontrar 
ante casos sin solución adecuada: cuando la prestación a que condena el título 
deba satisfacerse también al cabo de los cinco años. Esto sucede en materia de 
obligaciones de vencimiento periódico, como el pago de alimentos; en conde-
nas de no hacer, o en caso de acuerdos entre las partes tras la firmeza de la sen-
tencia que supongan el cumplimiento aplazado, el acreedor se quedaría inerme 
cuando venciera ese fatídico plazo de caducidad. En todos estos casos, los in-
cumplimientos que se puedan producir a partir del quinto año, con independen-
cia de la conducta cumplidora del ejecutado durante todo el tiempo anterior, no 
permiten dar paso a la intervención coactiva del Estado a través de la ejecución 
forzosa, y se coloca al ejecutante ante un dilema de imposible solución, pues no 
podría presentar la demanda antes del incumplimiento y, una vez producido éste, 
tampoco podría hacerlo porque se encontraría con el muro infranqueable de la 
caducidad de los cinco años desde la firmeza de la sentencia o resolución. Ta-
maño despropósito debe ser reparado, entendiendo que la norma procesal no 
toma en realidad como momento a qua la firmeza de la sentencia, sino el mo-
mento en que se incumple, que es cuando el acreedor puede pedir la ejecución 
forzosa. 
" LA NUEVA LEVDEENJUICIAMIENro,CIVIL. TOMO IV 4: 1< 'FINAL DE LA EJECUCIÓN 
El articulo 570 LEC dispone que la ejecución forzosa sólo terminará con la 
plena satisfacción del acreedor ejecutante, de modo que las actuaciones ejecu-
tivas no prescriben nunca, y pueden suceder al ejecutado no sólo uno, sino va-
rios herederos, dado que el deudor tiene una responsabilidad patrimonial uni-
versal, ya que responde del cumplimiento de sus obligaciones con todos sus 
bienes presentes y futuros (art. 1.111 CC). 
Con esta norma procesal el legislador invita -mejor, exige- al acreedor que inste la ejecución 
aun a sabiendas de que el deudor no puede cumplir --o no tiene que cumplir- en ese momento, 
pero será necesario iniciar y mantener abierto sine die el procedimiento si no se quiere ver petju-
dicado definitivamente el derecho reconocido en una resolución judicial o arbitral fIrmes. 
Llama la atención que el legislador haya mantenido la vigencia indefinida de 
la ejecución forzosa sin tomar en consideración las circunstancias de cada pro-
ceso, distinguiendo según se estuviera realizando algún tipo de actividad, o el 
procedimiento se hallara paralizado porque no se hubiera encontrado ningún 
bien en el patrimonio del ejecutado o una vez realizados los que existían la pre-
tensión ejecutiva no se ha satisfecho por entero. Aunque sólo fuera a los puros 
efectos del funcionamiento y organización de los órganos judiciales, resulta enor-
memente perturbadora la solución de la LEC, de mantener abierta sine die la 
ejecución, sin archivar ni siquiera provisionalmente las actuaciones; parece que 
no se debería haber perdido la oportunidad de regular las insolvencias en la eje-
cución, con la cautelas que fuesen necesarias, incluida por supuesto la posibili-
dad de reapertura del procedimiento si se llega a conocer con posterioridad la 
existencia o la llegada de bienes al patrimonio del ejecutado. 
Por otra parte, es de hacer notar, desde luego, que la regla del artículo 570 no 
es de aplicación en todos los casos, y señaladamente en los supuestos de obli-
gaciones permanentes, como las de nO' hacer, o en las prestaciones periódicas. 
De aplicarse eL artículo 570 resultaría que cuando se despacha ejecución de un 
título de condena a tales obligaciones j obviamente por un incumplimiento del 
ejecutado, nunca terminaría la ejecución forzosa, y se estarían considerando 
como casos vivos y en tramitación permanente unas ejecuciones aun cuando en 
ellas no se esté realizando actividad judicial alguna, ni puedan ordenarse dili-
gencias, como sucedería cuando el obligado esté cumpliendo fieImente, de modo 
que el ejecutado, tras la intimación judicial, no,impidá el hacer del ejecutante, 
o cuando, después de la ejecución forzosa inicial para el abono de varios plazos, 
cumple con el pago en las fechas previstas en el título. 
CAPÍTULO VI 
EL TÍTULO DE EJECUCIÓN 
1. CONCEPTO 
El presupuesto básico para iniciar las actividades de ejecución forzosa es la 
existencia de un documento donde resulte determinada una obligación o un de-
ber, cuyo cumplimiento puede exigirse de una pe~ona (d~udor o e~ecut~~o), en 
favor de otra (acreedor o ejecutante): en esto .consIste el tItulo de eJecucIon. 
Según el concepto de título de ejecución que se acaba de enunciar, tres son las 
notas fundamentales que lo caracterizan: 
a) En primer lugar, se trata de un documento que, por disposición expresa 
de la ley, se convierte precisamente en título de ejecución, constituyendo por sí 
solo condición necesaria y suficiente para despacharla, porque representa la cau-
sa o fundamento de la pretensión ejecutiva; es decir, el título opera con inde-
pendencia de que la obligación documentada sea exig.i~le, de modo que s~ re-
quiere sólo su regularidad formal, que reúna los requlSltos legales prevemdos 
para cada documento en concreto. " . , 
Sin embargo, como sucede con el primero de los tItulos d~ eJecu~I~m, con la 
sentencia firme de condena (y más claramente con la sentencIa proVISIonalmen-
te ejecutable), la parte normalmente no maneja el título, ni tiene que aportar con 
la petición de ejecución la ejecutoria (el documento públic? y solerru:e. ~n que 
se consigna una sentencia firme, arto 245.4 LOPJ; de ImposIb~e ex.r~dIcIon, por 
tanto, en las ejecuciones provisionales), sino que basta con IdentIfIcar la sen-
tencia o resolución cuya ejecución se pretenda, sin necesidad de acompañar do-
cumento alguno con la demanda ejecutiva, precisamente porque obra en el Juz-
gado competente para la ejecución (arts. 549.2 y 550.1.1.° LEC). 
b) En segundo lugar, el título de e~ec~ción docum~nta una obligación o, ~~s 
genéricamente, un deber cuyo cumpltmIento se persIgue y que puede consIstIr 
en dar, hacer o no hacer alguna cosa (art. 1.088 Ce). . 
Dicha obligación resulta indiscutible -desde luego por hechos antenores a la 
formación del título--, o al menos la eventualidad de su modificación ~ revoca-
ción no basta para suspender la ejecución, como sucede con las sentencIas recu-
rridas, pero ejecutables provisionalmente, o en el nuevo juicio ejecutivo (art. 
557.2 LEC). Ello no quita para que la obligación documentada pueda haber de-
venido inexistente o inexigible, porque se hubieran producido desde la forma-
ción del título hasta la iniciación del procedimiento de ejecución hechos extin-
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tivos o excluyentes que desvirtúen la validez o la exigibilidad actuales de la pres-
tación, al menos tal y como aparece en el título de ejecución. 
Piénsese, v. gr., que el deudor, condenado por sentencia firme al pago de un millón de pesetas, 
procede a entregar esa cantidad al acreedor antes de iniciarse la ejecución; si ésta se llega a instar, 
el juez habría de despacharla igualmente, contando con la regularidad formal del título, sin per-
juicio de que la oposición del ejecutado dejaria sin efecto la ejecución, como ordena el artículo 
561.2 LEC. 
Con el fin de satisfacer la prestación debida al ejecutante, el juez de la eje-
cución ha de regirse por lo establecido en el título, que precisamente fundamenta 
los actos jurisdiccionales ejecutivos que deba acordar y sirve de parámetro deter-
minante de su sentido, alcance y límites. 
c) Finalmente, el título de ejecución determina cuáles han de ser las partes 
legítimas en dicho procedimiento; bien quienes figuren en él como acreedor y 
deudor de la prestación, bien quienes de ellos traigan causa (de todos modos, 
para los supuestos de legitimación extraordinaria, ver capítulo anterior). 
2. CLASES DE TÍTULOS 
Teniendo en cuenta su origen y el que se hayan obtenido tras una cognición 
más o menos limitada, pero en ejercicio de la potestad jurisdiccional, pueden 
distinguirse diversas especies de títulos. 
A) SENTENCIAS DE CONDENA 
Dentro de esta categoría es preci~o diferenciar entre la sentencia firme y la 
sentencia provisionalmente ejecutable, no sólo porel carácter esencialmente in- . 
mutable de la primera frente. a la revocabilidad de la segunda, sino porque los 
requisitos y la posición del ejecutado difiere en los dos casos: 
a) Las sentencias de condena firmes (art. 517.2.1.° LEC) son el título de 
ejecución por antonomasia. 
- Se trata, en primer lugar, de resoluciones dictadas por un tribunal en el 
ejercicio de la potestad jurisdiccional, que han ganado firmeza, es decir, contra 
las que no cabe recurso alguno y que, por tanto, dejan definitivamente decidido 
un conflicto jurídico. 
- En segundo lugar, se trata de resoluciones dictadas en el ejercicio de la 
potestad jurisdiccional, después de haber seguido un proceso de cognición, re-
caídas bien en procesos plenarios o en procesos sumarios, o de cognición limi-
ta~ . 
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. -. - -En tercer lugar, se ejecutan los pronunciamientos de condena, pues en es-
tos casos el dictado de la sentencia significa el primer paso, el cumplimiento del 
primer presupuesto para otorgar a quien e~ectivamente tiel!e derecho una tutela 
efectiva del mismo. En efecto, las sentencias de condena imponen al condena-
do el cumplimiento de una obligación, consistente en un hacer, no hacer o en-
tregar alguna cosa, de modo que solamente cuando dicha obligación se cumpla 
puede entenderse satisfecho el derecho del litigante, y otorgado un efectivo am-
paro de su derecho. Por consiguiente, cuan~o ~l obli~a~o.no cumple con l~ que 
ordena la sentencia, desoyendo el pronunciamiento JudiCial, y el acreedor Insta 
la intervención del Poder Judicial, entra en funcionamiento la segunda y más ge-
nuina manifestación de la potestad jurisdiccional: ejecutar coactivamente lo juz-
gado. 1 l' , 'bl d' ., d b 
- Eso no quiere decir que a reso UCion susceptl e e eJer.uclO~ e a ser 
exclusivamente una sentencia condenatoria, pues cuando una sentencia conten-
ga pronunciamientos de naturaleza diferente a los de condena (merodeclarati-
vos o constitutivos) podrá entonces abrirse la ejecución forzosa solamente res-
pecto de los condenatorios, como permite la pr?pia LEC (~rt. 521:3). 
- Precisamente por eso el artículo 559.1.3. LEC permite al ejecutado con-
tra quien se hubiese despachado la ejecución oponerse a la misma alegando que 
la sentencia no contiene pronunciamientos de condena. 
- En todo caso, las sentencias absolutorias no pueden ser objeto de ejecu-
ción forzosa, pues de ella no puede seguirse una ulterior intervención judicial 
que pretenda lograr el cumplimiento de una obligación. . 
- Por la misma razón, a diferencia de lo que ocurre con las sentencias de 
condena las sentencias meramente declarativas y las constitutivas no son sus-ceptible~ de ejecución forzosa, pues por su propia naturaleza la tutelajudi~ial se 
dispensa con el pronunciamiento de la resolución, s~lvo alguna a~tu~ción ~e 
constancia en Registros públicos, que se lleva a cabo SIn despachar SiqUiera eJe-
cución (art. 521.2). 
- El título de ejecución 10 constituye exclusivamente el fallo, la parte dis-
positiva de la sentencia, por más que el juez ejecutor pueda (y deba) i!lterpre-
tado, utilizando para ello los fundamentos jurídicos contenidos en l~ mIsma; es 
decir, las consideraciones que le sirven de base y sean consecuenCia natural e 
ineludible de la esencia de la situación resuelta (STS de 15 de marzo de 1986, 
entre otras muchas). 
- Por otra parte, la LEC ha pretendido sil! duda impedir la práctica habi~al 
de nuestros tribunales, en el caso de sentenCias que condenen al pago de dIne-
ro, de remitir al momento de la ejecución para determinar la cantidad líquida 
(art. 209.4.a). Sin embargo, debe reconocer que en algunos c~sos en el proceso 
de declaración sólo se pueden fijar bases para calcular la cantIdad, en cuyo caso 
exige la Ley que éstas han de ser lo suficientemente precisas como para permi-
tir que en ejecución se realice la liquidación con una simple operación mate-
mática (art. 219), que integrará el título. 
Además de ello, la LEC ha previsto un procedimiento de liquidación c~ando 
se deba determinar en ejecución el equivalente pecuniario de una prestaCión de 
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hacer o nQ hacer, o de dar cosa determinada, o bien,cuando,se trate'de~fijar la 
cantidad debida en concepto de daños y perjuicios, o de frutos, rentas, utilida-
des o productos de cualquier clase, o para determinar el saldo resultante de la 
rendición de cuentas de una administración (art. 712 LEC), 10 que parece invo-
car otra situación diferente a la prevista en la norma anterior, puesto que no se 
trata ahora de una simple operación matemática, sino de sustanciar un procedi-
miento para obtener la cantidad exacta por la que seguir la ejecución dineraria. 
- Es título de ejecución no sólo la sentencia firme de condena a una pres-
tación única, aunque sea permanente (como en las condenas a no hacer), sino 
que también es posible obtener una sentencia que contenga una condena de fu-
turo, si se reclamó el pago de intereses o prestaciones periódicas, para los que 
se devenguen con posterioridad al dictado de la resolución (art. 220 LEC) y, por 
tanto, sin haber sido incumplidos. En tales casos, debe despacharse ejecución 
tanto si se ha incumplido el pago del principal o de los intereses reconocidos en 
la sentencia, y entonces el vencimiento de la obligación o de los plazos produ-
cirá la ampliación de la ejecución y la mejora del embargo (art. 578), como si 
se incumple la obligación que surge con posterioridad a la sentencia y sólo res-
pecto de ello se insta el despacho de la ejecución. 
b) Las sentencias de condena provisionalmente ejecutables, es decir, las 
sentencias de condena que aún no han adquirido firmeza, por haberse prepara-
do o interpuesto contra ellas algún recurso, son también títulos de ejecución, 
pues durante la sustanciación de los recursos permite la ley su ejecución con 
carácter general (arts. 524 y 525 LEC), aun cuando llegara a ser estimado el re-
curso y revocada la resolución, en las condiciones y con los requisitos que lue-
go se verán. 
B) OTRAS RESOLUCIONES JURISDICCIONALES 
Además de las sentencias definitivas, la LEC reconoce como títulos de eje- . 
cución otras resoluciones judiciales (art. 517.2.9.°). Se trata de autos en donde 
se produce una decisión sobre una controversia, a la que pone fin el enjuicia-
miento del juez. Se trata de resoluciones que no ponen fin al proceso ni a la ins-
tancia, pero que imponen una obligación a una de las partes que, de ser incum-
plida, permite la intervención judicial para lograr 10 que se ordena en el título. 
Entre estas resoluciones pueden citarse las siguientes: 
- el auto que acoja las pretensiones que fueron objeto de allanamiento par-
cial (art. 21.2); 
- el auto que resuelva la impugnación sobre la tasación de costas (art. 246.3); 
- el auto que condene al requerido al pago de las costas causadas en la opo-
sición infundada en diligencias preliminares (art. 260.3); 
- el auto que fije las indemnizaciones a los testigos que declaren en el jui-
cio (art. 375.2); 
EL rtruLo DE EJECUCIÓN 67 
. -' la obtención de las cantidades e incrementos percibidos por el ejecutante 
cuando se revoque la sentencia de condena al pago de cantidad de dinero provi-
sionalmente ejecutada (art. 533.3); 
- el auto imponiendo las costas de medidas cautelares previas a la deman-
da cuando se alcen por no haberse presentado en plazo, aunque no se dice ex-
presamente (art. 730.2); 
- el auto que estime la oposición a las medidas cautelares (art. 742). 
C) APROBACIONES U HOMOLOGACIONES JUDICIALES 
Además de las resoluciones sobre controversias, la LEC considera como tí-
tulo de ejecución las resoluciones judiciales que aprueben u homologuen tran-
sacciones judiciales y acuerdos de las partes logrados en el proceso (art. 517.2.3.°). 
Aunque el precepto dispone que estas resoluciones han de ir acompañadas, si fuere necesario 
para constancia de su concreto contenido, de los correspondientes testimonios de las actuaciones, 
en realidad puede considerarse que este testimonio no forma parte integrante del título, sino que 
se trata de un elemento ad probationem, cuya falta puede ser suplida en cualquier momento, para 
el caso de que las actuaciones no se encuentren ante el órgano que deba ejecutar la trans'acción o 
el acuerdo. 
Entre estos títulos destacan, por una parte, los convenios logrados en conci-
liación, sea ésta intraprocesal (como en la audiencia previa al juicio del arto 415.1 
y 2 LEC), o preprocesal (en el acto de conciliación), en cuyo caso tiene fuerza 
ejecutiva si el acuerdo no excede de la competencia del juez que preside el acto. 
Es decir, si no excede de 15.000 pesetas cuando se trate de un convenio obtenido ante un Juz-
gado de Paz, o los convenios de cualquier cuantía si se logra ante un Juzgado de Primera Instan-
cia: artículo 476 LEC de 1881; en tales supuestos se llevará a efecto por los trámites establecidos 
para la ejecución de sentencias. 
Por otra parte, considera la LEC como título ejecutivo la resolución que ho-
mologue una transacción judicial (art. 1.816 CC; ver SSTS de 10 de julio de 
1969,22 de enero de 1968 ó 21 de abril de 1942), cuando el acuerdo no resulte 
prohibido por la ley o ésta establezca limitaciones por razones de interés gene-
ralo en beneficio de tercero (art. 19.1 Y 2 LEC). 
D) LAUDOSY RESOLUCIONES ARBITRALES 
Como títulos asimilados a las sentencias judiciales, nuestro ordenamiento ju-
rídico reconoce a los laudos arbitrales. Se trata del sometimiento voluntario de 
las partes de un conflicto a un particular o a una institución para que decidan de 
modo definitivo e irrevocable sobre una relación jurídica controvertida disponi-
ble, excluyendo la intervención de los órganos judiciales. Por tanto, esta función 
coincide con la de juzgar, propia de los órganos judiciales, y a las sentencias se 
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equipara; hasta ahí pueden llegar las atribuciones de los árbitroS!;!ge.modo que 
si la resolución arbitral fuera de condena y el obligado no cumple las actuacio-
nes de ejecución forzosa no podrán ser encomendadas a los particulares, sino 
que el Estado las reserva en exclusiva para sus tribunales. 
Con estas premisas, los laudos arbitrales son títulos de ejecución, aunque dis-
pone la LEC que tienen aparejada esta eficacia los laudos o resoluciones arbi-
trales firmes (art. 517.2.2.°). Se comprenden en este apartado todos los laudos, 
sean dictados con sujeción a Derecho o en equidad (arts. 52 ss. Ley de arbitraje). 
La primera cuestión que surge es precisar a qué se refiere el legislador cuan-
do alude a otras resoluciones arbitrales; es cierto que la Ley 38/1988, de 5 de 
diciembre, de arbitraje, no reconoce explícitamente otras resoluciones de los ár-
bitros distintas al laudo, pero la denominación no debe extrañar porque puede 
proceder de tres fuentes: bien porque durante el procedimiento arbitral, al igual 
que durante el proceso judicial, las partes lleguen a algún acuerdo que se con-
tenga luego en la resolución; bien porque en arbitrajes especiales (como en ar-
bitrajes de consumo) aparezcan resoluciones de finalización anticipada del ar-
bitraje diferentes al laudo, o bien porque la denominación de laudo resulte extraña 
para ciertos arbitrajes en razón de su procedencia, porque desde luego son tam-
bién títulos de ejecución las sentencias arbitrales extranjeras (o laudos) recono-
cidas en España (arts. 56 ss. Ley de arbitraje). 
La segunda cuestión, más importante sin duda, es determinar si se pueden eje-
cutar los laudos recurridos en anulación, dado que, según la Ley de arbitraje (art. 
53), el laudo es eficaz desde que se notifica a las partes, de donde pudiera inferir-
se que goza de fuerza suficiente para entrar en la ejecución forzosa; de este modo, 
la LEC habría modificado el régimen vigente con anterioridad, de la mano de la 
Ley de arbitraje. Sin embargo, el legislador procesal no ha hecho otra cosa que man-
tener el statu quo sin alterar la norma anterior, pues la ley nunca permitió la ~ecu­
ción de los laudos recurridos, cuando, de una parte, dispone que el laudo firme pro-
duce efectos idénticos a la cosa juzgada (art. 37), de otra, abre la vía de las medidas 
cautelares, y no la ejecución forzosa durante la sustanciación del recurso de anula-
ción (art. 50) y, fmalmente, dispone que sólo podrá obtenerse su ejecución forzosa 
cuando hubiera transcurrido el plazo para interponer el recurso de anulación (art. 53). 
Así pues, los laudos y resoluciones arbitrales son títulos ejecutivos sólo cuando ha-
yan ganado firmeza, bien porque haya transcurrido el plazo de diez días para pre-
sentar el recurso de anulación, bien el recurso haya sido desestimado. 
Como luego se reiterará, tampoco cabe la ejecución provisional de los laudos 
o res.oluciones arbitrales, cuyo cumplimiento sólo puede garantizarse a través de 
medIdas cautelares (art. 50), «conducentes a asegurar la plena efectividad» del 
laudo una vez que alcanzare la firmeza. 
E) OTROS TÍTULOS DE EJECUCIÓN 
~o~ otra parte, son títulos de ejecución los demás documentos que, por dis-
pOSICIón legal, lleven aparejada ejecución (art. 517.2.9.° LEC). Se trata de títu-
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10Ss: fuera de los «dudosos» títulos que reproducen los del antiguo artículo 1.429 
LEC (escrituras públicas, pólizas de contratos mercantiles, títulos nominativos 
oal portador, etc.), que se han formado fuera de la presencia judicial, a los que 
la ley concede el acceso a la ejecución por contener un pacto de sometimiento 
a la ejecución forzosa en caso de incumplimiento (pactum executivum). 
Tal sucede con la hipoteca (se trate de hipoteca inmobiliaria, naval o mobi-
liaria) y con la prenda sin desplazamiento de la posesión, que son títulos con-
tractuales, con la cláusula de sometimiento a la ejecución, que dan lugar a pro-
cedimientos especiales de ejecución. Pero conviene no perder de vista a este 
propósito que el título ejecutivo, que permite despachar la ejecución hipoteca-
ria, no es una escritura pública por la que se otorga un préstamo, ni tampoco la 
inscripción registral de la garantía real, que es constitutiva, sino la escritura pú-
blica en la medida en que en ella se constituye ad solemnitatem la hipoteca y 
contiene el pacto ejecutivo. 
3. LOS TÍTULOS EXTRANJEROS 
Finalmente, son títulos de ejecución tanto las sentencias firmes dictadas por 
tribunales españoles, sin necesidad de requisito adicional alguno (a diferencia 
de otros sistemas, en que se exige la fórmula ejecutiva o cláusula de ejecución, 
al estar diferenciadas las funciones de·declaración y de ejecución), como las sen-
tencias dictadas por tribunales extranjeros, pero procediéndose previamente en 
este caso a su homologación o reconocimiento en España (art. 523 LEC), salvo 
que otra cosa dispongan los tratados. 
Como parece lógico, en principio las resoluciones extranjeras o dictadas en 
el extranjero (es decir, como actos de soberanía de otro Estado), no pueden te-
ner en España la efectividad de las resoluciones emanadas de órganos naciona-
les. Para ello se precisa un previo examen y control del título extranjero y de los 
requisitos exigidos a fin de otorgarle fuerza en nuestro país; es lo que ~e deno-
mina homologación o reconocimiento, función que corresponde exclUSIvamen-
te a los órganos judiciales españoles (art. 22.1.° LOPJ: los Juzgados y Tribuna-
les españoles del orden civil serán competentes en materia de reconocimiento y 
ejecución en territorio español de resoluciones judiciales y decisiones dictadas 
en el extranjero). 
Según se deduce de este precepto (superando la deficiente regulación de la 
LEC, que sólo consideraba el reconocimiento de sentencias dictadas por tribu-
nales extranjeros), pueden ser homologadas o reconocidas en España tanto las 
sentencias, como resoluciones judiciales de otro tipo, y las decisiones dictadas 
por otros órganos (particularmente, laudos o sentencias arbitrales), cuando ha-
yan adquirido firmeza (art. 951 LEC de 1881). 
De todos modos, para que las sentencias firmes y demás títulos ejecutivos ex-
tranjeros lleven aparejada ejecución se estará a lo dispuesto en los Tratados in-
ternacionales y a las disposiciones legales sobre cooperación jurídica interna-
cional, pero la ejecución en todo caso se llevará a cabo en España conforme a 
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Jüdisposi(;iones de la LEC, salvo que se dispusiese otra cost eJt~stnnados,vi-
gentes(art. 523 LEC de 2000). " , '};-' 
. Por consiguiente, la obtención del reconocimiento (a través. del llamado pro-
cedimiento de exequátur) es presupuesto necesario para que se proceda a la eje-
cución de títulos extranjeros. Con lo cual, el título de ejecución se integra con 
la resolución extranjera y con la homologación concedida por el tribunal espa-
ñol que para ello resulte competente; con el reconocimiento se le otorga a aqué-
lla eficacia ejecutiva y fuerza de cosa juzgada en nuestro país. 
Si bien el supuesto más común es el de solicitud de reconocimiento de una re-
solución de condena, nada quita para que se pueda instar la homologación de una 
resolución meramente declarativa o constitutiva, para que pasen en autoridad de 
cosa juzgada, y al objeto de que se proceda a realizar las actividades de la llamada 
ejecución impropia, especialmente la inscripción en Registros públicos españoles 
(v.gr., en caso de resoluciones que afecten al estado civil; en particular, el arto 107.ll 
del CC dispone que «las sentencias de separación y divorcio dictadas por tribuna-
les extranjeros producirán efectos en el ordenamiento español desde la fecha de su 
reconocimiento conforme a lo dispuesto en la Ley de Enjuiciamiento Civil»). 
A pesar de que el cuerpo legal donde se contienen las normas fundamentales 
sobre el reconocimiento de resoluciones extranjeras sólo las considera a efectos 
de ejecución (arts. 951 a 958 LEC de 1881), es perfectamente posible pretender 
con la homologación exclusivamente la declaración de cosa juzgada, para ale-
gar esta excepción en un proceso futuro en territorio español u oponerla en un 
proceso pendiente. 
Sin embargo, a este respecto no admite nuestro Derecho que la cosa juzgada 
basada en una resolución firme extranjera sea alegada directamente en un proce-
so y que el tribunal de instancia pueda resolver incidentalmente (homologación 
incidental), por atribuir de modo exclusivo en principio, y a menos que un Con-
venio internacional multilateml o bilateral establezca otra cosa, la competencia a 
la Sala Primera del Tribunal Supremo. Sipor razón de la norma convencional la 
competencia se atribuyera al tribunal de instancia que esté conociendo del proce-
so, la solicitud de reconocimiento daría lugar a un incidente suspensivo (art. 745.2 
LEC). Si, por el contrario, fuera competente el TS, estaríamos ante una cuestión 
prejudicial civil que podría dar lugar a la suspensión del proceso pendiente. 
Tras la aprobación de la LEC de 2000, las normas que regulan el reconocimiento 
y eficacia en España de los títulos extnuijeros ha quedado en una situación de cier-
ta provisionalidad, pues se mantienen en vigor los artículos 951 a 958 de la vieja 
LEC de 1881 hasta la vigencia de la Ley sobre cooperación jurídica internacional 
en materia civil (Disp. Derog. 1.3.8), proyecto de Ley que deberá remitir el Go-
bierno a las Cortes antes de mediados de julio de 2001 (Disp. Final 20.8). 
A) LAS SENTENCIAS 
El núcleo normativo básico de Derecho interno español sobre reconocimien-
to y ejecución de resoluciones extranjeras (la LEC) se refiere a las sentencias, 
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estableciendo un conjunto de regímenes de homologación que han de aplicarse 
sucesivamente y por su orden (arts. 951 a 954 LEC de 1881). 
a) El primero de ellos, y sisten;ta p~eferente por t~nto, es el c~terio o ré-
gimen convencional: «Las sentencIas fIrmes pronuncIadas en paIses e,,;tran-
jeros tendrán en España la fuerza que establezcan los Tratados respectIvos» 
(art. 951 LEC). . . 
Carecen de esta significación y eficacia, y no tienen fuerza ejecutIva en E~-
paña las sentencias dictadas por tribun.ales internacionales cua~do no se l~ atn-
buye en el texto convenido competencIa para anular las resoluciOnes espanolas, 
que es lo que sucede con las sentencias dictadas por el Tribunal Europeo de De-
rechos Humanos. 
STS 10 19/1996 de 20 de noviembre (RJA 8641): «PRIMERO.-Con respecto a la actual pre-
tensión de nulidad 'de la Sentencia dictada por esta Sala de fecha 30 de abril de 1990 (RJA ), 
se ha de decir de inmediato y tajantemente que la misma no tiene la más mínima posibilidad de 
éxito procesal, con arreglo a la normativa aplicable. . . . 
»Las resoluciones definitivas, entre las que se encuentra el arret de 9 de diCiembre de 1994, dic-
tadas por el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, conocido, asimismo, con el ~ombre ~e la ~o­
calidad en donde ejerce su función -Estrasburgo-- sólo tienen naturaleza declarativa, se~ se 1U-
fiere no sólo del artículo 50 del Convenio Europeo de Salvaguarda de Derechos Humanos y Libertades 
Fundamentaies ("El Convenio"), sino también de pacífica y consolidada jurisprudencia de dicho 
TEDH como son las emblemáticas Resoluciones de 25 de abril de 1983 (Caso Pakelli) y 24 de fe-
brero de 1984 (Caso Digeon), que establecen que el Convenio no atribuye competencia al ,!ribunal, 
ni para anular la sentencia, ni para ordenar la desautorización de los temas objeto de la 9-ueJa. 
En relación y como consecuencia de lo anterior, en re~erencia a la .pres~~te cuestl~n, hay. qu~ 
destacar que las resoluciones del TEDH no tienen efecto directo o de eJec.tJclOn. en .e~ sistema Judi-
cial español. Para corroborar lo anterior, se debe afirmar que el ordenamlent~ Judi.clal español n~ 
prevé la ejecución de sentencias internacionales -no confun~r con sentenc!as dictadas por Tn-
bunales extranjeros, cuya ejecución puede llevarse a cabo por Tnbunales es~~oles-. Pero es que, 
además, el TEDH no es un órgano judicial supranacional; pues el re~onoclmlen~o del Estado Es-
pañol de la jurisdicción de dicho Tribunal, no puede exc~der a lo p~IStO e~ e~ artl~ulo 46, del C?~­
venio, que colateralmente prohibe dar naturaleza de 1iib~al naCIOnal de ultlm~ IUs~cla de!lUl-
tiva al Tribunal de Estrasburgo. Sobre todo porque el articulo 117.3 de la ConstlÚl;clon Espanola, 
establece que el ejercicio de la potestad juris~ccional de todo tipo de pro,cesos, Juzgan,?o y ha-
ciendo ejecutar lo juzgado, corresponde exclUSivamente a los Juzgados y,Tn~un~les, e~panole~ de-
terminados por las leyes. Y, hoy por hoy, introducir el TEDH e~ la organlZaclónJ.udiclal espanola, 
sólo seria factible a través de una ¡ex data de naturaleza OrgániCa, a tenor de lo dispuesto en el ar-
tículo 81.1 de la Constitución de España. 
»SEGUNDO,-Todo lo anterior lleva inexorablemente a la conclusión de la no posibilidad de 
producir efectos anulatorios las sentencias tanto del TEDH, como de las decisiones del Comité de 
Ministros, en el ordenamiento juridico español, pues para que ello fuera posible tendrían que qti-
lizarse los siguientes caminos: a) Modificar la legalidad actual, como ,han hecho los Esta~os de 
Noruega, Luxemburgo, Malta y el cantón suizo de Appenzell, estableCiendo ~ nuevo motlv~ de 
revisión de sentencias firmes, o b) La firma de un nuevo protocolo de ConveUlo, que estableCiera 
un procedimiento para el cumplimiento de las resoluciones d~l TEDH o las d~isi~nes del Comi-
té de Ministros, por los Estados demandados. Ant~ la a~s~~cla de eS,tas d~s sltuaclO~es, se ha ~e 
resolver la cuestión, ahora debatida, declarando la Imposlblhdad de eJecución del arret de 9 de di-
ciembre de 1994, que afecta a las partes de la presente cuestión, no procediéndose a la anulació~ 
de la Sentencia firme dictada por esta Sala del Tribunal Supremo de España, de fecha 30 de abnl 
de 1990, que es el órgano jurisdiccional superior a,todos los ór~en~s, salvo en lo dispues~o en ma-
teria de garantías constitucionales, que lo es el Tnbunal ConstituCIOnal; pues lo contrano supon-
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dría intioduoir una instancia judicial internacional superior para suspender las sentem:ias11rmes y 
con ello "inventar" un nuevo motivo del recurso de revisión.». 
En aplicación de este primer criterio, el órgano judicial español que según la 
norma convencional resulte competente habrá de examinar la regularidad de la 
ejecutoria extranjera de acuerdo exclusivamente con los requisitos establecidos 
en el Convenio y, a base de dicho análisis, conceder o denegar el reconocimiento 
solicitado, sin que le sea lícito entrar en el fondo de la decisión extranjera. 
ATS de 21 de abril de 1998 (RJA 3562): «PRIMERO.-Esta Sala tiene declarado, con relación 
a la naturaleza del procedimiento tendente a obtener el exequátur de una resolución extranjera, que 
el procedimiento establecido en los artículos 951 y siguientes de la LEC es meramente homologa-
dor de los efectos que se pudieran derivar de ella, y por lo tanto, se circunscribe al pronunciamiento 
meramente declarativo sobre su reconocimiento y la ejecutoriedad de la misma, si es que contiene 
pronunciamientos susceptibles de ejecución forzosa (cfr. AATS de 3 de diciembre de 1996,24 de 
diciembre de 1996 [RJA ] entre otros), para lo cual se ordena la verificación de detenninados 
presupuestos de carácter netamente procesal a los que se condiciona el reconocimiento y declara-
ción de ejecutividad, evitándose que el Juez o Tribunal del exequátur pueda en esta sede revisar el 
fondo del asunto, ya la Ley materialmente aplicable ya la aplicación en sí misma de ella, sin más 
excepciones que las que pudieran venir dadas por el control del orden público interno, salvadas las 
particulares previsiones nonnativas contenidas en ciertos Convenios internacionales sobre la ma-
teria en cuanto al control de la competencia legislativa. 
»SEGUNDO.-Bajo estos presupuestos, la competencia que la LEC atribuye a esta Sala den-
tro del comúnmente llamado régimen general de condiciones, se limita exclusivamente a dicho pro-
nunciamiento legislativo, sin alcanzar, por lo tanto, a los concretos actos de ejecución de la reso-
lución extranjera una vez reconocida y declarada ejecutable en España, que se sitúan, como se 
apuntó, en el Auto de 28 de octubre de 1997 que figura unido, en el órgano de primera instancia 
del domicilio del condenado o del lugar doBde deba ejecutarse aquélla; por esta razón, el párrafo 
segundo del articulo 958 dispone que, una vez otorgado el exequátur, la Sala comunicará el auto 
que lo acuerde a la Audiencia, para: que ésta dé la orden correspondiente al Juez de Primera Ins-
~ia competente, según lo precisado, a fmde que tenga efecto lo en ella mandado, empleando 
los medios de ejecución establecidos en.la sección anteríor (arts. 919 ss. LEC). 
»TERCERO.-AsLlas cosas; incumbe al órgano de primera instancia la realización de las ac-
tuaciones procesales precisas para JleVll";a puro y total efecto la resolución cuyos efectos se han 
homologado, confonne a lo interesado por el.solicitante;ahorli bien; debe advertirse que, confor-
me a 10 expuesto, la competencia para ello le viene atribuida; de fonna funcional, ex lege y no en 
virtud de una solicitud de cooperación o auxilio jurisdiccional emanada de esta Sala, que carece, 
se insiste, de atribuciones para llevar a cabo la ejecución de la resolución que acaba de reconocer, 
y que se limita por ello a librar los despachos oportunos para que tenga efecto lo mandado en la 
ejecutoria, dirigiéndolos al Juzgado competente a través de la correspondiente Audiencia Provin-
cial. De este modo, resulta procedente que por el Juzgado de Primera Instancia número 44 de Ma-
drid, a quien correspondió la ejecución del auto alemán reconocido, se continúe la tramitación del 
incidente hasta su total terminación, resolviendo cuantas incidencias se susciten, a su vez, en el 
curso de dichas actuaciones por resultar funcionalmente competente para ello y carecer esta Sala, 
en cambio, de dicha competencia; considerando asimismo esta Sala que el principio favor actii 
aconseja la subsistencia de los actos anteriores y la continuación del procedimiento en el mismo 
estado en que quedó cuando se remitieron las actuaciones a este Tribunal, sin que para ello deba 
librarse exhorto alguno, sino los despachos a que se refiere el artÍCulo 958 LEC.» 
ATS de 24 de diciembre de 1996 (RJA 8394): «QUINTO.-[ ... ] Se ha de partir, en línea de prin-
cipio, de que el ordenamiento jurídico español acoge un sistema procesal y no material de recono-
cimiento, y así el Tribunal Constitucional ---en doctrina que sin duda no es extraña para la parte 
demandada- ha declarado que si bien las autoridades públicas, incluidos los Jueces y T~ibunales, 
no pueden desconocer ni recibir resoluciones dictadas por autoridades extranjeras que supongan 
EL TíWI;.O DBBJECUCIÓJ:IT 73 
wlneración!de los derechos fundamentales y libertades públicas garantizadas por la Constitución, 
habidJt cuenta de la dimensión constitucional de que se ha ido dotando al concepto de orden pú-
blico del foro, ello no comporta, sin embargo, que puedan revisar el fondo del asunto, pues ~es­
bordaría la función homologadora que le corresponde (SSTC 54/1989 y 132/1991). Esta confIgu-
ración del sistema de reconocimiento como estrictamente procesal obliga a desatender las alegaciones 
de la patte opositota al exequátur que t!enen ~u fundamento en la irr~gular actuación del jurado, 
viciada por las presiones que, a su deCir, sufrieron algunos de. sus miembros: y en la despropor-
cionada cuantía indernnizatoría señalada por el Tríbunal de ongen, pues en runguno de los casos 
se advierte lesión a los principios inspiradores que configuran el concepto de orden público interno 
en su vertiente sustantiva -ni tampoco procesal-, sin que le sea dable a esta Sala revisar el 
derecho aplicado por los tribunales sentenciadores en cuanto al valor que merezcan las declara-
ciones de los jurados que dicen haber sufrido las presiones y en cuanto a la fijación de la cuantía 
indemnizatoria, de acuerdo con los conceptos y bases indemnizatorias y confonne al ámbito de 
discrecionalidad que en su determinación pennita al juzgador aquel ordenamiento jurídico, más 
aún cuando en nuestro orden interno la apreciación de los diferentes medios de prueba es facultad 
soberana de los Jueces y Tribunales, a quienes incumbe, asimismo, detenninar el quantum indem-
nizatorio a la vista del resultado de la valoración probatoria, y que no es susceptible de ulterior re-
visión salvo ilógico o arbitrario siendo estos criterios ~e corrección lógica y de proscripción de 
arbitrariedad- los que, en su caso, han de confonnar parte de la legalidad interna que ha de ser 
examinada para detenninar la adecuación a ésta de la sentencia por reconocer, pero que en el pre-
sente caso no puede decirse que hayan sido lesionados cuando la sentencia de apelación precisa-
mente revisó el monto de la indemnización fijada en la primera instancia, reduciéndolo, después 
de una razonada apreciación del conjunto de las pruebas, por considerar que el órgano de primera 
instancia había incurrido en "un claro abuso de facultad discrecional".» 
Respecto a los Tratados multilaterales sobre reconocimiento y ejecución de 
resoluciones extranjeras, además del Convenio de La Haya de 1 de marzo de 
1954, de procedimiento civil, y el Convenio de Lugano de 16 de septiembre de 
1988, especial importancia tiene el Convenio de Bruselas de 1968 en el ámbito 
de la CEE, que forma parte del Derecho Comunitario. La adhesión de España y 
Portugal al Convenio de Bruselas tuvo lugar en virtud del Convenio de San Se-
bastián de 26 de mayo de 1989 por lo que, en la actualidad, contamos ya con un 
adecuado marco de referencia en el problema que tratamos, al menos con una 
buena parte de los Estados con quienes mantenemos fundamentales relaciones. 
En alguna materia concreta, excluida del Convenio de Bruselas, se ha avan-
zado en el seno comunitario, como ha ocurrido con el reconocimiento y la eje-
cución de resoluciones judiciales en materia matrimonial y de responsabilidad 
parental sobre los hijos comunes, al haberse aprobado el Reglamento del CE n.o 
134712000, de 29 de mayo, con entrada en vigor elide marzo de 2001 (art. 46), 
establece un sistema de competencias excluyentes, que trastoca el vigente has-
ta ahora, contenido en el artículo 22 LOPI 
Fuera de los tratados multilaterales, España ha suscrito diversos tratados bi-
laterales con varios países de la Unión Europea, de modo que sólo cuando no 
sea aplicable el más relevante, el Bruselas r, y ahora el Bruselas n, van a tener 
vigencia. Además de con nuestros socios comunitarios, también se han suscrito 
tratados con otros países diferentes. 
No son ciertamente muchos instrumentos internacionales, y entre ellos pueden citarse los sus-
critos con 'Suiza, de 19 de noviembre de 1896; Convenio con Colombia de 30 de mayo de 1908; 
Convenio con Checoslovaquia, de 26 de diciembre de 1927; Convenio con Francia, de 28 de mayo 
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de 1969; Convenio con Italia, de 22 de mayo de 1973; Oonvenio con Alemania, de Uf. noviem-
bre de 1983; Convenio con Austria, de 17 de febrero de 1984; Convenio con Brasil, de 13 de abril 
de 1989; Tratado con China, de 2 de mayo de 1992; Convenio con Bulgarla de 23 de mayo de 1992. 
b) En defecto de tratado internacional, se ha de utilizar el criterio de la reci-
procidad: las sentencias extranjeras tendrán en España la misma fuerza que en 
el país en que se dictó se diere a las ejecutorias españolas (art. 952 LEC 1881). 
La reciprocidad debe ser tanto legislativa como jurisprudencial, estableciéndose 
por ello el principio de retorsión, de modo que si la ejecutoria procede de una nación 
donde por la jurisprudencia no se dé cumplimiento a las dictadas por tribunales es-
pañoles, no tendrán fuerza en España (art. 953 LEC 1881); se deniega pues el reco-
nocimiento de sentencias dictadas en paises donde se deniega a las españolas, o en los 
mismos casos en que no se otorgaría la homologación de una ejecutoria española. 
c) De no existir tratado ni reciprocidad, la ley establece un régimen suple-
torio para obtener el reconocimiento de sentencias extranjeras. Estas tendrán 
fuerza en España si reúnen las circunstancias siguientes (art. 954 LEC 1881): 
La Que la ejecutoria haya sido dictada a consecuencia del ejercicio de una 
acción personal, con lo que se pretende preservar la competencia exclusiva de 
los tribunales españoles. 
El artículo 22.1.° LOPJ fija como competencia exclusiva de los tribunales españoles del orden 
civil la relativa a «derechos reales y arrendamientos de inmuebles que se hallen en Espafta; en ma-
teria de constitución, validez, nulidad o disolución de sociedades o personas jurídicas que tengan 
su domicilio en territorio espaftol, así como respecto de los acuerdos y decisiones de sus órganos; 
en materia de validez o nulidad de las inscripciones practicadas en un Registro espaftol; en mate-
ria de inscripciones o de validez de patentes y otros derechos sometidos a depósito o registro cuan-
do se hubiere solicitado o efectuado en Espafta el depósito o registro; en materia de reconocimiento 
y ejecución en territorio espaftol de resoluciones judiciales y decisiones dictadas en el extranjero». 
2.8 Que no haya sido dictada en rebeldía. Este 'requisito debe entenderse 
cumplido cuando el demandado ha sido citado o emplazado en el proceso en de-
bida forma y con todas las garantías, salvaguardando su defensión, con la ob-
servancia del principio de audiencia bilateral. . 
3.a Que la obligación para cuyo cumplimiento se haya procedido sea lícita 
en España, es decir, que la resolución que se intente homologar no contravenga 
el orden público interno español. 
4. a Que la carta ejecutoria reúna los requisitos necesarios en la nación en que se 
haya dictado para ser considerada como auténtica, y los que las leyes españolas re-
quieren para que haga fe en España; es decir, requisitos formales del documento. 
B) Los LAUDOS ARBITRALES 
Especialmente para solventar los conflictos que puedan surgir en las relacio-
nes comerciales internacionales suele acudirse con mucha frecuencia al arbitra-
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je, huyendo de la Justicia o~ici~l de los Estados. En este ~arco, ~as denuncias. al 
sistema español de reconOCImIento de laudos (o sentencIas) arbItrales extranJe-
ros eran abundantes y fundadas, por las enormes trabas y dificultades que exis-
tian; en efecto, el TS venía reiteradamente exigiendo el cumplimiento de todos 
los requisitos prevenidos en la ya derogada Ley española de arbitrajes de dere-
cho privado, de 22 de diciembre de 1953, para decretar la homologació? ~ell~u­
do arbitral extranjero, por considerar estas normas como de orden pubhco In-
terno (ATS de 5 de julio de 1975). 
En materia de reconocimiento y ejecución de laudos arbitrales extranjeros se 
han suscrito o ratificado por España los Convenios multilaterales más impor-
tantes: el Protocolo de Ginebra de 1923 y el Convenio de Ginebra de 1927; en 
fechas más recientes se ha producido la ratificación de dos Convenios básicos: 
el Convenio europeo de arbitraje comercial internacional de Ginebra, de 21 de 
abril de 1961 (ratificación en 5 de marzo de 1975), y sobre todo del Convenio 
de Nueva York de 10 de junio de 1958, sobre reconocimiento y ejecución de sen-
tencias arbitrales extranjeras (adhesión en 29 de abril de 1977), que es el Con-
venio que cuenta con mayor número de adhesiones. 
Con la ratificación de estos dos últimos Convenios se ha producido un cam-
bio sustancial no sólo en el Derecho positivo español, sino básicamente en el ór-
gano llamado a aplicarlo, la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo (también arto 
57 de la Ley de arbitraje), que ha concedido y reconocido un amplio margen a 
la autonomía de la voluntad, interpretando adecuadamente las normas interna-
cionales y otorgando las pertinentes homologaciones de laudos extranjeros, des-
de los AATS de 11 de febrero y 8 de octubre de 1981. 
En el segundo de ellos, con buen criterio, se argumenta que «no se opone al exequátur de la sen-
tencia arbitral extranjera el hecho de que se haya procedido en ausencia del recurrido, que se opo-
ne a aquél, pues, de entender que la Ley de Arbitraje Privado de 1953 es constitutiva de orden pú-
blico o que es aplicable el artículo 954 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, quedarían convertidos 
en letra muerta los Convenios de Nueva York y el de Ginebra». 
La Ley 36/1988, de 5 de diciembre, de Arbitraje, aborda esta cuestión dispo-
niendo que los laudos arbitrales extranjeros, entendiendo por tale~ los que no 
hayan sido pronunciados en España, serán ejecutados de conformIdad con los 
Tratados internacionales que formen parte del ordenamiento interno español y, 
en su defecto, de acuerdo con las normas de la propia Ley de arbitraje (art. 56). 
A falta de Tratado que específicamente regule los distintos aspectos de la eje-
cución de los laudos extranjeros, habrá de tenerse en cuenta que: la Sala decla-
rará no haber lugar a la ejecución sólo si el laudo es contrario al orden público 
o si los árbitros han resuelto cuestiones que, conforme a la Ley española, no son 
susceptibles de arbitraje (art. 59, en su primera parte, de la Ley de arbitraje). 
Nada impediría, en este último caso, que la inejecución se limitase a las cues-
tiones no susceptibles de arbitraje, acordándose, por el contrario, la ejecución 
respecto del resto (argumento ex arto 45.4 de la Ley de arbitraje). 
Asimismo, hay que considerar que, a instancia de parte o del MF, la Sala po-
drá declarar no haber lugar a la ejecución en tres supuestos: por una parte, si el 
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convenio,arl:I~tra~ es nulo con~orme a la ley ~uere~ulte apliclible<;[8I'f)59I~a) de 
la Ley de arbItraJe; sobre nuhdad del convemo arbltral, ténganSe en ''Cuenta los 
arts. 5 a 8 de dicha Ley, referidos a los requisitos del convenio e invalidez del 
mismo]. En segundo lugar cuando en el nombramiento de los árbitros y en el 
d~s~llo d~ la actuación arbitral no se hayan observado las formalidades y prin-
CIpIOS esenCIales conforme a la ley que resulte aplicable [arts. 59.h) y 45.2 de la 
Ley de arbitraje]. Finalmente, cuando los árbitros hayan resuelto sobre puntos 
no sometidos a su decisión; en estos casos, la denegación de la ejecución afec-
tará sólo a los puntos no sometidos a decisión siempre que tengan sustantividad 
propia y no aparezcan indisolublemente unidos a la cuestión principal [arts. 59.e) 
y 45.4 de la Ley de arbitraje]. 
C) PROCEDIMIENTO DE RECONOCIMIENTO 
Las escasas reglas para el procedimiento de exequátur están contenidas en la 
LEC y son básicamente de aplicación en todos los casos, naturalmente a falta 
de tratado. 
La competencia se atribuye a la Sala de 10 Civil del TS, a no ser que, con arreglo 
a 10 acordado en los Tratados internacionales, corresponda su conocimiento a otro 
Juzgado o Tribunal (arts. 56.4.° LOPJ, 955 LEC de 1881 y 59 de la Ley de arbitraje). 
El procedimiento se inicia con una demanda escrita solicitando el reconoci-
miento, ~~ompañada fundamentalmente del título que se pretende ejecutar, con 
los requlSltos legalmente exigidos (art. 323 LEC de 2000) y las copias preveni-
das. SI el documento se encuentra redactado en idioma distinto del castellano 
debe traducirse oficialmente (art: 956.1 LEC de 1881). 
Si reúne estos reCJ,uí~itosla solicitud es admitida, procediéndose a dar audiencia 
al MF y a la parte contraria. Para la citación de la persona a quien pueda afec-
tar l~ ~~mologación,. ~e libra certificacióna:laAudiencia en cuyo territorio esté 
dO~lclhada, concedIendo se le un plazo de treinta días para comparecer, no pro-
dUCIendo efecto alguno su incomparecencia, siguiendo el procedimiento su curso 
(art. 957 LEC de 1881). 
La audiencia de la parte contraria y del MFserá por un plazo de nueve días 
(art.956). . . 
Sin actividad probatoria alguna, la Sala examina la concurrencia de los re-
quisitos exigidos y, por medio de auto, declara o no el reconocimiento, sin que 
contra esta resolución quepa recurso alguno (art. 956 LEC). 
Si denegara el cumplimiento de la ejecutoria, se devolverá ésta al que la haya 
presentado (art. 958.1 LEC), en cuyo caso vendrá obligado a iniciar el proceso 
en España. 
Si se otorga el reconocimiento, se comunicará el auto por certificación a la 
Aud.iencia, para que dé la orden correspondiente al juez de primera instancia del 
partIdo en donde esté domiciliado el condenado en la sentencia o donde deba ej~cutarse, a fin de que tenga efecto 10 en ella mandado (art. 958.11 LEC), si-
gUiendo las normas generales. . 
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Como puede·observarse, sólo se prevé el reconocimiento con fines de ejecu-
ción. Cuando se pretenda la mera homologación para otras finalidades o efec-
tos y sea declarada procedente, la Sala la otorgaria entregando al interesado tes-
timonio o certificación del auto de reconocimiento, o comunicándolo al órgano 
jurisdiccional donde el reconocimiento haya de surtir efectos. 
Como especial supuesto de ejecución en España de títulos judiciales extran-
jeros hemos de hacer referencia al Convenio de Bruselas de 27 de septiembre 
de 1968, que regula, entre otras materias, el reconocimiento y ejecución de re-
soluciones judiciales dictadas en los países de la Unión Europea, con unos trá-
mites simples y pretendidamente rápidos, correspondiendo la competencia para 
la ejecución a los Juzgados de primera instancia. Dicho Convenio ha sido mo-
dificado a medida que se ha ido produciendo la entrada de países al seno de la 
Unión (la cuarta actualización se ha producido en 1997, debido a la entrada de 
Austria, Finlandia y Suecia). 
Junto con este Convenio debe hacerse mención al Reglamento CE n.o 
1347/2000, de 29 de mayo, relativo a la competencia, el reconocimiento y la 
ejecución de resoluciones judiciales en materia matrimonial y de responsa-
bilidad parental sobre los hijos comunes, con entrada en vigor elide marzo 
de 2001. 
D) LAS RESOLUCIONES ECLESIÁSTICAS 
También son susceptibles de reconocimiento en España las resoluciones dic-
tadas por los tribunales eclesiásticos sobre nulidad de matrimonio canónico y 
las decisiones pontificias sobre matrimonio rato y no consumado, produciendo 
efectos en el orden civil, según los requisitos y el procedimiento especial que 
para ello se establecen. Quedan fuera de este ámbito -y no serían susceptibles 
de reconocimiento- las resoluciones sobre privilegios de la fe (los llamados 
privilegios paulino o pe trino ), o las relativas a separación matrimonial. 
En el artículo 778 de la LEC se establece el procedimiento de concesión de eficacia civil a las 
resoluciones de los Tribunales eclesiásticos o de decisiones pontificias sobre matrimonio rato y no 
consumado. 
A diferencia del sistema anterior, se establece una única vía para dotar de efi-
cacia a estas resoluciones, y no se distingue a estos efectos si el demandado se 
opone al reconocimiento o no. 
Los trámites a seguir serán distintos dependiendo de que la eficacia preten-
dida afecte al pronunciamiento sobre el vínculo matrimonial, o se solicite tam-
bién la adopción o la modificación de las medidas y efectos aparejados al pro-
nunciamiento sobre el vínculo, que en todo caso han de existir. 
a) En el primer caso, que únicamente cabría cuando ya existiera una regu-
lación sobre las relaciones patrimoniales y familiares de los antiguos miembros 
de la familia, es decir, cuando antes de acceder al procedimiento de convalida-
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~i~~ re~iones se hubieran fijado en un proceso de s~p~~ será 
lo más habl~l- Y no deseen una modificación de las me<Ud8sp~s.tentes. 
b) Cuando los cónyuges acudan a la jurisdicción civil por primera vez para 
regular los efectos de su ~ptura, o bien pretendan la modificación de las medi-
das que regulen sus ~elacI<?ne~, la petición de eficacia se sustanciará conjunta-
mente co~ la de medIdas, SIguIendo el procedimiento que corresponda con arre-
glo a lo dispuesto en el artículo 775. 
El ~ículo 7~5 LEC de 2000 regula la modificación de las medidas bien por C~bIO de l~s cIrcunstancias, o bien porque se presente una demanda ~atrimo­
mal contenCIosa o de mutuo acuerdo. 
CAPÍTULO VII 
DEMANDA EJECUTIVA Y DESPACHO DE EJECUCIÓN 
1. LA DEMANDA EJECUTIVA 
a) El proceso de ejecución principia con una demanda, con una solicitud del 
ejecutante en donde se contiene la pretensión ejecutiva: 10 que pide al órgano ju-
dicial a partir del título. Distingue la LEC en relación con el contenido de la de-
manda dos supuestos esenciales: por un lado, cuando se trate de ejecutar una re-
solución dictada por el tribunal competente para conocer de la ejecución; por 
otro lado, cuando deban ejecutarse otros títulos, sean judiciales o extrajudicia-
les. 
No se trata, pues, de una distinción entre títulos judiciales y los de proceden-
cia diferente, ni tampoco de ordenar un régimen propio en los casos en que el 
tribunal tenga a la vista la sentencia o resolución judicial, cuando las actuacio-
nes en donde constara el título, se hallaran en el Juzgado o Tribunal, sino que la 
distinción sólo tiene en cuenta la procedencia del título y el órgano que debe eje-
cutarlo. 
Esta solución presenta alguna dificultad, y hubiera sido preferible optar por el criterio de la si-
tuación de los autos, ya que si bien las actuaciones ejecutivas están íntimamente relacionadas con 
el título y pudiera parecer que el órgano que la dictó conoce el sentido de la resolución, de modo 
que fuera oportuna o necesaria una suerte de interpretación auténtica de parte del autor de la reso-
lución, y el juez que debe seguir las actuaciones ejecutivas precise de la guía o de las indicaciones 
del ejecutante. En realidad la diferencia de tratamiento legal de uno y otro título no radica en la ma-
yor proximidad o conocimiento del título por parte del órgano ejecutor, sino del contenido de la de-
manda y de los documentos que deban acompañarla, lo que puede provocar en no pocos casos di-
ficultades insalvables, precisamente cuando los autos no obren en el órgano que debe ejecutar, sino 
que se hayan remitido al de primera instancia, como sucederá si se acude a una Audiencia que ho-
mologó una transacción judicial durante la sustanciación de un recurso de apelación cuando hu-
bieran transcurrido unos años desde que se produjo el título y los autos, obviamente obran en el 
Juzgado de primera instancia. 
b) El escrito de demanda ejecutiva habrá de contener, con carácter general, 
los siguientes extremos (art. 549): 
- La designación del órgano judicial al que se dirige. 
- La determinación del ejecutante y del ejecutado con sus circunstancias 
identificativas. 
- El título en que se funda el ejecutante. 
- La tutela ejecutiva que se pretende, fijando en su caso la cantidad total que 
reclame, como principal, intereses y costas. 
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Los bienes del ejecutado susceptibles de embargo. 
- Las medidas de localización que interese. 
- La firma del procurador y del abogado, cuando intervengan. 
Sin embargo, el régimen, cuando se trata de ejecutar unos y otros títulos, es 
distinto exclusivamente por lo que hace a los requisitos de la propia demanda, 
porque, en lo que respecta a los documentos que es preciso acompañar con este 
escrito la LEC hacía la distinción utilizando el criterio de la situación del título, 
según que el órgano judicial tenga a la vista el título. 
c) En efecto, el escrito de demanda, cuando se pretenda ejecutar una sen-
tencia o resolución dictada por el tribunal competente para conocer de la eje-
cución, podrá limitarse a la solicitud de que se despache ejecución, identifican-
do la resolución de que se trate (art. 549.2 LEC). 
No exige la ley requisito adicional alguno para la demanda, más que señalar 
de qué sentencia o de qué otro tipo de resolución se trata y pedir el despacho de 
la ejecución. Sin embargo, a fuerza de intentar simplificar, la LEC ha estableci-
do una norma de difícil cumplimiento, pues no se entiende que se puedan ob-
viar todos o, al menos algunos, de los extremos que el primer apartado del ar-
tículo 549 previene como contenido de la demanda cuando se trata de ejecuciones 
de títulos dictado por otro órgano, judicial o no. 
Ciertamente en estos casos puede resultar con frecuencia acreditada la identidad de ejecutante 
y ejecutado, salvo cuando lleguen a cambiar los sujetos que ocupen tales posiciones, de modo que 
será necesario indicar la persona o personas frente las que se pretenda el despacho de la ejecución, 
si de acuerdo con el título o por circunstancias ulteriores pudieran ser varios los ejecutados u otras 
personas, como sucedería en los casos de legitimación extraordinaria o de sucesión; sin embargo, 
no sucede lo mismo con los demás extremos de la demanda, cuya constancia no resulta superflua 
ni innecesaria. 
En efecto, aunque seidentifíque la resolución y se pida que se despache la ejecución, esas men-
ciones sólo serán útiles, y permitirán al órgano judicial dictar el auto despachando la ejecución, 
si se trata de obligaciones de hacer, no hacer o entregar cosa ,determinada, pero difícilmente re-
sultan suficientes en los casos de condenas pecuniarias, pues entonces será imprescindible no sólo 
fijar )¡r cantidad que se reclame (cuando haya habido cumplimiento parcial o, fuera de ese su-
puesto, expresar lo que se estima necesario para hacer tiente a,intereses y costas), sino también 
señalar los bienes del ejecutado susceptibles de embargo, si es que el acreedor los conoce, así 
como las medidas de localización que interese, pues esos extremos, salvo que los bienes estuvie-
ran con anterioridad afectos al proceso a través de una medida cautelar para que se pueda orde-
nar su inmediata traba, serán desconocidos para el órgano judicial que debe conocer de la ejecu-
ción, por mucho que haya sido el autor de la resolución. Asimismo, será necesario precisar la tutela 
ejecutiva que se pretende, cuando se trate de ejecuciones no dinerarias y se pretenda fijar en la 
demanda la postura del ejecutante para el caso de que el ejecutado desoiga el requerimiento del 
órgano ejecuto .-
Por todo ello, la solución de la LEC, simplificando el escrito de demanda eje-
cutiva, es parcial e inviable en la mayoría de los casos, en que inevitablemente 
el «ahorro» cuando se pretende la ejecución de una resolución judicial ante el 
mismo órgano que la dictó se desvanece pues de ese modo no se puede lograr 
una eficiente actuación de ejecución. 
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d) Cuando se trata de ejecutar una resolución judicial dictada durante la 
sustanciación de un recurso, o de un acuerdo o transacción lograda en esa fase 
procesal, que hubiera de ser ejecutada por ~l tribunal de la .~rimera i~stancia, 
como sucede señaladamente con la sentencIa que en apelaclOn o en VIa de re-
curso de casación revoca la impugnada, resoluciones que constan en autos, en 
lugar de considerarlos la LEC como dictados por ~l juez de la ejecución. y exi-
gir la simple solicitud, los asimila a.los laudos ar~Itrales.y a.l~s s~~tencI~s. ex-
tranjeras, de modo que será necesano presentar, SIn una justIfICaClOll sufIcIen-
te, una demanda que cumpla los requisitos exigidos para ellos, aunque se tenga 
en cuenta esta circunstancia a la hora de regular los documentos que deben acom-
pañar a la demanda «extensa». 
e) Por otra parte, en su afán por aunar la regulación de la ejecución de sen-
tencias y otros títulos ejecutorios (otras resoluciones judiciales y laudos) con los 
títulos que desde hace ciento cincuenta años son tratados en nuestro ordena-
miento como «títulos ejecutivos», que dan lugar a un proceso declarativo espe-
cial al abrir unas vías de oposición suspensiva, la LEC de 2000 ha complicado 
de forma notable el panorama, ha unificado también los requisitos de la demanda, 
sin reparar en que hubiera sido preferible una solución distinta o, cuando me-
nos, diferenciar según se trate de ejecutar títulos judiciales y extrajudiciales. 
Cuando se pretenda ejecutar una sentencia extranjera o un laudo arbitral exi-
ge la LEC que en la demanda ejecutiva se exprese el título ejecutivo en que se 
funda el ejecutante; la tutela ejecutiva que se pretende, fijando en su caso la can-
tidad total que reclame, como principal, intereses y costas; los bienes del ejecu-
tado susceptibles de embargo o las medidas de localización que interese; asi-
mismo, designará la persona frente a la que pretenda el despacho de ejecución, 
con expresión de sus circunstancias identificativas (art. 549.1). 
2. DOCUMENTOS QUE HAN DE ACOMPAÑAR A LA DEMANDA 
A la demanda deberá acompañarse, desde luego, el título ejecutorio, que mar-
ca la extensión y los límites de la ejecución; asimismo, es preciso acompañar el 
poder del procurador si se compareciera con su representación y no se otorgara 
apud acta, o constara ya en las actuaciones; además deben acompañarse con la 
demanda los documentos acreditativos de los cálculos para el cómputo a metá-
lico de deudas no dinerarias, salvo que se trate de datos oficiales de público co-
nocimiento; por último, los demás documentos que la ley exija (como sucede 
con el documento fehaciente donde conste la sucesión, arto 540); finalmente pue-
de el ejecutante aportar aquellos documentos que considere útiles o convenien-
tes para el desarrollo de la ejecución y contengan datos de interés para despa-
charla (art. 550 LEC). 
Sin embargo, cuando se trate de sentencia, acuerdo o transacción que cons-
ten en autos (ahora resulta indiferente el autor de la resolución), no es preciso 
que el ejecutante acompañe la resolución o el acto judicial, sino que la identifi-
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que(art. 549.2). Así pues, el régimen de acompañamiento doCl.ltDtntal de los tí-
tulos judiciales resulta singular: cuando se trate de sentencia firme de condenar 
no necesitará aportarse nunca, pues consta en los autos certificación de la mis-
ma. Si se trata de otras resoluciones judiciales o aprobaciones u homologacio-
nes de acuerdos o transacciones, como es obvio que constan en autos, haciendo 
una interpretación literal del precepto, en ningún caso será preciso acompañar 
el título. Sin embargo, no parece que haya sido éste el sentido de la LEC, sino 
que más bien ha tomado como punto de referencia la disponibilidad del título 
ejecutorio por el tribunal que debe despachar la ejecución, de modo que si tie-
ne a la vista los autos será preciso identificarlo, pero no resulta imprescindible 
que se acompañe, pero si el órgano judicial no tiene a su disposición las actua-
ciones, por mucho que hubiera dictado la resolución y ésta constara en autos, se 
habrá de aportar el título. 
Por su parte, cuando se trata de ejecución de sentencias, normalmente no se 
aporta con la petición de ejecución la ejecutoria (el documento público y so-
lemne en que se consigna una sentencia firme, arto 245.4 LOPJ), sino que bas-
ta con identificar la sentencia cuya ejecución se pretenda, sin necesidad de acom-
pañar documento alguno con la demanda ejecutiva, precisamente porque siempre 
han de obrar las actuaciones en el Juzgado competente para la ejecución (arts. 
549.2 y 550.1.1.0 LEC). Cuando se trata de una sentencia provisionalmente eje-
cutable, el título resulta de imposible expedición. 
3. EL PLAZO DE CORTESÍA 
Para permitir el cumplimiento voluntario de lo ordenado en la resolución ju-
dicial o arbitral, la LEC prohibe al acreedor iniciar de inmediato la ejecución 
forzosa, que tiene naturaleza sustitutiva de la falta de diligencia del obligado. 
Por esta razón, el ejecutante ha de dejar transcurrir veinte días, cualquiera que 
sea la naturaleza de la prestación, desde el momento en que se notificó el título 
al ejecutado para poder presentar la demanda (art. 548), debiendo el tribunal 
apreciar de oficio el cumplimiento del plazo y, por tanto, rechazando el despa-
cho de la ejecución si la demanda se presentara antes del vencimiento de los ci-
tados veinte días. 
4. EL DESPACHO DE EJECUCIÓN 
a) Si en la demanda ejecutiva concurren los presupuestos y requisitos exi-
gidos, el título no adolece de irregularidad alguna y los actos que se solicitan 
son acordes con la naturaleza y contenido del título, el tribunal ha de despachar 
la ejecución (art. 551.1 LEC). 
Por tanto, el órgano judicial sólo puede examinar las tres anteriores circuns-
tancias, sin que le sea dado entrar en ningún otro aspecto, incluso cuando ad-
virtiera la falta de concordancia entre la cantidad solicitada y la debida (así lo 
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ordena el arto 575.2, aunque ello no impide desde luego que el ejecutado opon-
ga la pluspetición). 
- Por lo que respecta a los presupuestos y requisitos exigidos, parece que 
debe analizar de oficio su propia competencia tanto objetiva y funcional como 
territorial. Asimismo, ha de examinar el carácter y legitimación de las partes, lo 
que significa que no despachará ejecución si no se insta por el acreedor según 
el título o sus causahabientes (art. 540), o frente a quienes puede el tribunal des-
pacharla (art. 538.2). Además debe tener en cuenta que el propio escrito de de-
manda no contenga irregularidades (apreciando, en su caso, algún defecto legal 
en el modo de proponerla, de acuerdo con lo que se acaba de decir). Por otra par-
te, ha de controlar que efectivamente se han aportado los documentos que pre-
ceptivamente han de acompañar a la demanda. Finalmente, el órgano judicial 
examinará que no se ha vencido el plazo de cortesía (art. 548), ni se ha excedi-
do el plazo de caducidad (art.518). 
En estos casos sería preciso diferenciar según el defecto que pueda apreciar 
el juzgador es o no subsanable, porque en el primer caso (falta de acompaña-
miento de algún documento o falta de postulación cuando sea preceptiva) se de-
bería conceder a la parte un plazo para que proceda a la subsanación y, de no ha-
cerlo, denegará el despacho de la ejecución; lo propio hará si el defecto que se 
aprecia (ejecución pedida contra sujeto no legitimado o caducidad de la acción 
ejecutiva) es insubsanable. 
- Ordena la LEC que el órgano judicial, en segundo lugar, controle que el 
título no adolece de ninguna irregularidad formal. Aunque la norma parece de 
aplicación sobre todo para los títulos que abren paso a los «nuevos juicios eje-
cutivos» (títulos contractuales), cuando se trata de ejecuciones de títulos judi-
ciales o arbitrales, el precepto supone que el tribunal no puede examinar el fon-
do del título, que queda amparado por la cosa juzgada, pero sí su regularidad 
formal, denegando la ejecución cuando adolezca de irregularidades, como su-
cedería si el laudo arbitral no aparece protocolizado. 
- El último de los extremos que ha de tener en cuenta el órgano de la eje-
cución para ordenarla o denegarla es la concordancia de los actos solicitados con 
el contenido del título, es decir, que «la tutela ejecutiva que se pretende» (art. 
549.1.2. O) no se aparte de lo que ordena el título (de este modo, el órgano judi-
cial debería denegarla si el ejecutante pide que se requiera al ejecutado a hacer 
alguna cosa cuando se trate de condenas pecuniarias, o viceversa). 
b) La ejecución se despacha por medio de auto, que debe determinar los si-
guientes extremos (art. 553.1): 
- Las precisiones que resulte procedente realizar respecto del ejecutante 
(v.gr., sobre su carácter o su legitimación) 
- Deberá especificar la persona o personas frente a quienes se van a desa-
rrollar las actividades ejecutivas, indicando, cuando sean varios los ejecutados, 
SFge'deSpachamancomunada o solidariamente, así COtt1o ciur"tQtliélltOWt>réci-
sión que resulte procedente. 
- Deberá contener las precisiones que el órgano judicial considere oportu-
no realizar respecto del contenido de la ejecución 
- La cantidad por la que despacha, atendidos el principal y los intereses ven-
cidos, así como la cantidad que se estime para hacer frente a los intereses pro-
cesales y las costas de la ejecución. 
- Las actuaciones judiciales que se acuerden en razón de la obligación que 
deba satisfacerse, incluido si fuera el caso, por tratarse de ejecución dineraria, 
el embargo de bienes concretos. 
- Las medidas de localización y averiguación de los bienes del deudor en 
las ejecuciones dinerarias, cuando el ejecutante no haya designado bienes para 
el embargo, incluidas el requerimiento al ejecutado para la manifestación de sus 
bienes y la investigación judicial de su patrimonio. 
En las «otras ejecuciones» (que no sean de resoluciones judiciales o laudos arbitrales), además 
de todo eso, en el auto se habrá de determinar el contenido del requerimiento de pago que ha de 
hacerse al deudor (art. 581 LEC). 
En resumen, pretende el legislador que se motive suficientemente el auto por 
el que se despache la ejecución; que no se convierte en un puro formulismo au-
tomático de la petición del ejecutante, sino que el órgano judicial justifique to-
dos y cada uno de los extremos exigidos en el artículo 553.1, y ordene en esa 
misma resolución actuaciones y medidas concretas. 
Así pues, tras el despacho de la ejecución, sin audiencia del ejecutado, se lle-
varán a caQo de .inmediato tanto el emp,argo como las medidas de localización 
y Ilveriguación de los bienes qel ejecutado (art. 554.1 LEC). 
e) El auto quey despache~a ejecución no es susceptible de recurso alguno 
(art. 551.2), pero su notificación n:ar<;:ará ~l inicio del plazo preclusivo para que 
el ejecutado pueda oponerse a la ejepución (art. 556.1).. 
5. LA AMPLIACIÓN OBJETIVA DE LA EJECUCIÓN 
Al haber admitido la LEC las condenas de futuro (art. 220 LEC), es decir, las 
resoluciones judiciales que amplían sus efectos a los vencimientos futuros de 
una obligación, ha de establecer al propio tiempo la ampliación de la ejecución. 
En efecto, cuando se hubiera reclamado el pago de intereses o prestaciones pe-
riódicas, cuando éstos se devenguen con posterioridad al dictado de la resolu-
ción, o venza la obligación en su totalidad, se entenderá ampliada la ejecución 
por el importe correspondiente a los nuevos vencimientos de principal e intere-
ses, si lo pidiere así el actor y sin necesidad de retrotraer el procedimiento (art. 
578.1). La ampliación de la ejecución será razón suficiente para la mejora del 
embargo y podrá hacerse constar en la anotación preventiva que se hubiera rea-
lizado para asegurar el embargo (art. 578.3). 
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, Sin embargo, no parece que se trate de una nota marg~~l de la ~otación, que se extien~ a so-
licitud del ejecutante después de inc~plirs~ ,cada ;renclmlento, SInO d~ una nueva ~toaclon. El 
problema entonces radicaría en la conslderaclOn reglstral de esta anotaclOn, que tendna rango pro-
pro y se vería afectada por las inscripciones o anotaciones intermedias. 
Esta ampliación podrá solicitarse en la propi.~ demanda,ejecutiva, .en cuyo 
caso al notificarle el auto que despache la ejeCUClOn, se habra de advertir de ello 
al ej~cutado, salvo que consigne en los vencimientos las cantidades ~or~esp?~­
dientes. Al final de la ejecución el ejecutante deberá presentar una hqUldaclOn 
de la deuda incluyendo los vencimientos de principal e intereses producidos du-
rante la ejecución (art. 578.2). Sin embargo, cuando la ampliac.ión s~ pida en la 
demanda ejecutiva y se acuerde en el auto que despac~e la ejecu~~on, la. am-
pliación no autoriza la mejora a~t.omática del e~bargo m su an?tacion regis~al 
automática, que deberán ser sohcttadas por el ejecutante despues de resultar m-
cumplido cada vencimiento (art. 578.3). 
6. LA NOTIFICACIÓN DEL AUTO 
El auto por el que se despache la ejecución, con traslado d~ la c?:pia de la ~e­
manda y de los documentos que se acompañaron con ella, sera notificado al eje-
cutado, pero sin citarle ni emplazarle, de modo que podrá per~onarse en ~ual­
quier momento, y desde entonces se entenderán con él las suceSivas actuaclOnes 
(art. 553.2 LEC). . ., 
La notificación al ejecutado del auto despachando la ejecuc~on represe.nta el 
acto por el que se permite la entrada al proceso de la par~e paSiva, pero. ~11 se le 
emplaza ni se le cita para que se persone ni para que ~eahce una a~tuaclOn con-
creta en defensa de sus derechos, porque tal oportumdad precluyo en el proce-
so de declaración y ahora, cuando lo que se pretende es la satisfacción de u~a 
obligación ya declarada y no cumplida, el ejecutado sólo debe tomar C?nOCi-
miento de que se han iniciado las actuaciones ejecutivas contra él y que tIene la 
oportunidad de comparecer en cualquier momento. 
No obstante la notificaCión del auto marca también la apertura de un plazo pre-
elusivo de diez 'días para que el ejecutado pueda opon~rse a la .ejecuci?,n (art. 556.1). 
Por esta razón este acto cobra una singular relevanCIa, y su mfracclOn puede pro-
vocar la indef~nsión en el ejecutado y, por eso, la nulidad de lo actuado. 
La notificación debe hacerse, cuando se trate de la ejecución de laudos o r~­
soluciones arbitrales del modo ordinario prevenido para los actos de comum-
cación con las partes' aún no personadas, es decir, por remisión de la copia de la 
resolución a su domicilio (art. 155 LEC). 
Sin embargo, no resulta claro dónde ha de notificarse este auto cuand? se des-
pache la ejecución de una resolución judicial, lo que supone ':lu~ el ~jecutad.o 
fue emplazado o citado en debida forll}-a. Para ello conViene dlstmgUlr, en pn-
mer término, cuando hubiera comparecido representado por procurador, en cuyo 
caso el ejecutado podrá ser notificado a través de él, salvo que.~l procurador ma-
nifieste, pura y simplemente, haber cesado en la representaclOn, pues cabe en-
tender que el proceso de declaración (el asunto) terminó C01f la>sentmcia, o el 
acuerdo o transacción, de modo que en ese momento cesó el procurtldor' en su 
representación (art. 30.1.4.° LEC), Y ahora se inicia un proceso diferente, el de 
la tutela ejecutiva, cuya apertura se le hace saber a través de la notificación de 
este auto. En este caso, habrá que acudir a la regla del citado artículo 155. 
En segundo término, si el ejecutado hubiera comparecido personalmente, sin 
representación técnica, el auto por el que se despache la ejecución deberá ser 
notificado en el domicilio que conste en el proceso de declaración, salvo que el 
ejecutante indique otro distinto (piénsese que la ejecución puede instarse en una 
fecha alejada del final del proceso de declaración), porque al condenado sólo le 
alcanza el deber de comunicar el cambio de domicilio durante la sustanciación 
del proceso (art. 155.5) Y no cuando éste ha terminado. 
En tercer lugar, si el ejecutado fue condenado en rebeldía, el auto por el que 
se despache la ejecución se le notificará del mismo modo prevenido para la no-
tificación de la sentencia en el artículo 497.2 LEC. 
7. LA DENEGACIÓN DEL DESPACHO DE LA EJECUCIÓN 
a) El tribunal ha de realizar un primer análisis de la demanda y del título eje-
cutivo para determinar si concurren los presupuestos y requisitos exigidos legal-
mente. Según se dijo antes, debe analizar su propia competencia, el carácter y le-
gitimación de las partes, la regularidad de la demanda, la aportación de los documentos 
exigidos y el cumplimiento'del plazo de cortesía para el cumplimiento voluntario 
así como que no se ha excedido el plazo y hubiera caducado la pretensión. 
Cuando el órgano judicial entienda que no es competente objetiva o funcio-
nalmente denegará el despacho de ejecución. Lo propio hará si aprecia otro de-
fecto insubsanable, o subsanable si hubiera transcurrido el plazo concedido al 
ejecutante para que proceda la subsanación y no la hubiera realizado. 
Si el tribunal entendiera que no es competente por razón del territorio, 10 que 
ha de hacer es dictar auto absteniéndose de despacharla, pero indicando al eje-
cutante el órgano judicial ante el que ha de presentar la demanda (art. 546.1). 
b) El auto denegando el despacho de la ejecución puede recurrirse directa-
mente en apelación en el plazo de cinco días, aunque también, en el mismo pla-
zo podrá interponer el ejecutante recurso de reposición, previo al de apelación. 
Estos recursos se sustanciarán sólo con el ejecutante, puesto que el ejecutado no 
ha sido notificado aún de la apertura de la ejecución (art. 552.2). 
e) Firme el auto denegatorio de la ejecución, el acreedor no podrá reiterar 
su demanda ejecutiva, y sólo podrá hacer valer sus derechos en el proceso de-
clarativo ordinario, siempre y cuando no impida el uso de esta vía la cosa juz-
gada que hubieren producido la sentencia o resolución cuya ejecución se pre-
tendía (art. 552.3). 
CAPÍTULO VIII 
LA OPOSICIÓN EN LA EJECUCIÓN 
1. CONCEPTO 
Partiendo de la base indudable de que durante la ejecución forzosa puede lle-
varse a cabo una enorme variedad de actuaciones de la más diversa índole, debe 
convenirse en que toda persona que experimente un gravamen como consecuen-
cia de tales actuaciones aparece legitimada para impugnarlas u oponerse a e~las. 
Así, tanto pueden hacerlo las partes de la ejecució~ (el ejecutante, .cuando el Juez 
deniega el despacho de la ejecución ~ ~~,actuaclón concreta; el eJe~utad?~ ~­
do había ya cumplido, carece de legltlmaCIOn, o se le afectaron ~}a eJecuclon ~)le­
nes inembargables), como los terceros (que pretendan la excluSI?n de ~etermma­
dos bienes embargados, o que se les haga pago con pre~er~ncla. al eJecuta.nte). 
Como antes se dijo, el título de ejecución, que resulta l.ndlsc~tlb.l~, constltu~e 
el presupuesto básico de la actividad ejecutiva; l~s actuaCIones JU~I~lales de eJe-
cución forzosa deben estar derechamente encammadas a dar ef~CtlVldad al ~ere­
cho documentado, de modo que el título se convierte en la medIda para la eJecu-
ción; ha de tenderse, por tanto, al cumplimiento de lo ordenado en él y en ~a f?~a 
allí establecida, con el fin de satisfacer el derec~o del acr~edor.~ la tut.elaJudlclal. 
Pero, para cumplir el mandato contenido en el tltulo de .eJecucIOfl:' ~IJuzg.ador.ha 
de acomodarse a las normas procesales que para cada tlpo de actlvlda~ .eJecutl,va 
previene el ordenamiento jurídico, por lo qu~, naturalmente: no le es lICIto al eJe-
cutor ordenar de modo caprichoso las actuaCIOnes o pr~ducI~se en el~as de forma 
arbitraria contraviniendo las normas procesales de caracter Imperativo. . 
Por tat' motivo, cualquiera que sea el título e~ecutivo, podrá quien ha sufrido 
el gravamen de una actuación o de. una r~SOIUCI?,n, ad?~tadasal margen ~ con-
tra 10 dispuesto por la ley, denunciar la mfraccIOn, utlhz~ndo los me~anls~os 
procesales oportunos. Esta oposición .puede hacerse al c?nJu~to de la .eJ.ecucIOn, 
sea por motivos procesales o por motIVOS de fondo, o bl~n ~lfc~scnblrse a al-
guna concreta actuación ejecutiv~. ~eden d~ este.I?odo di~tlngUlrse .~ntre 10 que 
denominamos, con la LEC, OpOSIcIón a la eJecucIOn, y la lmpugnaclon de actos 
ejecutivos concretos. 
2. LA OPOSICIÓN A LA EJECUCIÓN 
A diferencia de la LEC de 1881, la nueva LEC regula la op?s~ción a la ej.ecu-
ción, es decir, las impugnación que se ofrecen frente a las actIVIdades que mte-
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gran la ejecución, para la defensa de los derechos e intereses de quienes parti-
cipan directamente, intervienen en ella o se ven afectados por la ejecución, pues 
tanto unos como otros podrán utilizar los medios de defensa de la ley (art. 538): 
es lo que genéricamente denominamos la oposición en la ejecución. 
Sin peIjuicio de la oposición de terceros a la ejecución, con sus tradicionales 
y típicos instrumentos, las tercerías, llamadas de dominio y de mejor derecho 
(arts. 595 y 614 LEC); con muy diversa significación y alcance, la LEC de 2000 
regula de un modo autónomo y propio la oposición del ejecutado frente a la eje-
cución despachada contra él. 
En este sentido, hace la ley una esencial distinción entre las causas de oposi-
ción en la ejecución, según se trate de resoluciones judiciales (sentencias o re-
soluciones que aprueben una transacción o un acuerdo logrado en el proceso) o 
laudos arbitrales, o bien se trate de otros títulos (por un lado, los contractuales 
o extrajurisdiccional~s; por otro lado, y el auto dictado en proceso penal fijan-
do la cantidad máxima a reclamar por hechos cubiertos por el seguro obligato-
rio de responsabilidad civil por uso y circulación de vehículos de motor). 
Este distinto tratamiento de la oposición es sin duda una de las diferencias más significativas 
para poder separar con nitidez lo que el legislador ha querido unir con dudoso resultado: que hay 
unos títulos ejecutorios (resoluciones judiciales y arbitrales) y otros que formalmente se añaden a 
continuación de ellos, pero que en realidad tienen una entidad y una naturaleza juridica diversas. 
Pues bien, en todo caso y para todas las categorías de títulos, la LEC prevé 
dos tipos de oposición: en primer lugar, la que tiene su base en la denuncia de 
defectos procesales; en segundo lugar, la que se fundamenta en motivos de fon-
do y, dentro de ella, laipluspetición. 
A) LA OPOSICIÓN POR DEFECTOS PROCESALES 
Los primeros motivos de oposición que cabe plantear y que deben resolverse 
son los que denuncian defectos procesales; su estimación impediría entrar en las 
concretas actuaciones ejecutivas, es decir, con ellos se ,evita la ejecución tal y 
como ha sido pedida y despachada. ' , 
- Fuera de las normas de la oposición, regula la LEC el planteamiento de 
la declinatoria, dentro de los cinco días siguientes a aquel en que se reciba la 
primera notificación de la ejecución; a través de la declinatoria, el ejecutado pue-
de impugnar la competencia del tribunal, sea funcional, objetiva o territorial y 
que se tramitará como en el proceso de declaración (art. 547). 
Como causas específicas de oposición por razones procesales se enumeran 
en el artículo 559.1 de la LEC las siguientes: 
- Carecer el ejecutado del carácter o representación con que se le deman-
da (art. 559.1.1.°). Aun cuando no sea excesivamente afortunada la expresión 
legal, se alude con ella a los problemas de falta de legitimación del ejecutado o 
de carecer del carácter de sucesor del deudor según el título; en cuanto á la fal-
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ta'de representación, no tiene mucho sentido regularla como excepción proce-
sal, ya ,que la ejecución será preciso dirigirla contra el representado, q~e es la 
parte ejecutada, porque si se llegara a despachar contra el representante este ha-
bría de alegar en realidad una falta de legitimación, pero no una falta de repre-
sentación. 
_ Falta de capacidad o representación del ejecutante o no acreditar el ca-
rácter o representación con que demanda (art. 559.1.2.°). Con las mismas difi-
cultades anotadas en la definición de esta causa de oposición, se refiere la LEC 
a la falta de capacidad de quien postula a su favor las actividades de ejecución, 
a la falta de legitimación del ejecutante, así como a la denuncia de la falta de re-
presentación de quien dice ser representante ~e~ ~creedor, a cuy? favor se dic.tó 
el título. También puede plantearse esta OposIclOn por no acredItarse estas CIr-
cunstancias del ejecutante. Sin embargo, no expresa la LEC como motivo de 
oposición procesal los defectos de postulación cuando fuera preceptiva la asis-
tencia de abogado y la representación por procurador, si bien parece tener el 
oportuno encaje en el cauce de este número 2.° del artículo 559.1 la oposición 
por falta de este requisito en el ejecutante. 
_ Nulidad radical del despacho de ejecución por no contener la sentencia 
o el laudo pronunciamientos de condena (art. 559.1.3.°). Este motivo de oposi-
ción no plantea mayores problemas, y deriva de la prohibición contenida en el 
artículo 521.1 de despachar ejecución' de sentencias mero declarativas o consti-
tutivas, según se estudió más arriba. 
_ Nulidad por no cumplir el documento los requisitos legales exigidos para 
llevar aparejada ejecución (art. 559.1.3 .0). Se refiere esta causa de oposición a 
la falta en el título de los requisitos necesarios para dar paso a la ejecución for-
zosa, como sucedería cuando el laudo arbitral no se hubiera dictado por escrito, 
o no se hubiera protocolizado, como exige la Ley de arbitraje (arts. 32.1 y 33.2). 
En este motivo de oposición procesal habría que incluir otros defectos que pue-
den inferirse de la LEC, como el no haber transcurrido el plazo de los veinte días 
desde la resolución, previsto en el artículo 548. 
_ Asimismo, y aunque la LEC no lo contempla como específico motivo de 
oposición procesal, cabe aducir los defectos en la demanda, pues según dispo-
ne el artículo 551.1, el tribunal despachará la ejecución sólQ cuando concurran 
los presupuestos y requisitos procesales, el título no adolezca de ninguna irre-
gularidad formal y los actos de ejecución que se solicitan sean conformes con 
la naturaleza y contenido del título, de modo que si la demanda se aparta de lo 
permitido por el título, se habrá despachado la ejecución indebidamente, y tal 
defecto procesal podrá ser denunciado por el ejecutado. 
Otros defectos, como la falta de notificación del auto despachando ejecución, 
que no invalidan la ejecución, sino que privan al ejecutado de ejercer su dere-
cho de defensa y no permitirían poner fin a la ejecución, sino reponer las ac-
tuaciones, deben dar paso a un incidente de nulidad y considerarse como im-
pugnaciones de concretas actuaciones ejecutivas, que luego se estudian. 
• 
'-:; ¡A4IwáS 'doe,;tos motivos contiene la LEC Ja infracción derlotrequi.~ ~ qespa-
,c~ ej~ución ~e los títulos n~judici~les ni arbitrales (art. ?59.1.3.'), qllFlltem~,CÓ~l(l~O en 
~abdad como tItulos que penmten abnr un proceso declaratIvo espeCial, de modo q,ue eno nos ex-
cusa su análisis en este momento. ' . , 
B) LA OPOSICIÓN POR MOTIVOS DE FONDO 
En la vieja LEC de 1881, se carecía de norma alguna que específicamente re-
gulara la oposición del deudor a la ejecución despachada contra él, sin duda por 
entender que el título de ejecución por excelencia (la sentencia firme) resultaba 
inalterable, siendo innecesario conceder al ejecutado un trámite específico para 
su defensa. Sin embargo, partiendo de la premisa de la inalterabilidad de la re-
solución, resulta obvio que con posterioridad a la formación del título de ejecu-
ción (incluso cuando se trate de sentencia fIrme) se han podido producir hechos 
que desvirtúen, extingan total o parcialmente, o excluyan la obligación conteni-
da en él (entre los muchos supuestos imaginables cabe citar el cumplimiento vo-
luntario del deudor antes de la ejecución, total o parcialmente). 
A diferencia de la anterior situación, la LEC de 2000 regula supuestos de opo-
sición a la ejecución de resoluciones judiciales y arbitrales, o de transacciones 
o acuerdos aprobados judicialmente, que se sustanciará en todo caso una vez 
que se resuelva la impugnación por defectos procesales si es que se planteó, y 
fuera desestimada, ordenándose continuar adelante la ejecución. 
Naturalmente los motivos de oposición por razones de fondo, que afectan al 
derecho del ejecutante, son tasados y restringidos, y no suspenden el curso de la 
ejecución (art. 556.2), q~edando reducidos a los siguientes (art. 556.1): 
- Elpago o cumplimiento justificados documentalmente. No exige la LEC 
que el documento haya de tener el carácter de público, o que venga rodeado de 
especiales requisitos de fehaciencia, bastando pues cualquier medio escrito en 
que conste el pago o el cumplimiento de la obligación. El documento en donde 
conste el hecho extintivo del pago o cumpliIniento ha de ser en todo caso de fe-
cha posterior al título, o al último mOinénto en que pudo alegarlo en el proceso 
de declaración, puesto que el deudor no puede discutir en ejecución 10 que fue 
declarado en la resolución. Al propio fiempo, el documento debe ser anterior al 
auto que despache la ejecución, porque si ha cumplido o pagado después tendrá 
que pedir que se dé por terminada la ejecución, pero no oponerse a la ejecución 
despachada (arg. arto 583.1). 
- La caducidad de la acción ejecutiva; es decir, la presentación de la de-
ma~da ~?a ~ez que hubieran transcurrido más de cinco años (art. 518), cuya 
apbcaclOn hteral puede provocar no pocos problemas, según ya se ha estu-
diado. 
- Los pactos o transacciones que se hubieren convenido para evitar la eje-
cución, siempre que consten en documento público. Estos pactos pueden ser de 
cualquier naturaleza siempre que se hayan celebrado entre el ejecutante y el eje-
cutado, o entre aquellos de quienes traigan causa, y que consten precisamente 
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'en un documento público, requisito con el que parece se intenta contrapesar la 
autoridad de los titulos judiciales o arbitrales. Además de ello, como sucedía con 
el pago o cumplimiento, el documento ha de fecha posterior al momento en que 
se pudo aducir en el proceso de declaración y anterior al auto despachando la 
ejecución. 
_ Aunque no se enumera como motivo de oposición de fondo en el artícu-
lo 556.1, la propia LEC reconoce también con este carácter la reiteración de una 
demanda ejecutiva que hubiera sido rechazada (art. 552.3). 
_ También prevé la LEC que pueda fundarse la oposición en pluspetición 
o exceso que, si fuera el único motivo, no suspenderá la ejecución a no ser que 
el ejecutado ponga a disposición del tribunal la cantidad que considere debi-
da (art. 558.1); por consiguiente, a contrario sensu, si se pone a disposición del 
tribunal 10 que se considere debido, la alegación de la pluspetición debería sus-
pender la ejecución. Parece claro que el precepto pretende referirse esencial-
mente a la «ejecución» de títulos contractuales, al «nuevo juicio ejecutivo», 
puesto que en estos casos la regla es que a la oposición de fondo sigue la sus-
pensión (art. 557.2), pero lo cierto es que la pluspetición cabe plantearla cual-
quiera que sea el título que permita abrir la ejecución y, por tanto, también en 
la de sentencias y otros títulos judiciales y arbitrales; de aquí se seguiría cier-
tamente una paradójica situación, puesto que debería ordenarse la suspensión 
de la ejecución sólo con alegar pluspetición por una elevada cuantía, sin nece-
sidad de acreditarla documentalmente, poniendo a disposición la poca cantidad 
que se dice debida. En todo caso resulta imprescindible que, al tratarse de un 
hecho extintivo parcial, deba reunir los mismos requisitos examinados para el 
pago y para los pactos o transacciones en cuanto a haberse realizado el pago 
parcial después del título y antes del despacho de ejecución. En estos casos dis-
pone la ley que, si el ejecutado no pone a disposición del tribunal la cantidad 
que se considere debida, la ejecución seguirá su curso, pero el producto de la 
realización de los bienes no se entregará al ejecutante en lo que exceda de la 
cantidad reconocida por el ejecutado mientras la oposición no se haya resuel-
to (art. 558.1) 
C) PROCEDIMIENTO 
a) La oposición ha de plantearse precisamente en el plazo prec/usivo de los 
diez días siguientes al de la notificación del auto en que se despache ejecución, 
se base en defectos procesales, en motivos de fondo, o en ambas causas. Trans-
currido este plazo únicamente podría utilizar el ejecutado la vía del incidente in-
nominado del artículo 562.1.3.° 
b) Cuando se hubiere formulado oposición por motivos procesales, excep-
ción hecha de la declinatoria, que tiene su tramitación específica, puesto que se 
ha de proponer en los cinco primeros días y se ha de sustanciar del modo pre-
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I\Ústo enlasdisposicionesgenera1es{art. 547), se dará~alqjaJu1Bhte para 
que ~n'el plazo de cinco días pueda formular alegaciones. :1, ,-." ','; 
Pasado este plazo, y haya o no formulado alegaciones el ejecutante,: si el tri-
bunal estima que existe un defecto subsanable, le concederá al ejecutante por 
medio de providencia un plazo de diez días para subsanarlo; si considera que el 
defecto es insubsanable o el ejecutante no lo hubiera subsanado en plazo, dicta-
rá auto dejando sin efecto la ejecución despachada, con imposición de costa al 
ejecutante. Si el tribunal no apreciase la existencia de ninguno de los defectos 
denunciados, dictará auto desestimando la oposición, mandando seguir adelan-
te la ejecución con imposición de costas al ejecutado (art. 559.2). 
c) Desde la resolución de la oposiCión por defectos procesales si se hubie-
ra planteado, o desde que se le dé traslado de la oposición de fondo, puede el 
ejecutante impugnar la oposición en el plazo de cinco días. 
Esta impugnación, conforme al artÍCulo 560, puede resolverse con celebra-
ción de vista o sin ella, en razón de las peticiones .de las partes, así corno de la 
consideración del tribunal sobre la procedencia de la misma y sobre la posibi-
lidad de resolver con los documentos presentados. Si no se celebra vista, el tri-
bunal resólverá sin más trámite. Si se acuerda celebrar la vista, ésta se realiza-
rá del modo prevenido para el juicio verbal, dictándose a continuación la 
resolución que proceda. De no comparecer a la vista el ejecutado, el tribunal le 
tendrá por desistido de la oposición, imponiéndole las costas y condenándole 
a indemnizar al ejecutante. Si no compareciera el ejecutante, el tribunal resol-
verá sin oírle. 
La oposición por ~otivos de fondo se resolverá por medio de auto, a los 
solos efectos de la eJecución, que puede declarar que procede o que no pro-
cede la ejecución. En el'primer caso, si se desestima totalmente la oposición 
el órgano judiciaÍ mandará ségúir adehulte la ejecución; si se estima total ~ 
parcialmente la pluspetición se declarará procedente lá ejecución sólo por la 
cantidad que corresponda (aunque de'los términos del art. 561.1.2.a parecie-
ra que si se considera enteramente fundada la pluspetición debe declararse 
que no procede la ejecución, no procederá en realidad por el monto de lo pe-
dido de más, pero sí por el resto de la cantidad que fue reconocida, salvo na-
turalmente que el deudor hubiera puesto a disposición del tribunal esa canti-
dad). 
Si se declarase que no procede la ejecución, el tribunal la dejará sin efecto, 
mandando alzar los embargos y las medidas de garantía que se hubieran adop-
tado, reintegrándose al ejecutado a la situación anterior y condenando al ejecu-
tante a pagar las costas de la oposición (art. 561.1 Y 2). 
Contra el auto que resuelva la oposición por motivos de fondo podrá interpo-
nerse recurso de apelación, que no suspenderá la ejecución si hubiera desesti-
mado la oposición; si la estimara, el ejecutante podrá pedir que se mantengan 
los embargos y medidas de garantía, siempre que preste caución suficiente para 
asegurar la indemnización que pueda corresponder al ejecutado si la resolución 
fuera confirmatoria (art. 561.3). 
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D~ OTROS MOTIVOS DE OPOSICIÓN. 
LA REMISIÓN AL PROCESO QUE CORRESPONDA 
El carácter tasado de las causas de oposición a la ejecución no impide al le-
gislador desconocer que pueden suceder hechos o actos, posteriores .~l momen-
to, preclusivo en que pudieron ser alegados en el proceso de declaraclOn, que re-
sulten relevantes respecto de los derechos del ejecutante frente al ejecutado o de 
los deberes del ejecutado para con el ejecutante, y no quepa su alegación en la 
ejecución en razón de aquella naturaleza tasada de los cauces de la oposición. 
En tales casos, como el rechazo de la oposición de fondo lo es a los solos efec-
tos de la ejecución (art. 561. 1), de modo que el juzgador no resuelve sino inci-
dentalmente y sólo sobre algunos hechos extintivos, quedan fuera de su pro-
nunciamiento otros hechos extintivos, así como los posibles hechos excluyentes, 
o incluso los constitutivos (tal podría suceder con una causa de revisión de sen-
tencias fIrmes), que resultaran relevantes en relación con los derechos o deb~­
res de ejecutante y ejecutado, remite la LEC a las partes para hacer valer la efI-
cacia jurídica de los hechos o actos al proceso y por los cauces que correspondan 
(art. 564). 
3. LA IMPUGNACIÓN DE ACTOS CONCRETOS 
A) Los RECURSOS E INCIDENTES 
Regula la LEC dentro de la ejecución la oposición que. no pretende tanto ~~­
nerIe fin por defectos procesales (por falta de competenCIa o por falta de legItI-
mación) o de fondo (por pago), sino que persigue depurar las infracciones que 
puedan cometerse en el curso de las complejas actividades que conforman la 
ejecución forzosa. 
Como es natural, la LEC permite utilizar esta vía de oposición no sólo aque-
llos contra quienes 'se ha despachado ejecución, sino también las personas a cu-
yos bienes haya dispuesto el tribunal que la ejecución se extienda (art. 538.3). 
Contra las resoluciones judiciales que ordenen la realización de las actuacio-
nes determinadas por la ley para dar cumplimiento al título y supongan infrac-
ción de una norma legal, pueden interponerse por quien se considere gravado 
con ellas los recursos establecidos específicamente para este momento procesal 
en el artÍCulo 562 LEC. 
a) Procede el recurso de reposición contra todas las resoluciones del tribu-
nal de la ejecución, que se tramitará por las normas generales (arts. 451 ss.) 
b) El recurso de apelación sólo podrá interponerse en los casos en que ex-
presamente se prevea (como el auto que deniegue la ejecución, arto 55~.2? ,el que 
resuelva la oposición de fondo, arto 561.3; el que resuelva en contradIcclOn con 
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10 ejecutoriado, arto 563.1, o el que apruebe la cuenta final de lá adrrtthilSttación 
judicial, arto 633.3). I ' 
c) Fuera de los recursos ordinarios, la LEC prevé la promoción de un inci-
dente innominado, sin sujeción a plazo, mediante escrito dirigido al tribunal 
cuando no existiera resolución expresa frente a la que recurrir, que sólo sería 
viable cuando se denuncie la infracción de normas que regulen los actos con-
cretos del proceso de ejecución, expresando la resolución o actuación que se 
postula del órgano judicial para corregir la infracción. 
el) En todo caso, si lo que se denunciara fuera la nulidad de actuaciones ha-
brá de estarse a lo prevenido a este respecto (art. 562.2 LEC); por ahora, y mien-
tras no se apruebe una modificación de la LOPJ, rige lo dispuesto ellos ar-
tículos 238 y siguientes de este cuerpo legal, sin que sean de aplicación los 
artículos 225 a 230 LEC de 2000 (Disp. Final 17.8 LEC). 
B) LAS TERCERÍAS 
Fuera de estas impugnaciones, permite la LEC a terceros oponerse a ciertos 
actos ejecutivos a través de 10 que se conoce como tercerías, sea de dominio o 
de mejor derecho. 
a) A través de la tercería de dominio, puede pedir el levantamiento del em-
bargo quien sin ser parte en la ejecución afirme ser dueño de un bien embarga-
do como perteneciente al ejecutado y ,que no ha adquirido de éste después del 
embargo (art. 595.1), o quien s~a titular, de derechos que, por disposición de la 
ley, puedan oponerse al embargo o la realización forzosa de bienes embargados 
como del ejecutado (art. 595.2). 
Por tanto, lo que se persigue con la tercería de dominio es sustraer a la eje-
cución un determinado bien que ha sido embargado indebidamente, y es el con-
creto acto del embargo 10 que se impugna, lo que estudiaremos más ampliamente 
en la ejecución dineraria. . ' 
La situación es diferente a la de la persona a cuyos bienes haya dispuesto el 
tribunal que la ejecución se extienda (art. 538.3), pues la tercería 10 que denun-
cia es la extensión ilícita de la ejecución a bienes de todo punto ajenos a la misma, 
en tanto que en este otro caso se parte de que los bienes, que se saben de terce-
ros, deben quedar afectos a la ejecución. 
b) Aunque no se trata en puridad de un medio de impugnación de actos 
concretos de ejecución, ni de resolución judicial alguna, sino de mero recono-
cimiento de preferencia crediticia extrayendo las consecuencias procesales del 
privilegio del tercero, la LEC permite que entre en la ejecución pendiente un 
tercero pidiendo que su crédito sea satisfecho con preferencia al del ejecutan-
te (art. 614.1), a través de la tercería de mejor derecho, o de preferencia. 
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Por tanto, 10 que se persigue con esta tercería de mejor derecho es evitar el 
acto del pago al ejecutante sin haber sido satisfecho íntegramente el crédito del 
tercer, pero justamente partiendo de la regularidad de todas las resoluciones y 
actuaciones ejecutivas, según estudiaremos con más extensión. 
4. LA IMPUGNACIÓN DE ACTOS CONTRADICTORIOS 
CON TÍTULOS JUDICIALES 
Se abre un incidente de impugnación especial cuando el tribunal provea en 
contradicción con la resolución judicial que se esté ejecutando (art. 563.1 LEC), 
lo que, sin suficiente justificación, no se extiende a la ejecución de laudos o re-
soluciones arbitrales, cuando el contenido del título de condena puede ser idén-
tico en ambas categorías de resoluciones, precisando unas y otras de interpreta-
ción por su complejidad, y por eso mismo siendo susceptibles de vulneración 
por actos contrarios a 10 ordenado en ellas. 
Cuando provea en contradicción con la resolución que se ejecute puede in-
terponerse un recurso de reposición y, si fuera desestimado, podrá recurrirse en 
apelación. 
Como es natural, tal posibilidad solamente es viable si por razón del tribunal que esté cono-
ciendo de la ejecución cupiera este recurso devolutivo, lo que no sucedería si el tribunal que co-
noció en la primera instancia por razón de la persona del demandado hubiera sido la Sala de lo Ci-
vil de un TSJ o la del TS. 
Cuando los recursos se fundamenten en la contradicción de las actuaciones 
ejecutivas con la sentencia o el auto judicial que se ejecuta, se podrá pedir la sus-
pensión de la concreta actividad de ejecución forzosa que se impugne, y dicha 
suspensión se concederá si se presta caución suficiente para responder de los 
daños que el retraso pueda causar a la otra parte (art. 563.2). 
En la LEC de 1881 se establecía un recurso de casación con base en esta infracción, que laju-
risprudencia concebía como encaminado a determinar si la resolución dictada en ejecución se ajus-
taba a la sentencia que puso fin al debate o por el contrario lo proveído en la fase ejecutoria se ha-
llaba en contradicción con el fallo, puesto que el error que puede invocarse envolvía en el fondo 
un exceso de poderes ejecutivos por transgresión de los términos de la ejecutoria (STS de 25 de 
septiembre de 1978). Sin embargo, se entendía que no e~iste extralimitació~ del juez ~e la ej~cu­
ción cuando los pronunciamientos no se oponen sustancialmente al contenido de la eJecutona, o 
se limitan a fijar las obligadas deducciones y el verdadero alcance de la resolución que se ejecuta, 
esclareciendo cualquier duda, salvando antítesis u obteniendo todas las consecuencias de las pre-
misas sentadas, ya que todo ello puede ser necesario para convertir en efectivas las declaraciones 
del fallo (SSTS de 17 de abril de 1979,25 de septiembre de 1978, II de marzo de 1972,27 de fe-
brero de 1971 o 23 de octubre de 1967). 
STC 177/1999, de 27 de febrero (RJA 1135): «CUARTO.-En el segundo motivo, único que 
resta por estudiar, se alega que el auto recurrido ha resuelto en contradicción con lo ejecutoriado, 
y su argumentación responde, en síntesis, a cuanto sigue: La primera resolución recaída que habla 
de intereses es el Auto de 15 de enero de 1992, que fija el crédito que ostenta el señor A en 23.072.875 
pesetas, cantidad que devengará el interés legal desde la fecha de 3 de julio de 1987. El "interés le-
gal" a que se refiere no puede ser otro que el establecido en el artículo 921 de la Ley de Enjuicia-
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miento .Civil, al estar dictado en ejecución d.e sentencia que condott.a al pago cW ~tj4ad lí-
quida. El auto que se recurre contraria lo ejecutoriado, pues está aprobando y Juu;ien¡Jq Buya una 
liquidación de intereses no ajustada al artículo 921 de la Ley de Enjuiciamiento Civil tanto por li-
quidarlos a interés compuesto, efectuando una capitalización de intereses no prevista ni perÍnitida, 
como por fijar una fecha final de devengo de intereses distinta de la que establece dicho articulo. 
Ni la Ley Procesal ni el Código Civil contienen previsión alguna sobre capitalización de intereses; 
no hay norma, en nuestro sistema legal, que permita el cálculo de intereses en la forma aprobada 
por el auto recurrido. Así lo viene a reconocer el propio auto en su razonamiento juridico prime-
ro. El Código Civil, que no es aplicable al supuesto contemplado, establece el devengo de intere-
ses por los intereses vencidos desde que son reclamados judicialmente, pero no que los intereses 
devengados a partir de la reclamación judicial por el principal y los intereses vencidos puedan, 
anualmente, capitalizarse y devengar intereses en el próximo periodo anual. No se conoce ningu-
na resolución judicial en que se hayan liquidado los intereses previstos en el artículo 921 de la Ley 
de Enjuiciamiento Civil al interés compuesto o, dicho de otro modo, capitalizando los intereses de-
vengados en cada periodo anual por la cantidad líquida objeto de condena para que devenguen in-
tereses en el siguiente período anual. Y la fecha final del devengo de intereses, según el artículo 
921 del Código Civil, es aquella en que la sentencia resulta totalmente ejecutada, y ésta no puede 
ser otra que la de la consignación efectuada por esta parte, 30 de diciembre de 1993. En primer 
lugar, porque tal consignación fue tenida por hecha por el Juzgado por providencia de 1 de febre-
ro de 1994, y tal providencia no fue recurrida por el señor A. que no ha impugnado la eficacia de 
dicha consignación. Y en segundo, frente a lo que sostiene el auto recurrido, la consignación efec-
tuada por esta parte es una verdadera consignación y produce, desde la fecha en que se efectúa, to-
dos los efectos del pago. 
»QUINTO.-Hay que tener en cuenta que el Auto de 15 de enero de 1992, recaído en el inci-
dente de ejecución de sentencia, tan sólo se limitó a señalar que la suma que establecía respecto al 
crédito que ostentaba el señor A., devengará el interés legal desde la fecha de 3 de julio de 1987, 
pero sin contener razonamiento alguno acerca del modo y forma de realizar el cómputo de los in-
tereses correspondientes, así como tener en cuenta que en nuestro ordenamiento no existe ningu-
na norma sobre capitalización de intereses. No obstante, nuestro ordenamiento jurídico, está ins-
pirado en el principio general del 'favor debitoris ", y tal posibilidad de capitalización de intereses 
no se encuentra avalada por el artículo 921 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, ni, aún menos, en 
el artículo 1.109 del Código Civil al autorizar únicamente que «los intereses vencidos devengarán 
el interés legal desde que son judicialmente recJamados», bastando estas consideraciones, en pun-
to a concluir que 'el Tribunal "a quo " resolvió de manera desacertada la meritada cuestión y ello, 
vino a suponer que su resolución incurrió en contradicción con lo ejecutoriado, y de aquí, que pro-
ceda estimar el segundo motivo de recurso de casación de que tratamos y, consecuentemente, ca-
sar la resolución recurrida. 
»SEXTO.-Igualmente, el motivo de referencia ha de ser estimado respecto a la otra cuestión 
en él suscitada: fijación de la fecha final del devengo de intereses, en cuanto que la misma debe 
establecerse en la de 30 de diciembre de 1993, en coincidenoia con la del ingreso bancario que tuvo 
lugar, máxime, cuando el Juzgado lo tuvo por hecha en providencia de 1 de febrero de 1994, y cuan-
do no es posible omitir que estamos en presencia de un incidente en ejecución de sentencia, por lo 
que la prevalencia de la fecha primeramente señalada no implica contrariar lo dispuesto en los ar-
tículos 1.176 y siguiente del Código Civil.» 
STS de 297/1997, de 16 de abril (RJA 2868): «PRIMERO.-[ ... ] La sentencia de la Audiencia 
Provincial de La Coruña, Sección Cuarta, dictó Sentencia en fecha 14 de febrero de 1989 en cuya 
parte dispositiva se declaró, entre otros pronunciamientos: B) Que es inadecuada e inaceptable di-
cha partición en cuanto a la valoración de los bienes de esta herencia tal y como se hizo y figura 
en el antedicho Cuaderno Particional; disponiendo que se practique una nueva partición en la que 
se tome como base para la tasación de los bienes de esta herencia el valor real e individualizado de 
los mismos que figura asignada en la valoración pericial técnica realizada por el Ingeniero Técni-
co don Jaime M. F.; o en otro caso, con arreglo a la tasación que apruebe o disponga el Juzgado, 
atendiendo al criterio establecido en el artículo 1.074 del Código Civil. 
»En ejecución de sentencia, en el Juzgado de Primera Instancia número 1 de La Coruña se dictó 
Auto de fecha 14 de abril de 1992 cuya parte dispositiva es: Que el Procurador señor G. M: presen-
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te la relación a que se refiere el artículo 928 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, tomando como base 
la valoración pericial del señor M. F., con inclusión de los intereses que estime pertinentes. 
»Apelado el anterior Auto, la Audiencia Provincial de La Coruña, Sección 4.", dictó Auto cuya 
parte-dispositiva es: Estimar el recurso interpuesto por don Manuel, doña Ramona y doña Purifi-
cación F. R, contra el Auto dictado con fecha 14 de abril de 1982 por el Juzgado número 1 de La 
Coruña y revocar en parte dicho Auto, resolviendo que la representación de don Antonio, don Luis 
y don Alfredo F. R presente la relación a que se refiere el artículo 928 de la Ley de Enjuiciamien-
to Civil, tomando como base las valoraciones periciales practicadas en los autos o, en todo caso, 
la tasación que apruebe o disponga el Juzgado atendiendo el criterio que establece el artículo 1.074 
del Código Civil. 
»SEGUNDO.--Contra el anterior Auto han interpuesto el presente recurso de casación donAn-
tonio, don Luis y don Alfredo F. R, articulado en tres motivos que se reconducen a la misma base 
fáctica y juridica. Se basa el primero en el artículo 1.687, número 2.° de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil en el sentido de que contradice el fallo de la mencionada sentencia firme. Y efectivamente se 
ha producido tal contradicción: la sentencia en su apartado B del fallo hace una declaración y or-
dena la práctica de una partición de determinada manera; el auto recurrido la ordena de otra. Di-
cho apartado B, transcrito en el anterior fundamento, está correctamente desarrollado en ejecución 
de Sentencia por el Auto del Juzgado de Primera Instancia, de 14 de abril de 1992. 
»Por el contrario, el Auto de la Audiencia, recurrido en casación, quebranta la norma constitu-
cional del articulo 118 de la Constitución, la norma básica del articulo 18.2 de la Ley Orgánica del 
Poder Judicial y la norma procesal del artículo 363 de la Ley de Enjuiciamiento Civil. Además de 
que el Tribunal Constitucional ha reiterado el principio de invariabilidad de las sentencias, como 
anejo al derecho a la tutela judicial efectiva, en sentencias que no contemplan un caso como el pre-
sente, ciertamente insólito, pero que permiten mantener el prirtcipio (se trata de supuestos en que, 
no un Auto de ejecución, sino uno de aclaración modificaron el fallo): Sentencias 57/1995, de 6 
de marzo, 82/1995, de 5 de junio, y 23/1996, de 13 de febrero. 
Por ello, procede estimar el recurso de casación formulado.» 
STS 1141/1995, de 30 de diciembre (RJA 9617): «CUARTO.-Es claro que se vulnera el ar-
tículo 18 de la Ley Orgánica del Poder Judicial cuando las sentencias no se ejecutan en sus propios 
términos. El Tribunal Constitucional en numerosas sentencias ha reconocido el derecho a la eje-
cución de las sentencias judiciales en sus propios términos, como formando parte del contenido 
del artículo 24.1 de la Constitución Española (Sentencia del Tribunal Constitucional 107/1987, de 
28 de octubre, Sentencia del Tribunal Constitucional 92/1988, de 23 de mayo, entre otras). Y este 
ineludible mandato de ejecutar y cumplir las sentencias firmes --como declaró el Tribunal Supre-
mo en Sentencia de 13 de febrero de 1990 (RJ 1990/3081)- incluye y comprende también a aque-
llas sentencias que contengan disposiciones manifiestamente erróneas, ya que, la rectificación o 
revocación de estas decisiones se tiene que llevar a cabo por el cauce de la interposición de los per-
tinentes recursos que contra tales sentencias se pueden entablar, de tal forma que si la parte perju-
dicada por esas decisiones acepta y acata, aquietándose a ellas al no formular recurso alguno con-
tra la sentencia, y ésta adquiere firmeza legal, no puede luego dicha parte pretender que en la 
ejecución de esa sentencia se rectifiquen los errores o disposiciones contrarias a la ley que se ha 
aludido, ni que esta ejecución se lleve a efecto como si las disposiciones de la sentencia que se pre-
tende cumplir, fuesen correctas, ya que esto implicaria ir contra lo ejecutoriado, de lo que se de-
duce y desprende que las sentencias firmes equivocadas o desacertadas tienen que ser cumplidas 
conforme a lo que en ellas se dice, respetando totalmente sus mandatos, aunque no se ajusten a lo 
que la Ley dispone, sin que en su ejecución se pueda efectuar ninguna rectificación de los mismos, 
ni aplicar ninguna de las consecuencias legales que corresponderán a la ejecución de una senten-
cia cuyas decisiones se hubiesen acomodado a 10 que la ley ordena. 
»QUINTO.-Asimismo se Vulnera el artículo 267.1 de la Ley Orgánica del Poder Judicial si el 
órgano jurisdiccional (fuera de la limitada permisión que expresa la proposición segunda del men-
tado precepto) varia una sentencia que pronunció después de firmada e igualmente se infringe el 
artículo 408 de la Ley de Enjuiciamiento Civil si no se respeta el mandato que establece: transcu-
rridos los plazos señalados para preparar, interponer o mejorar cualquier recurso sin haberlo rea-
lizado, quedará de derecho, consentida y pasada en autoridad de cosa juzgada la resolución judi-
cial a que se refiera. 
oc' »SEXTO~-En el caso que se examina la sentencia de segunda instantia'lll'supart.4ispositi-
va, frente al pronunciamiento estimatorio en parte de la demanda, que so ex¡,fiata .. la condena a 
la entidad demandada al pago de la cantidad de catorce millones trescientas cuarenta y,tres mil seis-
cientas veintisiete pesetas (14.343.627), de manera clara y rotunda estima en parte el recurso y re-
voca la de primera instancia en el sentido de añadir expresamente a la condena de la dicha canti. 
dad, l~ ,de pagar los intereses legales desde la presente reclamación, esto es, no sugiere ningún 
resquIcIo por donde se vea, desde una perspectiva objetiva que la voluntad del órgano jurisdiccio-
nal adolezca de ambigüedad o equivocidad, puesto que aparece manifestada de una manera ine-
qWyoca, concreta e indubitada" 
»SÉPTIMO.-No cabe que se acepte la tesis mantenida por la resolución recurrida al conside-
rar que la eliminación de la condena al pago de los intereses, en la forma reconocida en el fallo, 
obedece a la corrección de un simple error material, por indebida transcripción, para cuyo come-
tid':l tiene la Sala incluso poderes, de oficio, ya que la modificación cambia el sentido de la reso-
lUCión, implica un juicio valorativo y exige apreciacíones de calificaciónjuridica (vide STC 16/1993, 
de 18 de enero de 1993), Y el dicho error no se deduce con toda certeza del propio texto de la sen-
tencia sin necesidad de hipótesis, deducciones o interpretaciones. 
»OCTAVO.-Ni siquiera los argumentos que, en equidad, pudieran valorarse como explicati-
vos del error empleados por el auto recurrido son admisibles: a) no obstante que el fundamento ju-
rídico sexto expresa alguna ambigüedad y denota posible contradicción con la parte dispositiva, su 
tenor --desde luego-- desafortunado, no Permite una clara conclusión, dado que en el asunto se 
debatió sobre diversos aspect()s de los intereses en relación con la swna reclamada, con peticiones 
que se extendían a reclamar su devengo, con anterioridad al momento del planteamiento de la re-
clamaciónjudicial; b) la parte dispositiva de una sentencia prevalece sobre sus fundamentos, a no 
ser que la posible incongruencia interna de la sentencia haya sido combatida con éxito de la ma-
nera adecuada; e) no tiene carácter de razonamiento con conclusión inexcusable el relativo a la im-
procedencia de la condena al pago de intereses desde la fecha de interposición de la demanda, cuan-
do la reclamación no versa sobre cantidad líquida, pues la jurisprudencia de esta Sala ha establecido 
el criterio, ya reiterado en varias senurncias, que considera que dicho principio ni tiene carácter ab-
soluto, ni debe generalizarse, salvo ~ casos de indeterminación completa, no cuando los paráme-
tros de fijación de la cantidad (como ocurre en el <;¡lSo,que se debatió) responden a pautas fijas, 
pues en otro caso, se prima la litigiosi4ad amparada en los beneficios que la inflación reporta, con 
la demora en los pagos, entre otras razol1es c;ie jus\Ícia», 
CAPíTULO IX 
LA SUSPENSIÓN DE LA EJECUCIÓN 
1. CONCEPTO 
Con carácter general, la paralización de la actividad procesal es algo que ob-
viamente impide o rompe el desarrollo normal del proceso, y petjudica su rápi-
da finalización afectando a la tutela judicial que se dispensa. Con más claridad, 
cuando se está tramitando la ejecución forzosa y ya no está en cuestión el dere-
cho del ejecutante, la actividad judicial debe acelerarse y satisfacer con rapidez 
al acreedor en su derecho. 
Por eso mismo, la regla general que establece la LEC es que sólo cabe sus-
pender la ejecución cuando se ordene de modo expreso, o así lo acuerden todas 
las partes personadas en la ejecución (art. 565.1), lo que tiene reflejo indepen-
diente según se trate de suspensión de toda la actividad ejecutiva o de alguna di-
ligencia o actuación concreta, 
De todos modos, aun después de decretada la suspensión, podrán adoptarse o 
mantenerse medidas de garantía de los embargos acordados y se practicarán, en 
todo caso, los que ya hubieren sido acordados (art. 565.2). 
2, SUSPENSIÓN DE LA ACTIVIDAD EJECUTIVA 
Por mucho que efectivamente ha limitado la LEC los supuestos de suspensión 
son varios los casos en que ordena que se suspenda toda la actividad ejecutiva, 
comenzando por el acuerdo de las partes, hasta otros actos no contemplados es-
pecíficamente entre las causas de suspensión como el planteamiento de la de-
clinatoria o de alguna causa de oposición. 
A) SUSPENSIÓN POR LA REVISIÓN O LA AUDIENCIA 
AL REBELDE CONTRA EL TíTULO 
Una de las causas de suspensión de la ejecución es la presentación de una de-
manda de revisión de la sentencia firme que se estuviera ejecutando o de resci-
sión de la misma, cuando fue dictada en rebeldía. Sin embargo, la regla general 
es que la admisión de la demanda en esos procesos no tiene efectos suspensivos 
(arts. 504 y 515). 
Pues bien, permite la LEC que, una vez admitida la demanda para rescindir 
sentencias firmes a través de esos procesos extraordinarios, el que los promovió 
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pueda solicitar y obtener, previa audiencia del Ministerio Fiscal, la suspensión 
de la ejecución, que ordenará el órgano judicial ante quien se esté siguiendo, si 
las circunstancias del caso lo aconsejaran, pero exigiendo siempre caución, pre-
cisamente por el valor de lo litigado y los daños y petjuicios que pudieren irro-
garse por la inejecución de la sentencia (art. 566.1). 
La suspensión se habrá de alzar en el momento en que le conste al órgano de 
la ejecución, por cualquier medio, que se ha desestimado la demanda en el pro-
ceso extraordinario instado (art. 566.2). 
Sin embargo, cuando se dicte sentencia de rescisión en el proceso de audien-
cia contra la dictada en rebeldía, a instancia de parte debe mantenerse la sus-
pensión ya ordenada, u ordenarse si no se hubiera acordado antes (art. 505.2); 
en tal caso, ha de entenderse que la suspensión durará hasta el momento en que 
se resuelva en el juicio rescisorio. 
Cuando en el juicio rescisorio se dicte sentencia absolutoria (arts. 507 y 508), 
o se estime la demanda de revisión, se sobreseerá en la ejecución (art. 566.3). 
Pero, por un principio de conservación de los actos ejecutivos, ordena la ley que 
si en la audiencia al rebelde se dicta sentencia rescisoria con el mismo conteni-
do que la rescindida o, siendo distinto, tuviere pronunciamientos de condena, se 
considerarán válidos y eficaces los actos de ejecución anteriores en lo que fue-
ren conducentes para lograr la efectividad de los pronunciamientos de dicha sen-
tencia (art. 566.4). 
B) SUSPENSIÓN POR PREJUDICIALIDAD PENAL 
También se suspende la ejecución por prejudicialidad penal, pues aunque los 
tribunales civiles deben conocer a los solos efectos prejudiciales los asuntos atri-
buidos a los de otro orden jurisdiccional, esta regla no rige para los asuntos pe-
nales (art. 40). . 
Cuando se inicie un proceso penal basado en hechos delictivos relacionados 
con el título ejecutivo o con el despacho de la ejecución forzosa, se decretará la 
suspensión de ésta, oídas las partes y e.l Ministeriq Fiscal, si los hechos, de ser 
ciertos, llegaran a determinar la falsedad o nulidad del título o la invalidez o ili-
citud del despacho de la ejecución (art.569.l). Lo propio ocurre en las ejecu-
ciones hipotecarias, en donde se decretará la suspensión cuando se acredite la 
existencia de un proceso penal sobre cualquier hecho de apariencia delictiva que 
determine la falsedad del título, la invalidez o ilicitud del despacho de la ejecu-
ción (art. 697). 
En otro caso, la regla legal es la continuación de la ejecución forzosa, de modo 
que la presentación de denuncia o la interposición de querella en que se expon-
gan hechos de apariencia delictiva no determinarán, por sí solas, que se decrete 
la suspensión (art. 569.1). 
La formulación legal no impide, desde luego, que puede decretarse la suspensión de la ejecu-
ción si los hechos relatados en los escritos que inicien el proceso penal, relacionados con el título 
o el despacho de ejecución, son de tal entidad que el órgano judicial, desde luego a instancia de 
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parte, y también con audiencia del Ministerio F~scal y de las partes de la ejecución, considera ade-
cuada la medida, de suspenderla hasta que finahce el proceso penal. 
Sea como fuere, y en todos los casos, la LEC autoriza proseguir la ejecu: 
ción, alzando la suspensión que se hubiere acordado, o antes de decr~tarla, SI 
el ejecutante presta caución suficiente para responder de lo que perCIba y de 
los daños y perjuicios que la ejecución produzca al ejecutado (art. 569.3). 
Este precepto puede dar lugar a situaciones irreversibles incluso cuando apa-
rezca prima Jacie suficientemente fundada la denuncia o querella, de modo 
que resultaría muy oportuno atemperar esta automática facultad del ejecu-
tante para proseguir, y finalizar la ejecución, cuando se esté sustanciando un 
proceso penal sobre todo cuando pueda ser determinante de la falsedad del 
título o provoque la invalidez del despacho de la ejecución y, por tanto, de 
todo lo actuado. 
La suspensión se mantendrá hasta la finalización del proceso penal, o hasta 
cuando se acredite que está paralizado por motivo que haya impedido su normal 
continuación (art. 40.6). 
Si el proceso penal finaliza por resolución en que se declare la inexistencia 
del hecho o no ser éste delictivo, el ejecutante podrá pedir indemnización de 
daños y perjuicios, que se habrá de cuantificar del modo previsto en los ar-
tículos 712 y siguientes de la LEC (art. 569.3). 
C) SUSPENSIÓN POR EL PLANTEAMIENTO DE OPOSICIONES 
La regla general del seguimiento de las actuaciones ejecutivas con indepen-
dencia de las posibles contingencias que ocurran durante la sustanciación de la 
ejecución forzosa, ha de tener un reflejo inmediato en los medios de impugna-
ción y de oposición. 
a) Como es natural, la LEC debe ordenar que la interposición de recursos 
ordinarios no suspenderá, por sí misma, el curso de las actuaciones ejecutivas 
(art. 567), así como disponer expresamente que el planteamiento de la oposición 
de fondo tampoco suspende el curso de la ejecución (art. 556.2). Para todos los 
demás casos, de acuerdo con la proclamación general de que sólo se suspende 
cuando la ley lo ordena de modo expreso, ni los recursos, ni tampoco la impug-
nación de infracciones legales durante la ejecución por la vía del incidente in-
nominado del artículos 562.1.3.°, autorizan a suspender el curso de las actua-
ciones o de la medida a que se refiera. 
Sin embargo, de modo excepcional se permite en el artículo 567 que si el ej~­
cutado acredita que la resolución frente a la que recurre le produce daño de dI-
ficil reparación podrá solicitar del tribunal la suspensión de la actuación recu-
rrida, prestando caución suficiente para responder de los petjuicios que el retraso 
pudiera producir. 
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. b) El planteamiento de algunas causas de oposición a la ejeouciótnambién 
provoca la suspensión de la misma, como ocurre con la declindtoria;que surte 
el efecto de suspender, hasta que sea resuelta, el curso de la ejecución (art. 64.1). 
Asimismo, cuando la oposición se funda exclusivamente en la pluspetición y 
el ejecutado pone a disposición del órgano judicial, para su entrega al ejecutan-
te, la cantidad que efectivamente considera debida, se suspenderá también la eje-
cución (art. 558.1). 
Lo propio sucede cuando, en los procedimientos de ejecución hipotecaria o 
prendaria, se formula oposición fundada en los supuestos tasados de extinción 
de la garantía o de la obligación, error en la determinación de la cantidad exigi-
ble o la sujeción de bienes muebles dados en garantía a otra prenda, hipoteca o 
embargo inscritos con anterioridad, pues una vez formulada se suspenderá la eje-
cución (art. 695.2). 
D) SUSPENSIÓN POR SITUACIÓN CONCURSAL 
La suspensión de la ejecución singular sobre alguna obligación del ejecuta-
do, o sobre alguno de sus bienes o derechos ha de acordarse desde el momento 
en que el órgano judicial conozca que el ejecutado se encuentra en situación de 
suspensión de pagos, concurso de acreedores o quiebra (art. 568), cualquiera 
que sea la forma en que tenga conocimiento de tal circunstancia. 
Sigue la LEC el criterio de mantener la vis atractiva de los procesos univer-
sales sobre los singulares, para preservar el principio capital del derecho con-
cursal de la par conditio creditorum. Para evitar que el patrimonio del deudor 
común se diluya en múltiples ejecuciones singulares, en detrimento de los acree-
dotes menos diligentes o con unctédito de la misma clase pero de vencimiento 
posterior, impone"la LEC qUe se suspendan las ejecuciones en el estado en que 
se hallen, de modo que habrán de paralizarse las operaciones en curso salvo la 
práctica de los embargos y la adopción de las medidas de garantía de' los mis-
mos (art. 565.2). 
Esta disposición se excepciona en los casos de las ejecuciones sobre bienes 
hipotecados o pignorados, en cuyo caso se permite tanto el inicio de la ejecu-
ción como la continuación del procedimiento que se dirija exclusivamente con-
tra los bienes sobre los que se constituyó la garantía, de modo que la ejecu-
ción seguirá hasta la satisfacción del acreedor y, en su caso, de los acreedores 
hipotecarios posteriores, dentro de los límites de sus respectivas garantías hi-
potecarias, remitiéndose el remanente, si lo hubiere, al procedimiento con-
cursal (art. 568). 
E) SUSPENSIÓN POR ACUERDO DE LAS PARTES 
. <;omo regla gener,al, trasunto del principio dispositivo que rige en el proceso 
clvll y a la autonomla de la voluntad, admite la LEC que se suspenda la ejecu-
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ción cuando así lo acuerden todas las partes personadas (art. 565.1), lo que ha-
bilita para solicitar la suspensión en cualquier momento, por muy avanzadas que 
se encuentren las actuaciones, pero al propio tiempo exige que estén de acuer-
do todas las partes, evitando convenios que pudieran dejar menoscabados los 
derechos o intereses de alguna de las partes de la ejecución. 
Esta norma es concreción de la contenida dentro de las disposiciones gene-
rales, que permite a las partes solicitar la suspensión y el órgano judicial lo acor-
dará mediante auto siempre que no perjudique al interés general o a tercero, sin 
que el plazo de la suspensión pueda superar los sesenta días (art. 19.4). Trans-
currido el plazo por el que se acordó la suspensión, nadie pidiere la reanudación 
del proceso en los cinco días siguientes, se archivarán provisionalmente las ac-
tuaciones y permanecerán en tal situación mientras no se solicite la continua-
ción del proceso (art. 179.2). 
Se alzará la suspensión y se reanudará el procedimiento cuando lo solicite 
cualquiera de las partes (art. 179.2) 
3. SUSPENSIÓN DE CONCRETAS ACTUACIONES EJECUTIVAS 
Además de la suspensión de toda la ejecución forzosa, en no pocas ocasiones 
prevé la LEC la de alguna diligencia o actuación concretas. 
a) Tal sucede cuando la ejecución se sigue a causa de deudas propias de uno 
de los cónyuges y se persiguen bienes comunes a falta o por insuficiencia de los 
privativos, el embargo de los comunes habrá de notificarse al cónyuge no deu-
dor. En este caso, si el no deudor opta por pedir la disolución de la sociedad con-
yugal se suspende la ejecución respecto de los bienes comunes, en tanto se re-
suelve lo procedente sobre división del patrimonio (art. 541.3). 
b) Asimismo, cuando se denuncia la contradicción de las actuaciones eje-
cutivas con la sentencia o el auto judicial que se ejecuta por medio de los re-
cursos de reposición o de apelación, en cuyo caso se podrá pedir la suspensión 
de la concreta actividad de ejecución forzosa que se impugne, y dicha suspen-
sión se concederá si se presta caución suficiente para responder de los daños que 
el retraso pueda causar a la otra parte (art. 563.2). 
c) Además, puede evitarse el embargo de bienes si el ejecutado consigna la 
cantidad por la que se hubiese despachado (art. 585). 
d) La admisión de la demanda de tercería de dominio lleva aparejada tam-
bién la suspensión de la ejecución respecto del bien a que se refiera (arts. 598.1 
y 696.2) . 
e) Cuando el ejecutante, el ejecutado y quien acredite interés directo en la 
ejecución pidan al órgano judicial que convoque una comparecencia para lograr 
un'convenio de realización de los bienes hipotecados, pignoriu:k*'();eMbarga-
dos, frente a los que se dirige la ejecución, y si en ella se Uegase;a:un'ilcuerdo 
se suspenderá la ejecución respecto del bien o bienes a que se refiera dicho acuer~ 
do (art. 640.3). 
CAPÍTULO X 
LAS COSTAS PROCESALES 
1. CRITERIO GENERAL 
Todas las costas de la ejecución corren, por ministerio de la ley, a cargo del 
ejecutado sin necesidad de que el órgano judicial tenga que hacer pronuncia-
miento alguno a ese respecto, imponiéndolas al deudor. 
Sin embargo, no puede desconocer la LEC que la ejecución se insta precisa-
mente porque el deudor no ha cumplido voluntariamente con lo ordenado en el 
título, obligando al ejecutante a instar la ejecución, de modo que igualmente, sea 
porque no quiera, sea porque carezca de bienes para ello, los desembolsos que 
hayan de hacerse durante la ejecución, aunque sean a cargo del ejecutado, no se 
van a obtener con su concurso. 
Así pues, la LEC prevé que el ejecutante deba satisfacer por adelantado los 
gastos y costas que se vayan produciendo, salvo los que correspondan a actua-
ciones que se realicen a instancia del ejecutado o de otros sujetos, que deberán 
ser pagados por quien haya solicitado la actuación de que se trate (art. 539.2.11). 
2. SUPUESTOS EN QUE DEBE HACERSE PRONUNCIAMIENTO 
SOBRE COSTAS 
Como excepción a esa regla general, dispone la LEC que cuando en actua-
ciones ejecutivas concretas se prevea expresamente pronunciamiento sobre cos-
tas, y sin perjuicio de los reembolsos que procedan cuando recaiga el pronun-
ciamiento del órgano judicial sobre las costas de esa actuación, las partes deberán 
satisfacer los gastos y costas que les correspondan (art. 539.2.1). Este precepto, 
que remite al artículo 241, dentro de las disposiciones generales, supone, de un 
lado, que cada parte deberá pagar los gastos y costas causadas a su instancia a 
medida que se vayan produciendo (art. 241.1) y, de otro lado, que los titulares de 
créditos derivados de actuaciones procesales podrán reclamarlos de la parte o par-
tes que deban satisfacerlos sin esperar a que el proceso finalice y con indepen-
dencia del eventual pronunciamiento sobre costas que en éste recaiga (art. 241.2). 
Prevé específicamente la LEC pronunciamientos sobre costas en la oposición 
a la ejecución sea por defectos procesales (art. 559.2) o de fondo (art. 561); en 
los incidentes de tercería de dominio (art. 603); en los incidentes de tercería de 
preferencia (art. 620.1); en los gastos derivados de las medidas que se hubieran 
solicitado para la publicidad de la subasta (art. 645.2), o en el incidente de fija-
[105] 
106 LA NUEVA LEY DE ENJUICIAMIENTO CIVIL. 'ffltfR>'tV 
ción de la cantidad determinada de daños y peIjuicios (art. 716), del equivalen-
te dinerario de una prestación no dineraria (art. 717), en la liquidación de fru-
tos, rentas utilidades o productos (art. 719.2), o en la rendición de cuentas de 
una administración (art. 720). 
SEGUNDA PARTE 
EJECUCIÓN PROVISIONAL 
CAPÍTULO XI 
LA EJECUCIÓN PROVISIONAL 
1. CONCEPTO 
Como regla general, son susceptibles de ejecución sólo las sentencias firmes 
de condena (art. 517.2.1.°), precisamente por la nota de inalterabilidad que les 
caracteriza -la llamada cosa juzgada formal- y que impide un pronunciamiento 
posterior en el mismo proceso sobre el obj.eto litigioso. Esta circunstancia se pro-
duce bien porque no quepa contra la sentencia ningún recurso; bien porque haya 
transcurrido el plazo para presentarlosin haberlo hecho (art. ~07), bien por-
que el recurso presentado resulte desierto (arts. 458.2, 471.III, 481.4, así como 
art. 449.2), o finalmente porque el recurrente haya desistido de él (art. 450). 
Sin embargo, a pesar de que la sentencia de condena recurrida (no firme) no 
aparezca dentro de la relación de títulos de ejecución, 10 cierto es que el orde-
nruviento jurídico permite, también como regla general, la ejecución de senteI)-
cias que no han adquirido firmeza; es decir, de resoluciones que, siendo sus-
ceptibles de recurso, han sido efectivamente recurridas. Por tanto, resultan conceptos 
que operan con total independencia la firmeza de la sentencia (lo que se llama 
cosa juzgada formal) y la ejecutabilidad de la resolución, cada uno de los cuales 
actúa en su esfera propia, y tanto es título de ejecución una sentencia recurrida 
(como ahora se expone), como no podrá ejecutarse una sentencia firme (como 
sucede con las sentencias meramente declarativas o constitutivas). 
La ejecución de una sentencia recurrida es la llamada ejecución provisional, 
denominación que puede provocar alguna confusión, ya que las actuaciones eje-
cutivas que se realizan no precisan de confirmación ni deben elevarse a defini-
tivas cuando el recurso se resuelva; más bien se trata de títulos cuya ejecución, 
a diferencia de 10 que sucede cuando la sentencia ha adquirido firmeza, queda 
condicionada a que no sea revocada por el órgano judicial que conoce del re-
curso. Así pues, no sólo es título de ejecución la sentencia firme de condena, sino 
también la sentencia de condena recurrida. 
Como fácilmente puede comprenderse, la ejecución provisional sólo procede 
respecto de resoluciones que, de ser firmes, fueran susceptibles de ejecución for-
zosa; es decir, únicamente podrán ser ejecutadas provisionalmente las resolu-
ciones de condena (art. 524) recurridas. Esto significa que no pueden ser obje-
to de ejecución provisional las sentencias absolutorias, ni las de naturaleza 
meramente declarativa o constitutiva; respecto de ellas ni siquiera cabe realizar 
actuaciones de ejecución impropias, a pesar de que teóricamente serían posibles, 
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pues el artículo 521.2 sólo permite inscripciones o modificaciones en Registros 
públicos de «sentencias constitutivas firmes». 
No puede predicarse de la ejecución provisional una naturaleza diferente de 
la ejecución de sentencias firmes, pues la actividad ejecutiva en ambos casos es 
idéntica, introduciéndose sin embargo en el caso de resoluciones recurridas el 
elemento de la revocabilidad del título. Por tanto, sólo deben estudiarse aquí los 
concretos supuestos en que la ejecución provisional se permite, y el procedi-
miento a seguir hasta el momento en que se decrete la ejecutabilidad de la re-
solución, remitiéndonos a los temas siguientes en cuanto a la concreta actuación 
judicial según el contenido de la condena. 
La ejecución provisional supone, de un lado y por encima de otras conside-
ra~iones, un reforzamiento de la posición del litigante que ganó la sentencia, a 
qUIen se le va a otorgar una tutela más inmediata. De otro lado, desestimula o 
reduce sensiblement~ los incentivos para la interposición de recursos por el con-
denado --que se sepa sustentando una oposición claramente infundada- sólo 
con fines dilatorios, para retrasar en la medida de 10 posible la efectividad del 
pronunciamiento judicial. Finalmente, supone para el juzgador de instancia un 
acicate en su posición, porque se verá avocado con frecuencia a decretar la eje-
cución de sus resoluciones, sin esperar a la revocación o confirmación de su fa-
llo por otro tribunal. 
Tal solución ya existía desde hace algunos años en el orden jurisdiccional so-
cial,. y ha sido objeto de importantes pronunciamientos del Te, que resultan ex-
tenSIbles, mutatis mutandis, al proceso civil. 
STC (Sala 2.") 105/1997, de 2 de junio: «2. Con carácter general, este Tribunal ha manifesta~ 
do que el derecho a la ejecución provisional de las :¡entencias no es un derecho fundamental com-
p~!1dido en el artículo 24.1 CE, sino que viene establecido,. en su caso, por el legislador y se en-
cuentrá sometido a éiertos requisitós sobre su procedencia o improcedencia que deben ser valorados 
por los órganos judiciales (SSTC 80/1990, 87/1996; ATC 103/1993). 
»Sin embargo, por lo que se refiere específicamente al procedimiento laboral la denomi-
nada ejecución provisional presenta una serie de particularidades cuya finalidad c¿nsiste tanto 
en evitar recursos me.r;amente dilator,i(~s de la parte condenada como dotar de eficacia inmediata 
a la.resolución que estima la pretensión del t~abajador, considerando la situacjón en la que ha 
p.odid~ quedar. Actúa por tanto como' mecamsmo compensador de la desigual posición mate-
nal eXistente e~tre las .partes, en el contexto de un proceso como el laboral, dirigido precisa-
mente a garantizar la Igllaldad efectiva y no meramente formal de aquéllas (SSTC 3/1983, 
14/1983, 114/1983,20/1984 y 125/1995) y en el que prima esencialmente la resolución de ins-
tancia y la ~pari~~cia de ~~rtidumbre creada por ella. Este Tribunal ha entendido que las car-
ga~ que la eJecuclOn provlslOnal suponen para la parte condenada no son desproporcionadas ni 
leSivas de su derecho a !a tutela judi.cial, precisamente por la finalidad que cumplen en relación 
a los derechos reconOCidos al trabajador en la sentencia de instancia (SSTC 80/1990 61/1992 
Y AATC 767/1986 y 103/1993). ' 
»En este orden de cosas,.la.Ley de Procedimiento Laboral (arts. 287 ss.) regula una serie de su-
puestos con a~~sadas especlahdades respecto de la ejecución provisional común, cada uno de ellos 
c?n s~s c0l'l:~clOnes, alca~ce y margen conferido al órgano judicial en la configuración del título 
ejecutivo, fijando una sene de obligaciones cuyo incumplimiento ha sido estimado en ciertos su-
puestos por este Tribunal como lesivo del derecho a la ejecución de las sentencias (así, SSTC 
234/1992 y ~04/1~9~~. Tales obligaciones son autónomas respecto de lo que después se resuelva 
en la sente~cla deflmtlva, de forma que l.as eventuales vulneraciones del artículo 24.1 CE que pue-
dan prodUCirse en esta fase, no quedan vmculadas al desarrollo posterior del procedimiento (SSTC 
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234/1992, 104/1994,8711996), lo que en este caso sirve para.rechazar la alegación de la empresa 
de que la sentencia de instancia fue posteriormente revocada en suplicación. 
»Pues bien, de entre todos los supuestos previstos en la LPL, el que recoge el artículo 301 pre-
senta caracteristicas propias, ya que reconoce en realidad la ejecutividad inmediata de la sentencia 
aun cuando ésta no sea firme, al establecer que "Las sentencias que recaigan en los procesos de 
conflicto colectivo, en los de impugnación de los convenios colectivos y en los de tutela de los de-
rechos de libertad sindical y demás derechos fundamentales, serán ejecutivas desde que se dicten, 
según la naturaleza de la pretensión reconocida, no obstante el recurso que contra ellas pudiera in-
terponerse". Tal es el precepto que ha' determinado la presente demanda de amparo, por lo que ha 
de considerarse si el hecho de que la resolución impugnada haya recaído en un procedimiento de 
tutela de derechos fundamentales en el que se reconoció la existencia de una lesión de la libertad 
sindical tiene, en este caso, una significación específica y relevante en el momento de valorar, des-
de la perspectiva constitucional, la decisión judicial que ha denegado su ejecutividad provisional. 
»3. La ejecutividad inmediata de la sentencia dictada en los procedimientos de tutela de de-
rechos fundamentales, aun cuando se interponga recurso contra aquélla, forma parte de las espe-
cialidades que conforman esta modalidad procesal. De modo que a las razones ya expuestas sobre 
el fundamento de la denominada ejecución provisional en el proceso laboral se añade en este caso, 
significativamente, la garantía de reparación inmediata que aquélla supone cuando el órgano judi-
cial ha declarado la existencia de la lesión de un derecho fundamental. Una finalidad a la que nin-
gún reproche constitucional cabe hacer habida cuenta del papel que cumplen, con carácter gene-
ral, las normas que integran la protección jurisdiccional de los derechos fundamentales, precisamente 
en atención a lo que éstos representan en el diseño constitucional. 
»De esta forma, el control de la resolución judicial que deniega esta especial ejecución provi-
sional requiere un mayor rigor, al estar en juego derechos fundamentales de orden material (STC 
112/1996, FJ 2). Establecidas por el legislador las especialidades procesales que articulan la pro-
tección jurisdiccional de aquéllos, son los órganos judiciales ordinarios los que asumen en primer 
término la tarea de aplicarlas para la plena efectividad y reparación real de tales derechos. Esta-
mos así ante decisiones judiciales especialmente cualificadas, con carácter general, en función del 
derecho material sobre el que recaen, sin que a este Tribunal, garante último de los derechos fun-
damentales a través del recurso de amparo, pueda resultarle indiferente aquella cualificación cuan-
do se impugnan ante él este tipo de resoluciones. Así, no toda decisión judicial que deniega la eje-
cución provisional de una sentencia que ha estimado la lesión de un derecho fundamental resulta 
necesariamente aceptable, ya que en ella no sólo se encuentra en juego el derecho a dicha ejecu-
ción, sino que puede producir un efecto derivado o reflejo sobre la reparación del derecho funda-
mental cuya vulneración ya ha sido declarada por el mismo órgano judicial. Por ello, con inde-
pendencia de lo que más tarde se dirá, resulta exigible del órgano judicial que tenga en cuenta el 
mencionado efecto cuando, a su juicio, concurren circunstancias extraordinarias que limitan o im-
posibilitan la reparación inmediata del derecho fundamental que la ejecución provisional entraña. 
»Puede por tanto afirmarse que, en el presente caso, el Juzgado venía obligado en su decisión 
a considerar que no estaba ante una ejecución provisional ordinaria sino ante la de una sentencia 
en la que él mismo había declarado la existencia de una conducta lesiva de la libertad sindical; que 
la nulidad de tal conducta conllevaba, como la norma legal impone y él había dispuesto, la reposi-
ción de los trabajadores al momento anterior a la selección efectuada de forma antisindical y, en 
consecuencia, a la plena efectividad del derecho de aquéllos a no sufrir perjuicios en el empleo por 
razones de afiliación sindical o de no afiliación; y, finalmente, que dicha plena efectividad tenía 
carácter prioritario, al reconocerse legalmente el derecho a la ejecutividad inmediata de las sen-
tencias dictadas en procedimiento de tutela de derechos fundamentales. 
»4. Dicho lo anterior, debe también tenerse presente que el derecho que reconoce el artículo 
301 LPL no es un derecho absoluto. Y ello con independencia de que, como bien afirma el Minis-
terio Fiscal, la interpretación que el órgano judicial ha realizado del inciso de aquel precepto que 
condiciona la ejecutividad a la «naturaleza de la pretensión reconocida», no sea, en su opinión, la 
más ajustada al sentido del derecho reconocido. 
»Debe tenerse en cuenta que ni siquiera el derecho a la ejecución de las resoluciones firmes 
--directamente derivado del artículo 24.1 CE- se presenta como un derecho absoluto --como, 
por otra parte, no lo es ningún derecho fundamental (SSTC 11/1981,2/1982,9111983,120/1990 ó 
tU 
181/ 1990)-, ya que, como ha manifestado este Tribunal, no lesianán aqúel &r4oh'o 'lall'(ieCÍsio-
nes judiciales de inejecutar una sentencia que se han fundado en una causa legal 'y no resulten. irrá· 
zonables, inmotivadas, fundadas en l:ausas inexistentes o entendidas restrictivamente (SSTC 33/1987, 
92/1988,107/1992,39/1994, 292/1994), Y de las que no derive indefensión o desconocimiento de 
alguna garantía sustancial para la obtención de la tutela judicial (SSTC 151/l993, 245/1993).» 
Según expresa la Exposición de Motivos de la LEC de 2000, la regulación de 
la ejecución provis;ional es, tal vez, una de sus principales innovaciones, y re-
presenta una decidida opción por la confianza en la Administración de Justicia 
y por la importancia de su impartición en prímera instancia, de modo que con-
sidera provisionalmente ejecutables, con razonables temperamentos y excep-
ciones, las sentencias de condena dictadas en ese grado jurisdiccional. 
Ciertamente la apuesta del legislador por la ejecución provisional de las sen-
tencias de condena es muy notable, y supone una arriesgada ruptura con el an-
terior sistema, que permitía al juez despachar la ejecución sólo cuando el eje-
cutante prestara previamente ga.raritía suficiente y solamente de algunas sentencias 
de condena; con estos presupuestos se cerraba en exceso la ejecución provisio-
nal, demorando en la práctica la efectiva tutela del acreedor. 
Con el nuevo régimen jurídico eljüez ha de despacharla sin fianza ni caución 
alguna por parte del ejecutante, ni simultánea ni prestada con posterioridad (art. 
526), a riesgo desde luego de que la sentencia sea revocada, y de que quien se 
haya beneficiado de ella no sea luego capaz de devolver 10 percibido, sin tener 
presente la condición del acreedor, aunque la compensación económica puede 
instarse por el mismo procedimiento de apremio, sin necesidad de acudir al pro-
ceso declarativo, ante el mismo tribunal que haya tramitado la ejecución forzo-
sa. Al propio tiempo, el juez tiene el deber de despachar la ejecución de todas 
las sentencias de condena recurridas, cualquiera que sea su naturaleza, con al-
guna razonable excepción. , ' 
. _. J, ¡ 
J ~. I , 
2. RESOLUCIONES¡PROVISIONALMENTE EJECUTABLES 
a) Como antes se apuntó,l~ nueva LEC admite como regla general la eje-
cución provisional de todaS·,~sentenci~s recurridas siempre que, naturalmen-
te, se trate de sentencias de condena. 
La ejecución provisional puede solicitarse tanto de sentencias dictadas en pri-
mera instancia -y recurridas en apelación-' - como de sentencias de segunda 
instancia, que estén recurridas por infracción procesal o en casación. 
Aun cuando la rúbríca del título 11 del Libro III es «de la ejecución provisio-
nal de resoluciones judiciales», si bien se mira el articulado que 10 integra sólo 
se refiere a las sentencias condenatorias, olvidando otras resoluciones judicia-
les ejecutorias, como los autos que aprueben transacciones o acuerdos judicia-
les, o los autos que tienen fuerza ejecutiva. 
Ahora bien, dado que el tratamiento legal de la ejecutoriedad de estas resoluciones resulta en la 
LEC idéntico a las sentencias, partiendo de la propia rúbrica del título, y la misma escasez 'de im-
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pugnaciones cuando el,auto aprueba el acu~rdo o. ~sacción (cabría sin embargo pensar en una 
aprobación parcial) no debiera haber excesivas ~If¡cultades, de lege ferenda, en defender que se 
pudieran ejecutar provisionalmente estas resolUCIOnes. 
La regla de la ejecutabilidad de las sentencias de condena no diferenci~ l~ cla-
se o naturaleza de la obligación que impone la condena, por 10 que este reglmen 
ha supuesto un importante avance a favor de la ejecución provisional, al abrirla 
incondicionalmente a las sentencias de condena a hacer, no hacer o entregar cosa 
determinada. 
Mas no sólo, sino que también permite la LEC la ejecución provisional de los 
pronunciamientos que regulen las obligaciones y relaciones patri~o~iales.rela­
cionadas con el objeto principal en los procesos sobre derechos mdlspombles, 
que estaba prohibido con anterioridad, 10 que representa sin duda una garantía 
y protección indispensables en estos procesos. 
Es más cuando se trata de sentencias no firmes en las que se tutelen derechos 
fundame~tales, en el caso de que se inste su ejecución provisional, ésta tendrá 
carácter preferente (art. 524.5). 
b) Sin embargo, no todas las sentencias son ejecutables provisionalmente, 
pues la LEC prohibe radicalmente la ejecución en varios supuestos: 
- En primer lugar, como se ha dicho, no se pueden ejecutar provisional-
mente las sentencias meramente declarativas y constitutivas, esencialmente por-
que tampoco son ejecutables definitivamente una vez hubieran adquirido fir-
meza (art. 521). 
- Por esta razón, el artículo 524.4 no permite la ejecución provisional de las 
sentencias que dispongan o permitan la inscripción o cancelación de asientos en 
Registros públicos, cuando no son firmes o, aún siéndolo, cuando no hubieran 
transcurrido los plazos para la rescisión si fueron dictadas en rebeldí~ -en. re-
alidad no se trata de una verdadera ejecución-, de modo que no autonza la ms-
cripción de la sentencia (o del testimonio de la misma en el Registro), sino que 
permite únicamente su anotación preventiva. Con todo, parece que esta norma 
no debe entenderse de aplicación sólo a los procesos en los que se agote la sen-
tencia en una inscripción, sino que deben considerarse en especial los procesos 
en que accesoriamente deba real~zarse la inscripció~, como sucedería cuando ~e 
estima la reivindicatoria de un mmueble, sentenCIa de condena que al propIO 
tiempo que la entrega del bien dispondrá la inscripción de dominio en el Regis-
tro de la propiedad a favor del reivindicante. 
- Tampoco se pueden ejecutar provisionalmente las sentencias dictadas en 
los procesos sobre paternidad, maternidad, filiación, nulidad de matrimonio, se-
paración y divorcio, capacidad y estado civil y derechos honoríficos, es decir, 
los procesos sobre derechos indisponibles, salvo los pronunciamientos patri-
moniales recaidos en estos procesos (art. 525,1.1. a). 
En realidad, en la inmensa mayoría de los casos la tutela que puede dispensar la sentencia es de 
naturaleza meramente declarativa o constitutiva, por lo que la negación de su ejecutividad vendría 
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amparada por la propia naturaleza de la pretensión principal; con 'tocfo;¡Jáprohibieión no se en-
tiende elel todo, pues si bien se admite la ejecución de los pronunciamientos ~ales; lo que 
ha supuesto un significativo avance, suelen contener estas sentencias otros pronunciamientos cuya 
ejecución provisional podrla -y debería- permitirse, como la composición definitiva de en la 
sentencia de las relaciones personales de los miembros de una familia (v.gr., régimen de visitas) 
tras la declaración de divorcio. 
- La LEC dispone también que no serán susceptibles de ejecución provi-
sional «las sentencias que declaren la nulidad o caducidad de títulos de propie-
dad industrial» (art. 525.1.3.a, en relación con los arts. 114.3 de la Ley 11/1986, 
de patentes, y. 57 de la Ley 32/1988, de marcas). Esta disposición carece de toda 
lógica y sentido porque se trata de sentencias merodeclarativas, que carecen de 
fuerza de ejecución, al amparo de la norma general del artÍCulo 521. 
- Por disposición expresa de la LEC tampoco son ejecutables las sentencias 
condenatorias a emitir una declaración de voluntad (art. 525.1.2.a). 
c) Junto a las sentencias de condena, o de las resoluciones judiciales, se 
omite en este Título 11 toda referencia a los laudos arbitrales. Aunque se trata 
de resoluciones de conflictos jurídicos, idénticas en su eficacia a las sentencias 
judiciales y a las que la ley dispensa el mismo tratamiento que a las sentencias 
a los efectos de la ejecución definitiva, sin embargo, los laudos no pueden ser 
provisionalmente ejecutados. En efecto, el artículo 517.2.2.0 LEC dispone que 
llevan aparejada ejecución «los laudos o resoluciones arbitrales firmes», de 
modo que cuando se hubiera interpuesto el recurso de anulación que autoriza 
el artículo 45 de la Ley 36/1988, de arbitraje, no puede instarse la ejecución 
provisional del laudo; en esta situación la Ley de arbitraje, en lugar de abrir la 
ejecución prpvisional, permite solamente solicitar medidas cautelares (art. 50), 
«conducentes a. asegurar la plena efectividad» del laudo una vez que alcanzare 
la firmeza.' " . 
Por consiguiente, se produce una diferencia de tratamiento legal, que no se comprende del todo, 
entre la sentencia y el laudo, durante el tiempo en que se tramita el recurso de anulación, puesto 
que mientras que para la primera se abre la ejecución provisional, la parte vencedora en el proce-
dimiento arbitral ha de «conformarse» con medidas cautelares, sin lograr una satisfacción de su 
derecho, conforme a la resolución contenida en el hludo. 
d) Tampoco son ejecutables provisionalmente las sentencias extranjeras que 
no hayan ganado firmeza, salvo que otra cosa se disponga en los tratados (art. 
525.2). A este propósito hay que señalar que el Convenio de Bruselas de 1968 
admite la ejecución provisional de sentencias recurridas, con ciertas limitacio-
nes (arts. 30, 31, 38 y 39); asimismo, con las debidas cautelas, pueden conside-
rarse provisionalmente ejecutables las resoluciones sobre el ejercicio de la res-
ponsabilidad parental con respecto a un hijo común según el Reglamento CE n.o 
1347/2000, de 29 de mayo, relativo a la competencia, el reconocimiento y la eje-
cución de resoluciones judiciales en materia matrimonial y de responsabilidad 
parental sobre los hijos comunes, con entrada en vigor elIde marzo de 2001 
(arts. 20 y 27). 
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e) Por' su propia ,naturaleza, al no.ser susceptibles de adquirir firm~za o no 
ganarla (y, entretanto, admitir la ejecución provisional), carece de sentIdo refe-
rirse a la ejecución provisional de títulos contractuales. 
3. COMPETENCIA Y PARTES EN LA EJECUCIÓN PROVISIONAL 
En cuanto a la competencia, la ejecución provisional de todas las sentencias 
de condena será despachada y se llevará a efecto por el tribunal competente para 
la primera instancia, tanto se trate de una resolución dictada por él, como reca-
ída en segunda instancia (art. 524.2). 
La parte legitimada para instar la ejecución es el beneficiado por la senten-
cia, que ha visto su pretensión de condena total o parcialmente estimada; como 
dice la LEC, quien haya obtenido un pronunciamiento a su favor (art. 526). Eso 
no quita para que en el caso de reconvención puedan solicitar la ejecl:lción de 
una misma resolución las dos partes en litigio, si es que la sentencia hubIera aco-
gido las pretensiones de ambas. . 
Normalmente el solicitante será la parte recurrida, pero como nada dIce aho-
ra la LEC al respecto, a diferencia de la anterior ley que aludía sólo al apelante, 
no puede desecharse el supuesto de ejecuciones provisionales solicitadas por un 
recurrente en apelación que, al menos, pretendiera obtener de inmediato aque-
llo en lo que la sentencia le ha dado la razón, sin perjuicio de reiterar su preten-
sión y el cambio de la sentencia en segunda instancia o en el recurso extraordi-
nano. 
4. DEMANDA DE EJECUCIÓN PROVISIONAL 
La ejecución provisional --como la de sentencias firmes- sólo puede de-
cretarse a instancia de parte, y se solicitará precisamente por medio de demanda 
ejecutiva (art. 524.1), con los requisitos generales exigidos para ello. . 
Como antes se indicó, diferencia la LEC los supuestos en que se pretenda eJe-
cutar provisionalmente una sentencia según el grado en que hubiera recaído. 
Cuando se presente una demanda para ejecutar una sentencia dictada en pri-
mera instancia, podrá el ejecutante limitarse a la solicitud de que se despache 
ejecución, identificando la sentencia (art. 549.2), si bien en no pocos casos re-
sultará conveniente o necesario hacer constar en la demanda otros extremos. 
Por el contrario, si se pretende ejecutar una sentencia dictada en segunda ins-
tancia, es preciso expresar en la demanda el título en que se funda el ejecutan-
te; la tutela ejecutiva que se pretenda er,t relación con el título, precisand? la can-
tidad' los bienes del ejecutado susceptIbles de embargo que sean conOCIdos por 
quie~ ganó la sentencia; las medidas de localización e investi~ación de bienes 
del ejecutado, y naturalmente la persona o ~ersona~ frente a qu~enes se pretenda 
el despacho de ej ecución (art. 549.1). La dIferencIa de trataImento procesal de 
ambas demandas deriva solamente de que éstas últimas son resoluciones dicta-
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das por un tribunal distinto del competente para deSp8c;harryq"menarlas aa.tua-
ciones de la ejecución provisional. . ¡ .; _ . 
La demanda ejecutiva puede presentarse en cualquier momento desde que se 
tenga por preparado el recurso o desde la adhesión, y hasta que recaiga senten-
cia (arts. 527.1 y 535.2.1). 
La LEC, segUn se explicó en el Capítulo VI de la Primera Parte de esta obra, 
toma en consideración tanto el órgano que dictó la sentencia como el órgano 
ante quien se hallan los autos. Si se solicita la ejecución de la sentencia de pri-
mera instancia antes de que se remitan los autos al órgano de la apelación, no 
se plantea problema alguno, pues el tribunal tiene a la vista lo necesario para 
proceder, de modo que, presentada la demanda de ejecución provisional, habrá 
de dejar en el Juzgado el oportuno testimonio antes de elevar los autos para sus-
tanciar la apelación. Por su parte, cuando'se solicite la ejecución provisional 
después de haberse remitido los autos al tribunal competente para resolver la 
apelación, el solicitante deberá obtener previamente de éste testimonio de lo 
que sea necesario para la ejecución y acompañar dicho testimonio a la solici-
tud (art. 527.2). 
En este último caso, cabe plantear el problema de la insuficiencia del testimonio para despa-
char la ejecución o, como será más probable, para ordenar actuaciones ejecutivas. La insuficien-
cia del testimonio no debe ser calificada por el órgano de la apelación, sino por el competente para 
la ejecución, pero podrá ser denunciada por el ejecutado, si la diligencia ordenada por el órgano de 
la primera instancia carece del suficiente respaldo en el testimonio que se hubiera acompañado. 
Si se pretende la ejecución provisional de una sentencia de segunda instan-
cia, mientras se sustancia el recurso extraordinario que se hubiera interpuesto, 
con la demanda ejecutiva se habrá de presentar ante el órgano judicial que hu-
biere conocido del proceso en primera instancia, una certificación de la sen-
tencia de segunda instancia que deba ejecutarse, así como testimonio de los par-
ticulares que d ejecutante estime necesarios y que habrá debido obtener del 
Tribunal Supremo o del Tribunal Superior de Justicia donde se encuentren los 
autos (art. 535.2.11). 
5. DESPACHO DE LA EJECUCIÓN 
Solicitada la ejecución provisional, según dispone el artículo 527.3, el tri-
bunalla despachará salvo que estuviera prohibida su ejecución o no contuvie-
ra pronunciamiento de condena, de modo que la previsión normativa parece 
que debe entenderse en sentido imperativo: de una parte, que el órgano judicial 
debe examinar de oficio la regularidad y aptitud del título y, en segundo lugar, 
que no puede rechazarse o denegarse el despacho de ejecución más que porque 
entienda que no concurren esos presupuestos y requisitos legalmente exigidos 
(art. 552). 
El auto por el que se despache ejecución no es susceptible de recurso, sin per-
juicio de que el ejecutado pueda promover oposición. Contra el auto que denie-
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guel el despacho de ejecución se dará recurso de apelación, que se ha tramitar 
con carácter preferente (art. 527.4). 
6. OPOSICIÓN A LA EJECUCIÓN PROVISIONAL 
A) PLANTEAMIENTO DE LA OPOSICIÓN 
La oposición ha de presentarse por escrito en los cinco días siguientes al de 
la notificación del despacho de ejecución, o de las actuaciones concretas contra 
las que se formule (art. 529.1). 
Siguiendo la regla general, y dado que la ejecución se lleva a cabo del mismo 
modo que la ordinaria y que las partes disponen de los mismos derechos y fa-
cultades procesales que en la ordinaria (art. 524.2 y 3), el planteamiento de la 
oposición no suspenderá el curso de la ejecución (art. 556.2). 
B) CAUSAS DE OPOSICIÓN 
La LEC regula la oposición a la ejecución provisional partiendo de dos gran-
des grupos de sentencias: las sentencias de condena a prestaciones diferentes al 
pago de dinero -hacer, no hacer o entregar cosa determinada-, y las senten-
cias de condena pecuniaria, disponiendo que en cualquiera de los dos casos cabe 
formular oposición (art. 528.2.1.") cuando se hubiera infringido lo dispuesto en 
el artículo 527 para la solicitud y el despacho de la ejecución. 
a) Cuando se trate de condenas no dinerarias, el ejecutado solamente pue-
de oponerse a la ejecución porque, en caso de revocación de sentencia, resulta-
se imposible o extremadamente difícil, por las actividades ejecutivas que se ha-
yan solicitado, por las que se presuma se van a realizar, o por las que hayan 
efectivamente ordenado, que se logre restaurar la situación anterior a la ejecu-
ción provisional, o compensar al ejecutado por los daños y perjuicios que se le 
hubieran causado (art. 528.2.2.a). 
En tales supuestos, el solicitante de la ejecución, cuando se le confiere trá-
mite para contestar a la impugnación, además de impugnar lo manifestado por 
el ejecutado, podrá ofrecer caución suficiente para garantizar que se restaurará 
la situación anterior o que se podrán resarcir los daños si se llegara a revocar la 
sentencia 
b) Cuando se trate de condenas dinerarias, el ejecutado no puede oponerse 
globalmente a la ejecución, sino sólo a actuaciones ejecutivas concretas del apre-
mio, sin perjuicio de que se pueda oponer, como se ha dicho, por infracción de 
las normas que procesales que rigen la solicitud y el despacho de la ejecución. 
La oposición a las actuaciones concretas debe basarse precisamente en que al 
ejecutado le causarán una situación absolutamente imposible de restaurar o de 
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compensar económicamente por medio del resarcimi6JIto de.daíiOsy,perjuicios 
en caso de revocación. '. . , " 
Al formular la oposición el ejecutado deberá indicar otras medidas o actua-
ciones ejecutivas que sean posibles y que además no le provoquen una situación 
similar a la medida o actuación a la que se opone. Asimismo, tendrá que ofre-
cer en ese momento caución suficiente para responder de la demora en la eje-
cución si finalmente no se aceptaran las medidas y el pronunciamiento de con-
dena resultase confirmado. Si el ejecutado no ofrece medidas alternativas ni 
caución, la oposición no resultará admisible de plano y sin posibilidad de recurso 
(art. 528.3). 
Parece, pues, que la simple indicación de medidas o actuaciones alternativas a las ordenadas 
por el juez -que en buena lógica tienen que ser eficientes a la tutela del derecho del ejecutante-
yel ofrecimiento de caución paralizan lá ejecución provisional. Sin embargo, no queda claro eljue-
go de la caución prevista en el precepto; en efecto, de un lado exige del juzgador un pronuncia-
miento sobre la idoneidad de la medida alternativa, de modo que si éste acepta la medida propuesta 
por el ejecutado no habrá lugar a realizar la caución, puesto que estaríamos ante una sustitución 
por una alternativa igualmente válida a los efectos de la ejecución, con la que se lograrian los mis-
mos efectos; por su parte, si el juzgador rechaza la propuesta del ejecutado, debe resurgir la ac-
tuación primeramente ordenada e impugnada, en cuyo caso procedería el resarcimiento, pero al 
propio tiempo la demora sería mínima y el resarcimiento, si no se quiere caer en el enriquecimiento 
injusto, poco relevante. En todo caso, la caución parece que solamente se podría realizar si la me-
dida alternativa )lO se acepta; si la sentencia es confirmada, y si se han causado efectivamente da-
ños o perjuicios al ejecutante, y esto solamente se puede determinar una vez finalizada la segunda 
instancia o el recurso extraordinario. 
Cuarido el ejecutado en estos casos de condenas dinerarias ponga a disposi-
ción del tribunal la cantidad por la que hubiera sido condenado, más los intere-
ses y costas producidos, se suspenderá la ejecución,,(art. 531). 
C) TRAMITACIÓN Y RESOLUCIÓl)l 
Del escrito en que el ejecutado.se oponga a la ejecución provisional y de los 
documentos que le acompañen se dará traslado al ejecutante y a quienes estu-
vieran personados en la ejecución para que, en el plazo de cinco días, manifiesten 
y acrediten lo que consideren conveniente (art. 529.2), lo que habrá de hacerse 
también por medio de escrito. 
No parece que la LEC se muestre muy proclive a la práctica de actividad probatoria alguna para 
realizar esa acreditación, que pretende el legislador sea esencialmente documental. De todos mo-
dos, nada impediría para que el ejecutante u otras partes personadas puedan proponer a la autori-
dad judicial la práctica de otro medio de prueba con la finalidad prevista en la norma de acreditar 
lo que consideren conveniente, en cuyo caso se debería citar a todos a una comparecencia con fi-
nalidad probatoria. 
El tribunal resolverá por medio de auto, contra el que no cabrá recurso algu-
no (art. 530.4). 
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_ Si estima la infracción de lo dispuesto en el artículo 527, declarará. no ha-
ber lugar a proseguir la ejecucicón, alzando los embargos, trabas y medidas de 
garantía que se hubieran adoptado (art. 530.1). ., , 
_ Si la oposición se formula en casO de condenas ~o dil!~ranas ~or razon de 
la imposibilidad o extrema dificultad de resta~r~~ la sltu~cl0n, antenor.o garan-
tizar el resarcimiento, y se estimara esta OpOSlClon, se dIctara ~uto dejando ~n 
suspenso la ejecución, pero subsistirán los embargos y las medidas de garantía 
adoptadas, y se adoptarán las que procedieren (art. 53~.2). . . . 
_ Si la oposición se formula en c~so de conde~a d~ne~~as contra actIv~da­
des ejecutivas concretas, y fueran 'posl~les y de .e~l,CaCla slmllar: las alternativas 
propuestas por el ejecutado se estimara la oposlCIOn, y lo pr~pIO se hará cuan-
do ofrezca caución para responder de la demora y se entendIere que concurre 
una absoluta imposibilidad de restaurar la situación anterior o de c~mpe~~ar eco-
nómicamente al ejecutado si la sentencia fuera revocada. La estImaCl?n de la 
oposición supondrá denegar la concreta actividad a la que se refiera, contmuando 
el procedimiento de apremio (art. 530.3). 
7. REVOCACIÓN DE LA SENTENCIA 
PROVISIONALMENTE EJECUTADA 
Naturalmente que el problema de la ejecución provisional se plantea cuando 
no se confirma la condena al resolver el recurso de apelación, o un recurs? e~­
traordinario, de modo que la actividad de ejecución forzosa ha resultado S10 ti-
tulo válido, en la medida en que la decisión anterior que si1!'ió de base al ~es­
pacho de ejecución resulta revocada. Porque cuando se conf¡.~a la sente~cla ~a 
ejecución continuará en el mismo estado en que se hallaba, SI aun 1'1:0 hubIera fI-
nalizado, o se volverán a ordenar los embargos y trabas que se hubIeran ~z~do, 
se reanudarán las actuaciones suspendidas y se realizará la concreta actiVIdad 
ejecutiva denegada y, en todo caso, adquirirá definitivamente estado todo aque-
llo que se hubiera realizado (arts. 532 y 536). . . 
Diferencia aquí también la LEC los supuestos en que.l~ senten~la eJ~cutada, 
y revocada, sea dineraria, de aquell~ qu~ dio lugar a actiVIdades ejecutivas ten-
dentes al cumplimiento de otras obhgacIOnes. 
_ Si el pronunciamiento provisionalmente ejecutado fuere de condena al 
pago de dinero y se revocara totalment~, se sobreseerá la ejecuci?n provis~o~al, 
y el ejecutante deberá devolver la cantidad que, e~ su ~~so, hU~l~re perclbl,do, 
habrá de reintegrar al ejecutado las co~tas de la eJe~ucIOn pr?~ls.IOnal que e~te 
hubiere satisfecho y tendrá que resarCIrle de los danos y pel]Ulclos que la eJe-
cución le hubiere ocasionado (art. 533.1). . 
Si la revocación fuese parcial, sólo se devolverá la diferencia entre lo perCI-
bido por el ejecutante y lo que resulte de la. con~irma~~ón par~ial, con ell~cre­
mento del interés legal (art. 533.2). Pero SI la eJecucIOn hubIera proporCIOna-
do al ejecutante más de 10 que ordenado en la sentencia dictada en el recurso, 
uo LA NUEVA LEY DE:ElltJlJIClAMIENTO~ML. toMO tV 
habrá que actuar como si se tratara de una 'revocación total, devolviendo la di-
ferencia, con los daños y perjuicios que deriven de la ejecución. ¡, .. 
Si la sentencia revocatoria no hubiera ganado firmeza, la percepción de estas 
cantidades podrá pretenderse por la vía de apremio ante el tribunal que hubiere 
sustanciado la ejecución provisional, y el ejecutante, obligado ahora a devolver, 
reintegrar o indemnizar, podrá en este caso oponerse a actuaciones concretas, 
igual que pudo hacer el ejecutado (art. 533.3). 
- Si la resolución provisionalmente ejecutada que se revocase hubiere con-
denado a la entrega de un bien determinado, se restituirá éste al ejecutado, en 
el concepto en que lo hubiere tenido, más las rentas, frutos o productos, o el 
valor pecuniario de la utilización del bien, pero si fuese imposible, de hecho o 
de derecho, el ejecutado podrá pedir que se le indemnicen los daños y perjui-
cios (art. 534.1). 
Si se revocara una resolución que contuviese condena a hacer y éste hubiese 
sido realizado, se podrá pedir que se deshaga lo hecho y que se indemnicen los 
daños y perjuicios causados (art. 534.2). 
Para devolver, deshacer o indemnizar, cuando la revocación no fuera firme, 
se procederá por la vía de la ejecución forzosa ordinaria, pero el ejecutante obli-
gado podrá oponerse con los mismos motivos que pudo plantear el ejecutado 
(art. 534.3 y 4). 
TERCERA PARTE 
EJECUCIONES ESPECÍFICAS 
CAPíTULO XII 
LAS EJECUCIONES DE HACER, NO HACER 
O ENTREGAR ALGUNA COSA 
1. INTRODUCCIÓN 
a) Se agrupa en esta parte de la obra el estudio de las llamadas ejecuciones 
en forma específica, es decir, aquellas que consisten en las diligencias para ha-
cer cumplir una obligación de hacer, no hacer o entregar alguna cosa diferente 
del dinero (recuérdese que, según el CC, arto 1.088, «toda obligación consiste en 
dar, hacer o no hacer alguna cosa»). 
El criterio adoptado toma como punto de referencia más que las afinidades 
que puedan presentar las actividades ejecutivas en las ejecuciones de hacer, no 
hacer o entregar cosa determinada, las diferencias que las separan de la ejecu-
ción dineraria. Tal vez el factor diferencial básico entre ambas pueda encontrar-
se en la facilidad o dificultad de satisfacción in natura del acreedor ejecutante, 
de modo que obtenga al fin justamente aquello que el título le reconoce y a lo 
que obliga al deudor. 
Porque, en efecto, en la ejecución dineraria, por constituir el dinero el bien 
fungible por naturaleza, pueden conseguirse del patrimonio del deudor elemen-
tos susceptibles de realización en metálico, procediéndose a entregar al acreedor 
la cantidad de dinero y satisfaciendo al ejecutante su crédito del modo preveni-
do en el titulo. 
Por el contrario, cuando se trata de obligaciones o deberes de hacer, no hacer 
o dar alguna cosa distinta del dinero, se requiere para su cumplimiento específi-
co, para la satisfacción del derecho del ejecutante, una actividad u una omisión 
del propio deudor, o la obtención de un concreto bien, sea que esté en poder del 
ejecutado, sea que deba adquirirse de un tercero. De esta forma, si en las ejecu-
ciones específicas no se cuenta con la voluntad concurrente del obligado, o ha 
salido fuera del ámbito de su disponibilidad material o jurídica el elemento pa-
trimonial del que se trate, la ejecución puede resultar imposible para satisfacer 
in natura al acreedor cuando se trata de actividades no sustituibles o bienes in-
fungibles. En tal caso, la solución ha de buscarse por equivalente: mediante 
el resarcimiento de los daños e indemnización de los perjuicios ocasionados al 
acreedor. 
b) En el criterio que el legislador ha querido introducir en la LEC de 2000, 
acogiendo entre los títulos que llevan aparejada ejecución los que no se forman 
por un órgano judicial ni consisten en un laudo arbitral -que tradicionalmente 
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integraban los que daban paso al juicio ejecutivo--, se ha mantenido sin em-
bargo la regla tradicional de que sólo pueden contener prestaciones específicas 
los títulos jurisdiccionales y arbitrales, pues los demás solamente pueden refle-
jar obligaciones de pago de dinero para ser considerados como «títulos ejecu-
tivos». 
Es claro que una escritura pública o un contrato mercantil que figure en una póliza, con los re-
quisitos del artículo 517.2.4.° o 5.°, pueden contener una obligación de pago de dinero, pero tam-
bién una prestación de otra naturaleza, y en este último caso la LEC rechaza su carácter de «título 
ejecutivo», tal vez por la sencillez y claridad en la expresión de las primeras frente a las posibles 
modulaciones de las obligaciones específicas; no hay, pues, obstáculo conceptual para dejar de lado 
el tipo de obligación documentada y considerar por igual a los títulos, a los efectos de su conside-
ración procesal, con independencia de la naturaleza de aquello a 10 que se obliguen las partes. 
Así pues, sólo son títulos ejecutorios de prestaciones de hacer, no hacer o en-
tregar cosa determinada -y sólo ellos permiten entrar en las actividades de eje-
cución forzosa que ahora se estudian-, las sentencias judiciales, los autos que 
aprueben transacciones o convenios (los demás autos ejecutivos contienen pres-
taciones dinerarias) y los laudos arbitrales, pues si estas obligaciones constaran 
en otros títulos habría de seguirse previamente un proceso declarativo. 
e) En nuestro ordenamiento regía un mecanismo de conversión práctica-
mente automática de la ejecución específica por una ejecución de pago de di-
nero, dándole al ejecutante no aquello a 10 que es acreedor, sino un equivalente 
pecuniario. Esta ejecución por el equivalente, si bien no supone vulneración ni 
quebranto alguno del derecho fundamenta~ a obtener la tutela efectiva de los juz-
gados y tribun~les según doctrina del TC, sí representa el reconocimiento pal-
mario por parte del siste,ma jurídico de un cierto fracaso, pues con sus propios 
medios,con toda la coerción que es capp; de .realizar el Estado a través de los 
órganos judiciales, no consigue proporcionar a quien tiene derecho -porque así 
10 ha reconocido el propio sistema- ex;;tcwmente aquello que le corresponde. 
La jurisprudencia constitucional ha entendido que el. derecho a la tutela judicial efectiva no al-
canza a cubrir las diferentes modalidades que puede revestir la ejecución de la sentencia; de este 
modo tan constitucional es una ejecución en la' que se cumple el principio de la identidad total en-
tre 10 ejecutado y lo estatuido en el fallo, como una ejecución en la que, por razones atendibles, la 
condena es sustituida por su equivalente pecuniario o por otro tipo de prestación. De acuerdo con 
ello, al legislador le es dado establecer los supuestos en que puede no aplicarse el principio de iden-
tidad y sustituirse por una indemnización, sin que por este nlotivo se afecte el contenido esencial 
del derecho a la tutela judicial efectiva (SSTC 67/1984, de 7 de junio, y 58/1983, de 29 de junio). 
STC (Sala La) 322/1994, de 28 de novie'mbre: «Ahora bien, como también este Tribunal ha te-
nido ocasión de afirmar, el artículo 24 CE y la consagración constitucional del derecho a la tutela 
judicial efectiva "no alcanza a cubrir las diferentes modalidades que pueda revestir la ejecución de 
una sentencia, pues tan constitucional es una ejecución en la que se cumple el principio de la iden-
tidad total entre lo ejecutado y 10 estatuido en el fallo como una ejecución en la que, por razones 
atendibles, la condena es sustituida por su equivalente pecuniario o por otro tipo de prestación" 
(STC 58/1983, fundamento juridico 2.°). 
»No se puede por 10 tanto considerar que ordenar la ejecución de un fallo a través del equiva-
lente pecuniario de 10 que en él se dispone sea algo que pueda vulnerar, en sí mismo, el artículo 24 
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CE, pues el fallo se considera igualmente satisfecho, desde el punto de vista del derecho recono-
cido del mencionado precepto constitucional, a través de este medio alternativo de ejecución.» 
ti) De todos modos, el reconocimiento judicial de una obligación (la sen-
tencia no crea ni produce una novación de la misma) introduce un elemento im-
portante a considerar: el respeto y acatamiento debidos a las sentencias y demás 
resoluciones judiciales (art. 118 CE) Y a los mandatos de la autoridad judicial; 
pues éste es el único criterio válido para acordar el inicio de un proceso penal 
por desobediencia (art. 556 CP de 1995, delito de desobediencia grave a la auto-
ridad; yart. 634 CP de 1995, falta de desobediencia). 
Pero nótese que el posible sometimiento a un proceso penal, y condena por 
desobediencia, ha de operar de modo completamente independiente del interés 
del ejecutante, porque en ningún caso el órgano judicial de la ejecución se con-
vierte en un mandatario de aquél, sino que debe tutelar tanto sus derechos como 
los del deudor ejecutado. 
Partiendo de estas consideraciones debe interpretarse 10 dispuesto en el artículo 
18.2 LOPJ, cuando previene que las sentencias deben ejecutarse en sus propios 
términos; porque inmediatamente después previene que si la ejecución resultare 
imposible, el tribunal adoptará las medidas necesarias que aseguren la mayor efec-
tividad de la ejecutoria, fijando en todo caso la indemnización que sea procedente 
en la parte en que la sentencia no pueda ser objeto de cumplimiento pleno. Así 
pues, a partir de la LOPJ, además de fijar una posible indemnización, el tribunal 
debe adoptar las medidas que aseguren el efectivo cumplimiento de la sentencia, 
pero 10 cierto es que, antes de la LEC de 2000, en nuestro ordenamiento sólo po-
día recurrirse al Código Penal, aplicando la desobediencia. 
Así las cosas, la ejecución específica pocas veces lograba su objetivo, resultando una actividad 
frustrante, cuando no de pura negación del derecho, que burlaba las condenas judiciales, de modo 
que quien debía hacer o no hacer, si carecía de bienes, en la realidad o aunque sólo fuera formal-
mente, quedaba con frecuencia exonerado del cumplimiento de su obligación. 
En efecto, por una parte, cuando se trataba de la transformación de las ejecuciones específicas 
en pecuniarias la jurisprudencia venía exigiendo en lo que respecta a la indemnización de daños y 
petjuicios la prueba de su producción, de su cuantía y del nexo de causalidad, 10 que hacía suma-
mente dificil obtener el equivalente en dinero por incumplimiento de una condena a hacer, no ha-
cer o dar cosa determinada, a pesar de que la jurisprudencia podía haber entendido y aplicado el 
referido artículo 18.2 LOPJ como una norma q1,le produce una inversión legal en la carga de la prue-
ba en beneficio del acreedor, al ordenar al juez que fije la indemnización procedente por el in-
cumplimiento (de todos modos, subsiste la dificultad de determinar el quantum). 
Por otra parte, la jurisprudencia había recurrido en contadas y justificadas ocasiones a la exac-
ción de responsabilidad penal por desobediencia producida como consecuencia del incumplimiento 
específico en ejecuciones civiles: particularmente, en ejecución de sentencias matrimoniales (ne-
gativa a cumplir el régimen de visitas a los hijos ordenado judicialmente -STS de 27 de octubre 
de 1962-; negativa a abandonar el domicilio conyugal-STS de 10 de marzo de 1970-; no eje-
cución de obras para permitir un doble acceso a la vivienda, para el condenado y su cónyuge 
-STS de 15 de abril de 1970-), en ejecución de sentencias de desahucio, por ocupación de la vi-
vienda una vez producido el lanzamiento (SSTS de 21 de mayo de 1983, 15 de octubre de 1963, 
29 de marzo de 1962), entre otros pocos supuestos. 
La doctrina, por su parte, había venido demandando desde tiempo atrás la instauración en nues-
tro ordenamiento jurídico de mecanismos foráneos (como las astreintes del Derecho francés o el 
contempt of court anglonorteamericano) tendentes a constreñir la voluntad del deudor para que el 
126 
acreedor obtenga un cumplimiento en forma especifica, ponderando~e,híego_ esta proble-
mática los dos bienes juridicos que se cuestionan: el del acreedorejeoutanté a que se cUmpla la 
sentencia o el título en forma específica y el deudor realice la actividad, se abstenga de ello o en-
tregue la cosa a que venía obligado; y el interés del deudor, cuya esfera de libertad ha de respetar-
se (nemo praecise adfactum cogi potest). 
e) La LEC de 2000 ha modificado de un modo radical el panorama tradicional 
de nuestro sistema de ejecuciones específicas, haciéndose eco de las demandas de 
una mayorefectividad de la ejecución, y poniendo las bases para acercar la tutelaju-
dicial en la ejecución a parámetros de mayor eficacia, de modo que el ejecutante ten-
ga más posibilidades de lograr precisamente lo que el título le reconoce. 
Así la LEC dispone ahora que, cuando la sentencia contenga condena de ha-
cer, no hacer o entregar alguna cosa, se requerirá al ejecutado para que cumpla 
en sus propios términos lo que establezca el título ejecutivo, y en ese mismo re-
querimiento le podrá apercibir con el empleo de apremios personales o multas 
pecuniarias (art. 699). 
En todo caso, los apremios personales, multas pecuniarias, o conversión en 
indemnización de daños y peIjuicios sólo se pondrán en funcionamiento de modo 
subsidiario de las disposiciones expresas que el título pudiera contener para el 
caso de incumplimiento del deudor, pues entonces se estará a lo dispuesto en el 
título (arts. 706.1.IIy 709.4), dado que aparece integrado no sólo con la obliga-
ción específica, sino también con la consecuencia del incumplimiento. 
./) Además, consciente sin duda el legislador de la demora y la problemáti-
ca de la ejecución por obligaciones no dinerarias, ha establecido unas medidas 
complementarias de garantía, disponiendo que cuando se proceda por condenas 
de este tipo y no pueda tener inmediato cumplimiento el requerimiento, cual-
quiera que .sea la, causa que lo impida, podrán acordarse las medidas de garan-
tía que resulten ~ecuadas para asegurar la efectividad de la condena. 
Se decretará en todo caso el embargo de bienes a instancia del acreedor en 
cantidad suficiente, a juicio del juez, para asegurar el pago de las eventuales in-
demnizaciones sustittitorias y las costas de la ejecución; de este embargo podrá 
librarse el deudor dando .ca\lción suficien,teasatisfacción del juez (art. 700). 
, 
N o cabe duda de que esta solución normativa apuesta por una respuesta judicial más inmedia-
ta al incumplimiento y la desvincula de la acreditación por el ejecutante de una efectiva produc-
ción de los daños y de su cuantía. 
Así pues, tales medidas, el embargo, o la fianza que preste el deudor, subsis-
tirán hasta tanto haya tenido cumplimiento pleno el título de ejecución. Caso de 
que la ejecución en forma específica deviniera imposible, en todo o en parte, di-
cho embargo se podría convertir en ejecutivo, afectándose los bienes --o desti-
nándose la fianza que hubiera constituido- a la responsabilidad que resulte de 
la transformación en una ejecución pecuniaria de la originaria condena de ha-
cer, no hacer o entregar cosa determinada y al pago de las costas causadas. 
CAPÍTULO XIII 
LAS EJECUCIONES DE HACER 
1. CONCEPTO Y SUPUESTOS 
. La condena contenida en el título puede consistir en un hacer; esto es, en la 
realización de una actividad física o jurídica por parte del obligado, en cuyo caso 
se precisa --en principio- su cooperación activa (reparar un electrodoméstico, 
escribir un artículo de prensa, construir una casa, ofrecer un concierto u otorgar 
un contrato). 
La ejecución forzosa, cuando se trate de condenas de hacer, se inicia, como 
toda actividad ejecutiva, a instancia de parte, presentando una demanda ante el 
órgano judicial competente para despacharla, esto es, ante el Juzgado o tribunal 
que hubiera conocido del asunto en primera instancia, o ante el que hubiera apro-
bado el convenio o transacción, o ante el Juzgado de Primera Instancia precisa-
mente del lugar donde el laudo arbitral se hubiera dictado . 
Admitida la demanda, la ejecución se concreta en un requerimiento hecho al 
deudor para que realice la actividad de que se trate, señalándole a tal fin el pla-
zo que el órgano judicial estime necesario según la naturaleza del hacer y las cir-
cunstancias que concurran (art. 705); para la determinación de este lapso de tiem-
po puede el juez tener en cuenta desde luego la indicación que en tal sentido haya 
hecho el ejecutante en la solicitud, con las razones que hubiera aducido. 
Ante esta intimación judicial cabe, por una parte, que el obligado cumpla lo 
ordenado en el requerimiento dentro del plazo concedido, con lo que finaliza la 
ejecución sin haber precisado de una actividad judicial tendente a sustituir la con-
ducta del deudor, por cuanto éste realizó específicamente aquello a que venía 
obligado. Por consiguiente, en estos casos la actividad de ejecución forzosa, que 
en verdad ha existido porque voluntariamente no se cumplió en su momento, se 
ha agotado con el simple requerimiento judicial, sin precisar de ulteriores ac-
tuaciones. 
Por otra parte, puede haberse producido un cumplimiento sólo parcial (en este 
caso, debe quedar al criterio del juzgador concederle una ampliación del plazo 
-parece aconsejable que previa audiencia del deudor y del acreedor- si con-
sidera que realizará por completo su prestación dentro del nuevo lapso de tiem-
po); cuando con la ampliación del plazo o sin ella el deudor sólo haya cumplido 
parcialmente, deberá proseguirse la ejecución por lo que reste por realizar, del 
modo prevenido para el supuesto de incumplimiento total. 
Ésta sería la tercera de las actitudes del obligado frente al requerimiento: desoír 
por entero la intimación judicial. 
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Al incumplimiento se ha de equiparar el cumplimiento, sea total o parcial, 
pero contraviniendo el tenor de la obligación; es decir, cumplimiento defectuo-
so, pudiéndose entonces decretar que se deshaga lo mal hecho (art. 1.098.11 CC). 
Como fácilmente puede colegirse de los ejemplos más arriba expuestos, re-
sulta imprescindible distinguir, como hace el legislador, el incumplimiento de 
obligaciones de hacer personalísimo (la obligación que asumiera Tapies de pin-
tar un cuadro, la del grupo Maná de ofrecer un concierto, o la de García Már-
quez de escribir una novela) y prestaciones no personalísimas (la limpieza de un 
edificio, la impresión de un libro o la construcción de un muro), porque el régi-
men jurídico y la actividad ejecutiva a llevar a cabo difieren notablemente. 
Sin embargo, el carácter personalísimo o no de la prestación no viene im-
puesto por un criterio apriorístico, sino que debe extraerse esencialmente del in-
terés del acreedor, que haya establecido la obligación en razón de las circuns-
tancias personales del deudor (art. 1.161 CC), resultando entonces insustituible 
la conducta del obligado. 
A este supuesto ha de equipararse naturalmente el tratamiento de las presta-
ciones sustituibles <mando no puedan llevarse a cabo (incumplimiento de la obli- . 
gación de transportar una turbina de un reactor nuclear o residuos radiactivos, 
para lo que se precisan medios que sólo puede proporcionar una empresa, o la 
falta de idoneidad de las vías de comunicación para hacer el transporte). 
Cuando se trata de obligaciones de hacer no personalísimo, el acreedor po-
drá recibir en caso de incumplimiento, satisfacción específica, bien que reali-
zada por persona distinta del deudor, en tanto que si el hacer es personalísimo 
--o se equipara a él por imposibilidad de sustituir la conducta-la prestación 
de hacer no se puede sustituir y se ha de transformar en una en una orden de 
apremio con multas periódicas y, al final, otras medidas que resulten idóneas 
para la satisfacción del ejecutante, o bien en una obligación de pago de dinero: 
en el resarcimiento de los daños e indemnización de los perjuicios que se le hu-
bieran irrogado. 
Por su parte, si el obligado no cumple específicamente su prestación de ha-
cer, e independientemente de que sea o no personalísima la actividad, y fuera de 
los casos en que pueda incurrir en desobedienoia (art. 710.1), verá convertida su 
responsabilidad en la entrega de una cantidad de dinero, bien por el pago de las 
multas coercitivas o, incluso haciendo frente a otras medidas que puedan acor-
darse para satisfacer al acreedor, bien en concepto de resarcimiento e indemni-
zación al acreedor, bien pagando lo que importe la realización de la actividad 
por un tercero. 
2. LAS OBLIGACIONES DE HACER NOPERSONALÍSIMO 
A) LA OPCIÓN DEL EJECUTANTE 
Conforme a lo que se ha expuesto, cuando se trate de ejecución forzosa 
por obligaciones de hacer no personalísimo, la actividad puede realiiarse 
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por persona distinta del obligado, en sustitución de éste, de tal modo que se 
logre un cumplimiento de la sentencia en sus propios términos. De este 
modo, dispone la LEC que cuando el condenado no cumpla en el plazo que 
se le conceda, se concederá al ejecutante una opción, de modo que podrá 
pedir que se le faculte para encargar el hacer a un tercero, que lo haga a cos-
ta del ejecutado, o bien reclamar el resarcimiento de daños y perjuicios 
(arts. 706.1 LEC Y 1.098.I CC). Así también se hará, a costa del obligado, 
si éste hubiera cumplido defectuosamente, contraviniendo el tenor de la 
obligación, y puede desde luego decretarse que se deshaga lo mal hecho 
(art. 1.098.II CC). 
Cuando el acreedor opte porque se realice exactamente lo debido, encargán-
dolo a persona distinta del obligado, se habrá de valorar previamente el coste del 
hacer por un perito tasador designado por el tribunal. El juez de la ejecución de-
terminará la cantidad estimada por medio de providencia, mandando requerir al 
ejecutado para que la deposite en el tribunal o afiance el pago; si no lo hiciere 
se procederá de inmediato al embargo de bienes y a su realización forzosa has-
ta obtener la cantidad de dinero necesaria (art. 706.2.I). 
Cuando el acreedor opte por el resarcimiento de daños y perjuicios habrá 
que cuantificarlos, del modo prevenido para la liquidación de estas obligacio-
nes (arts. 712 ss.), continuando la ejecución con la realización de los bienes 
(art. 706.2.II). 
B) LA DESIGNACIÓN DEL SUSTITUTO DEL DEUDOR 
Uno de los problemas de interés, por su trascendencia práctica, en la aplica-
ción de estos preceptos, que carecen de cualquier otro desarrollo normativo, es 
la designación de la persona que ha de realizar la prestación en sustitución del 
obligado. 
En desarrollo de las previsiones legales, y transcurrido el plazo judicial-
mente señalado para que el obligado proceda a cumplir lo que se ordena en el 
título, el ejecutante habrá de dirigirse al órgano judicial solicitando que, por 
no ser personalísimo el hecho, se haga a costa del deudor, y proponiendo la 
designación de la persona que considere idónea para ello (que podría ser el 
propio acreedor, a pesar de que la LEC se refiera a encargarlo a un «tercero», 
art. 706.1.I). 
Parece que tal propuesta deba comunicarse al obligado, concediéndole au-
diencia, para evitar que el ejecutante, prevaliéndose de su situación, pretendie-
ra ahora que realice la prestación una persona que reúna condiciones o cualida-
des muy superiores a las del deudor y, aún así, a costa de éste, puesto que una 
pretensión de este tenor no puede recibir amparo del ordenamiento jurídico, ya 
que lógicamente el coste de ejecución, debido a la diferente remuneración por 
la actividad, y el resultado de la misma, excedería con mucho de la inicialmen-
te establecida en la obligación, en beneficio del acreedor. 
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'C) . LA PUBLICACIÓN DE LA SENTENCIA 
Un caso especial de hacer no personalísimo es la obligaciórt impuesta al eje~ 
cutado de publicar la sentencia, total o parcialmente, en medios de comunica-
ción, cuando así se ordena en ella. En este caso· se requerirá al ejecutado para 
que contrate los anuncios que resulten procedentes para hacer efectiva la con-
dena, señalándose un plazo para ello. Si el ejecutado no atendiera el requeri~ 
miento, el ejecutante podrá contratar la publicidad, obteniendo previamente del 
patrimonio de aquélla cantidad de dinero precisa a tal fin, con el embargo y la 
realización forzosa de los bienes (art. 707). 
Como antes se dijo, también en la sustitución de la actividad del ejecutado (contratación de 
anuncios) es preciso tener presente la extensión de la condena y su ámbito, porque desde luego 
excedería de lo que puede amparar el ordenamiento la publicaéión de una sentencia, que se man-
da hacer' en un periódico local, cuando se pretendiera su inSetción en el diario de mayor difusión 
del país. 
3. LAS OBLIGACIONES DE HACER PERSONALÍSIMO 
A) DETERMINACIÓN DE LA NATURALEZA DE LA OBLIGACIÓN 
a) Tradicionalmente se ha venido distinguiendo entre las que son obliga-
ciones de hacer personalísimo y aquellas otras que no lo son, pero, en realidad, 
la primera duda o cuestión reside en determinar cuándo nos encontramos ante 
una o ante otra clase de obligaciones, esencialmente porque las consecuencias 
en orden a la ejecución forzosa son importantes. 
En el concepto de lo que sea personalísimo, el artículo 1.161 CC alude a que 
«se hubiesen tenido en cuenta la calidad y circunstanoias del deudor al estable-
cer la obligación y no se encontrara persona idónea para ello». Pues bien, de este 
precepto se debe extraer una doble premisa: la primera, de carácter subjetivo, que 
llevó al acreedor a considerar al obligado como el sujeto especialmente adecua-
do para realizar la prestación; lase~ con. claros tintes objetivos, que no per-
mite sustituir al deudor por otra persona que cumpla en con'diciones similares. 
b) Por esa razón, acreedor y deudor habrán de pronunciarse sobre el carác-
ter personalísimo o no de la obligación. 
El acreedor puede pronunciarse en un primer momento sobre la obligación, 
calificándola como de personalísima o no personalísima, pero no es obligada tal 
manifestación en la demanda ejecutiva, de modo que puede limitarse a pedir el 
cumplimiento solicitando del órgano judicial que realice el oportuno requeri-
miento al deudor. Pero también puede esperar hasta que éste desoiga el requeri-
miento, para entonces, si considera que la obligación es personalísima, ejercer 
la opción que le brinda la LEC, entre pedir que se siga la ejecución para entre-
garle un equivalente pecuniario, o bien solicitar que se apremie al ejecutado para 
que cumpla la obligación. 
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. En, efecto¡ de acuerdo con lo dispuesto en el CC, cuando la prestación consista en un hacer per-
sonalisimo, si se hllbiesen ten,ido en cuenta la calidad y circunstancias del ~eudor al establecer la 
obtig~"iCs~ y na se eIl(:on~arapersona idónea para C!llo, el acreedor no podrá ser compelido a r~i­
bir la prestación o el servicio de un tercero (art. 1.161 CC), ni podrá sustituirse un hecho por otro 
en las 'obligaciones de hacer contra la voluntad del acreedor (art. 1.166.11 CC). 
Por su parte, podrá el deudor formular oposición procesal si entiende que se 
ha despachado como personalísima una ejecución que realmente no tiene ese 
carácter, sustanciándose del modo previsto de ordinario. Si el ejecutante plan-
tea indebidamente esta calificación tras incumplir el deudor el requerimiento, 
habría de utilizar éste la'vía del recurso de reposición contra la providencia que 
se dictara, o suscitar el incidente innominado del artículo 562.1. 
e) Naturalmente que habrá de ser el órgano judicial quien decida la petición, 
oposición o impugnación, calificando la naturaleza de la obligación, bien en el 
propio auto por el que despache la ejecución, bien en el que dicte como resolu-
ción de la opción del ejecutante, bien el que resuelva la oposición que pueda for-
mular el ejecutado, o su impugnación. 
B) MANIFESTACIÓN DE LOS MOTIVOS PARA NO CUMPLIR 
Como en todas las condenas de hacer y no hacer, el tribunal ha de conceder 
en el requerimiento un plazo para que, dentro ya de las actividades de ejecución 
forzosa, el obligado pueda cumplir con la obligación de hacer. Durante este pla-
zo la LEC (art. 709.1) brinda al ejecutado la posibilidad de manifestar los mo-
tivos por los que se niega a cumplir con lo ordenado en hi resolución judicial o 
arbitral. 
Sin embargo, después de introducir la eventualidad de la explicación del deu-
dor, la LEC omite toda ulterior consideración sobre ella. Parece evidente que la 
manifestación del ejecutado no podrá recibir el tratamiento de una oposición ni 
en fondo ni de carácter procesal, que haga ineficaz o inaplicable la regulación 
general de la oposición del ejecutado, con el correspondiente plazo desde la no-
tificación del auto (art. 556), Y que resulte capaz de modificar lo ordenado en el 
título, o dejar sin efecto la ejecución despachada. Si le asistiera al ejecutado al-
gún motivo de oposición debe articularla del modo ordinario, porque el artícu-
lo 709, cuando ofrece al ejecutado la posibilidad de que manifieste motivos para 
no cumplir, no crea en las ejecuciones específicas por obligaciones de hacer per-
sonalísimo un modo singular de plantear la oposición. 
Así pues, parece claro que; en prinCipio, las explicaciones del deudor de su 
negativa a hacer lo que le manda el auto no puede servir más que para ampliar 
el plazo del requerimiento, si es que el ejecutado manifestara su insuficiencia 
(dada la magnitud del edificio, el famoso arquitecto que ganó el concurso in-
ternacional manifiesta que en un mes no puede presentar el proyecto del nuevo 
museo), y en todo caso como elemento para la decisión judicial sobre las con-
secuencias del incumplimiento (el famoso compositor, que debe presentar la par-
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titura de una nueva ópera, ha contraído una grave enfertnedadineurable), deter-
minando si se sigue la ejecución por el equivalente pecuniario o se intenta ob-
tener exactamente 10 debido. Pero no puede entenderse como uD. momento pro':' 
cesal añadido que habilite para oponerse en el fondo a la ejecución o permita 
plantear óbices procesales. 
C) OPCIÓN DEL EJECUTANTE Y MULTA POR INCUMPLIMIENTO 
Finalizado el plazo del requerimiento sin haberse cumplido la obligación, el 
ejecutante podrá optar entre pedir que la ejecución siga adelante para obtener un 
equivalente pecuniario de la prestación de hacer, o bien solicitar que se siga la 
ejecución para lograr el cumplimiento en sus propios términos, apremiando al 
ejecutado con multas mensuales. El tribunal resolverá por medio de auto 10 que 
proceda, accediendo a 10 solicitado por el ejecutante cuando estime que la pres-
tación que sea objeto de la condena tiene las especiales cualidades que caracte-
rizan el hacer personalísimo (art. 709.1). 
Parece claro que esa especie de vinculación automática de la resoluciónjudi-
cial a 10 pedido por el ejecutante, según parece desprenderse de la norma, tiene 
que modularse con 10 manifestado por el deudor, puesto que la situación perso-
nal de éste puede condicionar e incluso determinar el contenido de la preferen-
cia del acreedor (si el pintor que debía hacer el retrato ha sufrido un accidente 
que le impide usar las manos carece de sentido imponerle apremios para inten-
tar que cumpla). 
Se decida por una u otra opción, al deudor se le impone una multa. Por una 
parte, si se ordena seguir la ejecución para lograr el equivalente dinerario, se im-
pone de todos modos al ejecutado una multa única, teniendo en cuenta el precio 
o la contraprestación establecidos en el título ejecutivo y, si no constaran en él, 
el coste dinerario que se atribuya en el mercado a esas conductas, multa que pue-
de llegar hasta el 50 por 100 del precio o coste de la obra. Por otra parte, si se 
manda apremiar. al ejecutado, para que dé. él mismo cumplimiento a la obliga-
ción, se hará mediante la imposición de multas mensuales, de hasta un 20 por 
100 del referido precio. 
Si se ha de seguir adelante la ejecución para obtener una cantidad de dinero 
que supla el incumplimiento, la LEC remite entonces a la norma sobre ejecu-
ciones de hacer no personalísimo (art. 709.2). 
Cuando se decida continuar la ejecución para que se cumpla en sus términos 
el título, apremiando al ejecutado con una multa por cada mes que transcurra 
desde el final del plazo del requerimiento, se reiterarán trimestralmente los re-
querimientos, hasta que se cumpla un año desde el primero. Los apremios en-
cuentran un límite en su cuantía y en su duración, pues si se llevaran a cabo in-
definidamente representarían pasado el tiempo una carga desmesurada; por tanto, 
ordena la LEC que, si al cabo del año, el ejecutado continúa rehusando hacer 10 
ordenado en el título, proseguirá la ejecución para entregar al ejecutante un equi-
valente pecuniario de la prestación o para la adopción de cualesquiera otras me-
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didas que resulten idóneas para la satisfacción del ejecutante y que, a petición 
de éste y oído el ejecutado, podrá acordar el órgano judicial (art. 709.3). 
De todos modos, los apremios que ha de satisfacer el deudor lo son en con-
cepto de multas y que se han de ingresar, por tanto, en el tesoro público, y en 
ningún caso se trata de cantidades que se entreguen a favor del acreedor. 
4. EMISIÓN DE DECLARACIONES DE VOLUNTAD 
Cuando el título condena a emitir una declaración de voluntad, nos encontra-
mos obviamente ante una obligación de hacer personalísima, pero sustituible 
cuando el ordenamiento jurídico así 10 establezca. La ejecución de estas conde-
nas resulta notablemente simple. Si el obligado no cumple, tras presentarse la 
demanda ejecutiva y sin necesidad de requerimiento, el tribunal dictará auto te-
niendo por emitida la declaración de voluntad si estuviesen predeterminados los 
elementos esenciales del negocio. En tal caso, el ejecutante podrá pedir que, con 
testimonio del auto, se libre mandamiento de anotación o inscripción en el Re-
gistro que corresponda, de acuerdo con el contenido y objeto de la declaración 
de voluntad (art. 708.1). 
Si no estuviesen predeterminados algunos elementos no esenciales del nego-
cio, el tribunal los determinará conforme a 10 que sea usual en el mercado o trá-
fico jurídico, previa audiencia de las partes, en el auto que dicte teniendo por 
emitida la declaración de voluntad (art. 708.2.1). 
Si bien la LEC no previene el tiempo y modo en que la audiencia deba cele-
brarse, parece que deberá convocarse a la mayor rapidez, y previniendo a las par-
tes de que se acompañen de los elementos de prueba necesarios para suplir la 
falta de determinación de los elementos del negocio o del contrato que no cons-
ten en el título. 
Sigue aquí la LEC el sentir de la doctrina y jurisprudencia anteriores, referido a los precontra-
tos y, en especial, a la promesa de compra y venta, viniéndose a decir, desde la STS de 1 de julio 
de 1950, que si existiera pacto sobre los elementos esenciales del contrato; la sentencia impone los 
efectos del mismo (cabría preguntarse si, de haberse determinado los elementos y circunstancias 
en el precontrato, no estaríamos en realidad ante un verdadero contrato, ex arts. 1.254 y 1.258 CC); 
la doctrina entiende a este propósito que el órgano judicial no sustituye la voluntad del obligado, 
sino que impone el negocio jurídico predeterminado, justamente prescindiendo de dicha voluntad. 
Por último, cuando en el título falte por determinar elementos esenciales del 
contrato o negocio sobre el que ha de recaer la declaración de voluntad, que el 
condenado no emite, procederá la ejecución por los daños y perjuicios causados 
(art. 708.2.11). 
CAPÍTULO XIV 
LAS EJECUCIONES DE NO HACER 
1. CONCEPTO Y SUPUESTOS 
La prestación cuyo cumplimiento se pretenda ante el órgano judicial por la vía 
de la ejecución forzosa puede consistir en no hacer alguna cosa(art. 1.088 CC). 
Esta obligación puede consistir tanto en la omisión de una actividad del obliga-
do (no visitar-cierto lugar), como en la autorización para que otra persona reali-
ce una determinada conducta (permitir el paso por una finca). 
Eli'realidad, cuando se trata de tina obligación de no hacer, el título de ejecu-
ción (se refiere la LEC a la sentencia, aunque puede tratarse de un auto que aprue-
be un convenio o transacción, o de un laudo arbitral) actúa por sí mismo como 
intimación al deudor para que se abstenga de realizar la conducta o permita el 
acto del otro, sin necesidad de requerimiento alguno. 
De aquí que en la actividad judicial de ejecución forzosa sólo se denuncie que 
se ha producido efectivamente el quebrantamiento de lo ordenado en el título, 
cuyos mandatos son por lo generál de alcance temporal permanente. 
Se da en estas ejecuciones específicas la particular circunstancia de que el que-
brantamiento puede acontecer bastante tiempo después de la firmeza de la reso-
lución, en cuyo caso se plantea el grave problema de la caducidad de la acción 
ejecutiva de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 518, puesto que en aplica-
ción de sus términos estrictos, la prohibición de visitar a un menor o el deber de 
no impedir el paso por una finca c~ducárian pasados cinco años desde la firme-
za del título, PQr lo que los quebrantamientos ocurridos con posterioridad no se-
ría posible repararlos. 
La consecuencia inmediata de la infracción, una vez que se insta la ejecución 
forzosa, es un requerimiento jttd,icial8;1 ejecutado, a instancia del ejecutante, con 
un contenido triple (art. 710.1.1): en primer lugar, se le manda que deshaga a su 
costa lo mal hecho (art. 1.099 CC); en segundo lugar, que indemnice los daños 
y petjuicios causados, y, en tercer lugar, que se abstenga de reiterar el quebran-
tamiento, con apercibimiento de incurrir en el delito de desobediencia a la auto-
ridad judicial. Este requerimiento se hará cuantas veces se quebrante la conde-
na y, para que deshaga lo mal hecho, se le intimará con multas por cada mes que 
transcurra, que podrían ascender a un 20 por 100 del precio o valor (art. 710.1.11). 
Los problemas más graves que plantea la ejecución de las obligaciones de no ha-
cer son, sin duda, más incluso que en las de hacer, tanto el de la imposibilidad en 
muchas ocasiones de deshacer lo mal hecho, como la posibilidad de sucesivas 
reiteraciones de la conducta contraria al título. 
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La respuesta de la LEC ha llegado hasta donde era jurídicamente posible, al 
introducir en nuestro ordenamiento jurídico el mecanismo de las multas coerci-
tivas para deshacer lo mal hecho, y el del apercibimiento, con la posible aper-
tura posterior de un proceso penal, por desobediencia a la autoridad judicial para 
las reiteraciones de los quebrantamientos, dado que si es posible reproducir el 
incumplimiento de la condena (permitir el paso por una finca) la única vía po-
sible es iniciar un procedimiento penal sin petjuicio del deber de indemnizar los 
daños y petjuicios. 
Claro es que no siempre serán viables esos instrumentos de compulsión de la 
voluntad del obligado, porque habrá casos en que no quepa la reiteración del in-
cumplimiento, ni resulte posible deshacer lo mal hecho. En tales supuestos, el 
requerimiento judicial y la ejecución se limitarán a resarcir al ejecutante por los 
daños y petjuicios que se hayan causado (art. 710.2). 
CAPÍTULO XV 
LAS EJECUCIONES DE ENTREGAR ALGUNA COSA 
1. CONCEPTO Y SUPUESTOS 
Ante todo es preciso separar del estudio de la ejecución forzosa por incum-
plimi,ento de obligaciones de dar alguna cosa --que en realidad no es más que 
una categoría de las obligaciones de hacer- el supuesto de las obligaciones de 
entregar una cantidad de dinero. Estas ejecuciones reciben un tratamiento nor-
mativo perfectamente diferenciado en razón del objeto genérico de la prestación 
y por aparecer como el remedio sustitutivo de otras prestaciones cuando resul-
tan imposibles, de modo que van a merecer un estudio diferenciado en los capí-
tulos que siguen. 
Respecto de las restantes prestaciones de dar, distingue la LEC entre la eje-
cución de entrega de bienes inmuebles, la entrega de cosas muebles determina-
das y la de cosas muebles genéricas o indeterminadas (arts. 701 a 703). 
En los dos primeros casos se trataría de la entrega de una cosa específica, que com-
prendería tambi.én la obligación de entregar todos sus accesorios (art. 1.097 CC), por 
10 cual se preCIsaría para la ejecución in natura que se identifique y se localice 
la cosa concreta que debe entregarse. 
. En el último caso el problema es sustancialmente distinto ya que, por princi-
pIO, los géneros no perecen, de modo que el cumplimiento del título de ejecu-
ción en sus propios términos no debe presentar ninguna dificultad, adquiriendo 
las cosas genéricas que deben entregarse cuando no se encuentren en poder del 
deudor, más que la que pueda derivar de su insolvencia, de modo que no se lo-
gren obtener bienes suficientes para la adquisición de lo debido. 
2. ENTREGA DE INMUEBLES 
Establece la LEC que «si el título dispusiere la transmisión o entrega de un 
bien inmueble, el tribunal ordenará de inmediato 10 que proceda según el conte-
nido de la condena y, en su caso, dispondrá 10 necesario para adecuar el Regis-
tro al título ejecutivo» (art. 703.1). 
Las mayores dificultades vienen en estas ejecuciones para determinar 10 que 
proceda hacer el órgano judicial de inmediato según el contenido del título. Por-
que efectivamente las diligencias a practicar en esta ejecución forzosa pueden ir 
desde la entrega de la posesión de un inmueble desocupado, hasta la simple acre-
ditación del carácter del nuevo titular o poseedor ante quien corresponda, prac-
[136] 
LAS EJECUCIONES DE ENTREGAR ALGUNA COSA 137 
ticando, a instancia del ejecutante, los requerimientos y comunicaciones que so-
licite (al arrendatario, v.gr.) para que los ocupantes, que deban permanecer en la 
finca, le reconozcan como tal. Sin embargo, los problemas surgen cuando pre-
tende el ejecutante recibir una finca ocupada, de modo que para ello se ha de 
procede al lanzamiento de quienes la vinieran ocupando. 
a) La constancia registral de la entrega o de la transmisión del inmueble 
que es la actuación en la que se centra el precepto, no suele plantear excesivo~ 
problemas en el curso de esta ejecución específica, pues con la comunicación 
de la resolución judicial en ejecución forzosa a los Registros públicos normal-
mente que~an solve!lta?os. La propia LEC dispone concretamente respecto de 
las sentenCIaS constItutlvas 9.ue to~s ~as personas y autoridades, especialmen-
te las encargadas de los RegIstros pubhcos, deben acatar y cumplir 10 que se dis-
ponga e? ellas y a~enerse al estad? o si~aciónjurídicos que surja, salvo que exis-
tan obstaculos denvados del propIO RegIstro conforme a su legislación específica 
(art.522.1). 
b) Cuando se deba entregar un inmueble, poniendo al ejecutante en pose-
sión ~el mismo, distingu~ la LEC según se halle libre u ocupado y, aún enton-
ces, SI el ocupante es el ejecutado o un tercero, ajeno a la ejecución. 
. ,E~ el p~mer ca~o, si el i~ueble 10 ocupa el propio condenado por la resolu-
clonJudiclal o arbItral preCIsamente a que 10 entregue, es obvio que carece des-
d~ ese momento de título para seguir ocupándolo y que, instada la ejecución el 
tnb}lllal deberá ordenar su inmediato desalojo. ' 
Uni~amente c~ando se deba e~tregar un inmueble que constituya la vivien-
da habItual del ejecutado, o de qUIenes dependan de él, establece la LEC un ré-
gimen distinto, pues se les da~á u,n p~azo de ~n mes para desalojarlo, que se 
puede prorrogar por un mes mas SI eXIste motIvo fundado. Una vez transcurri-
dos, estos plazos, se p,ro~e?~rá de inmediato al lanzamiento, fijándose la fecha 
de este en la resolu~IOn I~ICI~l o .en la que acuerde la prórroga (art. 704.1), con 
10 que se pretende ImpedIr dIlaCIones para hacer efectivo el derecho del ejecu-
tante. 
e) Si el inmueble estuviera ocupado por terceros se les notificará inmedia-
tament~ el ~espacho de la eje~ución o la pendencia. de ~~ta, para que, en el pla-
zo de dIez ?IaS, presenten al tnbunallos tI~los q~e JustIfIquen su situación (art. 
704.2). ASI pues, 10 que procede no es la Inmediata entrega del inmueble libre 
~e.ocup,antes,.sino notificar a los terceros la pendencia de la ejecución. Esta no-
tlfIc~cIOn debe h.acerse desde el momento en que e.l órgano judicial tenga cons-
tanCIa de que el Inmueble se halla ocupado por qUIenes no han sido parte en el 
proceso declarativo ni en la ejecución, normalmente por haberlo comunicado y 
pedido, el propio ejecutante. ' 
En realidad no se trata de un re9-uerimiento, pues la entrega de títulos es una carga para los ocu-
p~nt;s; tampoco es un empla~amlento, aunque merece una consideración similar a la que se ex-
plIco en su momento en relaCIón con el auto que despacha la ejecución, que se notifica al ejecuta-
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do Y pUOO<: éste compru:ecer y oponerse en el plazo de 4ie2: díaS:'l.\ClUí~i6a;aoJQ da a 10~,ocIJ7 
pantes la op.<?rtunidad, ~e impe.dir el lanzamiento mediante la presentación lÍe lns, tí~l?s ql"e j~­
dicamente amparen Su ocupaCión, 
Es claro que la situación de los ocupantes puede ser enormemente dispar, 
como también su actitud procesal: desde quien desoye la notificación a quien 
aporta título suficiente. Sin embargo, parece que el tratamiento que dispensa la 
LEC es idéntico,en todos los casos, pues el desalojo de los terceros ocupantes 
solamente sería posible a instancia del ejecutante y tras la celebración de una 
vista. 
Una vez más aparece en la ejecución la exigencia de una intervención continua del ejecutante, 
instando múltiples diligencias que podrían ser ordenadas de oficio; tal debiera suceder en estas eje-
cuciones cuando los ocupantes no presentaran título alguno o éste resultara notoriamente insufi-
ciente, 
Es el ejecutante quien debe examinar la suficiencia de los títulos que hubie-
ran aportado los ocupantes, o la falta absoluta de ellos y, si considera que pro-
cede el lanzamiento, podrá pedir al órgano judicial que se practique de quienes 
sean ocupantes de mero hecho, o sin título suficiente (art. 704.2). 
De esta solicitud se les dará traslado alos ocupantes que indique el ejecutan-
te, citándoles a todos a una vista dentro del plazo de diez días, en la que podrán 
alegar y probar lo que estimen oportuno respecto de su situación, resolviendo el 
tribunal por medio de auto sin ulterior recurso (art. 675.3). 
Cabe preguntarse sien el acto de la vista se podrán aportar los títulos que justifiquen la ocupa-
ción, para lo cual se, había concedido un plazo de diez días, o dicho plazo inicial debe considerar-
se preclusivo. En favor de la primera opción abogaria el hecho de que pueda resultar justificada la 
demora, o de'que no deba deSconocerse en la ejecución una titulación juridicamente existente y vá-
lida" por más que no se hubiera ,aportado en plazo. En favor del carácter preclusivo cabría aducir 
que se ha cOllc¡:dido al oqv¡>ante un~, oportuniQad prQCesal para presentar su título y que el desa-
lojo no implica UJl pronunciamientQ sobre la titularidad del bien o soqre el derecho a poseer el in-
mueble, que podrá ventilarse en eljÚicio deClarativo que corresponda. 
" , 
El auto ordenará ellanzarniento en todo caso cuando los ocupantes no com-
parecieren a la vista sin justa causa (art. 675.3), así como cuando entienda que 
carecen de título suficiente. 
Este auto se dicta con carácter incidental, a los solos efectos de la ejecución 
y sin producir efectos de cosa juzgada, de modo que cualquiera que fuera el sen-
tido de la resolución sobre el lanzamiento de los ocupantes, se dejarán a salvo 
los derechos de los interesados, que podrán ejercitarse en el juicio que corres-
ponda (art. 675.4). 
el) En la ejecución material del lanzamiento pueden surgir también varios 
problemas que la LEC regula. En efecto, de una parte, cabe que en el inmueble 
haya cosas que no sean objeto del título, en cuyo caso se requerirá al ejecutado 
para que las retire dentro de un plazo que fije y, de no retirarlas, se considera-
rán bienes abandonados a todos los efectos (art. 703.1.1I). ' 
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¡'He otra parte, si en el momento del lanzamiento se reivindicara por el pose-
edor de la finca la titularidad de cosas no separables, cuando consistieran en 
plantaciones o instalaciones estrictamente necesarias para la utilización ordina-
ria del inmueble, se resolverá en la propia ejecución acerca de la obligación de 
pago de su valor, si lo instan los interesados en los cinco días siguientes al de-
salojo (art. 703.2). 
Nada dice la LEC de otros elementos inseparables que no sean necesarios para el normal uso o 
explotación del inmueble, en cuyo caso parece que el desalojado deberá plantear su reclamación 
en el juicio ordinario que corresponda. 
Finalmente, si en la diligencia de lanzamiento se hiciera constar la existen-
cia de desperfectos en el inmueble originados por el ejecutado o por los ocu-
pantes, se podrá acordar la retención y constitución en depósito de bienes su-
ficientes del posible responsable, para hacer frente a los daños y perjuicios 
causados (art. 703.3). 
Cabe plantear, asimismo, que no pueda entregarse el inmueble, bien porque 
haya perecido (los arts. 1.182 a 1.186 CC regulan los efectos de la pérdida de la 
cosa debida, que es preciso tener presente en cuanto puede significar la extin-
ción de la obligación de entrega), bien porque hubiera pasado a poder de un ter-
cero de modo irreivindicable. En ambos casos, aunque la LEC no lo contempla, 
es preciso acudir al sustitutivo de esta obligación específica: el resarcimiento de 
daños y perjuicios al acreedor, sin perjuicio de la responsabilidad en que hubie-
ra podido incurrir el obligado. 
3. ENTREGA DE COSAS MUEBLES DETERMINADAS 
Cuando se trate de la entrega de cosas muebles ciertas y determinadas (una 
obra de arte, un documento), se concederá al ejecutado un plazo para ello, trans-
currido el cual sin entregarla, el tribunal procederá a poner en posesión de la 
cosa al acreedor, empleando para ello los apremios que considere precisos, y si 
se trata de bienes muebles sujetos a un régimen de publicidad registral similar 
al inmobiliario, se dispondrá también lo necesario para adecuar el Registro de 
que se trate al título ejecutivo (art. 701.1). 
El principal problema en la ejecución de dar cosa mueble vieneprecisamen-
te por la facilidad de su ocultación, lo que puede impedir su precisa identifica-
ción y desde luego la localización de 10 que debe entregarse (téngase en cuenta 
que el obligado no cumplió voluntariamente lo prevenido en el título, determi-
nando con su actitud la necesidad de la ejecución forzosa). 
Con esta finalidad la LEC permite al tribunal ordenar la entrada en lugares 
cerrados, para encontrar la cosa, auxiliándose de la fuerza pública, si fuere ne-
cesario (sin que naturalmente puedan aquí aplicarse las normas relativas a inem-
bargabilidad de bienes, porque no se trata en absoluto de un embargo), para en-
tregarla finalmente al acreedor. La orden judicial habrá de ser en forma de auto 
y contener la debida fundamentación puesto que con una diligencia de esta natu-
raleza se ,afecta el derecho a la intimidad. cuando no el déredJ.(t:a:. briDviolabilidad 
del domicilio. 
Precisamente por eso, la diligencia de entrada y registro en un lugar cerrado, ordenada por un,ór-
gano judicial civil al amparo de una ley ordinaria, como la LEC, sobre todo cuando el lugar cerrado 
fuera un domicilio (art. 18.2 CE), presenta muy serias dudas de constitucionalidad. Las objeciones 
vienen no exactamente por la medida en sí misma, ni por su proporcionalidad, ni por el carácter del 
tribunal que la ordene, sino por la parquedad de la regulación y, sobre todo, por la falta de rango de 
la norma que habilita la diligencia, ya que el artículo 81 CE exige que se trate de ley orgánica. 
De todos modos, si se desconoce el lugar en que se encuentra la cosa, o la 
búsqueda resulta infructuosa, la LEC todavía intenta poner al ejecutante en po-
sesión de la cosa, mandando al tribunal que interrogue al ejecutado o á terceros, 
con apercibimiento de incurrir en desobediencia, para que digan si la cosa está 
o no en su poder y si saben dónde se encuentra (art. 701.2). 
Si la cosa no pudiese ser finalmente habida, a instancia del ejecutante -una 
vez más- el tribunal ordenará por providencia que la falta de entrega de la cosa 
o cosas debidas se sustituya por una justa compensación pecuniaria, que se li-
quidará conforme a lo previsto para determinar la cuantía de los daños y per-
juicios (art. 701.3). 
Esta misma solución hay que adoptar si la cosa determinada se encontrara en 
poder de un tercero en situación de irreivindicabilidad o hubiera perecido (en 
cuyo caso, si se perdió o se destruyó antes de que se le exigiera al deudor la en-
trega -judicial o extrajudicialmente-, y sin su culpa, la obligación queda ex-
tinguida: arto 1.182 CC), procediendo el sustitutivo de la específica obligación 
de dar: la indemnización de daños y perjuicios. 
4. ENTREGA DE COSAS GENÉRICAS O INDETERMINADAS 
Cuando se trate 4e exigir el cumpl~i~to de obligaciones de entregar cosas 
genéricas o indeterminadas, aquellas que pueden ser adquiridas en los merca-
dos o, dicho de otro modo, las que por su fungibilidad pueden ser sustituidas por 
otras de la misma especie y calidad. PQrque se fabrican en serie o se producen 
masivamente (un automóvil-aunque sea de una marca y modelo concreto- o 
100 cerdos ibéricos de determinado peso) el régimen jurídico que ha de seguir-
se es sustancialmente distinto al estudiado para las cosas determinadas (porque 
parece que, en principio, el acreedor no podría compeler al deudor a que reali-
ce la entrega; argo arto 1.096.1 CC, a contrario). 
En tales casos, una vez hubiera pasado el plazo del requerimiento sin que el 
ejecutado hubiese cumplido la obligación, se presentan al acreedor dos posibi-
lidades en la ejecución forzosa: o bien pedir que se le ponga en posesión de las 
cosas debidas a expensas del deudor (art. 1.096.11 CC), o bien optar por que se 
le faculte para adquirirlas a costa del ejecutado, ordenando al mismo tiempo el 
embargo de bienes suficientes para pagar la adquisición, de la que el ejecutan-
te dará cuenta justificada (art. 702.1). 
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Claro es que el resultado, de seguirse uno u otro camino, difiere para el acree-
dor, porque en el primer caso recibirá efectivamente el género objeto de la 
obligación (y, si no se hubiese expresado, de calidad media: arto 1.167 CC) y 
en el segundo recibirá una suma de dinero (con la que podrá adquirir las cosas 
debidas). 
Sin embargo, cualquiera que sea la opción por la que se incline el acreedor, 
los efectos para el obligado serán idénticos: la entrega de dinero, siguiendo el 
procedimiento prevenido para este tipo de ejecución, que en el primer caso se 
destinará a la adquisición de las cosas y en el segundo se entregará directamen-
te al ejecutante. 
No obstante, cuando el ejecutante manifestara que la adquisición tardía de las 
cosas genéricas o indeterminadas no satisface ya su interés legítimo, el tribunal 
determinará, mediante providencia, el equivalente pecuniario, con los daños y 
perjuicios que hubieran podido causarse al ejecutante (art. 702.2). 
CAPÍTULO XVI 
LA EJECUCIÓN FORZOSA 
EN LOS ·PROCESOS DE FAMILIA 
1. LA EJECUCIÓN EN MATERI~ DE FAMILIA 
Las resoluciones dictadas en los procesos de'familia suelen plantear dificul-
tades en la ejecución esencialmente en lo que hace a las medidas que regulan las 
relacion~s p~trimoniales y personales entre los miembros de la familia, pues el 
pronuncIamIento de nulidad, separación o divorcio que recaiga en ellos no es una 
resolución de condena y, de oficio, se han de comunicar al Registro Civil, de 
acuerdo con 10 dispuesto en el artículo 755 de la nueva LEC. 
En relación con su contenido, deben distinguirse, por una parte, las medidas 
de contenido patrimonial, como el pago de la pensión o la entrega de la vivien-
da familiar, entrega de bienes, o determinación del régimen de administración, 
que pueden ser cumplidas prescindiendo de la voluntad del obligado. Por otra 
parte, pueden acordarse medidas diferentes, normalmente de naturaleza perso-
nal y que además son las más trascendentes en el sistema de relaciones familia-
re~, como las ~e ~uarda de los menores o el régimen de visitas, cuyo incumpli-
rntento es de dificIl respuesta por parte del ordenamiento, ya que por su naturaleza 
no pueden reduc~rse a metálico; de este modo, sólo es admisible el cumplimien-
to m natura, debIendo rechazarse la conversión en una indemnización de daños 
y perjuicios, ya que no representa una medida satisfactiva. 
La nueva LEC de 2000 remite a las normas generales para la ejecución de los 
pronunciamientos sobre medidas, con ciertas especialidades, derivadas no sólo 
de su contenido -pues la obligación de entregar a un menor, por ejemplo, no 
puede equipararse con la obligación de entregar un bien mueble o semoviente-
sino también de su duración o permanencia, por tratarse de pronunciamientos d~ 
tracto sucesivo. 
Las especialidades en materia de ejecución de resoluciones matrimoniales de 
la nueva ley se contienen en el artículo 776, disponiendo que la limitación de las 
multas periódicas a un año no rige en este ámbito, y que el incumplimiento por 
los padres de las medidas de guarda y del régimen de visitas podrá suponer su 
modificación, 10 que supone atribuir al incumplimiento el carácter de alteración 
de las circunstancias, suficiente para ordenar la modificación de las medidas. 
En realidad, este precepto servirá sobre todo de elemento admonitorio de pre-
vención general de las consecuencias del incumplimiento, y dado que s~ ha eli-
minado la limitación general del año para los procesos matrimoniales, estaría-
mos ante una verdadera astreinte. ' 
[142] 
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En otro orden de ideás, resulta importante en la ejecución de las medidas ana-
lizar la posibilidad de su modificación en ejecución forzosa de las que afecten 
a los menores, en aplicación del artículo 158 CC, que parece muy extendida en 
la práctica~ Ciertamente que no se permite modificar una sentencia en ejecución, 
pues han de ejecutarse en sus propios términos (art. 18.2 LOPJ), y prohíbe la 
LEC que el órgano judicial provea en contradicción con con la resolución judi-
cial que se esté ejecutando (art. 563.1), permitiendo abrir un incidente de im-
pugnación especial en estos casos. 
El artículo 158 CC, tras la modificación por la Ley Orgánica 1/1996, de 15 
de enero, faculta al juez a adoptar las disposiciones que considere oportunas para 
apartar al menor de un peligro, o evitarle perjuicios, en el ámbito de un proce-
dimiento ad hoc o dentro de cualquier proceso civil o penal, y en la práctica se 
ha interpretado este precepto como un elemento que justifica cualquier tipo de 
actuación judicial «en beneficio del menor». 
Sin embargo, que el artículo 158.2 CC faculte al juez para dictar las disposi-
ciones apropiadas a fin de evitar a los hijos perturbaciones dañosas en los ca-
sos de cambio del titular de la potestad de la guarda y que, en su último párra-
fo, disponga que todas estas medidas podrán adoptarse dentro de cualquier 
proceso civil, penal o bien en un procedimiento de jurisdicción voluntaria no 
significa que esté habilitado para cambiar la medida que otorgue la guarda en 
sentencia, sin respetar los trámites que expresamente determina la ley, 10 que ge-
nera una absoluta inseguridad jurídica. 
Así pues, los trámites de ejecución de sentencia no son los adecuados para 
modificar la medida que se ejecute, y ampararse para ello en el artículo 158 CC 
es una vulneración inadmisible del principio de legalidad procesal. 
2. EJECUCIÓN DE LA MEDIDA DE GUARDA DE MENORES 
Una vez atribuida la guarda y custodia de los menores a uno de los progeni-
tores, es posible que aquéllos se encuentren con el otro progenitor, o con un 
tercero, y que la entrega al titular de la guarda no se produzca voluntariamente. 
Así pues, el incumplimiento de esta obligación exigiría la intervención judicial 
para lograr efectivamente la entrega. 
En nuestro ordenamiento no se encuentra específicamente regulada la medi-
da de la entrega del met\or entre las medidas provisionales del CC, a diferencia 
de otros ordenamientos, sino que surge como un efecto de la medida de guarda. 
Es dificil lograr su efectividad por medio de los instrumentos legales tradi-
cionales de la ejecución forzosa, que deberían ser modificados en ésta como en 
otras actuaciones ejecutivas. 
Aunque resulta discutible, parece preferible calificar esta obligación más que 
como una obligación de hacer infungible o personalísima, aplicando el régimen 
del artículo 776, de imposición de multas coercitivas, como una verdadera obli-
gación de dar, que seguiría el régimen del artículo 701, sobre entrega de cosa 
mueble determinada, con las oportunas modulaciones porque se trata de entre-
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gar,una persona, así como lo dispuesto en el artículo176.3~¡qudseña1a como 
consecuencia del incumplimiento la posibilidad de cambios en euarito aJa guar-
da o el régimen de visitas. 
La entrega del menor se hará por medio del Asistente Social del Juzgado, o 
con la intervención de la Policía Judicial, que en numerosas ocasiones le ha de 
localizar primero, que recogerán al menor y lo entregarán al custodio. 
Estos incumplimientos pueden llevar aparejado el inicio de un proceso penal 
por el delito de desobediencia, aunque desde luego resulta preferible aplicar las 
sanciones del artículo 776, con el fin de evitar la intervención de terceros en el 
ámbito de las relaciones con los hijos. 
Mayor problema existe cuando los menores hayan sido· llevados al extranjero 
por quien no es titular de su guarda, en cuyo caso entrarían en juego el Conve-
nio internacional sobre secuestro de menores de La Haya de 1980 o el Convenio 
europeo sobre reconocimiento y ejecución en materia de custodia de menores 
del mismo año. 
3. EJECUCIÓN DEL RÉGIMEN DE VISITAS 
La ejecución forzosa del régimen de visitas presenta una gran complejidad, 
pues por medio de esta medida se regulan un conjunto de derechos y obligacio-
nes de ambos progenitores sobre los hijos, de modo que el guardador tiene la 
obligación de permitir las comunicaciones y las visitas entre los hijos comunes 
y su padre o madre en el tiempo establecido por la medida, y el derecho a que 
sean reintegrados al hogar en dicho tiempo; por su parte, el progenitor no guar-
dador tiene derecho a las comunicaciones y visitas en los mismos términos, cum-
pliendo con los límites horarios que se establezcan, y además de la obligación 
de realizar efectivamente las visitas, ya que se establecen por el bien de los me-
nores principalmente. . 
Se trataría de un grupo de obligaciones de dificil encuadre entre las suscepti-
bles de ejecución, pues el progenitor no guardador tendría una obligación de ha-
cer, pero de carácter personalísimo,por lo que no sería posible la sustitución; 
por el otro lado, el cónyuge guardador no debe impedir las visitas, lo que debe 
calificarse como una obligación de no hacer, cuyo incumplimiento podrá evi-
tarse en determinadas ocasiones por la actividad del juez y, en otras, la sustitu-
ción será imposible. 
A) INCUMPLIMIENTO DEL TITULAR DE LA GUARDA 
Cuando el incumplimiento se produce por el progenitor titular de la guarda, 
se le puede requerir para que cumpla con el régimen de visitas, apercibiéndole 
de que si no lo hace incurrirá en delito de desobediencia, y, ante su contumacia, 
podrá remitirse testimonio al Juzgado de Instrucción, aunque la visita del me-
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nor seguirá sin resolverse, y las relaciones familiares, en caso de ser condenado 
el infractor, se entorpecerán aún más. 
En caso de incumplimiento cabría plantear varias opciones, de aplicación se-
gún las circunstancias: una de ellas sería la entrega de los menores en sede ju-
dicial, so pena de desobediencia, en ocasiones incluso con la presencia de un 
psicólogo; otra, que el progenitor no custodio acuda a recoger a los hijos acom-
pañado de agentes de la autoridad, o incluso de testigos que le permitan demos-
trar el incumplimiento de la otra parte del régimen de visitas. 
De todos modos, se trataría de instrumentos para forzar la ejecución, aunque 
no en todos sus términos, porque siendo una obligación de tracto sucesivo, y que 
además incluye situaciones de dificil control, como pueden ser las comunica-
ciones telefónicas o por correo del menor y su progenitor, no puede producirse 
continuamente la injerencia de las fuerzas del orden o de funcionarios del Juz-
gado para su buen cumplimiento. 
Aunque no resulta posible conceder aquí tampoco la indemnización en vez del 
cumplimiento in natura de la obligación de entregar el hijo, permitir las visitas 
determinadas por el juez o cumplirlas, sin embargo es posible la indemnización 
por gastos causados por el incumplimiento, como los gastos de la cancelación de 
una reserva para realizar con el menor un viaje, o la compensación de los perío-
dos de visita debidos al incumplimiento de la parte guardadora de los menores. 
Los incumplimientos reiterados de las obligaciones derivadas del régimen 
de visitas, pueden llegar a justificar la modificación del régimen establecido 
(art. 776), entendemos que cambiando la potestad de guarda en detrimento de 
quien ha abusado de su posición. 
B) INCUMPLIMIENTO DEL BENEFICIARIO DEL DERECHO DE VISITA 
Cuando es el progenitor no custodio el que incumple el régimen de visitas, no 
ejerciendo su derecho-deber, se hace imposible de todo punto la ejecución de la 
medida in natura. Ante el incumplimiento podrán imponerse multas coercitivas 
por período incluso mayor al año. 
Ante incumplimientos graves o reiterados de los deberes impuestos por la re-
solución judicial, los artículos 94 CC y 777.3.° LEC permiten limitar o suspen-
der el ejercicio de este derecho, lo que que habrá de sustanciarse por los trámi-
tes de modificación de medidas y supone la suspensión de su ejercicio temporal, 
hasta que desaparezcan las causas que justificaron su suspensión, factible por 
procurar el bien del menor. 
La vía penal no soluciona el incumplimiento y sólo sirve a priori como me-
dida de prevención general y a posteriori como sanción, pero por sí sola no pro-
duce el correcto cumplimiento de las visitas, por lo que sería preferible la ac-
tuación de la Policía Judicial para conseguir el cumplimiento, y cuando existiera 
resistencia remitir testimonio a la jurisdicción penal. 
Desde luego que el incumplimiento no puede derivar en el pago de una in-
demnización para resarcir los petjuicios causados (art. 776.3.°), porque el hijo 
abandonado sufrirá la falta~delprogenitor, pero este sufriririeatcrno puede ser 
evaluable económicamente. 
- Si se produjera el incumplimiento del régimen de visitas por la voluntad del 
menor, el juez tendrá que recabar la ayuda de psicólogos que informen sobre la 
posibilidad de limitar las visitas, y decidir buscando el beneficio del menor, que 
muchas veces puede no ser lo que dicte su voluntad. 
4. USO DRLA VIVIENDA FAMILIAR 
Y DE LOS OBJETOS DE USO ORDINARIO 
La ejecución forzosa de esta medida se realizará desalojando de la vivienda 
a aquel de los cónyuges que no ha sido favorecido por la medida. 
Al tratarse de una medida de contenido económico pero no dineraria no exis-
ten normas específicas para el proceso matrimonial, si bien el artículo 703 dis-
pone que si el inmueble cuya posesión se deba entregar fuera vivienda habitual 
del ejecutado se le dará un plazo de un mes para desalojar, prorrogable por otro 
mes de existir motivo fundado: Transcurridos los plazos señalados, se procede-
rá de inmediato al lanzamiento, fijándose la fecha de éste en la resolución ini-
cial o en la que acuerde la prórroga. 
5. CONTRIBUCIÓN A LAS CARGAS, ALIMENTOS 
Y PENSIÓN COMPENSATORIA 
Se trata en todos los casos. de obligaciones de entrega de cantidades de dine-
ro por parte de un cónyuge al otro, que presentan algunas particularidades dig-
nas de mención. 
En efecto, de una parte, ~sporie la ,LEC que al cónyuge o progenitor que in-
cumpla de manera reiterada las obligaciones de pago de cantidad que le corres-
pondan podrán imponérsele multas coercitivas de acuerdo con el artículo 711, 
sin perjuicio de hacerse efectivas sobre su patrimonio las cantidades debidas y 
no satisfechas (art. 776.1). 
De otro lado, al tratarse de obligaciones de vencimiento periódico o sucesi-
vo, habrá de ampliarse la ejecución con las mensualidades que vayan vencien-
do, de acuerdo con la norma general del artículo 578. 
En tercer lugar, en el caso de las deudas por alimentos, la autoridad tributaria 
estará obligada a comunicar «los datos del obligado al pago que el juez solicite, 
de acuerdo con el artículo 113.1 f) de la Ley General Tributaria». Este precepto 
dispone que los datos, informes o antecedentes obtenidos por la Administración 
tributaria en el desempeño de sus funciones tiene carácter reservado y sólo po-
drán ser utilizados para la efectiva aplicación de los tributos o recursos cuya ges-
tión tenga encomendada, sin que puedan ser cedidos o comunicados a terceros, 
salvo que la cesión tenga por objeto la protección de los derechos e intereses de 
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los menores e incapacitados por los órganos jurisdiccionales o el Ministerio PÚ-
blico. . 
De otro lado, los límites de inembargabilidad del artículo 607 no rigen cuando 
el embargo o la retención tenga por objeto el pago de alimentos al cónyuge 
o a los hijos en virtud de resolución judicial (art. 608), dejándose su fijación al 
criterio del juez, que debe garantizar los derechos del acreedor, pero también las 
necesidades del obligado al pago. 
Finalmente, como medida coercitiva ante el impago de las pensiones, se ha 
defendido la suspensión del régimen de visitas, por conformar derechos recí-
procos (art. 1.124 CC), teoría que no debe tener acogida porque no se apoya en 
el hecho de que la suspensión sea favorable a los intereses o al bienestar del me-
nor, lo que en todo caso habrá de determinar el equipo psicosocial del Juzgado. 
CUARTA PARTE 
EJECUCIONES DE PAGO DE DINERO 
CAPÍTULO XVII 
LA EJECUCIÓN DINERARIA 
1. CONCEPTO 
La ejecución dineraria es la actividad jurisdiccional de ejecución forzosa que 
tiene como finalidad obtener del patrimonio del deudor una determinada canti-
dad de dinero para entregarla al acreedor. 
Con gran diferencia sobre las restantes modalidades o formas de ejecución for-
zosa, la ejecución por obligaciones de pago de dinero es la más frecuentemente 
utilizada en la práctica. Esto se explica sin dificultad porque dicha actividad ejecu-
tiva tiene lugar no sólo cuando el título determina directamente una obligación de 
esta naturaleza (se trate de entrega de cantidad líquida o precise de liquidación, 
como luego se verá), sino también cuando resulten de imposible cumplimiento las 
prestaciones in natura, en el caso de títulos que contengan una condena de hacer, 
no hacer o dar alguna cosa, y sustitutivamente haya de cumplirse por el equivalente 
en los casos previstos por la ley: entregando al acreedor una cantidad de dinero 
(esta cantidad está generalmente necesitada de liquidación, aunque es posible que 
venga fijada en la sentencia, arts. 706.1.II y 709.4 LEC), como resarcimiento de 
los daños e indemnización de los peIjuicios que se le hubieren irrogado. 
El procedimiento en la ejecución dineraria se desarrolla básicamente, par-
tiendo de la solicitud de ejecución, a la que sigue el despacho de ejecución, a tra-
vés del embargo y la realización de los bienes embargados, para satisfacer fi-
nalmente al acreedor con el pago del dinero. 
No obstante, puede eventualmente faltar el embargo cuando en el proceso de 
declaración se haya acordado la medida cautelar de embargo preventivo, que se 
convertiría en ej ecutivo con la firmeza de la sentencia (art. 731), y también pue-
de faltar la realización de los bienes cuando lo embargado haya sido efectiva-
mente dinero, en cuyo caso se procede a entregarlo al acreedor después de ha-
berlo ingresado en la Cuenta de Depósitos y Consignaciones (art. 621 LEC). 
2. LA DEMANDA EJECUTIVA 
A) CONTENIDO DE LA DEMANDA 
La ejecución dineraria se inicia siempre -como el resto de los procesos de 
ejecución- con una demanda presentada por la parte interesada, que debe reu-
nir los requisitos exigidos por la LEC, ante el juez de la ejecución (el que cono-
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ció en primera instancia si de ejecución de sentencias firmes o de otras resolu-
ci~nes judicial,es se trata, o el del lugar en que el laudo se hubiera dictado), al 
objeto de que este ordene el despacho de la ejecución y realice los actos condu-
centes a la satisfacción del derecho del acreedor. 
Para precisar la extensión de las actividades judiciales de ejecución forzosa es ne-
cesario llenar los requisitos generales de la demanda ejecutiva (art. 549.1), pues en 
otro caso el despacho de la ejecución puede plantear múltiples problemas. Incluso 
en aquellos casos en que la LEC sólo exige que se solicite el despacho de la ejecu-
ción con identificación de la resolución de que se trate, esto es, cuando el título sea 
una sentt:ncia o res?lució~ dictada por el juez que deba despacharla (art. 549.2), ta-
les menCIOnes son InSufiCIentes, de modo que resulta imprescindible hacer constar 
en l~, de~da no sólo el título ~ la petición de que se dicte el auto despachando eje-
CUCIon, smo el resto del conterudo que aparece previsto con carácter general. 
a) Será preciso sin duda, en caso de ejecuciones dinerarias, determinar la 
cc:-n.tidad por la que se insta la ejecución, que representará la medida del auto ju-
~hctal, como se expli~a ~ continuación, pues precisamente la LEC ha querido 
Imponer fuertes restncclOnes a las operaciones de liquidación en ejecución de 
sentencias (art. 219). 
b) En segundo lugar, resultará de extrema importancia para el éxito de la 
ejecución, determinar los bienes del deudor que resulten conocidos para trabar 
el embargo, pues éste sólo puede recaer sobre bienes concretos siendo nulo el 
embargo indeterminado (art. 588). Si no se pueden fijar los biene~ en la demanda 
habrán de adoptarse las medidas de localización e investigación de bienes del 
patrimonio del ejecutado que pida el ejecutante para ordenar su embargo. 
Estas dos concretas menciones de la demanda pueden resultar determinantes 
del 'resultado de ~a ejfctición; en efecto, como el embargo se traba desde el mo-
mento en que el Juez lo decrete o se reseñe el bien en el acta de la diligencia de 
embargo, aunque no se hubieran adoptado las medidas de garantía de la traba 
(art. 587.1), y la ~rden .~e embargo se' reoaliza, si ~era posible, en el propio auto 
d~spachan~o la eJec~cIon .(art. 553.1.4. ), la celendad en la designación de los 
bIenes es VItal para lmpedlf que desaparezcan del patrimonio del deudor frus-
trando los derechos del ejecutaÍlte. ' 
\or o~~ parte, si el acreedor no conociera bienes concretos del ejecutado, de-
be~a So~~cIta~ en la. de~~nda que, se adopten las medidas pertinentes para su 10-
cahzacIOn o mvestIgacIOn, que solo pueden acordarse a instancias del ejecutante 
(art. 590), ya que el requerimiento de oficio al ejecutado para que manifieste 
una relación de bienes para cubrir la cuantía de la ejecución (art. 589) puede re-
sultar ineficaz frente al deudor renuente. 
c) Asimismo, habrá de identificarse a la persona o personas frente a las que 
se pretenda que se despache la ejecución, que pueden haber cambiado en rela-
ci~'m con las que figuren en el título, en cuyo caso se hace imprescindible deter-
mmar en la demanda el ejecutado, frente a quien debe despacharse (ver supra, 
los supuestos de modificación de la legitimación pasiva). . 
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B) 'DETERMINACIÓN DE LA CANTIDAD 
Uno de los puntos más importantes de la demanda es sin duda la fijación de 
la cantidad por la que se pide que se despache la ejecución, aunque se trate de 
resolución dictada por el mismo tribunal que va a conocer de ella, y pareciera 
que en este caso puede prescindirse de esta mención en la demanda; efectiva-
mente, en muy contadas ocasiones va a coincidir lo efectivamente pedido por el 
ejecutante con lo concedido en el título. 
Ello es especialmente patente, por un lado, cuando se hubiera producido un 
cumplimiento parcial, de modo que no se pretenda -ni se pueda- ejecutar por 
la totalidad de la condena; por otro lado, porque en la inmensa mayoría de los 
casos se pretenderá legítimamente obtener, junto con el principal reconocido en 
el título, las costas del proceso principal que ya se hubieran liquidado, más los 
intereses devengados hasta la demanda de ejecución, y además una cantidad 
aproximada para responder de los intereses que se devenguen durante la trami-
tación de la ejecución y las costas que se causen en ella. 
Sin perjuicio de los supuestos de conversión de las ejecuciones específicas en 
el pago de una cantidad de dinero, cuando se trata de condenas dinerarias la can-
tidad que ha de satisfacer el ejecutado deberá venir determinada en el título, y 
cuando resulte de realizar algún cálculo, éste ha de expresarse en la demanda, 
pues en otro caso no se despachará la ejecución (art. 575.3). 
De todos modos, la ejecución se va a despachar por la cantidad que se recla-
me en la demanda, en concepto de principal, intereses ordinarios e intereses mo-
ratorios vencidos, incrementada por la que se prevea en el propio escrito para ha-
cer frente a los intereses que púedan devengarse durante la ejecución y a las costas 
(art. 575.1), sin que se pueda denegar el despacho de la ejecución porque el juez 
entienda que la cantidad debida es distinta de la fijada en la demanda (art. 575.2). 
En el caso de una resolución judicial de condena al pago de cantidad líquida, 
ha de tenerse presente que ésta devenga, desde que la resolución se dictó en pri-
mera instancia hasta su ejecución total, un interés moratorio anual en favor del 
acreedor igual al del interés legal del dinero, incrementado en dos puntos o el 
que corresponda por pacto de las partes, o disposición especial (art. 576.1), salvo 
que interpuesto recurso la resolución fuere totalmente revocada. En los casos 
de revocación parcial, el tribunal resolverá conforme a su prudente arbitrio, ra-
zonándolo al efecto (art. 576.2). 
La STS de 24 de abril de 1982, interpretando un antiguo artículo 921 bis de la LEC de 1881, 
después derogado, pero cuyas disposiciones se mantuvieron en la LEC, señalaba que: «A) en 
cuanto al presupuesto de aplicación del artículo, puede precisarse que a) la resolución origina-
dora del devengo no tiene que ser firme necesariamente ... y b) sobre si la liquidez debe ser an-
terior a la resolución o proceder de ésta, parece que basta con que la resolución introduzca la li-
quidez, pues entenderlo de otro modo dejaría fuera del precepto la fijación de las deudas de valor 
en resoluciones aún no firmes, muy numerosas en el campo de las obligaciones extracontrac-
tuales de resarcimiento de daños, que, desde ahora, originarán el devengo de estos intereses 
desde el temprano momento procesal en que se expresen o traduzcan en cifras, aunque el pronuncia-
miento no sea firme y ni siquiera definitivo; y B) en cuanto al modo de su aplicación también 
ocurren [sic] puntualizar que a) si la cantidad objeto de la condena no producía intereses desde 
momento anterior, con la fecha de la resolución se inicia.el de 1081!egQr.doa,P'N!~ !Il'Úcálo 921 
bis; y b) si, por el contrario, ya devengaba intereses moratorios, el aspecto de la compatibilidad 
debe resolverse entendiendo que los moratorios ordinarios quedan embebiqos en los superiores 
del artículo a partir de la fecha de la resolución; debiendo distinguÍrse, poi tanto, entre el tiempo 
anterior ala fecha de la resolución o tiempo de mora ordinario y tiempo posterior, regido por' el 
artículo 921 bis únicamente; pero si los intereses moratorios ordinarios, por pacto u otra causa 
aparecieren superiores a los del artículo, prevalecerán aquéllos y, en definitiva y en cualquier 
caso, el tipo más elevado.» 
En cuanto a los intereses que puedan devengarse durante la ejecución y las 
costas de ésta, la LEC prevé que se fije provisionalmente, sin perjuicio de efec-
tuar al final la liquidación, una cantidad máxima total con el límite superior del 
30 por 100 de la que se reclame por principal e intereses hasta la fecha de la de-
manda (art. 575.1). Habrá de hacerse constar eh la demanda ejecutiva la canti-
dad que se pretenda en este concepto, y si supera el porcentaje referido, el juez 
podrá denegar el despacho de la ejecución; sin embargo, parece que, por los tér-
minos en que está redactado el precepto, el juez no estaría facultado para mo-
dular lo solicitado por el ejecutante si no 'excede del límite del 30 por 100. 
No obstante, excepcionalmente se podrá superar el límite si el ejecutante justifica que los inte-
reses y las costas de la ejecución será superiores en razón de la previsible duración de la ejecución 
y del tipo de interés aplicable (art. 575.I.II). 
C) AMPLIACIÓN DE LA EJECUCIÓN POR ULTERIORES VENCIMIENTOS 
La nueva LEC regula específicamente los supuestos de ampliación de la eje-
cución por vencimientos de' nuevos plazos o de la totalidad de la deuda, dispo-
niendo que si, una vez despachada la ejecución, venciera algún plazo de la mis-
ma obligaeión en cuya ~d se procede, o el resto de la obligaCión en su totalidad, 
se entenderá ám'pliadMa ejecución p~r el importe correspondiente a los nuevos 
vencimierttos dé principal e intereses, si lo pidiere así el actor y sin necesidad 
de retrotraer el procedimiento (art. 578.1)." 
Esta ampliación de la ejecUción podrá solicitarse en la propia demanda eje-
cutiva, en cuyo caso se advertirá al ejecutado, al notificarle el despacho de la 
ejecución, que ésta se entender~ ampliada automáticamente si, en las fechas de 
vencimiento, no se consigrlan a disposición del Juzgado las cantidades corres-
pondientes (art. 578.2). 
La ampliación de la ejecución habilitará para la mejora del embargo y podrá 
hacerse constar en la anotación preventiva de éste, pero no se acordará automá-
ticamente, sino una vez que el ejecutante la solicite después de cada vencimiento 
que no hubiera sido atendido (art. 578.3). 
3. EL DESPACHO DE EJECUCIÓN 
a) Como se dijo con anterioridad, si en la demanda ejecutiva concurre~ los 
presupuestos y requisitos exigidos, el título no adolece de irregularidad alguna 
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y los actos que se solicitan son acordes cón la'naturaleza y contenido del titulo, 
el tribunal ha de despachar la ejecución (art. 5? 1.1 LEC). . 
" El despacho de la ejecución se hace por medIO de auto y ha de detemun~, en-
treotros extremos, la cantidad por la que se despacha cuando se trata de ejecu-
ciones dinerarias (art. 553.1.2.°), sin que el tribunal esté fa~u1tado para dene-
garla porque entienda que la cantidad debida es distinta de l~ fija~ en la d~~ 
ejecutiva (art. 575.2), ni siquiera cuando el título lo hubIera dIctado el propIO 
juez de la ejecución. .,
Tras el despacho de la ejecución, sin audiencia .del ejecutad?, s~ ,nevaran .a 
cabo de inmediato tanto el embargo como las medidas de 10cahzaclOn y aven-
guación de los bienes del ejecutado (art. 554.1 LEC). 
b) El auto por el que se despache la ejecución, con copia de la demanda .. 
será notificado al ejecutado, pero sin citarle ni emplazarle, de ~odo q';le podra 
personarse en cualquier momento, y desde entonces se entenderan con ellas su-
cesivas actuaciones (art. 553.2 LEC). 
Cuando se trate de ejecución de resoluciones judiciales o arbitrales, o. que aprue-
ben transacciones o convenios alcanzados dentro del proceso, que oblIguen a en-
tregar cantidades determinadas de dinero, no será neces~rio hacer requerimiento 
de pago al ejecutado para realizar el embargo de sus bIenes (art. 580); d~ ~ste 
modo, en el sistema procesal vigente se c?nvierte el acto p~oces~l, de la nOÍ1!ICa-
ción al ejecutado del auto por el que el tribunal despacha ejeCUCIOn en el pnmer 
referente para él de la apertura de la ejecución forzosa, cuando pro~ablemente 
una parte de sus bienes ha sido ya embargados. E~ verdad que, ~n razon de !a na: 
turaleza de los títulos, no es preciso rodear al deudor de ultenores garanttas m 
son necesarios más «avisos», puesto que o bien acordó con el ejecutante ~urante 
el proceso de declaración una solución al litigio. que los e~frentaba, y la mcum-
plió (acuerdos o transacciones aprobados por el juez), o bIen fue opo~amente 
notificado de la resolución judicial (sentencia o auto) o del laudo arbItral,. y ha 
tenido oportunidad de cumplir antes de que se inicien las actuaciones de ejecu-
ción forzosa. 
A partir de la notificación del despacho .de.la ejecución se le abre al ej~cuta­
do la posibilidad de intervenir en' el procedlmle~to en el momento 9ue qUiera, .y 
adoptando la posición que más convenga a sus mterese~, .pero ~o sirve e~ pun: 
dad ni como citación, pues no se le convoca a ninguna dlhgencla. o actuac~on, m 
como verdadero emplazamiento, pues no se le concede un penodo de tIempo 
determinado para realizar un acto procesal. . . , '.. . . 
Eso no quita para que, sin embargo, la. n?tIficaClo~ fun~lOne de un modo SImI-
lar al emplazamiento para formul~ ~os~~lón, pues SI el ejecutado n? co~parece 
en los diez días siguientes a la notiflCaCl()n del a~t~ ,despachando eje~UClOn ~or­
mulando oposición por motivos procesales u OpOSIClon de fondo, habra preclUldo 
el momento para hacerlo (arg. arto 556.1). Con todo, la previsión legal parece que 
no puede entenderse como prohibición o impedimento radical de promover con 
posterioridad un incidente de nulidad, al amparo del artículo 562.1.3.°, o de acuer-
do con los artículos 238 y siguientes de la LOPJ. 
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4: 'I:.AS POSTURAS DEL EJECUTADO. 
a) Ante el auto despachando la ejecución, el ejecutado podrá, desde luego, 
intentar ignorar la ejecución que se está siguiendo contra él, adoptando una pos-
tura de inactividad, aunque se verá de inmediato obligado a realizar actuaciones 
en el procedimiento, como la manifestación de sus bienes que debe ordenar el 
tribunal de oficio si el ejecutante no hubiera designado en la demanda bienes 
para el embargo (art. 589). 
b) Podrá también el ejecutado formular oposición a la ejecución, si le asis-
ten méritos para ello, tanto por defectos procesales (art. 558.1) como por moti-
vos de fondo (art. 556.1), según se explicó antes, así como oponerse a medidas 
o actuaciones concretas de la ejecución forzosa. 
c) El ejecutado tiene la posibilidad de evitar el embargo cuando éste ya se 
hubiese pedido, consignando la cantidad por la que se hubiera despachado la eje-
cución, mientras se sustanCia la oposición que pueda plantear o haya efectiva-
mente formulado. Si el órgano judicial hubiera ordenado el embargo de bienes 
concretos, aun cuando no se hubiese garantizado la traba, la consignación podrá 
hacerse en cualquier momento posterior -naturalmente antes de que se haya re-
suelto la oposición- y producirá el efecto de alzar los embargos (art. 585). 
Así pues, la consignación opera como un instrumento a disposición del eje-
cutado con el fin de paralizar el embargo de los bienes, o alzar los que estuvie-
sen trabados, mientras se sustancia la oposición (art. 585.11). Por medio de la 
consignación el ejecutado entrega la cantidad por la que se despachó, pero no 
porque considere que la debe, p que la debe como se pide y el juez ordena, sino 
para evitar que sus bienes queden afectados a la ejecución forzosa, y mientras 
se discierne su oposiciQn. . , 
Por tales motivqs, la LEC establece destinos diferentes de la cantidad con-
signada según la oposición se formule o no: en el primer caso, se deposita y el 
embargo queda en suspe~o; pero si no se formula la oposición en plazo la can-
tidad entregada en concepto de consignación pasa a ser reputada como pago, de 
modo que se entrega sin más·al ejecutante, sin peIjuido de liquidar además los 
intereses de la ejecución y las costas (art. 586). 
d) Junto con estas posturas el ejecutado puede intentar cumplir con el des-
pacho de la ejecución dineraria, pagando. El pag(J naturalmente produce como 
efecto el finalizar la ejecución ya iniciada, poniendo a disposición del ejecutante 
la suma de dinero debida, salvo que se trate de la conversión de la consignación 
en pago por no formular oposición el ejecutado, como se acaba de decir, en cuyo 
caso las actuaciones ejecutivas pueden continuar para liquidar (y exigir) los in-
tereses y las costas. 
El pago viene regulado en la ley como una actuación derivada del requeri-
miento (<<si el ejecutado pagase en el acto del requerimiento», dice el arto 583.1) 
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o de la proximidad de una demanda ejecutiva (<<o antes del despacho de la eje-
cucióID>, sigue diciendo el propio artículo). 
El precepto legal resulta de dificil integración. En efecto, literalmente signi-
ficaría, de una parte, que como en la ejecución de títulos judiciales y arbitrales 
el requerimiento de pago no tiene lugar (art. 580), la primera de las alte~~tivas 
no podría existir, porque no puede pagar el deudor en el acto d~ ~ requennnento 
que no se produce: no puede haber pago en el acto del requenmlento porque no 
hay requerimiento. ..
No debe correr mejor suerte la segunda de las alternattvas, pues aunque el eJe-
cutado conozca que se va a presentar la demanda, o que ya se ha presentado, re-
sultará dificil que pueda acudir al tribunal para pagar (otra cosa será consignar para 
oponerse e impedir el embargo), salvo que el ejecutado entregara en el órgano ju-
dicial en concepto de pago la cantidad establecida en el título, es decir, el principal 
de la obligación, aunque ésta no se corresponderá con lo pedido por el ejecutante. 
En efecto, si nos situamos en el supuesto de que la demanda no se hubiera 
presentado, ello significa que el proceso de ejecución no se habria abierto y la 
actuación del ejecutado funcionaria como una consignación judicial liberatoria. 
De todos modos, el deudor no puede saber la cantidad reclamada -que se in-
tegrará de diferentes partidas: al menos del capital y de los intereses debidos 
hasta el momento, pues aunque se reclamen efectivamente en la demanda las 
costas de la ejecución, en el caso del pago antes de la demanda, éstas no se ha-
brian devengado--, por lo que resultaría dificil concebir como viable esta pri-
mera posibilidad y un pago previo al despacho de la ejecución. 
Por su parte, sólo si el ejecutado hubiera tenido extrajudicialmente. acceso a 
la demanda, y lograra comparecer antes de que el juez dicte el auto despachan-
do ejecución, como dice el artículo 583.1, seria viable que utilizara este modo 
de poner fin a la ejecución con el cumplimiento de la obligación reconocida en 
el título, es decir, pagando. 
Pero, una vez que el órgano judicial despacha la ejecución, parece que el ejecu-
tado que pretenda pagar no podría hacerlo de inmediato, sino que habría de esperar 
al embargo de bienes concretos y proceder a levantarlo; ésta es la vía que brinda la 
LEC en los artículos 650.5 y 670.7: liberar los bienes embargados (todos ellos) me-
diante el pago íntegro de lo que deba al ejecutante por principal, intereses y costas. 
De este modo, si el ejecutado conociera de la existencia de la ejecución por 
la notificación del auto que la despachara, o por el requerimiento judicial para 
que manifieste relacionadamente bienes y derechos suficientes (art. 589), no 
tendría la posibilidad de poner fin a la ejecución cumpliendo, pagando, lo ~ue 
resulta ciertamente poco razonable. Por todo ello, debe mantenerse, en una In-
terpretación integradora de los preceptos procesales, que la norma de los ar-
tículos 650 y 670, antes aludidas, no impiden que el deudor en cualquier mo-
mento de la ejecución forzosa, antes de haberse aprobado el remate, pague el 
principal y las costas, y son de aplicación cuando el ejecutado, una vez despa-
chada la ejecución y conocida la cantidad que se reclama, pretenda efectiva-
mente cumplir por la totalidad de lo debido, poniendo fin de ese modo al pro-
cedimiento, aunque no se haya embargado bien alguno hasta ese momento. 
CAPÍTULO XVIII 
LIQUIDACIÓN DE TÍTULOS ILÍQUIDOS 
l. CONCEPTO Y SUPUESTOS 
Naturalmente cuando el título condene al pago de cantidad de dinero (sea de 
forma principal o como sustitutiVo de: otra prestación) y no la contenga líquida, 
es necesario ulteriormente precisar o Liquidar la cantidad con carácter previo a 
realizar las aotividades que integran la ejecución pecuniaria. La LEC de 2000 ha 
pretendido ser extremadamente.rígida respecto de las sentencias con reserva de 
liquidación, que en la actualidad permiten dejar para este momento procesal com-
plejas operaciones de cognición relativas a la fijación de la cantidad exigible, 
cuando no existe un cauce ni unos elementos adecuados para ello, siguiendo el 
camino establecido hace años por la Ley de procedimiento laboral (arts. 89 y 98). 
Por esta razón, exige la LEC que cuando se reclame el pago de una cantidad' 
determinada, o el pago de frutos, rentas, utilidades o productos, ha de cuantifi-
carse su importe, sin dejar su determinación para ejecución de sentencia, o al me-
nos fijar con claridad las bases, al punto de que la liquidación consista en un sim-
ple operación aritmética (art,,219.1)¡ y, al propio tiempo, se prohíbe fuera de esos 
casos pretemderque la condena se efectúe con reserva de liquidación (art. 219.3), 
por lo que :será en el proceso de declaración donde habrán de realizarse, con el 
respeto escrupuloso del principio de contradicción, las operaciones necesarias 
para 'cuantificar lo quéexactament'e se ha de satisfacer al acreedor. 
Pl!J'epe quequedan¡fuerade la posibjlidad de que se determinen. en ejecución de sentencia las 
conden.as \1 indemnizar,dl,úios y: perjuicios, precisam'111te un0.de,los sUlluestos ac~lmente más fre-
cuentes de iliquidez de rc::soluqiones, y al que p!>~enza' ~rpléndose la LEC al regular esta materia 
en el libro III. Así pues, como rio se trata de pago' de cantidad determinada, ni de pago de frutos, 
rentas, utilidades o productos, es preciso considerar que la LEC exige que en el proceso de decla-
ración no sólo se discuta la existencia del daño y la relación de causalidad, sino también que se de-
bata acerca de la cantidad a que asciendan, sin que se puedadejar esta discusión para la ejecución 
de la sentencia, No obstante la LEC abre un portillo a ~~ posibilidad de que el actor traiga al pro-
ceso ,solamente el an de la indemnización, en unprocéso de cuantía indeterminada, y que con pos-
terioridad inicie otro proceso de declaración pata establecer el quantum, discutiendo los problemas 
de liquidación concreta de las cantidades (art. 2193). 
De todos modos, así como la LEC pretende hacer desaparecer --o que se re-
duzca de un modo sensible- las liquidaciones en ejecución de sentencias, nada 
se previene respecto de otros títulos que, como los laudos arbitrales, permiten 
pasar a las actuaciones de ejecución forzosa; por consiguiente al no prohibirse 
los laudos con reserva de liquidación, cuando se trate de llevar a efecto lo orde-
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nado por los árbitros, aunque no aparezca liquidado, -deberá admitirse la demanda 
ejecutiva y realizar en este momento procesal las pertinentes operaciones para 
satisfaoer el· derecho del acreedor ejecutante. 
Necesitan, pues, de liquidacióa o integración: 
~ Las sentencias que, estableciendo las bases para ello, se dicten sin deter-
minar la cantidad líquida, cuando hubiere condena de frutos, rentas, utilidades 
o productos (art;'. 219 y 718 LEC). 
- Los laudos arbitrales que, estableciendo o no las bases, contengan una 
condena a cantidad sin liquidar, cualquier que fuera su contenido. 
- Los supuestos en que hubiera que fijar la cantidad debida en concepto de 
daños y perjuicios (arts. 533.3, 534.1, 712, 742 Y 745 LEC). 
- Los casos de transformación de condena a hacer, no hacer o entregar cosa 
determinada en obligación de abono de daños y perjuicios por su incumplimiento, 
que debe liquidarse como en el supuesto anterior (arts. 701.3, 702.2, 703.3, 706.2, 
707.II, 708.2 LEC), a no ser que el propio título haya fijado la cuantía de aqué-
llos para tal eventualidad (arts. 252.11.a, 706.1, 709.4 LEC Y 18.2 LOPJ). 
- Los supuestos de condena a entregar el saldo de las cuentas de una admi-
nistración, previa rendición de las mismas (art. 720 LEC). 
2. LIQUIDACIÓN DE DAÑOSY PERJUICIOS 
I l' ,1 I 
Cuando se trate de una condena al abono de daños y perjuicios, con la solíci-
tud de la ejecución el acreedor ha de presentar una relación detallada de los mis-
mos (incluidos, si se produjeron, los daños morales) y de su importe, ajustán-
dose por supuesto a las bases de liquidación cuando se hubieran establecido en 
el título, a la que se podrá acompañar los dictámenes --que naturalmente se re-
ferirán al valor o cuantía de aquéllos- y los documentos que el ejecutante con-
sidere oportunos (art. 713.1 LEC), 
De este escrito, de la relación de los daños y perjuicios y de los dictámenes y 
documentos que el acreedor haya presentado, se dará traslado al deudor para que 
conteste lo que estime conveniente en el plazo de diez días (art. 713.2 LEC). 
Si el deudor presta su conformidad, el órgano judicial aprobará por medio de 
providencia y sin ulterior recurso la relación presentada por el ejecutante (art. 714.1 
LEC), Y su importe, teniendo por hecha la liquidación e integrado el título, de 
modo que dictará mandamiento de embargo por la cantidad señalada y se proce-
derá a realizar los oportunos actos de la ejecución, que ya fue instada con la pre-
sentación del escrito inicial de este incidente de liquidación. La conformidad puede 
ser expresa, o entenderse prestada tácitamente, tanto si el deudor se limita a negar 
genéricamente la existencia de daños y perjuicios, sin referirse a partidas o canti-
dades concretas, como si deja pasar el plazo sin evacuar el traslado (art. 714.2). 
En el plazo de los diez días, el deudor se puede oponer bien a la relación de 
los daños y perjuicios, o bien al importe asignado a cada una de las partidas, mo-
tivando específicamente su escrito de oposición. Cuando se formule oposición 
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sesustaneiaráeste procedimiento por los trámites del juicio veriJhl0rdinariO, de 
modo que, habiéndose completado las posturas de ejecutante y ejecutado en sus 
respectivos escritos, se procederá a convocar una vista, en la que lógicamente se 
debatirán las alegaciones de ambos: el acreedor sostendrá su relación de daños 
y la valoración de los mismos, y el deudor planteará sus alegaciones y, aunque 
nada diga la ley, de lograrse el acuerdo en la cantidad líquida, el juez lo apro-
bará por medio de auto, donde se ordenará la ejecución por dicha suma. Si no 
se logra el acuerdo, a continuación se practicarán los medios de prueba que hu-
bieran propuesto ambas partes y resulten pertinentes y útiles a los efectos de de-
terminar la cantidad (art. 715). 
Permite la LEC que el tribunal, a instancia de parte o incluso de oficio, designe por providen-
cia a un perito (hay que entender que siguiendo el procedimiento establecido en el arto 341) para 
que emita dictamen, lo que puede hacer bien sobre la efectiva producción del daño, bien sobre su 
cuantía, o sobre ambos extremos. En este caso, se fijará un plazo para que pueda realizar la peri-
cia, y la vista no se celebrará hasta pasados diez días desde el siguiente al traslado del dictamen a 
las partes (art. 715). 
Dentro de los cinco días posteriores a la vista, el órgano judicial dictará auto 
fijando la cantidad que estime justa, y que será la que deba abonarse al acree-
dor, haciendo pronunciamiento expreso sobre costas, condenando a la parte que 
hubiera visto rechazada sus peticiones, u ordenando abonar las comunes por mi-
tad si la desestimación fuera parcial, salvo que hubiera méritos para imponerlas 
a una de ellas por temeridad (art. 394). 
Dicho auto será apelable sin efecto suspensivo (art. 716), quedando en el Juz-
gado testimonio del mismo y de los particulares necesarios para su ejecución, 
procediendo al embargo y al apremio sobre los bienes. 
3. DETERMINACIÓN DEL EQUIVALENTE DE UNA PRESTACIÓN 
NO PECUNIARIA 
Con independencia de los supuestos en que 'puede obtenerse una indemniza-
ción por los daños y perjuicios que se hubiesen irrogado al acreedor en las eje-
cuciones de hacer, de no hacer o de dar cosa determinada (como pudieran ser 
los desperfectos en la entrega de inmuebles, arto 703.3), justamente en estas eje-
cuciones específicas es posible la sustitución de la prestación no pecuniaria con-
tenida en el título por un equivalente en dinero. Ello ocurre en diferentes su-
puestos determinados en la LEC, como cuando se fija una justa compensación 
por la falta de entrega de cosa mueble determinada (art. 701.3); cuando se pro-
duce la falta de entrega tempestiva de cosas genéricas (en el arto 702.2 se esta-
blece el equivalente pecuniario, con los daños y perjuicios); en los casos de op-
ción del ejecutante en las condenas de hacer personalísimo (art. 706); en las 
condenas a emitir una declaración de voluntad con elementos esenciales inde-
terminados (art. 708.2.11), o para resarcir al ejecutante en el quebrantamiento de 
las condenas de no hacer (art. 710.2). 
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:En la solicitud por la que se insten estos procedimientos en los casos en que 
proceden se han de expresar las estimaciones pecuniarias de la prestación espe-
cífica debida y las razones que la fundamenten, y la solicitud se deberá acom-
pañar de los documentos que se consideren oportunos para fundamentar la pe-
tición (art. 717). 
De esta solicitud se dará traslado a la otra parte por un plazo de diez días, para 
que pueda formular oposición, siguiéndose los trámites establecidos para la li-
quidación de los daños y perjuicios, por tanto, se sustancia en adelante como un 
juicio verbal. 
. Así, pues, a diferencia del despacho de ejecución de las condenas dinera-
rias, cuando es necesario determinar el equivalente pecuniario de una presta-
ción específica tiene lugar un verdadero emplazamiento, permitiendo al eje-
cutado en ese tiempo formular la oportuna oposición a la estimación hecha por 
el ejecutante. 
4. LIQUIDACIÓN DE FRUTOS, RENTAS, UTILIDADES O PRODUCTOS 
Este procedimiento es aplicable para la liquidación de condenas a la entrega 
de frutos, rentas, utilidades o productos de cualquier clase, y presenta en una 
primera parte una tramitación radicalmente diferente a la señalada para la li-
quidación de daños y perjuicios, pues si en este último caso es el acreedor quien 
debe presentar la liquidación con la solicitud, pues es quien conoce de primera 
mano los supuestos y la cuantía de lo que efectivamente ha padecido, cuando se 
trata de percibir estos bienes productivos ha de ser el deudor, que lo venía ha-
ciendo, quien, en contacto inmediato con dichos bienes, dispone de los elemen-
tos y datos necesarios para fijar el importe y puede aquilatar con más precisión 
la cuantía de lo debido, motivo por el cual se requiere su intervención. 
Claro es que si en estos casos se instara la ejecución por el deudor, supuesto fácilmente ima-
ginable, en que se discute esencialmente la cuantía de los frutos, rentas o productos debidos, éste 
habría de presentar con la solicitud la correspondiente liquidación, sin la cual no le podría ser ad-
mitida. 
Deducida la solicitud de ejecución, cuando se trate de determinar la cantidad 
debida en concepto de frutos, rentas, utilidades o productos, se requerirá al deu-
dor para que, en el plazo que el juez le señale según las circunstancias del caso, 
presente la liquidación de los frutos ajustándose, en su caso, a las bases esta-
blecidas en el título (art. 718 LEC). 
De la liquidación presentada por el deudor se dará traslado al acreedor, sin 
que la ley fije plazo a este respecto; por tanto, habrá que entender que el plazo 
vendría determinado igual que el fijado para el deudor, es decir, según el cri-
terio judicial, aunque la justificación no puede ser la misma en uno y otro caso, 
ya que el deudor no sabe si va a ser requerido ni cuándo, y el ejecutante se ha 
de limitar solamente a comprobar la certeza y regularidad de la liquidación ya 
realizada. 
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.~ AU¡Ilque la LEC no sujeta, a :plaio)a respuestadela¡;reedor, ,MJec;é opqrbIIJQ q~)3C jiijQ jJldi-
c~almente un plazo. a~ue la inactivi~d del ejec~te ~ec~ d,e ~o" pllesto,q~ iríll m 
cqntta de sus propÍos intereses, manifestados enla rl;emanda de ejecución; tal ve:¡ pueda encol)-
trarse en esta CircunstanCiá la omisión dél'legíslador en determinar el plazo, pero el silenció. del 
ejecutante, si no se ha dado plazo, paralizaría el procedimiento, ., ' , 
Naturalmente que el acreedor podrá mostrar su expresa conformidad con la 
liquidación. En caso de conformidad el tribunal aprobará la liquidación sin ul.:. 
terior recurso; procediéndose a hacer efectiva la suma convenida por los trámi-
tes de la ejecución dineraria (art. 719.1.1 LEC). 
De po conformarse el acreedor, se sustanciará el incidente por los trámites del 
juicio verbal, convocando a ambas partes a la vista, en donde se podrán discu-
tir las diferentes cuestiones que presente la liquidación. 
,. Si el deudor no presenta la liquidación dentro del plazo que el tribunal le hu-
biera señalado, se requerirá al acreedor para que presente la que considere jus-
ta. De esta liquidación se dará traslado al ejecutado, prosiguiendo las actuacio-
nes con la concesión al deudor -ahora sí- de un plazo de diez días para que 
pueda oponerse motivadamente a ella, en cuyo caso se seguirá el procedimien-
to por los trámites del juicio verbal. 
Esta solución legislativa resulta sumamente criticable, pues permite al deu-
dor colocarse en una posición de indebido privilegio, primando su pasividad y 
falta de colaboración con la ejecución sobre la lealtad procesal en la ejecución, 
singularmente cuando fuera el perceptor directo de los frutos, rentas, utilidades 
o productos y el acreedor careciera de datos o conocimientos suficientes para 
evaluar la cuantía de los rendimientos que debería recibir. 
Por eso; tal vez la solución de invertir el contradictorio, por la que ha optado 
el legislador, no sea suficiente, y seguramente hubiera resultado preferible man-
tener el antiguo principio en esta materia, de 'que el deudor renuente a la pre-
sentación de la liquidación'~alvo que acreditara justa causa para no hacerlo--
tendría que estar y pasar por la liquidación que presentara el acreedor en todo lo 
que no probara ser inexacta, solución obviamente mucho más radical y más efec-
tiva que la tímida respuesta contenida en la lEC de 2000. 
5. RENDICIÓN DE CUENTAS DE UNA ADMINISTRACIÓN 
y ENTREGA DEL SALDO 
Cuando la sentencia hubiere condenado a rendir cuentas de una administra-
ción y entregar el saldo de las mismas, se sigue el mismo procedimiento seña-
lado para la liquidación de frutos, rentas, utilidades o productos, que se acaba 
de exponer, exclusivamente con la salvedad de que, mediante providencia, el tri-
bunal podrá ampliar los plazos cuando lo estime necesario, atendida la impor-
tancia y complicación del asunto (art. 720). 
La crítica que se hizo anteriormente respecto de la ventaja que la LEC con-
cede al ejecutado, que debe confeccionar la cuenta y entregar el saldo, es ahora 
más evidente, pues casi con toda seguridad el obligado tendrá en su poder toda 
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la documentación de. la que es preciso partir para llegar al resultado que marca 
el títúlo: ¡entregar la cantidad líquida final que resulte de las cuentas. Por tanto, el 
procedimiento ya explicado, por mucha ampliación de plazo que se haga, puede 
resultar totalmente estéril, máxime cuando el legislador ha olvidado referirse a 
la desobediencia como conminación efectiva que en estos casos puede ser de 
utilidad. 
6. REDUCCIÓN A METÁLICO DE COSAS GENÉRICAS 
Cuando la sentencia condene a la entrega de cosas genéricas o indetermina-
das que puedan ser adquiridas en los mercados, sin haberse calculado en la sen-
tencia su valor o equivalente en dinero (lO Tm de trigo, 1.000 Hl de vino), yel 
deudor no las entregue en el plazo que se le haya concedido, puede el ejecutan-
te pedir que se le faculte para adquirirlas (art. 702.1); es decir, que puede optar 
entre solicitar que se le ponga en posesión de las cosas o que se le faculte para 
adquirirlas a costa del ejecutado, como antes se explicó. 
En este último caso habrá que obtener del patrimonio del deudor la cantidad 
de dinero suficiente para la adquisición de las cosas y, para eso, es preciso esti-
mar el metálico a que asciende lo que se pretende adquirir, aunque sólo sea a los 
efectos de determinar el monto y la suficiencia del embargo. 
La LEC nada dice al respecto, pero parece lógico que con la solicitud del 
ejecutante presente éste la estimación, acompañando si fuera posible las cer-
tificaciones de los precios de mercado u otros documentos que permitan esta-
blecer la cuantía que ha de cubrirse con los bienes embargados y realizados. 
Naturalmente que el ejecutante habrá de hacer la oportuna liquidación tras la 
adquisición de los bienes, presentando cuenta detallada en el plazo que el órga-
no judicial determine, de la que se dará traslado al deudor por diez días, como 
para la liquidación de frutos, y, si éste presenta oposición, se sustanciará por las 
normas del juicio verbal. 
7. DEUDAS EN MONEDA EXTRANJERA 
Aunque las deudas en moneda extranjera son deudas líquidas de dinero, re-
sulta necesario convertirlas en pesetas (en breve, en euros) al menos para cal-
cular la suficiencia de los bienes que han de ser embargados, y además porque 
las costas y los gastos de la ejecución, así como los intereses de mora procesal 
(los devengados desde la sentencia de primera instancia) se abonarán en pese-
tas (o en euros) (art. 577.1). Así pues, el despacho de ejecución cuando el títu-
lo contiene una deuda en moneda extranjera, salvo los conceptos aludidos, lo 
que pretende es obtener esa moneda y entregarla al acreedor. 
Para el cálculo de los bienes que han de ser embargados la equivalencia se 
computará según el cambio oficial al día en que se despachó la ejecución. Si la 
moneda no tuviera cotización oficial el tribunal hará el cómputo al cambio que 
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considere adecuado de acuerdo con las alegaci~es y'docámeDtOs,aportados.pot 
el ejecutante, sin perjuicio de la ulterior liquidación de la;oondena(att. 571;2). 
Hasta aquí llega la regulación de la LEC, que omite toda regulación paraobte-
ner efectivamente la moneda extranjera, por lo que será preciso contar con la po-
sibilidad legal de disponer de esa moneda en España, pues si ello no fuera posi.:. CAPÍTULO XIX 
ble, a mi parecer habría que dar la opción al ejecutante, como si se tratara de entrega 
de cosa genérica, y, por tanto, podrá pedir que se le ponga en posesión de esa mo. EL EMBARGO DE BIENES 
neda, que se le faculte para adquirirla o que se determine el equivalente en pese-
tas (o en euros), con los daños y perjuicios que se le hayan causado (art. 702.2). 
Aún la LEC contempla el caso de deudas en moneda extranjera, cuando en ella se expresan las 
obligaciones contenidas en alguno de los títulos contractuales que dan paso al «nuevo juicio eje-
cutivo», exigiendo la norma que en este caso la obligación de pago en esa moneda esté autorizada 
o resulte permitida legalmente (art. 520.1.2.°),10 que habría de acreditarse a través de certificación 
del organismo competente. 
El articulo 47 de la Ley cambiaria y del cheque establece por su parte un sistema propio, dis-
poniendo que el pago de las letras de cambio libradas en moneda extranjera convertible admitida 
a cotización oficial deberá realizarse en la 'moneda pactada, siempre que la obligación de pago en 
la referida moneda esté autorizada o resulte permitida de acuerdo con las normas de control de 
cambios; pero si no fuera posible efectuar el pago en la moneda pactada, por causa no imputable 
al deudor, éste entregará el valor en pesetas de la suma expresada en la letra de cambio, determi-
nándose dicho valor de acuerdo con el cambio vendedor correspondiente al día del vencimiento. 
En caso de demora el tenedor podrá exigir que el importe de la letra le sea pagado por el valor en 
pesetas que resulte del cambio vendedor de la fecha del vencimiento o del de la fecha de pago, a 
su elección, lo que puede provocar variaciones sustanciales en la cantidad a pagar en definitiva 
(claro es que el deudor diligente se libera poniendo a disposición del acreedor el contravalor de las 
divisas en pesetas al vencimiento de la obligación, evitando así que una oscilación al alza en la co-
tización de la divisa pueda ir en su perjuicio). 
l. CONCEPTO 
Presentada la demanda ejecutiva para obtener la realización forzosa de una 
obligación de pago de dinero (sea líquida la que está documentada en el título, 
o se tenga que proceder previamente a la liquidación, según se acaba de estu-
diar), el juez de la ejecución ha de resolver sobre ella. Pues bien, si el órgano ju-
dicial estima que concurren los presupuestos y se cumplen los requisitos proce-
sales exigidos, que el título no adolece de irregularidades y los actos que se 
solicitan son conformes con la naturaleza y contenido del título, el juez despa-
cha la ejecución, dictando el oportuno auto (art. 551). 
En este auto se acordarán, dice la LEC, las actuaciones ejecutivas que proce-
dan, incluido, si fuera posible, el embargo de bienes concretos (art. 553.1.4.°). 
El embargo es la actividad jurisdiccional desarrollada en la ejecución for-
zosa, mediante la que, una vez que se han individualizado bienes en el del 
patrimonio del deudor, suficientes para cubrir la responsabilidad determi-
nada por el despacho de ejecución, son perseguidos en la ejecución forzosa 
declarándolos sujetos a la misma, para proporcionar al acreedor una canti-
dad de dinero, bien directamente, porque sea habido precisamente dinero, o 
bien a través de la realización de otros elementos patrimoniales susceptibles 
de convertirse en dinero (sin perjuicio de que el pago pueda efectuarse en 
otra forma, como la entrega en administración para pago). 
El embargo concede al ejecutante el derecho a percibir el producto de 10 que 
se obtenga de la realización de los bienes embargados para satisfacer el im-
porte de su crédito que consta en el título, más los intereses que procedan y las 
costas de la ejecución, de modo que sin estar reintegrado el ejecutante no po-
drán aplicarse las cantidades que se consigan a ningún otro objeto que no haya 
sido declarado preferente por sentencia dictada en' tercería de mejor derecho 
(art. 613.1 y 2). 
Habiendo tenido lugar la designación y selección de los bienes, mediante el 
señalamiento del ejecutante, la manifestación del ejecutado, o la investigación 
judicial, con la declaración expresa del tribunal se produce la traba o afección 
a la ejecución de los elementos patrimoniales del deudor, de modo que el em-
bargo se entiende hecho desde que se decrete por resolución judicial (auto se-
gún el art. 545.4, aunque el arto 593.2 se refiere a una providencia), o se reseñe 
la descripción de un bien en el acta de la diligencia de embargo (art. 587.1), 
pues la declaración judicial constituye el presupuesto esencial para proceder a 
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la realización de los bienes, con independencia de que el embargo se haya ga-
rantizado. 
La traba se ha de efectuar sobre elementos patrimoniales determinados, de 
modo que no puede considerarse embargado, en su conjunto, todo el patrimo-
nio del deudor. Es preciso afectar un concreto bien para embargarlo, un bien o 
un derecho cuya efectiva existencia conste, pues en otro caso el embargo será 
nulo (art. 588.1). 
La norma, cuya lógica debe compartirse, porque con ella se evitan los embargos «universales» 
y se obliga al órgano judicial a individualizar cada uno de los bienes que se traban, y se afectan a 
la ejecución, puede derivar en resultados indeseables, porque su aplicación literal impediría el des-
cubrimiento de bienes del deudor que se hallen escondidos, ocultos o ignorados, existentes en lu-
gares cerrados, que solamente se conocen cuando Se haya de proceder al depósito de los bienes 
muebles embargados. La solución habría de ser entonces conseguir el mandamiento para el em-
bargo de un mueble cualquiera, y al practicarlo hacer constar en la diligencia que existen otros bie-
nes susceptibles de embargo en el domicilio o en el lugar en que se procede al depósito del bien 
embargado, reseñándolos debidamente para dejar constancia de ellos, con lo que se remitiría al eje-
cutante a plantear una solicitud para que se ordene su traba. 
El embargo estará válidamente trabado siempre que, en primer lugar, los bie-
nes pertenezcan al deudor, ya se hallen en su poder o en el de un tercero; en se-
gundo lugar, que los bienes objeto de embargo sean de contenido económico y 
susceptibles de realización, dado que la finalidad de esta forma de ejecución for-
zosa es la obtención de dinero para hacer pago al acreedor, y en tercer lugar, que 
no sean inembargables, total o p~cialmente. 
En tal sentido hay que modular la expresión «todos» del artículo 1.911 del Código Civil (del 
que constituye una excepción lo establecido en el arto 140 LH), cuando dispone que «del cumpli-
miento de las obligaciones responde el deudor con todos sus. bienes presentes y futuros» (y, en el 
mismo orden de ideas, el alcan!;e de la acció}lsubrogatoria del arto 1.111 CC). 
El embargo no príva desde luego al ejecutado.de la titularidad de los bienes, 
ni tampoco del poder de' disposición sobre los mismos, salvo que no podrá opo-
ner el acto dispositivo frente al ejecutante,< quien también queda protegido fren-
te a los tercel10S si se aseguró debidamente la traba. 
Por otra parte, con el embargo no se eonstituye,derecho real alguno sobre los 
bienes en favor del ejecutante, sino un ius persequendi sobre el elemento patri-
monial objeto de la traba por la adopción de las oportunas garantías y un ius 
prioritatis limitado a los créditos del mismo o inferior rango. 
De todos modos, los bienes embargados serán los que permitan obtener la 
cantidad de dinero por la que se ha despachado la ejecución, sin que el auto ju-
dicial habilite para trabar la totalidad del patrimonio del ejecutado, ni bienes 
cuyo previsible valor exceda de aquella cantidad, salvo que en el patrimonio del 
ejecutado sólo existan bienes de valor superior y sea necesario afectarlos a los 
fines de la ejecución (art. 584 LEC). 
2. ' LOS ELEMENTOS PATRIMONIALES 
. . DE TITULARIDAD DEL DEUDOR 
,H,7 
El primero de los presupuestos de la traba es que los bienes sobre los que re-
caiga pertenezcan al deudor, porque son sus elementos patrimoniales, y no los 
de un tercero, los que deben realizarse en la ejecución para entregar al acreedor 
la sUma de dinero por la que se despacha. 
Los problemas que se plantean a este respecto son esencialmente dos: la ex-
clusión de la traba de los bienes ajenos que estén en posesión del deudor y la 
reintegración al patrimonio de éste de los elementos que se encuentren en po-
der de terceros. 
A) EXCLUSIÓN DE BIENES DE TERCEROS 
Es claro que, en el momento en que se vaya a realizar la afectación de los bie-
nes del ejecutado, pueden hallarse en su patrimonio elementos pertenecientes a 
terceras personas y que, por tal motivo, no deben ser trabados al objeto de ha-
cer efectiva la responsabilidad por la que se sigue la ejecución. 
Ante esta eventualidad, y en defensa de los intereses de los terceros cuyos bie-
nes resultaran embargados, exigir una acreditación fehaciente de la titularidad 
de todos y cada uno de los bienes (cosas y derechos) enpoder del deudor, sería 
sencillamente hacer inviable, la ejecución forzosa: 
Ni siquiera contando con un deudor diligente y cooperador en la actividad ejecutiva -supues-
to académico, por cuanto el deudor ya incumplió la obligación de pago contenida en el título-- se 
podría siempre acreditar de modo fehaciente la titularidad de todos los bienes, sea propia o ajena; 
si el ejecutado adopta --como cabe presumir- una actitud pasiva, se haría recaer sobre el acree-
dor una carga de imposible cumplimiento en la mayoría de los casos, dejándolo en una absoluta in-
defensión si hubiera él de acreditar la titularidad actual de bienes que son ajenos, pertenezcan al 
deudor o a un tercero. 
Pero tampoco cabe trabar, lisa y llanamente, todo elemento patrimonial que 
se encuentre en poder del deudor, ni siquiera aduciendo que los terceros se en-
cuentran en todo caso protegidos, a través del cauce de la tercería de dominio, 
para obtener la desafectación de un bien de su propiedad indebidamente em-
bargado. La lógica y el buen sentido llevan a entender que la medida para la sal-
vaguarda de los intereses del acreedor ejecutante y de los terceros, cuyos bienes 
se hallen en poder del deudor, habría de ser la acreditación de titularidad ajena: 
no podrá, pues, afectarse un bien cuando se acredite fundadamente que no per-
tenece al ejecutado. 
La nueva LEC ha pretendido dar respuesta a este problema, atribuyendo al tri-
bunalla decisión sobre la pertenencia de los bienes al ejecutado, sin necesidad 
de investigaciones o actuaciones, basándose en indicios o signos externos de los 
que razonablemente pueda deducirse la titularidad (art. 593.1). 
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Pero seguidamente se dispone que si por percepción d.iI'ed:a:o, po\' manifesta-
ciones del ejecutado o de otras personas, el tribunal tuviera motiVOs racionales 
para entender que los bienes que se propone trabar pueden pertenecer a un ter-
cero, ordenará que se ,le haga saber la inminencia de la traba, para que pueda 
oponerse (art. 593.2). 
Debe imponerse específicamente al ejecutado el deber de señalar que el bien pertenece a un ter-
cero, derivando de su incumplimiento la sanción adecuada; es cierto que no hay una previsión ex-
presa sobre el particular, como sucede con el ejecutante, cuando dispone la LEC que si indujera al 
tribunal a extender la ejecución a personas o bienes que el título o la ley no autorizan, será res-
ponsable de los daños y perjuicios (art. 538.4), pero también lo es que el deudor tiene la obliga-
ción de manifestar sus bienes, lo que significa tanto dar a conocer los propios como excluir los de 
terceros, de donde se podrían aplicar las sanciones de multa previstas en la LEC, por entenderse 
que no ha respóndido debidamente (art. 589.2 y 3). 
Así pues, debe entenderse que este segundo apartado opera en el supuesto de 
bienes cuya pertenencia al deudor resulta dudosa, es decir, cuando existan indi-
cios que apuntan a la titularidad del deudor y otros contrarios, mientras que el 
apartado anterior se aplica cuando todo apunta, aunque sea indiciariamente, a 
que los bienes pertenecen al ejecutado. 
En todo caso, si consta en la ejecución que el bien no pertenece al ejecutado, 
el tribunal ordenará alzar el embargo, como sucede en el embargo de inmuebles, 
cuando aparece de la certificación de dominio y cargas que ha de expedir el re-
gistrador que el bien se encuentra inscrito a nombre de un tercero -salvo que 
se trate del causante del ejecutado y la ejecución se hubiera seguido en ese con-
cepto-- (art.658). 
De todos modos, és preciso tener en cuenta que el embargo trabado sobre bie-
nes que no pertenecen al ejecutado resulta eficaz, hasta el punto de que, si el 
dueño no consigue alzar la traba mediante la tercería de dominio, no podrá im-
pugnar la enajenación del bien cuando hubiera sido adquirido de modo irrei-
vindicable de acuerdo con el derecho material (art. 594.1). 
B) DETERMINACIÓN DEL PATRIMONIO Y SU INTEGRACIÓN: 
LAS ACCIONES DIRECTAS Y LA ACCIÓN SUBROGATORIA 
Uno de los problemas más graves que a diario se presentan en la ejecución 
forzosa es la determinación precisa del patrimonio del deudor a fin de proceder 
al embargo: conocer con exactitud cuáles sean sus bienes. Por desgracia es bas-
tante frecuente el caso en que, ante un deudor solvente, no puede, a pesar de 
todo, ser localizado ningún bien. 
a) En primer término, debe plantearse el supuesto de que existan bienes 
o derechos pertenecientes al ejecutado en poder de un tercero; en este caso, 
cabe naturalmente afectarlos a la ejecución, por cuanto -como es sabido--
pueden ser objeto de traba los elementos patrimoniales del deudor, coninde-
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pendencia de dónde se hallen. Así se, dispone que cuando el embargo se hu-
biera hecho en bienes existentes en poder de un tercero, se le requerirá me-
diante providencia que los conserve a disposición del tribunal y se le nombrará 
depositario judicial, salvo que el tribunal resuelva motivadamente otra cosa 
(art. 626.2 LEC). 
b) En el patrimonio del ejecutado pueden figurar derechos de crédito que 
éste no hizo efectivos por falta de reclamación a sus deudores. Frente a esta 
actitud de pasividad, el ordenamiento jurídico concede al acreedor ejecutante 
la llamada «acción subrogatoria» (en realidad no hay tal subrogación, sino un 
supuesto de legitimación por sustitución: el acreedor reclama en nombre pro-
pio por un derecho que afirma ser ajeno) tendente a lograr la realización del 
crédito del ejecutado y obtener así la satisfacción del suyo propio. «Los acre-
edores, después de haber perseguido los bienes de que esté en posesión el deu-
dor para realizar cuanto se les debe, pueden ejercitar los derechos y acciones 
de éste con el mismo fin, exceptuando los que sean inherentes a su persona» 
(art. 1.111 CC); esta última limitación relativa a los derechos inherentes a la 
persona debe entenderse referida a aquellos que no tengan contenido econó-
mico, es decir, los que no puedan proporcionar con su realización dinero para 
el pago al acreedor. 
Si bien no parece necesaria la previa excusión de los bienes, es presupuesto para el ejercicio 
de las acciones que competen al ejecutado el que no se hayan encontrado otros bienes en su pa-
trimonio o éstos resulten insuficientes (de haberlos, correspondería ardeudor su designación para 
que sobre ellos se efectúe la traba, oponiéndolo en el proceso en que se ejercite la «acción subro-
gatoria» ). 
Por lo dicho, junto al deudor del ejecutado debe ser demandado también éste, en un litiscon-
sorcio cuasinecesario, pudiendo oponer el primero todas las excepciones que tenga contra el eje-
cutado, 
De otra parte, teniendo en cuenta el funcionamiento de la acción subrogatoria, resulta conve-
niente embargar el derecho del deudor de la ejecución. 
e) Junto a'esta posibilidad de integrar el patrimonio del deudor con bienes 
que no habían tenido entrada en él por la pasividad del ejecutado, se permite 
también al acreedór elt ejercicio de las llamadas «acciones directas», que en de~ 
terminados casos el derecho material concede al ejecutante. 
Así sucede con el ejercicio del derecho de retracto convencional contra el 
comprador, por los acreedores del vendedor (art. 1.512 CC);' la reclamación del 
arrendador al subarrendatario del precio convenido en el subarriendo que se ha-
lle debiendo al tiempo del requerimiento (art. 1.552 CC); la reclamación de los 
derechos por trabajo y materiales al dueño de la obra, hasta la cantidad que éste 
adeude al contratista cuando se hace la reclamación (art. 1.597 CC); el derecho 
de los acreedores del enfiteuta para librarse del comiso, rendimiento el censo 
(art. 1.650 CC); el ejercicio de la excepción de prescripción por los acreedores 
(y por cualquier otra cosa interesada), a pesar de la renuncia expresa o tácita del 
deudor (art. 1.937 CC), o la acción directa del perjudicado contra el asegurador 
del causante del daño (art. 76 de la Ley del contrato de seguro). 
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ti) Además de estos medios, puede pedirse por 'ellejecutante que se reinte" 
gren al patrimonio del deudor bienes que ya habían salido de·é1rcuandoretacto 
de disposición se hubiere efectuado en fraude del acreedor, colocando al deudor 
en una situación de insolvencia. Se trata de la llamada «acción revocatoria» o 
«pauliana»: los acreedores, después de haber perseguido los bienes de que esté 
en posesión el deudor para realizar cuanto se les debe, pueden impugnar los ac-
tos que el deudor haya realizado en fraude de su derecho (art. 1.111, in fine, CC 
yart. 1.291.3 del propio Código). 
Este último precepto declara rescindibles los contratos celebrados en fraude de acreedores, cuan-
do éstos no puedan cobrar de otro modo lo que se les deba, disposición que da lugar a que el artí-
culo 1.294 CC considere la acción de rescisión como subsidiaria: es necesario que no se hayan en-
contrado bienes en el patrimonio del deudor o éstos resulten insuficientes; como dice este último 
precepto, sólo podrá ejercitarse «cuando el perjudicado carezca de todo otro recurso legal para ob-
tener la reparación del perjudicado». Naturalmente, el ejecutado podría oponer la existencia de 
otros bienes o derechos para enervar la rescisión solicitada, razón por la cual debe ser demandado. 
Es preciso, para que se estime la acción revocatoria, que haya existido consi-
liumfraudis pero, por su dificultad probatoria, el artículo 1.297 CC invierte la 
carga de la prueba en dos casos, estableciendo falsas presunciones. En primer 
término, se presumen celebrados en fraude de acreedores todos aquellos con-
tratos por virtud de los cuales el deudor enajenare bienes a título gratuito; en se-
gundo lugar, también se presumen fraudulentas las enajenaciones a título one-
roso hechas por aquellas personas contra las cuales se hubiese pronunciado antes 
sentencia condenatoria en cualquier.instancia o expedido mandamiento de em-
bargo de bienes. 
La estimación de la acción revocatoria, cuyo plazo de ejercicio dura cuatro 
años (art. 1.299 CC con disposición especial para los sujetos a tutela y los au-
sentes), obliga a la devolu.ción de las cosas objeto del contrato, con sus frutos, 
y del precio con sus intereses, de modo que sólo puede ll~arse a efecto cuando 
el que pretendió la revocación pueda devolver aquellos a que, por su parte, es-
tuviese obligado; si )as C9Sa,S Qbjeto del contrato se encuentran de modo irrei-
vindicable en poder de ~rcerQS de .buena fe, tampoco tendrá lugar la rescisión, 
pero podrá reclamarse la indemnización de perjuicios al, causante de la lesión 
(art. 1.295 CC), y el que hubiese adquirido de mala fe las cosas enajenadas en 
fraude de acreedores, deberá indemnizar a éstos de los daños y perjuicios que la 
enajenación les hubiese ocasionado, siempre que por cualquier causa le fuere 
imposible devolverlas (art. 1.298 CC). 
C) EL EMBARGO DE LA SOCIEDAD DE GANANCIALES 
Particular consideración merece el embargo de bienes de la sociedad de ga-
nanciales, porque, en principio (art. 1.373 CC), cada cónyuge responde con su 
patrimonio personal de las deudas propias pero, si sus bienes privativos son in-
suficientes para hacerlas efectivas, el acreedor podrá pedir el embargo de bie-
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nes gananciales (salvo el supuesto previsto en el arto 1.372 CC). Este embargo 
será íIimediatamente notificado al otro cónyuge, quien podrá exigir que en la tra-
ba se sustituyan los bienes comunes por la parte que ostenta el cónyuge deudor en 
la sociedad conyugal, en cuyo caso el embargo llevará consigo la disolución de 
aquélla (ver los arts. 1.699 y 1.700.3.° CC, relativos a la sociedad civil). Si se re-
alizase la ejecución sobre bienes comunes, se reputará que el cónyuge deudor tie-
ne recibido a cuenta de su participación el valor de aquéllos al tiempo en que los 
abone con caudales propios o al tiempo de liquidación de la sociedad conyugal. 
A este propósito el artículo 541 LEC dispone que no se despachará ejecución 
frente a la comunidad de gananciales, aunque deben distinguirse dos supuestos; 
por una parte, cuando la ejecución se siga a causa de deudas contraídas por uno 
de los cónyuges, pero de las que deba responder la sociedad de gananciales, es de-
cir, cuando sean deudas de la sociedad, en cuyo caso responden los bienes priva-
tivos del deudor y los gananciales (art. 1.396 CC). En este caso la demanda eje-
cutiva podrá dirigirse únicamente contra el cónyuge deudor, pero el embargo de 
bienes gananciales habrá de notificarse al otro, dándole traslado de la demanda 
ejecutiva y del auto que despache ejecución a fin de que, dentro del plazo ordina-
rio, pueda oponerse a la ejecución. La oposición podrá fundarse en las mismas 
causas que correspondán al ejecutado y, además, en que los bienes gananciales no 
deben responder de la deuda por la que se haya despachado la ejecución. Cuando 
se funde en esta última causa, corresponderá al acreedor probar la responsabili-
dad de los bienes gananciales, y si no se acreditara esta responsabilidad, el cón-
yuge del ejecutado podrá pedir la disolución de la sociedad conyugal. 
Por otra parte, si la ejecución se siguiere a causa de deudas propias de uno de 
los cónyuges y se persiguiesen bienes comunes a falta o por insuficiencia de los 
privativos, el embargo habrá de notificarse al cónyuge no deudor. En tal caso, si 
éste optare por pedir la disolución de la sociedad conyugal, el tribunal, oídos los 
cónyuges pero no el ejecutante, resolverá lo procedente sobre división del patri-
monio y, en su caso, acordará que se lleve a cabo, suspendiéndose entre tanto la 
ejecución en lo relativo a los bienes comunes. 
Cuando hubiere acuerdo de los cónyuges sobre la liquidación, procederá la 
aprobaciónjudi~ial de las operaciones divisorias por medio de auto (arts. 806 y 
8lO.4), si bien se debería haber dado traslado previo del convenio al ejecutante, 
aunque ello no está previsto en la LEC, a fin de que pueda alegar lo que consi-
dere oportuno en defensa de su posición procesal. Cuando no hubiere acuerdo 
de los cónyuges la liquidación se efectuará conforme a lo previsto en los artícu-
los 806 y siguientes de la LEC. 
Por último, en los casos previstos anteriormente, el cónyuge al que se haya 
notificado el embargo podrá interponer los recursos y usar de los medios de im-
pugnación de que dispone el ejecutado para la defensa de los intereses de la co-
munidad de gananciales. 
STS 1.260/1998, de 12 de enero de 1999 (RJA 117/1999): «Así, en este sentido dice la Sen-
tencia de 2 de julio de 1990: "los acreedores pueden hacer efectivos sus créditos derivados de obli-
gaciones no contraídas por los cónyuges deudores en beneficio de la comunidad o para atenciones 
familiares, incluso persiguiendo los bienes gananciales, bien que con carácter subsidiario y origi-
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n~do el corresp~ndiente ÍIl'Í'eglo de cuentas entre 106 "po~P8.e,im;lUSO,¡ ~PQ8ibjli~ ~;disolu­
C1?n.de la co~~~ ~art. 1.373)". Y añ~e la de 10 de diciembre de ~~~~ ~wo no Ji-
mIta fa capac1dadJ~~lCa d~ los esposos,. smo que ambo~ pueden oblig~e individualmente y res-
ponden con sus respectivos bIenes, y que SI el esposo adqumó por documentó privado el compromisO 
de devolver un préstamo, ello no significa en sí un acto de disposición de los gananciales que de-
termine la nulidad de dicho acto, ya que siempre tendrá el otro cónyuge la posibilidad de ejercitar 
la facultad del artículo 1.373 si se dirige apremio contra tales bienes. Asimismo, la de 12 de abril 
de 1994: El procedimiento que contempla el artículo 1.373 del Código Civil, es un remedio susti-
tutorio de la acción de tercería de dominio, puesto a disposición de la esposa en los casos que allí 
se contemplan. Ejercitado por la esposa cuando se le notifica el embargo de los bienes comunes, 
el derecho de opción que al cónyuge no deudor le reconoce el citado artículo 1.373.1.°, determina 
el ejercicio de la disolución de la sociedad de gananciales, sin necesidad de petición alguna al Juez 
que conoce de la ejecución, si bien ha de procederse a la posterior liquidación del patrimonio de 
la sociedad para determinar los bienes, o la parte de ellos, que se atribuyen a cada uno de los cón-
yuges, y consecuentemente los bienes del cónyuge deudor que han de sustituir en la traba al bien 
ganancial inicialmente embargado; en el mismo sentido, la de 22 de diciembre de 1995. 
»La aplicación en el proceso de esta opción que concede al cónyuge no deudor el artículo 1.373 
del Código Civil parte de la situación de derecho material: estando ante una deuda propia de un 
cónyuge, sin responsabilidad para la comunidad de gananciales y que no es una carga de ésta, se 
han embargado bienes gananciales en ejecución de sentencia o enjuicio ejecutivo (embargo defi-
nitivo o embargo preventivo); cuando el embargo es notificado al cónyuge no deudor y éste ejer-
ce aquella opción, puede hacerlo, como reconoce la Sentencia de 29 de octubre de 1984, en inci-
dente en el proceso de ejecución; sin perjuicio de admitirse, en ciertos casos, la tercería de dominio, 
como así entendió la Sentencia de 17 de julio de 1997.» 
STS 1.125/1995, de 22 de diciembre (RJA 6785): «[oo.] el invocado artículo 1.373 del Código 
Civil se refiere exclusivamente al supuesto de deudas propias de uno solo de los cónyuges, de las 
que responde con sus bienes privativos y si, por no ser éstos suficientes, se embargasen bienes ga-
nanciales, habrá de notificarse el embargo inmediatamente al otro cónyuge para que el mismo pue-
da hacer uso de las facultades que dicho precepto le concede, pero este no es el caso aquí enjui-
ciado, en el que aparece probado (así lo declara la Sentencia recurrida y aquí ha de ser mantenido 
incólume) que la deuda reclamada en el juicio ejecutivo (autos n.o 359/84) al que nos hemos refe-
rido en el Fundamento Jurídico prímero de esta resolución, era de cargo de la sociedad de ganan-
ciales, por haber sido contraída por el esposo en la explotación regular de un negocio común (art. 
1.362.4.° del Código Civil), habiendo sidó demandado en dicho juicio ejecutivo el referido espo-
so, que es el que contrató con el acreedor y el que aparecía como deudor (librado-aceptante) en las 
cambiales en que dicha deuda fue instrumentada, sin que, de acuerdo con la doctrina de esta Sala 
(Sentencias de 26 de septiembre de 1986, 20 de marzo y 16 de junio de 1989), hubiera necesidad 
de demandar al otro cónyuge (la esposa, en este casó), a la que, en aplicación del artículo 144 del 
Reglamento Hipotecario, se le hiz() 'saber la existencia del procedimiento (juicio ejecutivo) y del 
embargo trabado en el mismo sobre el apartamento-bungalow ganancial, sin que, por tanto, sea 
aplicable tampoco a este supuesto, como acertadamente entiende la Sentencia recurrida, el invo-
cado número 3.° del artículo 238 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, ya que no aparece proba-
do que en el referido juicio ejecutivo (autos n.o 359/84) se prescindiera total y absolutamente de 
las normas esenciales del procedimiento o con infracción de los principios de audiencia, asisten-
cia y defensa, con la consiguiente indefensión, con respecto a la esposa del demandado en dicho 
juicio ejecutivo, y aquí recurrente, pues ella no fue parte en el mismo, y sin que, por último, se al-
cance a comprender qué relación pueda tener con el presente asunto litigioso el artículo 769 de la 
Ley de Enjuiciamiento Civil, que la recurrente invoca en el antes transcrito último párrafo del ale-
gato del motivo y que la Sentencia recurrida, como es obvio, no cita para nada.» 
STS 364/1994, de 29 de abril (RJA 3813):«El procedimiento que contempla el articulo 1.373 
CC, es un remedio sustitutorio de la acción de terceria de dominio, puesto a disposición de la es-
posa en los casos que allí se contemplan. Ejercitado por la esposa cuando se le notifica el embar-
go de los bienes comunes, el derecho de opción que al cónyuge no deudor le reconoce el citado ar-
tículo 1.3 73 .1. 0, determina el ejercicio de la disolución de la sociedad de gananciales, sin necesidad 
de petición alguna al Juez que conoce de la ejecución, si bien ha de procederse a la posterior li-
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quidación del patrimonio de la sociedad para determinar los bienes, o la parte de ellos, que seatri-
buy~ a cada uno de los cónyuges, y consecuentemente los bienes del cónyuge deudor que han de 
sustituir en la traba al bien ganancial inicialmente embargado. 
»La falta de normas legales de carácter procesal acerca del ejercicio de este derecho de op-
ción, y de la posterior liquidación de la sociedad, puesta de relieve por la doctrina científica, ha 
originado dudas sobre la forma en que ha de practicarse la liquidación, pronunciándose la mayor 
parte de los autores a favor de la forma convencional, de tal suerte que sólo ante la oposición del 
cónyuge deudor, o de los acreedores que se crean defraudados, sería necesario acudir a la liqui-
dación judicial, debiendo señalarse en uno y otro caso un plazo para la práctica de la misma. Esta 
liquidación resulta indispensable para la identificación del bien que el Juez ejecutor ha de utili-
zar en la sustitución que autoriza el debatido artículo 1.373; pues si se entendiera que la sustitu-
ción del bien ganancial inicialmente embargado se podría hacer con la parte alícuota que el cón-
yuge deudor ostenta en la sociedad no liquidada, se estaría perjudicando al cónyuge no deudor, 
ya que en vez de conseguir la pretendida liberación de la primitiva traba, habria que extender ésta 
a todo el caudal ganancial, aunque sólo fuera referida a la cuota abstracta de participación que 
sigue ostentando el cónyuge deudor sobre todos y cada uno de los bienes de tal patrimonio, mien-
tras no se liquide la sociedad; identificación y atribución de propiedad al cónyuge deudor, que 
sólo se produce con la liquidación, a semejanza de lo que dispone el artículo 1.068, según la re-
misión del artículo 1.410 CC. 
»Cuando el ejercicio del derecho de opción, o la práctica de la liquidación, se hubieren efec-
tuado extemporáneamente, es decir fuera del plazo concedido, o del transcurso de uno prudencial, 
en el supuesto de que aquél no existiera, esta opción no afectarla a la ejecución para el abono de 
las responsabilidades contraídas, pues la desidia del cónyuge no deudor, o su mala fe, no pueden 
producir el efecto de impedir que el acreedor se vea totalmente frustrado en sus legítimas aspira-
ciones de hacer efectivo su crédito; nos encontrariamos entonces en el supuesto previsto en el pá-
rrafo. 2.°, artículo 1.373; "si se realizase la ejecución sobre bienes comunes, se reputará que el cón-
yuge deudor tiene recibido a cuenta de su participación, el valor de aquéllos al tiempo en que los 
abone con otros caudales propios, o al tiempo de la liquidación", con lo cual no se impide la con-
tinuación de la ejecución sobre el bien ganancial embargado.» 
3. LA MANIFESTACIÓN DE BIENES DEL DEUDOR 
La LEC impone ahora al ejecutado el deber de manifestar sus bienes y dere-
chos susceptibles de embargo, en cantidad suficiente para hacer efectiva la con-
dena. El deber nace del requerimiento que debe hacer de oficio el órgano judi-
cial, acordado mediante providencia, cuando el ejecutante no hubiera señalado 
en la demanda ejecutiva bienes del deudor o éstos resulten insuficientes. La ma-
nifestación de estos bienes ha de hacerse en forma de relación, haciendo cons-
tar, en su caso, las cargas y gravámenes que pesaran sobre ellos, así como la si-
tuación posesoria de los inmuebles (art. 589.1). 
No se pretende conocer el monto o la composición del patrimonio del deu-
dor, sino solamente saber de bienes que permitan satisfacer el derecho del eje-
cutante, de modo que pueda decretarse el embargo; es decir, de bienes suficientes. 
Se trata sin duda de una medida novedosa, introducida finalmente en nuestro 
ordenamiento por la nueva LEC, y demandada por la mayoría de la doctrina, en 
la confianza de que consiga representar un importante mecanismo para impedir 
el sistemático incumplimiento de los deudores; porque, en efecto, el requeri-
miento para que presente la relación de bienes se le hace con el apercibimiento 
de las sanciones que se le pueden imponer, cuando menos por desobediencia 
gvave (art;. 589.2); además, el órgano judioiaHe puede iinpoiIerrIDlediantc'prbvi-
denciámultas 'coercitivas periódicas si el ejecutado n(~j!respt)rid~debidament'e (art. 589.3), ., , 
. El ape~cibimiento de desobediencia debe hacerse con el primer requeruci~nto, 
Stn ne~esldad de conced~r pl~o o esperar al incumplimiento, y deben iniciarse 
ac~cIOne~ por deso~edl~ncla en tres casos: cuando el ejecutado no presente la 
mamfestacIOn, es declf, SI en el plazo que se le conceda no hace la relación de 
sus bienes; asimismo, cuando incluya bienes ajenos o excluya los propios o, en 
tercer lugar, cuando no desvele las cargas o gravámenes que existan sobre ellos. 
En estos dos últimos casos la infracción al deber legal se advertirá normal-
mente ~iempo después de haberse producido esa información inexacta, pero en 
~u~l9-uler moment~ en que se advierta deberá procederse por la desobediencia 
tipIfIcada ~n el artIculo 556 del Código Penal, delito que lleva aparejada una 
pena de seIS meses a un año de prisión. 
Por otra p~e, la LI~~ I;'ermite al órgano judicial, como se ha dicho, imponer 
multas C?e~CltIvas penodlcas cuando el ejecutado no respondiere debidamente 
al ;eque~~.ento; p~ro la situación no se entiende más que para compelerle, ade-
mas de tnlClar la Vla penal, a que presente la relación de bienes, o a que com-
plete la presentada por resultar insuficientes. En efecto la multa coercitiva se 
~adi~a a la sanci?n por desobediencia, pues no cabría ~tra forma de respuesta 
tndeblda al r~~uenm~ento má~ que no hac~rlo en el tiempo concedido; presen-
tar una .rela~IOn. de ble.nes sufIcIentes segun su parecer, cuando en realidad no 
lo son; tncl~lr b~e?es ajenos, qu~ acabarán por desafectarse de la ejecución, con 
lo que podra eXlglrsele por medIO de las multas que manifieste bienes propios' 
o que señale más bienes, porque, debido a las cargas que pesen sobre ellos re~ 
sultan en definitiva insuficientes. ' 
4. LA INVESTIGACIÓN JUDICIAL DEL PATRIMONIO 
Junt~ al art!eri?~ mecanismo, prevé. específicamente la LEC la investigación 
~or el organo JudiCIal delos elemento~ patrimoniales del deudor para poder prac-
ticar la traba de ellos (art. 590kmedida,que ya se había introducido en nuestro 
ordenamiento por la Ley 34/1984, de· 6 de agosto, de reforma.de la LEC de 1881. 
Esta investigación judicial, a diferencia de la manifestación de bienes sólo se 
a~uerd~ a instancia del ejecutante, excluyendo la investigación de ofici~ del pa-
tnmomo, y para el caso de que el acreedor no pudiera designar bienes para el 
embargo. , . 
A pesar de los términos de la ley, resulta abonado aplicar la norma también 
en el caso ~e que luego, en cualquier momento de la ejecución, sea necesario 
embargar bIenes (porque los trabados sean insuficientes, o se hubiera alzado el 
embargo respecto de ellos) y manifieste el ejecutante su desconocimiento acer-
ca del patrimonio del deudor. 
La investigación judicial puede ordenarse efectivamente desde el inicio de la 
ejecución a instancia del acreedor, como medida inmediata adoptada sin oir al 
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ejecutado (art. 554), de modo que el propio autt> puede contener las medias de 
localizaci6D. y averiguación de los bienes del ejecutado. 
"La investigaciÓn, que se acuerda por providencia, consiste en dirigirse, pre-
cisamente a quienes indique el ejecutante, y sólo a ellos, expresando las razo-
nes por las que considere que disponen de información patrimonial del ejecuta-
do, sean entidades financieras, organismos y registros públicos, o se trate de 
personas fisicas o jurídicas, para que remitan al tribunal la información de que 
dispongan acerca de ello. 
De todos modos, las dos medidas, de investigación y de manifestación de bie-
nes, no son incompatibles (por el contrario el arto 553.1.3.° une ambos medios 
de determinación de los bienes del ejecutado), pero como el requerimiento de 
manifestación se debe hacer de oficio tras el despacho de la ejecución, cuando 
el ejecutado cumpla y presente la oportuna relación de bienes suficientes, la in-
vestigación judicial se tendrá que suspender, revocando el órgano judicial los 
oficios que hubiera remitido. 
5. EMBARGABILIDAD DE LOS BIENES. 
BIENES INEMBARGABLES 
Conocido e integrado el patrimonio del deudor, es necesario proceder a atem-
perar la responsabilidad general del artículo 1.911 del Código Civil (el deudor 
responde del cumplimiento de sus obligaciones con todos sus bienes presentes 
y futuros), particularmente por existir una gran cantidad de bienes (cosas o de-
rechos) que no son susceptibles de embargo: unos por su falta de idoneidad para 
ser realizados, otros por carecer de valor económico, de modo que no puede ob-
tenerse de ellos cantidad de dinero alguna para hacer pago al acreedor, otros por 
causas diferentes, deviniendo nulo el embargo que sobre ellos se trabara. 
No existe, empero, en nuestro Derecho, precepto alguno donde se contenga 
una relación exhaustiva de los bienes excluidos de embargo, por lo que se hace 
necesario acudir a disposiciones legales de las más variadas materias, lo que des-
de luego dificulta la exposición, pero ~bién crea problemas de orden prácti-
co de dificil solución. 
El embargo trabado sobre bienes inembargables será nulo de pleno derecho, 
y el ejecutado podrá denunciar esta nulidad ante el tribunal mediante los recur-
sos ordinarios, o por simple comparecencia ante el tribunal si no se hubiera per-
sonado en la ejecución ni deseara hacerlo (art. 609 LEC). 
STC (Pleno) 158/1993, de 6 de mayo: «En resoluciones anteriores sobre normas limitativas de 
la embargabilidad este Tribunal ha fundamentado su juicio tanto en el principio de igualdad (SSTC 
53/1983 y 15111985) como en lo exigido por el artícul~ 24.1 de l.a Constitución (SSTC .113, 138 y 
140/1989). También en el presente caso debemos exarmnar la validez del precepto cuestIonado a la 
luz de los referidos artículos de la Constitución. En efecto, toda regla especial de inembargabilidad 
introduce, como es evidente, un beneficio para los perceptores de las rentas así protegidas y, al tiem-
po, un límite del derecho a la ejecución de las resoluciones judiciales firmes que ostentan sus posi-
bles acreedores, efectos, uno y otro, que pueden ser contrastados como se plantea en el Auto que ha 
dado inicio a esta cuestión con lo dispuesto en los artículos 14 y 24.1 de la Constitución. 
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. »( ... ] .El CQntrast~ entre el p~o 1~ que ~ cu~~. y la DQfW cpD8titucipnal ele Nf~­
cla reqwere un prevIO recordatono de la ya aludida doctrina de es~ Tti\>Wllll SQbr.e los límites que 
el artículo 24.1 impone a las declaraciones legislativas de inemba:rgabilidad. Estac;ioctrina sé, en-
cuentra expuesta, sobre todo, en la STC 113/1989, que concluyó con la declaración de inconsÍitu-
cionalidad del artículo 22.1 del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, en cuan-
to tal precepto prohibía, de manera incondicionada y al margen de su cuantía, el embargo de las 
prestaciones de la Seguridad Social. Los pronunciamientos de la citada sentencia que ahora más 
importa recordar son, en síntesis, los siguientes: 
»a) El derecho a que se ejecuten las resoluciones judiciales firmes se integra, sin duda, en el 
contenido del derecho constitucional a la tutela judicial efectiva, sin indefensión, lo que no es óbi-
ce, ciertamente, para que el legislador configure los términos en que deba realizarse, en cada tipo 
de proceso, aquel derecho. Esta potestad legislativa de configuración no queda, sin embargo, libre 
de todo vínculo constitucional, pues los límites impuestos a la ejecución de las resoluciones judi-
ciales firmes sólo podrán decirse válidos si se orientan, en primer lugar, a la protección de otros 
b~enes o derechos constitucionales y si se articulan por el legislador, después, en términos propor-
cIOnados a la consecución de tales fines de relevancia constitucional. 
»b) Es indiscutible, como consideración de principio, que la eficacia de las resoluciones ju-
diciales confiere a la persona que haya obtenido un pronunciamiento indemnizatorio firme el de-
recho a hacer efectiva tal indemnización en toda su cuantía, en tanto el condenado tenga medios 
económicos con los que responder a su obligación. Nuestra legislación, con todo, excluye deter-
minados bienes y derechos de la ejecución forzosa, declarándolos inembargables por las más va-
riadas razones de interés público o social, razones entre las que destaca la de impedir que la eje-
cución forzosa destruya por completo la vida económica del ejecutado y ponga en peligro su 
subsiste~cia pers~nal y la de su familia. La Ley establece, a tal fin, normas de inembargabilidad 
de salanos y pensIones que son, en muchas ocasiones, la única fuente de ingresos económicos de 
gran número de personas. Tales límites legislativos a la embargabilidad tienen, en principio y con 
carácter general, una justificación constitucional inequívoca en el respeto a la dignidad de la per-
sona (art. 10.1 de la norma fundamental), principio al cual repugna que la efectividad de los de-
rechos patrimoniales se lleve al extremo de sacrificar el mínimo económico vital del deudor. Este 
respeto a la dignidad de la persona justifica, así, la creación legislativa de una esfera patrimonial 
inmune a la acción ejecutiva de los acreedores, límite a la embargabilidad que se fundamenta, 
también, en lo.dispuesto en otros preceptos constitucionales: artículos 39.1 (protección de la fa-
milia),43 (derecho a la protección de la' salud) y 47 (derecho a disfrutar de una vivienda digna y 
adecuada). ' 
e),' Las d,eclaracioJles legislativas,.de. inembargabilidad deben, sin embargo, evitar todo sacri-
ficio'd¡;:sproporcionado ~I dereqho a la qjFcución de las resoluciones j\ldiciales firmes y han de 
desenvolverse, a tal efecto, dentro de los límit~s quantitativos que resulten imprescindibles para 
asegurar el mínimo económico vítalde sus b~ne'ficiarios. Si fa ejecución se impidiei:a más allá de 
la cuantía que asegura' es'e mínimo vital, se estaría Sacrificando, sin proporción ni justificación 
constitucional, el derecho de los acreedores ex artículo 24.1 a hacer efectivos los créditos recono-
cidos en resolución judicial. Corresponde allegis1ádor, sin duda, determinar cuál sea, a estos efec-
tos, el nivel económico de subsistencia qe las personas y así 10 ha hecho, con carácter general, en 
los artículos 1.449 y 1.451 LEC. El primero de tales preceptos dispone, en su párrafo segundo, que 
"es inembargable el salario, jornal, sueldo, pensión, retribución o su equivalente, que no exceda de 
la cuantía señalada para el salario mínimo interprofesional". El artículo 1.451 establece, de otra 
parte, reglas para la determinación de las cuantías embargables sobre los ingresos que superen el 
salario mínimo legal. 
»Ellímite cuantitativo a la embargabilidad de sueldos y pensiones es, pues, de fijación legisla-
tiva, pero debe, en todo caso, existir, ya que sólo así se puede preservar el principio de proporcio-
nalidad en el sacrificio evidente que aquella limitación comporta para el derecho a la ejecución de 
las resoluciones judiciales firmes. Se concluyó, por ello, en la STC 113/1989, que el artículo 22.1 
de la Ley General de la Seguridad Social era inconciliable con aquel derecho -y con lo prescrito, 
por tanto, en el artículo 24.1 de la Constitución- en la medida en que, al no señalar un límite cuan-
titativo a la inembargabilidad de las pensiones, constituía lill sacrificio desproporcionado del de-
recho a la ejecución de las sentencias firmes. ' 
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»Alpartir de esta doctrina, constitucional-reiterada en las SSTC 138 y 140/1989- debemos 
considerar ahora si el artículo 12 de la Ley 35/1980 resulta conforme a las exigencias en este pun-
to dimanantes del 'artículo 24.1 de la norma fundamental. 
»[00'] Como queda dicho, corresponde a la libre apreciación del legislador la determinación de 
cuáles hayan de ser los límites a la embargabilidad de pensiones y otras retribuciones, límites que, 
a partir de unos criterios comunes o generales (arts. 1.449 y 1.451 LEC), pueden modificarse 
--esto es, elevarse- en atención a singulares situaciones de necesidad que se adviertan en grupos 
determinados de personas. Tampoco es discutible, junto a ello, que la condición de mutilado ha de 
conllevar, en muchos casos, una situación de necesidad más apremiante que la que cabe presumir, 
con carácter general, en cualquier otra persona no afectada por tal disminución física, 10 que jus-
tificaría, por ejemplo, la previsión específica de límites frente a la embargabilidad superiores a los 
que figuran en los repetidos artículos 1.449 y 1.451 o bien, mediante otra técnica, la declaración 
de que determinada pensión es, en concreto, inembargable si la misma constituye el único recurso 
del sometido a ejecución forzosa y atendidas, hasta donde la abstracción de las normas 10 permi-
ta, sus demás circunstancias personales y familiares. Es decir, el legislador podría declarar inem-
bargables las pensiones de mutilación si considerase que éstas son necesarias para asegurar el mí-
nimo económico vital de los mutilados de guerra; sin embargo, si las calificara como compatibles 
con otras retribuciones y haberes públicos, debería precisar la cuantía inembargable que asegura 
ese mínimo vital. A través de estos u otros expedientes, el legislador procuraría alcanzar la concor-
dancia, aquí exigible, entre los imperativos constitucionales, ya citados, que dan lugar a la inem-
bargabilidad y 10 requerido, de otra parte, por el derecho a la tutela judicial efectiva. 
»Lo que no está en la potestad del legislador es declarar inembargable una determinada pensión, 
que explícitamente se considera acumulable a "otros haberes del Estado y demás entes territoriales, 
de la Seguridad Social o de otros entes públicos" (art. 11), en términos absolutos, al margen de toda 
determinación de cuantías. Obrando de este modo se viene a imponer un límite desproporcionado y, 
en cuanto tal, inconstitucional al derecho que atribuye el artículo 24.1 de la norma fundamental para 
obtener la ejecución de 10 resuelto, con firmeza, por Jueces y Tribunales. Así se ha hecho en el prc-
cepto cuestionado, que establece una interdicción de embargo no cifrada en cuantía determinada al-
guna y ajena a cualquier referencia a las circunstancias personales y económicas del pensionista, quien 
~mo en el caso del que trae causa esta cuestión-podría llegar a compatibilizar la pensión de mu-
tilado' sea cual sea su cuantía, con cualesquiera otras retribuciones públicas, de importe asimismo in-
determinado. Legislar de este modo, detrayendo del conjunto de las rentas embargables una cierta re-
tribución sin referencia alguna a las cuantías de una y otras y sin atención, por tanto, a 10 que deba 
considerarse mínimo exigible para la digna subsistencia de la persona. supone, sin duda, constreñir 
sin ponderación el derecho ex artículo 24.1 y limitar en términos desproporcionados y contrarios, en 
suma, a su contenido constitucional el derecho a la ejecución de la resolución firme de condena. 
»Conclusión de inconstitucionalidad tan clara no puede quedar empañada por 10 argüido, en fa-
vor de la Ley, en las alegaciones de la Abogacía del Estado. Descartada, por razones obvías, la erró-
nea invocación que tal representación hace del inconstitucional artículo 22.1 de la Ley General de 
la Seguridad Social (STC 113/1989), los alegatos de la Abogacía del Estado se centran en consi-
deraciones relativas a la situación de necesidad de los beneficiarios, al origen del daño que aún pa-
decen y al carácter reparador, en su conjUnto, de la Ley 35/1980, observaciones, todas ellas, que 
apuntan a la conveniencia -y a la exigencia, incluso--, de una protección singularizada de estos 
pensionistas. El Tribunal, desde luego, comparte estas apreciaciones que podrían ser tenidas en 
cuenta por el legislador si decidiese modu)ar el alcance de la inembargabilidad de las referidas pen-
siones y por los intérpretes y aplicadores de dichos preceptos, pero no púede admitir, por todo 10 
dicho, que las mismas fundamenten una restricción del derecho de los posibles acreedores a la eje-
cución de las Sentencias firmes como la que ha llevado a cabo el precepto cuestionado.» 
Resultan así total o parcialmente inembargables, sin pretensiones de agotar la 
materia: 
a) Los bienes sin valor económico por sí mismos, como dice la LEC, los 
que carezcan, por sí solos, de contenido patrimonial (art. 605.3.of Entre ellos 
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cabe destacar especialmente los derechos de la personalidadl~quo de modo ex-
preso vienen excluidos de la acción subrbgatoria),cOm:9 el derec~d'a la\rida, ~ 
la integridad física, al nombre de una persona física, a la libertad, al honor~ a lá 
intimidad, a la propia imagen, al secreto de las comunicaciones, etc. . 
Ello no obsta para que una lesión de estos bienes pueda dar lugar al resarcimiento de da-
ños, que normalmente se traduce en una suma de dinero, entonces embargable total o parcial-
mente: indemnizaciones por muerte o lesiones, por daños al honor o a la propia imagen ... (A 
este propósito, la Ley Orgánica 1/1982 de 5 de mayo, de protección civil del derecho al ho-
nor, a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen, dispone que estos derechos son 
irrenunciables, inalienables e imprescriptibles, siendo nula la renuncia a la protección prevista 
en esta ley: arto 1.3. La tutela judicial comprenderá la adopción de todas las medidas necesa-
rias para poner fin a la intromisión ilegítima de que se trate, restablecer al perjudicado en el 
pleno disfrute de sus derechos y prevenir o impedir intromisiones ulteriores; entre dichas me-
didas podrá incluirse, además de otras, la condena a indemnizar los peIjuicios causados: art. 
9.2. La existencia de peIjuicio se presumirá siempre que se acredite la intromisión ilegítima y 
la indemnización se extenderá al daño moral, que se valorará teniendo en cuenta las circuns-
tancias del caso y la lesión efectivamente producida, así como el beneficio que haya obtenido 
el causante de la lesión: art. 9.3.) 
Tampoco son embargables los derechos de carácter político, honorífico, 
social o administrativo (como los derechos estatutarios de los trabajadores o 
funcionarios, salvo naturalmente las retribuciones económicas, en la cuantía 
que luego se dirá; un título académico, un acta de diputado o una condecora-
ción). 
b) Los bienes de uso o dominio público, por no ser susceptibles de realiza-
ción forzosa, al haber sido declarados inalienables (art. 605.1.°). A este respec-
to"el artículo 132.1 de l~. Constitución dispone que «la ley regulará el régimen 
jurídico de los bienes de dominio púbLico y de .Jos comunales, inspirándose en 
los principios de inalienabilidad, imprescriptibilidad e inembargabilidad, así 
como su desafeclacioÍl»." ., . . ,-
Son inembargables por esta causa: 
- Los bienes destinados aluso públic(};'como los caminos, canales, ríos, to-
rrentes, puertos y puentes construidos p~r ~l Estado, las riberas, playas, radas y 
otros análogos (art. 339.1 CC). 
- Los que pertenecen privativamente al Estado, sin ser de uso común, y es-
tán destinados a algún servicio público o al fomento de la riqueza nacional, como 
las murallas, fortalezas y demás obras de defensa del territorio, y las minas, 
mientras no se otorgue su concesión (art. 339.2 CC). 
- Los bienes de uso público de las Comunidades Autónomas, provincias 
y municipios, como las carreteras y caminos de alguna de estas Administra-
ciones, las plazas, calles, fuentes yaguas públicas, los paseos y las obras pú-
blicas de servicio general, costeadas por las mismas Administraciones públi-
cas (arts. 344.I CC y 79.3 Y 80.1 de la Ley de bases de Régimen Local, de 2 
de abril de 1985). 
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_ " Lo\! bienes ,de 40~io público, cuando dej en de c;star destinados al uso general o a .las ne-
cesidades de la defensa del territorio, pasan a formar parte de los bienes propiedad del Estado 
(art. ~41 CC). ' 
Deben tenerse en cuenta, en relación con ciertos bienes, la Ley 3/1995, de 23 de marzo, de vías 
pecuarias (art. 2); la Ley de aguas, de 2 de agosto de 1985 (art. 1); la Ley de puertos, de 19 de ene-
ro de 1928 (arts. 1 Y 2), Y su Reglamento; la Ley de costas, de 28 de julio de 1988 (art. 7) la Ley 
de 4 de, f!nero de 1977 sobre mar territorial; la Ley de 12 de febrero de 1978 sobre zona económi-
ca, entre otras. 
c) Por razones de interés público son inembargables, por estar así declara-
dos por una disposición legal (art. 605.4.° LEC): 
, - Los bienes patrimoniales del Estado, Comunidades Autónomas o entida-
des locales. A este respecto se dispone que los bienes y derechos integrados en 
el Patrimonio Nacional seria inalienables, imprescriptibles e inembargables (art. 
6.2 de la Ley 23/1982, de 16 de junio, del Patrimonio Nacional). Por otra parte 
se previene que ningún tribunal podrá dictar providencia de embargo ni despa-
char mandamiento de ejecución contra los bienes y derechos del Patrimonio del 
Estado, ni contra las rentas, frutos o productos del mismo, debiendo a este res-
pecto estar a lo que dispone la Ley de Administración y Contabilidad de la Ha-
cienda Pública (art. 18 de la Ley de Patrimonio del Estado, y en el mismo sen-
tido se expresan las leyes de patrimonio de las diferentes Comunidades 
Autónomas). 
En lugar de las disposiciones de tal Ley de Administración y Contabilidad, hay que estar a las 
de la Ley Genera! Presupuestaria, texto refundido aprobado por Real Decreto Legislativo 1.091/1988, 
de 23 de septiembre, que derogó aquélla, y donde se dispone que «los tribunales y jueces no po-
drán despachar mandamientos de ej ecución ni dictar providencias de embargo contra los derechos, 
fondos, valores y bienes en general de la Hacienda Pública. El cumplimiento de las resoluciones 
judiciales que determinen obligaciones a cargo del Estado o de sus organismos autónomos, co-
rresponderá exclusivamente a la autoridad administrativa que sea competente por razón de la ma-
teria, sin peIjuicio de la facultad de suspensión o inejecución de sentencias previstas en las leyes 
(ver arto 18.2 LOPJ). La autoridad administrativa encargada de la ejecución acordará el pago en la 
forma y con los límites del respectivo presupuesto. Si para el pago fuera necesario un crédito ex-
traordinario o un suplemento de crédito, deberá solicitarse de las Cortes, uno u otro dentro de los 
tres meses siguientes a! día de la notificación de la resolución judicial» (art. 44). 
- Los bienes y derechos que integran el patrimonio de la Seguridad Social 
son inembargables (art. 85 del Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de junio, 
que aprueba el Texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social). 
- Son embargables las aeronaves pertenecientes a empresas de tráfico aé-
reo, pero sin interrumpir el servicio a que estén destinadas. Las autoridades que 
lo decreten pondrán el hecho en conocimiento del Ministerio de Fomento (art. 
132 de la Ley de 21 de julio de 1960). 
- No son embargables las concesiones administrativas de servicios públi-
cos regulares permanentes de transporte de viaje por carretera y los vehículos e 
instalaciones a ellas destinados, sin perjuicio de que se pueda intervenir la ex-
plotación por mandato judicial, de cuenta y riesgo del acreedor, para que com-
pruebe las recaudaciones y se haga cargo del porcentaje que se asigne para la 
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amortización de la deuda (art. 86 'de la' Ley 16/19~';!de 30 de julio, de ordena-
ción de los transportes terrestres). ' : . ',; ", lo 
- Tampoco son embatgables las concesiones de autopistas de peaje (art. 28 
de la Ley de 10 de mayo de 1972). 
- Asimismo, las explotaciones ferroviarias de transporte público, así como 
los vehículos, instalaciones, terrenos y dependencias afectos a las mismas, ya 
sea su utilidad pública o privada, serán inembargables, siéndoles aplicables idén-
ticas reglas a las establecidas para las concesiones de servicios regulares de via-
jeros por carretera (art. 153.2 de la Ley 16/1987, de 30 dejulio; ver también arto 
184.3 de esta Ley). 
- La propiedad forestal catalogada es inembargable; por excepción se pue-
de constituir hipoteca sobre los aprovechamientos de los montes afectados y la 
ejecución sólo podrá dirigirse contra la renta o aprovechamiento del monte gra-
vado (art. 2.2 de la Ley de montes, de 8 de junio de 1957). 
- Los recursos mineros que deban legalmente ponerse a disposición del Es-
tado, en cuyo caso, cuando los tribunales decretasen su embatgo, sólo será em-
batgable el importe que arroje la valoración oficial de los mismos a medida que 
sea realizada la entrega (art. 115.2 de la Ley de minas, de 21 de julio de 1973). 
- Los hidrocarburos, respecto de los que se establece disposición semejan-
te (art. 65.2 de la Ley de hidrocarburos, de 27 de junio de 1974). , 
- Los montes vecinales en mano común sin inembargables (art. 2.1 de la 
Ley 55/1980, de 11 de noviembre). 
d) Por estar prohibida su enajenación, no pueden embatgarse: 
- El derecho a alimentos, por no ser renunciable ni transmisible a un tercero; 
pero puede transmitirse el derecho a demandar las pensiones alimenticias atrasa-
das (arts. 151 CC Y 270.1 del Código de familia de Cataluña, Ley 9/1998, de 15 
de julio). 
- Los derechos de uso y habitación, porque no se pueden arrendar ni tras-
pasar a otro por ninguna clase de título (att. 525 CC). 
- Los derechos concedidos por las leyes especiales al arrendatario, porque 
la cesión o traspaso del arrendamiento o de los derechos (salvo el traspaso de 
local del negocio) constituye causa para la resolución del contrato. 
- La cualidad de heredero contractual en el heredamiento de Cataluña (art. 
79 del Código de sucesiones por causa de muerte, Ley catalana 40/1991, de 30 
de diciembre). 
e) Por estar indisolublemente unidos a otros bienes, como derechos acce-
sorios (art. 605.2.° LEC) son inembatgables: 
- Las partes comunes de un edificio en régimen de propiedad horizontal, 
que «no son en ningún caso susceptibles de división y sólo podrán ser enajena-
das, gravadas o embargadas juntamente con la parte determinada privativa de la 
que son anejo inseparable» (art. 396.11 CC). 
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'~ Las servidumbres, que son inseparables de la finca a que activa o pasiva-
mente pertenecen (art. 534 del CC). 
~ Los derechos de tanteo y retracto legales, en cuanto se otorga al titular 
de otro derecho, reuniendo determinados presupuestos y para cumplir las fi-
nalidades prevenidas según el caso (arts. 1.522, 1.523, 1.639 CC, 25 LAD, en-
tre otros). 
- Los derechos de hipoteca, prenda o anticresis, de los que sólo puede dis-
ponerse junto con el crédito que garantizan (arts. 1.528 y 1.878 CC). 
- El derecho de explotación de lo que constituya el objeto de una patente, 
por quien de buena fe lo viniera haciendo o hubiere realizado preparativos se-
rios y efectivos para ello, antes de la concesión, que sólo pueden transmitirse 
juntamente con la empresa (art. 54.1 de la Ley de patentes). 
.f) Por otras causas, resultan inembargables: 
- Por acto de voluntad, en los casos de renta constituida a título gratuito so-
bre los bienes de una persona, en cuyo caso puede disponer el constituyente, al 
tiempo de otorgamiento, que no estará sujeta dicha renta a embargo por obliga-
ciones del pensionista (art. 1.807 CC); o la cesión de licencias contractuales o 
concesiones de sub licencias de patentes, a no ser que se hubiese convenido lo 
contrario (art. 75.3 de la Ley de patentes). 
- Los bienes sacros y los dedicados al culto de las religiones legalmente re-
gistradas (art. 606.3.° LEC). 
- Los bienes y cantidades declarados inembargables por Tratados ratifica-
dos por España (art. 606.5.° LEC). 
- En general, serán inembatgables aquellas otras cantidades así declaradas 
por disposiciones especiales con rango de ley (art. 605.4.° LEC). 
g) Por razones de interés social o humanitario no pueden embargarse: 
- El mobiliario y el menaje de la casa, así como las ropas del ejecutado y 
de su familia, en lo que no pueda considerarse superfluo. En general, los ali-
mentos, combustible y otros bienes que, a juicio del tribunal, resulten impres-
cindibles para que el ejecutado y las personas de él dependientes puedan aten-
der con razonable dignidad a su subsistencia (art. 606.1.° LEC). 
- Los libros, e instrumentos necesarios para el ejercicio de la profesión, arte 
u oficio a que se dedique el ejecutado, cuando su valor no guarde proporción 
con la cuantía de la deuda reclamada (art. 606.2.° LEC). Ambos supuestos re-
gulan el llamado beneficium competentiae, pero establecido de un modo inde-
terminado, dejando por tanto amplia discrecionalidad al órgano jurisdiccional 
para excluir o no bienes en el embatgo. 
- El salario, sueldo, pensión, retribución o su equivalente, que no exceda de 
la cuantía señalada para el salario mínimo interprofesional (arts. 607.1 LEC, 
27.2 del Estatuto de los Trabajadores y 21 de la Ley de 30 de abril de 1987, de 
Clases Pasivas del Estado, texto refundido aprobado por Real Decreto Legisla-
tivo 670/1987; e integra también el beneficium competentiae). 
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t;Los~lat!0~' su~ldos, pens~ones,joma1es:o retribuciones que sean superiores 
al salano mmlmo mterprofeslOnal, son parCialmente embargables confonue a la 
siguiente escala (art. 607.2 LEC), acumulándose todas las percepciones que ob-
tenga el ejecutado para deducir una sola vez la parte inembargable o su cónyu-
ge cuando el régimen no sea el de gananciales (art. 607.3): 
• Para la primera cuantía adicional hasta la que suponga el importe del doble 
del salario mínimo interprofesional, el30 por 100. 
• Para la cuantía adicional hasta el importe equivalente a un tercer, salario mí-
nimo interprofesional, el 50 por 100. 
• Para la cuantía adicional hasta el importe de equivalente a un cuarto sala-
rio mínimo interprofesional, el 60 por 100. 
• Para la cuantía adicional hasta el importe equivalente a un quinto salario 
mínimo interprofesional, el 75 por 100. 
• Para cualquier cantidad que exceda de la anterior cuantía, el 90 por 100. 
De todos modos, en atención a las cargas familiares del ejecutado, el tribunal 
podrá aplicar una rebaja entre ellO y el 15 por 100 a las cantidades que resul-
ten de los porcentajes hasta el quinto salario interprofesional (art. 607.4 LEC). 
Si los salarios, jornales, sueldos, pensiones o retribuciones estuvieren grava-
dos con descuentos permanentes o transitorios de carácter público, la cantidad 
líquida que, deducidos éstos, perciba el deudor será la que sirva de tipo para re-
gular el embargo(art. 607.5 LEC). 
- La inembargabilidad total o parcial de los salarios, sueldos, pensiones 
o r~tribuciones aludidas no regirá cuando el embargo o la retención tenga por 
objeto el pago de alimentos debidos por disposición directa de la ley, inclui-
dos los pronunciamientos de las resoluciones judiciales dictadas en procesos 
d~ nulidad, separación o divorcio sobre alimentos debidos al cónyuge o a los 
hiJOS; en estos supuestos el tribunal fijará la cantidad que pueda ser embargada 
(art. 608 LEC). ' ' 
Ver también sobre ello, artículos 699 a 711 del Código de Justicia Militar, y la STC de 21 de 
junio de 1983. 
- Los derechos de explotación de los autores de obras protegidas por la pro-
piedad intelectual, aunque pueden embargarse sus frutos o productos, que ten-
drán a estos efectos la consideración de salarios (art. 53,.2 del Real Decreto Le-
gislativo 1/1996, de 12 de abril, que aprueba el texto refundido de la Ley de 
propiedad intelectual). 
- Las cuotas sindicales (art. 5.3 de la LO 11/1985, de 2 de agosto, de liber-
tad sindical). . 
- Las aportaCiones de los socios de las cooperativas, así como el fondo de 
educación y promoción de las mismas (Disp. Adic. 3.a y art. 56.5 de la Ley 
27/1999, de 16 de julio, de cooperativas, norma que se reproduce en las Leyes 
de Comunidades Autónomas). ' 
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6. PRELACIÓN DE BIENES 
En la Ley de Enjuiciamiento Civil se deja al criterio del ejecutante y ejecutado 
la determinación de los bienes a embargar, y el orden en que deben ser em-
bargados. Si se hubiera logrado un acuerdo entre ellos, a él deberá atenerse el 
órgano judicial. 
Si no se consigue el acuerdo, el tribunal embargará los bienes teniendo en 
cuenta dos criterios: la facilidad de su enajenación y la menor onerosidad para 
el ejecutado (art. 592.1), que servirán de parámetro a la decisión del juez de la 
ejecución, siendo susceptible de control por las partes. 
En tercer lugar, si resulta imposible o muy dificil la aplicación de los ante-
riores criterios, la LEC establece un orden que debe guardarse en la traba, es de-
cir, se trata de un criterio residual, que se debe utilizar sólo si las partes no se 
han puesto de acuerdo o el tribunal no ha decidido de otro modo. 
Ha perdido así el carácter rígido y estricto la antigua ordenación de los bie-
nes para el embargo, primando el criterio judicial que en cada caso pueda apli-
carse, en detrimento de una ordenación que podría provocar -si es que se lo-
graban encontrar bienes de distinta naturaleza- algunas situaciones injustas. 
La enumeración legal viene presidida por las dos mismas ideas: por un lado, el 
beneficio del deudor, intentando con ello hacerle lo menos gravosa posible la eje-
cución (con el beneficium ordinis y el beneficium excusionis, de tal forma que no 
cabría afectar bienes de un grupo hasta no haber sujetado a ejecución los anteriores 
en orden y todos los de un grupo). Por otro lado, se persigue también el beneficio 
del ejecutante, por cuanto el legislador considera -no siempre con fundamento--
que los bienes señalados en los primeros lugares son los de más fácil realización, de 
modo que podría así cobrar con mayor rapidez. Este sistema, del que en otros orde-
namientos se prescinde, puede en efecto favorecer a ambas partes, pero en algunos 
casos se revela perjudicial tanto para el ejecutado como para el ejecutante. 
La antigua posibilidad de oponerse a la traba de determinados bienes por no 
guardar el orden establecido en contra de los intereses del deudor, ofreciendo 
otros que resulten comprendidos en lugares preeminentes, logrando la desafec-
tación de lo embargado, ha perdido en la actualidad la relevancia que tenía en la 
antigua LEC, entre otras razones porque el ejecutado debió presen,tar la relación 
de sus bienes y sería de más dificil justificación el ofrecimiento tardío de bi~es 
o derechos de más fácil realización en un momento posterior. También podría el 
acreedor designar bienes de preferente traba, por las mismas razones, si cono-
ciera su existencia, y el tribunal deberá ordenar su afectación (aunque en la prác-
tica lo que en verdad sucede es que se embarga lo que buenamente se puede). 
El artículo 592 LEC contiene la enumeración de bienes sobre los que efec-
tuar la traba, disponiendo el siguiente orden: 
1.° Dinero o cuentas corrientes de cualquier clase (art. 592.2.1.°). 
En este concepto -de gran dificultad en su determinación desde el punto de vista jurídico--
deben comprenderse desde luego las monedas y billetes en circulación emitidos por el Banco de 
España, y a partir de 2002 el euro, emitido por el Banco Central Europeo el llamado dinero de cur-
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so legal, que tiene valor liberatorio incluso contra la voluntad del 3ereedor.:.NÍimismo, la pIoneda 
extranjera, de la especie por la que se hubiera despachado la ejecución, que se encuentre en poder 
del deudor. 
Además de eso, los saldos acreedores de cuentas corrientes deben conside~e comprendidas 
en este primer número, pero no los saldos de depósitos bancarios, aun los vencidos, pues la I:EC 
los incluye en la segunda categoria. 
No ha desconocido el legislador la realidad financiera, con la seguridad que proporciona el sis-
tema bancario, por lo que equipara al dinero, con toda lógica, los saldos de las cuentas corrientes 
de cualquier clase, cuando se trate de cuentas corrientes o de ahorro a la vi~ta, cuando el titular 
pueda disponer en el acto del dinero del saldo. 
Las monedas que no estén en circulación y las medallas, monedas o metales preciosos, han de 
reputarse como bienes muebles. 
2.° Créditos y derechos realizables en el acto o a corto plazo, y títulos, va-
lores u otros instrumentos financieros admitidos a negociación en un mercado 
secundario oficial de valores (art. 592.2.2.°). 
El concepto créditos y derecnos realizables en el acto o a corto plazo es de perfiles difusos, pero 
parece claro que no deberia comprenderse en este apartado cualquier crédito -sin que importe su 
naturaleza o la solvencia del acreedor- siempre que estuviera vencido, porque ello resultaría enor-
memente perturbador y contrario a los fines de la ejecución, teniendo en cuenta las dificultades de 
todo tipo que se pueden plantear para hacer efectivo un crédito vencido. 
En una aplicación rigurosa sólo deberían considerarse como créditos realizables en el acto los 
créditos líquidos, vencidos y exigibles, cuyo cobro se pudiera efectuar de inmediato sin precisar 
de intervención judicial cognitoria, para lo que sería preciso el reconocimiento de la deuda por 
el deudor del ejecutado y su solvencia acreditada para efectuar el pago (un depósito bancario). 
Pero al extenderse también a los realizábles a corto plazo en realidad se han ampliado los su-
puestos, incluyendo no sólo los créditos que el órgano judicial considere de realización inmedia-
ta, más segura o más fácil (cheques emitidos por entidades bancarias); sino también los de venci-
miento en.)JI1 plazo inferior al que .p~isiblemente puede durar la ejecución (depósitos o cuentas 
a plazo), sieJJ;lW~ ql.\e reúnan las "aracterísticas ,de ,vencimiento en fecha muy próxima y de sol-
vencia del deudor. ., , ' .' 
En relación con los tftilios, valores y otros instruÍnentos; hay que entender en este concepto to-
~ ~os q~e cotizan ~ 'estáh admitidos a negOciación;'!!ean efectos públicos --emitidos por las Ad-
mlffistraCldnes Pl11a1icas,· o 'por Estados extranjéros u organismos internacionales, si se autorizara 
su oegociaGión en España~ 10 pt1yalios, incluyep.do tanto las acciones de sociedades anónimas que 
se admitan a ,C~~ac,:ión oficial" como las obligaciones, bonos, cédulas y todo título que pueda o 
haya de negoclarsc:: engolsa (art. 56 del Reglamento de Bolsas de Comercio, de 30 de junio de 
1969, como letras de cambio, pagarés de empresa, bonos de caja, etc.) , 
Debe tenerseoen cuenta que el caso de embargo de la mayoría de las acciones de una sociedad 
(supuesto ciertamente extraño respecto de las que se coticen en Bolsa) nos encontramos propia-
mente ante un embargo de empresa (de los arts. 592.3 Y 630.1 LEC) Y no exactamente ante un em-
bargo de acciones. 
El dinero extranjero (divisas o billetes) que legítimamente se encuentren en poder del ejecuta-
do, cuando la ejecución no se ha despachado en esa moneda, podrían considerarse más bien como 
créditos realizables en el acto, pues se requeriría una actividad de realización en moneda de curso 
legal, por mínima que ésta fuera. 
3.° Joyas y objetos de arte (art. 592.2.3.°). 
En realidad estos bienes carecen de una concepción jurídica particular y estaría integrado este 
apartado por bienes de muy diversa significación (desde un modesto brazalete a un cuadro de ele-
vada cotización). 
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Hay que entender por joyas los metales elaborados y las piedras preciosas o semipreciosas ta-
lladas y montadas (anillos, collares, pulseras, etc.), de modo que no se incluirían los metales pre-
ciosos en lingotes, ni las piedras en bruto. 
Los objetos de arte son el fruto de la producción intelectual que se plasma en un soporte y se 
percibe por el sentido de la vista, se trate de pintura, escultura, objetos de decoración, etc., anti-
guos o modernos, que tienen reconocido un valor económico en razón de la apreciación general 
como manifestación singular del espíritu. 
4.° Rentas en dinero, cualquiera que sea su origen y la razón de su devengo 
(art. 592.2.4.°). 
Se comprenderían en este grupo cualquier tipo de rentas, siempre que se expresaran en dinero, 
de modo que si la renta viniera determinada por referencia a otro bien entraría en el grupo siguiente, 
por lo que se incluyen en este grupo las rentas que denomina el CC frutos civiles. 
5.° Intereses, rentas y frutos de toda especie (art. 592.2.5.°). 
El concepto de frutos (las rentas no son sino una especie de frutos y, naturalmente a estos efec-
tos hay que diferenciarlas jurídicamente de los que se obtenga del trabajo, de los sueldos, pero tam-
bién de las pensiones, ya que la LEC los considera separadamente), puede extraerse de los pre-
ceptos que el CC dedica a su regulación, distinguiendo, como productos de los bienes, los frutos 
naturales, industriales y civiles (art. 354) Y disponiendo que «son frutos naturales las produccio-
nes espontáneas de la tierra, y las crías y demás productos de los animales. Son frutos industriales 
los que producen los predios de cualquier especie a beneficio del cultivo o del trabajo. Son frutos 
civiles el alquiler de los edificios, el precio del arrendamiento de tierras y el importe de las rentas 
perpetuas, vitalicias u otras análogas» (art. 355 CC); 1),0 se consideran frutos naturales, o indus-
triales, sino los que están manifiestos o nacidos; respecto de los animales, basta que estén en el 
vientre de su madre, aunque no hayan nacido (art. 357). 
Por tanto, y a efectos del embargo, pueden trabarse los frutos con independencia -y con an-
terioridad- del bien que los produzca (de los grupos 6.° o 7.° de arto 592.2), a pesar de que el ar-
tículo 334.2.° CC considere que son inmuebles los frutos pendientes mientras estuvieren unidos a 
la tierra o formasen parte de un bien inmueble. 
6.° Bienes muebles o semovientes, acciones, títulos o valores no ádmitidos 
a cotización oficial y participaciones sociales (art. 592-.2.6.°). 
A los efectos que aquí interesan, hay que considerar válido el concepto de bienes muebles que 
proporciona el CC: se reputan bienes muebles los susceptibles de apropiación no comprendidos 
entre los inmuebles (art355); es decir, un concepto donde pueden englobarse absolutamente to-
dos los bienes embargables que encuentren dificil acomodo en la enumeración del artículo 592.2 
LEC, Y que no se hallen específicamente considerados en él. 
Sigue diciendo el ce que, en general, también se reputan muebles todos los que se puedan trans-
portar de un punto a otro sin menoscabo de la cosa innmeble a que estuvieren unidos (art. 335), y 
que también tienen la consideración de cosas muebles las rentas o pensiones, sean vitalicias o he-
reditarías, afectas a una persona o familia, siempre que no graven con carga real una cosa inmue-
ble, los oficios enajenados, los contratos sobre servicios públicos y las cédulas y títulos represen-
tativos de préstamos hipotecarios (art. 336), así como otros bienes incluidos dentro de la consideración 
de muebles por normas reglamentarias y por lajurísprudencia. 
Los bienes semovientes no son considerados como categoría independiente de las cosas en el 
ee (el art. 333 dispone que todas las cosas que son o pueden ser objeto de apropiación se con-
sideran como bienes muebles o inmuebles). Este concepto de semovientes se aplica a los ani-
males, que pueden trasladarse de un punto a otro por sus propios medios. En el embargo, el pro-
blema de los semovientes se plantea con respecto a su valor económico de realización, porque, 
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en a1~?S casos podIán real~e individualmente (unáoveja;'UJl cerdct);pclVCD otrQs s~ im-
pn::scindible embargar un conjunto, dado que el valor de cada uno decloslanillllllleSique locom~ 
pon~n o es nulo (enjambre de abej~s, ~o"ección de especies raras o exóticas) o Ilegal a ser des-
preciable (como en el caso de un mdivlduo cuando los animales se encuentren en viveros o 
criaderos); respecto de estos últimos, no puede olvidarse que el CC reputa inmuebles los vive-
ros o criaderos (art. 334.6.°), Y que puede resultar más oportuno trabar los animales junto COll 
las instalaciones. 
Además de los muebles y semovientes, se incluyen en este apartado los títulos sean accio-ne~. participaciones u otros instrumentos, que no cotizan en ~l mercado secundariQ ¿ficial de va-
lores. 
7.° Bienes inmuebles (art. 592.2.7.°). 
Para el concepto de bienes inmuebles a efectos de embargo puede utilizarse el artículo 334 CC 
que, sin criterio clasificatorio alguno, dispone que son bienes inmuebles: «l.0 Las tierras, edifi-
cios, caminos y construcciones de todo género adheridas al suelo. 2.° Los árboles y plantas y los 
frutos pendientes, mientras estuvieren unidos a la tierra o formaren parte integrante de un inmue-
ble (recuérdese lo dicho antes). 3.° Todo lo que esté unido a un inmueble de una manera fija, de 
suerte que no pueda separarse de él sin quebrantamiento de la materia o deterioro del objeto. 4.° 
Las estatuas, relieves, pinturas'u otros objetos de uso u ornamentación, colocados en edificios o 
heredades por el dueño del inmueble en tal forma que revele el propósito de unirlos de modo per-
manen~e al fun~o. 5.° ~as máquinas, vasos, instrumentos o utensilios destinados por el propietario 
de la finca a la industrIa o explotación que se realice en un edificio o heredad, y que directamente 
concurran a satisfacer las necesidades de la explotación misma. 6.° Los viveros de animales, palo-
mares, colmenas, estanques de peces o criaderos análogos, cuando el propietario los baya coloca-
do o los conserve con el propósito de mantenerlos unidos a la finca y formando parte de ella de un 
modo permanente. 7.° Los abonos destinados al cultivo de una heredad, que estén en las tierras don-
de ha~~ de utilizarse. 8.° ~as minas, canteras ~ escoriales, mientras su materia permanece unida 
al yacimiento, y las aguas vivas o estancadas. 9. Los diques y construcciones que, aun cuando sean 
flotantes, estén destinados por su objeto y condiciones a permanecer en un punto fijo de un río, 
lago ocosta. 10.° Las concesiones administrativas de obras públicas y las servidumbres y demás 
derechos reales sobre bienes inmuebles.»' . 
~.O Sueldos, sala~os, pensiones e ingresos procedentes de actividades pro-
feslOnah!s'y mercantIles autÓ'nomas (art. 592.2.8.°). . 
- "If ¡ '1 
Sueldo, salario o ingreso es, en definición del Estatuto de los Trabajadores, «la totalidad de las 
percep~i~nes económicas de los trabajadores en dinero o en'especie, por la prestación profesional 
de servICIOS laborales por cuenta ajena, ya retribuyan el trabajo efectivo, cualesquiera que sea la 
forma de remuneración, o los períodos de descanso computables como trabajo» (art. 26) concep-
to de .aplicación ~ t~os los trabajadores por cuenta ajena, tanto funcionarios públicos, cdmo otros 
trabajadores en reglmen general o en regímenes especiales. 
Pueden encontrarse muy diversas acepciones jurídicas del término pensión y tanto se le equi-
para genéri~~ente a rentas (rentas o pensiones, sean vitalicias o hereditarias, afectas a una per-
son~ o famlh,a, arto 33~ CC; en los arts. 1.802 s~. se regula el contrato de renta vitalicia), como se 
d~slgna con ellas cantidades devengadas por alImentos (art. 149 CC), o por desequilibrio econó-
mico producido a un cónyuge con la separación o el divorcio (art. 97 CC), como lo que común-
mente se conoce por tal: las percepciones devengadas tras la cesación de la actividad laboral, que 
deban abonarse por la Seguridad Social o por Mutualidades o entidades privadas, o las prestacio-
nes que deban abonarse por invalidez, viudedad, orfandad, etc. 
. En todo caso, y por lo que aquí interesa, debe recordarse que los sueldos, pensiones, salarios o 
Ingresos procedentes de actividades profesionales o mercantiles que no excedan de la cuantía del 
salario minimo interprofesional son inembargables, y la embargabilidad parcial que se permitía so-
bre estos bienes (arts. 606 y 607 LEC). ' 
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9.° Créditos, derechos y valores realizables a medio y largo plazo (art. 592.2.9."). 
Por contraposición a los créditos realizables en el acto o a corto plazo, se trataria aquí del em-
bargo de créditos que no representen obligaciones de pago de dinero, que no estén vencidos o no 
sean exigibles por estar sujetos a condición, o cuando por otra causa no puedan hacerse efectivos 
en un breve plazo; es decir; los que no' sean de fácil realización o se puedan realizar tardiamente. 
En realidad, en este caso no se tiene en cuenta el elemento de la facilidad o dificultad para la 
realización del crédito, sino un puro dato temporal, aUnque podria hacer más beneficioso esperar 
al vencimiento del crédito en la seguridad de cobrarlo que embargar bienes diferentes, iniciando 
un complejo e incierto mecanismo de realización de bienes con poco atractivo para el mercado o 
con problemas para enajenarlos. 
10.° Empresas, cuando resulte preferible al embargo de sus diferentes ele-
mentos patrimoniales (art. 592.3). 
Se trata en ~ste ~po del embargo de empresas en funcionamiento; es decir, de un conjunto de 
elementos patrImOnIales (cosas o derechos) ordenados en una unidad productiva de creación de ri-
queza, de la que son parte inseparable. De esta manera, si se pretende la transmisión individuali-
zada de los diferentes bienes que la componen, aunque en su mayoría tengan un valor de realiza-
ción independiente, además de su depreciación (y cuando no se trate de bienes de imposible 
~najenación autónoma), la empresa dejaria de existir como tal. Por esta razón, y en defensa de los 
Intereses económicos generales, se prevé como grupo separado de bienes para el embargo las em-
presas, en donde se han de embeb~todos los bienes que integren su acervo para preservar la uni-
~d de producción; d~ este mo~o, por más que sus elementos patrimoniales estuvieran compren-
didos en grupos antenores de bienes, han de embargarse como un todo en último lugar. Dadas las 
especiales características de las empresas, el régimen del embargo y sobre todo las garantías de la 
traba, sigue un régimen especial (arts. 630 ss. LEC). . 
A pesar de figurar como una opción última, debe sin duda preferirse el embargo de la empresa 
a la realización de elementos patrimoniales aislados, cuando de este modo se llegue a «desmante-
laD> la actividad productiva. Por esa razón, el órgano judicial, de oficio o a instancia de cualquie-
ra de las partes, debe ordenar el embargo de la empresa, sin recurrir a parcelar sus elementos. 
CAPíTULO XX 
ASEGURAMIENTO DEL EMBARGO 
1. CONCEPTO 
A pesar de que el embargo se entiende hecho desde que se decrete (art. 
587.1), con el fin de mantener en el patrimonio del deudor todos los bienes 
afectados por la traba a la responsabilidad de la ejecución y sin detrimento en 
su valor de realización (evitando su enajenación, gravamen, minoración u ocul-
tación), el ordenamiento jurídico establece una serie de garantías del embargo, 
que se extienden hasta el momento en que los bienes sean efectivamente rea-
lizados. 
Según la naturaleza de los bienes embargados, se contemplan en nuestro or-
denamiento jurídico cuatro medidas para el aseguramiento del embargo: el de-
pósito, la retención de bienes incorporales, la administración judicial y la ano-
tación preventiva en registros públicos. 
En todo caso se dispone que las cantidades de dinero y demás bienes embar-
gados tendrán, desde que se depositen o se ordene su retención, la consideración 
de efectos o caudales públicos (art. 625), con la consiguiente relevancia penal 
por el quebrantamiento de. depósito o la malversación. Cuando se trata de bienes 
inmuebles, la garantía se realiza con la anotación en el registro público, que im-
pide al tercero alegar desconocimiento de la traba y de la afectación a la ejecu-
ción si se realiza la transmisión del bien. 
2. INGRESO EN CUENTA 
Cuando lo embargado sea dinero o divisas convertibles, se ingresa en la Cuen-
ta de Depósitos y Consignaciones del Juzgado (art. 621.1), con lo que se asegu-
ra el destino de lo obtenido, y que llegará directamente al ejecutante por entre-
ga del órgano judicial (art. 634.1). 
Lo mismo se hará cuando lo embargado fueran sueldos, pensiones u otras pres-
taciones periódicas, en cuyo caso se ordenará a la persona, entidad u oficina p~­
gadora que los retenga a disposición del tribunal y los transfiera a la Cuenta de 
Depósitos y Consignaciones (art. 621.3). 
También cuando lo embargado sean intereses, supuesto en que se enviará or-
den de retención a quien deba pagarlos para que los ingrese en la Cuenta de De-
pósitos y Consignaciones (art. 622.1). . 
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3. 'RETENCIÓN DE BIENES INCORPORALES 
Para garantizar específicamente el embargo de bienes incorporales (créditos, 
sueldos, derechos, etc.) que no pueden ser ingresados en la Cuenta de Depósi-
tos y Consignaciones, ni depositados, es preciso acudir a la orden de retención 
de los mismos, mecanismo también previsto en el artículo 1.165 CC: «no será 
válido el pago hecho al acreedor por el deudor después de habérsele ordenado 
judicialmente la retención de la deuda». 
Mediante la orden judicial de retención se le hace saber al deudor del ejecutado 
el hecho de la retención y su importe, requiriéndole para que se abstenga de pagar 
las cantidades a que se refiera la orden a su acreedor y ponga a disposición del Juz-
gado el importe del crédito o las cantidades que periódicamente se devenguen. 
La nueva LEC dispone como supuesto de retención el aseguramiento del em-
bargo de saldos favorables en cuentas de cualquier clase abiertas en entidades 
de crédito, ahorro o financiación, en que ordena el tribunal la retención de can-
tidades con la cantidad máxima que fije el auto despachando la ejecución (art. 
621.2). En segundo lugar, también se prevé para asegurar el embargo de valores 
o instrumentos financieros, en cuyo caso se notificará a quien resulte obligado 
al pago, a la entidad emisora o al órgano rector del mercado secundario oficial 
para que, al vencimiento, o en cuanto se reciba la notificación si carece de ven-
cimiento, se retenga bien el importe, bien el instrumento financiero, así como 
los intereses o dividendos que produzca (art. 623). En tercer lugar, se ordena la 
retención para asegurar el embargo de rentas o frutos de cualquier clase, en cuyo 
caso se enviará orden de retención a quien deba pagarlos o directamente los per-
ciba, para que los retenga a disposición del tribunal (art. 622.1). 
Si la entidad pagadora o perceptora, o el ejecutado que los perciba, no cum-
plen la orden de retención o ingreso de los frutos o rentas se podrá acordar una 
administración judicial (art. 622.3). 
4. DEPÓSITO DE COSA MUEBLE 
A) CONCEPTO 
La LEC aplica este mecanismo para asegurar el embargo de bienes muebles. 
No se contiene en la LEC un concepto claro de lo que ~ea el depósito, debien-
do acudirse a los preceptos del Código Civil, cuando establece que el depósito 
judicial o secuestro tiene lugar cuando se decrete el embargo o aseguramiento 
de bienes litigiosos y que el secuestro puede tener por objeto así los bienes mue-
bles como los inmuebles (arts. 1.785 y 1.786). 
En la ejecución forzosa se constituye el depósito cuando se entrega una cosa 
embargada con la obligación de conservarla a disposición del Juzgado y de res-
tituirla --en el momento en que fuere requerido para ello-- a la persona que el 
órgano jurisdiccional ordene (arts. 1.758 y 1.759 CC). 
En realidad, el Código Civil contitJi~ muy escasas disposi'ci6D.Wsdbreltl sé,.. 
cuestro, desligando su regulación del contrato del depósito, y remitiéndose (art. 
1.7~9~ a las normas de l~ ~EC. Así pu.es, resulta un juego de remisiones poco 
olanftcador sobre el deposlto,como elmstrumento que permite asegurar el em-
bargo de las cosas muebles. 
B) DEPOSITARIb 
a). Dejando a un ~ado el in~eso en la Cuenta de Depósitos y Consignaciones 
del dinero que se hubIera obtenido, la LEC regula el depósito de títulos valores o 
de objetos especialmente valiosos o necesitados de especial conservación; que se 
hará en el establecimi.entó público o privado que resulte más adecuado (art. 626.1 ). 
Algunas observaCIOnes pueden hacerse respecto de esta norma: en primer lu-
gar, nada se opondría a que el depósito se hiciera en el propio Juzgado, en un 
lugar seguro (una caja fuerte) que permita garantizar la custodia y conserva:-
ción de las cosas; en segundo lugar, no resulta en este momento previsto el de-
pósito en un~ .caja de seguridad de una entidad bancaria"aunque este precepto 
parece permItIrlo; en tercer lugar, que podría contratarse con lID tercero la cus-
todia ~uando,el bien, por sus condiciones y características, precise de cuidados 
espeCIales (como un cuadro de un famoso pintor o una colección de bonsáis). 
b) Hasta el nombramiento judicial de un depositario, el desémpeño interi-
no de las obligaciones y la atribución de las responsabilidades de éste recaerá 
en la p~rsona que tuviere en su po~er los bienes; es decir, el propio ejecutado, o 
un terc'ero, o los repr~sentantes, encargados o administradores que éstos tuvie-
ran, y en c~yo poder se encontraran los bienés (art. 627.2). 
, I j • , t 
c) Fuera' de esos casos, cuando el bien se halle en poder d~ un tercero se le 
nombrará depositario, requiriéndole para que lo' conserve a disposición del tri-
bunal (art. 626.2). 
,d) S~ el 'pos~edor del bie~ ~mbarga~9 fuera el t;jecutado, se le designará a 
el deposltarto sIempre que vlmera destmando los bienes a una actividad pro-
ductiva (como en e~ ca~o de un vehículo destinado al trabajo del ejecutado) o se 
trate de cosas de dificIl o costoso transporte o almacenamiento (como maqui-
naria industrial o sus~<;ias perecederas) 
e) En otro caso, la con~titución del depósito lleva naturalmente aparejada la 
designaci~n de un depl!sitario, que ha de recaer, desde luego, en una persona 
con capac~~ad para obhgar~e (tén~ase p~esente que el depositario está sujeto a 
responsabIlIdad penal, pudIendo mcurnr en el delito de malversación del arto 
435.3.° CP). Su designación recaerá en el acreedor o, con audiencia de éste po-
drá designarse a un tercero (art. 626.4). ' 
f) Asimismo la LEC permite nombrar depositario al Colegio de Procura-
do.res, siempre qu~.dispongan de ~ servicio adecuado a este fin y puedan asu-
mIr las responsabIlIdades del depOSItario. ' 
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'."Be tmta'de una figura de depositario especialmente mencionado, desconoci-
da bastad presente, en que parece Que la LEC·ha querido dispensar un trato es-
pecial a la noble profesión de la procura, otorgándole funciones nuevas y ajenas 
a sus funciones tradicionales, pero que no impediría, dado su carácter de «ter-
cero depositario» que se extendiera a.otras corporaciones. 
C) RESPONSABILIDAD DEL DEPOSITARIO 
El depositario de los bienes u objetos secuestrados no puede quedar libre de 
su encargo hasta que termine la controversia que 10 motivó, a no ser que el juez 
10 ordenare por consentir en ello todos los interesados o por otra causa legítima 
(art. 1.787 CC). 
Está obligado a conservar los bienes con la debida diligencia a disposición 
del Juzgado, cumpliendo todas las obligaciones de un buen padre de familia 
(art. 1.788 CC); a exhibirlos en las condiciones que indique el tribunal, y a en-
tregarlos a la persona que éste le indique (art. 627.1.1). 
En caso de incumplimiento de sus obligaciones, de oficio o a instancia de par-
te, el tribunal podrá remover al depositario de su cargo, designando a otro, sin 
perjuicio de la responsabilidad en que haya incurrido el removido (art. 627.1.11). 
D) GASTOS DEL DEPÓSITO " 
Los gastos que origine el transporte, conservación, custodia, exhibición y ad-
ministración de los bienes deben reembolsarse al depositario, y el órgano judi-
cial podrá acordar, por providencia, que el ejecutante .adelante alguna cantidad 
para ese fin, sin perjuicio del derecho a reintegrarse en concepto de costas. Este 
derecho del depositario al reembolso se reconoce salvo si el depositario fuera el 
ejecutado o el ejecutante; si se hubiera designado depositario al tercero posee-
dor de los bienes no tendrá derecho al reembolso, pero sí a verse resarcido de 
los daños y perjuicios que sufra a causa del depósito(art. 628.1). 
Cuando los títulos valores o los ;objetos embargados especialmente valiosos 
o necesitados de especial conservación se hayan depositado. en una entidad o es-
tablecimiento adecuado, el tribunal fijará. ,la remuneración de acuerdo con las 
tarifas y precios al uso, que habrá de satisfacer el ejecutante, sin perjuicio a su 
reintegro en concepto de costas (art~628.2) .. 
5. ADMINISTRACIÓN JUDICIAL DE LOS BIENES EMBARGADOS 
a) La administración judicial puede acordarse en tres supuestos: de un lado, 
cuando se embargue una empresa o acciones o participaciones que representen 
la mayoría del capital social, del patrimonio común o de los bienes o derechos 
pertenecientes a las mismas o adscritos a su explotación (art. 630.1); de otro 
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lado~ para garantizar el embargo de frutos y rentas cuando las circunstancias del 
caso 10 aconsejen, exigiendo una especial aptitud o diligencia, por la naturaleza 
de los bienes productivos, por la importancia de 10 embargado o por la situación 
en que se encuentre el ejecutado (arts. 622.2 y 634.2); finalmente, cuando se hu-
biera quebrantado la orden de retención de los frutos o rentas (art. 622.3). 
b) Cuando deba constituirse una administración judicial, cuya pertinencia 
debe decidir el tribunal, se citará a una comparecencia a las partes de la ejecu-
ción, a los administradores de las sociedades, en su caso, y a los socios o partí-
cipes cuyos títulos se hubieran embargado. A los que no comparezcan sin justa 
causa se les tendrá por conformes con 10 acordado. 
En la comparecencia se habrá de intentar un acuerdo sobre diferentes extre-
mos: de un lado, el nombramiento de administrador y la persona que deba ocu-
par el cargo, así como si debe mantenerse o sustituirse la administración pre-
existente; en segundo lugar, si debe o no prestar caución; en tercer lugar, la forma 
de actuación (se ha de entender referida al contenido del cargo, facultades y lí-
mites en la actuación del administrador); en cuarto lugar, la rendición de cuen-
tas, y, por último, la retribución procedente. 
Bajo la dirección del juez, cada uno de los asistentes podrá formular las ale-
gaciones y presentar las pruebas que consideren pertinentes sobre todos o algu-
no de los extremos. Si se lograra un acuerdo, el órgano judicial 10 aprobará en 
sus términos; si hubiera discrepancia, se dictará providencia resolviendo 10 que 
el tribunal estime procedente (art. 631.1). 
e) El nombramiento del administrador realizado por el tribunal, haya me-
diado o no acuerdo en la comparecencia, será inscrito, cuando proceda, en el Re-
gistro Mercantil, y se anotará también la administración judicial en el Registro 
de la Propiedad cuando afecte a inmuebles (art. 631.3). 
el) Cuando se acuerde la administración judicial de una empresa o grupo de 
empresas, el tribunal nombrará un interventor designado por el titular o titula-
res de la empresa embargada. Si se acuerda el embargo de la mayoría del capi-
tal social, o la mayoría de los bienes o derechos de una empresa, o adscritos a la 
explotación, se designarán dos interventores, uno designado por los afectados 
mayoritarios y el otro por los minoritarios (art. 631.2). 
Los interventores designados por los afectados han de ser convocados a una 
comparecencia por el administrador judicial para la enajenación o gravamen de 
participaciones empresariales, inmuebles u otros bienes singulares. De su re-
sultado darán cuenta al tribunal, que resolverá por providencia (art. 632.2). 
e) Cuando se nombre administrador judicial que sustituya a quien venía rea-
lizando tales funciones, se le dará inmediata posesión, requiriendo a quien lle-
vara la administración para que cese en la misma (art. 633.1). El administrador 
ejercerá los derechos, obligaciones, facultades y responsabilidades que con ca-
rácter ordinario corresponden al sustituido, salvo que en la comparecencia se 
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hubiera acordado otra cosa, o el tribunal dispusiera en otro sentido, pero nece-
sitará de autorización judicial para enajenar o gravar participaciones en la em-
presa, o de ella misma en otras empresas, bienes inmuebles u otros bienes que 
por su importancia o naturaleza el tribunal hubiera señalado (art. 632.1). 
Aunque nada se especifique a este respecto, los tres cometidos básicos del ad-
ministrador serán conservar los bienes, procurar que den las rentas, productos y 
utilidades que correspondan y dar el destino adecuado a las cantidades que re-
caude (a falta de norma específica más explícita podría sin dificultad aplicarse 
. lo dispuesto para la administración del caudal hereditario, arts. 801 Y 802 LEC, 
en 10 que fuera procedente). 
Si surgieran discrepancias sobre los actos del administrador las resolverá el 
tribunal por providencia previa audiencia de los afectados (art. 633.2). 
f) El administrador deberá presentar una cuenta final justificada, de la que 
se dará vista a las partes y a los interventores, que podrán impugnarla (se fija un 
plazo general de cinco días, que podrá ampliarse hasta treinta en razón de su 
complejidad). Si hubiera oposición se convocará a todos los interesados a una 
comparecencia, resolviendo las impugnaciones por medio de auto, que será re-
currible en apelación (art. 633.3). 
Lo dicho no impide para que pueda imponerse al administrador la obligación 
de rendir cuenta justificada periódicamente, con la frecuencia que el juez le se-
ñale, en razón de las circunstancias de la concreta administración (como se pre-
vé en el arto 799 para la administración del caudal hereditario). 
6. LA ANOTACIÓN EN REGISTROS PÚBLICOS 
A) BIENES INMUEBLES 
Una vez realizada la afección de un bien inmueble, se tomará anotación pre-
ventiva en el Registro de la Propiedad, con arreglo a las disposiciones de la Ley 
Hipotecaria. A este fin el tribunal, a instancia del ejecutante, librará el corres-
pondiente mandamiento de embargo. El mismo día de su expedición se remiti-
rá el mandamiento por fax desde el tribunal al Registro de la Propiedad, donde 
se extenderá el correspondiente asiento de presentación (art. 629.1). En el man-
damiento se insertará la resolución respectiva, con su fecha, haciendo constar, 
en su caso, que es firme, y las circunstancias del ejecutante y ejecutado (arts. 
72, 73, 75 LH, Y 165.1 Y l66.3.a RH). El mandamiento ha de expedirlo directa-
mente el juez de la ejecución aunque el Registro se halle situado fuera de su par-
tido, sin que precise para ello de auxilio judicial (arts. 167 LEC Y 165 RH). 
La anotación preventiva --que tiene una duración de cuatro años (arts. 86 LH 
Y 199 RH)- publica la existencia del embargo y otorga al ejecutante una de-
terminada preferencia sobre actos de disposición y créditos contraídos por el 
deudor con posterioridad a la misma, pero no otorga los beneficios de la fe pú-
blica registral de los artículos 32, 34 y 37 de la LH (SSTS de 23 de febrero de 
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1995,30 de diciembre de 1993, 19 de noviembre de 1992,. 26,de febrero OOJ980 
y 17 de marzo de 1987). Por tanto, se trata de una anotación ·«dec1arativll», ya 
que el embargo se produce desde la resolución judicial que lo decrete (art. 587). 
Por otra parte, si el bien no estuviere inmatriculado, o se hallare inscrito en 
favor de persona distinta del ejecutado, pero de la que traiga causa su derecho 
(art. 105 RH), podrá tomarse anotación preventiva de suspensión. 
B) MUEBLES SUSCEPTIBLES DE HIPOTECA MOBILIARIA 
Y DE PRENDA SIN DESPLAZAMIENTO 
Se puede pedir anotación preventiva en el Registro de Hipoteca Mobiliaria y 
Prenda sin Desplazamiento de la Posesión del embargo trabado sobre bienes sus-
ceptibles de hipoteca mobiliaria. A saber: establecimientos mercantiles; auto-
móviles y otros vehículos de motor, así como tranvías y vagones de ferrocarril 
de propiedad particular; aeronaves; maquinaria industrial y propiedad intelec-
tual e industrial (art. 12 de la Ley de hipoteca mobiliaria y prenda sin desplaza-
miento de la posesión). 
También puede anotarse preventivamente en ese mismo Registro el embargo 
trabado sobre bienes susceptibles de prenda sin desplazamiento de la posesión. 
A saber: los frutos pendientes de explotaciones agrícolas, forestales y pecuarias 
y las cosechas esperadas dentro del año agrícola; los frutos separados o produc-
tos de dichas explotaciones; los animales, sus crías y productos, y las máquinas 
y aperos de las referidas explotaciones. Las máquinas y demás muebles identifi-
cables por características propias, como marca y número de fabricación, mode-
lo y otras análogas, así como las mercaderías y materias primas almacenadas. Las 
colecciones de objetos de valor artístico e histórico, como cuadros, esculturas, 
porcelanas o libros, bien en su totalidad o en parte; o dichos objetos por separa-
do, aunque no formen parte de una colección (arts. 52 a 54 LHM Y PSD). 
C) OTROS BIENES MUEBLES. EN ESPECIAL, VEHÍCULOS DE MOTOR 
La Ley 28/1998, de 13 de julio, de venta a plazos de bienes muebles, regula 
los contratos de venta a plazos de bienes muebles corporales no consumibles e 
identificables, los contratos de préstamo destinados a facilitar su adquisición y 
las garantías que se constituyan para asegurar el cumplimiento de las obliga-
ciones nacidas de los mismos, entendiendo por bienes identificables todos aque-
llos en los que conste la marca y número de serie o fabricación de forma in-
deleble o inseparable en una o varias de sus partes fundamentales, o que tengan 
alguna característica distintiva que excluya razonablemente su confusión con 
otros bienes (art. 1), especificando la Orden del Ministerio de Justicia de 19 de 
julio de 1999, que aprueba la Ordenanza del Registro de venta de bienes mue-
bles a plazo (art. 6.2) que, tratándose de automóviles, camiones u otros vehícu-
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los susceptibles de matricula, su identificación registral se efectuará por medio 
de aquélla o del número de chasis. 
Al propio tiempo crea un Registro de venta a plazos de bienes muebles, cuya 
llevanza se encomienda a los Registradores de la propiedad y mercantiles, dis-
poniendo la Ley que a todos los efectos legales se presumirá que los derechos 
inscritos en el Registro existen y pertenecen a su titular en la forma determina-
da por el asiento respectivo (art. 15.2). 
Se dispone también que en caso de embargo preventivo, juicio ejecutivo o vía 
de apremio contra bienes muebles, se sobreseerá todo procedimiento de apre-
mio respecto de los mismos o de sus productos o rentas en el instante en que 
conste en autos, por certificación del registrador, que dichos bienes constan ins-
critos en favor de persona distinta de aquella contra la cual se decretó el embargo 
o se sigue el procedimiento, a no ser que precisamente se hubiere dirigido con-
tra ella la acción en concepto de heredera del que aparece como dueño en el Re-
gistro (art. 15.3). 
Por su parte, la DisposiciónAdicional2.a de dicha ley de venta a plazos, con-
virtiendo a este Registro en una especie de Registro de la propiedad mobiliaria, 
establece que cuando el mandamiento judicial ordene la práctica de una anota-
ción preventiva de embargo o, en su caso, de demanda de propiedad, de un bien 
mueble no inscrito, el acreedor o demandante podrá solicitar del juez, en el mis-
mo procedimiento, que requiera del deudor o demandado la inscripción previa 
y el depósito o secuestro judicial del bien, bajo advertencia de que, en otro caso, 
dicha anotación abrirá folio en el Registro de venta a plazos de bienes muebles 
para asegurar la ejecución de la resolución judicial. La anotación tendrá una vi-
gencia de cuatro años, cancelándose de oficio cuando transcurran, pero podrá 
prorrogarse. 
Esta conversión aparece explícitamente contenida en la Disposición Adicio-
naI3.a, que ordena la integración del Registro de venta a plazos de bienes mue-
bles en el futuro Registro de bienes muebles. 
La Orden de 19 de julio de 1999, que aprueba la Ordenanza del registro de venta a plazos de 
bienes muebles, permite la anotación preventiva de «los embargos judiciales o administrativos so-
bre los bienes previamente inscritos a favor del deudor» (art. 5), y su artículo 6.3 faculta a la Di-
rección General de los Registros y del Notariado para que por vía de convenio con la Dirección 
General de Tráfico adopte las medidas para que el Registro de venta a plazos de bienes muebles, 
a través del Registro Central, y el Registro administrativo de Tráfico estén interconectados infor-
máticamente. 
La relación entre los Registros de hipoteca mobiliaria y de venta a plazos viene regulada en el 
artículo 7 de la Orden citada, en donde se dispone que los Registradores de hipoteca mobiliaria que 
inscriban hipotecas mobiliarias o prendas sin desplazamiento o anoten embargos sobre bienes sus-
ceptibles de ser vendidos a plazos con arreglo a esta Ordenanza deberán consultar previamente al 
registrador de venta a plazos central si los bienes están inscritos en algún Registro de Venta a Pla-
zos, a los efectos previstos en el artículo 2 de la Ley de hipoteca mobiliaria y prenda sin desplaza-
miento. 
CAPÍTULO XXI 
INCIDENCIAS EN EL EMBARGO 
l. REEMBARGO 
Los bienes embargados pueden ser objeto de una o varias trabas posteriores 
que los sujeten a la responsabilidad de otra ejecución forzosa contra el mismo eje-
cutado. El reembargo es una figura que con relativa frecuencia se da en la prác-
tica, particularmente cuando existen escasos bienes a realizar en el patrimonio de 
un deudor, y se afecta a la ejecución un bien para satisfacer un crédito que se con-
sidera inferior al valor de realización del elemento patrimonial embargado. 
Mediante el reembargo, el ejecutante afecta formalmente un bien (o varios) a 
la ejecución instada por él, de tal manera que se otorga al reempargante el dere-
cho a percibir el producto de lo que se obtenga de la realización de los bienes, 
una vez satisfechos los derechos de los acreedores a cuya instancia se decreta-
ron embargos anteriores (art. 6lO.1). 
Una vez realizado el bien, con el producto líquido que se consiga ha de satis-
facerse en primer lugar el importe de los créditos de quienes le precedieron en 
la traba (sea instada la realización por éstos o por el reembargante) y sólo si que-
dara algún remanente, se entregará al que haya obtenido el reembargo, natural-
mente hasta donde alcance su crédito, destinándose el sobrante, si lo hubiera, al 
pago de posteriores reembargantes, o procediendo a devolverlo al deudor. 
Cuando se alzara el primer embargo, el acreedor del primer reembargo que-
dará en la posición de primer ejecutante y podrá solicitar la realización forzosa 
de los bienes (art. 6lO.2.1). 
Al ostentar un derecho independiente (no subordinado) a los acreedores pre-
cedentes, también podrá pedir la realización forzosa del elemento patrimonial 
sin esperar a la solicitud de los ejecutantes anteriores y sin necesidad de que se 
alcen dichos embargos, pero sólo cuando los derechos de los ejecutantes ante-
riores no se vean afectados por la realización (art. 6lO.2.11). 
Asimismo, también puede el reembargante pedir que se adopten medidas de ga-
rantía de la traba siempre que no entorpezcan una ejecución anterior y sean compati-
bles con las que se hubieran acordado a favor de los embargantes anteriores (art. 610.3). 
2. EMBARGO DE SOBRANTE 
Conviene diferenciar el reembargo del llamado embargo de sobrante. Mediante 
éste no se efectúa un nuevo embargo de los bienes, sino que se pide del tribunal 
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la afectación de la cantidad de 'dinero que pueda sobrar tras haber satisfecho el 
crédito del embargante, en otra ejecución ya despachada, de tal forma que no se 
adquiere relación alguna con los bienes, ni puede instarse, por tanto, su realiza-
ción. 
La cantidad que se obtenga se ingresará en la Cuenta de Depósitos y Consig-
naciones a disposición del tribunal que ordenó el embargo del sobrante. 
Si se trata de realización de inmuebles esta cantidad será la que sobre una vez 
pagado el- ejecutante así como los acreedores posteriores que tengan preferen-
cia sobre el acreedor a cuyo favor se anotó el embargo de sobrante (art. 611). 
3. MEJORA Y REDUCCIÓN DEL EMBARGO 
Y SUSTITUCIÓN DEL OBJETO 
A lo largo de la ejecución forzosa pueden producirse alteraciones de diversa 
índole en el embargo, entre las que destacan: 
a) La mejora del embargo, que tiene lugar cuando el bien o bienes embar-
gados se revelan insuficientes para satisfacer la suma de dinero por la que se 
despachó la ejecución. A solicitud del acreedor, el juez deberá decretar la me-
jora del embargo si estimase que puede dudarse de la suficiencia de los bienes 
embargados en relación con la exacción de la responsabilidad del ejecutado (art. 
612.1). También la decretará cuando se funde la petición en haberse admitido 
demanda de tercería (art. 598.3), y cuando los intereses devengados durante la 
ejecución y las costas de ésta superan la cantidad que se previó (art. 6l3.4). 
b) La reducción del embargo puede acordarse a instancia del deudor y con 
audiencia del ejecutante, cuando los bienes embargados resulten de un valor no-
toriamente superior a la responsabilidad a que están sujetos, y dado que el man-
damiento de embargo se expide para trabar sólo bienes cuyo previsible valor no 
supere la cantidad por la que se despachó la ejecución (art. 584). 
c) La sustitución del objeto del embargo supone la afectación de un ele-
mento patrimonial distinto del embargado y el alzamiento de la traba respecto 
de éste. Puede producirse por diversas causas, entre las que destacan, por un 
lado, la manifestación (o la estimación de recursos) del deudor, por no haberse 
respetado en el embargo el beneficium ordinis, ofreciendo bienes integrados en 
un grupo preferente, siempre que sean suficientes y no se ponga en riesgo los 
fines de la ejecución (art. 612.1). 
4. ALZAMIENTO DEL EMBARGO 
El alzamiento del embargo supone la desafectación de un bien, o de todos los 
embargados, de la ejecución forzosa a la que se encontraban sujetos, dejándo-
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los libres. Puede decretarse, por tanto, en la generalidad de los bienes, como 
cuando se produce el pago de principal y costas antes de su realización, libe-
rándolos (arts. 650.5 y 670.7 LEC), o cuando se sobresea en la ejecuciónpór-
que prosperase una oposición de fondo promovida por el deudor. Pero también 
puede ordenarse respecto de algún bien concreto, como en los casos de reduc-
ción del embargo o sustitución del objeto, o por estimación de una tercería de 
dominio, en relación con los bienes concretos de que, en cada caso, se trate. 
Asimismo, la nueva LEC establece dos casos en que manda al tribunal alzar 
el embargo, a pesar de que pueden generar muy serias dificultades para el acree-
dor. Por una parte, dispone la LEC que cuando el valor de las cargas o gravá-
menes anteriores de un inmueble (que quedarían subsistentes después de reali-
zado) iguala o excede del que se ha determinado para el bien, se alzará el embargo 
(art. 666.2). Por otra parte, cuando no concurra ningún postor a la subasta y no 
pida el acreedor la adjudicación, a instancia del ejecutado se alzará el embargo 
(arts. 651.11 y 671.11). 
En realidad estos supuestos de alzamiento del embargo, en donde sea por fal-
ta de valor económico para determinar el tipo para la licitación, sea porque en 
la subasta nadie se hubiera interesado por adjudicarse el bien, entiende ellegis-
lador que lo embargado carece de todo valor y, por tanto, no debe permanecer 
por más tiempo afecto a la ejecución. Esta solución, que en un primer momento 
puede parecer satisfactoria, liberando bienes que no tienen contenido econó-
mico, no resulta siempre idónea, sino más bien contradictoria si además se man-
tiene rigurosamente la responsabilidad patrimonial universal y el principio de 
que la ejecución no termina hasta que el ejecutante sea completamente satisfe-
cho (art. 570). Con estos dos supuestos se levantarían los embargos, pero nada 
impediría que inmediatamente después los créditos preferentes fueran extraju-
dicialmente satisfechos y se transmitiera el bien sin pesar sobre él el embargo 
alguno, de modo que podrían quedar burlados los derechos del acreedor ejecu-
tante si es que lo obtenido por la enajenación no se consigue afectar a la ejecu-
ción. ~ . 
Ante los problemas que plantea el alzamiento del embargo por la existencia 
de cargas cuyo valor supere la cantidad por la que se despachó la ejecución, sus-
trayendo al ejecutante de la posibilidad de participar en la realización forzosa o 
voluntaria, con el añadido de situaciones de fraude que cabe representar, la so-
lución para superar la norma del artículo 666.2 sería instar de inmediato que el 
alzamiento del embargo fuera acompañado simultáneamente del embargo del 
sobrante, para el caso de que se realizara el bien por un acreedor preferente. 
CAPÍTULO XXII 
LA TERCERÍA DE DOMINIO 
1. CONCEPTO 
Según antes se explicó, el embargo ha de recaer sobre elementos patrimonia-
les que sean de titularidad del deudor, lo que supone, ante todo, excluir de la afec-
tación los bienes que, aun encontrándose en poder del ejecutado, pertenezcan en 
realidad a terceras personas. No obstante, a causa de la dificultad que supondría 
en el orden práctico exigir una acreditación fehaciente de la titularidad de todos 
y cada uno de los bienes a embargar, el ordenamiento jurídico opta por trabar 
aquello que en principio aparezca fundadamente ser propiedad del ejecutado, sin 
perjuicio de amparar al verdadero titular de los bienes, si éstos se hubiesen em-
bargado indebidamente, para que obtenga el alzamiento del embargo a través de 
diversos mecanismos. 
En primer lugar, y antes de que la traba se haya efectivamente realizado, si el 
tribunal tiene motivos racionales para entender que los bienes pueden pertene-
cer a un tercero, se le hará saber mediante providencia la inminencia del embar-
go. En tal caso, si en el plazo de cinco días el tercero se opone razonadamente 
al embargo, aportando en su caso documentos que justifiquen su derecho, el tri-
bunal resolverá lo que proceda por medio de auto, oídas las partes. Si el tercero 
no comparece o no da razones, el tribunal mandará trabar los bienes, a no ser que 
las partes, en ese plazo de cinco días, se muestren conformes en que no se rea-
lice el embargo (art. 593.2). 
Cuando se trate de un embargo ordenado sobre inmuebles inscritos a nombre 
del tercero, la Ley Hipotecaria prevé un medio rápido y expeditivo (por más que 
este supuesto no se dé con mucha frecuencia en la práctica, como es lógico), dis-
poniendo que «en caso de embargo preventivo, juicio ejecutivo o vía de apremio 
contra bienes inmuebles o derechos reales determinados, se sobreseerá todo pro-
cedimiento de apremio respecto de los mismos o de sus frutos, productos o ren-
tas en el instante en que conste en autos, por certificación del Registro de la Pro-
piedad, que dichos bienes o derechos constan inscritos a favor de persona distinta 
de aquélla contra la cual se decretó el embargo o se sigue el procedimiento, a no 
ser que se hubiere dirigido contra ella la acción en concepto de heredera del que 
aparece como dueño en el Registro. Al acreedor ejecutante le quedará reservada 
su acción para perseguir en el mismo juicio ejecutivo otros bienes del deudor y 
para ventilar en el juicio correspondiente el derecho que creyere asistirle en cuan-
to a los bienes respecto de los cuales se suspende el procedimiento» (art. 38.III). 
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Por el contrario, y en el mismo supuesto de bienes susceptibles de inscripción 
registral, dispone la LEC que se ordene en todo caso el embargo a no ser que el 
tercero acredite ser titular del bien mediante la correspondiente certificación del 
Registro, quedando a salvo el derecho de los eventuales titulares no inscritos 
(art. 593.3). 
La norma excepciona el caso de la vivienda familiar del tercero, de modo que 
cuando éste presentase un documento privado que justifique su adquisición, las 
partes pueden mostrar su conformidad en que no se realice el embargo y el tri-
bunal se ha de abstener de acordarlo. 
La tercería de dominio es en realidad una incidencia en el embargo de ejecu-
ción, mediante la cual un tercero, que afirma ser titular de un bien o de bienes 
embargados, pretende el alzamiento de la traba que indebidamente se ordenó so-
bre ellos. No se trata, pues, de una acción reivindicatoria, aunque un sector doc-
trinal y alguna jurisprudencia las había unificado con la vigencia de la LEC de 
1881, exigiendo que se presentara la demanda de tercería como si fuera una rei-
vindicatoria y que concurrieran (al menos así se afirmaba) los requisitos necesa-
rios para la prosperabilidad de ésta: propiedad del actor, identificación del bien 
y pérdida de la posesión, o del poder de disposición sobre el mismo. Sin embargo, 
en los últimos tiempos la jurisprudencia se había inclinado mayoritariamente por 
el carácter incidental en la ejecución forzosa de la tercería de dominio. 
STS 979/1998, de 28 de octubre (RJA 8350): «SEGUNDO.-La base jurídica es la naturaleza 
y la función procesal de la tercería de dominio que, pese a los distintos matices doctrinales y a la 
evoluciónjurisprudencial, está actualmente reiterada en numerosas Sentencias, como las de 19 de 
mayo de 1997 (RJA 3887), 16 de julio de 1997 (RJA 5610) Y 11 de marzo de 1998 (RJA 1493) que 
expresa que la acción de tercería de dominio, regulada en los artículos 1.532 y siguientes de la Ley 
de Enjuiciamiento Civil, resuelve la cuestión de que, ante el embargo de un bien, el tercero que 
alega ser propietario -y que no lo es el demandado embargado- la interpone para que declare 
que él es el titular verdadero del derecho de propiedad y se alce el embargo trabado sobre su cosa. 
Se había mantenido que la,tercería de dominio era una acción reivindicatoria en la que se sustituía 
la recuperación de la posesión, por el alzamiento del embargo. Pero realmente, la verdadera natu-
raleza de la tercería del dominio es de acción declarativa de propiedad cuyo objeto es la declara-
ción de propiedad (a favor del demandante-tercerista) y el levantamiento del embargo (trabado a 
instancia de un codemandado sobre un bien que aparentemente era del otro codemandado). En este 
sentido, Sentencias de 26 de septiembre de 1985 (RJA 4473) Y 2 de noviembre de 1993 (RJA 8564). 
La jurisprudencia insiste en una idea: La acción de tercería d~ dominio, que no puede ser identifi-
cada con la reivindicatoria, aunque presente ciertas analogías con ella, tiene por finalidad princi-
pal, no ya la obtención o recuperación del bien, que generalmente posee el propio tercerista, sino 
el levantamiento del embargo trabado sobre el mismo: Sentencias de 19 de mayo de 1989 (RJA 
3778), en idénticos términos, 5 de junio de 1989 (RJA 4291); 16 de febrero de 1990 (RJA 692); 8 
de octubre de 1990 (RJA 7482); 18 de diciembre de 1990 (RJA 10283) y 24 de julio de 1992 (RJA 
6453). La de 5 de diciembre de 1994 (RJA 9404) dice claramente que la acción de tercería de do-
minio hay que calificarla como meramente declarativa de dominio. 
»En las sentencias anteriores, entre otras muchas, se apunta la función procesal de la tercería de 
dominio, que es la invalidación e ineficacia del embargo producido, o, en otras palabras, el alza-
miento de la traba, la revocación de la decisión judicial del embargo; con lo cual, la tercería de do-
minio es una acción cuya función es cambiar los efectos de una resolución judicial, que en este 
caso es dejar sin efecto el embargo, con el alzamiento de la traba que había sido acordada. Lo que 
conduce a otra conclusión: el auténtico -necesario y suficiente- petitum de la demand& de ter-
cería de dominio es que se alce la traba sobre los bienes embargados.» 
LA mRCERÍA DE DOMINIO 201 
STS 859/1998, de 28 de septiembre (RJA 6799): «CUARTO.-[ ... ] Por otro lado, teniendo en 
cuenta que la finalidad institucional de toda tercería de dominio es la de liberar de un embargo a 
un determinado bien, que pertenezca (con anterioridad a la traba) a un tercero, que sea ajeno a la 
deuda reclamada, en garantía de la cual se trabó el referido embargo.» 
STS 469/1998, de 20 de mayo (RJA 4035): «TERCERO.-[ ... ] Sobre la tercería de dominio 
son numerosas las sentencias de esta Sala que perfilan su concepto y naturaleza juridica (así, como 
una de las más recientes que recogen la doctrina jurisprudencial, la de 11 de marzo de 1998 (RJA 
1493) Y su objeto lo señala exactamente el artículo 1.532 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, que 
es el dominio de los bienes embargados (aparte de la de mejor derecho) y se plantea como inci-
dente del proceso ejecutivo (o declarativo) en el que se ha trabado el embargo; su petitum es, ex-
clusivamente, la declaración del derecho de propiedad del tercerista y el alzamiento del embargo. 
Lo que lleva consigo que no cabe la acumulación de una acción reivindicatoria que ejercitan per-
sonas que no son parte en la tercería contra la demandante de ésta y el codemandado. 
»Por tanto, la acumulación de la acción reivindicatoria a una tercería es improcedente, va con-
tra el artículo 1.532 de la Ley de Enjuiciamiento Civil y la normativa de la tercería que no permi-
te al órgano jurisdiccional competente para la tercería, que conozca de una acción independiente e 
incorrectamente acumulada, quebrantando normas procesales, de orden público. En consecuencia, 
y por esta razón, estimando la falta de jurisdicción respecto a la acción reivindicatoria, deben es-
timarse estos dos motivos, casar la sentencia recurrída en este extremo y, al recuperar la instancia 
y resolver lo que corresponde dentro de los términos en que aparece planteado el debate, tal como 
dispone el artículo 1. 715.1.3 .. o de la Ley de Enjuiciamiento Civil, desestimar en el sentido expuesto, 
la demanda y la reconvención de la acción reivindicatoria incorrectamente acumulada a la tercería 
de dominio, sin imponer las costas en este recurso.» 
La nueva LEC de 2000 adopta una postura clara a este respecto y reconoce 
que en la tercería de dominio no se admitirá más pretensión actora que la diri-
gida al alzamiento del embargo (art. 601.1), y que no se podrá pretender otra 
cosa por el ejecutante y ejecutado que el mantenimiento del embargo (art. 601.2). 
Por tanto, no cabe acumular otras pretensiones ni plantear reconvención, como 
con la anterior LEC se admitía. 
STS 374/1998, de 27 de abril (RJA 2991): «TERCERO.-En segundo lugar, procede que se 
tome en cuenta el ámbito de las posibles defensas del demandado en las tercerías de dominio en 
cuanto al juego de las excepciones de fondo y respecto del alcance de la posible reconvención. 
"Conveniente resulta, a los efectos de la debida resolución del caso, que se precise el alcance que 
puede tener la reconvención en las tercerías de dominio, pues frente a una moderna tesis muy am-
plia que considera, sin una reflexión adecuada sobre el objeto de la tercería, que el proceso decla-
rativo que le sirve de cauce admite cualquier modalidad de reconvención e incluso, fuera de toda 
lógica juridica, con infundado apoyo en suposiciones sobre inconstitucionalidad por indefensión, 
llega a argüir que debe permitirse la intervención de personas ajenas a la litis en la reconvención 
formulada por el ejecutante en solicitud de la nulidad del título (extensión subjetivamente desme-
surada de la reconvención que ni siquiera cabe en el proceso ordinario), es lo cierto que la juris-
prudencia nunca ha olvidado la naturaleza del juicio de tercería como incidencia de la ejecución, 
ni su finalidad básica, que no es otra, que el levantamiento del embargo sobre los bienes trabados 
para excluirlos de la ejecución" (Sentencia del Tríbunal Supremo de 1 abril 1993 [RJA 2982], en-
tre otras muchas). Por ello, no cabe que se admita una reconvención de objeto indiscriminado y, 
únicamente, tras razonables titubeos acerca de su procedencia en el juicio de tercería, después de 
la aceptación de la legitimidad de la excepción de nulidad del título, como motivo de oposición 
frente al tercerista, se ha abierto paso la doctrina jurisprudencial que tolera la reconvención sobre 
la nulidad del título dominical (Sentencia del Tribunal Supremo de 26 de junio de 1979 [RJA 2549]), 
doctrina, en la que, sin duda habrá pesado, la dificultad que en nuestro Derecho ofrece, a veces, la 
distinción entre la excepción y la reconvención, sobre todo si se tienen en cuenta la amplitud del 
concepto de la segunda y la posibilidad admitida de la reconvención implícita. Cuando la nulidad 
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del título se hace valer como simple "excepción" el rigdr sobre posibles terceros implicados en el 
negocio que tendrían que soportar la declaración de nulidad decae, pues el Tribunal sentenciador, 
como establece la jurisprudencia, "se limita a apreciar la inexistencia de un título válido de domi-
nio en el tercerista" (Sentencia del Tribunal Supremo de 24 de julio de 1992 [RJA 6453}). Mas si 
la nulidad se plantea, por vía de reconvención será preciso consta~ar 'l:uiénes fuer?n pa~es en el 
contrato cuya nulidad se pida no para traer a ningún tercerO al pleIto smo para estImar, SI alguno 
de los sujetos en la relación jurídico material, que conforma ~I. título, n~ es p~e en la ter,ceria, y, 
con ello, la imposibilidad del pronunciamiento por falta de htlsconsorclo pasl~o ne~e.sano (S~~­
tencia del Tribunal Supremo de 24 de julio de 1992), o más correctamente, por msuflclente legItI-
mación pasiva (Sentencia del Tribunal Supremo de 20 de julio de 1994 [RJA 6515}). Esta doble 
posibilidad de alegar la nulidad del título esgrimido (incluso la nulidad por simulación) ya sea, por 
vía de acción reconvencional o por vía de excepción la reiteran otras sentencias, entre ellas I~ Sen-
tencia del Tribunal Supremo de 19 de mayo de 1997 (RJA 3887) al comentar que la doctrma de 
esta Sala es que, en principio, en la terceria de domino no cabe reconvención, pues no es un pro-
ceso principal e independiente, sino un incidente del proceso ~jecutivo l?~ncipal; e~ su caso; ca-
bria reconvención si se alega por la parte demandada en tercena de dorrumo, la nulIdad del tItulo 
del tercerista demandante, que también la puede plantear como excepción: la Senten~i~ de 29 ~e 
enero de 1992 (RJA 275) admite la reconvención en terceria de dominio en que se solICItó la nuh-
dad por simulación; la de 24 de julio de 1992 contempl,a la aleg~ción de nuli~ ,del título; hecha 
valer como simple excepción "ya que entonces no se eXIge del Tnbunal declarac~on de nuh~ad al-
guna ... sino que simplemente se limita a apreciar la inexistencia de un tí~,lo v~hdo de dommo e~ 
el tercerista"; la de 4 de junio de 1993 (RJA 4480) declara que la descahfIcaclón del titulo domI-
nical en que se apoya el tercerista, no precisa la reconvención, sino que puede h~cerse como ex-
cepción; lo que reitera la de 29 de octubre de 1993 (RJA 7670) (SentencIa del Tnbunal Supremo 
de 20 de julio de 1994).» 
Como lógica consecuencia dispone la LEC que el pronunciamiento judi-
cial sobre la pertenencia del bien y la procedencia del embargo se hace a ~os 
solos efectos de la ejecución, dispensándole el tratamiento procesal de un lll-
cidente de la ejecución cuya resolución no produce los efectos de cosa juz-
gada (art. 603.I). 
De todos modos, aunque los bienes no pertenezcan al deudor, el embargo es 
eficaz, de modo que si el titular no hace valer sus derechos a través de la terce-
ría de dominio no podrá luego impugnar la enajenación s~' e~l rematante o adju-
dicatario la adquiere de modo irre~v~?dicable, tod? ~llo sin p . uic~o de .las. pre-
tensiones de nulidad de la transmlSlOn, de resarCImIento o de queclffilento 
injusto que pueda plantear el dueño de los bienes (art. ?94).. ~ . 
Sin embargo, el tribunal no puede desconocer la tItulan da de los ble~es 
embargados, cuando en la ejecución llegue a constar. Tal suc de con los lll-
muebles, de modo que si de ~a ce:tificación d.el ~egistrado/ resulta que el 
bien embargado se encuentra lllscnto con antenondadJJ,Lertíbargo a nombre 
de persona distinta del ejecutado, oídas las partes personada~, manda~á al-
zarlo, salvo que se siga la ejecución contra el heredero del tItular reglstral 
(art. 658). 
Dado que con la tercería de dominio se persigue la desafectación de los bie-
nes embargados (y sólo eso), la ley establece un momento para deducirla, que 
va desde que se haya embargado un bien, aunque se trate de un embargo pre-
ventivo, hasta el momento en que, de acuerdo con la legislación civil, se produ-
ce la transmisión del bien (art. 596). 
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2. COMPETENCIA Y PARTES 
a) La competencia para conocer de la tercería de dominio se atribuye fun-
cionalmente al tribunal que esté conociendo de la ejecución, de modo que es una 
manifestación de la competencia funcional, cualquiera que sea la cuantía y el 
tipo de bien embargado (art. 599). 
b) El actor en la tercería de dominio es la persona que ve afectados sus bie-
nes en una ejecución forzosa por una responsabilidad ajena, constituyéndose en 
un interviniente voluntario principal en la ejecución ad excludendum executio-
nem. 
Tres son los requisitos exigidos: que tenga el carácter de tercero, ajeno por 
tanto a la ejecución, que afirme ser dueño de un bien embargado, y que presen-
te un principio de prueba por escrito que fundamente su posición procesal. 
El tercerista ha de ostentar una personalidad distinta de las del ejecutante y 
ejecutado (como se dice en el arto 595.1 LEC, está legitimado «quien, sin ser 
parte en la ejecución», porque la tercería ha de sustanciarse con el ejecutante y 
ejecutado), y de tal condición carecen quienes hayan tenido este carácter en la 
litis donde la tercería se promueve y los que estén unidos con los litigantes por 
la relación jurídica que constituya el objeto de la ejecutoria (STS de 17 de mayo 
de 1978 y las que allí se citan). 
Además debe el tercerista afÍrmar la titularidad dominical de uno de los bie-
nes embargados, que no haya sido adquirido naturalmente del ejecutado después 
de que se hubiera trabado el embargo. También puede interponer tercería para 
alzar el embargo quienes afirmen ser titulares de un derecho que por disposi-
ción expresa de la ley, puedan oponerse al embargo o a la realización forzosa 
de uno o varios bienes del ejecutado (art. 595.2). 
Respecto del tercero de los requisitos, se dispone en la ley que con la demanda 
de tercería deberá presentarse un principio de prueba por escrito del fundamen-
to de la pretensión del tercerista (art. 595.3), sin cuyo requisito la demanda se 
rechazará de plano y sin sustanciación alguna (art. 596.2). 
Este requisito va encaminado esencialmente a la identificación del bien y a 
evitar incidencias dilatorias en la ejecución que sean manifiestamente infun-
dadas. La jurisprudencia interpreta en sentido amplio. esta exigencia, conside-
rando que no cabe limitarla a un documento preconstituído, ni siquiera privado, 
sino a la justificación inicial por el actor de su derecho (que en el caso de bie-
nes muebles --donde existen mayores problemas- se asienta fundamentalmente 
en la apariencia y en la posesión); claro es, sin perjuicio de que, una vez cum-
plido este requisito para dar curso a la demanda, pueda la parte actora esgrimir 
los medios de prueba adecuados para acreditar su derecho, cuya carga le incumbe 
al demandante (SSTS de 19 de febrero de 1992 y 5 de octubre de 1972). 
c) La demanda de tercería hay que dirigirla siempre, como sujeto legitima-
do en la posición de parte pasiva, frente el ejecutante, y también frente al eje-
cutado si el bien al que se refiera la demanda 10 ha designado él (art. 600). La 
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legitimación doble se justifica por una razón distinta en cada caso; el ejecutan-
te ha de ser llamado al proceso porque tiene interés en oponerse, dado que si se 
estima la demanda de tercería, se va a sustraer de la ejecución el bien a que se 
refiera y que el acreedor pretendía realizar para el cobro de su crédito, con lo 
que se verá en la necesidad de buscar otros bienes para afectarlos a la ejecución. 
Por su parte, el ejecutado también tiene interés cierto en el incidente de tercería 
cuando ha designado el bien, y por ello se le concede legitimación pasiva; por-
que el alzamiento del embargo al estimar la pretensión del tercerista implica, al 
mismo tiempo, afectar otros bienes distintos a la ejecución. 
En todo caso, el ejecutado, aunque no haya sido demandado, podrá interve-
nir en el procedimiento con los mismos derechos procesales que las partes de la 
tercería, 
3. PROCEDIMIENTO 
a) El procedimiento se sustanciará por los trámites previstos para el juicio 
ordinario (art. 599). 
Parece que el legislador no ha conseguido deshacerse de la inercia de la tradición, que venía 
considerando la tercería de dominio como un proceso sobre la propiedad y no exactamente como 
un pronunciamiento incidental en la ejecución. Sólo esto podría justificar la remisión al juicio or-
dinarÍo para sustanciarla, cuando sin embargo todas las cuestiones que se han de ventilar en eje-
cución forzosa encuentran en el juicio verbal su cauce adecuado; como a la resolución de la terce-
ría se le confiere un carácter estrictamente incidental, a los solos efectos de la ejecución y sin 
producir efectos de cosa juzgada respecto de la titularidad del bien (art. 603.I) ni prejuzgar una de-
cisión futura sobre el mismo, hubiera sido más coherente fijar para su resolución los trámites del 
juicio verbal. 
La demanda se ha de redactar, por tanto, en la forma prevenida para este tipo 
de juicio, y con ella se deberá acompañar un principio de prueba por escrito del 
fundamento de la pretensión del tercerista (art. 595.3). 
El juez de la ejecución, además de inadmitir la demanda por considerar de ofi-
cio que no se cumplen los presupuestos y requisitos establecidos para toda de-
manda ejecutiva, debe dictar también auto rechazando la demanda de plano y sin 
sustanciación alguna en dos supuestos: en primer lugar, cuando no se acompañe 
el principio de prueba por escrito -por más que, en principio se trata de un de-
fecto que admitiría subsanación-; en segundo lugar, cuando se presente la de-
manda en un momento posterior a la transmisión del bien en la ejecución forzo-
sa, bien porque se hubiera hecho al ejecutante (se realice a través de persona o 
entidad especializada o en subasta judicial, por adjudicación en pago o por adju-
dicación para pago) o se hubiera transmitido a un tercero (adquirente tras el con-
venio de realización o adjudicatario en la venta por especialista o rematante en 
la subasta judicial) -yen estos casos el defecto de la demanda no sería subsa-
nable- (art. 596.2). 
En la demanda ha de alegar el actor todos los motivos que le asistan para opo-
nerse a la traba y a la futura enajenación del bien, ya que no se permite segun-
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da tercería o ulterior tercería que se funde en títulos o en derechos que poseye-
ra el tercerista al tiempo de plantear la primera (art. 597 LEC). 
b) La admisión de la demanda produce la suspensión de la realización for-
zosa del bien a que se refiera la demanda de tercería (art. 598.1), y sólo respecto 
de él, de modo que deberá continuarse el procedimiento de apremio de los de-
más bienes embargados que no resulten concernidos por la reclamación del ter-
cero para que se levante el embargo, y se entregará al ejecutante el importe de 
la realización de estos otros bienes a cuenta de su crédito. 
Precisamente por este efecto suspensivo, permite la LEC que el órgano judi-
cial condicione la admisión de la demanda a que el tercerista preste caución para 
responder por los daños y perjuicios que pueda causar al ejecutante, previa au-
diencia de las partes si lo considera necesario (art. 598.2). 
La admisión de la demanda de tercería será razón suficiente para que el ór-
gano judicial ordene la mejora del embargo a instancia del ejecutante, afec-
tando otros bienes a la ejecución, dice que la ley que mediante providencia 
(art. 598.3) y, por tanto, sin necesidad de mayor fundamentación. 
e) En la contestación a la demanda, que normalmente los demandados (si 
se hace frente a ejecutante y ejecutado) realizarán separadamente, pueden opo-
nerse a la misma, allanarse o admitir los hechos, como es conocido con carác-
ter general. 
Si ambos demandados (o el único demandado) dejaren de contestar a la de-
manda se produce en este proceso la consecuencia de entender que admiten los 
hechos alegados en la demanda, lo que implica que el juez deba dictar una sen-
tencia estimatoria sólo si los hechos de la demanda dan lugar a la consecuencia 
jurídica pretendida por el actor (art. 602). 
d) El procedimiento de tercería se resuelve por medio de auto que, a los so-
los efectos de la ejecución en curso, se habrá de pronunciar sobre la pertenen-
cia del bien y la procedencia del embargo, sin que pase en autoridad de cosa juz-
gada en lo que se refiere a la titularidad del bien que se había embargado (art. 
603.I). 
El auto contendrá el oportuno pronunciamiento sobre costas siguiendo las 
normas generales. De todos modos, no se impondrán las costas a los demanda-
dos que no contesten la demanda, salvo que el tribunal apreciara mala fe en su 
actuación omisiva (art. 603.II). 
Si se estima la tercería el auto se limitará a ordenar el alzamiento del em-
bargo indebidamente trabado y también el levantamiento de las medidas de ase-
guramiento que se hubieran acordado (removiendo el depósito o cancelando la 
anotación preventiva), sustrayendo así de la ejecución el bien a que se refiera 
(art.604). 
Como es natural, si el auto que resuelva la tercería fuera desestimatorio, el 
pronunciamiento no impedirá que se abra un proceso ordinario posterior para 
determinar de modo definitivo la titularidad dominical del bien. Si se resolviera 
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este proceso ordinario acogiendo la demanda del terceJio.cuando todavía no se 
hubiera realizado el bien, y a pesar de la prohibición de una segunda o ulterior 
tercería fundada en derechos que poseyera el demandante (art. 597), resulta evi-
dente que con la sentencia estimatoria, incluso si.no hubiera ganado firmeza, 
podría el tercero lograr ellevantarniento del embargo del bien de su propiedad 
-ahora no discutible- que se había afectado a una ejecución por una obliga-
ción ajena. 
e) La tercería terminará desde luego por el auto que ponga fin al procedi-
miento tras la celebración del juicio ordinario, pero también habrá de ponerse 
fin al incidente de tercería si es que, mientras se sustancia, se consiguieran rea-
lizar otros bienes del deudor respecto de los cuales hubiera continuado la eje-
cución forzosa (art. 598,1) y, con su importe, se hubiera logrado satisfacer el 
crédito del ejecutante. 
CAPÍTULO XXIII 
REALIZACIÓN DE LOS BIENES EMBARGADOS 
1. MEDIOS DE REALIZACIÓN DE LOS BIENES 
En la dinámica de la ejecución forzosa por obligaciones de pago de dinero, 
una vez conseguida la afectación de los bienes del deudor y como necesario pre-
supuesto para lograr la finalidad pretendida, es preciso, en la mayoría de los casos, 
continuar la actividad ejecutiva, pasando a convertir en dinero los elementos pa-
trimoniales embargados, con el fin de satisfacer al acreedor. 
Esta fase de la ejecución forzosa se denomina en la ley «procedimiento de 
apremio» y sus normas (arts. 634 a 680 LEC) son de aplicación siempre que se 
proceda a hacer efectiva una obligación de pago de dinero basada en un título de 
ejecución. 
La realización de los bienes que fueron embargados tiene lugar a través de di-
ferentes vías, en razón de la naturaleza de los bienes, desde la entrega directa al 
ejecutante, a la enajenación de títulos valores en mercados secundarios o a tra-
vés de fedatario público, a la realización por convenio, por persona o entidad es-
pecializada, o mediante la tradicional subasta judicial. 
2. LA ENTREGA DIRECTA AL EJECUTANTE 
Cuando se embargan bienes cuyo valor nominal coincida con el valor de mer-
cado, el tribunal se los entregará directamente al ejecutante, naturalmente hasta 
la cantidad por la que haya despachado la ejecución. En estos casos se encuen-
tran (art. 634.1): 
a) En primer término, el dinero efectivo (art. 592.2.1.° LEC, que es el pri-
mero en el orden de embargo de los bienes del deudor); en este caso se procede 
inmediatamente al pago de la cantidad por la que despachó la ejecución, de las 
costas que se hubieren causado, previa tasación, y de los intereses, a cuyo fin se 
procederá de inmediato a liquidarlos. 
b) .En segundo lugar, se entregarán al ejecutante los saldos de cuentas co-
rrientes y otras de inmediata disposición, se entiende que abiertas en entidades 
de crédito, ahorro o financiación, se trate de cuentas corrientes o de ahorro a la 
vista -o imposiciones a plazo vencidas-, pero no cuando se trate de otros 
productos financieros de cuyo saldo no se pueda disponer en el acto. En estos 
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casos de vencimiento diferido se habrán de adoptar las medidas necesarias para 
lograr el cobro, incluso nombrando un administrador judicial (art. 634.2). 
c) En tercer lugar, se entregará al ejecutante el producto de la conversión, 
en su caso, de divisas convertibles. 
Si la deuda está reflejada en pesetas (o en euros) y el dinero que se obtiene en 
el embargo está consignado en otras monedas fuera del sistema euro (libras es-
terlinas o dólares norteamericanos), pero convertibles en España, deberá entre-
garse al acreedor aquello que efectivamente se le debe (las pesetas o los euros), 
para lo que habrá de acudirse a cualquier oficina de cambio y proceder a la con-
versión de la divisa extranjera por el valor del día en que se realice la operación. 
Sin embargo, cuando la obligación esté consignada en otras monedas (reales bra-
sileños o pesos mejicanos) y se encuentra precisamente esta moneda en poder 
del ejecutado, habrá de entregarse la cantidad debida en la moneda extranjera. 
d) Finalmente se entregarán al ejecutante los bienes embargados, cuando su 
valor nominal o facial coincida con el valor de mercado -sellos de correos vi-
gentes- cuando lo pida el ejecutante, ya que en otro caso será necesario con-
vertirlo en dinero. También le entregarán los bienes cuando, siendo inferior el 
valor, el acreedor acepte la entrega por el nominal. 
e) Asimismo, se entregará al ejecutante que lo solicite el bien mueble ven-
dido o financiado a plazos por el valor que resulte de las tablas o índices re-
ferenciales de depreciación que se hayan establecido en el contrato, cuando se 
trate de la ejecución de sentencias por incumplimiento de contratos de venta a 
plazo de bienes muebles (art. 634.3). 
j) Omite la LEC toda referencia específica al embargo de sueldos, salarios, 
pensiones, créditos procedentes de actividades profesionales o mercantiles, o 
rentas en dinero (art. 592.2.4.° Y 8.°). 
Sin embargo, es evidente que se trata de un embargo de cantidades de dinero 
que es preciso entregar al acreedor en el momento en que se obtengan, aunque con 
algunas particularidades; en primer lugar, es preciso. tener en cuenta las restric-
ciones impuestas a su embargo (art. 607); en segundo lugar, hay que considerar 
que se trata de créditos de vencimiento periódico, por lo que la entrega al ejecu-
tante habrá de hacerse a medida que se vayan abonando; en tercer lugar, es preci-
so contar con que el devengo de estas cantidades depende del trabajo del deudor 
en el caso de los sueldos, salarios o créditos procedentes de actividades profesio-
nales o bien de la aptitud del perceptor para seguir percibiendo la pensión; por úl-
timo, hay que contar además con la solvencia del que deba realizar el pago. 
3. LA REALIZACIÓN DE TÍTULOS VALORES 
Como resulta lógico, diferencia la LEC para la realización de títulos los su-
puestos en que puedan enajenarse en un mercado oficial y aquellos otros en que, 
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por la características de la sociedad cuyo capital representan o por la entidad 
emisota, no tienen acceso a un mercado secundario de valores. 
a) La realización de acciones, obligaciones u otros valores admitidos a ne-
gociación en un mercado secundario, se efectúa en el mercado constituido a tal 
fin, de acuerdo con las normas que los rigen (Ley 24/1988, de 28 de julio, del 
Mercado de Valores, modificada por la Ley 37/1998, de 16 de noviembre). 
Lo propio ordenará el tribunal cuando el bien embargado cotice en cualquier 
mercado reglado, o pueda acceder a uno con precio oficial. 
En estos casos el tribunal deberá dirigirse al organismo rector, el cual adop-
tará las medidas necesarias para enajenar dichos valores (art. 635.1). 
b) Por el contrario, si lo embargado fueran otros valores, acciones o par-
ticipaciones societarias que no coticen en Bolsa, se deberá proceder a su enaje-
nación atendiendo a las disposiciones estatutarias de la entidad de que se trate 
y a lo que la ley ordene sobre el particular y, en especial, atendiendo a los dere-
chos de adquisición preferente. Si no hubiera disposiciones especiales, se reali-
zarán los títulos valores a través de notario (art. 635.2). 
4. LA REALIZACIÓN DE OTROS BIENES 
A) CONCEPTO Y SUPUESTOS 
Por último, cuando se trate de realizar otros bienes, podrá hacerse bien por 
convenio entre las partes aprobado por el tribunal, bien por medio de persona o 
entidad especializada, o bien se ha de acudir a la subasta judicial (art. 636). 
La LEC de 2000 ha puesto fin al monopolio de la subasta judicial: la enajena-
ción pública en la sede del órgano judicial, que recibe las ofertas de dinero de quie-
nes concurran y adjudica el bien al aspirante que ofreciera mayor cantidad, que era 
considerada en la LEC como el medio general de realizar los bienes. Sin haberse 
erradicado esta modalidad de realización, que tradicionalmente ha representado 
un instrumento eficaz solamente para dilapidar y malbaratar los bienes de los deu-
dores, y ha permitido el nacimiento de organizaciones que han negociado con mé-
todos que orillaban o vulneraban la legalidad penal, se introducen y regulan en el 
proceso civil tanto la posibilidad de realizar los bienes por medio de un convenio 
entre las partes, o a través de persona o entidad especializada, que pueden romper 
la dinámica de la ineficacia absoluta y reconocida de la ejecución civil. 
No obstante, la LEC no ha podido sacudirse el lastre de la tradicional subas-
ta, desechándola definitivamente de nuestro ordenamiento, pues, muy al con-
trario, aunque continúa regulándose formalmente como un sistema residual, se 
contempla como una solución hábil. En efecto, dispone la LEC, temerosa del 
éxito de las nuevas fórmulas, que sin perjuicio de otros intentos, una vez em-
bargados los bienes, se practicarán las actuaciones precisas para la subasta ju-
dicial, que se producirá en el día señalado si antes no se solicita y se ordena que 
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la realización forzosa se lleve a cabo de manera diferente (art. 636.3); corno se 
ve, poco se fia el legislador de la eficacia del convenio de realización o del fun-
cionamiento de los especialistas en realización de bienes. 
B) LA VALORACIÓN DE LOS BIENES 
Salvo que ejecutante y ejecutado se hubieran puesto de acuerdo en el valor 
del bien embargado, antes o durante la ejecución, será necesario proceder al ava-
lúo de los bienes que se han de realizar, con objeto de conocer, en primer lugar, 
la suficiencia del embargo y poder pedir en caso contrario su mejora y, en se-
gundo lugar, para intentar obtener con su enajenación una cantidad ~e. ~inero 
adecuada, que impida el malbaratarniento del bien embargado, en pel]UlClO del 
deudor, o que el sobreprecio espante a los interesados, en perjuicio del acreedor. 
La valoración de los bienes habrá de hacerse por un perito tasador por su va-
lor de mercado, sin tener en cuenta, en caso de inmuebles, las cargas y gravá-
menes que pesen sobre ellos (art. 639.3). Por consiguiente, el perito debe ofr~­
cer al tribunal, y a las partes, sus propios conocimientos profesionales, es declT, 
la información del valor de mercado del bien, de acuerdo con sus circunstancias 
externas o internas, pero con independencia de que jurídicamente puedan pesar 
sobre él limitaciones o cargas, que serán apreciadas en otro momento procesal. 
La designación de tasador se hará al que corresponda de entre los que pres-
tan servicio en la Administración de Justicia. En su defecto, se podrá encomen-
dar el avalúo a organismos o servicios técnicos dependientes de las Administra-
ciones Públicas que dispongan de personal cualificado y hayan asumido el 
compromiso de colaborar, a estos efectos, con la Administración de Justicia. Si 
tampoco pudiera recurrirse a estos organismos o servicios, se nombrará perito 
tasador de entre las personas fisicas o jurídicas que figuren en una relación, que 
se formará con las listas que suministren las entidades públicas competentes para 
conferir habilitaciones para la valoración de bienes, así corno los Colegios pro-
fesionales cuyos miembros estén legalmente capacitados para dicha valoración 
(art.638.l). 
El perito designado por el tribunal, de alguno de los modos expresados, po-
drá ser recusado tanto por el ejecutante, corno por el ejecutado si hubiera com-
parecido en la ejecución, por las causas y siguiendo el procedimiento estableci-
do en los artículos 124 y siguientes de la LEC. 
Aun cuando la ley no 10 prevé expresamente, nada impide para que las partes 
puedan designar, de acuerdo entre ellas, a un perito que practique la tasación de 
los bienes. En este caso el perito no podrá ser recusado. 
La LEC ha de tener sumo cuidado en velar por la imparcialidad del tasador, 
pues de ese modo se defienden los intereses tanto del deudor corno del ejecu-
tante, evitando valoraciones excesivas (corno querría el deudor para obtener el 
mayor producto posible de su bien subastado -o incluso para evitar así la ena-
jenación-), porque de ese modo se llegaría a impedir la concurrencia de los in-
teresados en adquirirlo. Pero también debe evitarse Una tasación por debajo de 
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su valor de mercado (corno pretendería el acreedor para tener la certeza de su 
efeetiva realización--cuando no otros fines jurídicamente improtegibles-), 
porque el ordenamiento no puede amparar desde el principio un rnalbaratarniento 
de los bienes, por más que el interés del acreedor sea el más digno de protec-
ción. 
El tribunal notificará al perito el nombramiento y deberá aceptarlo -o re-
chazarlo--- al día siguiente, si no concurre causa de abstención que se 10 impi-
da (art. 639.1). 
El perito deberá entregar al tribunal la valoración de los bienes embargados 
en el plazo de ocho días a contar desde la aceptación del encargo, que sólo po-
drá ampliarse por causas justificadas, en función de la cuantía o complejidad de 
la valoración (art. 639.2). 
En los cinco días siguientes a la entrega de la valoración de los bienes, las par-
tes y los acreedores inscritos podrán presentar alegaciones a la valoración peri-
cial, así corno informes, suscritos por perito tasador, en los que se exprese el va-
lor económico del bien o bienes objeto del avalúo. En tal caso, el tribunal, a la 
vista de las alegaciones formuladas y apreciando todos los informes según las 
reglas de la sana crítica, determinará mediante providencia, sin ulterior recurso 
y sin necesidad de toda otra actuación procesal, la valoración definitiva a efec-
tos de la ejecución (art. 639.4). 
C) EL AVALÚO DE INMUEBLES. LA DEDUCCIÓN DE LAS CARGAS 
Y EL INCIDENTE DE SU ACTUALIZACIÓN 
a) En principio el valor de los inmuebles no presenta especialidad alguna, 
pues se ha de considerar su avalúo conforme a su valor de mercado. Sin embar-
go, corno puede no corresponderse el valor de tasación del bien con el valor real, 
porque deba responder de cargas o encontrarse gravado con derechos anterio-
res, se hace necesario deducir éstas de la tasación pericial. 
b) Por consiguiente, para preparar la subasta de inmuebles y antes de pro-
ceder a su avalúo, se dispone el conocimiento de su situación jurídica a través 
de la certificación de cargas que consten en el Registro de la Propiedad, para 10 
cual se librará mandamiento al registrador con el fin de que remita al Juzgado 
certificación en la que conste la titularidad del dominio y demás derechos rea-
les del bien o derecho gravado así corno los derechos de cualquier naturaleza 
que existan sobre el bien registrable embargado, en especial, relación completa 
de las cargas inscritas que lo graven o; en su caso, que se halla libre de cargas 
(arts. 656.1 y 353 RH). El registrador hará constar por nota marginal la expedi-
ción de la certificación, expresando la fecha y el procedimiento a que se refiera 
y las comunicaciones que haya realizado (arts. 656.2 y 660,1.1). 
e) La referencia a las cargas anteriores, cuya preferencia resulte de la certi-
ficación (art. 666.1), ha de entenderse al orden de los asientos relativos a los cré-
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ditos implicados.en la ejecución, descontártdose el importe de las cargas que se 
hayan suscrito o anotado antes del embargo, así como las que hubieran ganado 
prioridad registral y las hipotecas o afecciones legales que deban quedar sub-
sistentes. No obstante, la alusión no alcanza a los privilegios y preferencias, que 
se han de hacer valer por medio de la tercería de mejor derecho. 
d) Dado el régimen de los asientos registra les, la correspondencia del Re-
gistro con la realidad, en lo que al estado de las cargas se refiere, es con fre-
cuencia ficticia; los derechos reales de garantía constituidos para el reintegro de 
préstamos, esencialmente las hipotecas, que con tanta asiduidad gravan actual-
mente la propiedad inmobiliaria, tienen un largo desarrollo temporal, de modo 
que el deudor se obliga a satisfacer los plazos de amortización de la cantidad 
inicialmente prestada a 10 largo de bastantes años. Así pues, el crédito de la en-
tidad bancaria para la adquisición del inmueble va disminuyendo poco a poco 
en su cuantía, aunque el asiento registral permanece inmutable, pues el Regis-
tro no recoge los avatares reales del negocio que estaba en la base del derecho real 
de garantía, apareciendo en la certificación cargas o gravámenes inoperantes. 
Por eso, el artículo 657 LEC dispone que el tribunal se dirija, a instancia del eje-
cutante, a los titulares de los créditos anteriores que sean preferentes al que sir-
vió para el despacho de la ejecución para que informen sobre la subsistencia ac-
tual del crédito garantizado y su actual cuantía. Estos acreedores deberán indicar 
con la mayor precisión si el crédito subsiste o se ha extinguido por cualquier cau-
sa y, en caso de subsistir, qué cantidad resta pendiente de pago, la fecha de ven-
cimiento y, en su caso, los plazos y condiciones en que el pago deba efectuarse. 
Si el crédito estuviera vencido y no pagado, se informará también de los intere-
ses moratorios vencidos y de la cantidad a la que asciendan los intereses que se 
devenguen por cada día de retraso. 
Cuando la preferencia resulte de una anotación de embargo anterior, se ex-
presarán la cantidad pendiente de pago por principal e intereses vencidos a la 
fecha en que se produzca la información, así como la cantidad a que asciendan 
los intereses moratorios que se devenguen por cada día que transcurra sin que 
se efectúe el pago al acreedor y la previsión para costas. 
Ciertamente que la intención del legislador es digna de encomio, aunque supone imponer una 
carga para las entidades de crédito, que, incluso en los casos en que el deudor vaya satisfaciendo 
cumplidamente sus pagos periódicos, se verán obligadas a acudir al expediente del préstamo para 
informar de cualquier solicitud judicial en una ejecución que le es aj ena. Es verdad que la LEC im-
pone el deber de colaborar con los tribunales en la ejecución forzosa (art. 591), incluso con mul-
tas coercitivas, pero esta información unilateral de los acreedores preferentes y no afectados por 
las actuaciones ejecutivas, con la consecuencia de los mandamientos a los efectos previstos en el 
artículo 144 LH puede resultar excesivo. Con todo, la mecanización de las entidades de crédito y 
la rapidez y fiabilidad de la información, permite sin mayores problemas facilitar estos datos a los 
órganos judiciales, primando el interés en la ejecución. 
A pesar de todo ello, la norma es insuficiente, sobre todo porque la referencia al artículo 144 LH, 
que regula los supuestos de modificación de obligaciones hipotecarias, no puede ampliarse a cual-
quier crédito anterior. Por otra parte, ni se establecen los requisitos de la comunicación del acree-
dor, ni se prevén las consecuencias registrales de la minoración o desaparición del crédito" y si en 
tal caso el juez de la ejecución puede ordenar la cancelación de las inscripciones. 
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Recibida esta información será preciso determinar el valor del bien; hay que 
partir del valor de mercado, de lo que resulte del avalúo, pero no pueden igno-
rarse las cargas que pesen sobre el inmueble, porque en otro caso, quien tuvie-
ra la intención de adquirirlo, se haría una falsa idea de la realidad. Por consi-
guiente, ordena la LEC que el secretario realice esta operación, descontando del 
valor de tasación el importe de todas las cargas y derechos anteriores que resul-
ten preferentes de acuerdo con la certificación registral en lo que resulte que 
deba garantizar. Si el valor de las cargas o gravámenes iguala o excede del de-
terminado para el bien, el tribunal alzará el embargo (art. 666). 
Esta última norma, como se dijo, introduce una consecuencia desafortunada, 
extraordinariamente radical cuando, a la vista de las cargas preferentes, el valor 
real del bien resulte inexistente. La solución legislativa puede provocar situa-
ciones de injusticia material, dejando al ejecutante sin ninguna posibilidad de 
reacción, al desamparar el bien; en tales casos, si con posterioridad se logran le-
vantar las anteriores cargas, el ejecutado podrá enajenar libremente el inmueble 
y el ejecutante puede encontrarse sin posibilidad de obtener el pago de su cré-
dito. Por eso, cuando las cargas anteriores y preferentes superen el valor de mer-
cado del bien, habría que instar de inmediato el embargo de sobrante, garanti-
zándose de ese modo que la anotación no desaparezca y permitiendo cobrar al 
ejecutante si es que las cargas anteriores se levantan, o al final se logra en la re-
alización forzosa una cantidad efectivamente mayor y quedara alguna cantidad 
sobrante. 
CAPÍTULO XXIV 
CONVENIO DE REALIZACIÓN 
CONCEPTO Y PROCEDIMIENTO 
a) El primer y preferente sistema de realización de los bienes embargados 
es el convenio (art. 636.2)" es decir, que los bienes se realicen o el ejecutado sa-
tisfaga su crédito de la forma en que acuerden las partes y los interesados, con 
aprobación del tribunal. 
Sin duda alguna, éste sería el mejor modo, para lograr el mayor y más rá-
pi'<Ío rendimiento de los bienes afectos a la ejecución forzosa, y la satisfacción 
del derecho del acreedor ejecutante. 
Al convenio de realización se puede llegar a partir de una petición que el eje-
cutante, el ejecutado o quien acredite interés directo en la ejecución, presente 
ante el órgano judicial, solicitando que se convoque a una comparecencia con el 
fin de acordar en ella el modo más eficaz de realización de los bienes frente a 
los que se dirige la ejecución (art. 640.1). 
b) Si la solicitud de la realización por convenio es presentada por el ejecu-
tante parece que el órgano judicial debe acordar la celebración de la comparecen-
cia. Por el contrario, si procede de otro sujeto, el órgano judicial, sin suspensión 
de la ejecución, convocará a las partes y, además, a quienes conste en el proceso 
que puedan estar interesados, a una comparecencia si el ejecutante se muestra 
conforme y no encontrara motivos razonables para denegarla. A esta compare-
cencia podrán concurrir también otras personas, por invitación tanto del ejecu-
tante como del ejecutado (art. 640.2). 
e) La comparecencia no se sujeta a ningún orden, ni establece la ley ningún 
tipo de contenido concreto. Se dispone sencillamente que los asistentes podrán 
proponer para la realización de los bienes embargados cualquier forma que con-
sideren idónea, aunque carezca de norma legal que la regule, con lo que el acuer-
do aprobado judicialmente sería la ley de esa forma de ejecución. 
También podrá presentarse a una persona que se ofrezca para adquirir los bie-
nes por un precio previsiblemente mayor que el podría lograrse mediante la su-
basta, por lo cual sería oportuno tener previamente establecido el valor de tasa-
ción del bien; es decir, que se habría de ordenar de inmediato el avalúo, antes de 
la comparecencia, para alcanzar el convenio de realización. 
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Asimismo, se pueden proponer otras formas (se entiende que distintas a la 
realización de estos bienes) para la satisfacción del derecho del ejecutante 
(art. 640.2). 
Si no se logra el acuerdo, podrá repetirse la comparecencia en un momento 
posterior, cuando las circunstancias lo aconsejen (art. 640.5). 
d) De haberse logrado un acuerdo entre ejecutante y ejecutado, que no pue-
da causar perjuicio para tercero, y que incluya la conformidad de los sujetos a 
quienes afectara, lo aprobará el tribunal, suspendiendo la ejecución respecto del 
bien a que se refiera el acuerdo. Si se trata de bienes inscribibles será precisa 
para la aprobación la conformidad de los acreedores y de los terceros que hu-
bieran inscrito o anotado su derecho en el Registro con posterioridad (art. 640.3). 
e) Con la aprobación judicial se pasaría a ejecutar el convenio. Si se cum-
ple, se sobreseerá la ejecución respecto del bien al que se refiriese. Si no se cum-
ple dentro del plazo pactado, o no se llegase a satisfacer según lo convenido el 
derecho del ejecutante, éste podrá pedir que se alce la suspensión de la ejecu-
ción que sobre el bien objeto del convenio se había ordenado, y se proceda a la 
realización en subasta pública (art. 640.4). 
j) Cuando se trate de realización de inmuebles el tribunal, mediante provi-
dencia, habrá de aprobar la enajenación, previa comprobación de que la trans-
misión se produjo con conocimiento del adquirente de la situación registral de 
la finca resultante de la certificación de cargas, siguiéndose lo dispuesto para la 
subasta de inmuebles en lo referido a distribución de cantidades obtenidas, ins-
cripción del derecho del adquirente y cancelación de cargas (art. 642.2). 
1. CONCEPTO 
CAPÍTULO XXV 
REALIZACIÓN POR PERSONA 
O ENTIDAD ESPECIALIZADA 
a) Teniendo en cuenta la enorme diversidad de bienes susceptibles de reali-
zación económica y la especialización de los mercados, se conocen en la actua-
lidad muy diferentes personas y establecimientos que se dedican a la enajena-
ción de bienes: desde las casas de subastas de obras de arte, a los agentes de la 
propiedad inmobiliaria, pueden encontrarse especialistas en liquidar provecho-
samente determinados bienes. 
El legislador no ha querido, con buen criterio, prescindir de la posibilidad que 
se brinda a la Administración de Justicia de utilizar la experiencia y el propio 
quehacer de estos profesionales para incrementar la eficacia de la ejecución for-
zosa, de modo que se logre de forma rápida una enajenación de un bien obte-
niendo por ello la cantidad de dinero más alta posible, incluso descontando la 
cantidad que habrá de satisfacerse a estas personas o entidades por su intervención. 
b) Este modo de realización se ha de acordar a petición del ejecutante, o del 
ejecutado con consentimiento del ejecutante, cuando las características del bien 
embargado lo aconsejen. 
El encargo se ha de hacer a una persona especializada y conocedora del mer-
cado en que se compren y vendan los bienes, que reúna los requisitos legalmen-
te exigidos para operar en ese mercado. También puede acordarse que el bien 
se enajene por medio de una entidad especializada, pública o privada, en cuyo 
caso la enajenación se habrá de acomodar a las reglas y usos de la casa o entidad 
que vaya a realizar la enajenación, siempre que sean compatibles con el fin de la 
ejecución y resulten protegidos los intereses tanto del ejecutante como del ejecu-
tado (art. 641.1). 
La persona o entidad a quien se encomiende la realización, salvo que se trate 
de una entidad pública, deberá prestar caución para responder del cumplimien-
to del encargo (art. 641.2). 
2. PROCEDIMIENTO 
a) La parte que solicite este medio de realización de los bienes embargados 
deberá presentar la correspondiente petición al tribunal, en la que designará la 
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persona o entidad a quien deba hacerse el encargo, que ha de reunir los requisi-
tos exigidos por la ley, y las condiciones (que pueden referirse a remuneración 
de la persona o entidad encargada, forma y condiciones de pago del precio, pre-
cio mínimo de realización, e incluso tiempo máximo para ello) en que la enaje-
nación tiene que hacerse. 
b) Si se trata de bienes muebles o semovientes, en la solicitud habrán de in-
dicarse las condiciones en que deba efectuarse la realización. Cuando la solici-
tud se presente por el ejecutado con consentimiento del ejecutante, o por éste 
con acuerdo de aquél, el tribunal determinará las condiciones conforme a la pe-
tición; a falta de acuerdo, los bienes no podrán ser enajenados por un precio in-
ferior al 50 por 100 del avalúo (art. 641.3.1). 
e) Si se trata de bienes inmuebles, para determinar la persona o entidad a la 
que vaya a confiarse la realización y las condiciones en que deba efectuarse, el 
tribunal convocará a una comparecencia a las partes y a quienes conste en el pro-
ceso que puedan estar interesados, en la que les oirá y resolverá por medio de 
providencia lo que estime procedente. Sin embargo, no podrá autorizar que la 
enajenación se haga por debajo del 70 por 100 del valor del inmueble --des-
contadas las cargas preferentes en la cuantía por la que responda la finca en el 
momento de la ejecución-, salvo que conste el acuerdo de todos los interesa-
dos, incluso aunque no hayan asistido a la comparecencia, 10 que resulta una exi-
gencia excesiva. 
d) La realización habrá de hacerse en el tiempo y condiciones determina-
dos en la providencia. Tan pronto como se consume la enajenación, la cantidad 
obtenida se ingresará en la Cuenta de Depósitos y Consignaciones, descontan-
do los gastos efectuados (v.gr., anuncios) y la propia remuneración de quien efec-
tuó la enajenación. 
El tribunal debe aprobar la operación o, en su caso, solicitar las oportunas jus-
tificaciones. Cuando se trate de realización de inmuebles el órgano judicial apro-
bará la enajenación previa comprobación de que se produjo con conocimiento 
del adquirente de la situación registral de la finca resultante de la certificación 
de cargas, siguiéndose lo dispuesto para la subasta de inmuebles en lo referido 
a distribución de cantidades obtenidas, inscripción del derecho del adquirente y 
cancelación de cargas (art. 642.2). 
Una vez aprobada la operación, se devolverá a la persona o entidad que reci-
bió el encargo la caución que hubiera prestado. 
e) Si el encargo no se cumple en el plazo de seis meses, el tribunal lo revo-
cará por medio de auto, salvo que la persona o entidad a la que se le efectuó jus-
tifique que no ha sido posible cumplir el encargo en ese plazo por motivos que 
no le sean imputables y que además, por haber desaparecido ya esos motivos o 
ser previsible su pronta desaparición, el encargo podrá cumplimentarse dentro 
del plazo que se ofrezca, que no podrá exceder de los siguientes seis meses. De 
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no cumplirse en este último plazo se revocará definitivamente el encargo y la 
caución se aplicará a los fines de la ejecución, salvo que la persona o entidad 
que la hubiese prestado acredite que la realización del bien no ha sido posible 
por causas que no le sean imputables. 
Parece oportuno señalar que el inexorable plazo de seis meses, prorrogable 
con facilidad por otros seis según parece a tenor del precepto, puede sin embar-
go modificarse, y señalarse otro -mayor o menor- de conformidad con lo 
que las partes hubiesen acordado y se decidiera en la providencia. 
CAPÍTULO XXVI 
SUBASTA DE INMUEBLES 
1. CONCEPTO 
A pesar de las intenciones de11egis1ador, la subasta sigue siendo el medio or-
dinario que arbitra la LEC para la realización de los bienes embargados y a la 
que dedica un mayor número de preceptos, habiendo regulado con múltiples pre-
venciones y excesivas cautelas los medios alternativos del convenio y de la ena-
jenación a través de persona o entidad especializada, que nacen a la ejecución 
civil con notables restricciones. En realidad, poco avance para tanto despliegue. 
La subasta consiste en la realización de los bienes mediante enajenación pú-
blica, a la que puede concurrir cualquier persona, transmitiéndose judicialmen-
te el bien subastado a quien ofrezca y pague por él una cantidad mayor de dine-
ro, siempre que supere los mínimos exigidos en cada caso. 
La subasta, considerada en sentido amplio, encierra en sí una actuación com-
pleja, que comenzaría con el avalúo, ya analizado; sigue con las comunicacio-
nes y los anuncios, para darla a conocer a los posibles interesados, tanto otros 
acreedores como los que quisieran adjudicárselo; es preciso también presentar 
la titulación de los bienes embargados; sigue con su celebración en acto públi-
co, y finaliza con el remate de 10 subastado, aprobándose judicialmente la ofer-
ta del mejor postor y entregando el bien al rematante. El final de todo este ca-
mino -que no siempre lleva al destino que se pretende- es la obtención de 
una suma de dinero, con el que hacer pago al acreedor según el título de ejecu-
ción, que solicitó y obtuvo el embargo de los bienes enajenados por este proce-
dimiento. 
2. CERTIFICACIÓN DE DOMINIO Y CARGAS 
Y COMUNICACIONES DEL APREMIO 
a) Para la subasta de inmuebles, o de otros bienes sujetos a un régimen de 
publicidad registra1 semejante, se habrá de librar mandamiento al registrador de 
la propiedad para que certifique la titularidad del dominio y demás derechos rea-
les del bien o derecho embargado, así como los derechos de cualquier naturale-
za que existan sobre el mismo, especialmente una relación completa de las car-
gas inscritas que 10 graven, o si se halla libre de ellas; el registrador hará constar 
por nota marginal la expedición de esta certificación, expresando la fecha y el 
procedimiento a que se refiera (art. 656). 
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b) El registrador deberá comunicar la existencia de la ejecución a los titu-
lares de derechos que figuren en la certificación de cargas, y que consten en 
asientos posteriores al del derecho del ejecutante, siempre que su domicilio cons-
te en el Registro, para que puedan intervenir en el avalúo y subasta de los bie-
nes si les conviniere; a los titulares de derechos inscritos con posterioridad a la 
expedición de la certificación no se les hará comunicación alguna, pero si com-
parecen se les dará intervención en el avalúo y en las actuaciones de la ejecu-
ción que les afecten (art. 659.1 y 2). 
Estas comunicaciones se practicarán en el domicilio que conste en el Registro 
por correo o telégrafo con acuse de recibo o por otro medio fehaciente; si fuesen 
devueltas o no constase el domicilio en el Registro (lo que se contradice con el 
presupuesto de que aparezca el domicilio para hacer la comunicación), se prac-
ticará una nueva comunicación por edictos en el tablón de anuncios (art. 660.1). 
La falta de las comunicaciones por parte del Registro, o los defectos de for-
ma de los que pudieran adolecer no perjudicarán la inscripción del derecho del 
adquirente del inmueble (art. 660.2, criterio mantenido por la RDGRN de 1 de 
julio de 1997). 
c) También se notificará la existencia de la ejecución a los terceros ocu-
pantes del inmueble, cuando conste en el procedimiento su existencia e identi-
dad, para que puedan comparecer en la ejecución y presentar en el plazo de diez 
días los títulos que justifiquen su situación posesoria (art. 661.1). 
En estos casos permite la LEC abrir un incidente declarativo, a instancia del eje-
cutante, para determinar el derecho de los ocupantes a permanecer en el inmueble 
una vez enajenado, puesto que resulta evidente que el valor del bien es sustancial-
mente distinto si se adquiere libre de poseedores o cuando se debe mantener la ocu-
pación de un tercero. El incidente se sustancia notificando a los ocupantes la peti-
ción y citando a una vista en los diez días siguientes para que puedan alegar y probar 
lo que consideren oportuno sobre ~u situación; cuando los ocupantes puedan con-
siderarse de mero hecho o sin título suficiente, el tribunal hará esta declaración sin 
ulterior recurso, yen otro caso declarará el derecho de los ocupantes a permanecer 
en el inmueble, dejando a salvo las acciones que pudieran corresponder al futuro 
adquirente para desalojarles (art. 661.2). 
El pronunciamiento judicial debe entenderse a los meros efectos de la ejecución forzosa, sin 
que pase en autoridad de cosa juzgada, de modo que tanto los ocupantes como el deudor o el ad-
judicatario podrán iniciar un ulterior proceso declarativo. Llama la atención el olvido del ejecuta-
do, cuya específica citación no se establece, siendo titular dominical del inmueble, de modo que 
el órgano judicial deberia proceder a su citación. 
3. TITULACIÓN 
En la misma providencia en que se mande expedir certificación de dominio 
y cargas de los bienes inmuebles embargados, el tribunal podrá, de oficio o a 
instancia de parte, requerir al ejecutado para que en el plazo de diez días pre-
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sente los títulos de propiedad de que disponga, si el bien está inscrito en el Re-
gistro. Hecha la presentación de los títulos se comunicatá al ejecutante para que 
manifieste si los encuentra suficientes, o proponga la subsauación de las faltas 
que apreciare en ellos (art. 663), al objeto de facilitar el buen fin de la subasta 
y la participación de postores. 
Si el ejecutado no hubiere presentado los títulos dentro del plazo el tribunal, 
a instancia del ejecutante, podrá emplear los apremios que estime conducentes 
para obligarle a que los presente; también podtá obtenerlos, en su caso, mediante 
certificación de los registros o archivos en que se encuentren, lo que obviamen-
te resulta más eficaz, y para ello podtá facultarse al Procurador del ejecutante. 
Cuando no existieran títulos de dominio, podtá suplirse su falta por los medios 
establecidos en el Título VI de la Ley Hipotecaria, para lograr la concordancia en-
tre el Registro de la Propiedad y la realidad jurídica extrarregistral (particular-
mente, a través del expediente de dominio), sustanciándose este procedimiento 
dentro de la ejecución forzosa si el tribunal fuera también competente para cono-
cer de las actuaciones judiciales que, a tal efecto, hubieran de practicarse (art. 664) 
de modo que ese expediente de dominio se tramitaría durante y en la ejecución 
para reanudar el tracto sucesivo o la inmatriculación, aunque para esta última fi-
nalidad la utilidad del expediente es dudosa, porque el acto de adjudicación tiene 
la consideración de título para inmatricular de acuerdo con el artículo 205 LH. 
De todos modos, podrán sacarse a pública subasta los bienes, a instancia del 
acreedor, sin suplir previamente los títulos de propiedad, expresando en los edic-
tos esta circunstancia. En este caso, deberá estarse a lo dispuesto en el artículo 
140.5.a del actual Reglamento Hipotecario (art. 665), según el cual el rematan-
te ha de verificar la inscripción omitida antes o después del otorgamiento de la 
escritura de venta, en el plazo suficiente que el órgano jurisdiccional señale, 
sien40 de cuenta del propietario (ejecutado) los gastos y costas que se causen 
por su resistencia a hacer la inscripción. 
4. ANUNCIO DE LA SUBASTA 
A) PLAZO PARA LA SUBASTA Y PUBLICACIÓN DEL ANUNCIO 
Una vez determinado el valor de los bienes, se procedetá a anunciar la cele-
bración de la subasta por medio de edictos, con veinte días de antelación, cuan-
do menos, al señalado para su celebración. El señalamiento del lugar, día y hora 
para la subasta se notificará al ejecutado, con la misma antelación, en el domi-
cilio que conste en el título (art. 667) 
Los edictos publicando la subasta se fijatán en el sitio destacado, público y 
visible en la sede del tribunal y lugares públicos de costumbre. Además, a ins-
tancia de cualquiera de las partes y a costa de quien lo solicite, si el tribunal lo 
estima conveniente, se dará a la subasta una publicidad razonable, utilizando los 
medios públicos y privados más adecuados a la naturaleza del bien a realizar 
(art.645). 
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B) CONTENIDO DEL ANUNCIO 
En el edicto, naturalmente, habrá de expresarse cuál es el órgano jurisdiccio-
nal ante el que se sigue la ejecución y que acuerda la celebración de la subasta 
que se anuncia, y el día, hora y lugar en que vaya a celebrarse. Deberá identifi-
carse la finca de forma concisa y la valoración inicial, después de las oportunas 
deducciones. Asimismo en el edicto se hará constar que la certificación regis-
tral y, en su caso los títulos, están de manifiesto en Secretaria; que todo licita-
dor se entiende que acepta como bastante la titulación, y que las cargas anterio-
res continuarán subsistentes, aceptando quedar subrogado en esa responsabilidad 
de adjudicarse el remate a su favor (art. 668). 
El edicto habrá de expresar también, con el posible detalle, la situación pose-
soria del inmueble o que, por el contrario, se encuentra desocupado, si se hu-
biera acreditado cumplidamente esta circunstancia al tribunal de la ejecución, 
así como la declaración que el tribunal hubiese realizado a instancia del ejecu-
tante, de que carecen los ocupantes del derecho a permanecer en el inmueble 
una vez enajenado (art. 661). 
Cuando además de los edictos se le dé publicidad a la subasta por otros me-
dios, el contenido de los anuncios se acomodará a la naturaleza del medio que 
se utilice, procurando la mayor economía de costes, y podrá limitarse a los da-
tos precisos para identificar el bien, el valor de tasación, su situación posesoria, 
el lugar y fecha de celebración de la subasta y la indicación del lugar o lugares 
en que se encuentren publicados los edictos (art. 646). 
5. PARTICIPACIÓN EN LA SUBASTA 
Y DESARROLLO DE LA MISMA 
A) REQUISITOS PARA PARTICIPAR 
Para tomar parte en la subasta se exige que los interesados consignen en la 
Cuenta de Depósitos y Consignaciones o presten aval bancario por el 30 por 100 
del valor que se haya dado al bien subastado (art. 669.1), con la finalidad esen-
cial de impedir la participación de quienes carezcan de seriedad en adjudicarse 
efectivamente el bien subastado. 
Asimismo deberán identificarse de forma suficiente, declarar que conocen 
las condiciones generales y particulares de la subasta y presentar resguardo de 
la consignación o el aval. Si el licitador hace el depósito con cantidades recibi-
das en todo o en parte de un tercero (normalmente, de una entidad financiera, 
como parte del préstamo que ha concertado) se hace constar esa circunstancia 
en el resguardo a los efectos del destino de los depósitos (art. 647). 
El ejecutante sólo podrá tomar parte en la subasta cuando existan otros lici-
tadores, pero no tendrá necesidad de consignar cantidad alguna (art. 647.2), Y 
únicamente él podrá hacer postura reservándose la facultad de ceder el remate 
a un tercero, cesión que se habrá de verificar mediante comparecencia, coh asis-
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tencia del cesionario, que debe aceptarla, pagando previa o simultáneamente el 
precio del remate (art. 647.3). 
Por el mero hecho de participar en la subasta se entiende que los postores 
aceptan como suficiente la titulación y que se subrogan en las cargas o gravá-
menes anteriores en caso de que se les adjudique el remate (arts. 669.2 y 670.5). 
B) EL ACTO DE LA SUBASTA 
a) El acto de la subasta será presidido por el secretario judicial, y no por 
el juez como sucedía con anterioridad a 1992. Comenzará por la lectura de la 
relación de bienes y las condiciones de la subasta. Seguidamente se dará paso 
a anunciar las posturas de los licitadores que se vayan produciendo, terminán-
dose el acto cuando el secretario lo estime conveniente por entender que no ha-
brá nadie que mejore la última postura, haciendo el anuncio de la misma y ma-
nifestando el nombre de quien la haya formulado. Terminada la subasta se 
levantará acta de ella, expresando el nombre de quienes hubieran participado y 
las posturas que hicieron (art. 649). 
b) Desde el anuncio de la subasta hasta el momento de su celebración po-
drán presentarse posturas por escrito en sobre cerrado, para lo cual el interesa-
do deberá haber consignado la cantidad exigida. Los sobres se conservarán ce-
rrados por el secretario y serán abiertos al inicio del acto de la subasta, surtiendo 
el mismo efecto que las realizadas oralmente (art. 648). 
C) CELEBRACIÓN DE SUBASTA SIMULTÁNEA 
Cuando lo aconsejen las circunstancias, a solicitud de cualquiera de las par-
tes, el tribunal podrá ordenar que se anuncie y se celebre subasta en forma si-
multánea en la sede del Juzgado donde se sigue la ejecución y además, por ex-
horto, en uno o varios Juzgados de distintos partidos judiciales donde radiquen, 
total o parcialmente, las fincas subastadas. 
En estos casos los licitadores podrán acudir, indistintamente, a cualquiera de las 
sedes en donde la subasta se celebre, y no se aprobará el remate hasta no conocer 
las posturas efectuadas en los diferentes Juzgados. Si se hubieran ofrecido las mis-
mas cantidades, se citará personalmente a los postores para celebrar una licitación 
dirimente entre ellos, salvo que se hubiese salvado el empate mediante comunica-
ción por teléfono, o de otro modo, durante la celebración de las subastas (art. 673). 
6. REMATE Y DESTINO DE LO OBTENIDO 
A) CONCEPTO 
De lo que hasta aquí se lleva expuesto puede colegirse que la subasta y el re-
mate no suponen la celebración de un contrato de compraventa del Derecho pri-
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vado, porque faltarían elementos sustanciales para poder calificarlo de este modo. 
Al haberse suprimido desde la Ley 10/1992 la necesidad de otorgar escritura de 
venta en favor del adjudicatario, bastando el auto de aprobación del remate, con 
mayor razón cabe afirmar que se trata de un acto procesal, regido consiguiente-
mente por normas de Derecho público, si bien produce unos efectos similares a 
los del contrato de compraventa: la transmisión de la propiedad de un bien, re-
cibiéndose por el órgano judicial enajenante una cantidad de dinero, siendo la 
aprobación del remate el acto del Juzgado ejecutor que produce la enajenación. 
B) CUANTíA DE REMATE 
La LEC, con el objetivo de impedir el malbaratamiento de los bienes en prove-
cho sólo de los profesionales de las subastas, permite una rebaja o depreciación 
máxima de hasta un 30 por 100 del valor del bien con carácter general, de modo 
que si la mejor postura es igualo superior al 70 por 100 del valor por el que la fin-
ca ha salido a subasta, el tribunal aprobará el remate por medio de auto (art. 670.1). 
A diferencia de la anterior regulación, la LEC de 2000 no limita el mínimo 
de las posturas, de modo que nada impediría para que se comenzara la puja al 
alza a partir de unas pocas pesetas, aunque efectivamente señala un mínimo para 
la adjudicación, como luego se explica en el remate. 
Cuando la mejor postura sea superior al 70 por 100, pero el licitador ofreciera 
pagar a plazos se hará saber al ejecutante, quien podrá pedir que se le adjudique 
por el 70 por 100; pero si el ejecutante no hace uso de este derecho, se aprobará 
el remate de la mejor postura, con las condiciones y garantías ofrecidas (art. 670.3). 
Si la mejor postura ofrecida en la subasta fuera inferior al 70 por 100 el eje-
cutado podrá, en el plazo de diez días, presentar un tercero que mejore la pos-
tura superando el 70 por 100 o que, siendo inferior a esa cantidad, sea suficien-
te para satisfacer el derecho del ejecutante (art. 670.4). 
Cuando el ejecutado no presente tercero que mejore la postura, ni el ejecu-
tante pida la adjudicación en pago, se aprobará el remate a favor del mejor pos-
tor, siempre que haya ofrecido por lo menos el 50 por 100, o que, siendo infe-
rior, cubra al menos la cantidad por la que se haya despachado la ejecución, con 
la previsión de intereses y costas. 
Si tampoco la mejor postura cumple estos requisitos, el tribunal resolverá, oí-
das las partes, sobre la aprobación del remate a la vista de las circunstancias del 
caso y teniendo en cuenta especialmente la conducta del deudor en relación con 
el cumplimiento de la obligación por la que se procede, las posibilidades de lo-
grar la satisfacción del acreedor mediante la realización de otros bienes, el sa-
crificio patrimonial que la aprobación del remate suponga para el deudor y el 
beneficio que de ella obtenga el acreedor. Cuando el tribunal deniegue la apro-
bación del remate, el bien se podrá adjudicar en pago al acreedor, o se procede-
rá al alzamiento del embargo (art. 670.4). 
Pareciera pues, conforme a este precepto, que la conducta sumisa y cola-
boradora, o reticente y obstruccionista del deudor, puede representar a III postre 
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una medida .que permita o impida adjudicar el bien muy por debajo de su valor 
real, como una suerte de premio o castigo para el ejecutado. 
C) APROBACIÓN JUDICIAL DEL REMATE Y PAGO DEL PRECIO 
Cuando el secretario judicial dé por terminado el acto de la subasta por estimar 
que no habrá quien mejore la última postura admitida, se anunciará ésta en voz 
alta y el nombre del mejor postor (art. 649). Verificado el remate, 10 aprobará el 
juez por medio de auto en el mismo acto o bien al día siguiente, y en el plazo de 
veinte días el rematante habrá de consignar en la Cuenta de Depósitos y Consig-
naciones la diferencia entre lo depositado y el precio total del remate (art. 670.1). 
Naturalmente, todas las consignaciones deberán devolverse a quienes las hi-
cieron, acto continuo de la aprobación del remate, excepto la que corresponda 
al mejor postor, que se reservará en depósito como garantía del cumplimiento 
de su obligación y, en su caso, como parte del precio de la venta. 
También podrán reservarse en depósito las consignaciones de los otros parti-
cipantes en la subasta, si lo solicitan, para que si el rematante no entrega en pla-
zo el resto del precio, pueda aprobarse el remate a favor de los que le sigan, por 
el orden de sus respectivas posturas. Las devoluciones que procedan se harán al 
postor que hizo el depósito o a la persona que hubiera designado a tal efecto al 
realizar el ingreso (art. 652). 
Si el rematante no consigna en plazo el resto del precio de adjudicación, y los 
postores que le siguieron en las ofertas hacen uso de la facultad que les conce-
de el arto 652. r, manteniendo los depósitos a disposición del tribunal, se apro-
bará el remate a favor de los postores siguientes al rematante, por el orden de 
sus respectivas posturas. De este modo, aprobado judicialmente el siguiente re-
mate, deberá el que lo hubiere hecho entregar en el plazo de veinte días el resto 
de la cantidad que hubiera ofrecido. 
Cuando el rematante que hubiera designado a un tercero como beneficiario 
de la devolución del depósito -porque se tratara de dinero recibido de una en-
tidad de crédito para participar en la subasta- deje transcurrir el plazo señala-
do para el pago del precio del remate sin efectuarlo, la persona designada para 
recibir la devolución del depósito (en general, una entidad de crédito) podrá so-
licitar que el auto de aprobación del remate se dicte en su favor, consignando si-
multaneamente la diferencia entre lo depositado y el precio del remate, para 10 
que dispondrá del mismo plazo concedido al rematante para efectuar el pago, 
que se contará desde la expiración de éste (art. 653.3). 
D) DESTINO DE LO OBTENIDO. PAGO AL ACREEDOR 
El precio del remate se entregará al ejecutante a cuenta de la cantidad por la 
que se hubiere despachado ejecución y, si sobrepasare dicha cantidad, se reten-
drá el remanente para el pago de quienes tengan su derecho inscrito o anotado 
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con posterioridad al del ejecutante (art. 654.1). Si satisfechos estos acreedores, 
aún existiere sobrante, se entregará al ejecutado o al tercer poseedor (art. 672.1). 
Cualquier interesado podrá solicitar al tribunal que se requiera a los titulares de 
créditos posteriores para que, en el plazo de treinta días, acrediten la subsistencia 
y exigibilidad de sus créditos y presenten liquidación de los mismos. 
De las liquidaciones se dará traslado a quien haya promovido el incidente, 
para que alegue lo que a su derecho convenga y aporte la prueba doc~ental de 
que disponga en el plazo de diez días. El tribunal resolverá por medio de auto 
no recurrible lo que proceda, a los solos efectos de la distribución de las sumas 
recaudadas en la ejecución, y dejando a salvo las acciones que pudieran corres-
ponder a los acreedores posteriores para hacer valer sus derechos como y con-
tra quien corresponda (art. 672.2). . 
De todos modos, la responsabilidad de los terceros poseedores q~e hubIeran 
adquirido los bienes en otra ejecución, tendrá como límit~ las cantI~ades que, 
para la satisfacción del principal, intereses y costas, apareCIeran conSIgnadas en 
la anotación en la fecha en que inscribieron su adquisición (art. 613.3). 
Si fuera el ejecutante quien hiciese la mejor postura, igual o superior al 70 por 
100 del valor por el que el bien hubiere salido a subasta, aprob.ad? el r~mate, el 
secretario judicial hará la liquidación de lo que se deba por pnncIpal, mtereses 
y costas y, notificada esta liquidación, el ejecutante deberá consignar la dife-
rencia, si la hubiere (art. 670.2) 
Así pues, concurriendo un tercerista de mejor derecho como luego se dirá, en 
primer lugar se paga al ejecutante las tres quintas partes de las costas causadas en 
la ejecución cuando se hubiere estimado una tercería de mejor d~recho (art. 620.2); 
con posterioridad, cobrará el tercerista, de acuerdo con lo preVIsto en la sentencIa 
estimatoria (arts. 613.2 Y 620.2); en tercer lugar, cobra el ejecutante (arts. 613.1 y 
654), sin límite de cuantía, salvo en relación con el tercer poseedor que haya ad-
quirido los bienes en otra ejecución en los términos del artículo 613.3; en cuarto 
lugar, los acreedores posteriores, incluid? el que anotó el e.m~argo de sob~a~te, 
que hayan inscrito o anotado su derecho, mcluso con postenondad a la certlfIca-
ción de cargas si se personaron en las actuaciones de acuerdo con el artículo 659.2; 
por último cobrará el deudor.o el tercer poseedor (art. 672.1). 
7. QUIEBRA DE LA SUBASTA 
La quiebra de la subasta supone la frustración del fin pretendido con ella, y 
define la situación que se produce cuando finalmente no se logra obtener por el 
bien subastado la cantidad de dinero ofrecida por el rematante, de modo que no 
se llega a realizar lo embargado y sigue afecto a la ejecución. 
Se produce cuando tanto el mejor postor, como los que ofrecieron menor can-
tidad de dinero pero solicitaron mantener su depósito para el caso de que el re-
matante no entregara en plazo el resto del precio, no consignan efectivamente el 
precio dentro de los plazos previstos, o por culpa de ellos deja de tener efecto la 
venta. 
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'Naturalmente el primer efecto de este incumplimiento es el de la pérdida del 
depósito que hubieran efectuado, cuyo importe se aplicará a los fines de la eje-
cución. Cuando los depósitos alcancen para satisfacer el crédito del ejecutante 
y las costas se harán las oportunas liquidaciones, poniendo fin a la ejecución. 
La cantidad obtenida por los depósitos se destinará en primer lugar al pago al 
ejecutante; el resto se retendrá para pagar a los acreedores posteriores (art. 672); 
por último, si hubiera sobrante, se devolverá a los depositantes; todo ello con-
forme se acaba de señalar. 
Cuando los depósitos no alcancen a satisfacer el derecho del ejecutante y las 
costas, se procederá a celebrar nueva subasta. En estos casos el importe de los 
depósitos se destinará en primer lugar a cubrir los gastos que origine la nueva 
subasta, y el resto se unirá a las sumas obtenidas en aquélla y se aplicará a los 
fines de la ejecución. 
En este último caso, si hubiere sobrante, dice la LEC que se entregará al eje-
cutado hasta completar el precio ofrecido en la subasta y, en su caso, se le com-
pensará de la disminución del precio que se haya producido en el nuevo rema-
te; sólo después de efectuada esta compensación, se devolverá lo que quedare a 
los depositantes. 
8. ADJUDICACIÓN EN PAGO 
La adjudicación de los bienes subastados al acreedor, en pago de su crédito, 
representa una forma sustitutiva del cumplimiento específico, que sería la en-
trega de dinero líquido. La adjudicación produce la transmisión de la propiedad 
de los bienes al ejecutante, que se puede inscribir en el Registro de la Propiedad 
por testimonio del auto de adjudicación librado por el secretario judicial (art. 
224 RH que, aun referido al juicio ejecutivo en el que se ejercite la acción hi-
potecaria, podría ser aplicado analógicamente). 
Para su viabilidad se exige, por una parte, que en la subasta pública no se al-
cancen posturas que satisfagan tanto el interés del ejecutado como de la propia 
ejecución, de modo que el resultado fuera el malbaratamiento del bien subastado; 
por otra parte, es preciso que el acreedor solicite para sí la adjudicación de los bie-
nes para evitar consecuencias más perjudiciales para él, como podría llegar a ser 
el levantamiento del embargo. Estas características diferencian la adjudicación en 
pago de la posible concurrencia del acreedor a la subasta para mejorar las postu-
ras de los demás licitadores sin necesidad de previa consignación (art. 670.2). 
Tiene lugar la adjudicación en pago en los siguientes casos: 
- Puede pedirla el ejecutante por el 70 por 100 del valor de salida cuando 
se hicieren posturas que superen el 70 por 100 del valor del bien, pero ofreciendo 
pagar a plazos, (art. 670.3). 
- También puede pedirla por el mismo porcentaje, o por la cantidad que se le 
deba por todos los conceptos cuando la mejor postura sea inferior a esta cantidad 
y el ejecutado no presente persona que ofrezca cantidad superior al 70 por 100 o, 
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siendo'inferior, resulte suficiente para satisfacer al ejecutante superando la me-
jor postura (art. 670.4). 
- Por el 50 por 100 de su valor de tasación, o por la cantidad que se le deba por 
todos los conceptos, si en el acto de la subasta no hubiera ningún postor (art. 671). 
En definitiva, como puede comprenderse, cuando el ejecutado carece de abun-
dante patrimonio (como será lo habitual) se coloca al ejecutante ante la tesitura 
de adjudicarse el bien (en la posición más ventajosa, al 50 por 100 de su valor 
o, si su crédito es inferior, por la totalidad de lo que se le deba), porque en otro 
caso se alza el embargo del bien de que se trate (art. 671). 
STS 47/1998, de 30 de enero (RJA 522): «SEGUNDO.-Aunque muy sintéticamente, es pre-
ciso resumir la situación fáctica probada, para poder elucubrar sobre la adecuada preceptiva juó-
dica aplicable a la cuestión litigiosa: 
»1. El día 31 de mayo de 1988 el "Banco Árabe Español" concede a "Daylong Island Corpo-
ration" un crédito hasta el límite de 1.100.000.000 Y en garantía de la devolución de la suma acre-
ditada, la sociedad beneficiaria hipoteca, en Marbella, la finca número 2.651. 
»Posteriormente a la constitución de esta hipoteca (concretamente el día 11 de aból de 1989) la 
entidad propietaria del inmueble procedió a segregar una porción de 509 hectáreas que pasó a cons-
tituir la finca número 3.092 del Registro de la Propiedad de Marbella. 
»Consiguientemente, dado el principio de indivisibilidad de la hipoteca, al no haberse distri-
buido la responsabilidad hipotecaria entre la finca matriz y la segregada, cada una de estas enti-
dades registrales quedó respondiendo (con el concepto de gravamen solidario) por la totalidad de 
la deuda garantizada. 
»En el año 1989, el 25 de octubre se constituyó una nueva hipoteca a favor de ARESBANK en 
garantía de un nuevo crédito por cuantía de 644.000.000 de pesetas que gravaba exclusivamente a 
la finca originaria, sin extenderse el gravamen hasta el predio segregado. 
»En base a esta última hipoteca, por el acreedor se inició un procedimiento judicial sumario, 
que desembocó en la adjudicación de la finca resto (la registral n.o 2.651) a favor del ejecutante, 
en cumplimiento de lo establecido en la regla lO: del artículo 131 de la Ley Hipotecaria. 
»TERCERO.-La adjudicación de la finca número 2.651 al acreedor en pago de su crédito, pro-
duce un cúmulo de efectos en orden a la extinción de los créditos hipotecarios vigentes: 
»a) Por lo que respecta a la propia hipoteca que ha desencadenado el ius distrahendi o efica-
cia ejecutiva sobre la finca matriz (la regist¡;al 2.651) la extinción del débito hipotecario discurre 
por los cauces de la confusión de derechos reales. 
»No puede invocarse (como lo hace el recurrente) la confusión de derechos entre acreedor y 
deudor, como modo extintivo de las obligaciones. Y no puede alegarse, en el supuesto que nos ocu-
pa, porque habiendo un solo acreedor (ARESBANK) y un solo deudor ("Daylong") que en ningún 
momento entremezclan sus posiciones juódicas, no puede sustentarse la existencia de dicha con-
fusión extintiva. 
»Pero es cierto que la hipoteca de esta inscripción 6: de la finca 2.651 se ha extinguido. Y la 
causa verdadera de ese efecto liberador es sí una confusión de derechos, pero de derechos de dis-
tinta naturaleza de los meramente credituales. 
»La confusión se produce por la confluencia en una misma persona de dos derechos reales de 
diferente volumen juódico: el de propiedad y el de hipoteca. 
»Por la virtualidad traslativa de la adjudicaci?n en pago de deudas, el acreedor hipotecario se 
convierte en propietario de la finca adjudicada. El pasa a ser el nuevo dueño del inmueble y, con-
secuentemente, el deudor ejecutado pierde la propiedad de la finca hipotecada. 
»Y es en el mundo de los derechos reales donde se genera la confusión extintiva: por la ins-
cripción de la adjudicación ARESBANK pasa a ser el último dueño de la finca número 2.651 pero, 
según consta en la inscripción tercera de la misma finca también ARESBANK es acreedor hipo-
tecario, con potencialidad realizadora, sobre la misma finca. Como en España no está admitida 
la hipoteca sobre cosa propia, al confluir en el mismo titular, los conceptos de dueño y acreedor 
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hipotecario (dueño y detentador de la hipoteca) el resultado es extintivo: la hipoteca se extingue 
por confusión de derechos. El acreedor hipotecario ostenta un especialísimo ius disponendi: el 
derecho de realización del valor de la cosa hipotecada. Pero como el dominio engloba todas las 
facultades que se pueden ostentar sobre una cosa, incluido el ius disponendi, al coincidir en la 
misma persona la facultad desgajada (que dio nacimiento al derecho real limitado de hipoteca) y 
su haz totalizador de facultades sobre la cosa, el derecho limitado desaparece forzosamente, al ser 
anegado por el derecho totalizador, dada la virtualidad expansiva del dominio residual. 
»Por la razón de haberse extinguido la hipoteca es por lo que se procede a la cancelación del 
asiento que reflejaba la constitución de este derecho real. 
»La deuda (el derecho de crédito) no se ha extinguido por confusión de derechos, como hemos 
visto. La deuda se ha extinguido en virtud del pago; la adjudicación en pago de deudas es una for-
ma sustitutiva del pago específico. Y el pago --en cualquiera de sus modalidades- es el modo pa-
radigmático de extinción de cualquier obligación. 
»b) Por lo que se refiere a las hipotecas anteriores su extinción sí sigue las pautas de la extin-
ción de las obligaciones por confusión, como veremos en los razonamientos que siguen. 
»CUARTO.-Desde un planteamiento teórico conviene distinguir el resultado de la vía de apre-
mio, ya provoque la venta a favor del mejor postor o ya discurra por la vía de una adjudicación a fa-
vor del acreedor hipotecario. Por estadística procesal deberiamos analizar la transmisión a favor del 
rematante en primer lugar. Pero una fundamentación legal directa para propiciar la confusión de de-
rechos extintiva, exige que examinemos en primer término la adjudicación a favor del acreedor. 
»Este supuesto viene contemplado en la regla 10. a del artículo 131 de la Ley Hipotecaria. 
»Este básico precepto tiene una redacción imperativa, que no permite alentar vacilaciones her-
menéuticas. Comienza así: "El procedimiento judicial sumario se ajustará a las siguientes reglas". 
»Por tanto, todas y cada una de sus reglas pertenecen al ius cogens y son de obediencia absolu-
ta por todos, incluidos los Jueces. 
»La regla lO: es categórica: "Si no hubiere postura admisible en la primera subasta, el acree-
dor podrá pedir ... ~a adj~dicación de la finca o fincas en pago de su crédito, por el tipo de aquélla, 
aceptando la SubsIstencIa de las cargas anteriores y preferentes, si las hubiere y subrogándose en 
la obligación de satisfacerlas". La regla l1.a reitera la misma solución. 
»La doctrina más autorizada insiste, según luego veremos, en que el primitivo deudor (el pro-
pietario de la finca enajenada) es reemplazado en el débito por el acreedor adjudicatario, que se 
subroga en la deuda, que le sucede en ella. 
»Aquí está el germen de la confusión de derechos. Si el acreedor-adjudicatario se ha subroga-
do en la obligación de pago es que pasa a ser el nuevo deudor, liberando al anterior. No puede ha-
ber ,antiguo y nuevo deudor de una misma obligación sin ninguna variación. Por el contrario esto 
es posible si se alteran las personas del deudor o del acreedor. 
»Y en el precepto de esta regla lO: es en el que encuentra su fundamentación (y con respecto 
a la hipoteca anterior o preferente) la confusión de derechos como modo de extinción de las obli-
gaciones. 
»En efecto, según la transcrita regla lO:, el acreedor-adjudicatario (ARESBANK) se subroga en 
la obligación de satisfacer la hipoteca anterior (es decir la de la inscripción tercera). Pero ARESBANK 
(titular de la hipoteca anterior, es decir la de la inscripción tercera, por su condición de acreedor ga-
rantizado) pasa a convertirse (por la adjudicación propiciada por la regla 10. a) en deudor de ese mis-
mo crédito garantizado. Por tanto, ARESBANK concentra así las cualidades de acreedor y deudor en 
un mismo crédito garantizado. Y conforme al artículo 1.156 CC debe producirse (por confusión de 
derechos) la extinción de la obligación (de esa deuda de 1.100 millones de pesetas). 
»QUlNTO.-Esta deuda estaba garantizada hipotecariamente con dos hipotecas solidarias: la 
de la inscripción 3: de la finca 2.651 y la de la inscripción primera de la finca 3.092 procedente 
de aquélla por segregación. 
»Si el crédito de 1.100 millones de pesetas y la obligación de satisfacerlo se han extinguido por 
confusión de derechos, también se extingue (por su condición de derecho accesorio) la hipoteca 
que lo garantiza; la extinción de la obligación arrastra la de la hipoteca, que debe ser cancelada. La 
hipoteca o las hipotecas que, con carácter solidario, garantizasen esa obligación única. 
»Si la responsabilidad hipotecaria se hubiese distribuido entre la finca matriz y la finca segre-
gada, la cancelación de la hipoteca sólo podóa afectar a aquélla. Pero al existir una hipoteca soli-
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daria sobre cada una de las dos fincas (es decir al gravar la misma hipoteca a ambas) se trata"'en 
suma de un único gravamen que gravita sobre dos inmuebles. Y al extinguirse la total obligación 
por la adjudicación al acreedor, la extinción del derecho principal trasciende a la 'extinción de su 
cobertura, grave las fincas que grave. 
»Extinguido el crédito de los 1.100 millones de pesetas se ha extinguido también la hipoteca; 
no sólo en cuanto a la finca que directamente ha ido a la vía ejecutiva, sino también en cuanto a' la 
hipoteca solidaria que gravaba la finca segregada. Que deberá ser cancelada, no pudiendo susten-
tarse en ella ningún procedimiento ejecutivo futuro, porque en un derecho inexistente no puede 
apoyarse ningún procedimiento. 
»SEXTO.-Si la regla 1O.a preconiza la subsistencia de las cargas anteriores y de las preferen-
tes, tal supervivencia parece, en principio, incompatible con la extinción de la obligación por con-
fusión de derechos. 
»Conviene hacer dos puntualizaciones: 
»a) Que tal subsistencia es lógica referida a acreedores-adjudicatarios diferentes de los titu-
lares de las hipotecas anteriores. Como el adjudicatario-nuevo deudor no es el acreedor de la hi-
poteca anterior, no se producen los efectos extintivos de la confusión y por eso subsiste el grava-
men preferente. 
»b) Que con respecto a los acreedores-adjudicatarios a los que sí afecta la confusión (caso de 
ARESBANK) la subsistencia de las cargas anteriores tiene un valor meramente temporal, hasta el 
momento (adjudicación) en que surge el acto extintivo. 
»El acreedor ejecutante "acepta" la subsistencia temporal de esas hipotecas preferentes. Lo indican 
los anuncios de la subasta y sin esa aceptación no podria incorporarse al procedimiento ejecutivo. 
»Además esa aceptación meramente temporal es básica para evitar desagradables sorpresas eco-
nómicas. Él desencadena la virtuaIidad ejecutiva del artículo 131 pero debe ser prudente y tomar 
en consideración que el precio de la subasta debe ser un tipo neto, del que deberá descontar el va-
lor de los gravámenes a los que, en su dia, habrá de hacer frente. Ésta es la filosofla que subyace 
en el artículo 131. 
»SÉPTIMO.-Si el procedimiento culmina con un remate de la finca en pública subasta, apa-
rentemente está más difuminada la subrogación en el débito personal. 
y ello es así por la propia terminología de la regla 8." del artículo 131 LH: "las cargas o gravá-
menes anteriores y los preferentes, si los hubiere, al crédito del actor, continuarán subsistentes, en-
tendiéndose que el rematante los acepta y queda subrogado en la responsabilidad de los mismos". 
»Es cierto que hay un matiz diferencial: aquí no se alude a la subrogación en la obligación sino en 
la responsabilidad, que parece diferente. 
»Sin embargo, la doctrina más autorizada hace tabla rasa de la aparente distinción y considera 
que también en este caso se produce una subrogación en el débito personal preferencial. 
»Tratándose del procedimiento judicial sumario de ejecución hipotecaria, el adjudicatario que-
da subrogado plenamente en el débito personal correspondiente. Se produce, pues, una subroga-
ción en la persona del adjudicatario o comprador, no solamente en cuanto a las responsabilidades 
derivadas de la hipoteca, sino también en la obligación personal con ella garantizada, quedando el 
ejecutado liberado o desligado de esta obligación sin necesidad de que lo consienta el acreedor hi-
potecario, pues ello es cosa impuesta por la Ley del Procedimiento Ejecutivo. 
»Ésta es la opinión dominante según la cual el mecanismo de la subrogación del licitador o ad-
judicatario, a quien aluden las reglas del artículo 131 de la Ley, equivale a un cambio forzoso del 
sujeto pasivo o deudor en la obligación garantizada por la hipoteca, y que otra solución no se com-
padeceria con el repetido empleo del verbo "subrogar" que implica sucesión total, ni con el texto 
literal de aquellas reglas, ni con el olvido de la distinción entre deuda real y deuda personal, ca-
racterístico de los artículos 131 y siguientes. Hay también una razón de equidad, por entender que 
sería injusto que se exigiera, andando el tiempo, al primitivo deudor, el pago de todo o parte de la 
obligación, por no haber satisfecho el postor tal deuda. 
»SegWn esta doctrina predominante el hecho de la subrogación en la responsabilidad no quiere 
decir que el deudor originario continúe sujeto a una obligación, sino, por el contrario, este deudor 
se libera del pago y no responde de él a sus antiguos acreedores. El rematante asume la deuda del 
ejecutado, por cuanto la Ley Hipotecaria dice que se subroga "en la obligación de satisfacerlas" 
(las cargas), y que "acepta las obligaciones consignadas en la regla 8."'; y que "subrogación" equi-
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VJlIe aquí, en una ac~ptacióll amplia o vulgar del término, a "sustitución", a colocación de algo,et:l 
el.}ugar que otra cosa ocup~ba primeramente; segundo, que "responsabilidad" no se emplea en sen-
tido ~stricto como sumisión (Haftung) distinta de la deuda (Schuld), sino como sinónimo de una 
situáci6njurídica pásiva (deuda, carga o responsabilidad). 
»Para que háya un cambio en la situación jurídica pasiva, es necesario que cambie la deuda y la 
responsabilidad personal; no simplemente que cambie el gravado por la responsabilidad real, lo 
cual es una consecuencia inmediata de la adquisición y no del mandato de la ley. Además el crite-
riQ de subrogación en el débito es el adoptado por el legislador alemán. 
»Los especialistas igualmente se inclinan a favor de la subrogación total en la carga real y en el dé-
bito personal, por parte del adjudicatario. Antes de la reforma hipotecaria de 1909 se aplicaba el sis-
tema de la ley procesal de liquidación y pago, con el precio de remate, de las hipotecas, cargas y gra-
vámenes anteriores. La doctrina impugnó este sistema y la reforma lo cambió por el de subsistencia 
de dichas hipotecas, cargas y gravámenes, pero esto se hizo en beneficio de los acreedores (o sea; de 
los titulares de tales hipotecas, cargas y gravámenes), sin que entrara en el propósito del legislador em-
peorar con ello la situación del deudor. Habrá, pues, que estimar que la situación de éste permanece 
idéntica a la que tenía antes de 1909, y que queda totalmente desinteresado de su pasivo hipotecario, 
no sólo en el aspecto real, sino también en el obligacional. La reforma de 1909 no debe llegar más allá 
de la protección hipotecaria de los acreedores, manteniendo su derecho, y sería injusta si para ello agra-
vase arbitrariamente la situación del deudor. El criterio legal debe ser, pues, el de liberación total de 
éste. La tesis dominante es la de que la subrogación es total, o sea, en el débito y en la hipoteca. 
»Todos estos razonamientos tienen bastante consistencia para poder afirmar que el criterío del 
artículo 131 de la Ley Hipotecaria es que, con la subsistencia de las hipotecas anteriores o pre-
ferentes que pesan sobre la finca objeto de la ejecución regulada en este precepto, el rematante o 
adjudicatario se subroga también en el débito personal correspondiente a las mismas. 
»Así pues, hay que sostener, que se produce tal subrogación en el débito personal. No debe olvi-
darse que se trata de una innovación de la reforma hipotecaria de 1909, ya que si bien ésta sólo pre-
tendió defender a los acreedores hipotecarios anteriores o preferentes y no empeorar la situación del 
deudor ejecutado, no obstante, hay que tener en cuenta que en el sistema antiguo de purga o extinción 
de las hipotecas todas -las anteriores y las posteriores al crédito del ejecutante-, no tenía por qué 
preocuparse grandemente el legislador de la suerte de la obligación personal garantida por la hipoteca 
anterior o preferente, ya que (sobre todo si se estima que imperaba el llamado principio de cobertura, 
gracias al cual, ningún acreedor hipotecario preferente o anterior podía quedarse sin cobrar íntegra-
mente su crédito), si tal hipoteca se extinguia por destinarse a su pago el precio del remate en la parte 
correspondiente para cubrirla; consignándose su importe, no era necesario hablar de ninguna subro-
gación en el débito por parte del adjudicatario. Esta consignación equivalía al pago, y la finca pasaba 
libre de la hipoteca al rematante. Pero, una vez cambiado el sistema y adoptado el de subsistencia Ín-
tegra de la hipoteca anterior o preferente, el legislador había de determinar lo que debía suceder con 
la obligación personal garantizada con la hipoteca que declaraba subsistente y, ante ello, optó por im-
poner la subrogación del adjudicatario, con la consiguiente liberación del ejecutado. Con esto, la Ley 
Hipotecaria hizo que el débito personal siguiera a la hipoteca; criterio (reforzado en otros supuestos 
por la última reforma) que constituye un argumento más en favor de la tesis aquí propugnada. 
»Con estos antecedentes no cabe otra consecuencia que la decisión de estimar el recurso, por 
cuanto evidentemente se han extinguido el crédito y la hipoteca que gravaba la finca registral nú-
mero 3.092, deviniendo por tanto nulo cualquier procedimiento ejecutivo que pudiera apoyarse en 
dicha garantía.» 
9. INCIDENCIAS DE LA ADJUDICACIÓN 
A) INSCRIPCIÓN DE LA ADQUISICIÓN 
Para practicar la inscripción de la adquisición del inmueble en el Registro de 
la Propiedad dispone la LEC (art. 674.1) que será título bastante el testimonio, 
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expedido por el secretario judicial, en donde se comprenda el auto deaproba-
ción del remate, de la adjudicación al acreedor en pago o de la transmisión por 
convenio de realización o por persona o entidad especializada, y en el que se 
exprese, en su caso, que se ha consignado el precio, así como las demás cir-
cunstancias necesarias para la inscripción con arreglo a la legislación hipote-
cana. 
El testimonio expresará, en su caso, que el rematante ha obtenido crédito para 
atender el pago del precio del remate y, en su caso, el depósito previo, indican-
do los importes financiados y la entidad que haya concedido el préstamo, a los 
efectos previstos en el artículo 134 de la Ley Hipotecaria. 
B) CANCELACIÓN DE CARGAS 
Respecto de las cargas y gravámenes que pesaran sobre el inmueble, ordena 
la Ley procesal civil que los anteriores al crédito del actor continuarán subsis-
tentes y que, por el solo hecho de participar en la subasta, el licitador los acep-
ta y queda subrogado en la responsabilidad derivada de ellos (art. 670.5, en re-
lación con los arts. 668.3.° Y 669.2), lo que no implica una asunción de deuda 
pasando a ocupar la posición del deudor. 
A instancia del adquirente del bien, se mandará cancelar la anotación o ins-
cripción del gravamen que haya dado lugar al remate o la adjudicación del bien 
en pago. Asimismo, se ordenará la cancelación de todas las inscripciones y ano-
taciones posteriores a que estuviere afecta la finca, incluso las realizadas des-
pués de la certificación de dominio y cargas, expidiéndose a tal efecto manda-
miento al Registrador de la Propiedad en el que se expresará, además de las 
circunstancias que la legislación hipotecaria exige para inscribir la cancelación, 
que el importe de la venta o adjudicación fue igualo inferior al crédito del eje-
cutante, o que, de haberlo superado, tal importe se retuvo a disposición de los 
interesados (art. 674.2). 
C) POSESIÓN DEL INMUEBLE. LANZAMIENTO 
Una vez consignado el precio por el rematante y expedido el testimonio por 
el secretario para la inscripción, aunque no se diga expresamente en la LEC, ha-
brán de entregarse al adquirente los títulos de propiedad; asimismo, se le pon-
drá en posesión de los bienes que no estén ocupados, si el adquirente lo solici-
ta (art. 675.1). 
La LEC regula específicamente el problema de la toma de posesión de la fin-
ca cuando ésta estuviere ocupada. Cuando el órgano judicial se hubiera pro-
nunciado con anterioridad sobre el derecho de los ocupantes a permanecer en el 
inmueble, y estimase que se trata de ocupantes de mero hecho o sin título, se 
procede de inmediato al lanzamiento, sin perjuicio de que los ocupantes ~uedan 
iniciar el juicio que corresponda para defender los derechos que consideren les 
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asisten. Si con carácter previo a la subasta no se hubiera instado la declaración 
judicial del derecho de los ocupantes, el adquirente podrá pedir al propio órga-
no judicial de la ejecución el lanzamiento de los ocupantes de mero hecho o sin 
título (art. 675.2). 
Esta petición, que ha de hacerse en el plazo de un año desde la adquisi-
ción del inmueble -lo que parece asimilarla a una especie de acción inter-
dictal de recuperar la posesión-, se notificará a los ocupantes señalados por 
el adquirente, con citación a una vista dentro del plazo de diez días, en la 
que podrán alegar y probar lo que consideren oportuno respecto de su situa-
ción (art. 675.3). 
El tribunal resolverá lo que proceda por medio de auto contra el que no cabrá 
recurso alguno, decretando en todo caso el lanzamiento si los ocupantes no com-
parecen a la vista sin justa causa. El auto ha de dejar a salvo, de todo modos, los 
derechos de los interesados, que podrán ejercitarse en el juicio que correspon-
da (art. 675. 3 y 4). 
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bación del remate, el bien se podrá adjudicar en pago al acreedor, o se procede· 
rá al alzamiento del embargo (art. 650.4). 
4. PAGO. ENTREGA DE LOS BIENES. 
DESTINO DE LO OBTENIDO 
El rematante cuenta con un plazo de diez días para consignar la diferencia 
entre el depósito que hubiera realizado para participar en la subasta y el precio 
del remate. Realizada la consignación, se le pondrá en posesión de los bienes 
(art. 650.1), dando la oportuna orden al depositario. 
El precio del remate se entregará al ejecutante a cuenta de la cantidad por 
la que se hubiere despachado. ejecución y, si sobrepasare dicha cantidad, se 
retendrá el remanente a disposición del tribunal hasta que se efectúe la liqui-
dación de lo que finalmente se deba al ejecutante y del importe de las costas 
(art.654.1). 
Si hubiere remanente, después de satisfecho el ejecutante y pagadas las cos-
tas, se entregará al ejecutado (art. 654.2). 
5. ADJUDICACIÓN EN PAGO 
La adjudicación de los bienes subastados al acreedor, como forma sustituti-
va del cumplimiento específico, que sería la entrega de dinero líquido, trans-
mite al ejecutante la propiedad de los bienes. Para su viabilidad se exige, por 
una parte, que en la subasta pública no se alcancen posturas que satisfagan tan-
to el interés del ejecutado como de la propia ejecución, de modo que el resul-
tado fuera el malbaratarmento del bien subastado; por otra parte, es preciso que 
el acreedor solicite para sí la adjudicación de los bienes para evitar consecuencias 
más perjudiciales para él, como podría llegar a ser el levantamiento del em-
bargo. 
La adjudicación en pago en la subasta de bienes muebles tiene lugar en los si-
guiente supuestos: 
- Puede pedirla el ejecutante por el 50 por 100 del valor de salida cuando 
se hicieren posturas que superen esta cantidad, pero ofreciendo pagar a plazos 
(art. 650.3). 
- También puede pedirla por el mismo porcentaje, o por la cantidad que se 
le deba por todos los conceptos, cuando la mejor postura sea inferior al 50 por 
100 Y el ejecutado no presente persona que ofrezca cantidad superior o, siendo 
inferior, supere la mejor postura (art. 670.3). 
- Por el 30 por 100 de su valor de tasación, o por la cantidad que se le deba 
por todos los conceptos, si en el acto de la subasta no hubiera ningún postor 
(art.671). ' 
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En <l;efmitiva, como puede comprenderse y se dijo respecto de los inmubles, cuan-
do el ejecutado carece de abundante patrimonio (como será lo habitual) se coloca 
al ejecutante ante la tesitura de adjudicarse el bien (en la posición más ventajosa al 
30 por 100 de su valor o, si su crédito es inferior, por la totalidad de lo que se le 
deba), porque en otro caso se alza el embargo del bien de que se trate (art. 671). 
CAPÍTULO XXVIII 
ADMINISTRACIÓN PARA PAGO 
CONCEPTO Y PROCEDIMIENTO 
En cualquier momento de la ejecución, el ejecutante podrá pedir que, en lu-
gar de que se realicen los bienes, se acuerde una medida sustitutiva del pago en 
dinero metálico: la entrega en administración de los bienes embargados (sólo una 
parte o la totalidad de ellos) para aplicar sus rendimientos al pago de principal, 
intereses y costas (art. 676.1), siempre que la naturaleza de los mismos lo acon-
sejara. 
Así pues, se trata de una opción que se abre al ejecutante de tomar bienes del 
ejecutado en administración para hacerse pago con los productos o utilidades de 
los mismos, en lugar de realizarlos por su valor. Esta solución parece que el le-
gislador la prefiera a cualquier otra, pues no pone condiciones ni momento para 
que el acreedor la plantee, ni parece permitir al órgano judicial denegarla, más 
que si se tratara de bienes improductivos, porque en ese caso se podría estar en-
cubriendo un simple cambio de ejercicio de facultades dominicales sin provecho 
económico para quien tiene un derecho de crédito. 
La entrega en administración puede solicitarse en cualquier estado de la eje-
cución, puesto que la LEC no la sujeta a ningún requisito más que la idoneidad 
de los bienes para producir rendimientos económicos; de este modo, la solicitud 
del ejecutante suspendería las diligencias de ejecución forzosa que se estuvieren 
practicando, salvo las que no afecten o interfieran en la entrega de bienes para 
administrarlos. 
La administración para pago se acuerda por providencia, previa audiencia 
de los terceros titulares de derechos sobre el bien embargado inscritos o ano-
tados con posterioridad, en la que se ordena poner en posesión de los bienes al 
ejecutante, previo inventario, dándole a conocer como administrador a las per-
sonas que designe (art. 676.2). La administración se atendrá a lo pactado en-
tre el ejecutante y ejecutado y, en ausencia de acuerdo, la administración ha-
brá de seguirse conforme a la costumbre del país (art. 677). Las controversias 
que puedan surgir entre las partes con motivo de la administración, salvo en 10 
que hace a la rendición de cuentas, se sustanciarán por los trámites del juicio 
verbal (art. 679). 
Para las cuentas de la administración y la época en que deberán rendirse, ha-
brá de estarse también a lo que hayan convenido el ejecutante y el ejecutado, o 
haya determinado el juez en la providencia y, a falta de acuerdo, el acreedor debe 
rendir cuenta anual al secretario judicial. De la cuenta se dará vista al ejecutado 
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por quince días, y si éste formulase alegaciones, se dará traslado al ejecutante, 
para que manifieste en el plazo de nueve días (plazo insólito en la LEC, que se 
mantiene de la LEC de 1881) manifieste si está o no conforme con ellas. Si no 
hubiere acuerdo, el juez les convocará a una comparecencia dentro de los cinco 
días siguientes, admitiendo las pruebas pertinentes que propongan, cuya prácti-
ca debe hacerse en un plazo prudencial no superior a diez días. Se ha de dictar 
auto en cinco días, resolviendo 10 procedente sobre la aprobación o rectificación 
de las cuentas presentadas por el acreedor (art. 678). 
La administración de los bienes por el acreedor finaliza: 
- Cuando el ejecutante se haya hecho pago con el producto de los bienes 
administrados del principal de su crédito, intereses y costas, en cuyo caso vuel-
ven a poder del ejecutado (art. 680.1). 
- Cuando el deudor, en cualquier momento y según el último estado de cuen-
ta, pague lo que reste de la deuda, siendo inmediatamente repuesto en la pose-
sión de sus bienes, sin peIjuicio de que el acreedor deba rendir cuenta general 
en los quince días siguientes, y de las demás reclamaciones que se crea con de-
recho a presentar (art. 680.2). 
- Cuando el acreedor no logre satisfacer su derecho mediante la adminis-
tración, puede pedir en cualquier momento, previa rendición de cuentas, que se 
proceda a la realización forzosa de los mismos (art. 680.3). 
CAPíTULO XXIX 
LA TERCERÍA DE MEJOR DERECHO 
1. CONCEPTO 
La tercería de mejor derecho supone la intervención en las actividades ejecu-
tivas de un tercero -ajeno por tanto al acreedor y al ejecutado-- que se opone 
a que se haga pago al ejecutante, en la medida en que lo obtenido por la realiza-
ción de los bienes no sea suficiente para satisfacer su crédito. A tal fin ha de ale-
gar un título superior al de ejecutante, o un derecho preferente a cobrar su cré-
dito sobre los bienes del deudor --común- que se embargaron. 
El reconocimiento normativo de créditos preferentes y privilegiados exige otor-
gar a los acreedores que ostenten este carácter un mecanismo para hacerlo valer 
precisamente en el momento en que más necesario resulta: cuando se pretende 
sustraer del patrimonio del deudor los bienes por medio de su enajenación pú-
blica (particularmente si son aquellos sobre los que se haya instituido legalmen-
te la preferencia) y hacer pago a otro acreedor-el ejecutante- cuyo crédito se 
halla situado en un lugar inferior en el rango de la prelación legalmente estable-
cida. Este medio es la tercería de mejor derecho o de preferencia, que se con-
creta básicamente en la discusión y confrontación del título que documenta el 
crédito del tercerista con el del ejecutante, frente al deudor común. 
Si bien no se excluye que se promuevan diversas tercerías de preferencia en la misma ejecución, 
no se contempla normativamente ni se permite por la jurisprudencia el que varios acreedores con-
curran en un mismo proceso de ejecución discutiendo entre ellos y con el ejecutante la preferencia 
relativa de sus créditos. 
La tercería de mejor derecho, o de preferencia para el pago, es pues un inci-
dente en el proceso de ejecución que promueve un tercero, con la que se persi-
gue que el producto de la realización de los bienes se destine a satisfacer el cré-
dito del tercero antes que el del acreedor ejecutante; por tanto, el promovente de 
la tercería de mejor derecho no discute la validez de las actuaciones realizadas 
en la ejecución; antes al contrario, presupone su regularidad y sólo pretende al-
terar el destino que deba darse al dinero obtenido por la realización de bienes. 
Habida cuenta de la finalidad a que se dirige la tercería de mejor derecho, pro-
cede desde que el bien ha sido embargado y puede plantearse hasta el momento 
del pago al acreedor ejecutante, bien sea mediante la recepción efectiva del di-
nero metálico, o bien mediante la entrega de los bienes por habérselos adjudica-
do en pago (art. 615); pasado este momento carecería de todo objeto el inciden-
te de tercería. 
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2. PROCEDIMIENTO 
a) La demanda se sustancia en todo caso por los cauces del juicio ordina-
rio y hay que dirigirla siempre, como sujeto legitimado en la posición de par-
te pasiva, frente el acreedor ejecutante, y también frente al ejecutado si el cré-
dito cuya preferencia alegue el tercerista no consta en título ejecutivo. Desde 
luego que el ejecutado, aunque no haya sido demandado, podrá intervenir en el 
procedimiento con los mismos derechos procesales que las partes de la terce-
ría (art. 617). 
Parece que el legislador tampoco ha conseguido en la tercería de mejor derecho desembarazar-
se de la tradición, lo que le lleva a la remisión al cauce del juicio ordinario para sustanciarla, cuan-
do sin embargo las demás cuestiones que se susciten en ejecución forzosa se ventilan por el pro-
cedimiento del juicio verbal. Por tanto, como a la resolución de la tercería se le confiere un carácter 
estríctamente incidental, a los solos efectos de la ejecución y sin prejuzgar otras acciones que a 
cada uno pudieran corresponder, en especial, la de enriquecimiento (art. 620.1), hubiera sido más 
coherente fijar para su resolución los trámites del juicio verbal. 
A la demanda de tercería de mejor derecho habrá que acompañar un princi-
pio de prueba del crédito que se afirma preferente, sin lo cual la demanda no 
será admitida, prec1uyendo la aportación de los títulos que puedan fundar el de-
recho del tercero precisamente con la presentación de la demanda, pues no se 
permitirá segunda tercería que se funde en títulos o derechos que poseyera el 
que la interponga al tiempo de formular la primera (art. 614). 
b) La presentación de la demanda de tercería de mejor derecho no produce el 
efecto de suspender el procedimiento de ejecución, por cuanto se parte de la vali-
dez de todo lo actuado; así pues, continúa el procedimiento de apremio hasta la ena-
jenación de los bienes embargados, depositándose lo que se recaude en la Cuenta 
de Depósitos y Consignaciones para reintegrar al ejecutante y hacer pago a los acre-
edores por el orden de preferencia que se determine al resolver la tercería (art. 616.1). 
e) En la contestación a la demanda, que normalmente los demandados (si 
se presenta frente a ejecutante y ejecutado) realizarán separadamente, pueden 
oponerse a la misma, allanarse o admitir los hechos, como es conocido con ca-
rácter general. 
Si ambos demandados (o el único demandado) dejaren de contestar a la de-
manda se produce en este proceso la consecuencia de entender que admiten los 
hechos alegados en la demanda, lo que implica que el juez deba dictar una sen-
tencia estimatoria sólo si los hechos de la demanda dan lugar a la consecuencia 
jurídica pretendida por el actor (art. 618). 
d) Distingue la LEC el alcance de las actuaciones procesales y de la efecti-
va intervención en la ejecución del tercerista en razón de que su crédito conste 
en un título que lleve aparejada ejecución, o sea más débil su constanciajurídi-
ca, pues entre otras cosas, el tercerista podrá intervenir en la ejecución desde 
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que se admita la demanda, si el crédito consta en título ejecutivo: si 'no es así, 
sólo puede intervenir desde que la demanda fuera estimada (art. 616.2). De esta 
manera se evita que el ejecutante vencido, con una actitud obstrucionista, pue-
da paralizar la ejecución, de modo que a instancia del tercerista podrá conti-
nuarse la actividad ejecutiva. 
e) Pues bien, cuando el crédito del tercerista conste en título ejecutivo, si el eje-
cutante se allanase a la tercería de mejor derecho, se dictará, sin más trámites, auto 
ordenando seguir adelante la ejecución para satisfacer en primer término al terce-
rista, pero no se le hará entrega de cantidad alguna sin haber antes satisfecho al eje-
cutante las tres quintas partes de las costas y gastos originados por las actuaciones 
llevadas a cabo a su instancia hasta la notificación de la demanda de tercería. 
En estos casos, si el crédito del tercerista no constase en título ejecutivo, el 
ejecutado deberá expresar su conformidad o disconformidad con el allanamiento 
del ejecutante dentro de los cinco días siguientes. Si se mostrase conforme con 
el allanamiento o dejara transcurrir el plazo sin expresar su disconformidad, se 
seguirá adelante la ejecución para satisfacer al tercerista con la entrega al eje-
cutante del porcentaje señalado. Cuando el ejecutado se oponga al allanamien-
to se dictará auto teniendo por allanado al ejecutante y mandando seguir la ter-
cería con el ej ecutado (art. 619.1). 
f) Si, notificada la demanda de tercería, el ejecutante desistiese de la ejecu-
ción, se procederá del mismo modo sin necesidad de recabar la conformidad del 
ejecutado, siempre que el crédito del tercerista constase en título ejecutivo. Si 
no fuera así, el tribunal dictará auto de desistimiento del proceso de ejecución, 
y dará por finalizada ésta, salvo que el ejecutado se mostrare de acuerdo en que 
prosiga para satisfacer el crédito del tercerista (art. 619.2). 
g) El procedimiento de tercería de mejor derecho se resuelve por medio de 
sentencia, que, a los solos efectos de la ej,ecución en curso, resolverá sobre la exis-
tencia del privilegio y el orden en que los créditos deben ser satisfechos en la eje-
cución en que aquella sentencia recaiga, pero sin prejuzgar otras acciones que a 
cada uno pudieran corresponder, espec;ialmente las de enriquecimiento (art 620.1). 
h) La sentencia contendrá el oportuno pronunciamiento sobre costas, con-
denando en todas las que se hubieren causado al tercerista si desestimara la de-
manda. Si la estimara, las impondrá al ejecutante que hubiera contestado a la de-
manda y, si el ejecutado hubiere intervenido, oponiéndose también a la tercería, 
las impondrá a ambos por mitad, salvo cuando, por haberse allanado el ejecu-
tante, la tercería se hubiera sustanciado sólo con el ejecutado, en cuyo caso las 
costas se impondrán a éste en su totalidad (art. 620.1). 
Si la sentencia estimase la terceria de mejor derecho, no se entregará al ter-
cerista cantidad alguna procedente de la ejecución mientras no se hayan satis-
fecho al ejecutante las tres quintas partes de las costas causadas hasta ese mo-
mento (art. 620.2). 
QUINTA PARTE 
EJECUCIONES HIPOTECARIAS 
CAPÍTULO XXX 
PROCEDIMIENTOS DE EJECUCIÓN HIPOTECARIA 
INTRODUCCIÓN 
Se estudian en esta parte de la obra los procedimientos de ejecución forzosa 
basados en diversos títulos extrajurisdiccionales, que documentan un derecho 
real de garantía (hipoteca y, en los supuestos que se dirá, prenda sin desplaza-
miento de la posesión) constituido sobre un bien que resulta afecto, cualquiera 
que sea su poseedor, al cumplimiento de una obligación principal para cuya se-
guridad se estableció (arts. 1.876 CC; 104 y 105 LH Y 16 de la LHMyPSD). 
Por la naturaleza de este derecho real, y al objeto de fomentar el crédito terri-
torial (véase la E. de M. de la LH de 1861), se han establecido unos procedi-
mientos especiales de ejecución para realizar la garantía, en los que se entra a 
base de un título con pactum executivum; es decir, de sujeción directa a la eje-
cución, aceptada voluntariamente y sin necesidad de cognición judicial previa. 
Precisamente la falta de contradicción (consustancial, como se sabe, a la eje-
cución forzosa) en estos procedimientos fue denunciada ante el Tribunal Cons-
titucional como generadora de indefensión y, por tanto, contraria al derecho fun-
damental del artículo 24.1 CE. En la STC 41/1981, de 18 de diciembre (FJ 6), se 
argumentaba en relación con el antiguo artículo 131 LH, del procedimiento ju-
dicial sumario, y se desestimó el amparo aduciendo que «10 expeditivo de la eje-
cución no elimina la posibilidad de contradicción que sigue abierta en el juicio 
ordinario», y señalando que «la limitación de las excepciones no se refiere a la 
contradicción considerada en sí misma, sino a su efecto suspensivo sobre la rea-
lización del valor»; 10 que se limita pues, viene a decir, no es la contradicción 
sino la posibilidad de suspender el procedimiento mediante el juego de las ex-
cepciones. 
Junto con ello, la LEC ha terciado en la polémica sobre el carácter de la eje-
cución hipotecaria, señalando su naturaleza p~ocesal más que sustantiva, pero 
permitiendo al propio tiempo excluir en ejecución la intervención judicial, y revi-
viendo el procedimiento ejecutivo extrajudicial de la hipoteca inmobiliaria, que 
había sido declarado derogado por inconstitucionalidad sobrevenida por una sen-
tencia del TS. 
En efecto, se razonaba en esta STS 402/1998, de 4 de mayo (FD 3), que el re-
conocimiento de la facultad del acreedor prendario de «proceder por ante nota-
rio a la enajenación de la prenda» se produjo en España con el Código Civil (art. 
1.872), supuesta la insatisfacción del crédito garantizado, pero esta solución ca-
recía de tradición en nuestro país, pues había prevalecido, frente a una concep-
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ción de inspiración romana, favorecedora de la venta privada de la cosa pigno-
rada, como facultad del acreedor, la tendencia germánica, recogida en el Fuero 
Juzgo, que propiciaba, en todo caso, la eje~ución judicial. C~n posterio~dad, la 
licitud y validez del pacto expreso que se mtroduJo como practica notan al para 
autorizar la ejecución extrajudicial de la hipoteca, provocó lógicamente grandes 
debates sobre la aplicación al crédito hipotecario de la facultad concedida al 
acreedor prendario. Sin embargo, lasRDGRN (28 de noviembre de 1893, 12 de 
julio y 21 de octubre 1901, 5 de diciembre ~e 1 ?03, 19 de febrero y 28 de mayo 
1904, 19 de septiembre de 1906, 9 y 17 de Jumo de 1910, 27 de febrero y 29 y 
30 de octubre 12 de noviembre de 1913 y 2 de junio de 1914) y algunas SSTS 
(de 21 de ocru'bre y 3 de noviembre de 1902), apoy~dos~ ~n el señorío del prin-
cipio de autonomía de la voluntad (art. 1.255 CC) e, ImphcItame~te, e~ una.con-
cepción escasamente publicista de la disciplina procesal, sometida al mfluJo de 
su consideración apendicular, como rama jurídica y a la «soberanía» de los pac-
tos privados», determinaron la práctica ~e la ejecución extrajudicial de la hipo-
teca. 
Los créditos pueden garantizarse, dependiendo de la naturaleza del bien que 
se afecta (dando lugar .a distintos procedimientos), mediante una hipoteca m-
mobiliaria común; una hipoteca naval; una hip~teca mobili~ria en los casos p.~­
venidos, pero también mediante una prenda sm desplazamIento de ~a poseslOn 
respecto de ciertos bienes cuya identificación registral no fue~a ~o~lble. . 
La nueva LEC de 2000 ha modificado el texto legal que vema ngIendo la eJ.e-
cución hipotecaria común, la Ley Hipotecaria, aunque, como dice la Exposic~ón 
de Motivos se mantiene en lo sustancial el régimen precedente de la eJecucIón 
hipotecaria: caracterizado por la ,drástlca limitación de l~~ causas de ~posició~ 
del deudor a la ejecución y de los supuestos de suspenSlOn, porque mtroducIr 
cambios sustanciales podría alterar gravemente el mercado del crédito hipote-
cario, lo que no le parece al legislador en ab,soluto aconsejable. Añad~, además, 
que «la 'nueva regulación de la ~jecución sobre bienes hipotecados o pIgnorados 
supone un avance respecto de la situación precedente ya que, en primer lugar, 
se trae a la Ley de Enjuiciámiento Civil hi regulación de los procesos de ejecu-
ción de créditos garanti~aoos con hipoteca; lo que refuerza el carácter propia-
mente juri~diccional de estas ejec~ciop.es, qu~ ha. sido ~scuti~o en ocasi,o~es; 
en segundo término, se regulan de ~~e!a unltana las ~JecuclO~es de credItos 
con garantía real, eliminando la multiphcldad de regulaclOnes eXIstente en la ac-
tualidad; y, finalmente, se ordenan de manera más adecuada las actuales causas 
de suspensión de la ejecución, distinguierido las que constituyen verdaderos su-
puestos de oposición a la ejecución (extinción de la garantía hipotecaria o del 
crédito y disconformidad con el saldo reclamado por el acreedor), de los su-
puestos de tercería de dominio y prejudicialidad pe~~l, aunque ma~te.niendo, en 
todos los casos, el carácter restrictivo de la suspenslOn del procedImIento». 
CAPÍTULO XXXI 
LA EJECUCIÓN HIPOTECARIA COMÚN 
l. CONCEPTO Y PROCEDIMIENTOS 
Cuando se pretenda por el ejecutante el cumplimiento de una obligación ga-
rantizada con hipoteca constituida sobre un inmueble, se abren al acreedor cua-
tro alternativas procesales para obtener judicialmente la satisfacción de su cré-
dito: 
- Promover un proceso declarativo ordinario, ejercitando una acción per-
sonal, que se sustanciará por los trámites del juicio ordinario o del verbal, en ra-
zón de la cuantía. 
- Promover un procedimiento de acuerdo con los nuevos juicios ejecuti-
vos de la LEC (declarativo especial sumario), ejercitando la acción personal 
fundada en el derecho de crédito documentado en la escritura pública de hi-
poteca (título ejecutivo según el arto 517.2.4.° LEC), siguiéndose por todos sus 
trámites y pudiéndose oponer las excepciones y motivos de nulidad previstos 
para este procedimiento. En tal caso, se afectarán en el embargo los bienes que 
se encuentren en poder del deudor por el orden de prelación fijado en la ley. 
- Iniciar unjuicio ejecutivo también, pero ejercitando en él la acción hipo-
tecaria, en cuyo caso se sujeta a la realización prioritariamente el inmueble hi-
potecado (arts. 126 y 127 LH Y 222 y 223 RH). 
- Acudir a un procedimiento extrajudicial ante notario, tendente a la realiza-
ción del valor del inmueble, si viene previsto en la escritura pública (arts. l29.n LH 
y 234 a 236 RH). , . ... . 
- Instar directamente la ejecucion forzosa ante la autondad JudICial, reah-
zando la finca, a través del procedimiento judicial hipotecario (arts. 681 a 698 
LEC, l29.I Y l30 a l35 LH Y 225 a 233 RH). 
Por las especialidades que presentan, serán estudiados seguidamente los tres 
últimos. 
2. EL mlclo EJECUTIVO POR EL EJERCICIO 
DE LA ACCIÓN HIPOTECARIA. ESPECIALIDADES 
Si el acreedor hipotecario optara por utilizar esta vía para obtener tras la sen-
tencia de remate la realización del inmueble gravado con la hipoteca (posible-
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mente acumulando la acción personal derivada del crédito que el derecho real 
garantiza), se presentan ciertas especialidades en la tramitación del proceso su-
mario ejecutivo, básicamente en el caso en que exista un tercer poseedor del in-
mueble. 
En primer término, si la finca no se hallara en poder del deudor de la obliga-
ción principal, cuyo cumplimiento se aseguró con la hipoteca, sino que hubiera 
pasado a manos de un tercero -tercer poseedor-, el proceso habría de diri-
girse contra él en cuanto propietario o poseedor actual de la finca que será ob-
jeto de realización si antes no se paga. Siendo ello cierto, es claro también que 
habrá de darse entrada en el procedimiento al deudor para que pueda oponer las 
defensas que eventualmente le asistan, en cuanto fue éste quien contrajo la obli-
gación de pago que ha resultado incumplida. 
Por tales razones, antes de dirigirse contra el tercer poseedor, se exige reque-
rir de pago al deudor, sea judicialmente o por conducto notarial, y sólo después 
de transcurrido un plazo de diez días sin haberse verificado el pago, se proce-
derá a requerir al tercer poseedor (y para estos efectos se considera tercer pose-
edor tanto el que hubiera adquirido el dominio directo como el usufructo, de-
biendo dirigirse el procedimiento contra ambos: arto 127.III LH). 
Ante el requerimiento, el tercer poseedor podrá: 
- Verificar el pago del crédito con los intereses correspondientes (art. 126.11 
LH; salvo pacto en contrario, los que correspondan a la anualidad corriente y 
las dos anteriores, sin exceder nunca de cinco años: arto 114 LH), con lo cual fi-
naliza el proceso, dando satisfacción al acreedor. 
- Desamparar los bienes hipotecados, en cuyo caso se consideran éstos 
en poder del deudor, dirigiéndose sin más el procedimiento contra dichos bie-
nes (art. 126.11 y III LH). Tal desamparo supone para el tercer poseedor libe-
rarse de las responsabilidades derivadas de la tenencia de los bienes y sepa-
rarse del proceso sumario ejecutivo; pero si hubiere sobrante en la subasta, 
después de satisfecho el crédito, intereses y costas aseguradas, se entregará el 
tercer poseedor, de no existir alguno con derecho a percibir todo o parte del 
excedete (art. 223 RH). 
- Oponerse, en cuyo caso se le dará entrada en el procedimiento como par-
te pasiva principal junto al deudor, pudiendo alegar todas las causas de oposi-
ción por defectos procesales o de fondo (arts. 557 y 559 LEC), yentendiéndo-
se con ambos las diligencias de embargo y venta de bienes (art. 127. VI LH). En 
tal supuesto, responde el tercer poseedor con sus bienes propios, además de los 
hipotecados, de los intereses devengados desde el requerimiento y de las costas 
a que diere lugar con su morosidad (art. 126.III LH). 
- La misma responsabilidad alcanza al tercer poseedor que adopte una ac-
titud de pura inactividad ante el requerimiento de pago, o no efectúe formal-
mente la declaración de desamparo ante el órgano jurisdiccional (arg. arto 126.III 
LH: «Si el tercer poseedor no paga ni desampara los bienes será responsable con 
los suyos propios [ ... ]»). . 
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3. EL PROCEDIMIENTO EJECUTIVO EXTRAJUDICIAL 
A) CONCEPTO 
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Este procedimiento de enajenación de fincas hipotecadas, por incumplimiento 
de la obligación que garantizan, se realiza por medio de notario, con las forma-
lidades establecidas en el Reglamento Hipotecario, y exige como presupuesto 
que en la escritura de constitución de la hipoteca se pacte expresamente la ven-
ta extrajudicial del bien hipotecado, conforme al artículo 1.858 del Código Ci-
vil (art. 129 LH); además, el deudor habrá de designar en la escritura una per-
sona que lo represente, en su día, en la venta de la fmca y habrá de hacerse constar 
también el valor de tasación del inmueble para que sirva de tipo en la subasta 
(art. 234 RH). 
Este precepto, redactado por la LEC de 2000, ha querido salir al paso de lo 
dispuesto en la STS de 4 de mayo de 1998, que había declarado inaplicable por 
inconstitucional el procedimiento ejecutivo extrajudicial, por falta de rango de 
los preceptos reglamentarios, de modo que sólo a partir del 8 de enero de 2000 
podrá volver a considerarse en vigor este procedimiento. No obstante la habili-
tación del artículo 129 LH cabe entenderla de nuevo insuficiente, de acuerdo 
con los razonamientos del TS, para regular un procedimiento que excluye la in-
tervención de los tribunales por la volllntad de las partes, de modo que parece 
anunciada una cuestión de inconstitucionalidad. 
STS 402/1998, de 4 de abril (RJA 3464): «PRIMERO.-Formula el recurrente el primer moti-
vo casacional, bajo el amparo del artículo 5.4 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, con apoyo en 
las infracciones que denuncia de los artículos 117.3,24.1 Y 9.3 de la vigente Constitución Espa-
ñola. En síntesis, considera que el procedimiento extrajudicial del artículo 129 de la Ley Hipote-
caria y de los artículos 234 y siguientes de su Reglamento, como tales normas preconstituciona-
les, contrarias a las exigencias y garantías que de los referidos preceptos constitucionales derivan, 
se hallan afectadas por la disposición derogatoria tercera de la Constitución, lo que supone que se 
ha seguido un procedimiento inconstitucional de ejecución hipotecaria, que, consecuentemente, 
está viciado de nulidad radical. 
»SEGUNDO.-Tratándose, en efecto, de leyes preconstitucionales, como la Constitución es ley 
superior y posterior, los Jueces y Tribunales pueden, si entienden que son contrarias a alguna nor-
ma fundamental, inaplicarlas al caso, al considerarlas derogadas, sin que sea necesario promover 
la "cuestión de constitucionalidad", a diferencia de lo que ocurre con las leyes o normas, con ran-
go de ley, postconstitucionales, cuya legitimidad constitucional monopoliza el Tribunal Constitu-
cional (sentencias del Tribunal Constitucional 4/ 1981, 14/1981 Y 109/1993, entre otras). En el caso 
que examinamos, la única norma con rango de ley concernida es el párrafo segundo del artículo 
129 de la Ley Hipotecaria (Texto Refundido de 8 de febrero de 1946, con fundamento en la Ley 
30 diciembre 1944) que, fuera del ejercicio de la "acción hipotecaria", sujetándose al procedimiento 
judicial sumario que se establece en el artículo 131 de la misma Ley, permite, además, que "en la 
escritura de constitución de la hipoteca" pueda "válidamente pactarse un procedimiento ejecutivo 
extrajudicial para hacer efectiva la acción hipotecaria, el cual será aplicable, aún en el caso de que 
existan terceros, con arreglo a los trámites fijados en el Reglamento hipotecario". A diferencia de 
lo que acontece con el "procedimiento judicial sumario", cuyas reglas capitales de desarrollo pro-
cesal, con independencia de las precisiones reglamentarias, se consignan en dos extensos artículos 
(arts. 131 y 132 de la Ley Hipotecaria), el llamado "procedimiento extrajudicial", merced a la des-
legalización que autoriza el artículo 129, determina sus secuencias procesales por vía reglamenta-
ria [arts. 234, 235, 236, 236.a), 236.b), 236/), 236.g), 236.h), 236.i), 236J), 236.k), 236.l), 236.m), 
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236.n), 236.ñ), 236.0), aprobado por Déem(l;(IeJ"4 de tebrerQde 1947,eotdlJS modif'n:aeiones intl'ó-
ducidas por Real Decreto 290/1992, de 27 de marzo], sujetas, por tanto, a la subordinación que im-
pone el principio de jerarquia normativa, que reconoce el artículo 9 de la Constitución Españoljl. 
»TERCERO.-El "procedimiento extrajudicial" de ejecución hipotecaria, carece de tradición 
en España, antes de la promulgación del Código Civil e incluso posteriormente, pues había preva-
lecido, frente a una concepción de inspiración romana, favorecedora de la venta privada de la éosa 
pignorada, como facultad del acreedor, la tendencia germánica, recogida en el Fuero Juzgo, que 
propiciaba, en todo caso, la ejecución judicial. El reconocimiento, no obstante, en el Código Civil 
(art. 1.872) de la facultad del acreedor prendario de "proceder por ante notario a la enajenación de 
la prenda", supuesta la insatisfacción del crédito garantizado, con grandes debates acerca de la li-
citud y validez del pacto expreso que se introdujo como práctica notarial para autorizar la ejecu-
ción extrajudicial de la hipoteca, suscitó la cuestión sobre la aplicación al crédito hipotecario de la 
facultad concedida al acreedor prendario. Sin embargo, las Resoluciones de la Dirección General 
de los Registros y del Notariado (28 de noviembre de 1893, 12 de julio y 21 de octubre de 1901,5 
de diciembre de 1903, 19 de febrero y 28 de mayo de 1904, 19 de septiembre de 1906,9 Y 17 de 
junio de 1910,27 de febrero y 29 y 30 de octubre, 12 de noviembre de 1913 y 2 de junio de 1914) 
y algunas Sentencias del Tribunal Supremo (de 21 de octubre y 3 de noviembre d~ 190~),. apoy~­
dose en el señorio del principio de autonomía de la voluntad (art. 1.255 del Código Clvli) e, im-
plícitamente, en una concepción escasamente publicista de la disciplina procesal, someti~ al in-
flujo de su consideración apendicular, como rama jurídica y a la "soberanía" de los pactos pnvados, 
determinaron una práctica que alcanzó rango de norma, inferior a las leyes formales, en el Regla-
mento Hipotecario de 6 de agosto de 1915 (art. 201). 
»CUARTO.-Hoy, en día, resulta dificil de compartir, con una mentalidad jurídica actual, concor-
de con la evolución científica, y sobre todo social, los argumentos que sirvieron de justificación a 
la equiparación de la facultad concedida al acreedor prendario, con la establecida, por analogía, 
para el acreedor hipotecario, incluso, desde una perspectiva meramente lógica, puesto que la nor-
ma citada (art. 1.872 del Código Civil) figura, sistemáticamente, colocada en el Capítulo II del Tí-
tulo XV del Libro IV, esto es, fuera de las "disposiciones comunes a la prenda y la hipoteca", y 
dentro del conjunto referido a "la prenda", lo cual arguye una voluntad inequívoca del legislador, 
según la estructura del Título, de establecer, al margen de los preceptos comunes, reglas propias y, 
por tanto específicas, de cada institución, unas aplicables, sólo a la prenda (el expresado capítulo, 
y otras aplicables sólo a la hipoteca (el capítulo siguiente). Pero, además, los más recientes argu-
mentos que emplea en su defensa el Real Decreto de de 27 marzo de 1992 número 290/1992 no 
son atendibles: confiesa el preámbulo, a las claras, que lo que se pretende "es desviar parte de las 
ejecuciones hipotecarias del cauce judicial", finalidad que no resulta compatible con la concepción 
constitucional de la ejecución, ·como poder reservado a la jurísdicción, sin que pueda oponerse a 
esta reserva la excepción de que tal ejecución tiene su origen en un contrato, e ítem más, en la vo-
luntad específica de las partes de acudir al procedimiento cuestionado, puesto que no cabe dispo-
ner de las normas imperativas,de Derecho público. Tampoco puede sostenerse --como continúa 
diciendo el preámbulo de dicha disposición- que "la ejecución de la hipoteca constituye el ejer-
cicio de un derecho privado", pues este precedente de autoejecución se asemeja a la defensa pri-
vadajustamente proscrita por la intervención de los Tribunales de justicia. Este "derecho privado" 
que pugna con los principios de las sociedades de civilización desarrollada, no puede mezclarse 
con el "derecho del acreedor a la enajenación de la cosa hipotecada", que, así dicho, sin matiza-
ciones, puede confundirse con el prohibido pacto comisorio o, en un terreno, más general, con la 
clásica y superada confusión entre el derecho material y la acción proces!!,l, contemplada desde esta 
vertiente ejecutiva. Finalmente, el argumento utilizado, en otras ocasiones de subrayar su seme-
janza con la institución del arbitraje, es abiertamente equivocado, dado que, así como la potestad 
de decidir el Derecho, o sea, de establecer la certeza del derecho puede remitirse, por voluntad de 
las partes, al juicio de arbitros, la ejecución del laudo es función atribuida, exclusivamente, a la ju-
risdicción. 
»QUINTO.-No ignoramos que, en el orden jurisdiccional contencioso-administrativo, y, con-
cretamente, en este Alto Tribunal han recaído resoluciones que aceptan la constitucionalidad y le-
galidad del procedimiento extrajudicial hipotecario, aunque alguna como el Auto de 4 de,: abril de 
1995 (RJA 3002), decida la inadmisibilidad por inadecuación de procedimiento, esto es, no entra 
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enelconoc:imiento delas;pretensiones:de fondo. No obstante, estas resoluciones que, pertenecen 
a 0tro orden jurisdiccional, pese al valor ilustrativo que tienen y que, obligan a la ponderación de 
sus razonamientos, dada su procedencia, no constituyen jurisprudencia para esta Sala de lo Civil, 
ni, por ello, la vinculan en sus decisiones. Son estas las Sentencias de 16 y 23 de octubre de 1995 
(RJA 7064 Y RJA 8123), respectivamente, que, desde luego, responden a la resolución de cuestio-
nes diversas del caso ante esta jurisdicción civil planteado. En la primera, originada por un recur-
so de la "Asociación de Consumidores de la Comunidad Autónoma de Madrid", en lo que intere-
sa (al margen de otras alegaciones), la ratio deciden di se apoya en que frente a lo alegado por el 
recurrente no se impide "un derecho a la oposición en cuanto a la certeza y exigibilidad del crédi-
to y,al no permitir la suspensión del procedimiento más que por causa criminal o procedimiento 
registral", y mutatis mutandis considera aplicable al caso los razonamientos del Tribunal Consti-
tucional acerca de la constitucionalidad del procedimiento judicial sumario del artículo 131, equi-
paración que, a nuestro juicio no es posible, por la neta diferencia entre ejecución procesal (que 
sostenemos es la constitucional) y ejecución extrajudicial (que sostenemos que no lo es). Tampo-
co se comparte la idea de que la ejecución extrajudicial vale por su origen contractual, conforme 
a razones ya expuestas, que nos llevarían, si se aceptara este principio, a permitir una jurisdicción 
civil plenamente convencionalizada. Es aceptable el rechazo de la pretendida "reserva de ley", en 
la referida sentencia, como argumento de impugnación, para atender a la regulación del procedi-
miento según los criterios aportados que estima inatendibles, si bien, como se verá más adelante, 
la "reserva de ley" que importa -y no se considera, sin duda, por no haber sido alegada- es la 
relativa a la aplicable a las leyes procesales. En la segunda, que resuelve un recurso del "Consejo 
General de la Abogacía", básicamente, en lo que nos concierne, se abunda en la idea, ya examina-
da y no compartida, de circunscribir el "monopolio de las actividades de ejecución" a "lo juzgado 
por los propios órganos jurisdiccionales", lo cual, como fácilmente se infiere, da al traste con la 
ejecución judicial de los títulos extra jurisdiccionales, o al menos, propicia, una interpretación des-
membradora por vía legal de aquel cometido jurisdiccional. Los criterios expuestos, por las ex-
presadas resoluciones, formuladas al filo de alegaciones diversas a las en nuestro caso concreto 
planteadas, no alcanzan a desvirtuar las razones en que nos apoyamos para llegar a soluciones con-
trarias. 
»SEXTO.-Desde la promulgación de la vigente Constitución Española, la regulación del "Po-
der Judicial" responde a criterios que refuerzan su significación en el conjunto de los poderes del 
Estado, con trascendencia hasta entonces no reconocida. El "Poder Judicial" se traduce como fun-
ción estatal en la "jurisdicción" o actividad que despliega el Estado para hacer valer la eficacia del 
ordenamiento jurídico en los casos concretos controvertidos mediante la aplicación judicial del De-
recho. Conforme al artículo 117.1 de la Constitución Española, el contenido de la jurisdicción com-
prende, aparte otras funciones o poderes complementarios y subordinados (coerción, cautelar, do-
cumentación, disciplinario, etc.) dos manifestaciones básicas, la actividad declarativa que se conduce 
por el proceso de declaración y la actividad ejecutiva, por el proceso de ejecución. Ambas mani-
festaciones jurisdiccionales de declaración (no obstante esta primera en cuanto versa sobre mate-
rias disponibles cabe confiarla a la decisión de árbitros) y de ejecución (se entiende forzosa ya que 
siempre es posible el cumplimiento voluntario de las obligaciones ciertas o aceptadas), se desa-
rrollan (a salvo las excepciones que la propia Constitución establece en favor del Tribunal Consti-
tucional o de la jurisdicción militar) en el único marco posible del "Poder Judicial" que tiene ca-
rácter "exclusivo". El artículo 117.3 de la Constitución proclama, en efecto, que el ejercicio de la 
potestad jurisdiccional, corresponde exclusivamente a los Juzgados y Tribunales determinados por 
las leyes. Los principios de exclusividad e integridad de la jurisdicción se complementan mutua-
mente, pues, mientras el primero separa de la función de aplicar las leyes y ejecutar lo juzgado a 
cualquier organismo o autoridad que no sea jurisdiccional, el segundo afirma que sólo a éstas co-
rresponde el desarrollo de dichas funciones. Esta exclusividad e integridad de la jurisdicción tam-
bién significa que no pueden los Juzgados y Tribunales ejercer más funciones que las jurisdiccio-
nales. Por eso la Constitución, igualmente establece "que los Juzgados y Tribunales no ejercerán 
más funciones que las señaladas en el apartado anterior y las que expresamente le sean atribuidas 
por ley' en garantía de cualquier derecho" (art. 117.4 de la Constitución). 
»SEPTIMO.-La función de ejecución y, por tanto, la atribución del conocimiento del proceso 
de ejecución son cometidos propios de los Jueces y Tribunales integrantes del "Poder Judicial" di-
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rectriz que, además, se asienta, como' explica la doctrina científica en una arraigada linea. históri· 
ca española que, a diferencia de otros ordenamientos extranjeros, no contempla la existencia de ór-
ganos de la ejecución autónomos, diferentes del Juez, línea reforzada por el señalado precepto de 
la Constitución Española y los concordantes de la Ley Orgánica del Poder Judicial, según explici-
ta, además, entre otras la Sentencia del Tibunal Constitucional número 167/1987, de 28 de octu-
bre, al declarar "que la titularidad de la potestad de ejecución corresponde exclusivamente a los 
propios órganos judiciales como una manifestación típica de la potestad jurisdiccional que la Cons-
titución les ha conferido en su artículo 117.3". 
»OCTAVO.-La confrontación de estos conceptos y criterios, con la posible legitimidad pre-
constitucional de un procedimiento de ejecución "extrajudicial", arroja un resultado francamente 
contrario a la vigencia del referido procedimiento, cuya naturaleza de ejecución, al margen, de la 
jurisdicción, no es objeto de debate doctrinal serio. Ni siquiera soslayando su carácter deinadmi-
sible ejecución privada, como practicada con publicidad notarial, mediante el artilugio de consi-
derarla una ejecución pública notarial, cabe que se acepte su legitimidad puesto que la función'no-
tarial (tan valiosa, de otra parte) no puede sustituir a la estrictamente jurisdiccional, como es la 
actividad de ejecución, aunque otra cosa pueda decirse de la "jurisdicción voluntaria" que no es en 
puridad actividad jurisdicional, no obstante que, contingentemente, por razones variables y co-
yunturales de política legislativa, sea en gran parte, actividad judicial, compartida, en algunos as-
pectos, ,con los notarios Y otros funcionarios públicos. Consecuentemente, el artículo 129, párrafo 
segundo, de la Ley Hipotecaria debe considerarse derogado por la disposición transitoria tercera 
de la Constitución Española por oposición al artículo 117.3 de la misma. 
»NOVENO.-También, la dicha oposición surge, obviamente, por contraste con el artículo 24.1 
de la Constitución Española que reconoce el derecho de todas las personas a obtener la tutela efec-
tiva de los Jueces y Tribunales en el ejercicio de sus derechos e intereses legítimos, sin que, en nin-
gún caso, pueda producirse indefensión, derecho que inevitablemente se relaciona con la recta ob-
servancia del artículo 117.3 ya señalado, cuyas conexiones con aquél revelan una gran 
interdependencia, tanto mas, cuanto, de acuerdo con el artículo 53.a) de la Constitución Españo-
la, corresponde a los poderes públicos el deber de promover la efectividad del derecho a la tutela 
judicial (Sentencia del Tribunal Constitucional 199/1987, de 16 de diciembre). Este derecho no se 
satisface, desde luego, porque se admita, por vía reglamentaria, que el ejecutado en el procedi-
miento extrajudicial de ejecución hipotecaria, no pueda realizar reclamaciones distintas a las que 
permiten la suspensión, si se acredita la admisión de querella por falsedad del título hipotecario, o 
se justifique la cancelación de la hipoteca, en atención a la remisión que establece el artículo 236 
del Reglamento Hipotecario a los cinco últimos párrafos del artículo 132 de la Ley Hipotecaria 
(oposición por medio de juicio declarativo para solicitar la nulidad del título o de las actuaciones). 
En principio, el 'derecho a la jurisdicción (art. 24), garantiza el libre acceso que no puede ser en-
torpecido u obstaculizado sino por causa fundada en ley siempre que razonablemente no impida o 
cercene el ejercicio de este último. Pero, sobre todo, lo que no puede confundirse es el derecho a 
oponerse a la ejecución por causas limitadas o taxativas que forman parte integrante del derecho 
de acción en su vertiente pasiva, con el reconocimiento de un derecho, al parecer ex novo a plan-
tear un juicio declarativo de oposición que agrava la posición del ejecutado o de los terceros, aún 
más que en la ejecución judicial de la hipoteca que autoriza el artículo 131 de la Ley Hipotecaria, 
dado que en éste las causas de oposición admitidas, tienen mayor amplitud, con lo cual se produ-
ce la paradoja de que una ejecución ni siquiera garantizada por su naturaleza jurisdiccional (y, por 
ello, inconstitucional) resulta más gravosa y perjudicial para el ejecutado que la judicial. 
»DÉCIMO.-Razonada la derogación postconstitucional del artículo 129, párrafo segundo, de 
la vigente Ley Hipotecaria, huelga decir que los preceptos reglamentarios que traen causa del mis-
mo siguen igual suerte al faltar el soporte legal que los explica, todo ello en virtud del principio de 
jerarquía normativa (art. 9.3 de la Constitución Española) y, de acuerdo con el artículo 6 de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial que prohibe a los Jueces y Tribunales que apliquen preceptos contra-
rios a la Constitución o a la Ley o al principio de jerarquía normativa. Pero resulta, además, que en 
el caso se conculca, por las normas reglamentarias, el principio de legalidad que establece el in-
vocado artículo 9 de la Constitución Española, en relación con el artículo 117.3, por cuanto las di-
chas normas regulan un proceso de ejecución, sin respetar la "reserva de ley" que esta di:¡posición 
constitucional prevee para "las normas de competencia y procedimiento". En efecto, las normas 
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procesales .civiles -y ~tas materialmente lo son en cuanto al objeto que regulan- reclaman, for-
malmente, que consten en leyes (o oormas equivalentes), según se desprende de lo establecido en 
el precepto constitucionaI que se cita yen el artículo 149.1.6.', también, de la Constitución Espa-
ñola, de modo que las normas reglamentarias de carácter procesal no pueden aplicarse.» 
B) PROCEDIMIENTO 
El procedimiento, cuyas normas son inderogables, se regula en el artículo 236 
del Reglamento Hipotecario. 
La enajenación del bien hipotecado se formalizará en escritura pública, tras 
consignar en acta notarial el cumplimiento de los trámites y diligencias previs-
tos. Dicha acta no requiere unidad de acto ni de contexto y se incorporará al pro-
tocolo en la fecha y bajo el número que corresponda al momento de su termi-
nación. 
El procedimiento se inicia mediante requerimiento dirigido al notario, expre-
sando las circunstancias determinantes de la certeza y exigibilidad del crédito y 
la cantidad exacta objeto de la reclamación en el momento del requerimiento. 
Se habrán de entregar al notario la escritura de la constitución de la hipoteca, 
con nota de haberse inscrito, o acompañada de nota simple del Registro de la 
Propiedad que refleje la inscripción; asimismo habrá de entregarse el documento 
o documentos que peimitan determinar con exactitud del interés cuando se tra-
te de hipoteca en garantía de créditos con interés variable. 
El notario examinará el requerimiento y los documentos que 10 acompañan y, 
si considera cumplidos todos los requisitos, solicitará del Registro de la Propie-
dad certificación de la última inscripción de dominio vigente, de la hipoteca y 
de todas las cargas, gravámenes y derechos reales y anotaciones a que estén afec-
tos los bienes, debiendo hacer constar el registrador la expedición de dicha cer-
tificación a los efectos de la ejecución hipotecaria. 
Si no resultan obstáculos a la realización hipotecaria, el notario practicará un 
requerimiento de pago al deudor en el domicilio que resulte del Registro, indi-
cándole la causa y fecha del vencimiento del crédito y la cantidad reclamada por 
cada concepto, y advirtiéndole que de no pagar en el término de diez días se pro-
cederá a la ejecución de los bienes hipotecados siendo de su cargo los gastos que 
se ocasionen. De no poderse practicar el requerimiento de pago, el notario dará 
por terminada su actuación y por conclusa el acta, quedando expedita la vía ju-
dicial. 
Transcurridos diez días desde el requerimiento sin que éste hubiere sido aten-
dido, el notario procederá a notificar la iniciación de las actuaciones a la perso-
na a cuyo favor resulte practicada la última inscripción de dominio, si fuese dis-
tinta del deudor, así como a los titulares de cargas, gravámenes y asientos 
posteriores a la hipoteca que se ejecuta, para que puedan, si les conviene, inter-
venir en la subasta o satisfacer antes del remate el importe del crédito y de los 
intereses y gastos en la parte asegurada por la hipoteca. Tales notificaciones se 
harán en los domicilios que figuran en el Registro de la Propiedad o, si fueran 
desconocidos, por medio de anuncios. 
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, Si el tercer poseedor paga el importe reclamado en la parte que esté garanti· 
zada con la hipoteca, el notario dará por terminada su actuaCióriy por conclusa 
el acta con la diligencia de haberse efectuado el pago, acta que podrií servir, en 
su caso, para la cancelación de hipoteca. Si el págo lo verifica uno de los titula-
res de las cargas, gravámenes o derechos consignados en el Registro con pos-
terioridad a la hipoteca, el notario le requerirá para que manifieste si desea pro-
seguir o no las actuaciones; en caso afirmativo se continuarán éstás, ocupando 
el que pagó la posición jurídica del acreedor; en otro caso se darán por finali-
zadas las actuaciones y por conclusa el acta con la diligencia de haberse efec-
tuado el pago, lo que será título bastante para la consignación en el Registro de 
la subrogación del pago en todos los derechos del acreedor satisfecho. 
Transcurridos treinta días desde el requerimiento, de no haberse concluí do el 
acta, se procederá a la subasta de la finca ante el notario, anunciándola con una 
antelación de, al menos, veinte días. En los anuncios podrá hacerse constar la con-
vocatoria para la celebra~ión de la segunda o tercera subasta si las anteriores re-
sultaran fallidas, posibilidad de tres subastas que ha desaparecido en la nueva LEC. 
Las subastas se celebrarán en la Notaría donde se sigan las actuaciones o en 
el local señalado por el notario, siendo el tipo para la primera el pactado en la 
escritura de constitución de la hipoteca, sin admitirse postura inferior a dicho 
tipo. 
Si no hubiera postura admisible, se celebrará la segunda subasta, con una re-
baja del 25 por 100 del tipo de la primera. 
De no haber postura admisible en la primera o en la segunda subasta el acree-
dor podrá pedir la adjudicación de la finca en pago de su crédito por el tipo co-
rrespondiente, para sí o en calidad de cederla a un tercero. 
En otro caso se celebrará la tercera subasta sin sujeción a tipo. Si la postura 
fuese inferior al tipo de la segunda, el acreedor, el dueño de la finca, o un ter-
cero autorizado por ellos, podrán mejorar la postura en el término de cinco días. 
Si en este plazo no se formula ninguna petición, la finca quedará adjudicada al 
rematante. 
Para tomar parte en la primera o segunda subasta los postores deberán con-
signar una cantidad equivalente al 30 por 100 del tipo que corresponda; en la 
tercera subasta el depósito será del 20 por 100 del tipo de la segunda. 
Desde el anuncio de las subastas hasta el momento de su celebración podrán 
hacerse, por escrito en pliego cerrado, acompañando el justificante del depósi-
to previo. Los pliegos se conservarán cerrados por el notario y serán abiertos al 
comienzo del acto de licitación, no admitiéndose entonces posturas verbales in-
feriores a la mayor de aquéllas. 
En los ocho días siguientes al del remate, el adquirente consignará la dife-
rencia entre lo depositado para tomar parte en la subasta y el total del precio, y 
deberá aceptar la adjudicación el rematante que, en su caso, hubiera hecho la 
postura por escrito. 
Si en el plazo fijado no se consignase el complemento del precio se conside-
rará sin efecto el remate y se estimará realizado en favor de quien le hubiese se-
guido en el orden su postura, cuando se hubiese producido la reserva y acepta-
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ción para tal supuesto, y siempre que la cantidad ofrecida por éste, sumada a las 
cónsígnaciones perdidas por los rematantes anteriores, alcancen el importe del 
remate prin~ipaI' fallido. . ' 
El 'precio del remate se destinará al pago del acreedor que haya instado la eje-
cución en la medida garantizada por la hipoteca. El sobrante, si hubiere acree-
dores posteriores, se consignará en el oportuno establecimiento público, que-
dando afecto a las resultas de dichos créditos. Si no hubiere acreedores posteriores, 
el sobrante se entregará al dueño de la finca. 
Verificado el remate o la adjudicación y consignado, en su caso, el precio, se 
procederá a la protocolización del acta y al otorgamiento de la escritura pública 
por el rematante o el adjudicatario y el dueño de la finca. 
La escritura será título bastante para la inscripción a favor del rematante o ad-
judicatario, así como para la cancelación de la inscripción de la hipoteca ejecu-
tada y de todos los asientos de cargas, gravámenes y derechos consignados en 
el Registro con posterioridad a ella, salvo los asientos ordenados por la autori-
dad judicial de los que resulte que se halle en litigio la vigencia misma de la hi-
poteca. 
Si quedan desiertas las subastas y el acreedor no hace uso del derecho de ad-
judicarse los bienes, el notario dará por terminada la ejecución y cerrará y pro-
tocolizará el acta, quedando expedita la vía judicial que corresponda. 
La suspensión de este procedimiento sólo cabe por la pendencia de un pro-
cedimiento criminal por falsedad del título hipotecario, o por la de un procedi-
miento tegistral de cancelación de la hipoteca. 
4. PROCEDIMIENTO JUDICIAL HIPOTECARIO 
A) CONCEPTO y PRESUPUESTOS 
Se trata de un procedimiento judicial en el que se ejercita también la acción 
hipotecaria directamente contra los bienes inmuebles hipotecados que garanti-
zaban el cumplimiento de una obligación (de aquí que no sea el cauce procesal 
adecuado para el ejercicio de la acción subhipotecaria, ya que ésta no puede ejer-
citarse directamente contra los bienes: AAP Zaragoza de 1 de diciembre de 
1994 [AC 2148, FJ 1]). Por consiguiente, estamos ante un verdadero procedi-
miento de ejecución al que se accede en virtud del título de constitución de la 
hipoteca, que aparece regulado en la LEC y en la LH, sujetando su ejercicio a 
lo dispuesto en el Título IV del Libro Tercero de la Ley de Enjuiciamiento Ci-
vil, con las especialidades que se establecen en su Capítulo V (art. 129 LH), Y 
cuya adecuación a las exigencias constitucionales ha sido objeto de pronuncia-
miento en algunas sentencias del TC. 
STC (Sala La) 21/1995, de 24 de enero: «2. En efecto, este Tribunal ha tenido ya ocasión de 
recordar que el procedimiento hipotecario del artículo 131 LH presenta especificidades derivadas 
"[de] la extraordinaria fuerza ejecutiva del título y la paralela disminución de las posibilidades de 
oponerse a la ejecución solicitada mediante la formulación de excepciones", de ahí "la estricta li-
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mitación de los llamados III procedimiento como partes leg~'~ (SSTC ()/1992, ~to 
jurídico 3; 41/1981; 64/1985; 8/1991, entre otras). EstaS peculiaridades, y la limitaciónde.1as par-
tes potenciales en el procedimiento no son, en sí mismas, contrarias al artículo 24 GE, desde el jno-
mento en que no impiden a los titulares de derechos e intereses legítimos, que puedan verse afec-
tados por el procedimiento y que no puedan defenderlos adecuadamente en él, hacerlos valer en el 
proceso declarativo correspondiente, que es desde luego una vía apta para alcanzar esta finalidad 
(STC 217/1993, por todas).» 
STC (Sala La) 69/1995, de 9 de mayo: «2. El llamado "procedimiento judicial sumario" drl 
artículo 131 LH es un proceso especial de ejecución dirigido a la realización del valor de la finca 
hipotecada, que carece de una fase de cognición, y que se caracteriza por la extraordinaria fuerza 
ejecutiva del título y la paralela disminución de las posibilidades de defensa; se trata de un proce-
dimiento que excluye la controversia entre las partes y reduce al máximo la intervención del deu-
dor y de los demás interesados, al objeto de impedir la suspensión del procedimiento fuera de los 
cuatro supuestos taxativamente señalados en el artículo 132 LH, remitiendo todas las demás re-
clamaciones que puedan formular así el deudor como los terceros poseedores y los demás intere-
sados al correspondiente juicio declarativo. Es, precisamente, esta posibilidad que queda abierta a 
todos los interesados de acudir a la vía del juicio declarativo para la defensa de sus derechos la que 
ha llevado a este Tribunal a declarar que la regulación legal de los artículos 131 y 132 L.H. no vul-
nera el derecho a la defensa reconocido en el artículo 24.1 CE (STC 41/1981, luego reiterada, en-
tre otras, en las SSTC 64/1985,8/1991,6/1992,217/1993,21/1995).» 
Podría plantear alguna confusión las expresiones de la LEC y de la LH a este 
respecto, puesto que la primera se refiere a «la acción para exigir el pago de deu-
das garantizadas por prenda o hipoteca» (art. 681.1), 10 que parece dar idea de 
una acción personal, aunque se ejercite contra los bienes pignorados o hipote-
cados; y por su parte la LH se refiere al ejercicio de la acción hipotecaria contra 
los bienes hipotecados (art. 129), o alude al «procedimiento de ejecución direc-
ta contra los bienes hipotecados» (art. 130). 
Dada la naturaleza de este procedimiento no es posible la acumulación de sus 
autos a otro proceso de ejecución, salvo que se haga a un proceso que se siga para 
hacer efectiva otras garantías hipotecarias sobre los mismos bienes (art. 555.4 
LEC), ni tampoco se puede acumular a procesos concursales o sucesorios (art. 
98.1 LEC). Por otra parte, no se permiten en él suspensiones, salvo por prejudi-
cialidad penal, cuando se acredite la existencia de causa criminal sobre cualquier 
hecho de apariencia delictiva que determine la falsedad del título, la invalidez o 
ilicitud del despacho de la ejecución (art. 697 LEC). Tampoco caben en el desa-
rrollo de este procedimiento reclamaciones del deudor, tercer poseedor o intere-
sados, incluso las que se refieran a la nulidad del título o de las actuaciones prac-
ticadas, o sobre vencimiento, certeza, extinción o cuantía de la deuda, que se 
habrían de ventilar en el juic~o declarativo que corresponda, sin suspender ni en-
torpecer el procedimiento de ejecución hipotecaria (art. 698.1 LEC), de modo 
que fuera de estos casos habrá que acudir al juicio declarativo ordinario. 
AAP de Huesca de 18 de febrero de 1995 (AC 370): «1. El artículo 132 de la Ley Hipoteca-
ria dispone que el procedimiento sumario no se suspenderá salvo en los concretos casos que el pro-
pio precepto establece, señalado que "todas las demás reclamaciones que puedan formular, así el 
deudor como los terceros poseedores y los demás interesados, incluso las que versen sobre nuli-
dad del título o de las actuaciones ... , se ventilarán en el juicio declarativo que corresponda~ sin pro-
ducir nunca el efecto de suspender ni entorpecer el procedimiento que establece la presente Ley". 
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CU8lldo se efectúe la reclamación en el juicio ordinario, podrá solicitarse en 
él que se asegure la efectividad de la sentencia que se dicte, con retención de la 
totalidad o una parte de la cantidad que deba entregarse al actor; dicha retención 
se decretará a la vista de los documentos aportados y las alegaciones del solici-
tante. Si éste no tuviera solvencia notoria y suficiente, se le exigirá previa y bas-
tante garantía para responder de los intereses de demora y cualesquiera otros da-
ños o petjuicios que puedan irrogarse al acreedor. La retención se alzará cuando 
el acreedor afiance a satisfacción del juez la cantidad que se hubiere retenido a 
resultas del juicio ordinario (art. 698.2 Y 3 LEC). 
Como antes se dijo, el título de ejecución es la escritura pública de hipoteca, 
naturalmente inscrita en el Registro de la Propiedad (arts. 1.875.1 CC y 145 LH), 
en la que se ha de determinar el precio de tasación de la finca para que sirva de 
tipo en la subasta, y fijar el deudor en dicha escritura un domicilio para la prác-
tica de los requerimientos y notificaciones; estas dos circunstancias se harán 
constar en la inscripción de la hipoteca (art. 682.2 LEC). 
Para el cambio de domicilio del deudor o del tercer poseedor fuera del tér-
mino municipal donde radiquen las fincas, será precisa la conformidad del 
acreedor, que se hará constar en acta notarial y por nota marginal en el Regis-
tro (arts. 683.1. La y 683.2 LEC Y 226. La RH). 
B) COMPETENCIA 
Será juez competente para conocer de este procedimiento, cualquiera que sea 
la cuantía de la obligación, el Juez de Primera Instancia del partido en que radi-
que la finca y si ésta radicare en más de uno, 10 mismo que si fueren varias y ra-
dicaren en diferentes partidos, el Juez de Primera Instancia de cualquiera de 
ellos, a elección del demandante, debiendo apreciar su propia competencia te-
rritorial, sin que resulten aplicables las normas generales sobre sumisión expre-
sa o tácita de la de la LEC (art. 684.1.1.° LEC). 
Por consiguiente, el tribunal ha de examinar de oficio su propia competencia 
territorial (art. 684.2), pero el ejecutado podrá también impugnar la competen-
cia proponiendo declinatoria dentro de los cinco días siguientes a aquel en que 
reciba la primera notificación del proceso de ejecución, sustanciándose esta cues-
tión conforme a lo previsto en el artículo 65 LEC (art. 547 LEC). 
C) DEMANDA EJECUTIVA Y DOCUMENTOS QUE HAN DE ACOMPAÑARSE 
a) Este procedimiento de ejecución se inicia mediante una demanda ejecu-
tiva, que precisa la firma de abogado y ha de ser presentada por procurador (art. 
539.1), donde se ha de expresar el título en que se funde el ejecutante; que se 
ejercita la acción hipotecaria, precisando la cantidad exacta que por todos los 
conceptos se reclame (art. 549.1), y dirigiendo la demanda frente al deudor y, en 
su caso, frente al hipotecante no deudor o frente al tercer poseedor de los bie-
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nes hipotecados, siempre que este último hubiese acreditado altacreedor la ad-
quisición de dichos bienes (art. 6.685.1). 
'b) Con la demanda han de acompañarse los documentos siguientes: 1', 
- Los que acrediten la legitimación y el poder del procurador (art. 550.1.2.° 
LEC). 
- El título ejecutivo (art. 550.1.1.°); a estos efectos, primera copia,de escI'i-
tura pública (o, si es segunda, que se haya expedido en virtud de mandamiento 
judicial y con citación de la parte a quien deba perjudicar, de acuerdo con el arto 
517.2Ao LEC). Caso de no poderse presentar el título inscrito que cumpla los re· 
quisitos mencionados, se ha de acompañar con el que se presente una certifica.-
ción registral que acredite la inscripción y subsistencia de la hipoteca (art. 6852.U). 
Cabría plantear si realmente se ejecuta la escritura pública, o realmente el de-
recho de hipoteca, que precisa de la inscripción en el Registro, con efectos cons-
titutivos, de modo que la base no estanaexactamente en,la escritura sino en la 
certificación registraL , 
Basta esta certificación del Registro de la Propiedad que acredite la inscrip-
ción y subsistencia de la hipoteca, completada con cualquier copia autorizada 
de la escritura de hipoteca (que podrá ser parcial, comprendiendo tan sólo la fin-
ca o fincas objeto de la ejecución) cuando se trate de hipotecas constituidas a 
favor de una Entidad de las que legalmente pueden llegar a emitir cédulas hipo-
tecarias o que, al iniciarse el procedimiento, garanticen créditos o préstamos 
afectos a una emisión de bonos hipotecarios (art. 685.4 LEC). 
- Cuando la- hipoteca -garantice un crédito o préstamo con interés variable 
y el tipo de los reclamados no viniese determinado en la certificación registraI 
o en la copia autorizada de la hipoteca, será preciso acompañar el documento o 
documentos en que-se exprese el saldo resultante de la liquidación efectuada por 
el acreedor, así como el extracto de las partidas de cargo y abono y las corres-
pondientes a la aplicación de intereses que determinan el saldo concreto por el 
que se pide el despacho de la ejecución, así como el documento fehaciente que 
acredite haberse practicado la liquidación en la forma pactada por las partes en 
el título ejecutivo y el documento que acredite haberse notificado al deudor y al 
fiador, si lo hubiere, la cantidad exigible (art. 573.1). Asimismo, el ejecutante 
ha de expresar en la demanda ejecutiva las operaciones de cálculo que arrojan 
como saldo la cantidad determinada por la que pide el despacho de la ejecución 
cuando la cantidad que reclama provenga de un préstamo o crédito en el que se 
hubiera pactado un interés variable, y cuando la cantidad reclamada provenga 
de un préstamo o crédito en el que sea preciso ajustar las paridades de distintas 
monedas y sus respectivos tipos de interés (art. 574.1). 
- Acta notarial del requerimiento de pago al deudor, al hipotecante no deu-
dor y al tercer poseedor (cuando éste hubiese acreditado la adquisición de la fin-
ca al acreedor), con diez días de antelación por lo menos, en el domicilio que fi-
gure en el Registro, si se hubiera realizado extrajudicialmente de acuerdo con la 
LEC (arts. 686.2, en relación con el 581). ' 
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, ' Cuandó el requerimiento no se hubiera efectuado o no se justificara, el juez 
debe ordenar que se practique en el domicilio que resulte vigente en el Registro 
(art. 686.1); aunque si no existe el domicilio pactado -la calle y número que 
constaban en la escritura-, es correcto practicar por edictos el requerimiento 
judicial de pago (STS de 29 de junio de 1992, RJA 5455. FD 3). 
El requerimiento de pago reviste una particular importancia, habiéndose sus-
citado multitud de cuestiones al respecto, ya que de su falta puede derivarse una 
situación de indefensión para el ejecutado. Tal indefensión no se produce cuan-
do es consecuencia de la conducta procesal de quien la alega (STS de 19 de ju-
lio de 1994, RJA 7800, FD 2), o cuando el ejecutado conocía el requerimiento 
de pago por haberse efectuado en el domicilio designado al efecto en la escri-
tura de hipoteca (AAP Girona de 3 de julio de 1995, AC 1772, FD único); sin 
embargo, cuando la diligencia se practica en la persona del cónyuge del deudor 
en la finca hipotecada y no en el domicilio pactado que resulta vigente en el Re-
gistro, se produce un vicio esencial del procedimiento (STS de 8 de junio de 
1994, RJA 4898, FD 2). Ha de tenerse en cuenta, asimismo, que las meras irre-
gularidades formales detectadas en el requerimiento no bastan para provocar su 
nulidad si cumple su objetivo esencial debiéndose la indefensión a la falta de di-
ligencia del deudor. 
e) Cuando se reclame la totalidad de lo adeudado, si se hubiese convenido 
el vencimiento total en caso de impago de alguno de los plazos,constando el 
convenio en el Registro, el acreedor podrá solicitar que, sin perjuicio de que la 
ejecución se despache por la totalidad de la deuda, se comunique al deudor que, 
hasta el día señalado para la celebración de la subasta, podrá liberar el bien me-
diante la consignación de la cantidad exacta que por principal e intereses estu-
viere vencida en la fecha de presentación de la demanda, incrementada, en su 
caso, con los vencimientos del préstamo y los intereses de demora que se vayan 
produciendo a lo largo del procedimiento y resulten impagados en todo o en par-
te (art. 693.3). 
D) DESPACHO DE LA EJECUCIÓN. DILIGENCIAS ANTERIORES A LA SUBASTA 
" 
a) El juez habrá de examinar el escrito y los documentos presentados, des-
pachando la ejecución si se considera competente y se hubieran cumplido los 
requisitos exigidos para el escrito y se acompañaran los documentos preveni-
dos, o denegándola, en otro caso, por medio deáútó. 
Antes de proceder a la celebración de ~a subasta, y practicados judicialmen-
te los requerimientos de pago si no los hubiese hecho el ejecutante, tienen lugar 
una serie de diligencias de diverso significado, encaminadas, por una parte, a la 
constancia en autos de la situación registral de la finca en ese momento; por otra 
parte, a la comunicación del procedimiento a posibles interesados en él, para que 
puedan intervenir, y finalmente, a la entrega de la finca al acreedor en adminis-
tración o posesión interina, eventualmente. 
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b) A instancia del actor, el juez reclamará del Registrador de la Propiedad 
que expida certificación donde conste la titularidad del dominio y demás dere,. 
chos reales del bien o derecho gravado, así como los derechos de cualquier na-
turaleza que existan sobre el bien, y en la que se exprese, asimismo, que la hi,. 
poteca a favor del ejecutante se halla subsistente y sin cancelar o, en su caso, la 
cancelación o modificaciones que aparezcan en el Registro (art. 688,1 LEC). 
Es importante señalar que en la certificación no se exige la inserción literal de 
la inscripción de hipoteca, habida cuenta de que este procedimiento persigue la 
realzación del derecho real inscrito, sobre los extremos contenidos en el Registro 
(arts. 130 LH Y 693 LEC), de donde podría seguirse ejecución por extremos no 
inscritos, sin preverse esta circunstancia como un motivo de oposición. 
El haberse expedido esta certificación se hace público en el Registro por nota 
marginal, de duración indefinida, expresando su fecha y la existencia del proce-
dimiento a que se refiere, teniendo en cuenta que, en tanto no se cancele por man-
damiento judicial dicha nota marginal, el Registrador no podrá cancelar la hipo-
teca por causas distintas de la propia ejecución. (art. 688.2 LEC); es decir, como 
expresa mejor el artículo 131 LH, no se podrá inscribir la escritura de carta de pago 
de la hipoteca mientras no se haya cancelado previamente la nota marginal, me-
diante mandamiento judicial. 
Claro es que si de la certificación resulta que la hipoteca del ejecutante no exis-
te o ha sido cancelada, el tribunal dictará auto poniendo fin a la ejecución, que 
será recurrible en apelación (art. 688.3). 
c) Cuando de la certificación del Registro apareciese que el último titular 
(por haber acreditado su adquisición al acreedor y haya inscrito o no su derecho 
-STS de 18 de mayo de 1993, RJA 3563)-- no fue requerido de pago, ni no-
tarial ni judicialmente, se le notificará la existencia del procedimiento para que 
pueda, si le conviene, intervenir en la subasta o satisfacer antes del remate el im-
porte del principal, intereses y costas en la parte en que lo asegure la hipoteca 
de su finca (art. 689.1 LEC). 
Esta notificación habrá de hacerse en el domicilio que conste en el Registro de 
la Propiedad (art. 689.1), pero cuando se desconozca el domicilio la notificación 
se hará por edictos, sin que ello suponga vulneración del derecho a la tutela judi-
cial efectiva. 
STC (Sala l.a) 108/1995, de 4 de julio: «2. [ ... ] la utilización de los edictos, al constituir un 
remedio último para los actos de comunicación procesal, de carácter supletorio y excepcional, re-
quiere el agotamiento previo de los medios de comunicación ordinarios, que ofrecen mayores garan-
tías y seguridad de recepción para el destinatario, y la convicción del órgano judicial de que al ser 
desconocido el domicilio o ignorado el paradero del interesado, resultan inviables o inútiles los 
otros medios de comunicación procesal (SSTC 156/1985,36/1987, 157/1987, 171/1987, 141/1989, 
242/1991,312/1993 y 108/1994).» 
Si en la certificación registral aparecen cargas o derechos reales posteriores 
a la inscripción de la hipoteca del actor, se les comunicará la existencia de la eje-
cución cuando su domicilio aparezca en el Registro, pero a los titulares de de-
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rechos insmtos con posterioridad a la certificación no se les hará comunicación 
alguna, aunque si:acreditan su inscripción se les dará intervención en el avalúo 
yen las demás actuaciones que les afecten (art. 659.2). Estos titulares, si satis-
facen el importe del crédito, intereses y costas, quedan subrogados en los dere-
chos del actor, haciéndose constar el pago y la subrogación al margen de la ins-
cripción de la hipoteca en que se subroguen y en la de sus créditos o derechos 
respectivos (art. 659.3). 
d) Transcurrido el término de diez días desde el requerimiento de pago o, 
cuando éste se hubiera efectuado extrajudicialmente, desde el despacho de la 
ejecución, el acreedor podrá pedir que se le confiera la administración o pose-
sión interina de la finca o bien hipotecado, en cuyo caso percibirá las rentas ven-
cidas y no satisfechas, si así se hubiese pactado, y los frutos, rentas y productos 
posteriores, cubriendo con ello los gastos de conservación y explotación de los 
bienes, y después su propio crédito. Dicha administración interina se notificará 
al ocupante del inmueble, con la indicación de que queda obligado a efectuar al 
administrador los pagos que debiera hacer al propietario (art. 690.1). 
Si los acreedores fuesen varios, la administración corresponderá al acreedor preferente. Cuan-
do sean de la misma prelación puede pedirla cualquiera de ellos en beneficio común (si lo solici-
taren varios, decidirá el juez a su prudente arbitrio), distribuyéndose el excedente a prorrata entre 
los créditos de todos ellos (art. 690.2 LEC). 
Esta administración y posesión interina no excederá, como norma general, de 
dos años, rindiendo cuentas de su gestión el acreedor al final de ella, que habrá 
de aprobar el juez si procediese, requisito sin el cual no podrá proseguirse la ej e-
cución (art. 690.3). 
E) OPOSICIÓN A LA EJECUCIÓN. SUSPENSIÓN DEL PROCEDIMIENTO 
La LEC ha sido' enormemente restrictiva en habilitar causas de oposición del 
ejecutado en los procesos de ejecución hipotecaria, limitando al máximo las po-
sibilidades de impedir la realización del bien para que el ejecutante pueda ha-
cerse pago de su crédito; además'la LEC ordena en su adecuado concepto -cau-
sas de oposición- 10 que antes venía concebido en la LH a partir de los efectos 
procesales que producían -causas de suspensión del procedimiento--. Tam-
bién se admite la oposición de terceros que aduzcan ser titulares dominicales del 
bien, que producirá la suspensión del procedimiento, efecto que se logra ade-
más en los supuestos de prejudicialidad penal. 
a) El ejecutado en este procedimiento judicial de ejecución de hipoteca in-
mobiliaria encuentra solamente tres específicos motivos de oposición, además 
de haber planteado la existencia de hechos determinantes de la falsedad del tí-
tulo o de la invalidez o ilicitud del despacho de ejecución, que hubieran dado lugar 
a la apertura de un proceso penal. 
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- En primer lugar, puede el ejecutado oponer la extinciónde:lagarantí4, do 
la hipoteca, que se habría de acreditar mediante certificación del RegistIo e)(-
presiva de su cancelación, o por escritura pública de cancelación (art. 695.1.1l}, 
Es decir, que el derecho real de garantía, que ha' dado paso al ejercicio de la ac" 
ción real hipotecaria, no .existe en la actualidad (no exactamente que nunca hu-
biera existido, porque entonces estaríamos ante el problema de la falsedad, que 
no puede resolverse por esta vía); y esa extinción sólo se puede acreditar con la 
certificación registral o con la escirtura pública otorgada por el acreedor -y de 
ninguna otra manera-o 
Han desaparecido de la LEC dos anteriores exigencias en relación con este motivo de oposi-
ción: por un lado, que la copia de la escritura pública de cancelación se acompañara con nota de 
presentación en alguno de los Registros donde se debiera tomar razón de ella; por otro lado, que 
la escritura fuera otorgada precisamente por el actor o por sus causantes o causahabientes, acredi-
tándose también documentalmente el título de transmisión, en su caso. 
- En segundo lugar, la extinción de la obligación garantizada; es decir, si la 
obligación cuyo cumplimiento se garantizó con la hipoteca se hubiera efectiva-
mente cumplido, o se hubiera extinguido de otro modo, el procedimiento de eje-
cución hipotecaria habría perdido su base. Sin embargo, la LEC no permite opo-
ner cualquier causa de extinción de la obligación, sino precisamente el pago, que 
habrá de acreditarse mediante escritura pública de carta de pago (art. 695.1.1.a). 
- En tercer lugar, el error en la determinación de la cantidad exigible, cuan-
do la deuda garantizada sea el saldo que arroje el cierre de una cuenta entre eje-
cutante y ejecutado. En este caso, el ejecutado deberá acompañar su ejemplar 
de la libreta en la que consten los asientos de la cuenta y sólo se admitirá la opo-
sición cuando el saldo que arroje dicha libreta sea distinto del que resulte de la 
presentada por el ejec)ltante (art. 695.1.2. al) .. Sin embargo, en las hipotecas más 
frecuentes, que garantizan el saldo resultante del cierre de cuentas corrientes u 
operaciones similares dt;pvadas de con~atos mercantiles otorgados por entida-
des de crédito, ahorro o fin~ciacion en los que se hubiere convenido que la can-
tidad,exigible en caso de ejecución se~ála especificada en certificación expedi-
da por la entidad acreedora, y se pretendiera oponer el error en la cantidad exigible 
no será necesario acompañar libreta, pero el ejecutado deberá expresar con la 
debida precisión los puntos en que discrepe de la liquidación efectuada por la 
entidad (art. 695.1.2."II). 
Formulada la oposición por alguna de estas causas, se suspenderá la ejecu-
ción y el tribunal convocará a las partes a una comparecencia, en la que oirá a 
las partes, admitirá los documentos que se presenten, y acordará en forma de 
auto lo que estime procedente (art. 695.2). 
Si se estima la oposición por extinción de la hipoteca o de la obligación el tri-
bunal mandará sobreseer la ejecución por medio de auto, recurrible en apela-
ción (art. 695.3 y 4). ' 
!! ,,'. i lLA 'ElEaUCIÓN HIPOTECARIA eOMÚN ' 263 
.; -Sin embargo, de estimarse la oposición por error en la determinación de la 
cantidad, el tribunal fijará la cantidad por la que haya de seguirse la ejecución, 
pero este auto no es susceptible de recurso alguno (art. 6953 y 4). 
b) Aunque no tienen la precisa consideración de causas de oposición en el 
procedimiento de ejecución hipotecaria, es obvio que los supuestos de prejudi-
cialidad penal, por hechos que determinen la falsedad del título (no basta con la 
nulidad del contrato garantizado con hipoteca), o la invalidez o ilicitud del des-
pa~ho de la ejecución, encierran unas propias causas de oposición del ejecuta-
do, que trasladan a la sede del proceso penal la depuración de hechos que inci-
den decisivamente en el proceso civil, al punto que el legislador les confiere la 
virtualidad de suspender su curso (art. 697). 
Para que operen estas causas de oposición es necesario que se encuentre pen-
diente un proceso penal por los referidos hechos, lo que exige la apertura al me-
nos de diligencias previas, cuya incidencia en la ejecución hipotecaria ha de adu-
cir el ejecutado; sobre ello y sobre la suspensión se habrá de pronunciar el tribunal 
civil, oídas las partes y el Ministerio Fiscal (art. 569). En estos casos, acordada 
la suspensión, ésta se mantendrá hasta que finalice el proceso penal, pudiéndose 
entonces reanudar el procedimiento si no lo impide la sentencia que hubiera 
recaído en el proceso penal. 
Parece claro que, en aplicación del artículo 569, la ejecución podrá seguir ade-
lante si el ejecutante presta caución suficiente para responder de lo que perciba 
y de los daños y perjuicios que la ejecución produzca al ejecutado. 
c) Cabe también que un tercero se oponga a la ejecución hipotecaria, plan-
teando tercería de dominio, en cuyo caso ha de acompañarse inexcusablemente 
con la demanda el título de propiedad de la finca de fecha fehaciente anterior a 
la de constitución de la garantía, inscrito a favor del tercerista o de su causante 
con fecha también anterior a la de inscripción de la garantía, lo que se acreditará 
mediante certificación registral expresiva de la inscripción del título y de no apa-
recer extinguido ni cancelado en el Registro el asiento de dominio correspon-
diente, en favor del tercerista o su causante (STS de 26 de septiembre de 1991, 
RJA 6069, FD 4). La admisión de la demanda de tercería suspenderá la ejecu-
ción respecto de los bienes a los que se refiera y, si éstos fueren sólo parte de 
los comprendidos en la garantía, podrá seguir el procedimiento respecto de los 
demás, si así lo solicitare el acreedor (art. 696). 
F) REALIZACIÓN. SUBASTA 
Transcurridos treinta días desde las diligencias del requerimiento de pago y 
las notificaciones, pueden instar la subasta de la finca el actor, el deudor o el 
tercer poseedor (art. 691.1), anunciándose su celebración con veinte días de an-
telación por lo menos (art. 691.2), sin necesidad de previo avalúo, por cuanto 
en la escritura de constitución de la hipoteca debió fijarse el precio de tasación 
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que se hubiera dado a la finca, como presupuesto para entrar en este, procedi-
miento. 
El señalamiento del lugar, día y hora de la subasta habrá de notificarse al deu-
dor, siendo esta una formalidad sustancial, de la que el juez no está autorizado 
a prescindir (STS de 1 de junio de 1995, RJA 4589, FD 5) en el domicilio que 
conste en el Registro (art. 691.2), aunque la STS 765/1999, de 24 de septiem-
bre (RJA 7233), no estimó el recurso de casación cuando la notificación de la 
subasta no se hizo en la finca sino al procurador personado en autos. 
Sin embargo, cuando la notificación es defectuosa pero el deudor compare .. 
ce en las actuaciones se subsana el defecto y desaparece la indefensión. 
STS 344/1995, de 7 de abril (RJA 2987): «3. Dejando a un lado el particular a que se acaba 
de hacer referencia, es lo cierto que a tenor del propio texto de la mencionada regla 7.', en su inci-
so final, la persona que tenía que ser receptora de la notificación era el deudor, y dado que el mis-
mo compareció en las actuaciones para solicitar la entrega del resto del precio rematado, presu-
puesto este fáctico que aparece recogido en la sentencia recurrida y que ha quedado incólume, 
resulta no menos cierto que tal comparecencia produjo la subsanación de la inicial notificación de-
fectuosa (omisión del Secretario de dar fe del contenido del.sobre remitido), toda vez que el pá-
rrafo segundo del rituarlo artículo 279 establece que «cuando la persona notificada, citada o em-
plazada se hubiere dado por entérada en el juicio, surtirá desde entonces la diligencia todos sus 
efectos, como si se hubiese hecho con arreglo a las disposiciones de la Ley.» 
En lo demás la subasta se realizará con arreglo a lo dispuesto para la de los 
bienes inmuebles (art. 691.4), por lo cual debe hacerse remisión a lo expuesto 
sobre este tema en el Capítulo XXVI, supra. 
Además de la subasta, en los procesos de ejecución hipotecaria podrán utili-
zarse también la realización mediante convenio y la realización por medio de 
persona o entidad especializada, para cuyo estudio remitimos a los Capítulos 
XXIV Y xxv. 
G) REMATE O ADJUDICACIÓN DE LAS FINCAS 
Y CANCELACIÓN DE ASIENTOS 
El precio del remate se destinará, sin dilación, al pago del crédito hipotecario 
del actor, los intereses y las costas, sin que lo entregado al acreedor por cada uno 
de estos conceptos exceda del límite de la respectiva cobertura hipotecaria; el 
sobrante, si lo hubiere, se depositará a disposición de los titulares de derechos 
posteriores inscritos o anotados sobre el bien hipotecado (art. 692.1.1). 
No obstante, cuando el propietario del bien hipotecado fuera el propio deudor, 
el precio del remate, en la cuantía que exceda del límite de la cobertura hipote-
caria, se destinará al pago de la totalidad de lo que se deba al ejecutante por el 
crédito que sea objeto de la ejecución, una vez satisfechos, en su caso, los crédi-
tos inscritos o anotados posteriores a la hipoteca y siempre que el deudor no se 
encuentre en situación de suspensión de pagos, concurso o quiebra (art. 692.1.I1). 
Quien se considere con derecho al remanente que pudiera quedar tras el pago 
a los acreedores posteriores, podrá solicitar al tribunal que se requiera a los ti-
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tulares de créditos posteriores para que, en el plazo de treinta días, acrediten la 
subsistencia y exigibilidad de sus créditos y presenten liquidación de los mis-
mos. De estas liquidaciones se dará traslado a quien haya promovido el inci-
dente, para que alegue lo que a su derecho convenga y aporte la prueba docu-
mental de que disponga en el plazo de diez días, resolviendo el tribunal a 
continuación lo que proceda, por medio de auto no recurrible, a los solos efec-
tos de la distribución de las sumas recaudadas en la ejecución y dejando a sal-
vo las acciones que pudieran corresponder a los acreedores posteriores para ha-
cer valer sus derechos como y contra quien corresponda; pero si ningún acreedor 
presenta la liquidación de su crédito el remanente, si lo hubiere, se retendrá para 
el pago de quienes tengan su derecho inscrito o anotado con posterioridad al del 
ejecutante (art. 672). 
Satisfechos, en su caso, los acreedores posteriores, se entregará el remanen-
te al propietario del bien hipotecado (art. 692.1). 
. Por lo demás, se siguen en todo las normas de la subasta de inmuebles, pero 
en el mandamiento que se expida para la cancelación de la hipoteca que ga-
rantizaba el crédito del ejecutante y, en su caso, de las inscripciones y anota-
ciones posteriores, se expresará, además de lo dispuesto en el artículo 674, que 
se hicieron las notificaciones al titular inscrito y a los acreedores posteriores 
(art. 692.3). 
CAPÍTULO XXXII 
LA EJECUCIÓN DE LA HIPOTECA NAVAL 
CAUSAS, TÍTULOS Y PROCEDIMIENTO 
La Ley de Hipoteca N aval, de 21 de agosto de 1983 (art. 1), acude a la ficción 
de considerar a los buques mercantes como bienes inmuebles a los solos efectos 
de constituir hipoteca sobre ellos, a pesar de que según el Código de Comercio 
tienen la consideración de muebles (arts. 580 y 585). 
S;¡'S de 12 de julio de 1983 (RJA 4217): «2. Que el motivo inicial del recurso ha de perecer, 
en atención a que, en él, se parte de la consideración del buque, como cosa inmueble en contra de 
la norma del artículo 585 del C. Com., oportunamente citado por las sentencias de instancia, cla-
ramente expresiva de que "para todos los efectos del derecho, sobre los que no se hiciere modifi-
cación o restricción por los preceptos de este Código, seguirán los buques su condición de bienes 
muebles", texto inequívoco que atribuye naturaleza mobiliaria, en general, al buque aunque, doc-
trinalmente haya que reconocer el carácter sui generis de tal consideración, sólo alterada, en nues-
tro Derecho, en cuanto se establecen determinadas modificaciones y restricciones al régimen ordi-
nario que rige para los demás muebles, en punto a la exigencia de forma escrita, a la inscripción en 
el Registro correspondiente y a la usucapión, así como en lo relativo a créditos privilegiados y, muy 
singularmente, en la particular que hace a la Hipoteca naval, cuya Ley reputa inmuebles los buques, 
modificando, en este sentido, radicalmente el citado artículo 585 del C. Com., si bien que a los so-
los efectos de la hipoteca.» 
a) Puede entrarse en el procedimiento de ejecución contra la nave o naves 
hipotecadas por el vencimiento del plazo estipulado para la devolución del ca-
pital, y por el vencimiento del plazo fijado para el pago de intereses (art. 39.1.° 
y 2.° LHN, de acuerdo con lo dispuesto en el arto 681.2 LEC). 
b) La competencia para conocer de los procesos de ejecución de la hipote-
ca naval se atribuye al Juzgado de Primera Instancia al que se hubieran someti-
do las partes en el título constitutivo de la hipoteca y, en su defecto, al Juzgado 
del lugar en que se hubiere constituido la hipoteca, el del puerto en que se en-
cuentre el buque hipotecado, el del domicilio del demandado o el del lugar en 
que radique el Registro en que fue inscrita la hipoteca, a elección del ejecutante 
(art. 684.1.2.° LEC). 
e) Para instar y despachar la ejecución es título suficiente el documento pri-
vado de constitución de la hipoteca naval inscrito en el Registro conforme a lo 
dispuesto en el artículo 3 de la Ley de Hipoteca Naval (art. 685.3 LEC), y el acta 
de requerimiento de pago, si es que se ha realizado con anterioridad, en el do-
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micilio señalado en la escritura de préstamo o en el documento privado, o bien 
en el domicilio que decida el deudor, bastando con ponerlo en conocimiento del 
acreedor (art. 683.1.3.°). 
d) Despachada la ejecución se procederá a la realización del buque hipote-
cado, siguiéndose el procedimiento referido para los inmuebles, aunque la ad-
ministración y posesión interina que se puede conceder al acreedor no excede-
rá, como norma general, de un año, a cuyo término el acreedor rendirá cuentas 
de su gestión, que habrá de aprobar eljuez si procediese, requisito sin el cual no 
podrá proseguirse la ejecución (art. 690.3). 
CAPÍTULO XXXIII 
LA EJECUCIÓN DE LA HIPOTECA MOBILIARIA 
Y DE LA PRENDA SIN DESPLAZAMIENTO 
DE LA POSESIÓN 
1. PROCEDIMIENTOS PARA LA EFECTIVIDAD DE CRÉDITOS 
GARANTIZADOS POR ESTOS MEDIOS 
En la Ley de Hipoteca mobiliaria y prenda sin desplazamiento de la posesión, 
de 16 de diciembre de 1954 (Reglamento de 17 de junio de 1955), además de re-
guIarse estos derechos reales, partiendo de la prohibición de constituir varias hi-
potecas o prendas sobre los mismos bienes (art. 2), se establecen diversos pro-
cedimientos para hacer efectivos los créditos asegurados con tales garantías, que 
suponen casi una reiteración (particularmente por lo que hace a la hipoteca mo-
biliaria) de las normas correspondientes de la Ley Hipotecaria y de la LEC. 
El acreedor puede, pues, ejercitar la acción personal derivada del crédito ga-
rantizado; o bien la derivada de la hipoteca o prenda constituida, y ésta, a su vez, 
a través de un procedimiento extrajudicial ante notario (igual al de la LH), por 
los trámites del «nuevo juicio ejecutivo», o a través del procedimiento de ejecu-
ción hipotecaria regulado en la LEC. 
A) EL PROCEDIMIENTO JUDICIAL DE LA HIPOTECA MOBILIARIA 
Los bienes sobre los que se puede constituir hipoteca mobiliaria son: estable-
cimientos mercantiles; automóviles y vehículos de motor; tranvías y vagones de 
ferrocarril particulares; aeronaves; maquinaria industrial; propiedad intelectual, 
y propiedad industrial (art. 12 LHMyPSD). 
El título que permite el acceso a este procedimiento es la escritura pública de 
constitución de la hipoteca, inscrita en el Registro especial que esta ley crea que 
ha quedado atribuido al Registro de Bienes Muebles (Disp. Trans. única del Real 
Decreto 1.828/1999, por el que se aprueba el Reglamento de condiciones gene-
rales de la contratación). En la escritura debe constar el precio de tasación para 
la subasta y el domicilio del deudor para notificaciones, que no podrá alterarse 
sin consentimiento del acreedor; y si se tratara de hipoteca sobre establecimien-
tos mercantiles se tendrá necesariamente por domicilio el local donde se en-
cuentre instalado el establecimiento que se hipoteca (arts. 682.2 y 683.1.2." LEC). 
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EI,procedimiento presenta sólo algunas pequeñas diferencias respecto de la 
ejecución de hipoteca inmobiliaria, derivadas de la naturaleza de los bienes que 
garantizan el crédito, entre las que pueden citarse: 
- La competencia territorial, de no existir sumisión expresa, se atribuye al 
Juzgado de Primera Instancia del partido judicial donde esté inscrita la hipote-
ca de esta clase; si fueren varios los bienes y estuviesen inscritos en varios Re-
gistros, será competente el Juzgado de cualquiera de los partidos, a elección del 
ejecutante (art. 684.1.3.° LEC). 
- Despachada la ejecución de hipoteca de vehículos de motor,pe mandará 
que se depositen en poder del acreedor o de la persona que éste designe, proce-
diendo a precintados sin que puedan ser utilizados, salvo que ello no fuere po-
sible por disposiciones especiales, en cuyo caso se nombrará un interventor. Este 
depósito se acordará en el mismo auto que despache la ejecución, si se hubiere 
requerido extrajudicialmente de pago al deudor; en otro caso, se ordenará re-
querir de pago, y si el deudor no atendiera el requerimiento, se mandará consti-
tuir el depósito. Sin embargo, cuando no pudiera constituirse el depósito no se 
seguirá adelante el procedimiento (art. 687 LEC). 
- El acreedor puede pedir la posesión interina o administración de los bie-
nes embargados, que no podrá exceder, como norma general, más de un año, 
a cuyo término el acreedor rendirá cuentas de su gestión, que habrá de apro-
bar el juez si procediese, requisito sin el cual no podrá proseguirse la ejecu-
ción (art. 690.3). 
- Se establece una causa específica de oposición del ejecutado a estas eje-
cuciones hipotecarias, consistente en la sujeción de los bienes hipotecados a otra 
prenda, hipoteca mobiliaria o embargo inscritos con anterioridad al gravamen 
que motive el procedimiento, acreditado mediante la correspondiente certifica-
ción registral (art. 695.1.3." LEC). 
B) EL PROCEDIMIENTO JUDICIAL EN LA PRENDA 
SIN DESPLAZAMIENTO DE LA POSESIÓN 
Los bienes sobre los que se puede constituir una prenda sin desplazamiento 
de la posesión son: los frutos pendientes y cosechas esperadas dentro del año 
agrícola; los frutos separados o productos de explotaciones agrícolas, forestales 
o pecuarias; las máquinas y aperos de estas explotaciones; los animales, sus crías 
y productos; las máquinas y demás muebles identificables por características 
propias, como número de fabricación, modelo u otras, siempre que no se trate 
de maquinaria industrial; las mercaderías y materias primas almacenadas; los 
objetos de valor artístico o histórico, como cuadros, porcelanas o libros, formen 
o no parte de una colección (arts. 52 a 54 LHMyPSD; sobre los bienes suscep-
tibles de hipoteca no puede constituirse prenda sin desplazamiento: arto 55 
LHMyPSD). 
El título de ejecución viene representado por la escritura pública del crédito 
pignoraticio o la póliza de constitución de la garantía. 
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Como características peculiares del proceso; derivadas <leIla jJropiamattirále-
za de la prenda, pueden mencionarse: 
- La competencia para conocer de estos procedimientos se atribuye, al Juz-
gado de Primera Instancia al que las partes se hubieran sometido en la escritu-
ra pública o en la póliza y, en su defecto, el del lugar en donde los bienes· se ha-
llen, estén almacenados o se entiendan depositados (art. 684.1.4.° LEC). 
- Los bienes pignorados habrán de depositarse en poder del. acreedor o de 
la persona que éste designe, lo que se acordará en el mismo auto que despache 
la ejecución si se hubiere requerido extrajudicialmente de pago al deudor; en 
otro caso, se ordenará requerir de pago, y si el deudor no atendiera el requeri-
miento, se mandará constituir el depósito. Sin embargo, cuando no pudiera cons-
tituirse el depósito no se seguirá adelante el procedimiento (art. 687 LEC). 
- La realización de los bienes, salvo que se trate de títulos, se hace de acuer-
do con las normas generales de la LEC para la subasta de bienes muebles, sir-
viendo como valor de tasación para la subasta el fijado en la escritura o póliza 
de constitución de la prenda y, si no se hubiese señalado, el importe total de la 
reclamación por principal, intereses y costas (art. 694). 
- También en la ejecución de prenda sin desplazamiento se establece una 
causa específica de oposición del ejecutado, consistente en la sujeción de los 
bienes a otra prenda, hipoteca mobiliaria o embargo inscritos con anterioridad 
al gravamen que motive el procedimiento, acreditado mediante la correspon-
diente certificación registral (art. 695.1.3.a LEC). 
FORMULARIOS * 
* En la redacción de estos formularios se ha contado con la inestimable colaboración del 
Dr. José A. Colmenero Guerra. 
I. CAPÍTULO III 
ESCRITO IMPUGNANDO LA COMPETENCIA 
AL JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA N.o ............ DE .......... .. 
D ............. , Procurador de los Tribunales, en nombre de ............ , representación que tengo 
debidamente acreditada en los autos de juicio ordinario n.o ............ , ejecutoria n.o ............ , 
seguidos por D. ............ (ej ecutante) contra mi mandante, ante el Juzgado comparezco y como 
mejor proceda en Derecho, DIGO: 
Que por medio del presente escrito, en plazo y forma, conforme a lo previsto en el ar-
tículo 547 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, procedo a impugnar la competencia funcio-
nal (declinatoria) del órgano jurisdiccional al que me dirijo, con fundamento en los siguientes 
HECHOS 
PRIMERO.--Que con fecha ............ se notificó a esta parte auto de fecha ............ despa-
chando ejecución contra mi mandante. 
SEGUNDO.-Que en dicho auto se contienen las menciones exigidas por el artículo 553 
LEC, pero no se hace ninguna alusión a la competencia del órgano encargado de conocer de 
dicha actividad, por lo que habrá que entender que el Juzgado al que me dirijo se considera 
competente. 
TERCERO.--Que la ejecución forzosa que abre el procedimiento es consecuencia de una 
transacción homologada judicialmente por la Audiencia Provincial de ............ , en el recurso 
de apelación n.o ............ , como se acredita con el testimonio que acompaña a este escrito. 
A estos hechos le son de aplicación los siguientes 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 
PRIMERO.-Conforme al artículo 547 LEC, el ejecutado podrá impugnar la competen-
cia del tribunal proponiendo declinatoria en los cinco días siguientes a la primera notifica-
ción de la fase de ejecución. 
SEGUNDO.-Según lo previsto en el artículo 63.2 LEC, la declinatoria se propondrá ante 
el órgano judicial que hubiera despachado ejecución y se considera carente de competencia, 
que es el Juzgado de Primera Instancia al que me dirijo, por cuanto que, conforme al artícu-
lo 545 LEC, será competente para la ejecución de transacciones y acuerdos el tribunal que 
homologue o apruebe la transacción o acuerdo, que en el caso de autos ha sido la Audiencia 
Provincial de ............ , que realizó dicha actividad, y no el Juzgado de Primera Instancia, que 
esta parte considera incompetente funcionalmente, al ser el órgano que llevó a cabo las ac-
tuaciones de la instancia, pero no la homologación de la transacción. 
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Por lo expuesto, 
SUPLICO AL mZGADO: Que tenga por presentado este escrito, con sus copias y docu-
mentos que lo acompañan, se sirva admitirlo, y previa suspensión del curso de la ejecución, 
y tras los trámites legales oportunos, proceda a dictar auto declarándose incompetente fun-
cionalmente, absteniéndose de conocer y sobreseyendo el proceso, señalando el órgano ante 
el que el ejecutante debe ejercer su derecho, que es la Audiencia Provincial de ........... . 
" r, :, , 
Es justicia que pido en ............ , a ............ de ............ de ............ (lugar yfocha) 
Fdo.: ....................... . Fdo.: ....................... . 
Col. n.O .................... . 
(Firma y número del letrado/a) (Firma del procurador/a) 
11. CAPÍTULO VIII 
1. ESCRITO DE OPOSICIÓN A LA EJECUCIÓN 
AL mZGADO DE PRIMERA INSTANCIA N.O ............ DE ........... . 
D ............. , Procurador de los Tribunales, en nombre de D. ............ (ejecutado), represen-
tación que tengo debidamente acreditada en los autos de juicio ordinario n.o ............ , con eje-
cutoria n.o ............ , ante el Juzgado comparezco y, como mejor proceda en Derecho, DIGO: 
Que con fecha ............ se ha notificado a esta parte auto de fecha ............ , del Juzgado al que 
me dirijo, en que se acuerda despachar ejecución contra mi mandante, por la cantidad ........... . 
pesetas, correspondientes ............ pesetas a principal más intereses vencidos, más ............ pe-
setas para los intereses que, en su caso, puedan devengarse durante la ejecución y las costas 
de ésta, procediéndose acto seguido a la traba de embargo. 
Que por medio del presente escrito, en nombre de mi poderdante me persono en la ejecu-
ción (ejecutoria n.o ............ ) seguida por D. ............ , sobre pago de cantidad, en la cuantías 
arriba indicadas, para oponerme a la ejecución instada de contrario, en el plazo legalmente 
previsto, con fundamento en los siguientes 
HECHOS 
(Alegación de los hechos que fundan tanto la oposición por defoctos procesales como por 
motivos defondo. Por ejemplo, en cuanto a los procesales, los hechos relativos a lafalta de 
legitimación o representación con que se le demanda; la hechos relativos a lafalta de capa-
cidad, representación, del ejecutante; los hechos relativos a la nulidad radical del titulo de 
ejecución por no contender pronunciamiento de condena; en cuanto a los de fondo, los he-
chos relativos al pago, cumplimiento de lo ordenado, caducidad de la acción ejecutiva, los 
pactos y transacciones que se hubieren convenido para evitar la ejecución, pluspetición.) 
A los anteriores hechos son de aplicación los siguientes 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 
(Se fundamentará el motivo o motivos de oposición alegado, ya sea por razones procesa-
les o de fondo.) 
Por lo expuesto, 
SUPLICO AL mZGADO: Que tenga por presentado este escrito, con su copia, y los do-
cumentos que lo acompañan, se sirva admitirlo, y acuerde tener por formulada oposición a la 
ejecución, así como que se acuerde la celebración de vista, señalando día para su celebración, 
para resolver sobre la oposición, y previos los trámites legales oportunos, dicte auto por el que 
se deje sin efecto la ejecución despachada, se acuerde el levantamiento del embargo de los 
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bienes y las medidas de garantía de la afocción que se hubieren adoptado y se proceda al ar-
chivo de las actuaciones (en cuanto a esta última petición habrá que estar a los arts. 558.1, 
559.2 Y 561 LEC para la determinación exacta), y se condene en costas al ejecutante. 
Es justicia que pido en ............ , a ............ de ............ de ............ (lugar y fecha) 
Fdo.: ....................... . Fdo.: ......... : ............. . 
Col. n.O .................... . 
(Firma y número del letrado/a) (Firma del procurador/a) 
2. ESCRITO DEL EJECUTANTE FORMULANDO ALEGACIONES 
FRENTE A LA OPOSICIÓN 
AL mZGADO DE PRIMERA INSTANCIA N.o ............ DE ........... . 
D. ............ , Procurador de los Tribunales, en nombre de D. ............ (ejecutante), represen-
tación que tengo debidamente acreditada en los autos de juicio ordinario n. ° ............ , con eje-
cutoria n.o ............ , ante el Juzgado comparezco y, como mejor proceda en Derecho, DIGO: 
Que con fecha ............ se ha notificado a esta parte escrito de D ............. (ejecutado) per-
sonándose en la ejecución (ejecutoria n.o ............ ) seguida por mi mandante, sobre pago de 
cantidad, en la cuantía que consta en las actuaciones, y oponiéndose a la ejecución instada de 
contrario, por lo que, dentro del plazo legalmente previsto, procedo a formular alegaciones, 
con fundamento en los siguientes 
HECHOS 
(Las alegaciones del ejecutante en cuanto a los hechos tratarán de desvirtuar las del eje-
cutado, a mostrarse disconforme, lo que significa que deberá contraalegar respecto a, por 
ejemplo, en cuanto a los procesales, los hechos relativos a la falta de legitimación o repre-
sentación con que se le demanda; los hechos relativos a la falta de capacidad, representación, 
del ejecutante; los hechos relativos a la nulidad radical del titulo de ejecución por no con-
tender pronunciamiento de condena; en cuanto a los de fondo deberá contraalegar, los he-
chos relativos al pago, cumplimiento de lo ordenado, caducidad de la acción ejecutiva, los 
pactos y transacciones que se hubieren convenido para evitar la ejecución, pluspetición.) 
A los anteriores hechos son de aplicación los siguientes 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 
(Se fondamentará el motivo o motivos de disconformidad alegado, ya sea por razones pro-
cesales o de fondo.) 
Por lo expuesto, 
SUPLICO AL mZGADo: Que tenga por presentado este escrito, con su copia, y los docu-
mentos que lo acompañan, se sirva admitirlo, y acuerde tener por formulada las alegaciones del 
ejecutante a la oposición a la ejecución, así como se acuerde la celebración de vista, señalando 
día para su celebración, para resolver sobre la oposición, y previos los trámites legales oportu-
nos, dicte auto por el que se declare procedente la ejecución y se siga adelante por la cantidad 
que se hubiese despachado (en cuanto a esta última petición habrá que estar a los arts. 558.1, 
559.2 y 561 LEC para la determinación exacta), y se condene en costas al ejecutado. 
Es justicia que pido en ............ , a ............ de ............ de ............ (lugar y fecha) 
Fdo.: ....................... . Fdo.: ....................... . 
Col. n.O .................... . 
(Firma y número del letrado/a) (Firma del procurador/a) 
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III. CAPÍTULO IX 
ESCRITO PIDIENDO LA SUSPENSIÓN DE LA SUBASTA 
AL JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA N.o ............ DE ........... . 
D. ............ , Procurador de los Tribunales, en nombre de ............ , representación que tengo 
debidamente acreditada en los autos de juicio ordinario n.o ............ , ejecutoria n.o ............ , se-
guido contra D. ............ , ante el Juzgado comparezco y como mejor proceda en Derecho DIGO: 
Que esta parte está en trámites de un acuerdo amistoso con el demandado, que ha ofreci-
do una solución viable para satisfacer las responsabilidades perseguidas, por lo que se solici-
ta al Juzgado, en virtud de lo previsto en el artículo 565.1 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, 
se suspenda la subasta señalada para el próximo día ............ ; sin perjuicio de continuar con 
las actuaciones en el caso de que el demandado no cumpliera lo ofrecido. 
Por lo expuesto procede y 
SUPLICO AL JUZGADO: Que, teniendo por presentado este escrito, se sirva admitirlo y 
acuerde la suspensión de la subasta ........... . 
Es justicia que pido en ............ , a ............ de ............ de ............ (lugar y fecha) 
Fdo.: ....................... . Fdo.: ....................... . 
Col. n.O .................... . 
(Firma y número de/letrado/a) (Firma del procurador/a) 
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IV. CAPíTULO XIII 
1. ESCRITO SOLICITANDO EJECUCIÓN DE SENTENCIA 
DE CONDENA DE HACER NO PERSONALÍSIMA 
AL JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA N.o ............ DE ........... . 
D ............. , Procurador de los Tribunales, en nombre de D ............. , representación que ten-
go debidamente acreditada en los autos de juicio ordinario n.o ............ , seguidos por esta par-
te contra D ............. , ante el Juzgado comparezco y, como mejor proceda en Derecho, DIGO: 
Que siendo firme la sentencia recaída en los autos citados supra, en la que se condenó a 
D ............. a ............ (sentido del fallo, especificar el hacer no personalísimo), que se indica 
en el fallo de la misma, por medio del presente escrito solicito la ejecución de dicha resolu-
ción fundada en los siguientes 
MOTIVOS 
PRIMERO.-Es competente el Juzgado al que me dirijo por ser el órgano que conoció el 
asunto en la primera instancia (art. 545 LEC). 
SEGUNDO.-Tiene legitimación activa mi representado al ser reconocida su pretensión 
de condena en el fallo de la sentencia. La legitimación pasiva la ostenta el demandado que es 
quien resulta condenado en la resolución. 
TERCERO.-El procedimiento que debe seguirse es el previsto para la ejecución por obli-
gaciones de hacer y no hacer, en concreto de condena de hacer no personalísimo (arts. 517 
ss., 538 ss., 699 ss. y 705 ss. LEC). 
CUARTO.-La parte condenada no ha manifestado su voluntad de cumplimiento y ha 
transcurrido el plazo de espera de la ejecución (veinte días desde la notificación al ejecu-
tado -arto 548 LEC-). 
QUINTO.-El fallo de la sentencia condena a D ............. a ............ (especificar el hacer 
no persona/ísimo), por lo que debe procederse al despacho de ejecución con requerimiento 
al ejecutado para que, dentro del plazo que el órgano jurisdiccional considere conveniente se-
gún la naturaleza del hacer y las circunstancias que concurran cumpla en sus propios térmi-
nos dicha obligación (arts. 699 y 705 LEC). 
Por lo expuesto, 
SUPLICO AL JUZGADO: Que tenga por presentado este escrito, con su copia, se sirva 
admitirlo, se tenga por instada la ejecución de la sentencia firme dictada en estos autos, acor-
dándose despachar ejecución contra D ............. , a ............ (especificar el hacer), y asimismo 
acuerde: 
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a) Apercibir al ejecutado del empleo de apremios personales o multas pecuniarias. 
b) Que si transcurrido el plazo de realización, y no se hubiese cumplido la obligación, 
se faculte al ejecutante para que encargue la realización a un tercero, a costa del ejecutado 
valorándose previamente el coste de dicha actividad por un perito tasador designado por ei 
tribunal, depositándose o afianzándose por el ejecutado la cantidad, y si no se hiciere esta úl-
tima actividad, se proceda al embargo de bienes y a su realización de forma inmediata para 
obtener la suma necesaria. 
c) Todo ello con expresa imposición de cos~as al ejecutado. , 
Es justicia que pido en ............ , a ............ de ............ de ............ (lugar y fecha) 
Fdo.: ....................... . Fdo.: ....................... . 
Col. n.O .................... . 
(Firma y número del letrado/a) (Firma del procurador/a) 
2. ESCRITO SOLICITANDO RESARCIMIENTO DE DAÑOS 
Y PERJUICIOS POR INCUMPLIMIENTO DE OBLIGACIÓN 
DE HACER NO PERSONALÍSIMA 
AL JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA N.O ............ DE ........... . 
D. ............ , Procurador de los Tribunales, en nombre de D. ............ , representación que ten-
go debidamente acreditada en los autos de juicio ordinario n.o ............ , ejecutoria n.o ............ , 
seguidos por esta parte contra D. ............ , ante el Juzgado comparezco y, como mejor proce-
da en Derecho, DIGO: 
Que siendo firme la sentencia recaída en los autos citados supra, en la que se condenó a 
D ............. a ............ (sentido del fallo, especificar el hacer no personalísimo), que se indica 
en el fallo de la misma, por medio del presente escrito solicito el resarcimiento de los daños 
y perjuicios fundado en los siguientes 
MOTIVOS 
PRIMERO.-EI fallo de la sentencia condena a D. ............ a ............ (especificar el hacer 
no personalísimo), por lo que se procedió al despacho de ejecución con requerimiento al ejé-
cutado para que, dentro del plazo de ............ (especificar) que el órgano jurisdiccional con-
sideró conveniente, se cumpliera en sus propios términos dicha obligación. 
SEGUNDO.-Que ha transcurrido en exceso dicho plazo, y el condenado no ha cumpli-
do lo dispuesto en el auto despachando ejecución de fecha ............ , por lo que al no ser per-
sonalísimo lo ordenado, al amparo de lo dispuesto en el artículo 706.1, in fine de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil, se podrá reclamar el resarcimiento de daños y perjuicios conforme a lo 
previsto en los artículos 712 y siguientes del mismo cuerpo legal. 
TERCERO.-Esta parte entiende que ............ (motivar la petición de resarcimiento de da-
ños y perjuicios -arto 713.1 LEC-). 
CUARTO.-A tal fin se presenta relación detallada de los daños y perjuicios y de su im-
porte, que son refrendados por los dictámenes y documentos que acompañan a este escrito. 
(Expresar la liquidación de daños y perjuicios.) 
Por lo expuesto, 
SUPLICO AL JUZGADO: Que tenga por presentado este escrito, y los documentos que 
lo acompañan, se sirva admitirlo, y se tenga por instada la reclamación de resarcimiento de 
daños y perjuicios por incumplimiento del demandado de la obligación de hacer no persona-
lísima, tras el plazo concedido para el cumplimiento específico de la obligación, y tras los 
trámites legales oportunos, dicte providencia aprobando la relación de los daños y perjuicios 
y su importe, y se proceda a hacer efectiva la suma convenida, bien porque el deudor depo-
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site la cantidad que el tribunal apruebe o porque haya que proceder a la realización forzosa 
hasta obtener la suma que sea necesaria. 
Es justicia que pido en ............ , a ............ de ............ de ............ (lugar y fecha) 
Fdo.: ........................ ' Fdo.: ....................... . 
Col. n.O .................... . 
(Firma y número del letrado/a) (Firma del procurador/a) 
3. ESCRITO SOLICITANDO ACREDITACIÓN DE REALIZACIÓN 
DE OBRAS, EN UNA EJECUCIÓN DE CONDENA A HACER 
NO PERSONALÍSIMA 
AL JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA N.o ............ DE ........... . 
D. ............ , Procurador de los Tribunales, en nombre de D. ............ , representación que ten-
go debidamente acreditada en los autos de juicio ordinario n.o ............ , y ejecución n.o ............ , 
seguidos por esta parte contra D ............. , ante el Juzgado comparezco y, como mejor proce-
da en Derecho, DIGO: 
Que habiendo adquirido firmeza la sentencia recaída en los autos citados supra, en la que 
se condenó a D ............. a ............ (sentido del fallo, especificar el hacer no personalísimo) , 
se procedió al despacho de ejecución con requerimiento al ejecutado para que, dentro del pla-
zo que ordenó el órgano jurisdiccional cumpliera la obligación. 
Que con fecha ............ el ejecutado presenta escrito en que declara haber cumplido la eje-
cución de la obra a que había sido condenado. 
Que al estar disconforme con dicha manifestación, por medio del presente escrito, y en 
aplicación de lo dispuesto en los artículos 699 y 705 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, soli-
citamos se requiera al ejecutado para que presente informe técnico, por parte del profesional 
que ha llevado la dirección técnica, que certifique dicha conclusión, o que aporte los partes 
diarios y libro de obras que necesariamente se llevan en esta actividad que acredite dicha si-
tuación. 
Por lo expuesto, 
SUPLICO AL JUZGADO: Que tenga por presentado este escrito, se sirva admitirlo, y se 
tenga por solicitada la certificación de terminación de la obra o la aportación de los partes 
diarios y libro de obras a los efectos de verificar la terminación de la obra y el cumplimien-
to de la obligación. 
Es justicia que pido en ............ , a ............ de ............ de ............ (lugar y focha) 
Fdo.: ....................... . Fdo.: ...................... .. 
Col. n.o .................... . 
(Firma y número del letrado/a) (Firma del procurador/a) 
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V. CAPÍTULO XIV 
ESCRITO SOLICITANDO EJECUCIÓN DE SENTENCIA 
DE CONDENA DE NO HACER 
AL JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA N.o ............ DE ........... . 
D. ............• Procurador de los Tribunales. en nombre de D. ............• representación que 
tengo debidamente acreditada en los autos de juicio ordinario n.o ............• seguidos por 
esta parte contra D. ............• ante el Juzgado comparezco Y. como mejor proceda en Dere-
cho. DIGO: 
Que siendo firme la sentencia recaída en los autos citados supra. en la que se condenó a 
D. ............ a ............ (sentido del fallo, especificar el no hacer). que se indica en el fallo de la 
misma. por medio del presente escrito solicito la ejecución de dicha resolución fundada en los 
siguientes 
MOTIVOS 
PRIMERO.-Es competente el Juzgado al que me dirijo por ser el órgano que conoció el 
asunto en la primera instancia (art. 545 LEC). 
SEGUNDO.-Tiene legitimación activa mi representado al ser reconocida su pretensión 
de condena en el fallo de la sentencia. La legitimación pasiva la ostenta el demandado que es 
quien resulta condenado en la resolución. 
TERCERO.-El procedimiento que debe seguirse es el previsto para la ejecución por obli-
gaciones de hacer y no hacer. en concreto de condena de no hacer (arts. 517 ss .• 538 ss .• 699 
ss. y 705 ss. LEC). 
CUARTO.-La resolución firme se dictó hace ............ meses y desde dicha fecha D. ........... . 
la ha quebrantado por ............. veces al realizar la actividad que por ella se le prohibió. 
Por lo expuesto. 
SUPLICO AL JUZGADO: Que tenga por presentado este escrito. con su copia. se sirva 
admitirlo. se tenga por instada la ejecución de la sentencia firme dictada en estos autos. acor-
dándose despachar ejecución contra D. ............• a ............ (especificar el no hacer), yasimis-
mo acuerde: 
a) Que se deshaga lo mal hecho. 
b) Que se abstenga de reiterar el quebrantamiento. con apercibimiento de incurrir en el 
delito de desobediencia a la autoridad judicial. 
c) Indemnizar los daños y peIjuicios causados. según la relación de daños e importe que 
adjuntamos. cuyo valor asciende a la cantidad de ............ pesetas. 
d) Todo ello con expresa imposición de costas al ejecutado. 
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Es justicia que pido en ............ , a ............ de ............ de ............ (lugar y focha) 
Fdo.: ....................... . Fdo.: ....................... . 
Col. n.o .................... . 
(Firma y número del letrado/a) (Firma del procurador/a) IV. CAPÍTULO XV 
1. ESCRITO SOLICITANDO EJECUCIÓN DE SENTENCIA 
DE CONDENA A ENTREGAR COSÁ MUEBLE DETERMINADA 
AL JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA N.o ............ DE .......... " 
D ............. , Procurador de los Tribunales, en nombre de D ............. , representación que ten-
go debidamente acreditada en los autos de juicio ordinario n.o ............ , seguidos por esta par-
te contra D ............. , ante el Juzgado comparezco y, como mejor proceda en Derecho, DIGO: 
Que siendo firme la sentencia recaída en los autos arriba referenciados, en la que se con-
denó al demandado a entregar a mi mandante ............ (especificar el bien mueble concreto), 
cosa mueble cierta y determinada, que se indica en el fallo de la misma, por medio del pre-
sente escrito solicito la ejecución de dicha resolución fundada en los siguientes 
MOTIVOS 
PRIMERO.-Es competente el Juzgado al que me dirijo por ser el órgano que conoció el 
asunto en la primera instancia (art. 545 LEC). 
SEGUNDO. Tiene legitimación activa mi representado al ser reconocida totalmente su 
pretensión de condena en el fallo de la sentencia. La legitimación pasiva la ostenta el de-
mandado que es quien resulta condenado en la resolución. 
TERCERO.-El procedimiento que debe seguirse es el previsto para la ejecución por de-
beres de entregar cosas, en concreto de entregar cosa mueble determinada (arts. 517 ss., 538 
ss. y 699 ss. LEC). 
CUARTO.-La parte condenada no ha manifestado su voluntad de cumplimiento y ha trans-
currido sobradamente el plazo de espera de la ejecución (veinte días desde la notificación al 
ejecutado -arto 548 LEC-). 
QUINTQ.-El fallo de la sentencia condena a D ............. a entregar cosa mueble, cierta y 
determinada, ............. (especificar el bien mueble), por lo que debe procederse al despacho de 
ejecución con requerimiento al ejecutado para que, dentro del plazo que el órgano jurisdic-
cional considere conveniente, cumpla en sus propios términos dicha obligación (art. 699 LEC). 
Por lo expuesto, 
SUPLICO AL JUZGADO: Que tenga por presentado este escrito, con su copia, se sirva 
admitirlo, se tenga por instada la ejecución de la sentencia firme dictada en estos autos, acor-
dándose despachar ejecución contra D ............. , a entregar ............ , cosa cierta y determina-
da, y asimismo acuerde: 
a) Apercibir al ejecutado del empleo de apremios personales o multas pecuniarias. 
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b) Con independencia de dicho apercibimiento, se adopten medidas de garantía que re-
sulten adecuadas para asegurar la efectividad de la condena, en concreto, el embargo de bie-
nes del ejecutado en cantidad suficiente para asegurar el pago de las eventuales indemniza-
ciones sustitutorias y las costas de ejecución, si no fuera posible la ejecución inmediata de la 
condena. 
c) Al ignorarse el lugar en que la cosa se encuentra, que el tribunal acuerde el interro-
gatorio del ejecutado, con apercibimiento de incurrir en desobediencia, para que diga si el 
bien está o no en ,su pod~r. . , 
d) Todo ello con expres~ imposición de costas al ejecutado. 
~. • < , , I 
Es justicia que pido en ............ , a ............ de ............ de ............ (lugar y focha) 
Fdo.: ....................... . Fdo.: ....................... . 
Col. n.o .................... . 
(Firma y número del letrado/a) (Firma del procurador/a) 
2. ESCRITO SOLICITANDO EJECUCIÓN DE SENTENCIA 
DE CONDENA A ENTREGAR BIEN INMUEBLE DETERMINADO 
AL mZGADO DE PRIMERA INSTANCIA N.o ............ DE ........... . 
D. ............ , Procurador de los Tribunales, en nombre de D ............. , representación que 
tengo debidamente acreditada en los autos de juicio ordinario n.o ............ , seguidos por 
esta parte contra D ............. , ante el Juzgado comparezco y, como mejor proceda en De-
recho, DIGO: 
Que siendo firme la sentencia recaída en los autos arriba citados, en la que se declaraba 
que mi representado es el verdadero dueño de la finca ............ (descripción del inmueble) y 
se condenaba al demandado a que entregara el inmueble a mi mandante, por medio del pre-
sente escrito solicito la ejecución de dicha resolución fundada en los siguientes 
MOTIVOS 
PRIMERO.-Es competente el Juzgado al que me dirijo por ser el órgano que conoció el 
asunto en la primera instancia (art. 545 LEC). 
SEGUNDO.-Tiene legitimación activa mi representado al ser reconocida su pretensión 
de condena en el fallo de la sentencia. La legitimación pasiva la ostenta el demandado que 
es quien resulta condenado en la resolución. 
TERCERO.-EI procedimiento que debe seguirse es el previsto para la ejecución por de-
beres de entregar cosas, en concreto de entregar cosa inmueble determinada (arts. 517 SS., 538 
ss. y 699 ss. LEC). 
CUARTO.-La parte condenada no ha manifestado su voluntad de cumplimiento y ha 
transcurrido sobradamente el plazo de espera de la ejecución (veinte días desde la notifica-
ción al ejecutado -arto 548 LEC-). 
QUINTO.-El fallo de la sentencia condena a D ............. a entregar bien inmueble, cierto 
y determinado, ............ (especificar la descripción del inmueble), por lo que debe proceder-
se al despacho de ejecución con requerimiento al ejecutado para que, dentro del plazo que el 
órgano jurisdiccional considere conveniente, cumpla en sus propios términos dicha obliga-
ción (art. 699 LEC). 
Por lo expuesto, 
SUPLICO AL mZGADO: Que tenga por presentado este escrito, con su copia, se sirva 
admitirlo, se tenga por instada la ejecución de la sentencia firme dictada en estos autos, acor-
dándose despachar ejecución contra D. ............ , poniendo a D ............. en posesión del in-
mueble, practicando las diligencias conducentes a ello, así como requiriendo al demandado 
para que reconozca al ejecutante como dueño y deje libre, vacia y expedita la finca en el pla-
zo que marque el órgano jurisdiccional, inscribiéndose la ejecutoria en el Registro de la Pro-
piedad, para lo que se expedirá el oportuno mandamiento, y asimismo acuerde: 
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a) Apercibir al ejecutado del empleo de apremios personales o multas pecuniarias. 
b) Con independencia de dicho apercibimiento, se adopten medidas de garantía que re-
sulten adecuadas para asegurar la efectividad de la condena, en concreto, el embargo de bie-
nes del ejecutado en cantidad suficiente para asegurar el pago de las eventuales indemniza-
ciones sustitutorias y las costas de ejecución, si no fuera posible la ejecución inmediata de la 
condena. ' '" t 
c) Requerir al ejecutado para que las cosas que se encl,lentren en el inmueble que DOlde-
ben ser objeto de entrega sean retiradas, dentro del plazo que marque el órgano jurisdiccio-
nal, y si no lo fueren sean consideradas bienes abandonados a todos los efectos. 
ti) Que habiendo quedado probado la existencia de desperfectos en el inmueble, origi-
nados por el ejecutado, se acuerde la retención y constitución en depósito de bienes suficientes 
para responder de los daños y perjuicios causados. 
e) ,1;'odo ello con expresa imposición de costas al ejecutado. 
Es justicia que pido en ............ , a ............ de ............ de : ........... (lugar y fecha) 
Fdo.: .... , .............. , ... .. Fdo.: ....................... . 
Col. n.o .................... . 
(F{rma y número del letrado/a) (Firma del procurador/a) 
3. ESCRITO SOLICITANDO EJECUCIÓN DE SENTENCIA 
DE CONDENA A ENTREGAR COSA GENÉRICA O INDETERMINADA 
AL JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA N.O ............ DE .......... .. 
D. ............ , Procurador de los Tribunales, en nombre de D ............. , representación que ten-
go debidamente acreditada en los autos de juicio ordinario n.o ............ , seguidos por esta par-
te contra D ............. , ante el Juzgado comparezco y, como mejor proceda en Derecho, DIGO: 
Que siendo firme la sentencia recaída en los autos citados supra, en la que se condenó al 
demandado a entregar a mi mandante ............ kilos de (especificar los frutos o cosa genéri-
ca), en especie, que se indica en el fallo de la misma, por medio del presente escrito solicito 
la ejecución de dicha resolución fundada en los siguientes 
MOTIVOS 
PRIMERO.-Es competente el Juzgado al que me dirijo por ser el órgano que conoció el 
asunto en la primera instancia (art. 545 LEC). 
SEGUNDO.-Tiene legitimación activa mi representado al ser reconocida su pretensión 
de condena en el fallo de la sentencia. La legitimación pasiva la ostenta el demandado que 
es quien resulta condenado en la resolución. 
TERCERO.-El procedimiento que debe seguirse es el previsto para la ejecución por de-
beres de entregar cosas, en concreto de entregar cosas genéricas o indeterminadas (arts. 517 
ss., 538 ss. Y 699 ss. LEC). 
CUARTO.-La parte condenada no ha manifestado su voluntad de cumplimiento y ha 
transcurrido el plazo de espera de la ejecución (veinte días desde la notificación al ejecutado 
-arto 548 LEC-). 
QUINTO.-El fallo de la sentencia condena a D. ............ a entregar ............ kilos de ........... . 
(especificar los frutos o cosa genérica), por lo que debe procederse al despacho de ejecución 
con requerimiento al ejecutado para que, dentro del plazo que el órgano jurisdiccional consi-
dere conveniente, cumpla en sus propios términos dicha obligación (art. 699 LEC). 
Por lo expuesto, 
SUPLICO AL JUZGADO: Que tenga por presentado este escrito, con su copia, se sirva 
admitirlo"se tenga por instada la ejecución de la sentencia firme dictada en estos autos, acor-
dándose despachar ejecución contra D. ............ , a entregar ............. kilos de ............ , en es-
pecie, y asimismo acuerde: 
a) Apercibir al ejecutado del empleo de apremios personales o multas pecuniarias. 
b) Que si, transcurrido el plazo de entrega, no se hubiese cumplido la obligación, se fa-
culte al ejecutante para que las adquiera, a costa del ejecutado, ordenándose al mismo tiem-
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po, el embargo de bienes suficientes para pagar la adquisición, de la que se dará cuenta jus-
tificada. 
c) Todo ello con expresa imposición de costas al ejecutado. 
Es justicia que pido en ...... ; ..... , a ............ de ............ de ............ (lugar y fecha) 
Fdo.: '.1 .•••••.••.. , •..•.. :._. Fdo.:, ...... _ .. , •.......... ; .. . 
Col. n.O .................... . 
(Firma y número del letrado/a) (Firma del procurador/a) 
4. OFRECIMIENTO DE CAUCIÓN SUSTITUTORIA PARA EVITAR 
EL EMBARGO DE GARANTÍA 
AL ruZGADO DE PRIMERA INSTANCIA N.O ............ DE ........... . 
D ............. , Procurador de los Tribunales, en nombre de D. ............ , representación que ten-
go debidamente acreditada en los autos de juicio ordinario n. ° ............ , y ejecución n. ° ............ , 
seguidos contra esta parte por D ............. , ante el Juzgado comparezco y, como mejor proce-
da en Derecho, DIGO: 
Que habiendo adquirido firmeza la sentencia recaída en los autos citados supra, en la que 
se condenó a mi mandante a ............ (sentido del fallo, especificar el hacer o no hacer o de 
entregar cosa distinta a una cantidad de dinero), se procedió al despacho de ejecución con 
requerimiento al ejecutado para que, dentro del plazo que ordenó el órgano jurisdiccional 
cumpliera la obligación, y se adoptaron medidas de garantía, en concreto, el embargo de bie-
nes del ejecutado en cantidad suficiente para asegurar el pago de las eventuales indemniza-
ciones sustitutorias y las costas de ejecución, si no fuera posible la ejecución inmediata de la 
condena. 
Que para evitar el embargo prevenido para asegurar el cumplimiento de la sentencia dic-
tada, mediante el presente escrito procedo a depositar fianza suficiente en cantidad de ........... . 
pesetas para asegurar el pago de las eventuales indemnizaciones y las costas de ejecución. 
Por lo expuesto, 
SUPLICO AL ruZGADO: Que tenga por presentado este escrito, se sirva admitirlo, y se 
tenga por consignada fianza suficiente para asegurar el cumplimiento de la sentencia n.o 
'" ......... , a fin de librar a esta parte del embargo instado (o practicado) de contrario, dictán-
dose al efecto las órdenes necesarias. 
Es justicia que pido en ............ , a ............ de ............ de ............ (lugar y fecha) 
Fdo.: ....................... . Fdo.: ....................... . 
Col. n.O .................... . 
(Firma y número del letrado/a) (Firma del procurador/a) 
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V. CAPÍTULO XVII 
1. ESCRITO SOLICITANDO EJECUCIÓN DE SENTENCIA 
CONFORME AL ARTÍCULO 549.1 LEC 
AL JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA N.o ............ DE .......... . 
D ............. , Procurador de los Tribunales, en nombre de D ............. , representación que tengo 
debidamente acreditada en los autos de juicio ordinario n.o ............ , seguidos por esta parte 
contra D ............. , ante el Juzgado comparezco y, como mejor proceda en Derecho, DIGO: 
Que siendo firme la sentencia recaída en los autos arriba referenciados, en la que se con-
denó al demandado a abonar a mi mandante las cantidades que se indican en el fallo de la mis-
ma, por medio del presente escrito solicito la ejecución de dicha resolución fundada en los si-
guientes 
MOTIVOS 
PRIMERQ.-Es competente el Juzgado al que me dirijo por ser el órgano que conoció el 
asunto en la primera instancia (art. 545 LEC). 
SEGUNDO.-Tiene legitimación activa mi representado al ser reconocida totalmente su 
pretensión de condena en el fallo de la sentencia. La legitimación pasiva la ostenta el de-
mandado que es quien resulta condenado en la resolución. 
TERCERO.-El procedimiento que debe seguirse es el previsto para la ejecución dinera-
ria al tratarse del pago de un cantidad de dinero (arts. 517 ss., 538 ss. y 571 ss. LEC). 
CUARTO.-La parte condenada no ha manifestado su voluntad de cumplimiento y ha trans-
currido sobradamente el plazo de espera de la ejecución (veinte días desde la notificación al 
ejecutado -arto 548 LEC-). 
QUINTO.-El fallo de la sentencia condena a D ............. al pago de la cantidad, determi-
nada y líquida, de ............ pesetas de principal e intereses vencidos, por lo que debe proce-
derse al despacho de ejecución por dicha cantidad más ............ pesetas para los intereses que, 
en su caso, puedan devengarse durante la ejecución, y las costas de ésta (30 por 100 de la can-
tidad anterior, arto 575 LEC). 
SEXTO.-Esta parte no tiene constancia de bienes del condenado susceptibles de embar-
go, por lo que al amparo de lo previsto en los artículos 589 y 590 de la Ley de Enjuiciamien-
to Civil solicitamos: 
a) Que por parte del órgano jurisdiccional al que me dirijo se requiera, con las preven-
ciones legales previstas, al ejecutado para que manifieste relacionadamente bienes y derechos 
suficientes para cubrir la cuantía de la ejecución, con expresión, en su caso de las cargas y 
gravámenes, así como, en el caso de los inmuebles, si están ocupados, por qué personas y con 
qué título. 
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b) Si el ejecutado no pudiera designar bienes, o estos fueran insuficientes para el fin de 
la ejecución, se solicita del órgano jurisdiccional: 
l. Se libre oficio a la Delegación Provincial de la Agencia Tributaria para que facilite los 
datos fiscales sobre la renta y patrimonio del ejecutado de que tuviere constancia, a los efec-
tos de verificar la existencia de bienes y derechos. 
2. Reclamar de la Entidades Financieras de lá Provincia (citar) a los efectos de verificar 
si existen cuentas de ahorros, de depósito, o cualquier otro producto financiero, y sus saldos, 
con los que satisfacer la condena, por ser Ias,enti~des financieras lDó.Ís cercapa~ al domici-
lio del demandado. ., " . ,. , . 
3. Se libren oficios alIas Delegaciones Provinciales del INSs', TGSS e INEM, a los efec-
tos de verificar si el demandado percibe algún tipo de salario, pensión o subsidio con los que 
satisfacer la condena. 
Por lo expuesto, 
SUPLICO AL JUZGADO: Que tenga por presentado este escrito, con su copia, se sirva 
admitirlo, se tenga por instada la ejecucíón de la sentencia firme dictada en estos autos, acor-
dándose despachar ejecución contra D. ............ , por la cantidad ............ pesetas, correspon-
dientes ............ pesetas a principal más intereses vencidos, más ............ pesetas para los in-
tereses que, en su caso, puedan devengarse durante la ejecución y las costas de ésta, asimismo 
acuerde requerir al ejecutado para que manifieste relacionadamente bienes y derechos sufi-
cientes para cubrir la cuantía de la ejecución, con las prevenciones legalmente previstas, y 
para el caso que dicho requerimiento fuera infructuoso, se realicen las medidas de localiza-
ción y averiguación de bienes del ejecutado solicitadas; en el caso de hallarse bienes, se acuer-
de el embargo de bienes concretos, por las cantidades expresadas, nombrándose depositario 
de aquéllos, y en su caso, se libren los mandamientos oportunos para practicar las anotacio-
nes a que hubiere lugar en los Registros pertinentes, todo ello con expresa imposición de cos-
tas al ejecutado. 
Es justicia que pido en ............ , a ............ de ............ de ............ (lugar y fecha) 
Fdo.: ....................... . Fdo.: ....................... . 
Col. n.O .................... . 
(Firma y número del letrado/a) (Firma del procurador/a) 
2. ESCRITO SOLICITANDO EJECUCIÓN DE SENTENCIA 
CONFORME AL ARTÍCULO 549.2 LEC 
AL JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA N.O ............ DE .......... .. 
D. ............ , Procurador de los Tribunales, en nombre de D. ............ , representación que tengo 
debidamente acreditada en los autos de juicio ordinario n. o •••••.••..•• , seguidos por esta parte 
contra D. .. , ......... , ante el Juzgado c~mparezco y, como mejor proceda en Derecho, DIGO: 
Que siendo firme la sentencia recaída en los autos arriba referenciados, ¡:n la que se con-
denó al demandado a abonar a mi mandante las cantidades que se indican en el fallo de la 
misma, y no habiendo manifestado voluntad de cumplimiento y habiendo transcurrido el pla-
zo de espera de la ejecución, por medio del presente escrito, de acuerdo con lo previsto en los 
artículos 571 y siguientes de la Ley de Enjuiciamiento Civil, solicito se despache ejecución 
para el cumplimiento de obligación de entrega de cantidad, determinada y líquida, de ........... . 
pesetas de principal e intereses vencidos, más ............ pesetas para los intereses que, en su 
caso, puedan devengarse durante la ejecucióri, y las costas de ésta. 
Por lo expuesto, 
SUPLICO AL JUZGADO: Que tenga por presentado este escrito, con su copia, se sirva 
admitirlo, se tenga por instada la ejecución de la sentencia firme dictada en estos autos, acor-
dándose despachar ejecución contra D. ............ , por la cantidad ............ pesetas, correspon-
dientes ............ pesetas a principal más intereses vencidos, más ............ pesetas para los in-
tereses que, en su caso, puedan devengarse durante la ejecución y las costas de ésta, y 
acordándose el embargo de bienes concretos, por las cantidades expresadas, nombrándose de-
positario de aquéllos, y en su caso, se libren los mandamientos oportunos para practicar las 
anotaciones a que hubiere lugar en los Registros pertinentes, todo ello con expresa imposi-
ción de costas al ejecutado. 
Es justicia que pido en ............ , a ............ de ............ de ............ (lugar y fecha) 
Fdo.: ....................... . Fdo.: ....................... . 
Col. n.O .................... . 
(Firma y número del letrado/a) (Firma del procurador/a) 
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3. ESCRITO SOLICITANDO EJECUCIÓN 
DE LAUDO ARBITRAL DE CONSUMO 
AL JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA DE ........ " .. 
QUE POR TURNO DE REPARTO CORRESPONDA 
D ............. , Procurador de los Tribimales, en nombre de D ............. , representación que 
acredito con la copia de eScritura de poder que acompaño, y que una vez testimoniada ruego 
su devol~ción por necesitarla para otros menesteres, ante el Juzgado comparezco y como me-
jor proceda en Derecho, DIGO: .. 
Que con fecha ............ se notificó a esta parte laudo dictado por el Colegio Arbitral de la 
Junta Arbitral de Consumo ............ , que tiene carácter vinculánte y es eficaz desde el día de 
su notifiéación. 
Que han transcurrido dos meses desde la notificación de dicho laudo sin que el condena-
do en el laudo D ............. haya cumplido ·su obligación de abonar ............ pesetas, cantidad 
que se indica en el fallo del laudo. 
Que por medio del presente escrito solicito la ejecución de dicho laudo fundado en los si-
guientes. 
MOTIVOS 
PRIMERO.-Es competente el Juzgado de Primera Instancia del lugar en que el laudo se 
haya dictado, en este caso a los que me dirijo al haberse dictado el laudo en ............ , como se 
puede comprobar en la copia autorizada del laudo que acompaña a este escrito (arts. 545.2 
LEC Y 53 de la Ley 36/1988). 
SEGUNPO.-Tiene legitimación activa mi representado al ser reconocida totalmente su 
pretensión de condena en el fallo del laudo. La legitimación pasiva la ostenta el demandado 
que es quien resulta condenado en la resolución. ' 
TERCERO.-El procedimiento que debe seguirse es el previsto para la ejecución dinera-
ria al tratarse del pago de un cantidad de dinero (arts. 517 ss., 538 ss. y 571 ss. LEC). 
CUARTO.-Que a este escrito le acompaña, para cumplir con los requisitos previstos 
en los artículos 54.1 de la Ley 36/1988 y 550 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, la copia 
de escritura de poder otorgado a procurador, copia autorizada del laudo, documento que 
acredita que se ha notificado el laudo fehacientemente a las partes, copia de la solicitud 
de arbitraje de consumo y copia de la oferta pública de sometimiento a arbitraje de con-
sumo. 
QUINT0.-La parte condenada no ha manifestado su voluntad de cumplimiento y ha trans-
currido sobradamente el plazo de espera de la ejecución fijado en el laudo de ............ días, 
que por lo demás supera el plazo de diez y veinte días, respectivamente, que fijan los artícu-
los 53 de la Ley 36/1988 y 548 LEC. 
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SEXIO.-El fallo de la sentencia condena a D ............. al pago de la cantidad, deter-
minada y líquida, de ............ pesetas de principal, por lo que debe procederse al despacho 
de ejecución por dicha cantidad más " .......... pesetas para los intereses que, en su caso, pue-
dan devengarse durante la ejecución, y las costas de ésta (30 por 100 de la cantidad ante-
rior, arto 575 LEC). 
SÉPTIMO.-Esta parte no tiene constancia de bienes del condenado susceptibles de em-
bargo, por lo que al amparo de lo previsto en los artículos 589 y 590 LEC solicitamos: 
a) Que por parte del órgano judicial al que me dirijo se requiera, con las prevenciones 
legales previstas, al ejecutado para que manifieste relacionadamente bienes y derechos sufi-
cientes para cubrir la cuantía de la ejecución, con expresión, en su caso de las cargas y gra-
vámenes, así como, en el caso de los inmuebles, si están ocupados, por qué personas y con 
qué título. 
b) Si el ejecutado no pudiera designar bienes, o éstos fueran insuficientes para el fin de 
la ejecución, se solicita del órgano jurisdiccional: 
l. Se libre oficio a la Delegación Provincial de la Agencia Tributaria para que facilite los 
datos fiscales sobre la renta y patrimonio del ejecutado de que tuviere constancia, a los efec-
tos de verificar la existencia de bienes y derechos. 
2. Reclamar de la Entidades Financieras de la Provincia (citar) a los efectos de verificar 
si existen cuentas de ahorros, de depósito, o cualquier otro producto financiero, y sus saldos, 
con los que satisfacer la condena, por ser las entidades financieras más cercanas al domici-
lio del demandado. 
3. Se libren oficios a las Delegaciones Provinciales del INSS, TGSS e INEM, a los efec-
tos de verificar si el demandado percibe algún tipo de salario, pensión o subsidio con los que 
satisfacer la condena. 
Por lo expuesto, 
SUPLICO AL JUZGADO: Que tenga por presentado este escrito y los documentos que lo 
acompañan, con sus copias, se sirva admitirlo, se tenga por instada la ejecución de la senten-
cia firme dictada en estos autos, acordándose despachar ejecución contra D. ............ , por la 
cantidad ............ pesetas, correspondientes ' ........... pesetas a principal, más ............ pesetas 
para los intereses que, en su caso, puedan devengarse durante la ejecución y las costas de ésta; 
asimismo acuerde requerir al ejecutado para que manifieste relacionadamente bienes y dere-
chos suficientes para cubrir la cuantía de la ejecución, con las prevenciones legalmente pre-
vistas, y para el caso que dicho requerimiento fuera infructuoso, se realicen las medidas de 
localización y averiguación de bienes del ejecutado solicitadas; en el caso de hallarse bienes, 
se acuerde el embargo de bienes concretos, por las cantidades expresadas, nombrándose de-
positario de aquéllos, y en su caso, se libren los mandamientos oportunos para practicar las 
anotaciones a que hubiere lugar en los Registros pertinentes, todo ello con expresa imposi-
ción de costas al ejecutado. 
Es justicia que pido en ............ , a ............ de ............ de ............ (lugar y fecha) 
Fdo.: ...................... .. Fdo.: ...................... .. 
Col. n.o ................... .. 
(Firma y número del letrado/a) (Firma del procurador/a) 
VIII. CAPÍTULO XVIII 
1. EJECUCIÓN DE SENTENCIA QUE CONDENA AL PAGO 
DE CANTIDAD ILIQUIDA 
AL JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA N.o ............ DE .......... .. 
D. ............ , Procurador de los Tribunales, en nombre de D. ............ , representación que ten-
go debidamente acreditada en los autos de juicio ordinario n.o ............ , ante el Juzgado com-
parezco y, como mejor proceda en Derecho, DIGO: 
Que habiendo adquirido firmeza la sentencia recaída en los autos referenciados, en la que 
se condenó a D. ............ al pago de cantidad ilíquida procedente de los fr:utos de ............ du-
rante los últimos ............ años, por medio del presente escrito, y al amparo de lo previsto en 
el artículo 718 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, solicito la ejecución de la sentencia, dado 
que el ejecutado no ha manifestado su voluntad de cumplirla, motivo por el cual instamos la 
ejecución. Para el cumplimiento de dicho fin será necesario que se requiera al deudor, me-
diante providencia para que, dentro del plazo que se determine según las circunstancias del 
caso, presente la liquidación, ateniéndose a las bases que se establecieron en la sentencia o, 
en caso contrario, se comunique a esta parte para que las formule. 
Por lo expuesto, 
SUPLICO AL JUZGADO: Que tenga por presentado este escrito, con su copia, se sirva 
admitirlo, y se tenga por instada la ejecución de la sentencia dictada en los autos arriba cita-
dos, y previos los trámites legales oportunos. requiera a D. ............ (ejecutado) para que pre-
sente la liquidación de la deuda conforme a las bases que se establecen en la ejecutoria, den-
tro del plazo que se determine por el órgano jurisdiccional, según las circunstancias del caso, 
con el apercibimiento de tener que estar y pasar por la que presente D ............. (ejecutante), 
caso de realizarla en el plazo previsto, todo ello con expresa imposición de costas. 
Es justicia que pido en ............ , a ............ de ............ de ............ (lugar y focha) 
Fdo.: ...................... .. Fdo.: ...................... .. 
Col. n.o .................... . 
(Firma y número del letrado/a) (Firma del procurador/a) 
[303] 
2. PRESENTACIÓN DE LIQUIDACIÓN POR EL DEUDOR 
AL JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA N.o ............ DE .. : ....... .. 
D ............. , Procurador de los Tribunales, en nombre de D ............. (ejecutado), represen-
tación que tengo debidamente acreditada en los autos de juicio ordinario n.o ............ , con eje-
cutoria n. ° ............ , ante el Juzgado comparezco y, como mejor proceda en Derecho, DIGO: 
Que habiendo adquirido firmeza la sentencia recaída en los autos referenciados, en la que 
se condenó a mi mandante al pago de cantidad ilíquida procedente de los frutos de' ........... . 
durante los últimos ............ años, y habiéndose instando la ejecución de la sentencia, requi-
riéndose a esta parte para que presente la liquidación, ateniéndose a las bases que se estable-
cieron en la sentencia, por medio del presente escrito acompaño la liquidación, ajustada a las 
bases de la ejecutoria, y los documentos que la justifican. 
LIQUIDACIÓN DE FRUTOS: 
* ............ (frutos) del año ............ : ............ pesetas. 
* ............ (frutos) del año ............ : ............ pesetas. 
* ............ (frutos) del año ............ : ............ pesetas. 
* Gastos de siembra, recogida y mano de obra: ............ pesetas. 
Total ingresos menos gastos: ............ pesetas. 
Cantidad a abonar al acreedor ............ pesetas. 
Por lo expuesto, 
SUPLICO AL JUZGADO: Que tenga por presentado este escrito, con su copia, y los do-
cumentos que la acompañan,. se sirva admitirlo, y se tenga por presentada la liquidación, se 
acuerde dar traslado de la misma al ejecutante, a fin de que manifieste lo que a su derecho 
convenga, y tras los trámites oportunos se apruebe la liquidación practicada por esta parte, 
requiriéndose a la misma para hacer efectiva la suma resultante. 
Es justicia que pido en ............ ,a ............ de ............ de ............ (lugar y focha) 
Fdo.: ....................... . Fdo.: ....................... . 
Col. n.o .................... . 
(Firma y número del letrado/a) (Firma del procurador/a) 
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3. ESCRITO DEL EJECUTANTE MOSTRÁNDOSE CONFORME 
O DISCONFORME CON LA LIQUIDACIÓN PRESENTADA 
AL JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA N.o ............ DE .......... .. 
p, ............. , Proc~ador de los Tri~unales, en nombre de D ............. (ejecutante), represen-
taclO'!- qu~ tengo debidamente acreditada en los autos de juicio ordinario n.o ............ , con eje-
cutona n. . ........... , ante el Juzgado comparezco y, como mejor proceda en Derecho, DIGO: 
Que con fecha .: ..... : .... ~~ ha notificado a esta parte escrito de D ............. (ejecutado), en 
el que presentaba l~qUldaCIO~ de fru~os. Que ~ed!:mte el presente escrito procedo a impug-
nar (o a mostrar mI corif.o,!,!.,da'!) dlCh.a ~lqUld~clOn, al amparo de lo previsto en el artículo 
719.1.11 de la Ley de EnJUlclamlento CivIl, basandome en los siguientes (sifoere de confor-
midad no ha lugar a alegaciones) 
MOTIVOS 
(Incluir ~os '!'otivos o alegaciones rara impugnar la liquidación. Por ejemplo, que faltan 
"!eses por lzqul~ar, que no se han aplzcado correctamente las bases de liquidación que con-
tIene la sentenCia, sob~ev.alor d~ los gastos, etc, que den lugar a que la cantidad que el deu-
dor debe abonar sea dlstmta, bIen de forma determinada o a determinar por los trámites del 
arto 715 LEC) 
Por lo expuesto, 
SUPLI~O AL JUZG~D<?: que tenga por presentado este escrito, se sirva admitirlo, y se 
tenga por Impu~a.da la hqUlda~lón, se acuer~e s!lstanciar la fijación de la liquidación de los 
frutos por los tramites de los .artlculos. 441 ~ sIguIentes de la Ley de Enjuiciamiento Civil, así 
como que se n?mbre un pento que ~l~me, en el plazo que fije el órgano judicial, sobre 
I~s g~stos ocaSIOnados e~ l~ producclO!l de los frutos (en el caso de conformidad, el suplico 
gIrara en torno al cumplzmlento del tramite de audiencia). 
Es justicia que pido en ............ , a ............ de ............ de ............ (lugar y focha) 
Fdo.: .......... "............ Fdo.: ....................... . 
Col. n.o .................... . 
(Firma y número del letrado/a) (Firma del procurador/a) 
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4. ESCRITO DEL ACREEDOR PRESENTANDO LA LIQUIDACIÓN 
DE FRUTOS, RENTAS, UTILIDADES O PRODUCTOS 
AL JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA N.o ............ DE .......... .. 
D ............. , Procurador de los Tri~unales, en nombre ~e p ........ : .... ~ ejecoutante), repre$~n-
tación que tengo debidamente acreditada en los autos de JUlC~O ordmano n. . ........... , con eJe-
cutoria n.o ............ , ante el Juzgado comparezco y como mejor proceda en Derecho, DIO{j)¡ 
Que habiendo adquirido firmeza la sentencia recaí<l:a en .l~s ~utos referenciados, en ~a 
que se condenó a D ............. ( ejecutado) al pago de c~tldad ~hqUlda pro~eden~e de los fru-
tos de ............ durante los últimos ............ años, y habiendo se mstando la eJecución de la sen-
tencia, requiriéndose al ejecutado. para qu~ presente la liquidación, ateniénd~se a las bases 
que se establecieron en la sentencIa, y habiendo transc~do el plazo con~edldo leg~lmente 
para hacer efectiva dicha actividad, sin haberla cumpl!do, esta parte ha s~do requenda para 
presentar la liquidación que considere justa .. ~o~ m~dlo de~ }?resente es~nt?, c.onf<?~me ~ lo 
previsto en el artículo 719.2 de la Ley de EnjUICIamiento ~Iv~l,. acompano hqUldaclOn, aJus-
tada a las bases de la ejecutoria, y los documentos que la Justifican. 
LIQUIDACIÓN DE FRUTOS 
* ............ (frutos) del año del año ............ : ............ pesetas. 
* ............ (frutos) del año del año ............ : ............ pesetas. 
* ............ (frutos) del año del año ............ : ............ pesetas. 
* Gastos de siembra, recogida y mano de obra: ............ pesetas. 
Total ingresos menos gastos: ............ pesetas. 
Cantidad a abonar al acreedor: ............ pesetas. 
Por lo expuesto, 
SUPLICO AL JUZGADO: Que tenga por presentado este escrito, con su c,?pi~, y l.~s do-
cumentos que la acompañan, se sirya admitirlo~ y se tenga p<?r 'presentada la hqUldaclOn, se 
acuerde dar traslado del mismo al ejecutado, a fm de que manifieste lo que a su derecho con-
venga, y tras los trámites oportunos se a~ruebe la liquidación practicada por esta parte, re-
quiriéndose al ejecutado para hacer efectIva la suma resultante, yen caso contrano se em-
barguen bienes suficientes para satisfacer la deuda. 
Es justicia que pido en ............ , a ............ de ............ de ............ (lugar y focha) 
Fdo.: ....................... . Fdo.: ....................... . 
Col. n.o .................... . 
(Firma y número del letrado/a) (Firma del procurador/a) 
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IX. CAPÍTULO XX 
1. ESCRITO SOLICITANDO LA DESIGNACIÓN DE DEPOSITARIO 
AL JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA N.O ............ DE .......... .. 
D. ............ , Procurador de los Tribunales, en nombre de D. ............ (ejecutante), represen-
tación que tengo debidamente acreditada en los autos del Juicio ordinario n.o ............ , ejecu-
toria n.o ............ , seguidos por mi mandante contra D ............. , como mejor proceda en De-
recho, DIGO: 
Que habiéndose despachado ejecución y embargado los bienes y derechos que se relacio-
nan en la diligencia de fecha ............ , por medio del presente escrito intereso la designación 
de D ............. , con domicilio en ............ , como depositario de los bienes, con objeto de que 
éstos conserven el mayor valor posible y su deterioro no impida la realización y adjudicación 
de los mismos, y todo ello al amparo de lo previsto en el artículo 626 de la Ley de Enjl,licia-
miento Civil. 
Por lo expuesto procede y 
SUPLICO AL JUZGADO: Que, teniendo por presentado este escrito, se sirva admitirlo, y 
acuerde tal como se solicita el nombramiento de Qepositario en la petsona de D ............. , y 
tras los trámites oportunos, se haga entrega al mismo de los bienes sobre los que se trabó em-
bargo, por ser de justicia que pido en ............ (lugar y fecha). 
Fdo.: ....................... . Fdo.: ....................... . 
Col. n.o .................... . 
(Firma y número del letrado/a) (Firma del procurador/a) 
[307] 
2. ESCRITO SOLICITANDO LA REMOCIÓN DEL DEPÓSITO 
AL JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA N.o ............ DE ........... . 
D. ............ , Procurador de los Tribunales, en nombre de D ............. (ejecutante), represen-
tación que tengo debidamente acreditada en los autos del Juicio ordinario n.o ............ , ejecu-
toria n.o ............ , seguidos por mi mandante contra D. ............ , como mejor proceda en De-
recho, DIGO: 
Que habiéndose despachado ejecución y embargado los bienes y derechos que se relacio-
nan en la diligencia de fecha ............ , y habiéndose nombrado depositario de los mismos a 
D. ............ ejecutado, por medio del presente escrito solicito la remoción del depósito e inte-
reso la designación de D ............. , con domicilio en ............ , como nuevo depositario de los 
bienes, con objeto de que éstos conserven el mayor valor posible y su deterioro no impida la 
realización y adjudicación de los mismos, así como evitar los posibles riesgos de sustracción 
o incendio, y todo ello al amparo de lo previsto en el artículo 627 de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil. 
Por lo expuesto procede y 
SUPLICO AL JUZGADO: Que teniendo por presentado este escrito, se sirva admitirlo, y 
acuerde tal como se solicita la remoción del depósito y el nombramiento de nuevo Deposita-
rio en la persona de D ............. , Y tras los trámites oportunos, se haga entrega al mismo de los 
bienes sobre los que se trabó embargo, por ser de justicia que pido en ............ (lugar y fecha). 
Fdo.: ....................... . Fdo.: ....................... . 
Col. n.o .................... . 
(Firma y número del letrado/a) (Firma del procurador/a) 
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3. ESCRITO REITERANDO LA REMOCIÓN DEL DEPÓSITO, 
SOLICITANDO MEJORA DE EMBARGO 
AL JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA N.o ............ DE ........... . 
D. ............ , Procurador de los Tribunales en nombre de ............ , representación que tengo 
debidamente acreditada en los Autos de juicio ordinario n.o ............ , ejecutoria n.o ............ , 
seguidos contra D. ............ , como mejor proceda en Derecho, DIGO: 
Que con esta fecha me ha sido notificada Diligencia negativa practicada por el SCNE (Ser-
vicio Común de Notificaciones y Embargos) a fin de citar al demandado D. ............ para la 
práctica de la diligencia de remoción de depósito acordada en su día en estas actuaciones, ya 
que, al parecer, el demandado ya no trabaja en la empresa cuyo domicilio se había facilitado 
por esta parte a efectos de la practica de dicha diligencia. 
Ya con anterioridad se ha intentando practicar la diligencia de remoción de depósito en su 
domicilio, y que, incluso a pesar de estar citado personalmente para ello, el demandado ha 
hecho caso omiso a las notificaciones judiciales, véase diligencia del SCNE de ............ , y ha-
biendo confirmado esta parte de nuevo y expresamente que el domicilio del D ............. sigue 
siendo en ............ , a nuestro derecho interesa que se intente nuevamente la práctica de la di-
ligencia acordada en el citado domicilio, requiriéndose el auxilio de la fuerza pública para en 
su momento, y con la advertencia al demandado de incurrir en delito de desobediencia en el 
caso de continuar en su actitud elusiva. 
Por lo expuesto procede y 
SUPLICO AL JUZGADO: Que teniendo por presentado este escrito, acuerde, tal como se 
solicita, la práctica de la diligencia de remoción de depósito en el domicilio particular del 
demandado sito en ............ , por ser de justicia que pido en ............ (lugar y fecha). 
OTRosí DIGO: Que siendo insuficientes las solvencias del demandado, y habiendo co-
municado al Juzgado la empresa donde hasta el momento ha venido prestando sus servicios 
que ya no trabaja allí, y ante la actitud elusiva del demandado frente a las responsabilidades 
con respecto a mi representada, teniendo en cuenta lo dispuesto en el artículo 590 de la Ley 
de Enjuiciamiento Civil, al derecho de esta parte interesa se recabe información del Institu-
to Nacional de Empleo (INEM), a la Tesoreria General de la Seguridad Social (TGSS) y al 
Instituto Nacional de la Seguridad Social (INSS), respecto de D ............ , en el sentido de que 
informen en relación con el posible cobro por parte del demandado de cantidades por cual-
quier concepto, indicando en su caso la cuantía de la misma, interesando para su efectividad 
que se libren los oportunos oficios. 
Por lo expuesto procede y 
SUPLICO AL JUZGADO: Que tenga por hechas las manifestaciones contenidas en el an-
terior otrosí, y en su virtud acuerde librar los oficios solicitados al INEM, a la TGSS y al INSS 
para que informen sobre los extremos indicados respecto al demandado, por ser de justicia 
que reitero. 
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SEGUNDO OTROSÍ DIGO: Que al derecho de esta parte interesa que, en el caso de que 
el demandado se encuentre en situación de alta en cualquiera de los regímenes de la Seguri-
dad Social, se ponga en conocimiento del órgano jurisdiccional dicha circunstancia, así como 
la empresa en la que presta sus servicios. 
Por lo expuesto procede y 
SUPLICO AL JUZGADO: Que tenga por hechas las mariifestaciones contenidas en el an-
terior otrosí, y en su virtud, proceda a comunicar a esta parte si D ............. se encuentra en si-
tuación de alta en cualquiera de los regímenes de la Seguridad Social y la empresa en la que 
el demandado prestase sus servicios, por ser de justicia que finalmente pido en el lugar y fe-
chas antes indicados. 
Fdo.: ....................... . Fdo.: ....................... . 
Col. n.O .................... . 
(Firma y número del letrado/a) (Firma del procurador/a) 
4. ESCRITO SOLICITANDO ANOTACIÓN PREVENTIVA 
DE EMBARGO SOBRE UN BIEN INMUEBLE 
AL JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA N.O ............ DE ........... . 
D .............. , Procurador de los Tribunales, en nombre de ............. , representación que ten-
go debidamente acreditada en los autos de juicio ordinario n. o ••••••••••••• , ejecutoria n. o •.••••••••••• , 
seguido contra D .............. , como mejor proceda en Derecho, DIGO: 
Que en diligencia de fecha ............. fue trabado embargo, entre otros bienes del deman-
dado, sobre la siguiente finca: ............. (descripción de lafinca). Dicha finca se halla inscri-
ta al tomo ............. , libro .............• folio ............. , finca .............• del Registro de la Propiedad 
de ............. . 
Que por medio del presente escrito. y al amparo de lo previsto en el artículo 629 de la Ley 
de Enjuiciamiento Civil. solicito la anotación preventiva de embargo como garantía de la tra-
ba del bien arriba descrito. 
Por lo expuesto procede y 
SUPLICO AL JUZGADO: Que teniendo por presentado este escrito se sirva admitirlo. y 
disponer se libre el correspondiente mandamiento al Sr. Registrador de la Propiedad de ............. , 
a fin de que en el Registro a su cargo se tome anotación preventiva de dicha traba. con arre-
glo a las disposiciones de la Ley Hipotecaria y Reglamento para su ejecución. Es justicia que 
pido en ............. (lugar y fecha). 
Fdo.: ....................... . Fdo.: ....................... . 
Col. n.O .................... . 
(Firma y número del letrado/a) (Firma del procurador/a) 
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5. ESCRITO SOLICITANDO QUE SE LIBRE MANDAMIENTO 
AL REGISTRO DE BIENES MUEBLES PARA LA ANOTACIÓN 
DEL EMBARGO DE UN VEHÍCULO DE MOTOR 
AL JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA N.o ............ DE ........... . 
D. ............ , Procurador de los Tribunales, en nombre de ............ , representación que tengo 
debidamente acreditada en los autos de juicio ordinario n.o ............ , ejecutoria n.o ............ ,'se-
guido contra D. ............ , ante el Juzgado comparezco y como mejor proceda en Derecho, 
DIGO: 
Que en diligencia de fecha ............ fue trabado embargo, entre otros bienes del deman-
dado, sobre el vehículo de su propiedad marca ............ , matrícula ............ , y n.o de basti-
dor ........... . 
Que por medio del presente escrito, y al amparo de lo previsto en el artículo 629 de la Ley 
de Enjuiciamiento Civil, para lograr la efectividad de dicha traba, solicito del Juzgad~ que se 
libre mandamiento al Registro de Bienes Muebles para que se proceda a anotar en debIda for-
ma dicho embargo respecto al mencionado vehículo. 
Por lo expuesto procede y 
SUPLICO AL JUZGADO: Que teniendo por presentado este escrito se sirva admitir-
lo, y disponer que se libre el correspondiente mandamiento al Registro de !3ienes M~e­
bIes, comunicándole el embargo trabado en los presentes autos sobre el vehlculo propIe-
dad de D. ............ , marca ............ , matrícula ............ , y n.o de bastidor ............ , a fin de que 
proceda a anotar dicho embargo. 
Es justicia que pido en ............ , a ............ de ............ de ............ (lugar y fecha) 
Fdo.: ....................... . Fdo.: ....................... . 
Col. n.o .................... . 
(Firma y número del letrado/a) (Firma del procurador/a) 
[312] 
X. CAPÍTULO XXI 
1. ESCRITO SOLICITANDO MEJORA DE EMBARGO 
AL JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA N.o ............ DE ........... . 
D ............. , Procurador de los Tribunales, en nombre de D. ............ , representación que ten-
go debidamente acreditada en los autos del juicio ordinario n.o ............ , ejecutoria n.o ............ , 
seguidos contra D. ............ , como mejor proceda en Derecho, DIGO: 
Que siendo insuficientes los bienes embargados en el presente procedimiento para res-
ponder de la cantidad de ............ pesetas de principal, intereses y costas, y teniendo conoci-
miento esta parte que el demandado presta sus servicios en la empresa ............ , sita en ............ , 
al derecho de esta parte interesa, de acuerdo con lo previsto en el artículo 612 de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil, se acuerde la mejora de embargo sobre la parte proporcional del suel-
do y demás emolumentos que el demandado perciba de dicha entidad, sin perjuicio del orden 
establecido en el artículo 592 LEC. 
Por lo expuesto procede y 
SUPLICO AL JUZGADO: Que teniendo por presentado este escrito, se sirva admitirlo, y 
acuerde tal como se solicita la mejora de embargo sobre el sueldo que el demandado percibe 
de la empresa ............ con el domicilio que se aporta, por ser de justicia que pido en ........... . 
(lugar y fecha). 
Fdo.: ....................... . Fdo.: ....................... . 
Col. n.O .................... . 
(Firma y número del letrado/a) (Firma del procurador/a) 
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2. ESCRITO SOLICITANDO REDUCCIÓN DE EMBARGO 
AL JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA N.o ............ DE .......... .. 
D. ............ , Procurador de los Tribunales, en nombre de D. ............ ( ejecutado), represen-
tación que tengo debidamente acreditada en los autos del juicio ordinario n.o ............ , ejecu-
toria n.o ............ , seguidos por D ............. , contra mi mandante, como mejor proceda en De-
recho, DIGO: 
Que por medio del presente escrito solicito la reducción del embargo, al amparo de lo pre-
visto en el artículo 612 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, teniendo en cuenta las siguientes 
ALEGACIONES 
PRIMERA.-La ejecución se sigue por la cantidad ............ pesetas, correspondientes 
............ pesetas a principal más intereses vencidos, más ............ pesetas para los intereses que, 
en su caso, puedan devengarse durante la ejecución y las costas de ésta. 
SEGUNDA.-Los bienes y derechos del ejecutado afectos a esta ejecución son: (describir). 
TERCERA.-Según el avalúo llevado a efecto, los bienes embargados alcanzan un valor 
por importe, de ............ pesetas. 
CUARTA.-La totalidad de la deuda quedaria cubierta con la realización de los siguien-
tes bienes (identificación), cuya valoración asciende a la cantidad de ............ pesetas. 
OUINTA.-Procede, por ello, reducir el embargo, y decretar el alzamiento del mismo res-
pecto de los siguientes bienes y derechos: (descripción). 
Por lo expuesto procede y 
SUPLICO AL JUZGADO: Que teniendo por presentado este escrito, se sirva admitirlo, y 
acuerde tal como se solicita la reducción del embargo, y previos los trámites legales oportu-
nos, se acuerde alzar la traba sobre los bienes y derechos referidos, por ser de justicia que 
pido en ............ (lugar y fecha). 
Fdo.: ....................... . Fdo.: ....................... . 
Col. n.o .................... . 
(Firma y número del letrado/a) (Firma del procurador/a) 
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XI. CAPÍTULO XXII 
ESCRITO PROMOVIENDO TERCERÍA DE DOMINIO 
AL JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA N.O ............ DE ........... . 
D. ............ , Procurador de los Tribunales, en nombre de ............ , representación que acre-
dito con la copia de escritura de poder que acompaño, y que una vez testimoniada, ruego su 
devolución, por necesitarla para otros menesteres, ante el Juzgado comparezco, en los autos 
de juicio ordinario n.o ............ , ejecutoria n.o ............ , seguidos por D. ............ (ejecutante) 
contra D ............. (ejecutado), ante el Juzgado comparezco y, como mejor proceda en Dere-
cho, DIGO: 
Que por medio del presente escrito, conforme a lo previsto en el artículo 595 y siguientes 
de la Ley de Enjuiciamiento Civil, promuevo demanda de tercería de dominio en la presente 
ejecución contra D. ............ (ejecutante) y D. ............ (ejecutado), en sus respectivas posicio-
nes, con fundamento en los siguientes 
HECHOS 
PRlMERO.---Que habiéndose despachado ejecución y embargado los bienes y derechos que 
se relacionan en la diligencia de fecha ............ , entre los mismos se encuentra un bien que fue 
objeto de traba en la creencia de corresponder su titularidad al ejecutado: (descripción del bien). 
SEGUNDO.-La titularidad sobre dicho bien embargado corresponde a mi representado 
desde fecha anterior al comienzo del proceso, según acredito con la aportación de copia de la 
escritura pública de propiedad que sirve de fundamento a la pretensión de alzamiento del em-
bargo. 
TERCERO.-El incidente se promueve después de embargado el bien y antes de que, de 
acuerdo con lo dispuesto en la legislación civil, se produzca la transmisión del bien al acree-
dor, y tampoco ha sido adquirido en pública subasta. 
A los anteriores hechos les son de aplicación los siguientes: 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 
PRIMERO.-Es juez competente el órgano jurisdiccional al que me dirijo, por ser el ór-
gano encargado de la ejecución (art. 599 LEC). 
SEGUNDO.-Corresponde la legitimación activa a mi mandante por invocar el dominio 
sobre el bien embargado, siendo legitimados pasivamente, el ejecutante y el ejecutado, con-
forme a lo previsto en el artículo 600. 1 de la Ley de Enjuiciamiento Civil. 
TERCERO.-La tercería se sustanciará por los trámites previstos para el juicio ordinario 
(art. 599 LEC). 
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CUARTO.-La tercería se interpone en tiempo hábil (art. 596.2 LEC). A los efectos de la 
titularidad se invocan los artículos 348 y siguientes del Código Civil, aportándose como prin-
cipio de prueba por escrito la copia de la escritura pública de propiedad. 
Por lo expuesto procede y 
SUPLICO AL JUZGADO: que teniendo por presentado este escrito, con los documentos 
que lo acompañan, se sirva admitirlo, y tenga por presentada demanda de terceria de domi-
nio contra D. ............ (ejecutante) y D ............. (ejecutado), disponga la suspensión de la ac-
tuaciones relativas a la liquidación del bien discutido, y previos los trámites oportunos, dic-
te auto por el que, con estimación de la pretensión, acuerde el alzamiento del embargo que 
pesa sobre el bien, todo ello con imposición de costas a los demandados, por ser justicia que 
pido en ............ (lugar y fecha). 
Fdo.: ....................... . Fdo.: ....................... . 
Col. n.o .................... . 
(Firma y número del letrado/a) (Firma del procurador/a) 
XII. CAPÍTULO XXVI 
1. ESCRITO DEL EJECUTADO PRESENTANDO LOS TÍTULOS 
DE PROPIEDAD DE LAS FINCAS EMBARGADAS 
AL JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA N.o ............ DE ........... . 
D. ............ , Procurador de los Tribunales, en nombre de ............ , representación que tengo 
debidamente acreditada en los autos de juicio ordinario n.o ............ , ejecutoria n.o ............ , 
seguido por D ............. , contra mi mandante, ante el Juzgado comparezco y, como mejor pro-
ceda en Derecho, DIGO: 
Que con fecha ............ a esta parte le ha sido notificada providencia del día ............ , en la 
que se le requiere para que presente los títulos de propiedad de que disponga respecto a los 
bienes inmuebles embargados inscritos en el Registro. En cumplimiento del requerimiento 
verificado a mi representado, en tiempo y forma acompaño con el presente escrito los títu-
los de propiedad de las fincas embargadas, consistentes en las siguientes escrituras: ........... . 
(reseñar). 
Por lo expuesto procede y, 
SUPLICO AL JUZGADO: Que, teniendo por presentado este escrito y los títulos de pro-
piedad reseñados, se sirva admitirlo, y tenga por cumplida a esta parte con el requerimiento 
formulado. 
Es justicia que pido en ............ , a ............ de ............ de ............ (lugar y fecha) 
Fdo.: ....................... . Fdo.: ....................... . 
Col. n.O .................... . 
(Firma y número del letrado/a) (Firma del procurador/a) 
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2. ESCRITO DEL EJECUTANTE MANIFESTANDO 
HABER EXAMINADO LOS TÍTULOS 
AL JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA N.o ............ DE ........... . 
I? ............ , Proc~ador de los Tribunal~s., ~n n011.lbre. de ............ , representación que tengo debI~amente acredItada en los autos de JUICIO ordmano n.o ............ , ejecutoria n.o ............ , 
segUIdo contra D ............. , ante el Juzgado comparezco y como mejor proceda en Dere-
cho, DIGO: 
Que ~abiéndose c.omunicado a. esta parte la presentación por el ejecutado de los títulos 
de p~opIedad requendos, y exammados los mIsmos, esta parte los encuentra suficientes 
(o bIen «esta parte propone se subsanen las siguientes faltas ............ », especificándolas 
con detallele). 
Por lo expuesto procede y, 
SUPLIC:O AL JUZG~O: que ten~!l por p~esentado este escrito, se sirva admitirlo, y ten-
ga por rea.l~zada la antenor manIfestaCIOn (o bIen « ... la anterior manifestación y solicitud de 
subsanaclOn»). 
Es justicia que pido en ............ , a ............ de ............ de ............ (lugar y fecha) 
Fdo.: ........................ Fdo.: ...................... .. 
Col. n.O .................... . 
(Firma y número del letrado/a) (Firma del procurador/a) 
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XIII. CAPÍTULO XXVII 
1. ESCRITO PIDIENDO QUE SE SAQUEN A PÚBLICA SUBASTA 
LOS BIENES MUEBLES EMBARGADOS 
AL JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA N.o ............ DE ........... . 
D. ............ , Procurador de los Tribunales, en nombre de ............ , representación que tengo 
debidamente acreditada en los autos de juicio ordinario n.o ............ ,.ejecutoria n.o ............ , 
seguido contra D. ............ , como mejor proceda en Derecho, DIGO: 
Que valorados pericialmente los bienes muebles embargados, y dictada providencia de fe-
cha ............ en l~ que se fijaba la valoración definitiva a efectos de ejecución, y no habién-
dose fijado fecha para la celebración de la subasta, conforme a lo previsto en el artículo 644 
de la Ley de Enjuiciamiento Civil, al derecho de esta parte interesa se saquen los mismos a 
pública subasta. 
Por lo expuesto procede y 
SUPLICO AL. JUZGADO: Que, teniendo por presentado este escrito, se sirva admitirlo y, . 
al amparo de lo previsto en los artículos 644 y siguientes de la Ley de Enjuiciamiento Civil, 
se acuerde señalar día, hora y lugar para la celebración de la subasta de los bienes muebles 
embargados al demandado, publicándose a tal fin los cOIl'espondientes edictos y fijándolos 
en los sitios de costumbre. 
Es justicia que pido en ............ , a ............ de ............ de ............ (lugar y fecha) 
Fdo.: ...................... .. Fdo.: ....................... . 
Col. n.O ................... .. 
(Firma y número del letrado/a) (Firma del procurador/a) 
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2. ESCRITO DEL EJECUTANTE SOLICITANDO 
LA ADJUDICACIÓN DE LOS BIENES MUEBLES POR EL 30 POR 100 
DEL VALOR DE TASACIÓN O POR LA CANTIDAD 
QUE SE LE DEBA POR TODOS LOS CONCEPTOS 
AL mZGADO DE PRIMERA INSTANCIA N.o ............ DE ........... . 
D. ............ , Procurador de los Tribunales, en nombre de ............ , representación que tengo 
debidamente acreditada en los autos de juicio ordinario n.o ............ , ejecutoria n.o ............ , se-
guido contra D. ............ , ante el Juzgado comparezco y, como mejor proceda en Derecho, 
DIGO: 
Que habiendo quedado desierta la subasta, celebrada en fecha ............ , al amparo de la pri-
mera de las dos opciones otorgadas a la parte ejecutante por el artículo 651 de la Ley de En-
juiciamiento Civil, esta parte solicita la adjudicación de los bienes embargados por el 30 por 
100 del valor de tasación, por la cantidad de ............ pesetas. 
Por lo expuesto procede y, 
SUPLICO AL mZGADO: Que, teniendo por presentado este escrito, se sirva admitirlo y 
acordar la adjudicación a D. ............ (ejecutante) de los bienes muebles infructuosamente su-
bastados por el 30 por 100 del valor de tasación, o sea, por la cantidad de ............ pesetas, a 
cuenta de las responsabilidades perseguidas en este juicio; librándose y entregándose al efec-
to a esta representación el correspondiente testimonio, para su presentación en la Oficina li-
quidadora del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales. 
Es justicia que pido en ............ , a ............ de ............ de ............ (lugar y fecha) 
Fdo.: ....................... . Fdo.: ....................... . 
Col. n.o .................... . 
(Firma y número del letrado/a) (Firma del procurador/a) 
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XlV. CAPÍTULO XXVIII 
1. ESCRITO PIDIENDO LA ADMINISTRACIÓN 
DE LA FINCA EMBARGADA 
AL mZGADO DE PRIMERA INSTANCIA N.o ............ DE ........... . 
D. ............ , Procurador de los Tribunales, en nombre de ............ , representación que tengo 
debidamente acreditada en los autos de juicio ordinario n.o ............ , ejecutoria n.o ............ , 
seguido contra D. ............ , como mejor proceda en Derecho, DIGO: 
Que en fecha ............ se celebró la subasta de los bienes embargados, sin que concurriera 
licitador alguno que hiciera postura bastante a cubrir el tipo fijado de ............ pesetas. 
Que al derecho de esta parte interesa hacerse cargo de la ~~inistración de los men~i?~a­
dos bienes, al amparo de lo previsto en los artículos 676 y SIguIentes de la Ley de EnJUICIa-
miento Civil. 
Por lo expuesto procede y 
SUPLICO AL mZGADO: Que, teniendo por presentado este escrito, se sirva admitirlo, 
y tras los trámites legales oportunos, se dicte providencia en la que se ~torgue a mi. repres~n­
tado la administración interesada, ordenando que se le ponga en poseSIón de los bIenes CIta-
dos previo el correspondiente inventario, al objeto de ~plicar sus rentas y productos al pago 
de las responsabilidades perseguidas en este procedimIento. 
Es justicia que pido en ............ , a ............ de ............ de ............ (lugar y fecha) 
Fdo.: ....................... . Fdo.: ....................... . 
Col. n.o .................... . 
(Firma y número del letrado/a) (Firma del procurador/a) 
[321] 
2. ESCRITO DEL DEUDOR PIDIENDO QUE EL ACREEDOR 
RINDA CUENTA ANUAL DE LOS PRODUCTOS DE LA FINCA 
QUE ADMINISTRA 
AL JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA N.o ............ DE ........... . 
I? ............ , Proc~ador de los Tribunal~s.' ~n non;tbre. de ............ , rep~esentación que tengo 
debl~amente acreditada en los a';1tos de JUICIO ordinano n.o ............ , ejecutoria n.o ............ , 
segUIdo por D. ............ , contra mi mandante, como mejor proceda en Derecho, DIGO: 
Que con fecha .. : .. : ...... ~~ notificó a esta fiarte providencia de fecha ............ en la que 
se ~cordaba la admllllstraclOn 'p~r~ pa.go al e~e~utante .. Desde dicha fecha, y pese a que el 
a~~lculo 678.1 de la ~ey de EnjuIciamiento ClVllle oblIga a rendir cuenta de la administra-
clOn anualmente, el ejecutante no ha cumplido con dicha obligación. 
Por lo expuesto procede y 
SUPLICO AL JUZGADO: Que tenga por presentado este escrito, se sirva admitirlo y 
acuerde requerir al expresado administrador-ejecutante que presente la cuenta anual de los 
productos de la finca embargada. 
E' .. 'd s Justicia que pi o en ............ , a ........ : ... de ............ de ............ (lugar y fecha) 
Fdo.: ........................ Fdo.: ....................... . 
Col. n.O ........•.....•.•..•. 
(Firma y número del letrado/a) (Firma del procurador/a) 
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3. ESCRITO DEL ACREEDOR-ADMINISTRADOR 
PRESENTANDO LAS CUENTAS ANUALES 
AL JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA N.o ............ DE ........... . 
D. ............ , Procurador de los Tribunales, en nombre de ............ , representación que tengo 
debidamente acreditada en los autos de juicio ordinario n.o ............ , ejecutoria n.o ............ , 
seguido contra D. ............ , como mejor proceda en Derecho, DIGO: 
Que en cumplimiento de lo previsto en el artículo 678 de la Ley de Enjuiciamiento Ci-
vil, y dentro del plazo anual previsto, con el presente escrito acompaño las cuentas de la 
administración para pago referentes a la finca embargada, que comprenden desde la fecha 
de ............ , hasta la de ........... . 
En su virtud, 
SUPLICO AL JUZGADO: Que tenga por presentado este escrito y los documentos de ren-
dición de cuentas que lo acompañan, se sirva admitirlo y tenga por realizada la anterior acti-
vidad, dando vista al ejecutado por término de quince dias, a fin de que manifieste cuanto 
convenga a su derecho, y posteriormente se dicte auto aprobando la cuentas de la adminis-
tración. 
Es justicia que pido en ............ , a ............ de ............ de ............ (lugar y fecha) 
Fdo.: ....................... . Fdo.: ....................... . 
Col. n.O ...............•..... 
(Firma y número del letrado/a) (Firma del procurador/a) 
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4. ESCRITO DEL DEUDOR PLANTEANDO REPAROS 
(ALEGACIONES) A LAS CUENTAS 
DEL ACREEDOR-ADMINISTRADOR 
AL JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA N.O ............ DE ........... . 
D. ............ , Procurador de los Tribunales, en nombre de ............ , representación que tengo 
debidamente acreditada en los autos de juicio ordinario n.o ............ , ejecutoria n.o ............ , 
seguido por D. ............ , contra mi mandante, ante el Juzgado comparezco y, como mejor pro-
ceda en Derecho, DIGO: 
Que mediante diligencia de ordenación de fecha ............ se dio vista a esta parte de la 
rendición anual de cuentas presentadas por la parte acreedora, referente a la finca denomi-
nada ............ , dada en administración para pago, respecto a las que esta parte ha de oponer 
los siguientes alegaciones: ............ (se especificarán detalladamente los reparos y objecio-
nes a las cuentas anuales y se podrá aportar documentación que los confirmen). 
Por lo expuesto procede y 
SUPLICO AL JUZGADO: Que tenga por presentado este escrito y los documentos que lo 
acompañan, se sirva admitirlos, y asímismo tenga por cumplida a esta parte con el trámite or-
denado y por formuladas las alegaciones que se transcriben en el cuerpo de este escrito; y dar 
traslado al acreedor, para que dentro del término de nueve dias, manifieste si está o no con-
forme con ellas. 
Es justicia que pido en ............ , a ............ de ............ de ............ (lugar y fecha) 
Fdo.: ....................... . Fdo.: ....................... . 
Col. n.o .................... . 
(Firma y número del letrado/a) (Firma del procurador/a) 
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5. ESCRITO DEL ACREEDOR-ADMINISTRADOR 
MANIFESTANDO SU DISCONFORMIDAD 
CON LAS ALEGACIONES DEL EJECUTADO 
AL JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA N.O ............ DE ........... . 
D. ............ , Procurador de los Tribunales, en nombre de ............ , representación que tengo 
debidamente acreditada en los autos de juicio ordinario n.o ............ , ejecutoria n.o ............ , 
seguido contra D. ............ , como mejor proceda en Derecho, DIGO: 
Que con fecha ............ le ha sido entregada a esta parte copia del escrito de alegacion~s 
formuladas por el deudor a la rendición anual de cuentas de la fmca ............ ~da en admI-
nistración para pago, y no estando conforme con ellas, de acuerdo con loyrevlsto.en.el ar-
tículo 678.1, infine, de la Ley de Enjuiciamiento Civil, se procede a reahzar las sIguIentes 
contraalegaciones: (se especificarán detalladamente las alegaciones a los reparos y objecio-
nes y se podrá aportar documentación que los confirmen). 
Por lo expuesto procede y 
SUPLICO AL JUZGADO: Que tenga por presentado este escrito y los documentos que lo 
acompañan, se sirva admitirlo, y tenga por manifestada la disconformidad de mi representa-
do en su calidad de acreedor-administrador, respecto a los reparos a las cuentas formulados 
po~ el ejecutado; y asimismo, conforme a lo previsto en el artículo .678.2 d~.la Ley de Enjui-
ciamiento Civil, se acuerde convocar a las partes a la comparecenCia para fIjar con exactItud 
las cuentas anuales de la administración. 
Es justicia que pido en ............ , a ............ de ............ de ............ (lugar y focha) 
Fdo.: ....................... . Fdo.: ....................... . 
Col. n.o .................... . 
(Firma y número del letrado/a) (Firma del procurador/a) 
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6. ESCRITO DEL ACREEDOR-ADMINISTRADOR 
MANIFESTANDO HABERSE HECHO PAGO DE SU CRÉDITO, 
INTERESES Y COSTAS CON EL PRODUCTO DE LA FINCA 
AL mZGAPO DE PRIMERA INSTANCIAN,o """" .. " DE .. " ........ 
D, ............ , Procurador de los Tribunales, en nombre de ............ , representación que tengo 
debi~ente acreditada en los autos de juicio ordinario n,o ............ , ejecutoria n,o ............ , 
seguIdo contra D. ............ , ante el Juzgado comparezco y, como mejor proceda en Dere-
cho, DIGO: 
Que por providencia de fecha ............ se acordó la administración para pago de la finca 
............ , tomando posesión esta parte en fecha ............ , conforme al correspondiente inven-
tario y según consta en las actuaciones, en la actualidad, y como resulta de la rendición de 
cuenta general y cOf!1probantes justificativos que acompañan al presente escrito, con los pro-
ductos de aquélla mI representado D, ............ ya se ha hecho completo pago de su crédito, in-
tereses y costas, 
Por lo expuesto procede y 
SUPLICO AL mZGADO: Que tenga por presentado este escrito, con la rendición de cuen-
ta general y demás comprobantes justificativos complementarios acompañados, se sirVa ad-
mitirlos y disponer lo necesario, a fin de que con las modalidades legales la expresada finca 
vuelva a poder del ejecutado, 
Es justicia que pido en ............ , a ............ de ............ de ............ (lugar y fecha) 
Fdo,: ...................... .. 
Col. n,o .................... , 
Fdo,: ...................... .. 
(Firma y número del letrado/a) (Firma del procurador/a) 
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7. ESCRITO DEL EJECUTADO PARA CONSIGNAR 
EL REMANENTE DE LA DEUDA Y LIBRAR SU FINCA 
AL mZGADO DE PRIMERA INSTANCIA N,o ............ DE .......... .. 
D, ............ , Procurador de los Tribunales, en nombre de ............ , representación que tengo 
debidamente acreditada en los autos de juicio ordinario n,o ............ , ejecutoria n,o ............ , 
seguido por D, ............ , contra mi mandante, como mejor proceda en Derecho, DIGO: 
Que en uso de la facultad conferida a esta parte por el artículo 680,2 de la Ley de Enjui-
ciamiento Civil, se ha procedido a consignar en la Cuenta de Depósitos y Consignaciones del 
Juzgado al que me dirijo, la cantidad de ............ pesetas, cuyo comprobante acompaña a este 
escrito, . en concepto de pago del remanente de la deuda, según el último estado de cuentas 
presentado por el acreedor en fecha .......... .. 
Por lo expuesto procede y 
SUPLICO AL mZGADo: Que tenga por presentado este escrito y los documentos que lo 
acompañan, se sirva admitirlo, y asimismo se acuerde reponer inmediatamente a mi repre-
sentado en la posesión de la finca cuya administración fue entregada a D. ...... , .... , (ejecutan-
te), disponiendo que cese éste en la misma y ordenándole que rinda su cuenta general en los 
quince días siguientes, conforme a lo previsto en el artículo 680.2 de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil. 
Es justicia que pido en ............ , a ............ de ............ de ............ (lugar y fecha) 
Fdo,: ...................... .. Fdo,: ...................... .. 
Col. n,o .................... , 
(Firma y número del letrado/a) (Firma del procurador/a) 
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8. ESCRITO DEL ACREEDOR SOLICITANDO CESAR 
EN LA ADMINISTRACIÓN Y PIDIENDO 
QUE SE SAQUE A SUBASTA LA FINCA 
AL mZGADO DE PRIMERA INSTANCIA N.O ............ DE ........... . 
I? ............ , Proc~rador de los Tribunales, en nombre de ............ , representación que tengo 
debI~amente acredItada en los autos de juicio ordinario n. o ............ , ejecutoria n. o ............ , 
segUido contra D. ............ , ante el Juzgado comparezco y, como mejor proceda en Dere-
cho, DIGO: 
Que por prm1dencia de fecha ............ se acordó la administración para pago de la fmca ............ , 
tO,mando poseSIón esta ~arte en fecha ....... : .... , conforme al correspondiente inventario y se-
gun consta en las actu~cIO?~S. ~n la actuahdad, y como resulta de la rendición de cuenta ge~ 
ner~l y cOf!1probantes JustIficatIvos que acompañan al presente escrito, con los productos de 
~quella, mI representado no ~e ha hecho completo pago de su crédito, intereses y costas. No 
mteres~ndo a esta parte contmuar administrando la finca embargada al deudor, al amparo de 
lo 'preVIsto en ~l ~ÍCu~? 680.3 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, se solicita que se ponga tér-
mmo a la admmIstracIon y se proceda a la realización forzosa del inmueble por pública su-
basta. 
Por lo expuesto procede y 
SUPLICO AL mZGA~O: 9.ue t.enga por presentado este escrito y la rendición de cuen-
ta general ~ com~robantes JustIficatIvos que lo acompañan, se sirva admitirlo, tenga por he-
cha la manIfestaCIón que antecede, y se acuerde sacar a pública subasta la finca embargada. 
Es justicia que pido en ............ , a ............ de ............ de ............ (lugar y fecha) 
Fdo.: ........................ Fdo.: ....................... . 
Col. n.O .................... . 
(Firma y número del letrado/a) (Firma del procurador/a) 
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xv. CAPíTULO XXIX 
ESCRITO PROMOVIENDO TERCERÍA DE MEJOR DERECHO 
AL mZGADO DE PRIMERA INSTANCIA N.O ............ DE .......... .. 
D ............. , Procurador de los Tribunales, en nombre de ............ , representación que acre-
dito con la copia de escritura de poder que acompaño, y que una vez testimoniada, ruego su 
devolución, por necesitarla para otros menesteres, ante el Juzgado comparezco, en los autos 
de juicio ordinario n.o ............ , ejecutoria n.o .... : ....... , seguidos por D ............. (ejecutante) 
contra D. ............ (ejecutado), como mejor proceda en Derecho, DIGO: 
Que por medio del presente escrito, conforme a lo previsto en el artículo 614 y siguientes 
de la Ley de Enjuiciamiento Civil, promuevo demanda de tercería de mejor derecho en la pre-
sente ejecución contra D ............. (ejecutante), con fundamento en los siguientes: 
HECHOS 
PRIMERO.-La ejecución se sigue por la cantidad ............ pesetas, correspondientes 
............ pesetas a principal más intereses vencidos, más -- pesetas para los intereses que, 
en su caso, puedan devengarse durante la ejecución y las costas de ésta, derivando dicha eje-
cución de sentencia firme. El crédito es de naturaleza ............ (por ejemplo, indemnizatoria). 
SEGUNDO. Mi representado es titular de un crédito, por un importe de ............ pesetas. 
contra el ejecutado, que tiene su origen en ............ (descripción del mismo, por ejemplo, cré-
dito refaccionario), como se acredita con el testimonio de la sentencia y del auto despachan-
do ejecución que acompañan a este escrito. 
TERCERO.-El incidente se promueve después de despachada ejecución y antes de haberse 
entregado al ejecutante la suma obtenida o que el ejecutante adquiera la titularidad de los bienes. 
A los anteriores hechos les son de aplicación los siguientes: 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 
PRIMERO.-Es juez competente el órgano jurisdiccional al que me dirijo, por ser el ór-
gano encargado de la ejecución. 
SEGUNDO.-Corresponde la legitimación activa a mi mandante por ser titular de un de-
recho de crédito preferente, conforme al artículo 614 LEC, siendo legitimado pasivamente, 
el ejecutante, conforme a lo previsto en el artÍCulo 617 LEC, al constar el crédito, como ha 
quedado dicho en los hechos, en un título ejecutivo. 
TERCERO.-La tercería se sustanciará por los trámites previstos para el juicio ordinario 
(art. 617 LEC). 
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CUAR;ro.-La t~rcería se int~one en tiempo hábil (art. 615.2 LEC). A los efectos de la 
preferencIa del crédIto y del mejor ~erecho se invocan los artículos ............ (citar los pre-
ceptos que reconozcan la preforencla del acreedor tercerista). aportándose como principio 
de prueba por escrito testimonio de la sentencia dictada en el juicio ............ (reseñar). y del 
auto despachando ejecución. 
Por lo expuesto procede y 
SUPLICO AL JUZGADO: Que teniendo por presentado este escrito con los documentos 
que lo acompañan. se sirva ~dmitirlo. y tenga por pre~entada demanda' de tercería de mejor 
derecho contra D ............. (ejecutante). y tras los trámites legales oportunos dicte sentencia 
en la que. con estimaci?n de la pretensión. declare la preferencia del crédito invocado por mi 
~epresentado sobre el ejecutante y.el derecho de ~sta p~e a ser rein~e~rada de su crédito. por 
Importe de ............ pesetas. y se dIsponga su satlsfacclon con antenondad y preferencia res-
pec!o del. que originó la ejecución. a salvo de las tres quintas partes de las costas causadas en 
la eJecucIón hasta el momento en que recaiga la sentencia de tercería. Asimismo. si el ejecu-
tante contestara a la demanda. y la sentencia de la tercería fuera estimatoria. se condene a éste 
al pago de las costas causadas en dicho trámite. por ser justicia que pido en ............ (lugar y 
focha). 
Fdo.: ....................... . 
Col. n.o .................... . 
Fdo.: ....................... . 
(Firma y número del letrado/a) (Firma del procurador/a) 
XVI. CAPÍTULO XXXI 
1. DEMANDA DE PROCEDIMIENTO JUDICIAL 
DE EJECUCIÓN HIPOTECARIA 
AL JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA N.O ............ DE ........... . 
QUE POR TURNO DE REPARTO CORRESPONDA 
D .............• Procurador de los Tribunales. en nombre de D. ............ (aunque generalmente 
será una entidad de crédito). representación que acredito con la copia de escritura de poder 
que acompaño. y que una vez testimoniada ruego su devolución por necesitarla para otros me-
nesteres. ante el Juzgado comparezco Y. como mejor proceda en Derecho. DIGO: 
Que por medio del presente escrito promuevo demanda de ejecución hipotecaria para exi-
gir el pago de deudas garantizadas por hipoteca contra D .............• sobre la base de los si-
guientes 
HECHOS 
PRIMERO.-D ............. recibió en préstamo de mi mandante la cantidad de ............ pe-
setas Y. en garantía de pago de tal operación y de 10$ intereses que se' convinieron en el ........... . 
(especificar). constituyó hipotecasobre, .. :J •• ;; •••. {de3Cribirlafinca). ubicado en ............ de esta 
ciudad, carga hipotecaria que ~ insctibió al él Registro de la Propiedad n. o •••••••••••• de ............• 
al folio ............ del tomo ........ : ..• ;rlibro- : ... ~ .. '. ....• finca ........... 1. inscripción ........... . 
') 
SEGUNDO. El derecho de cré'ditoreferenciado-subsiste y es exigible en su integridad, 
estando subsistente la inscripé:Wn:registral a que dio lugar el préstamo y la hipoteca. 
,'1. 1) ,J, 
TERCERO.-El plazo para el'j)ag() delerédito'hace ............ meses que terminó. sin que 
el deudor haya hecho efectiva cantidad alguna. La cantidad exacta que por todos los concep-
tos es objeto de esta téclamaciónas<::Íende a·~,¡.; ....... pesetas de principal más ............ pese-
tas de los intereses pactados correspondientes a ............ (especificar detalladamente. sobre 
todo cuando se hubiera pactadO un interés variable. o no viniese determinado en la certifi-
cación registral o en la copia autorizada de la hipoteca) y lo que supongan las costas de este 
procedimiento. 
CUARTO.-Que a efecto de lo previsto en los artículos 685.2 • 550. 573 Y 574 de la Ley 
de Enjuiciamiento Civil a esta demanda le acompañan los siguientes documentos: 
- El poder que acredita ~i persona~idad.. .... . 
- El título ejecutivo. la pnmera copla de escntura pubhca mscnta en el RegIstro. que re-
úne todos los requisitos que exige ~a Ley.para despachar ejec:ución. ~n la que se fija el pre-
cio en que los interesados tasan la fmca .hIJ?otecada para qu~ sI~a de tIpO en la su?~sta •. el do-
micilio fijado por el deudor para la practica de los.requenmlentos y de las notIfIcaCIOnes. 
- Acta notarial del requerimiento de pago con diez días de antelación en el domicilio que 
figure en el Registro. 
- [Documento o documentos en que se expresa el saldo resultante de la liquidación efec-
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tuada por el acreedor, así como el extracto de las partidas de cargo y abono y las corres-
pondientes a la aplicación de intereses que determinan el saldo concreto por el que se pide 
el despacho de ejecución, así como el documento fehaciente que acredite haberse practica-
do la liquidación en la forma pactada por las partes en el título ejecutivo y el documento que 
acredite haberse notificado al deudor y alfiador, la cantidad exigible (estos documentos se-
rán necesarios si la hipoteca garantiza un crédito o préstamo con interés variable y el 'tipo 
de los reclamados no viniese determinado en la copia autorizada de la hipoteca).] 
A estos hechos les son de aplicación los siguientes 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 
PRIMERO.-Es competente el Juzgado de Primera Instancia del partido en que radique 
la finca (arts. 545.2 LEC Y 53 de la Ley 36/1988). 
SEGUNDO.-Tiene legitimación activa mi representado al ser el titular del derecho de 
crédito garantizado con hipoteca. La legitimación pasiva la ostenta el demandado que es quien 
resulta obligado al pago del dicho crédito garantizado. 
TERCERO.-El procedimiento que debe seguirse es el previsto para la ejecución sobre 
bienes hipotecados o pignorados (arts. 681 ss. LEC). 
CUARTO.-Los artículos 129, 130 Y 131 Y siguientes de la Ley Hipotecaria en los térmi-
nos en que han sido redactados por la Ley 1/2000, de Enjuiciamiento Civil. 
Por lo expuesto procede y 
SUPLICO AL ruZGADO: Que tenga por presentado este escrito y los documentos que lo 
acompañan, y sus copias, se sirva admitirlo, y asimismo reclamar del Registrador de la Pro-
piedad n.o ............ de ............ certificación de dominio y cargas, en la que conste la titulari-
dad del dominio y demás derechos reales del bien, así como los derechos de cualquier natu-
raleza que existan sobre él, en especial las cargas inscritas que lo graven o que se halla libre 
de ellas, debiendo hacer constar expresamente que la ,hipoteca a favor del ejecutante se halla 
subsistente y sin cancelar, procediendo a la subasta de la finca hipotecada, conforme a lo pre-
visto en los artículos 691 y siguientes de la Ley de Enjuiciamiento Civil, y con el producto 
obtenido hacer pago a mi mandante del principal, intereses y costas reclamados. 
Es justicia que pido en ............ , a ............ de ............ de ............ (lugar y fecha) 
Fdo.: ....................... . Fdo.: ....................... . 
Col. n.O .................... . 
(Firma y número de/letrado/a) (Firma del procurador/a) 
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